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LIBRO  TERCERO. 


Y    COISÍTRA.TOS. 


TITlJÍ,p  PRIMERO. 


DE  LAS  OBLIGACIONES  EN  GENEEAL. 


■^  1. — El  libro  segundo  de  estas  instituciones  ha  trata- 

—     do  del  dominio,  el  primero  y  más  comprensivo  de  los 

C5     derechos  reales:  de  los  modos  de  adquirirlo, de  sus  des- 

i;      membraciones  y  de  todas  las  otras  formas  de  lo  que 

.  /      llaman  técnicamente  derecho  en  la  cosa.  Este  se  tiene 

y  se  ejercita  sin  relación  á  determinada  persona,   de 

suerte  que  la  acción  del  que  lo  usa,  sigue  á  la  cosa  que 

es  objeto  ó  materia  de  tal  derecho,  sea  cual  fuere  el  in- 

^      dividuo  en  cuyo  poder  se  encuentre,  y  sin  necesidad  de 

que  lo  ligue  con  él  ninguna  relación  jurídica.  El  libro 

presente  se  refiere  á  los  derechos  personales,  llamados 

también  derecJios  á  la  cosa,  es  decir,  á  todos  aquellos 

en  que  la  acción  del  que  los  ejerce  va  encaminada  pre- 


cisamente  contra  una  persona  ligada  á  él  por  motivo 
determinado.  El  propietario  que  perdió  un  objeto,  lo 
reclama  de  la  x^^rsona  en  cuyo  poder  lo  encuentra; 
siendo  totalmente  indiferente  que  sea  ésta  ó  aquella, 
y  sin  necesidad  de  que  medie  entre  los  dos  relación 
de  ninguna  especie.  El  que  tiene  adquirida  una  servi- 
dumbre sobre  una  finca,  la  aprovecha  y  ejercita  sea 
quien  fuere  el  poseedor  de  ésta:  así  pues,  el  dominio  y 
la  servidumbre  son  derechos  reales,  como  lo  es  tam- 
bién la  prenda  6  la  hipoteca.  Mas  el  que  dio  prestada  a 
Pedro  una  cantidad  de  dinero,  no  puede  exigirla  más 
que  de  Pedro;  y  solo  de  él  puede  pedir  las  indemniza- 
ciones que  por  intereses,  daños  y  perjuicios,  o  por 
otra  razón  cualquiera  le  correspondan:  el  derecho,  por 
consiguiente,  es  puramente  personal:  sólo  tiene  valor 
respecto  de  persona  determinada,  y  es  el  que  llaman 
dereclio  á  la  cosa. 

2. — Objeto  de  este  libro  serán  las  obligaciones  y  con- 
tratos que  son  las  formas  que  generalmente  reviste  ese 
derecho.  En  el  título  presente  se  tratará  1.  ^  de  la  na- 
turaleza de  la  obligación  y  de  sus  fuentes.  2.  ^  De  sus 
diferentes  especies,  ó  formas  de  constituirse  y  y.  ^  en 
general,  de  los  modos  de  extinguirse. 

PÁRRAFO  PRIMERO, 

DE  LA  OBLIGACIÓN  Y  FUENTES  DE  QUE   PKOCEDE. 

%.— Obligación  (ligare)  es  la  necesidad  jurídica  de 
dar.,  liacer^  ó  no  Jiacer  alguna  cosa  (1895  C.)  Necesi- 
dad jurídica  significa  que  legalmente  tenemos  que  ha- 
cer algo,  estamos  ligados  por  la  ley,  y  legalmente  po- 
demos ser  compelidos  á  cumplirlo.  Este  cumplimien- 
to no  proviene  de  una  necesidad  física  ó  coacción  ma- 
terial puesto  que,  absolutamente  hablando,   podemos 


faltar  á  la  obligación,  sino  de  que,  por  un  principio  de 
justicia,  reconocido,  apoyado  y  sancionado  por  la  ley, 
tenemos  que  dar  ó  hacer  aquello  que  es  materia  de 
obligación;  y  no  haciéndolo  voluntaria  y  libremente, 
la  autoridad  social  competente  nos  constriñe  á  verift- 
carlo.  Consiste  la  materia  de  la  obligación  en  dar,  ha- 
cer, ó  no  hacer  alguna  cosa  en  favor  de  otro,  porque 
esas  son  las  diferentes  formas  que  puede  tomar  el  ob- 
jeto de  la  necesidad  jurídica:  dai\  como  en;  la  compra, 
en  la  que  el  comprador  tiene  que  dar  al  vendedor  el 
precio  de  la  cosa  comprada:  liacer^  como  en  la  socie- 
dad ó  el  mandato,  en  que  el  socio  industrial  y  el  man- 
datario tienen  que  desempeñar  varios  actos  en  prove- 
cho de  la  sociedad  formada  ó  del  mandante;  y  de  no 
liacer^  como  se  ve  en  esos  mismos  contratos,  pues  el 
socio  y  el  mandatario  tienen  que  abstenerse  de  dife- 
rentes actos  que  obstarían  al  desempeño  de  su  comi- 
sión. De  no  hacer  es  la  servidumbre  de  no  levantar 
más  alto,  la  de  no  impedir  la  luz  &. 

4: — La  obligación  y  el  deber  se¡  diferencian  en  que 
aquella  se  refiere  propiamente  á  lo  legal  y  el  deber  á 
lo  puramente  moral,  si  bien  casi  todas  las  obligaciones 
sancionadas  por  la  ley  proceden  de  deberes  impuestos 
por  la  razón  y  la  conciencia  del  hombre,  de  manera 
que  toda  ó  casi  toda  obligación  supone  un  deber,  mien- 
tras que  hay  deberes  que  no  sanciona  la  ley  civil  y  su 
cumplimiento  es  sólo  una  necesidad  moral.  Como  la 
obligación  es  correlativa  del  derecho,  hay  en  todas 
ellas  una  persona  en  cuyo  provecho  se  debe  dar,  hacer 
ó  no  hacer  algo;  y  otra  que  es  la  que  tiene  que  darlo, 
hacerlo  ó  abstenerse  de  hacerlo:  la  primera  se  llama 
acreedor;  la  otra,  deudor. 

5. — Puesto  que  toda  obligación  supone  que  legal- 
mente  podemos  ser  compelidos  á  cumplirla,  para  que 
sea  tal  ha  de  estar  apoyada  y  garantida  por  la  ley; 
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pero  hay  unas  que  proceden  de  ésta  inmediata  y  di- 
rectamente, es  decir,  que  dadas  ciertas  circunstancias, 
ella  las  establece  sin  necesidad  de  otro  hecho  ó  com- 
promiso; mientras  que  otras  nacen  inmediatamente  de 
un  hecho  personal.  Las  primeras  son  obligaciones  pu- 
ramente legales,  como  la  de  exhibir  un  objeto  ó  docu- 
mento en  determinados  casos  (artículo  263  y  264  (Jód. 
pr.  civ.  y  71  del  Dec.  N.  ^  273):  la  de  ceder  la  propie- 
dad por  causa  de  utilidad  públh^a  (Dec.  de  3 de  Setiem- 
bre de  1861  y  de  2n  de  Enero  de  1884):  la  de  guardar  cier- 
ta distancia  para  algunas  ediñcaciones  y  plantaciones 
(1266  á  1272  C.  C):  la  que  tiene  el  propietario  del  agua 
de  un  fundo  de  permitir  el  uso  de  la  que  sea  absoluta- 
mente necesaria,  y  mediando  indemnización  competen- 
te, para  el  abasto  de  las  personas  ó  ganados  de  una  fin- 
ca rústica:  la  que  el  predio  inferior  tiene  de  recibir 
las  aguas  del  superior  (1203  C.  C):  la  obligación  de  dar, 
en  ciertas  condiciones,  paso  al  agua  de  que  otro  puede 
disponer  (1218  C.  C  )  ó  de  dar  salida,  por  medio  de 
cauce,  á  las  aguas  de  un  terreno  pantanoso  inmediato 
(1231  C.  C):  la  de  tolerar  el  tránsito,  por  terreno  propio, 
para  otra  heredad  (2J8  Dec.  de  Ref.  N.  ^  272):  la 
de  ceder  la  medianería  de  la  pared  divisoria  (221  id.): 
la  de  que  las  aguas  pluviales  de  un  edificio  no  caigan 
sobre  el  suelo  del  vecino  (1278  C.  C.)  y  algunas  otras. 
Los  ejemplos  que  pone  el  Código  de  esta  clase  de  obli- 
gaciones no  son  propios  ni  oportunos,  pues  no  es  obli- 
gación del  orden  civil  la  de  aceptar  cargos  públicos,  y 
ni  se  trata  de  ella  en  parte  alguna  del  Código;  y  la  de 
alimentará  los  hijos  proviene  del  hecho  de  la  pater- 
nidad, establecida  por  la  naturaleza  y  sancionada  por 
la  ley.  Por  el  contrario,  hay  otras  obligaciones  que 
pudieran  decirse  voluntarias,  en  el  sentido  de  que  los 
hechos  que  les  dan  origen  son  voluntarios.  Esos  hechos 
pueden  ser  lícitos  ó  ilícitos  (fr.  2.  "^  1395  C.  C):  lospri- 


meros  son  los  contratos  ó  cuasi  contratos,  es  decir,  los 
que  la  ley  no  reprueba  y  dimanan  del  consentimiento 
expreso  ó  del  presunto;  y  los  otros  son  el  delito,  Ja  fal- 
ta y  el  cuasi  delito  (231  Dec.  de  Ref.  IST.  <^  272).  En  los 
dos  primeros  de  los  que  acaban  de  mencionarse,  hay  res- 
ponsabilidad criminal:  en  el  cuasi  delito  no,  porque 
sólo  hay  una  culpa  que  puede  obtener  suficiente  re- 
presión por  medios  y  efectos  civiles.  Por  eso  es  el  Có- 
digo Penal  el  que  estatuye  respecto  de  todos  los  he- 
chos ilícitos  sujetos  á  la  acción  de  la  ley,  y  de  las  obli- 
gaciones que  emanan  déla  ejecución  de  delitos  ó  fal- 
tas: en  el  derecho  civil,  la  materia  la  forman  los  que 
provienen  de  contratos,  cuasi  contratos  y  cuasi  delitos. 

PÁRRAFO  SEGUNDO. 

6. — De  las  obligaciones  se  hacen  generalmente  las 
clases  siguientes  1.  ^  Naturales,  civiles  y  mixtas.  2.  =^ 
Puras,  condicionales  y  á  cierto  término.  3.  =^  Alterna- 
tivas y  copulativas.  4.  '^  simples,  conjuntas  y  manco- 
munadas. 5.  ^  Divisibles  é  indivisibles.  6.  '^  Obligacio- 
nes con  cláusula  penal  y  sin  ella. 

I. 

7. — En  el  derecho  romano  y  en  el  antiguo  español  te- 
nia notables  efectos  la  división  de  las  obligaciones  en 
naturales,  civiles  y  mixtas,  Naturales  ó  imperfectas 
se  llamó  á  las  que,  aunque  derivadas  de  un  principio 
de  justicia  y  apoyadas  en  la  equidad  natural,  no  tie- 
nen sin  embargo,  la  sanción  de  la  ley  civil  para  ser  exi- 
gibles,  porque  hay  un  interés  social  para  abstenerse 
de  darla,  con  el  objeto  de  evitar  un  desorden  ó  per- 
juicio. Podría,  en  este  concepto,  parecer  que  no  ha- 
Ibía  ni  hay  para  que  referirse  á  obligaciones  naturales 
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en  un  tratado  de  derecho  civil,  pero  hay  que  tener 
presente  que  sí  les  atribuye  la  ley  algún  efecto  civil,  y 
es  el  de  que,  si  bien  no  puede  exigirse  judicialmente  el 
pago  de  lo  que  en  virtud  de  ellas  se  adeuda;  una  ve:& 
pagado,  ya  no  hay  tampoco  acción  para  recobrarlo. 
Así,  la  obligación  de^pagar  lo  perdido  en  una  apuesta 
es  sólo  natural;  por  eso, fia  apuesta  no  da  derecho  pa- 
ra reclamar  judicialmente  del  que  la  perdió,  la  cosa  ó 
cantidad  apostada;  pero  si  éste  la  pagó,  y  tenía  la  libre 
administración  de  sus  bienes,  y  no  hubo  dolo  en  la 
apuesta,  no  puede  pedir  la  devolución  de  lo  pagado 
(1868  C),  pues  con  el  hecho  confirmó  la  obligación  que 
siempre  aparece  que  quiso  imponerse.  Ese  principio 
se  halla  establecido  por  el  Código  de  una  manera  ge- 
neral en  el  artículo  2264  que  dispone  que  no  pueda  re- 
cobrarse lo  pagado  cuando,  aunque  no  fuera  exigible 
con  arreglo  á  las  leyes,  se  satisfizo  sin  embargo  según 
la  equidad,  como  si  paga  la  mujer  casada  lo  que  com- 
pró sin  licencia  del  marido.  Si  en  los  esponsales  se  es- 
tipula una  multa,  no  hay  acción  para  exigirla  del  que 
no  cumple  lo  j)rometido;  pero  pagada  ya,  no  puede  re- 
clamarse su  devolución  (116  C.  C.)  El  reconocimiento 
de  esta  clase  de  acciones  en  contraposición  á  las  civi- 
les se  hace  también  en  el  artículo  1953  al  negar,  en  el 
depósito  hecho  en  persona  incapaz,  acción  civil  si  no 
es  únicamente  para  reclamar  lo  que  todavía  existe  ó 
se  consumió  en  provecho  del  depositario.  Otra  cosa 
que  conviene  mencionar  aquí  es  que  aunque  es  nu- 
la la  fianza  que  recae  sobre  obligación  que  no  es  ci- 
vilmente válida,  sí  valdrá  si  la  nulidad  procede  de  in- 
capacidad personal,  con  tal  que  el  fiador  haya  tenido 
conocimiento  de  la  incapacidad  al  tiempo  de  obligar- 
se (2247  C.   C.) 

8. — Meramente  civiles  se  llamaron  aquellas  en  que- 
todo    el  vínculo  ó    necesidad    procede    de    la    ley,. 
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que,  para  establecerlas,  parte  de  determinadas  presun- 
ciones: tal  era  la  de  pagar  la  cantidad  que,  en  docu- 
mento dejado  en  poder  del  acreedor  aparecía  recibi- 
da de  éste,  en  préstamo,  sin  haberse  recibido  efectiva- 
mente, cuando  habían  pasado  dos  años  sin  reclamar. 
Pero  ni  esta  obligación,  fundada  en  la  presunción  de 
recibo  de  la  cantidad  pasado  ese  tiempo;  y  en  la  pre- 
sunción contraria,  antes  de  vencido  éste,  se  recono- 
ce ya  en  los  códigos  modernos,  incluso  el  nuestro,  ni 
pueden  considerarse  com.o  pertenecientes  á  esta  clase 
las  obligaciones  hechas  por  fuerza  ó  miedo,  que  son 
los  ejemplos  que  generalmente  se  aducen,  porque  pro- 
bados debidamente,  las  obligaciones  se  anulan  (1414, 
2365  C.  C). 

9. — Mixtas  por  último,  que  son  las  que  jiropiamente 
merecen  el  nombre  de  verdaderas  obligaciones  jurídi- 
cas, son  las  que  tienen  su  origen  y  apoyo  en  la  justicia 
y  equidad  natural,  y  cuentan  además  con  la  sanción 
y  garantía  de  la  ley  civil.  El  vendedor  está  obligarlo 
á  pagar  el  precio  de  lo  que  compró:  es  una  verdade- 
ra obligación  apoyada  por  la  ley  y  exigible  ante  las 
autoridades  civiles,  pero  la  ley  no  la  ha  establecido 
caprichosamente  ó  la  ha  inventado,  sino  que  su  san- 
ción y  apoyo  determinan  y  dan  fuerza  á  la  obligación 
que  ya  exisría  por  la  razón  y  la  equidad. 

II. 

10.— Puras  ó  simples  son  aquellas  obligaciones  que 
para  su  cumplimiento  no  están  sujetas  á  condición  ni 
á  la  llegada  de  día  determinado:  condicionales^  aque- 
llas cuyo  cumplimiento  depende  de  una  condición; 
y  á  cierto  término  b  ella,  las  que  no  son  exigibles  has- 
ta que  pasa  ese  término  ó  llega  ese  día. 

11. — En  las  obligaciones  puras  ó  llanas,  el  obligado 
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debe  la  cosa  sobre  que  recae,  y  el  acreedor  puede  pe- 
dirla, inmediatamente  que  han  sido  contraídas,  como 
que  nada  hay  que  pueda  legalmente  suspender  el 
ejercicio  del  derecho.  Y  si  bien  es  cierto  que  hay  al- 
gunos casos  en  que  lo  aplaza  una  disjDosición  especial 
de  la  ley,  puede  decirse  que  en  esos  la  obligación  no 
es  absolutamente  pura  sino  que  hay  un  término  ó  pla- 
zo establecido  por  ministerio  de  la  ley.  Casos  de  esa 
especie  son  todos  aquellos  de  que  se  hará  mención  al 
hablar  de  las  obligaciones  a  día  cierto. 

12. — Condicionales^  según  se  ha  expresado  ya,  son  las 
obligaciones  sujetas  á  una  condición,  esto  es,  á  la  rea- 
lización ó  no  renlización  de  un  acontecimiento  incier- 
to. De  las  condiciones  y  de  sus  especies  se  trató  ya 
en  el  título  décimo  cuarto  del  libro  segundo,  en  los 
números  494  y  siguientes,  y  ahora  sólo  hay  que  agre- 
gar á  las  divisiones  allí  apuntadas,  la  de  expresas  y 
tácitas.  Las  primeras  son  las  que  están  terminante- 
mente declaradas;  y  las  otras  las  que  proceden  de  una 
disposición  legal,  y  se  sux)onen  ó  presumen  aun  cuando 
no  se  hayan  expresado.  Así,  todo  contrato  bilateral 
se  supone  celebrado  bajo  la  condición  de  que  el  otro 
contratante  cumpla  la  obligación  en  la  parte  que  le 
concierne  (1457  C.) 

13.— En  las  obligaciones  puede  ponerse  toda  especie 
de  condiciones  honestas  y  posibles;  y  puestas,  nada 
se  debe  y  nada  puede  pedirse  hasta  el  cumplimiento 
de  ellas  (1450  C.  C.)  Y  si  la  condición  que  se  hubiere 
puesto,  fuere  imposible  ó  contraria  á  las  leyes  ó  bue- 
nas costumbres,  se  tiene  por  no  puesta,  de  manera 
que  no  vicia  la  obligación,  y  esta  se  resuelve  en  pura 
(art.  242  del  Dec.  Kef.  N?  272.)  Esa  disposición  mu 
do  radicalmente  la  contenida  en  los  dos  primeros  in- 
cisos del  artículo  1451  y  19  del  2365  del  Código  Civil 
que  declaraban  no  contraidas,  esto  es,  nulas,   las  obli- 
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-gaciones  que  se  liacíaii  depender  de  condición  ilícita 
ó  imposible.  Con  esta  reforma,  se  puso  ya  de  acuerdo 
la  disposición  general  en  punto  de  obligaciones  y  con- 
tratos con  lo  establecido  respecto  de  donaciones  (717 
C),  respecto  de  herencia  testamentaria  (806,  821  C.) 
y  resj)ecto  de  instrumentos  públicos  (720  C.  pr.  civ.) 
Insostenible  la  explicación  que  hacían  los  tratadistas 
de  derecho  romano  y  del  antiguo  español  para  justi- 
ficar el  diverso  principio  y  diversas  consecuencias  de 
las  condiciones  imposibles  ó  ilícitas  según  que  se  es- 
tablecieran en  testamentos  ó  en  contratos,  y  consistía 
en  decir  que  en  los  últimos  debía  de  suponerse  que 
los  contrayentes  habían  querido  burlarse,  y  no  así  en 
las  disposiciones  testamentarias  en  que  se  reputaba 
haber  error;  ó  en  que,  en  las  obligaciones,  la  condición  es 
la  causa  de  la  celebración  y  faltando  la  una,  tiene  que 
faltar  la  otra;  mientras  que  en  las  herencias  y  donacio- 
nes se  entiende  que  el  objeto  es  favorecer;  insostenible 
digo,  esa  explicación,  y  rarísimos  por  otra  parte  los 
casos  en  que,  en  herencia  ó  en  contratos,  se  establez- 
can hoy  condiciones  de  ese  género,  parece  lo  más  ra- 
cional declarar  como  regla  constante  que  la  condición 
imposible  ó  ilícita  no  vicia  el  acto  al  cual  se  impone. 
Lo  imposible  en  el  orden  de  la  naturaleza,  de  la  moral 
ó  de  la  ley  es  como  si  no  se  hubiera  mencionado:  la 
obligación  se  convierte  en  pura,  y  deja  así  de  tomarse 
<íomo  juego,  una  obligación  que,  en  lo  sustancial, 
puede  perfectamente  separarse  del  accidente  de  una 
oondición  ridicula  ó  criminal.  Tener  por  no  puesto 
lo  imposible  es  lo  que  reclama  la  lógica.  Hay  sin 
embargo,  códigos  que  mantienen  todavía  las  antiguas 
doctrinas  y  diferencias  de  los  expositores  romanos  y 
españoles;  pero  nuestra  legislación  está  ya  en  el 
sentido  expresado:  de  acuerdo  con  ella  está  la  ra- 
zón,  y  de  acuerdo  con   la  razón  y  con  nuestra  ley. 
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lo  aceptado  en  muchas  legislaciones  modernas.  Se  en- 
tiende sí  que  no  liay  ni  puede  haber  obligación  si  el 
cumx3limiento  se  deja  en  absoluto  á  la  voluntad  de  la 
parte  obligada  pues  no  hay  entonces  vínculo  de  nin- 
guna especie  á  favor  de  otra  persona. 

14. — Puesto  que  la  condición  imposible  no  vicíala, 
obligación,  con  mayor  razón  no  la  viciará  tampoco, 
sino  que  se  tendrá  como  no  puesta,  la  condición  de  na 
hacer  una  cosa  imjjosible,  y  la  obligación  quedará  con- 
vertida en  pura  ó  incondicional:  así,  la  de  venderte 
tal  casa  por  mil  pesos  si  no  anduvieres  cien  leguas  por 
hora.  (Artículo  243  del  Dec.  N.  ^   272). 

15. — El  efecto  natural  de  la  condición  suspensiva  es? 
como  lo  dice  la  misma  palabra,  que  no  puede  exigirse 
la  obligación  á  que  se  impone  hasta  que  ella  se  reali- 
ce; y  que  si  antes  se  exigiere  judicialmente,  pueda 
oponerse  la  excepción  ó  defensa  de  condición  no  cum- 
plida. Mas,  verificada  la  condición,  hay  que  entregar 
la  cosa  que  es  materia  de  la  obligación  en  el  estado 
en  que  se  halle,  á  no  ser  que  se  haya  deteriorado  por 
culpa  de  la  j)ersona  obligada,  que  entonces  será  res- 
ponsable por  los  daños  (1455,  2263  C.  C).  Si  la  obliga- 
ción contiene  no  sólo  la  sujeción  á  que  se  verifique^ 
cierto  acontecimiento,  sino  que  se  expresa  además  que 
suceda  dentro  de  plazo  determinado  y  fijo  v.  g.  se  des- 
hará la  venta  si  vuelve  Pedro  de  Europa  dentro  de  udí 
año;  en  cuanto  pase  el  término  sin  que  la  condicióni 
se  realice,  la  obligación  caduca  y  no  se  revalida  aun- 
que se  cumpla  más  tarde;  y  caducará  igualmente,  ó  se 
podrá  exigir  anticipadamente  lo  que  constituye  su  ob- 
jeto, si  antes  del  plazo  hay  certeza  de  que  ya  no  podrá, 
realizarse,  como  si  Pedro  muriese  fuera  de  aquí  algu- 
nos meses  antes  del  año  (fr.  1.=^  1453  C.  C).  Y  si  la 
condición,  en  los  términos  expresados,  fuere  negativa 
p.  e.  si  no  viniere  Pedro  de  Europa  en  un  año,    se  en- 
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tenderá  cumplida  en  cuanto  transcurra  el  término  sin 
que  se  verifique,  6  en  cuanto  llegue  á  ser  cierto  que  el 
acontecimiento  ya  no  podrá  realizarse,  como  si,  antes 
del  año,  ocurre  la  muerte  de  Pedro  (fr.  2.  =^  1453  C.  C.) 

16. — Cumplida  la  condición  en  la  obligación  condi- 
'cional,  se  consi^lera  ésta  eficaz  desde  que  se  contrajo, 
es  decir,  que  se  retrotrae  al  tiempo  de  la  celebración, 
por  ser  una  modificación;  y  los  derechos  y  las  respon- 
sabilidades todas  que  resulten,  pasan  á  los  herederos 
de  los  contrayentes,  si  éstos  hubieren  fallecido  y  si  la 
obligación  fuere  de  aquellas  cuyos  efectos  son  tras- 
misibles  á  los  herederos  (1454  C.  C.)  Antes  del  cum- 
plimiento de  la  condición,  el  peligro  ó  deterioro  y  el 
aumento  ó  beneficio  de  la  cosa,  si  es  determinada, 
pertenece  al  acreedor;  pero  pereciendo,  la  obligación 
se  extingue  por  falta  de  materia. 

17. — También  las  condiciones  resolutorias,  es  decir, 
íiquellas  de  las  cuales  depende  no  el  cumplimiento 
sino  la  extinción  de  una  obligación,  como  la  supernas- 
cencia  de  hijos  estipulada  x)or  el  donante,  para  la  re- 
Tocación  de  una  donación,  pueden  ser  expresas  6  táci- 
tas. Expresas  como  la  que  acaba  de  mencionarse,  y 
tácitas  como  la  que  se  supone  en  todo  contrato  bilate- 
ral, de  que  puede  quedar  sin  efecto  para  el  otro  de 
los  contratantes  cuando  uno  de  ellos  falta  al  cumpli- 
miento de  la  obligación  en  la  parte  que  le  concierne 
V.  g.  si  el  comprador  no  entrega  el  precio  de  la  venta 
(1457  C.  C).  El  efecto  de  tales  condiciones  resolutorias 
es  que,  una  vez  realizadas,  vuelven  las  cosas  al  esta- 
do que  tenían  antes  de  que  la  obligación  se  contrajera, 
lo  mismo  que  si  ésta  no  hubiese  existido  (1456  C.  C.) 

18. — Cuando  la  condición  es  afirmativa  y  no  tiene 
término  fijo,  como  si  uno  se  obliga  á  entregar  á  otro 
una  cantidad  de  pesos  si  va  á  Europa,  en  cualquier 
tiempo  que  vaya,  tiene  derecho  de  exigirla.   Y  si  es 
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negativa  y  sin  plazo  determinado,  como:  si  no  fuere  á. 
Europa,  parece  natural  que  pueda  pedirse  bajo  cau- 
ción, ya  que  de  otra  suerte  sólo  aprovecharía  á  los  he- 
dereros.  Sin  embargo,  hay  jurisconsultos  como  Laser- 
na  y  Montalbán  que  creen  que  no  tiene  cabida  en  este 
caso  esa  caución  que  en  Jo  antiguo  se  llamó  mucianciy 
y  que  hay  que  esperar  la  muerte  para  tenerla  por  cum- 
plida, á  no  ser  que  fuese  de  tal  naturaleza  la  condi- 
ción que,  aun  antes  de  ella,  pudiera  darse  por  realiza- 
da, como:  si  no  dieres  nunca  tal  cosa  á  tal  persona;  y 
la  cosa  pereciera  ó  muriese  la  persona  á  quien  no  habla, 
de  darse. 

19. — Si  una  parte  impide  el  cumplimiento  de  la  con- 
dición para  libertarse  de  la  obligación,  hay  dolo  y  se 
aplicará  lo  dispuesto  para  los  casos  en  que  media;  de- 
manera que  aunque  se  anule  el  acto,  el  engañado  ten- 
drá derecho  á  indemnización  por  los  daños  de  la  ineje- 
cución, efecto  que  es  el  mismo  que  si  la  condición  se 
hubiera  realizado.  • 

20. — En  las  condiciones  de  hecho  personal,  precisa- 
mente la  persona  ha  de  cumplirla  y  no  sus  herederos; 
pero  si  no  se  exigió  eso  y  el  hecho  puede  cumplirse- 
por  ellos  del  mismo  modo,  su  ejecución  dará  igual  re- 
sultado que  si  lo  efectuara  su  causante. 

21.  —Cuando  la  condición  se  refiere  á  un  acto  tínico^ 
se  mira  como  indivisible,  de  suerte  que  lo  prometido- 
no  puede  pedirse  si  no  se  cumple  del  todo  la  condi- 
ción, sin  que  baste  que  se  llene  en  parte,  ni  aun  para 
pedir  parte;  y  por  último,  habiendo  varias  condicio- 
nes han  de  cumplirse  todas,  si  hay  conjunción;  mas  si 
fueren  alternativas,  elige  el  que  ha  de  cumplir. 

III. 

22. — Obligaciones  á  cierto  término  son  las  que  aun- 


15 

qne  no  estén  sujetas  á  una  condición  como  las  que 
acaban  de  expresarse,  no  son  exigibles  inmediatamen- 
te sino  en  cierto  tiempo  ó  plazo  que  se  fija:  por  ejem- 
plo, la  de  pagar  dentro  de  un  año,  ó  después  de  la 
muerte  de  tal  ó  cual  individuo.  El  plazo  pues,  puede 
ser  fijo  y  determinado,  como  en  el  primero  de  los  casos 
aludidos;  ó  para  día  incierto,  es  decir,  que  se  sabe  que 
llegará  pero  se  ignora  cuando,  como  en  el  segundo. 
Mas  si  Ja  incertidumbre  se  refiriere  á  si  llegará  ó  n6 
el  día,  como  si  se  hubiera  dicho:  el  día  que  Juan  vuel- 
va de  África,  la  obligación  se  tendrá  como  condicio- 
nal, y  sujeta  por  tanto,  á  los  principios  que  rigen  pa- 
ra éstas. 

2B.— La  regia  general  es  que  no  puede  pedirse  el 
cumplimiento  de  una  obligación  que  tiene  plazo  cierto, 
si  no  es  cumplido  éste,  y  que  quien  por  error,  la  satis- 
fizo antes  de  que  se  venciera,  tiene  derecho  de  que  se 
le  restituya  lo  pagado  (1458, 1459  C.  C).  En  consecuen- 
cia, el  deudor  que,  antes  del  vencimiento,  es  demanda- 
do ordinaria  ó  ejecutivamente,  tiene  esa  justa  excep- 
ción (4.  ^  569  y  1.  ^  y  4.  ^  918  C.  pr.  civ.)  y  el  caso 
se  consideraba  antes  para  el  actor  como  uno  de  los 
de  plus  petición.  Se  exceptúa  sólo  el  de  que  el  deudor 
haya  caído  en  quiebra,  ó  disminuya,  ¡Dor  culpa  suya, 
la  garantía  ofrecida  al  acreedor,  que  éste  no  tiene  en- 
tonces que  aguardar  la  llegada  del  plazo,  ni  que  resti- 
tuir, si  por  error  se  le  ha  anticipado  ya  el  pago. 

24. — Como  aplicaciones  particulares,  modificaciones 
ó  excepciones  de  estos  principios,  se  ve  que  en  las  do- 
naciones, herencias  ó  legados  condicionales  ó  á  día 
cierto,  nada  puede  pedirse  antes  del  cumplimiento  de 
la  condición  ó  de  la  llegada  del  jjlazo  (726,  817,  886  C. 
C).  En  el  arrendamiento,  aunque  no  esté  vencido  el 
plazo  en  que  ha  de  pagarse  la  renta,  se  depositará  de 
los  frutos  la  parte  que  baste  para  satisfacerla  ox)ortuna- 
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mente,  si  el  conductor  ha  sido  moroso  en  el  año  ó  años 
anteriores,  y  lo  pide  el  locador  ó  lo  solicita  el  fiador  pa- 
ra precaverse  del  peligro  de  pagar  (J700  C.C.)-  El  depó- 
sito ña  de  entregarse  luego  que  el  deponente  lo  recla- 
me, aunque  se  haya  fijado  plazo  para  la  restitución,  á 
no  ser  que  se  haya  trasladado  á  otra  parte  la  cosa  de- 
positada (1973  C.  C). 

25. — El  asegurado  puede  hacer  el  aband  mo  antes 
del  plazo  y  exigir  la  cantidad  asegurada,  desde  que 
se  haga  constar  la  pérdida  de  lo  que  se  hizo  ase- 
gurar (1885  C).  El  mutuante  puede  pedir  que  se  le 
pague,  antes  del  vencimiento  del  plazo,  lo  que  dio  á 
mutuo,  si  el  deudor  malversa  sus  bienes  y  no  da  la 
fianza  que  se  le  exija  (1911  C.  C):  el  socio  no  puede 
pedir  disolución  de  la  sociedad  antes  del  plazo  con- 
venido, á  n  >  ser  por  motivos  muy  justos,  como  de 
enfermedad  que  le  inhabilite  para  ios  negocios,  falta 
del  otro  socio  al  cumplimiento  de  sus  obligaciones 
propias,  ó  por  otras  causas  que  sean  graves  y  legíti- 
mas, a  juicio  del  Juez  (1819  C.)  El  comodante  puede 
pedir  la  devolución  de  la  cosa  antes  del  plazo,  si  nece- 
sita de  ella  con  urgencia  imprevista,  ó  muere  el  como- 
datario, á  menos  que  se  haya  prestado  para  un  servicio 
particular  que  no  pueda  diferirse  ó  susj)enderse  (1935 
C).  En  la  hipoteca,  si  la  finca  hipotecada  disminuye 
de  valor,  por  dolo  ó  culpa  del  dueño,  puede  el  acree- 
dor solicitar  del  Juez  que  se  constituya  nueva  y  com- 
petente garantía;  y  en  falta  de  ésta,  que  se  venda 
desde  luego  el  inmueble  para  hacerle  pago  aún  antes 
del  plazo  (292  Dec.  de  Eef.  N.''  272).  En  la  fianza,  aun 
antes  de  que  se  cumpla  la  obligación  principal,  pue- 
de el  fiador  pedir  que  se  le  exonere  de  ella  si  él  ó  el 
fiador  están  para  ausentarse  de  la  República:  si  éste 
ha  sufrido  menoscabo  en  sus  bienes  de  modo  que  se 
halle  en  liesgo  de  insolvencia:  si  ha  pasado  el  tiempo 
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en  que  se  estipuló  que  se  le  relevaría;  ó  si  la  obliga- 
ción principal  no  tiene  término  fijo  y  la  fianza  no  fue- 
re á  título  oneroso.  Aun  antes  de  pagar,  puede  tam- 
bién pedir  que  se  le  aseguren  las  resultas  de  la  fianza: 
1.  *^  en  cualquiera  de  los  casos  que  acaban  de  ex- 
presarse. 2.  ^  cuando  ha  vencido  el  plazo  de  la  obli- 
gación principal  (324  Dec.  de  Eef.  N.  ^  272). 

26. — Así  como  hay  casos  de  excepción  en  que  el 
acreedor  puede  pedir  antes  del  plazo,  los  hay  en  que 
el  deudor  puede  compeler  á  aquel  á  recibir  antes  la 
deuda.  Así,  antes  del  tiempo  convenido  con  el  mu- 
tuante, puede  pagarle  el  mutuatario,  pero  sin  mengua 
de  los  intereses  correspondientes  hasta  el  vencimiento, 
salvo  pacto  en  contrario  (277  Dec.  de  Ref .  N.  ^  272).  Si 
el  acreedor  no  admite  el  pago,  tiene  el  deudor  derecho 
de  hacer  consignación  de  la  cantidad  á  costa  y  riesgo 
de  aquel;  y  queda  el  fiador,  si  lo  hay,  eximido  de 
toda  obligación  (2248  C.  y  348  Dec.  de  Ref.  N?  272). 
El  acreedor  que,  sin  justa  causa,  no  admite  el  pago  del 
deudor,  responde,  respecto  de  la  prenda  que  tenga,  por 
el  accidente  ó  caso  fortuito  que  haya  ocasionado  su 
pérdida  posterior  (2008  C.) 

27. — Se  asienta  como  principio  general  que  cuando 
se  promete  dar  una  cosa  en  cierto  día,  sin  añadir  otra 
especificación,  se  entiende  el  inmediato  venidero:  que 
si  se  ofrece  dar  algo  cada  año,  se  entiende  al  fin  de 
cada  uno:  si  en  todos  los  años,  al  principio  de  cada 
cual  de  ellos;  y  si  para  principios  de  mes,  en  el  mes 
próximo  siguiente. 

28. — Si  una  obligación  es  condicional  y  además  tie- 
ne término  ó  plazo,  cumplida  la  condición,  todavía  ha- 
brá que  esperar  á  que  llegue  el  día. 
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IV. 

o R LIGACIONES   ALTERNATIVAS    Y    COPULATIVAS. 


29. — Obligación  alternativa  es  aquella  en  virtud  de 
la  cual  el  deudor  solo  está  comprometido  á  una  de 
dos  ó  más  cosas  en  que  se  convino,  de  suerte  que  pa- 
gando cualquiera  de  ellas,  queda  completamente  libre. 
Tal  sería  si  se  obligó  á  entregar  tal  caballo  ó  quinientos 
pesos;  una  casa  6  una  finca  rústica  (1460  C.)  Copulati- 
va, por  el  contrario,  es  la  obligación  por  la  cual  una 
persona  tiene  que  satisfacer  dos  ó  más  cosas  á  la  vez, 
V.  g.  entregar  tal  solar  y  construir  en  él  una  casa;  dar 
en  determinado  día,  un  reloj  y  doscientos  pesos  á  una 
misma  persona. 

30. — En  la  obligación  alternativa,  la  regla  general 
es  que  la  elección  corresponde  al  deudor,  á  cuyo  favor 
se  hace  la  interpretación  de  lo  que  esté  dudoso;  y 
cumple  con  entregar  cualquiera  de  las  cosas  que  dis- 
yuntivamente se  comprometió  á  dar  (fr.  1^  1460  C.);. 
mas  no  está  en  su  arbitrio  dar  parte  de  una  cosa  y 
parte  de  otra,  porque  eso  sería  dejar  á  su  voluntad 
el  cambio  de  los  términos  de  la  obligación.  Si  pagó 
las  dos  por  error,  puede  recobrar  la  que  quiera,  y  ese 
derecho  pasa  á  los  herederos. 

31. — Si  pereciere  una  de  las  dos  cosas  alternativa- 
mente debidas,  cumple  el  deudor  con  entregar  la  otra, 
y  á  ello  está  obligado:  si  las  dos,  ó  todas  si  fuera  mayor 
el  número,  hubieren  perecido,  la  obligación  queda 
reducida  á  entregar  el  valor;  y  como  tenía  el  derecho 
de  elección  de  la  cosa,  satisface  con  pagar  el  precio 
de  cualquiera  de  ellas.   Mas  si  acaso  el  acreedor  se 
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hubiere  reservado  la  elección,  como  i»iiede  hacerlo, 
tendrá  derecho  de  pedir  la  que  quiera  de  las  cosas 
existentes,  pues  la  limitación  á  que  está  sujeto  es  la 
de  pedir  una  sola,  pero  la  que  elija  entre  todas;  6  si 
hubieran  perecido,  el  valor  de  la  que  escoja  (fr.  2^^ 
1460  C.) 

32.— Hay  algunos  casos  en  que  Ja  misma  ley  esta- 
blece el  derecho  del  deudor  para  eleg'.r,  de  suerte  que 
la  alternativa  pued^^  llamarse  legal,  ó  más  bien,  se  redu- 
ce propiamente  al  derecho  de  opción  Así,  en  el  legado 
de  una  cosa  indeterminada,  mueble  ó  inmueble,  la 
elección  corresponde  al  encargado  de  pagarlo,  si  el 
testador  no  dispone  lo  contrario  (164  Dec.  de  Ref. 
N.  ^  272).  La  venta  puede  tener  por  objeto  dos  ó  más 
cosas  alternativamente  (1482  C);  y  para  que  se  consi- 
dere así,  es  necesario  fijar  el  precio  de  cada  una  de 
ellas,  y  dejar  la  elección  á  uno  sólo  de  los  contratan- 
tes (1483  C).  Si  en  la  promesa  recíproca  de  compra 
venta,  se  acordó,  disyuntivamente,  ó  cumplir  el  conve- 
nio, ó  pagar  una  multa,  determinada  en  su  cantidad; 
pagada  ésta,  cesa  la  obligación  de  cumplir  lo  prometi- 
do (1505  C.)  Pero  si  el  acuerdo  no  fué  alternativo,  el 
que  rehusare  cumplir,  corrido  el  tiempo  fijado  para  la 
venta  en  el  convenio,  será  obligado  á  cumplir  el  con- 
trato y  al  pago  d*^  la  multa  y  de  los  gastos  del  juicio 
(1506  C.) 

33.— Cuando  haceam  pago  el  que  es  deudor  de  algu- 
no por  diversas  obligaciones,  tiene  derecho  de  declarar 
cual  es  la  deuda  á  que  ha  de  aplicarse  (fr.  1.  ^  2314  C.) 

34. — Entre  varias  acciones  judiciales,  el  demandante 
elige:  en  el  embargo  de  bienes,  el  ejecutado  tiene  de- 
recho de  escoger  los  que  presente  á  la  traba,  pero  guar- 
dando el  orden  legal,  y  salvo  el  caso  de  prenda  ó  hi- 
poteca (203  Dec.  ]Sr.  ^  273). 

35. — En  la  obligación    conjuntiva  ó  copulativa,  el 
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deudor  tiene  que  satisfacer  todas  y  cada  una  délas  co- 
sas á  que  se  obligó;  y  por  satisfacer  una,  no  se  exime 
del  pago  de  las  otras. 

Y. 


OBLIGACIONES  SIMPLES  Y  CONJUNTAS. 


36. — La  obligación  puede  contraerse  por  una  sola 
persona  á  favor  de  sólo  otra;  por  dos  ó  más  personas  á 
favor  de  una  sola;  por  una  sola  á  favor  de  dos  ó  más; 
ó  por  más  de  una  persona  á  favor  también  de  más  de 
una.  En  el  caso  primero,  es  decir,  cuando  uno  solo  se 
obliga  á  favor  de  sólo  otro,  la  obligación  es  simple:  en 
todos  los  demás,  es  decir,  siempre  que  por  la  obliga- 
ción responden  dos  ó  más  como  deudores,  ó  se  contra- 
jo á  favor  de  dos  ó  más  como  acreedores,  la  obligación 
es  conjunta. 

37.— Las  obligaciones  conjuntas  pueden  ser  pura- 
mente tales,  ó  solidarias.  Serán  lo  primero,  si  las  perso- 
nas obligadas  lo  quedan  á  prorrata,  es  decir,  propor- 
cionalmente  á  su  número;  ó  los  acreedores  sólo  tienen 
derecho  de  exigir  en  el  mismo  concepto,  es  decir,  la- 
parte  que  les. toca  según  su  número.  Así,  si  dos  perso- 
nas se  obligan  conjunta  pero  no  solidariamen  Ce,  apagar 
tres  mil  pesos  á  otra,  cada  una  vendrá  obligada  por 
mil  quinientos:  si  son  tres,  cada  una  por  mil.  Lo  mis- 
mo sucederá  si  uno  se  obliga  á  pagar  conjunta  pero 
no  solidariamente,  á  dos  personas,  tres  mil  pesos:  cada 
una  de  ellas  sólo  tendrá  derecho  de  exigir  al  deudor 
la  mitad:  si  son  tres,  la  tercera  parte,  y  asi  sucesiva- 
mente. Serán  solidarias,  que  nuestro  Código  confurT- 
de   con    mancomunadas,    á  diferencia    de  la  mayor 
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parte  de  las  legislaciones  antiguas  y  modernas  y  de 
todos  los  expositores  de  derecho  que  llaman  manco- 
munada á  la  obligación  puramente  conjunta,  y  solida- 
ria á  la  otra,  lo  cual  es  más  conforme  á  la  verdadera 
significación  de  las  palabras  y  á  la  claridad  de  las 
ideas;  serán  solidarias,  digo,  aquellas  en  que  cada  uno 
de  los  deudores  es  responsable  por  el  todo  de  la  obli- 
gación, ó  cada  uno  de  los  acredores  tiene  derecho  de 
exigir  el  todo.  Así,  si  dos  se  obligan  solidariamente  a 
pagar  mil  pesos  á  una  persona,  ésta  tiene  derecho  de 
exigir  de  cualquiera  de  ellas  toda  la  cantidad:  si  uno 
se  ha  obligado  á  pagar  á  dos  personas,  solidariamente, 
mil  pesos,  cualquiera  de  ellas  puede  reclamarle  la  tota- 
lidad. Según  acaba  de  decirse,  en  todas  las  legislaciones 
la  obligación  puramente  mancomunada  se  opone  á  la 
solidaria:  en  la  nuestra  es  al  revés;  obligación  manco- 
munada y  obligación  solidaria,  significan  para  la  ley 
una  misma  cosa;  (1461,  1464  C.)  por  lo  cual,  he  llamado 
á  la  otra  obligación  simplemente  conjunta.  Conviene  fi- 
jar mucho  la  atención  en  este  punto,  pues  práctica- 
mente podría  dar  lugar  á  errores  y  consecuencias  tras- 
cendentales por  el  hábito  de  tener  como  diverso  lo  man- 
comunado y  lo  solidario;  hábito  formado  con  dar  alas 
palabras  la  acepción  que  hasta  ahora  le  habían  dado 
todos  en  lo  forense. 

38. — ObUgacim.  puramente  conjunta.  Se  ha  dicho 
cuál  es.  Todas  las  obligaciones  en  que  hay  varios  deu- 
dores de  una  misma  cosa  ó  cantidad,  se  reputan  pu- 
ramente conjuntas,  á  no  ser  que  conste  lo  contrario,  es 
decir,  que  se  hayan  obligado  juntamente  y  con  man- 
comunidad ó  solidaridad  expresa,  pues  no  se  presu- 
me. Faltando  esa  expresión  de  la  voluntad  de  los 
obligados,  lo  quedarán  sólo  en  la  parte  de  que  cada 
cual  se  haya  constituido  responsable;  y  si  no  se  hubie- 
re puntualizado  cuál  era  ésta,   por  partes  iguales  en 
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proporción  al  número:  por  la  mitad  si  son  dos:   por  el 
tercio  si  tres,  por  la  cuarta  parte,  si  cuatro  &  (1471  C). 

30.—  Consecuencia  de  ésto  es  que  para  que  la  pres- 
cripción de  una  obligación  se  interrumpa  respecto  de 
todos  los  deudores  no  solidarios,  se  requiere  el  reco- 
nocimiento ó  citación  de  todos  (682  C).  Por  analogía, 
ha  de  establecerse  igual  iDrincipio  respecto  de  los 
acreedores. 

40. — En  caso  de  duda  racional,  las  obligaciones  se 
reputarán  puramente  conjuntas  y  no  solidarias,  por 
el  principio  de  que  no  debe  extenderse  la  obligación 
del  deudor  á  aquello  que  no  conste  claramente  ó  no 
esté  determinado  por  la  ley.  Esta  declara,  en  algunos 
puntos  en  que  pudiera  suscitarse  disputa,  la  natura- 
leza puramente  conjunta  de  la  obligación:  así,  dice  que 
todos  los  socios  quedan  igualmeide  obligados  por  la 
deuda  de  que  la  sociedad  se  ha  aprovechado  (1805): 
que  por  las  deudas  de  la  sociedad,  los  socios  no  están 
obligados  solidariamente  á  favor  de  un  tercero,  sino 
en  proporción  á  sus  capitales  (fr.  1^  1806  C);  y  que 
cuando  contratan  directamente  con  un  tercero,  sin  ex- 
presar la  proporción  en  que  se  obliga  cada  uno,  le  que- 
dan responsables  por  iguales  partes  (fr.  2?  id.). 

4J.—  Obligaciones  solidarias.  Ohligacidn solidaria^ 
que  en  nuestro  Código  equivale  á  mancomunada,  y 
que  también  se  llama  in  solidum,  por  el  todo,  es,  se- 
gún queda  dicho,  aquella  en  que  hay  dos  ó  más  acree- 
dores, con  derecho  cada  cual  á  pedir  el  total  cumpli- 
miento de  ella  (1461  C);  ó  en  que  hay  dos  ó  más  deu- 
dores, de  cualquiera  de  los  cuales  puede  exigirse,  en 
su  totalidad,  el  cumplimiento  (1464  C).  Para  que  una 
obligación  se  tenga  como  solidaria  ó  mancomunada, 
se  requiere,  conforme  á  lo  que  antes  se  dijo,  que  haya 
mancomunidad  expresa ;  y  la  obligación  solidaria,  se- 
gún la  explicación  hecha  de  ella,  podrá  ser  solidaria 
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de  parte  de  los  acreedores  solamente,  6  solo  de  parte 
de  los  deudores,  ó  de  parte  de  acreedores  y  deudores. 
Las  más  frecuentes  y  de  diaria  aplicación  son  las  se- 
gundas: es  decir,  de  varios  deudores  á  favor  de  un 
acreedor. 

42.— 19  Obligaciones  solidarias  de  parte  de  los  acree- 
dores. Cuando  hay  varios  acreedores  solidarios,  cual- 
quiera de  ellos  puede  exigir  del  deudor  el  total  impor- 
te de  la  deuda  ó  el  cumplimiento  íntegro  de  la  obliga- 
ción.   Si  Pedro  y  Juan   son  acreedores  solidarios  de 
Antonio  por  mil  pesos,  cualquiera  de  ellos  tiene  dere- 
cho de  reclamarle  el  pago  total  de  la  cantidad:  y  pa- 
gándola al  que  se  la  haya  exigido,  queda  libre  respec- 
to del  otro  (1462  C),  pues  su  obligación  es  solo  de  pa- 
gar mil  pesos,  y  lo  ha  verificado.  Se  entiende,  siempre 
que,  como  en  el  caso  supuesto,  haya  hecho  el  pago  ó 
cumplido  la  obligación  al  acreedor  que  lo  exigió  pri- 
mero pues,  en  virtud  de  esa  reclamación,  pierde  la  fa- 
<3ultad  que  de  otro  modo  habría  tenido  de  pagar  al 
otro.  Procede  lo  dicho,  aun  cuando  este  último  enta- 
blara posteriormente  demanda  judicial,  ya  que  su  mo- 
rosidad debe  perjudicarle,  y  no  obstar  al  derecho  del 
que  fué  más  diligente  y  lo  hizo  valer  primero.  La  cir- 
cunstancia de  ser  solidarios  los  acreedores  no  significa, 
sin  embargo,  que  el  que  cobró  la  suma  tenga  derecho 
de  retenerla  íntegra  para  sí  y  se  aproveche  él  solo  del 
cumplimiento  de   la  obligación,   sino   que  el  deudor 
queda  enteramente  libre  respecto  de  todos,  pero  los 
acreedores,  entre  sí,  tienen  acción  de  pedir  que  se  di- 
vida lo  cobrado,  por  partes  iguales,  ó  como  lo  hayan 
convenido. 

43. — Todo  hecho  que  interrumpe  la  prescripción 
respecto  de  uno  de  los  acreedores  solidarios,  aprove- 
cha á  los  demás  (683,  1463  C),  porque  siéndola  acción 
y  la  deuda  una  sola,  si  subsiste  en  favor  de  uno,  sub- 
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siste  en  favor  de  todos,  pues  con  el  mismo  derecho  con 
que  puede  uno  de  ellos  pedir  el  pago,  puede  poner  en 
beneficio  de  todos,  un  acto  que  se  oponga  á  la  pres- 
cripción. Así  pues,  si  uno  de  los  acreedores  solidarios, 
aunque  sea  sin  intervención  ni  consentimiento  del  otro 
ú  otros,  demanda  judicialmente  al  deudor,  la  prescrip- 
ción interrumpida  con  su  demanda,  queda  interrumpi- 
da no  solo  á  favor  suyo,  sino  á  favor  de  los  demás. 

44. — La  remisión  ó  perdón  que  uno  de  los  acreedo- 
res haga  de  la  totalidad  de  la  deuda,  no  perjudica  á 
los  demás,  porque  él  no  puede  disponer  de  la  parte  de 
ellos,  á  no  ser  que  él  quiera  pagarla  y  ellos  consientan; 
pero  sí  podrá  hacer  remisión  parcial,  esto  es,  de  la 
porción  que  á  él  le  correspondiera  porque  á  ella  tiene 
perfecto  derecho;  y  entonces,  el  otro  ú  otros  acreedo- 
res solo  podrán  exigirle  el  resto,  deducida  aquella  par- 
te. Lo  mismo  sucedería  si  el  deudor  ha  pagado  al 
acreedor  la  parte  que  á  éste  tocaba,  ó  si  uno  de  los 
acreedores  llega  á  ser  heredero  del  deudor,  ó  éste  de 
uno  de  los  acreedores.  La  confusión  no  extinguirá  la 
deuda  respecto  de  los  demás  si  no  es  en  la  parte  que 
correspondía  al  acreedor  con  quien  se  verificó  (639, 
1465  C). 

45. — 2°  Obligaciones  solidarias  de  parte  de  los  deu- 
dores.  Se  ha  dicho  ya  cuales  son  éstas  y  que  son  las 
más  frecuentes.  Aunque  en  ellas  han  de  ser  unos  mis- 
mos el  acreedor  y  el  objeto  de  la  obligación,  puede  la 
convención  tener  diferentes  modificaciones  p.  e.  ser 
para  uno  de  los  deudores,  pura;  y  para  el  otro,  condi- 
cional;  y  entonces,  solo  se  le  podrá  exigir  á  cada  cuál 
conforme  á  los  términos  en  que  se  haya  obligado.  En 
consecuencia,  las  excepciones  provenientes  de  la  natu- 
raleza misma  de  la  obligación,  pueden  oponerse  por 
cualquiera  de  los  deudores,  y  alegadas  por  quien  quie- 
ra de  ellos,  aprovechan  á  todos;  pero  las  que  sean  me- 
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ramente  personales,  solo  pueden  alegarse  útilmente  por 
aquel  á  quien  se  conceden;  y  solo  á  él,  y  no  á  los  otros, 
aprovechan. — En  los  demás  casos,  que  son  los  comu- 
nes, el  acreedor  puede  exigir  la  deuda  indistintamen- 
te, ya  á  la  vez  y  á  prorrata  de  todos  los  deudores,  pues 
el  hacerlo  contra  uno  solo  es  derecho  suyo,  del  cual  pue- 
de ó  no  usar  á  su  arbitrio;  ya  la  totalidad,  de  cual- 
quiera de  los  obligados. 

46. — Aquel  contra  quien  el  acreedor  endereza  su  ac- 
ción, no  puede  libertarse  ofreciendo  solo  su  parte  pro- 
porcional, ni  pretender  que  la  acción  se  dirija  contra 
los  otros,  pues  en  lo  contrario  consiste  cabalmente  la 
naturaleza  de  la  obligación  solidaria;  asi  es  que  es  ri- 
dicula la  renuncia  del  beneficio  de  división,  que  supo- 
ne que  lo  tienen,  cuando  realmente  no  lo  gozan.  Si 
resultare  insolvente  el  deudor  contra  quien  se  dirigió 
la  demanda,  puede  el  acreedor  dirigirla  contra  los  de- 
más, ó  contra  cualquiera  de  ellos  por  el  todo,  inclusa 
la  parte  del  insolvente,  pues  la  garantía  que  le  da  el 
carácter  solidario  de  la  obligación  es  de  ser  íntegra- 
mente pagado  por  cualquiera  de  los  deudores  que 
pueda  hacerlo.  Parece  sí  natural  y  procedente  que  en- 
caminada la  acción  contra  uno,  no  pueda  dirigirse  con- 
tra los  demás  mientras  no  resulte  la  insolvencia,  y  en 
este  sentido  hay  declaraciones  expresas  en  otras  legis- 
laciones, y  las  teníamos  nosotros  antes  de  los  Códigos. 

47. — La  interrupción  de  la  prescripción  respecto  de 
uno  de  los  deudores  solidarios,  es  interrupción  tam- 
bién respecto  de  los  demás  (638,  1470  C),  ya  que  es 
una  misma  la  obligación,  á  lo  cual  es  consiguiente  que 
la  demanda  hecha  contra  uno,  perjudique  á  todos  en 
punto  de  causarse  intereses  y  de  los  otros  efectos  que 
la  citación  produce. 

48. — Si  la  cosa  pereciere  por  tardanza  ó  culpa  de  uno 
de  los  solidariamente  obligados,  no  por  eso  se  liberta- 
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rán  los  otros  de  pagar  el  precio,  jjero  sí  de  pagar  los 
daños  é  intereses,  porque  la  falta  personal  de  uno  de 
ellos  no  ha  de  perjudicar  á  los  otros  que  no  tuvieron 
parte  en  esa  falta. 

49, — La  remisión  de  la  deuda  hecha  por  el  acreedor 
en  favor  solamente  de  uno  de  los  deudores,  ó  limitada 
á  una  parte  de  aquella,  reservándose  el  derecho  de  re- 
clamar de  los  otros,  es  remisión  de  la  parte  que  aquel 
debía  pagar;  y  en  consecuencia,  no  extingue  la  obliga- 
ción de  los  demás  por  el  resto,  deducida  esa  parte. 
Mas  si  el  acreedor  ningún  derecho  se  reservó,  ni  se  ex- 
presó que  la  remisión  era  solo  de  la  parte  de  aquel 
deudor,  extingue  la  obligación  respecto  de  todos  los 
demás  (2317  C). 

50. — N'o  se  reputará  que  el  acreedor  renuncia  á  los 
derechos  que  le  da  la  mancomunidad  de  los  deudores 
solidarios  si  no  es  que  conste  expresamente  su  volun- 
tad (1466  C).  Esto  puede  resultar  de  declaración  que 
haga,  ó  de  algún  hecho  positivo,como  si  aceptase  como 
heredero  único  la  herencia  de  uno  de  lus  deudores, 
ó  alguno  de  estos  la  de  él,  que  entonces  se  confunden 
sus  derechos,  por  lo  que  á  él  corresponde.  Pero  la 
mancomunidad  subsiste  respecto  de  los  otros,  salvo 
en  la  parte  correspondiente  á  aquel  deudor  (1465, 
2323  C).  Por  igual  razón,  si  consiente  en  la  división 
respecto  de  uno,  subsiste  la  obligación  solidaria  para 
los  otros,  pero  deducida  la  parte  de  aquel  á  quien  se 
exoneró  (679  C). 

51.  — Si  hay  novación  por  sustitución  de  ano  de  los 
deudores,  los  co-deudores  solidarios  quedan  libres  de 
toda  responsabilidad,  á  menos  que  se  hayan  obligado 
también  en  el  nuevo  contrato  (2342  C).  Pero  la  cesión 
■de  bienes  de  uno  de  los  deudores  solidarios,  como  es 
personal,  no  aprovecha  á  los  demás  para  tenerlos  por 
desobligados  hacia  el  acreedor  (2379  C). 
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52.— El  deudor  solidario  que  paga  el  todo,  extingue 
la  obligación  de  todos  los  demás  para  el  acreedor,  que 
queda  ya  íntegramente  satisfecho,  y  por  lo  mismo,  na- 
da puede  ya  exigir  de  los  otros;  pero  si  puede  recla- 
mar de  éstos  aquel  que  pagó,  la  parte  que  les  corres- 
ponde; y  será,  para  cada  cual,  ñola  totalidad  sino  la 
porción  que  esté  convenida,  ó  en  falta  de  convenio,  la 
parte  proporcional  al  número.  Si  uno  de  los  co-deudo- 
res  solidarios  fuere  insolvente,  su  parte  se  distribuye 
proporcionalmente  entre  todos,  incluso  el  que  satisfi- 
zo la  obligación,  para  su  pago  (1469  C). 

53. — Puede  el  acreedor  aceptar  de  uno  de  los  deu- 
dores la  parte  proporcional  que  á  éste  corresponde  en 
la  deuda;  y  puede  exonerarlo,  respecto  de  él,  de  la  so- 
lidaridad, es  decir  quedar  obligado  á  no  poder  ya  di- 
rigirse contra  él  por  el  todo.  Más  esta  exoneración  no 
surte  efecto  más  que  entre  el  acreedor  y  el  deudor, 
de  suerte  que  si  el  acreedor  reclama  el  resto,  deduci- 
da esa  parte,  de  cualquiera  de  los  otros,  y  hay  algu- 
nos insolventes;  podrá  reclamar  el  que  pague,  la  parte 
de  los  insolventes,  á  los  compañeros  solidarios,  incluso 
aquellos  que  habían  pagado  al  acreedor.  De  otra  suer- 
te, el  acreedor,  por  su  sola  voluntad,  podría  destruir 
efectos  de  una  obligación  que  no  se  refieren  á  él  sino 
á  los  otros  deudores. 

54. — Para  concluir  esta  materia  tan  importante  y  de 
diaria  aplicación,  conviene  advertir  que  la  solidaridad 
puede  ser  convencional  y  legal.  La  primera  se  forma 
por  convenio:  la  segunda  se  constituye  en  algunos  ca- 
sos, sin  necesidad  de  él,  por  disposición  de  la  ley.  Ta- 
les son  principalmente,  los  que  siguen: 

1.  ^  Cuando  el  Juez  determine  que  la  tutela  de  los 
hijos  de  un  matrimonio  anterior  continúe  en  la  madre 
que  pasa  á  segundas  nupcias,  ha  de  darle  necesaria- 
mente por  contutor  á  su  nuevo  marido,   quien  será  so- 


28 

lidariamente  responsable  con  su  mujer  de  la  adminis- 
tración posterior  al  matrimonio(316  C). 

2.^  La  responsabilidad  por  daños  y  perjiiicios.de 
los  que  toman  para  otro  la  posesión  de  una  cosa  come- 
tiendo fraude  ó  causando  daño,  es  mancomunada  con 
las  personas  para  quienes  se  adquiere  si  ellas  hubie- 
ren dado  órdenes  ó  instrucciones  para  abusar  y  fueren 
mayores  y  capaces  (531  C). 

3.  ^  Es  solidaria  la  responsabilidad  de  los  albaceas 
mancomunados  (905  C). 

4.  '^  La  obligación  del  sub-arrendatario  es  solidaria 
con  la  del  conductor,  si  éstos  lo  lian  pactado  así;  ó  si 
el  conductor  y  el  dueño  estipularon  en  el  contrato 
principal  que  esta  clase  de  obligaciones  resultaría  en 
caso  de  sub-arrendamiento  (1719  C). 

5.  ^  Caando  se  lia  dado  en  comodato  una  cosa  á  dos 
ó  más  personas  para  que  la  usen  al  mismo  tiempo,  to- 
das son  responsables  solidariamente  (1946  C). 

6.  ^  Cuando  el  mandato  ha  sido  constituido  por  mu- 
chas personas  para  un  negocio  común,  cada  una  de 
ellas  está  obligada  solidariamente  por  los  efectos  del 
mandato  (2206  C). 

7.  ^  Si  muchas  personas  son  culpables  de  un  daño, 
son  solidariamente  responsables,  á  no  ser  que  pueda 
determinarse  la  parte  del  daño  causado  por  cada  una 
(2289  C). 

VIL 


OBLIGACIONES   DIVISIBLES   E   INDIVISIBLES. 


^5. — Divisible  es  la  obligación  que  tiene  por  objeto 
una  cosa  ó  un  hecho  en  que  cabe  división,  como  la  de^ 
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pagar  una  suma  de  dinero:  por  el  contrario,  es  indivi- 
sible la  que  no  la  admite,  como  la  de  soportar  una  ser- 
vidumbre. Esta  división  tiene  su  principal  importancia 
en  los  diversos  efectos  que  de  las  unas  y  de  las  ofcras 
resultan  para  los  sucesores  de  aquellos  que  las  contra- 
jeron. 

56. — En  las  obligaciones  divisibles,  los  herederos  del 
acreedor,  en  representación  de  éste,  solo  pueden  pedir 
lo  que  corresponda  á  la  parte  en  que  han  sido  insti- 
tuidos; y  sólo  por  lo  correspondiente  á  ella,  tienen  que 
pagar  el  deudor  ó  sus  herederos.  Si  el  crédito  es  hipo- 
tecario, y  después  de  constituido  se  divide  la  finca  en 
dos  ó  más,  no  se  distribuye  entre  ellas  el  crédito,  que 
€s  indivisible,  si  no  es  que  acreedor  y  deudor  lo  acuer- 
den así;  y  no  verificándose  esa  distribución,  puede  el 
acreedor  repetir,  por  la  totalidad  de  la  suma  garantida, 
contra  cualquiera  de  las  nuevas  fincas  en  que  se  haya 
dividido  la  primera  ó  contra  todas  á  la  vez  (2030  C). 
Si  la  deuda  consiste  en  cosa  cierta  y  determinada  que 
se  adjudicó  á  uno  de  los  herederos,  se  exige  de  éste,  y 
él  tiene  derecho  de  reclamar  á  los  otros;  mas  si,  sin 
culpa  suya,  hubiere  perecido  la  cosa,  el  valor  lo  paga- 
rán todos. 

57. — En  las  obligaciones  indivisibles,  los  herederos 
del  deudor  no  pueden  pretender  que  se  les  reclame 
solo  en  cuanto  á  su  parte:  el  acreedor  puede  dirigir  la 
acción  contra  todos,  si  por  todos  puede  ser  ejecutada 
la  obligación;  y  si  por  uno  solo,  contra  él,  y  éste  re- 
clamará después,  en  su  caso,  contra  los  otros,  por  in- 
demnización. Tal  sería  en  la  promesa  de  una  servidum- 
bre que  no  llegó  á  usarse  en  vida  del  promitente. 

58. — Cada  uno  de  los  herederos  del  acreedor  puede 
exigir  la  obligación  indivisible,  pero  no  permutarla  ni 
remitirla;  y  como  no  es  solo  él  quien  tiene  derecho,  si 
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por  la  inejecución  se  adeudan  intereses,  todos  parti- 
ciparán de  ellos. 

VIH. 


OBLIGACIONES   CON   CLAUSULA    PENAL   O   SIN   ELLA. 


59. — Pueden  contraerse  las  obligaciones  señalando 
una  pena  para  el  caso  de  falta,  con  el  objeto  de  tener 
mayor  seguridad  respecto  del  cumplimiento.  Hay 
pues,  obligación  con  cláusula  penal,  cuando  el  deudor 
se  compromete  á  pagar  cierta  cantidad,  ó  á  dar  ó 
hacer  alguna  cosa,  en  los  casos  de  demora  ó  falta  de 
cumplimiento  de  aquello  que  ofrece  (1472  C). 

60. — La  cláusula  penal,  como  accesoria  de  la  obliga- 
ción principal,  es  dependiente  de  ella,  y  por  lo  mismo, 
no  tiene  efecto  si  el  contrato  es  nulo.  Mas  no  porque 
sea  nula  la  cláusula  penal,  se  anulará  la  obligación 
á  que  se  añadió,  porque  bien  puede  subsistir  lo  princi- 
pal aunque  falte  alguno  de  sus  accesorios.  (244  Dec. 
de  Kef.  N?  272.). 

61. — El  efecto  de  la  cláusula  penal  añadida  á  una 
obligación  es  que,  faltándose  á  ésta,  el  acreedor,  á  su 
arbitrio,  puede  pedir  el  cumplimiento  de  ella  ó  la  apli- 
cación de  la  pena  al  que  se  comprometió  á  soportarla, 
mas  no  á  los  demás  obligados  que  no  la  hubieran  acep- 
tado; pero  no  puede  pedir  ambas  cosas,  á  no  ser  que 
se  hubiera  estipulado  la  pena  por  el  simple  retardo 
(1474  C);  ó  que  expresamente  se  hubiese  convenido 
que,  por  cualquiera  falta  en  el  cumplimiento  de  la  obli- 
gación, tendría  derecho  el  acreedor  de  pedir  copulati- 
vamente la  ejecución  de  ella  y  la  pena  fijada,  como  en 
el  caso  de  promesa  de  venta  (1506  C). 
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62. — Cuando  la  clánsiila  penal  está  agregada  á  la 
obligación  de  no  dar  ó  de  no  hacer,  hasta  la  muerte  de 
aquel  á  quien  se  refiere  se  extiende  el  plazo  de  la 
condición,  pues  hasta  entonces  no  hay  lugar  al  cum- 
plimiento, si  bien  parece  oportuno,  como  se  dijo  en. 
otra  parte,  que  para  esos  casos  se  admitiera  caución. 

63. — Para  terminar,  conviene  advertir  que  según  el 
artículo  922  del  Cód.  de  pr.  civ.  si  el  título  ejecutivo 
contiene  obligación  de  hacer,  y  esto  es  lo  que  se  pide, 
el  Juez  señala  un  término  prudente  para  que  lo  realice 
el  obligado,  resolviéndose,  de  lo  contrario,  en  pago  de 
daños  y  perjuicios  (196  Dec.  273).  Y  según  el  923  del 
Código  citado  de  procedimientos,  si  en  el  contrato  se 
estableció  alguna  pena,  i^or  el  importe  de  ésta  se  de- 
creta la  ejecución. 


PÁRRAFO  TERCERO, 


DE  LOS   MODOS   DE   EXTINGUIRSE   LAS  OBLIGACIONES. 


64. — Modos  de  extinguirse  las  obligaciones  son  todos 
aquellos  hechos  ó  causas  mediante  los  cuales  queda 
libre  de  ellas  la  persona  que  las  contrajo.  Son  modos 
de  extinguirse  las  obligaciones  19  el  pago:  2?  la  obla- 
ción y  consignación:  39  la  compensación:  49  el  perdón 
voluntario  ó  condonación:  59  la  novación:  69  la  des- 
trucción ó  pérdida  de  la  cosa;  y  79  el  mutuo  disenso 
(^298  C). 

65. — Se  acaban  también  las  obligaciones  por  pres- 
cripción (629  C);  y  por  la  cesión  de  bienes  que  es  una 
especie  de  pago,  hasta  la  cantidad  en  que  sean  satis- 
fechas con  los  bienes  cedidos. 
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66. — Fuera  de  estos  medios  generales,  hay  otros  es- 
peciales para  extinguir  ciertas  obligaciones  como  las 
de  la  patria  potestad,  del  matrimonio,  de  la  tutela,  las 
cuales  constan  de  sus  títulos  respectivos. 

67. — Las  obligaciones  sujetas  a  rescisión  se  disuel- 
ven también  por  sentencia  ejecutoria  en  que  asi  se 
declare. 

68. — La  condición  resolutoria  que  es  aquella  cuyo 
cumplimiento  produce  la  resolución  de  la  obligación, 
dejando  las  cosas  en  su  primer  estado,  es  modo  tam- 
bién de  extinción. 

69. — En  título  separado  se  irá  tratando  de  cada  uno 
d.e  aquellos  modos  de  acabarse  las  obligaciones,  que 
no  tengan  lugar  más  propio  en  otra  parte. 


TITULO  SEGUNDO. 
DEL    FJ^GO    O    SOLCJCION. 


70. — El  pago  efectivo  es  el  modo  principal  con  que 
terminan  las  obligaciones,  y  es  en  sentido  jurídico,  el 
cumplimiento  de  la  ohligacibn  por  el  deudor  b  por 
otro  á  su  nombre  (2300  C). 

71. — Legalmente  pues,  no  es  pago  solamente  la  en- 
trega de  una  cantidad:  paga  también  el  que  entrega 
la  cosa  que  debe,  aunque  no  sea  una  cantidad  de  dine- 
ro, y  paga  el  que  presta  el  servicio  á  que  está  compro- 
metido. En  el  pago  hay  que  considerar:  l'^  quién  puede 
pagar:  S''  á  quién  debe  pagarse:  3"  cómo  debe  hacer- 
se el  pago:  4°  cuándo  debe  hacerse:  5?  dónde  debe  ha- 
cerse: 69  cómo  se  hace  la  imputación  de  pagos;  y  79  la 
subrogación  de  derechos  mediante  el  pago. 
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72. — En  primer  lugar,  puede  verificar  el  pago  el  mis- 
mo deudor  (2300  C):  puede  también  verificarse  por  un 
tercero,  en  nombre  del  deudor  ó  en  su  propio  nombre; 
pero  expresando  que  no  se  sustituye  al  acreedor  (fr.  lí 
330  Dec.  de  Ref.  N.^  272),  pues  si  se  hiciera  sustitu- 
yéndose, el  deudor  quedaba  con  su  obligación  viva,  y 
lo  único  que  habría  en  realidad  era  un  cambio  en  la 
persona  del  acreedor,  porque  la  acción  solo  se  había 
extinguido  para  el  que  lo  era  primitivamente,  pero 
había  sido  remplazada  por  la  del  que  lo  sustituía. 

73. — Podrá  verificar  el  pago  cualquiera  persona  que 
tenga  algún  interés  en  el  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción: podrá  hacerse  también  por  un  tercero  no  interesa- 
do que  proceda,  consintiéndolo  expresa  ó  tácitamente 
el  dewdor;  y  puede  hacerse  igualmente  por  un  tercero, 
ignorándolo  el  deudor,  porque  todo  el  interés  del  acre- 
dor  está  en  ser  íntegramente  satisfecho,  y  aquel  que 
así  pagó,  tendrá  acción  para  que  el  deudor  le  reem- 
bolse lo  pagado,  puesto  que  hizo  negocio  de  aquel;  pe- 
ro sin  quedar  subrogado,  por  ministerio  de  la  ley,  en 
el  lugar  ni  en  los  privilegios  y  garantías  del  acreedor  ni 
poder  compeler  á  éste  á  que  lo  subrogue  en  ellos  (fr.  2? 
330  Dec.  de  Ref.  N.°  272.).  Puede  por  último,  hacer  el 
pago  un  tercero,  aun  contra  la  voluntad  del  deudor, 
pero  en  este  caso  no  debe  tener  acción  para  que  el  deu- 
dor le  reembolse  lo  pagado,  puesto  que  á  sabiendas  de 
su  resistencia  verificó  el  pago,  á  no  ser  que  el  acreedor 
le  ceda  voluntariamente  su  acción  (fr.  3?  330  Dec.  de 
Ref.  N.°  272).  El  principio  de  que  el  pago  puede  hacer- 
se xjor  el  mismo  deudor  ó  por  un  tercero  es  absoluto  res- 
pecto de  todas  las  obligaciones  de  dar,  porque  entonces, 
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con  tal  que  se  dé  ó  entregue  la  cosa  al  acreedor,  es  in- 
diferente para  éste  que  se  haga  por  uno  ó  por  otro;  pero 
en  las  obligaciones  de  hacer  no  sucede  generalmente 
otro  tanto.  Si  es  un  artista  el  que  se  ha  comprometido 
á  ejecutar  una  obra,  no  x^uede  otro  que  no  tenga  la  gra- 
cia, habilidad  y  conocimientos  de  aquel,  obligar  al 
acreedor  á  tomar  la  que  él  hace  en  su  nombre;  así  que 
las  obligaciones  de  hacer  no  pueden,  por  regla  general, 
cumplirse  por  un  tercero,  salvo  que  lo  consienta  el 
acreedor,  ó  que  sea  del  todo  indiferente  la  calidad  del 
ejecutor  (2302  C). 

74.— Para  hacer  pago  válidamente  es  necesario  ser 
dueño  de  lo  que  se  da  en  pago,  y  hábil  para  enajenar- 
lo (2303  C).  Este  principio,  sin  embargo,  solo  debe 
entenderse  de  un  modo  absoluto  respecto  de  los  casos 
en  que  por  el  pago  debe  transferirse  la  propiedad  á 
aquel  á  quien  se  paga,  pues  cuando  el  comodatario  ó 
depositario,  por  ejemplo,  pagan  devolviendo  al  pro- 
pietario la  cosa  dada  en  comodato  ó  depósito,  sería  ab- 
surdo exigir  para  la  validez  del  pago,  que  fuesen  due- 
ños de  ella.  Desde  luego  se  entiende  que,  aun  en  el  pa- 
go en  que  se  ha  de  transferir  el  dominio,  tanto  da  ser 
dueño  de  la  cosa  que  se  paga,  cuanto  proceder  con  el 
consentimiento  del  dueño. 

75— Necesitándose,  para  la  validez  del  pago,  habili- 
dad para  enajenar,  no  podrán  pagar  los  que  no  pueden 
disponer  librementede  sus  bienes  (691  C),  como  los  me- 
nores, los  incapaces,  la  mujer  casada  sin  licencia  del 
marido,  etc.  Sin  embargo,  el  que  con  buena  fe  recibió 
en  pago,  de  quien  no  podía  pagar,  rosas  fungibles, 
sólo  estará  obligado  á  devolver  lo  que  no  ha  consumi- 
do, salvo  los  rlerechos  del  dueño  y  del  acreedor  para  exi- 
gir del  deudor  el  reintegro  de  lo  que  á  cada  uno  le  fal- 
te con  los  intereses  y  la  reparación  de  daños  y  perjui- 
cios (2304.  C.  y  331  Dec.  de  Ref.  Núm.  272)  Esta  excep- 
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(don  que,  como  se  ve,  requiere  dos  circunstancias, 
que  lo  que  se  paga  sea  en  cosas  fungibles  y  que 
tenga  buena  fe  aquel  á  quien  se  pagó,  está  fundada  en 
la  equidad,  con  la  cual  no  sería  conforme  que  el  acree- 
dor debiera  restituir  lo  que  ya  consumió  de  buena  fe  y 
creyéndose  con  título  justo  para  consumirlo;  pero,  co- 
mo advierte  Goyena,  pueden  fácilmente  discurrirse 
casos  de  pagos  hechos  con  dinero  hurtado,  en  que  la 
equidad  y  la  justicia  aboguen  más  por  el  robado  que 
por  el  acreedor. 

76.— Queda  sujeto  á  rescisión  y  puede  revocarse,  el 
pago  hecho  en  estado  de  insolvencia  por  obligaciones 
á  cuyo  cumplimiento  no  podía  ser  compelido  el  deu- 
dor al  tiempo  de  hacer  la  solución  (2362.  C.)  El  Código 
declaraba  que  la  acción  para  pedir  la  rescición  duraba 
dos  años  desde  que  la  obligación  se  contrajo;  mas  ese 
plazo  se  redujo  á  un  año  por  el  Dec.  de  Ref .  Núm.  272. 
(art.  350)  para  ponerlo  de  acuerdo  con  el  2110,  y  debe 
completarse,  cuando  se  trata  del  pago,  diciendo  que  se 
cuenta  desde  la  fecha  en  que  éste  se  verificó. 

77.— Conforme  al  Código  de  Comercio  son  luIos, 
relativamente  á  la  masa,  los  pagos  anticipados,  sean 
de  deuda  civil  ó  comercial,  y  sea  cual  fuere  la  manera 
en  que  se  verifiquen,  siendo  ejecutados  después  del  día 
á  que  se  refiere  la  cesación  de  pagos,  ó  dentro  de  los  diez 
días  que  la  han  precedido  (2.  ^  1232.  C.  Com.)  Los  pa- 
gos de  deudas  vencidas,  verificados  entre  la  cesación  de 
pagos  y  la  declaración  de  quiebra,  podrán  rescindirse, 
si  los  acreedores  pagados  hubieren  procedido  con  cono- 
cimiento déla  cesación  (fr.  1.  =^  1233  id);  y  si  el  fallido 
hubiere  pagado  en  el  mismo  período  letras  de  cambio  ó 
billetes  á  la  orden,  no  podrá  exigirse  la  devolución  de 
lo  jjagado  sino  de  la  persona  por  cuya  cuenta  se  hubie- 
re verificado  el  pago,  probando  que  tenía  conocimiento 
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de  la  cesación  en  la  fecha  en  que  fué  girada  la  letra  6 
endosado  el  pagaré  (1.234  C.  Com.). 

78.— El  deudor,  durante  las  esperas,  no  puede  hacer 
pago  particular  ni  privado  á  ninguno  de  los  acreedores 
que  se  las  concedieron:  solo  puede  hacerlo  con  inter- 
vención del  Juez  y  noticia  de  los  demás  acreedores 
(1464  C  pr.)  Cualesquiera  pagos  ó  entregas  que  se  ha- 
gan al  actor  X-)or  resultado  del  juicio  contra  un  ausen- 
te que  no  fué  citado  ó  que  no  dio  instrucciones,  serán 
bajo  fianza  de  resultas,  la  cual  queda  cancelada  á  los 
cuatro  años,  si  antes  no  lo  ha  sido  con  intervención  del 
iiusente,  de  su  apoderado  ó  de  sus  herederos  (128  C.  pr.) 
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7ü — Para  que  el  pago  sea  válido  y  extinga  la  obliga- 
ición  debe  hacerse  al  acreedor  mismo,  bajo  cuyo  nom- 
bre se  comprenden  todos  los  que  hayan  sucedido  en  el 
crédito,  aun  á  título  singular;  ó  al  apoderado  con  facul- 
tad de  percibir  la  deuda,  ó  á  la  persona  designada  por 
la  ley,  6  por  el  Juez  (2.505C).  Es  claro  que  nada  se 
adelanta  con  pagar  á  persona  diferente  de  aquella  á 
quien  se  debe,  y  es  igualmente  claro  que  cuando  la 
persona  que  tiene  la  libre  administración  de  sus  bie- 
nes constituye  apoderado,  con  facultad  de  recibir  el 
pago,  verificándolo  el  deudor,  acaba  la  obligación.  Pa- 
ra que  el  apoderado  tenga  facultad  de  recibir  pagos, 
necesita  cláusula  ó  poder  especial  para  el  efecto  (inc. 
8^.  135  C.  pr.)  No  basta  pues,  el  poder  general  que 
no  tenga  esa  cláusula  especial,  ni  basta  tampoco  el 
poder  conferido  por  el  acreedor  á  una  persona  para 
demandar  en  juicio  al  deudor,  porque  cabe  muy  bien 
que  se  tenga  confianza  en   una  persona  para  la  paróse 
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cución  del  litigio,  y  que  no  se  tenga  para  que  perciba 
las  cantidades  que  como  resultado  de  él  se  obtengan. 

80. — Aunque  la  regla  general  es  que  no  vale  el  pa- 
go hecho  á  persona  no  autorizada  legalmente,  hay  sin 
embargo  tres  casos  de  excepción:  1.  ^  cuando  el  acree- 
dor aprueba  y  ratifica  el  pago  que  se  hizo,  porque 
tal  ratificación  surte  entonces  los  efectos  de  un  poder 
anterior:  2.  ^  cuando  el  acreedor  se  ha  aprovechado 
del  pago,  por  ser  contrario  á  equidad  y  justicia  que 
después  de  eso  rechazara  su  validez  (2305  C);  y  3.  '^ 
cuando  la  persona  á  quien  se  hizo  el  pago  estaba  en 
posesión  de  cobrar,  aun  cuando  después  se  le  quitara  la 
posesión  (2306  C).  Estar  en  posesión  de  cobrar  signifi- 
ca gozar  pacificamente  de  la  calidad  de  acreedor,  así  es 
que  el  heredero  declarado  tal  sin  perjuicio  de  tercero, 
ó  el  poseedor  definitivo  de  los  bienes  de  un  ausente, 
están  en  posesión  de  los  créditos  hereditarios,  y  los  pa- 
gos que  les  hagan  los  deudores  de  la  sucesión  son  váli- 
lidos,  aunque  después  se  les  quite  la  calidad  de  herede- 
ros. Del  mismo  modo,  está  en  posesión  de  cobrar  el  te- 
nedor de  documentos  pagaderos  al  portador;  y  el  que 
á  él  se  los  paga  y  los  recoge,  no  queda  sujeto  ya  á  re- 
clamación. Cosa  análoga  sucede  cuando,  aunque  se  ha- 
ya revocado  el  manrlato  y  notificado  la  revocación  al 
mandatario,  no  tenía  ni  estaba,  obligado  á  tener  cono- 
cimiento de  ella  el  deudor  (2211  C);  y  también  queda 
libre  el  deudor  que  pague  al  ceden  te  si  es  antes  de  ha- 
bérsele hecho  saber  la  traslación  del  crédito   (1634  C). 

81.— En  algunos  casos  no  es  el  acreedor  mismo  el 
que  designa  á  su  representante  para  recibir  pagos,  por 
que  carece  de  capacidad  para  recibirlos  él  mismo  ó  por 
otro  motivo,  y  entonces  el  pago  ha  de  verificarse  al  que 
designa  la  ley  ó  el  Juez.  Así,  al  tutor  debe  pagarse  lo 
que  se  debe  al  menor:  al  marido  lo  que  se  debe  á  la 
mujer  casada,  ámenos  que  la  deuda  sea  por  parafer- 
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nales;  y  al  curador  lo  que  se  debe  al  incapacitado.  As^ 
también,  declarado  el  concurso  de  una  persona,  no 
puede  hacerse  pago  válidamente  á  ella  sino  que  toca  al 
Síndico  cobrar  cuanto  se  le  adeuda  para  entregarlo  al 
depositario  y  llevar  la  cuenta  respectiva  (4  ^ .  1421 
C  pr.).  El  Código  de  Comercio  contiene  sobre  el  parti- 
cular disposiciones  más  expresas.  El  auto  declaratorio 
de  quiebra  debe  contener  la  prohibición  de  entregar 
y  pagar  mercaderías  al  fallido,  bajo  pena  de  nulidad 
délos  pagos  y  entregas  (5.^  1215);  y  desde  la  hora 
en  que  se  pronuncia  la  declaración  de  quiebra,  aquel 
queda  de  derecho  separado  de  la  administración  de  to- 
dos sus  bienes  (1227  C). 

82. — Consecuencia  natural  de  que  cuando  las  per- 
sonas tienen  un  representante,  dado  por  la  ley  ó  por 
el  Juez,  por  estar  privadas  de  la  administración 
de  sus  bienes,  á  él  debe  hacérsele  el  pago,  es  la 
de  que  el  hecho  á  los  menores,  locos  ó  fatuos,  no 
extingue  la  obligación  si  se  hace  sin  conocimiento 
de  sus  tutores  ó  guardadores;  y  aunque  la  ley  habla- 
ba simplemente  de  conocimiento,  debe  entenderse  que 
se  refiere  á  autorización,  y  así  se  consignó  en  la  re- 
forma de  ella  (fr.  1  «^  332  Dec.  de  Ref.  núm.  272). 

83. — No  obstante  lo  dicho,  si  en  el  caso  mencionado 
se  prueba  que  lo  pagado  se  invirtió  en  alimentar  ó 
medicinar  á  los  menores,  locos  ó  fatuos,  aunque  sea  en 
ausencia  de  los  guardadores,  concluye  la  obligación 
en  la  parte  pagada,  invertida  en  esos  objetos  (fr.  2.  ^  332 
Dec.  272);  y  la  razón  es  porque  habiéndose  aprove- 
chado el  pago  para  una  erogación  indispensable  y  ur- 
gente, no  sería  tolerable  que  no  se  abonara  al  deudor. 

84. — Aunque  el  acreedor  tenga  en  general  capaci- 
dad para  administrar  sus  bienes,  no  extingue  su  obli- 
gación el  deudor  que  le  paga  después  de  estar  notifi- 
cado judicialmente  para  que  no  lo  verifique  (2308  C). 
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Si  se  embarga  pues,  un  crédito  cualquiera,  ú  ordena 
el  Juez  que  se  retenga  á  su  disposición,  y  eso  no  obs- 
tante, el  deudor  lo  paga  al  acreedor,  no  será  válido  el 
pago:  si  se  previene  judicialmente  á  un  arrendatario 
que  los  alquileres  ó  arrendamientos  los  entregue  al 
depositario  nombrado,  y  no  al  propietario  de  la  cosa, 
tampoco  tendrá  valor  el  pago  hecho  á  éste.  Ni  pue- 
de ser  de  otro  modo,  puesto  que  se  desprecia  la  pro- 
videncia judicial,  dando  lugar  á  colusiones  y  fraudes 
en  perjuicio  délos  acreedores. 

85.— Algunos  sostienen  que  la  disposición  mencio- 
nada sólo  favorece  á  los  acreedores  que  obtuvieron 
é  hicieron  notificar  la  ¡providencia  judicial  y  que  los 
otros  no  pueden  aprovecharse  de  ella;  pero  los  tér- 
minos del  artículo  son  generales  sin  distinción,  y  en 
virtud  de  eso,  parece  más  legal  sostener  que,  sea  cual 
fuere  la  procedencia  de  la  prohibición,  el  pago  veri- 
ficado en  contravención  á  ella,  no  debe  ser  válido  res- 
pecto de  ningún  tercero.  Por  el  mismo  principio,  el 
embargo  ú  orden  de  retención  hará  que  no  pueda  dis- 
ponerse de  ninguna  parte  déla  deuda  embargada,  aun- 
que exceda  de  la  cantidad  por  cuyo  reclamo  se  ordenó 
el  embargo  ó  la  retención. 

86. — Cuando  el  deudor  estaba  obligado  á  entregar 
especie  determinada  é  hizo  la  entrega  contra  la  pro- 
hibición judicial,  debe  responder  además  por  los  da- 
ños que  sufra  la  especie  (2309  C),  disposición  que  pa- 
rece innecesaria,  ya  que  no  teniendo  valor  el  pago, 
hay  obligación  de  reponer  la  especie. 

87. — Es  de  advertir  que  cuando  una  persona  ha  sido 
designada  por  ambos  contratantes  para  recibir,  no  de- 
be perder  tal  facultad  por  sólo  la  voluntad  del  acree- 
dor; pero  éste  podrá  ser  autorizado  por  el  Juez  para 
revocar  el  encargo  en  todos  los  casos  en  que  el  deu- 
dor no  tenga  interés  en  oponerse  á  ello.  Y  si  se  ha  es 
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tipulado  que  se  pague  al  acredor  mismo  ó  á  un  terce- 
ro, se  paga  válidamente  á  cualquiera  de  los  dos,  sin 
que  pueda  el  acreedor  prohibir  que  se  haga  el  pago 
al  tercero,  á  menos  que  antes  de  la  prohibición  haya 
demandado  al  deudor  ó  que  pruebe  justo  motivo  para 
ello.  Los  dependientes,  encargados  de  vender  por  me- 
nor en  almacén  público,  se  reputan  autorizados  para 
cobrar  el  producto  de  las  ventas  que  hacen;  y  la  mis- 
ma facultad  tienen  los  dependientes  que  venden  en 
almacenes  por  mayor,  siempre  que  la  venta  sea  al  con- 
tado, y  el  pago  se  veriñque  en  el  mismo  almacén  (127, 
128  C.  Com.). 

III. 


88. — El  pago  debe  hacerse  precisamente  de  la  cosa 
que  se  debe,  así  es  que  no  puede  obligarse  al  acreedor 
á  recibir  una  distinta,  aunque  el  valor  de  la  ofrecida 
sea  igual  ó  mayor  que  el  de  la  otra  (fr.  2.  '^  338  Dec. 
de  Ref.  núm.  272). 

89.— Se  exceptúan  los  casos  de  imposibilidad  incul- 
pable de  parte  del  deudor,  en  los  cuales  éste  cumplirá 
con  satisfacer  el  valor  que  la  cosa  tenga  en  el  tiempo 
y  lugar  señalado  para  el  pago,  ú  otra  de  la  misma  es- 
pecie y  calidad  (1917-1943  y  fr.  2^  art.  y  Dec  cit.). 

90. — De  que  el  acreedor  no  pueda  ser  obligado,  no 
se  signe  por  supuesto  que  no  pueda  convenir  en  ello 
con  el  deudor;  y  cuando  se  cambia  asi  el  objeto  de 
la  deuda,  hay  reemplazo  de  la  obligación  primitiva 
que  queda  extinguida  por  novación  y  sustituida  por 
una  nueva  que  debe  extinguir  el  pago.  Si  uno  debe  á 
otro  mil  pesos  y  comvienen  en  que,  en  vez  de  satisfa- 
cerlos, irá  á  desempeñar  una  comisión  del  acreedor,  la 
obligación  primera  acaba  por  la  novación,  y  el  desem- 
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peño  de  la  comisión  será  el  pago  de  la  segunda.  Si  por 
una  traslación  de  propiedad  se  extingue  la  obligación 
primitiva,  como  si  el  deudor  conviene  con  su  acreedor 
en  trasmitirle  la  propiedad  de  una  finca,  en  vez  de 
pagarle  la  cantidad  adeudada,  habrá  dación  en  pago, 
esto  es,  traslación  de  la  propiedad  de  una  cosa  que  no 
era  la  materia  de  la  obligación,  en  vez  del  pago  ó  eje- 
cución directa  de  aquello  á  que  estaba  obligado  el 
acreedor. 

91. —El  deudor  de  una  cosa  cierta  y  determinada,  de 
tal  finca,  por  ejemplo,  está  obligado  á  entregarla  en 
el  estado  en  que  se  halle  al  tiempo  de  hacer  el  pago;  y 
no  es  responsable  de  los  deterioros  que  haya  sufrido,  á 
no  ser  que  provengan  de  hecho  ó  culpa  suya  (2311  C). 
Lo  mismo  es  que  la  culpa  sea  del  deudor,  ó  de  las  per- 
sonas por  quienes  él  es  responsable,  y  uno  de  los  ca- 
sos de  culpa  es  cuando  el  deudor  se  ha  constituido  en 
mora. 

92. — Si  la  deuda  no  es  de  una  cosa  cierta  sino  de  una 
que  sólo  esté  determinada  en  especie,  como  un  caballo, 
un  reloj,  el  deudor  cumple  con  entregar  una  que  no 
sea  de  calidad  ínfima  (2312  C).  No  podrá  pues,  ser 
obligado  á  entregar  una  de  la  mejor  clase,  pero  tampo- 
co tendrá  derecho  á  entregar  una  de  la  peor,  porque 
en  esa  indemnización,  lo  que  la  justicia  dicta  es  que  se 
adopte  un  término  medio.  Las  circunstancias  del  con- 
trato son  las  que  deben  servir  para  limitar  y  determi- 
nar en  lo  posible:  así,  cuando  se  ha  comprado  un  ca- 
ballo, sin  otra  designación,  por  la  profesión  ú  oficio 
del  comprador  y  por  el  precio  convenido  podrá  fijarse 
la  clase. 

93. — El  código  nuestro  no  contenía  disposición  espe- 
cial que  declarase  que  el  acreedor  no  podía  ser  obliga- 
do á  recibir  por  partes  lo  que  se  le  debiera,  pero  esto 
que  es  lo  natural,  porque  de  otra  suerte  no  se  cum- 
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pie  con  entregar  la  cosa  debida,  y  se  expone  al  acree- 
dor á  que  no  pueda  dar  á  las  sumas  que  representan 
pagos  parciales,  el  destino  que  debería  dar  á  la  tota- 
lidad, se  consignó  ya  en  la  fr.  1.  =^  del  art.  333  del 
Dec.  de  lief.  N?  272.  En  el  pago  completo  de  la  deuda 
se  comprenden,  como  se  expresa  en  la  disposición  ci- 
tada, los  intereses  é  indemnizaciones,  salvo  siempre  el 
caso  de  contraria  convención,  ó  de  lo  establecido  por 
leyes  especiales. 

94.— Tampoco  estaba  declarado  quien  debe  soportar 
los  gastos  que  ocasionara  el  pago,  los  cuales  es  natu- 
ral también  que  sean  á  cargo  del  deudor,  á  menos 
que  se  haya  estipulado  otra  cosa  con  el  acreedor,  y  así 
lo  consigna  el  artículo  335  del  Dec.  de  Ref.  N?  272. 

95.— El  artículo  336,  adicional  al  §  1.^  tít.  10,  lib. 
3.°  del  Código  llena  otro  vacío  que  se  advertía  en  el 
Código  respecto  de  pagos  periódicos,  y  consigna  que 
en  tales  pagos  j^eriódicos,  el  recibo  ó  constancia  de 
pago  del  último  período,  hace  presumir  los  pagos  de 
los  anteriores  jieríodos  siempre  que  hayan  debido  efec- 
tuarse entre  los  mismos  acreedor  y  deudor.  Así,  el 
que  tiene  arrendada  una  casa  por  mes,  presentando  el 
recibo  de  la  última  mensualidad  no  tiene  que  probar 
el  pago  de  las  anteriores  porque  ese  se  presume,  por 
no  ser  natural  que,  sin  explicación,  se  dé  recibo  por 
un  período  posterior  sin  estar  pagados  los  anteriores 
ni  puede  exigirse  al  deudor  que  conserve  todos  j  cada 
uno  de  los  recibos. 


lY. 


96.— El  pago  debe  hacerse  en  el  tiempo  ó  plazo  con- 
venido. El  acreedor  no  puede  exigir  que  se  verifique 
antes  el  pago  sino  en  los  casos  en  que,  según  se  ha  vis- 
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to  en  otra  parte,  se  puede  pedir  antes  excepcional- 
mente  el  cumplimiento  del  contrato  (1458  C);  y  el  que 
por  error  satisfizo  una  obligación  que  tenía  plazo  cierto, 
antes  de  cumplirse  éste,  tiene  derecho  á  que  se  le  res- 
tituya lo  pagado  (1459  C). 

97. — Así  como  el  acreedor  generalmente  no  puede  exi- 
gir el  pago  anticipado,  el  deudor  tampoco  puede  com- 
pelerle á  que  lo  reciba,  si  de  ello  se  le  sigue  al  acreedor 
algún  perjuicio  6  no  se  le  abonan  los  intereses  que  co- 
rresx-)ondan  hasta  el  vencimiento  (2248  C.  y  277  Dec. 
272).  Cuando  el  comprador  no  puede  pagar  inmediata- 
mente el  precio  del  exceso  de  lo  que  se  vendió  con  arre- 
glo á  extensión  ó  cavidad,  el  vendedor  debe  concederle 
término  para  el  pago;  y  si  lo  negare,  lo  acordará  el  Juez 
con  arreglo  á  las  circunstancias  del  caso  (1566  C). 

98. — Cuando  el  acreedor  sin  haber  tenido  causa  legal 
para  rehusar,  no  quiso  anteriormente  admitir  el  pago 
de  su  crédito  que  le  hacía  el  deudor,  es  de  su  cuenta 
la  pérdida  de  la  prenda  por  accidente  ó  caso  fortuito 
(2003  C).  Si  el  deudor  no  da  prenda  después  de  pac- 
tada, ó  se  niega  á  entregar  6  completar  la  pactada,  se 
reputa  terminado  el  plazo  (1999  C). 


99. — Todo  pago  debe  hacerse  en  el  lugar  designado 
'^n  el  contrato;  y  no  habiéndose  designado  y  tratándo- 
dose  de  una  cosa  cierta,  en  el  lugar  en  que  dicha  cosa 
existía  al  tiempo  de  constituirse  la  obligación:  tratán- 
dose de  cualquiera  otra  cosa,  en  el  domicilio  del  deu- 
dor (334  Dec.  de  Ref.  N.°  272).  Si  éste  quiere  hacer  el 
pago  en  otro  lugar  diferente  y  conviene  el  acreedor, 
se  procederá  según  el  convenio  (2313  C.)  que  es  la  pri- 
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mera  ley  de  los  contratos.  Cuando  hay  lugar  designa- 
do en  el  convenio,  no  hay  dificultad,  porque  éste,  para 
lo  principal  del  negocio  y  i)ara  todos  sus  accesorios, 
rige  de  preferencia  la  obligación.  No  habiéndose  de- 
signado, se  está  al  domicilio  del  deudor,  interpretando 
la  obligación  en  favor  de  éste  siempre  que  se  trate  de 
cantidad  ó  cosa  indeterminada;  pero  cuando  la  deuda 
es  de  cosa  determinada,  el  pago  se  hace  en  el  lugar  en 
que  existía  al  tiempo  de  constituirse  la  obligación  por 
presumirse  que  tal  debe  de  haber  sido  la  voluntad  de 
los  contrayentes. 

100. — Al  decirse  que  el  pago  se  hará  en  el  domicilio 
del  deudor,  debe  entenderse  que  es  el  domicilio  que 
tenga  en  la  época  del  pago;  de  otra  suerte  se  habría 
expresado  diciendo,  como  el  Código  de  Chile,  que 
cuando  hay  mudanza  de  domicilio  entre  la  celebración 
del  contrato  y  el  pago,  se  hace  éste  en  el  lugar  que  sin 
tal  mudanza  correspondería,  salvo  convenio  en  con- 
trario. 


VI. 


101. — Cuando  una  persona  tiene  varrias  deudas  á  fa- 
vor de  otra,  y  le  hace  algún  pago,  tiene  derecho  á  de- 
clarar á  cuáFde  las  deudas  ha  de  aplicarse  (fr.  1.  ^ 
2314  C).  Esto  debe  entenderse  sin  perjuicio  de  los  de- 
rechos del  acreedor,  porque  entonces  es  cuando  el  deu- 
dor no  puede  con  justicia  ser  privado  de  la  elección.  Así 
es  que  si  la  deuda  á  la  que  quiere  aplicarse  el  pago  nD 
está  vencida  y  el  plazo  no  fué  estipulado  en  beneficio 
del  deudor  úaicamente,  no  podría  ser  obligado  el  acree- 
dor á  aceptar  la  aplicación  que  á  esa  deuda  se  hiciera. 
Así  también,  el  que  debe  capital  é  intereses  no  puede, 
sin  consentimiento  del  acreedor,  ai^licar  el  pago  al  ca- 
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pital  antes  que  á  los  intereses  (fr.  3^  2314  C.)  porque, 
como  estos  son  los  frutos  del  capital,  debe  presumirse 
naturalmente  que  el  acreedor  ha  contado  con  que  se  le 
pagarían  antes  que  aquel;  fuera  de  que,  si  el  deudor 
pudiera  hacer  la  imputación  al  capital,  á  éste  la  haría 
siempre  y  vendría  á  pararse  en  que  remplazaba  á  su 
arbitrio  una  deuda  que  causaba  intereses  con  otra  que 
no  los  causaba. 

102. — Si  el  deudor  no  usa  del  derecho  de  declarar 
á  cual  de  las  deudas  ha  de  imputarse  el  pago,  se  en- 
tenderá aplicado  al  de  la  deuda  que  gana  más  interés 
entre  las  de  plazo  cumplido,  por  suponerse  que  el 
deudor  ha  de  querer  extinguir  de  preferencia  la  que 
le  es  más  onerosa.  Si  ninguna  gana  interés,  ó  todas 
ganan  el  mismo,  á  la  que  está  asegurada  con  fíanza 
ó  hipoteca:  si  las  deudas  de  plaao  cumplido  sonde 
igual  naturaleza,  á  la  más  antigua;  y  si  en  todo  son 
iguales,  á  todas  proporcionalmente  (fr.  2?  2314  C). 
Aplicando  estos  principios,  el  que  es  deudor  en  jnx)- 
l^io  nombre,  de  una  cantidad,  y  como  fiador  es  deudor 
de  otra,  si  hace  un  pago  sin  declaración,  se  imputará 
á  lo  que  debe  en  su  nombre  propio,  como  más  gravo- 
so para  él. 

103. — 'Ya  en  otra  parte  se  verá  que  el  pago  hecho  á 
lino  de  los  socios  jpor  uno  que  fuera  deudor  j)articular 
de  él  y  deudor  también  de  la  sociedad,  se  imputa  por- 
porcionalmente  á  ambos  créditos,  aunque  el  socio  lo 
hubiese  aplicado  íntegramente  en  la  carta  de  pago  á  su 
crédito  particular;  pero  si  se  aplicó  al  crédito  de  la 
sociedad,  debe  cumplirse  esta  disposición  (1808  C). 
Por  analogía,  el  pago  hecho  á  uno  que  es  acreedor  per- 
sonalmente, y  que  es  apoderado  para  recibir  el  pago 
de  otro  acreedor,  habría  de  regirse  por  la  misma  dis- 
posición, por  ser  también  el  mandato  un  contrato  de 
confianza. 
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YIL 


104.— Ya  se  lia  dicho  que  el  pago  debe  hacerse 
por  el  mismo  deudor  ó  por  un  tercero;  pero  en  el  ÚL 
timo  caso  no  se  extingue  la  obligación  si  el  que  paga 
sustituye  en  sus  derechos  al  acreedor.  Esta  sustitución 
ó  sea  la  transmisión  de  los  derechos  del  acreedor  á  un 
tercero  que  le  paga,  toma  el  nombre  de  subrogación^ 
y  se  verifica  ordinariamente  por  convenio  y  también 
en  algunos  casos  por  ministerio  de  la  ley.  (2315  C). 

105.^ — Cuando  se  verifica  por  convenio,  lo  que  hay 
es  la  cesión  de  derechos  ó  traslación  de  créditos,  á  la 
que  son  aplicables  las  disposiciones  que  rigen  en  esta 
materia. 

106.— Tiene  lugar  por  ministerio  déla  ley  siempre 
que  el  tercero  es  legalmente  interesado  en  verificar 
el  pago,  como  sucedería  con  el  acreedor  que  paga  á 
otro  acreedor  que,  en  razón  de  privilegio  ó  hipoteca, 
es  acreedor  de  mejor  derecho;  con  el  que  jiaga  una 
deuda  á  que  se  halla  obligado  solidaria  ó  subsidiaria- 
mente (1467-2237);  ó  con  el  heredero  beneficiario  que 
paga  con  su  propio  dinero  las  deudas   de  la   herencia. 

107. — La  subrogación,  sea  legal  ó  convencional,  po- 
ne al  nuevo  acreedor  en  la  misma  condición  precisa- 
mente que  tenía  el  antiguo;  y  si  el  acreedor  ha  sido  so- 
lamente pagado  en  parte,  debe  poder  ejercer  sus  de- 
rechos, relativamente  á  lo  que  se  le  queda  debiendo,, 
con  preferencia  al  que  sólo  pagó  una  parte.  Cuando  el 
que  pagó  tenía  personalmente  alguna  responsabilidad 
por  alguna  parte  como  en  la  deuda  solidaria,  la  su- 
brogación es  para  cobrar  de  los  demás,  con  deducción 
de  la  parte  que  á  él  correspondía. 
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TITULO  TERCERO. 

DE  LA   OBLACIÓN  O  CONSIGNACIÓN. 


108. — Ij^i  oblación  ó  consignación  en  pago^  consis- 
te en  el  depósito  que  hace  el  deudor  de  la  especie  ó  can- 
tidad que  adeuda^  cuando  el  acreedor  se  resiste  á  re- 
cibirla; y  en  virtud  de  tal  consignación  queda  desde 
entonces  extinguida  la  obligación  (2851  C.)  Este  me- 
dio de  extinguir  las  obligaciones  tiene  en  mira  que, 
asi  como  el  acreedor  puede  exigir,  á  su  plazo,  la  deu- 
da, el  deudor  puede  también  tener  interés  en  pagarla 
para  que  no  se  aumenten  los  intereses,  ó  para  no  expo- 
nerse á  perder  lo  que  entonces  tiene  jDara  pagar. 

109.— Para  que  la  obligación  se  extinga  no  basta 
que  el  deudor  haya  ofrecido  de  cualquier  modo  el  pa- 
go al  acreedor,  y  éste  se  haya  resistido  á  recibirlo,  si- 
no que  se  necesita  que  lo  haya  ofrecido  ante  Juez  com- 
petente ó  Notario  Público,  para  que  conste  con  seguri- 
dad: y  que  el  acreedor  lo  haya  resistido  sin  justa  cau- 
sa, y  que  se  haya  hecho  á  consecuencia  de  eso  la  con- 
signación ó  depósito  efectivo.  Son  justas  causas  para 
que  el  acreedor  resista  el  ofrecimiento,  que  no  concu- 
rran todas  las  condiciones  que,  en  cuanto  á  las  perso- 
nas, cosa,  lugar,  tiempo  y  modo  se  requieren  para  ha- 
cer válidamente  el  pago.  (346  Dec.  de  Ref.  N.  ^  272.) 
Así,  si  el  pago  se  ofrece  en  lugar  distinto  de  aquel  en 
que  debe  verificarse:  si  se  ofrece  cosa  distinta  de  la 
que  se  debe  pagar;  ó  si  falta  cualquiera  otro  requisito 
del  pago,  no  producirá  efecto  la  consignación;  y  no  lo 
producirá  tampoco  si  no  se  hace  efectivamente  el  de- 
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pósito  6  entrega,  porque  entonces  continuaría  el  deu- 
dor aprovechándose  df»  la  cosa  debida. 

110. — El  Código  nuestro  no  declaraba  cuáles  eran 
las  formalidades  con  que  debía  verificarse  la  obla- 
ción ú  ofrecimiento;  pero  parecía  natural  establecer, 
como  se  estableció  por  el  Pee.  de  Ref.  citado,  que  de- 
biera hacerse  ante  el  Juez  competente  según  la  canti- 
dad; y  que,  resistiéndose  por  parte  del  acreedor,  se  ve- 
rificara la  consignación  con  autorización  del  mismo 
Juez  competente,  á  petición  del  deudor  y  con  citación 
del  acreedor  ó  d^.  su  legítimo  representante,  en  la  Te- 
sorería Nacional,  Administración  de  Rentas,  Estableci- 
miento de  crédito  ó  persona  particular  que  designe  la 
misma  autoridad  judicial,  según  los  casos,  extendién- 
dose una  acta  que  comprenda  todas  las  circunstancirrs 
del  depósito  (346  Dec.  cit.) 

111.  — Cuando  la  consignación  debe  hacerse  hallán- 
dose el  acreedor  fuera  del  lugar  en  que  se  ha  de  verifi- 
car el  pago,  y  no  tuviere  legítimo  representante,  se  ha- 
rá la  oblación  también  ante  el  Juez;  pero  éste  recibirá 
primero  información  de  la  ausencia  y  de  la  falta  de 
persona  que  represente  al  acreedor,  y  después  nom- 
brará un  defensor,  con  citación  del  cual,  autorizará  la 
consignación.  (347  Dec.  cit.) 

112.— El  Código  no  declaraba  á  cargo  de  quién  ha- 
bían de  ser  las  expensas  de  toda  oblación  y  consigna- 
ción legítimamente  hecha;  pero  debía  entenderse  des- 
de luego  que  lo  eran  al  del  acreedor  por  resistirse  in- 
debidamente á  admitir  el  pago,  y  así  se  declaró  por  el 
Decreto  de  reformas  citado  (348.) 

113. — El  efecto  que  la  consignación  x)roduce  es  ex- 
tinguir la  obligación  del  deudor  de  modo  que  cesan 
desde  entonces  los  intereses;  y  desde  que  ella  se  verifi- 
ca, son  también  de  cuenta  del  acreedor  los  riesgos  de 
la  cosa  consignada  (2354  C),  como  que  ya  no  puede  de- 
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jarse  más  responsabilidad  al  deudor  que  por  su  parte 
hizo  cuanto  pudo  hacer. 

114. — Varios  casos  hay  de  aplicación  especial  de  la 
consignación.  Cuando  el  que  remata  una  finca  hipote- 
cada no  quiere  continuar  reconociendo  las  hipotecas, 
una  vez  deducido  el  crédito  del  ejecutante,  pedirá  la 
citación  personal  de  los  acreedores  inscritos,  para  que 
se  pague  á  los  de  plazo  vencido,  y  se  deposite  lo  que 
corresponda  á  los  de  plazo  pendiente,  y  por  ese  medio 
quedará  liberada  la  finca  (2037-2038  C. ) 

115.  —  Cuando  se  enajena  una  finca  hipotecada, 
para  el  pago  de  intereses  ó  de  algún  plazo  vencido  y 
quedan  otros  ]3endientes,  si  el  comprador  no  quiere  la 
finca  con  el  gravamen  de  la  hipoteca,  por  lo  que  queda 
pendiente,  debe  depositar  su  imj)orte  con  los  intereses 
que  le  correspondan  para  que  sea  pagado  el  acreedor  al 
vencimiento  de  los  plazos  (2039-2040  C. 

116.  -Cuando  el  deudor  principal  quiere  pagar  la 
deuda  antes  del  plazo,  pero  sin  mengua  de  los  intereses 
que  correspondan  hasta  el  vencimiento,  y  el  acreedor 
lo  rehusa,  debe  oblarse  y  consignarse  la  cantidad  en 
los  términos  que  quedan  dichos;  y  desde  entonces  el 
fiador  queda  eximido  de  toda  obligación  (2248  C.) 


TITULO  CUARTO. 


DE  LA  COMPENSACIÓN 


117. — La  comijens ación  es  una  especie  de  pago,  y 
consiste  en  el  descuento  de  una  deuda  por  otra^  en- 
tre dos  sujetos  reciprocamerde  acreedores  y  deudores 
(2326  C.)  Por  su  medio  se  verifican  dos  pagos  abrevia- 
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(lamente,  y  se  evita  que  tengan  que  veriñcarse  de  un 
modo  separado  y  material,  y  que  haya  pérdida  de 
tiempo  y  gastos  innecesarios.  Si  Pedro,  por  ejemplo, 
debe  á  Juan  mil  pesos  por  compra  de  una  alhaja,  y 
Juan  debe  á  Pedro  otros  mil  pesos  como  fiador  de  una 
persona,  desde  que  cada  uno  de  ellos  es  acreedor  del 
otro,  sus  deudas  se  descuentan  sin  necesidad  de  que 
el  uno  vaya  á  pagar  al  otro  los  mil  pesos,  y^de  que  éste 
vuelva  á  tomar  esa  misma  cantidad  para  entregarla  al 
que  se  la  pago.  En  el  ejemplo  propuesto,  las  dos  deudas 
son  por  igual  cantidad,  de  modo  que  se  extinguen;  pe- 
ro si  la  una  fuera  mayor  que  la  otra,  solo  se  desconta- 
ría de  la  mayor  una  cantidad  igual  á  la  menor;  ó  lo 
que  es  lo  mismo,  la  mayor  no  se  extinguiría  sino  has- 
ta la  cantidad  concurrente  para  igualar  á  la  menor.  Si 
el  uno  fuera  pues,  acreedor  por  mil  pesos,  y  el  otro 
por  quinientos,  estos  se  deducirían  de  aquellos;  ó  lo 
que  es  igual,  quedaría  extinguida  la  acción  del  acree- 
dor por  quinientos,  y  el  acreedor  por  mil  continuaría 
siéndolo  solamente  por  quinientos.  Debe  tratarse  de 
las  condiciones  precisas  jjara  que  se  verifique  la  com- 
pensación y  de  los  efectos  que  esta  produce. 


PÁRRAFO  PRIMERO. 


CONDICIONES  PARA  LA  COMPENSACIÓN. 


I. 


118. — Para  que  la  compensación  tenga  lugar,  deben 
concurrir  las  siguientes  condiciones:  1.=^    que  ambas 
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deudas  consistan  en  una  cantidad  de  dinero,  ó  en  cosas 
fungibles  ó  especies  indeterminadas  de  igual  género 
y  calidad  si  ésta  se  hubiere  designado;  ó  en  especies 
determinadas  que  tengan  valor  fijado  por  la  ley,  por 
convenio  ó  judicialmente  (338  Dec.  de  Ref.  N.  ^  272, 
rectificado  en  el  número  391  del  * 'Guatemalteco.")  2.  ^ 
que  una  y  otra  sean  líquidas:  3.  ^  que  ambas  seanexi- 
gibles  (2328  C):  4.  =^  que  la  una  se  deba  á  la  person  a 
que  pida  la  compensación,  y  la  otra  á  la  persona  á 
guien  se  opone  (2326  C):  5.'^  que  ninguna  de  ellas  sea 
de  las  que  la  ley  declara  exceptuadas  de  compensa- 
ción (2331  C.) 


II. 


119. — Las  deudas  compensables  deben  consistir  en 
cantidades  de  dinero,  ó  en  cosas  fungibles  ó  especies 
indeterminadas  de  igual  género  y  calidad,  ó  en  especies 
determinadas  que  tengan  ya  su  valor  establecido,  por- 
que de  otra  suerte,  el  procedimiento  que  habría  que 
emplear  para  valorarlas  ya  no  sería  conforme  con  el 
objeto  de  la  compensación  (338  Dec.  deEef.  'N.  ^  272); 
mientras  que  valoradas  ya,  la  compensación  en  rigor 
no  es  más  que  de  deudas  por  cantidad. 

120. — Tratándose  de  cosas  fungibles  de  igual  cali- 
dad y  bondad,  no  será  necesario  que  estén  valoradas, 
porque  la  una  equivale  exactamente  á  la  otra,  y  lo  mis- 
mo sucederá  cuando  se  trate  de  especies  indetermina- 
das. Así  es  que  si  uno  debe  á  otro  cien  quintales  de  ca- 
fé de  primera  clase,  y  éste  debe  á  aquel  cincuenta  dé 
la  misma  clase,  quedan  d  esde  luego  compensados  sin 
necesidad  de  valuarse;  y  lo  mismo  tiene  lugar  si  una 
deuda  es  por  cien  quintales  de  café,  sin   ninguna  otra 
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determinación;  y  la  otra  por  cincuenta  en  el  mismo 
concepto. 

121.— Cuando  las  cosas,  aunque  no  sean  fungibles, 
son  indeterminadas,  y  de  la  misma  especie,  se  verifica 
también  la  compensación  sin  necesidad  de  que  se  va- 
loren. Si  uno  es  deudor  de  un  caballo  sin  otra  especifi- 
cación, y  su  acreedor  le  debe  á  él  un  caballo  también 
en  los  mismos  tórminos,  pueden  compensarse  el  uno 
por  el  otro;  no  así  si  el  uno  fuera  determinado  y  el  otro 
indeterminado. 

X22.— Habiendo  indeterminación,  la  compensación 
se  produce  desde  luego  aun  respecto  de  cosas  inmue- 
bles, así  es  que  si  uno  debe  á  otro  una  tercera  parte 
indivisa  de  una  propiedad  raíz,  y  es  acreedor  de  él  por 
una  cuarta  parte  indivisa  de  la  misma  propiedad,  la 
^compensación  se  verifica. 

123.— Pocos  ó  ninguno  son  los  casos  en  que  la  ley 
ha  fijado  de  antemano  el  valor  de  las  cosas,  así  es  que 
las  especies  determinadas  no  serán  compensables  gene- 
ralmente, sino  cuando  se  lia  y  an  valorado  en  juicio  ó 
por  convenio. 

124— No  es  inconveniente  para  la  compensación  el 
que  las  deudas  deban  ser  pagadas  en  diversos  lugares, 
porque  basta  tomar  en  cuenta  los  gastos  de  transporte 
(2335  C.)  Si  uno,  por  ejemplo,  debe  entregar  mil  pesos 
^n  Quezaltenango,  podrá  oponer  á  su  acreedor  en  com- 
pensación lo  que  éste  le  debe  pagar  en  Guatemala, 
con  solo  abonar  la  diferencia  de  transporte  ó  de  situa- 
ción de  fondos  en  caso  de  que  la  haya. 

125.— Tampoco  es  inconveniente  para  la  compensa- 
ción el  que  las  deudas  no  sean  de  clase  enteramente 
igual;  así,  puede  compensarse  muy  bien  una  deuda 
personal  con  otra  hipotecaria  ó  garantizada  con  fianza 
ó  con  prenda,  porque  esas  garantías  accesorias  no  in- 
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fluyen  esencialmente,  en  el  caso  de  ser  de  acreedor  y 
deudor  recíprocos. 

III. 


126. — La  segunda  circunstancia  para  la  compensa- 
ción es  que  las  dos  deudas  sean  líquidas,  esto  es,  que 
conste  su  existencia  y  cantidad.  En  consecuencia,  cuan- 
do no  se  sabe  el  importe  legítimo  de  cualquiera  de 
ellas,  la  compensación  no  puede  verificarse;  y  así  si 
una  de  las  deudas  es  por  daños  y  perjuicios  cuyo  mon- 
to no  esté  fijado  todavía,  no  podrá  compensarse  con 
otra  que  es  cierta  y  determinada. 


ly. 


127.— Otra  condición  es  que  las  deudas  sean  exigi- 
bles,  esto  es,  que  puedan  pedirse  judicialmente  desde 
luego.  En  virtud  de  esto,  debe  establecerse:  1.  ^  que 
no  puede  compensarse  una  deuda  de  plazo  no  vencido 
con  otra  de  plazo  vencido.  Mas  si  el  plazo  ha  sido  gra- 
tuitamente acordado  por  el  acreedor,  no  impide  la  com- 
pensación, porque  la  gracia  y  favor  que  ha  querido  dis- 
pensarle no  deben  ceder  en  perjuicio  suyo  (338  Dec.  de 
Eef.  N.  ^  272.)  El  artículo  del  Código,  reformado  por 
éste,  hablaba  también  del  plazo  gratuito  acordado  por 
el  Juez;  pero  elJuez  no  tiene  facultad  para  acordar 
esos  plazos,  sino  en  casos  muy  excepcionales  y  con  el 
carácter  de  gratuitos  (1566-1914  C);  y  si  á  lo  que  se 
hacía  referencia  era  á  las  esperas,  éstas  sí  impiden  la 
compensación  porque  el  deudor,  durante  ellas,  no  pue- 
de hacer  pago  particular  ni  privado  á  ninguno  de  los 
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acreedores  que  se  las  concedieron  (1464  C.  pr.);  y  esta 
disposición  se  confirmó  por  el  artículo  citado  del  De- 
creto de  Keforinas. 

128. — Para  que  el  plazo  se  tenga  por  vencido  es  in- 
dispensable que  lo  esté  efectivamente;  y  así,  aunque  la 
declaración  de  estar  formado  el  concurso  produce  el 
efecto  de  que  se  tengan  por  vencidos  los  plazos  de  to- 
das las  deudas  pendientes,  esto  no  podría  aprovechar- 
le á  ninguno  de  los  acreedores  para  alegar  compensa- 
ción contra  el  deudor  común  porque  se  halla  estableci- 
do con  objeto  muy  diferente  (2.  ^-1415  C.  pr.),  y  por- 
que no  pudiendo  desde  entonces  verificarse  ningún  pa- 
go particular,  tampoco  debe  admitirse  la  compensa- 
ción que  no  es  más  que  especie  y  manera  de  pago. 

2.  ^  Que  no  puede  compensarse  con  una  deuda  sim- 
ple una  deuda  sujeta  á  condición  suspensiva,  mientras 
estaño  se  cumpla,  porque  hasta  entonces  no  hay  efec- 
tivamente deuda.  Si  la  condición  no  fuere  suspensiva 
sino  resolutoria,  la  compensación  se  verificaría  si  se 
reunieran  los  demás  requisitos,  porque  la  condición  de 
esa  clase  no  suspende  el  efecto,  ni  la  exigibilidad  de  la 
obligación. 

3.  ^  Que  tampoco  puede  oponerse  en  compensación 
una  deuda  procedente  de  apuesta  ó  de  juego,  porque 
la  ley  no  da  acción  para  reclamarla  (1863  C);  y  del 
mismo  modo  no  podrá,  en  general,  compensarse  una 
deuda  puramente  natural  para  cuyo  cobro  no  da  acción 
la  ley  con  una  deuda  ú  obligación  eficaz. 

4.  ^  Que  si  antes  de  reunir  ambas  deudas  las  condi- 
ciones requeridas  para  la  comi)ensación,  pasa  el  tiem- 
po necesario  para  que  una  deuda  prescriba,  no  podrá 
oponerse  en  compensación  la  deuda  prescrita.  Mas,  si 
antes  de  que  la  deuda  prescriba,  ha  habido  un  momen- 
to en  que,  reuniéndose  todas  las  condiciones,  el  acree- 
dor y  el  deudor  lo  han  sido  recíprocamente,   la  com- 
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pensación  queda  verificada  por  ministerio  de  la  ley, 
desde  el  instante  en  que  han  coexistido  las  dos  deudas 
(337Dec.de  Eef.  N.  ^  272.) 


Y. 


129. — Otra  condición  es  que  las  personas  entre  quie- 
nes debe  hacerse  la  compensación,  sean  recíprocamen- 
te acreedores  y  deudores  (2326  C.)  Así.  pues,  aunque 
un  tercero  pueda  pagar  mi  deuda,  aun  contra  la  volun- 
tad de  mi  acreedor,  no  puede  oponerle  en  compensa- 
ción de  lo  que  yo  le  debo,  lo  que  este  acreedor  le  debe 
áél;  pero  si  podría  cederme  su  acción  y  oponer  yo  en- 
tonces la  compensación  como  cesionario. 

130. — Como  consecuencia  de  la  necesidad  del  requi- 
sito expresado,  el  procurador,  administrador  ó  manda- 
tario no  puede  oponer  á  los  acreedores  suyos  compen- 
sación délo  que  deben  al  principal  ó  poderdante;  ni  los 
acreedores  del  poderdante  ó  principal  pueden  oponer 
al  mandatario  compensación  por  las  deudas  que  á  fa- 
vor de  éste  tuvieren. 

131. — Al  tutor  que  es  acreedor,  no  puede  oponérsele 
compensación  por  lo  que  debe  el  pupilo  al  deudor.  Del 
mismo  modo,  el  deudor  del  pupilo  no  puede  oponer  al 
tutor,  como  tutor,  compensación  de  lo  que  éste  perso- 
nalmente le  adeuda;  ni  el  tutor  puede  oponer  á  su 
acreedor,  en  compensación,  lo  que  éste  adeuda  á  su 
pupilo. 

132. — El  heredero  puede  oponer  á  ni  acreedor  com- 
pensación de  lo  que  él  adeudaba  á  su  causante,  porque, 
sustituyéndose  por  la  herencia  en  todos  los  derechos 
de  éste,  se  realiza  que  sean  recíprocamente  acreedor  y 
deudor.  No  podrá  oponerse,  sin  embargo,    sino  hasta 
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en  concurrencia  de  la  porción  hereditaria,  así  como  el 
acreedor  del  cansante  no  podría  oponer  á  su  heredero 
compensación  sino  hasta  la  concurrencia  del  haber  he- 
reditario que  le  tocase.  Y  si  el  heredero  hubiese  acep- 
tado con  beneficio  de  inventario,  no  podrá  oponérsele 
compensación  de  lo  que  el  causante  adeuda  sino  hasta 
concurrencia  de  lo  que  esté  obligado  á  pagar  según  el 
estado  del  inventario. 

133.— El  deudor  no  puede  reclamar  compensación 
por  lo  que  se  debe  á  su  fiador  (2333  C.)  porque  el  deu- 
dor no  es  dueño  del  crédito  del  fiador,  á  menos  que  és- 
te se  lo  hubiera  cedido.  El  deudor  no  puede  oponer  en 
compensación  lo  que  se  debe  á  su  codeudor  solidario 
(2333  C),  porque  él  es  por  sí  mismo  deudor  por  la 
cantidad  que  se  le  exige,  y  no  puede  oponer  las  excep- 
ciones personales  de  sus  codeudores.  Pero  si  el  acree- 
dor hubiera  reclam.ado  la  deuda  del  codeudor,  á  quien 
él  mismo  debía,  y  éste  le  hubií^ra  opuesto  la  compen- 
sación, la  deuda  habría  quedado  extinguida  respecto 
de  todos  como  si  hubiera  sido  pagada;  y  si  después  el 
acreedor  la  demandara  de  los  otros,  podrían  oponerle 
la  extinción'de  la  deuda  verificada  por  la  compensa- 
ción que  opuso  el  que  recíprocamente  era  acreedor  y 
deudor. 

134. — El  fiador  puede  pedir  compensación  délo  que 
debe  el  acreedor  al  deudor  principal  (2233  C),  porque 
aun  cuando  él  no  sea  el  acreedor,  no  existe  su  obliga- 
ción como  fiador  sino  en  cuanto  existe  la  deuda  del  fia- 
do, y  ésta  la  extingue  la  compensación  por  ministerio 
de  la  ley.  El  fiador  puede  además  oponer  al  acreedor 
todas  las  excepciones  que  no  son  puramente  persona- 
les del  deudor,  y  entre  ellas  figura  la  compensación. 

135. — Ya  que  el  fiador  puede  oponer  compensación 
de  lo  que  se  debe  al  deudor  principal,  con  mayor  razón 
podrá  oponerla  de  lo  que  se  le  debe  á  él  mismo;   pero 
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siendo  subsidiaria  su  obligación,  la  compensación  no 
debe  surtir  su  efecto  sino  desde  que  se  oponga. 

136. — Así  como  un  deudor  solidario  no  puede  oponer 
compensación  de  lo  que  se  debe  á  su  codeudor,  el  fia- 
dor no  puede  oponerla  de  lo  que  se  deba  á  su  compa- 
ñero en  la  fianza. 

137. — Respecto  délos  créditos  de  una  sociedad  con- 
tra el  acreedor  particular  de  algún  socio,  6  de  las  deu- 
das de  la  sociedad  á  favor  del  deudor  de  uno  de  los  so- 
cios, tampoco  cabe  la  compensación,  porque  la  sociedad 
forma  una  persona  jurídica  distinta  do  los  socios  indi- 
vidualmente considerados  (182o  C.) 

138. — El  deudor  que  ha  convenido  en  que  el  acreedor 
ceda  sus  derechos  á  un  tercero;  ó  que,  notificado  de  la 
cesión,  la  ha  aceptado  pura  y  simplemente,  no  puede 
oponer  al  cesionario,  en  compensación,  los  créditos  que 
antes  de  la  cesión  habría  podido  oponer  al  ceden  te 
(342  Dec.  de  Ref.  N.  ^  272):  porque  se  entiende  haber- 
la renunciado  con  su  convenio  y  silencio. 

139. — Si  el  deudor  no  aceptóla  cesión  que  le  fué  no- 
tificada, puede  oponer  al  cesionario  compensación  por 
todos  los  créditos  que,  antes  de  notificarle  la  cesión, 
haya  adquirido  contra  el  ceden  te,  aun  cuando  no  ha- 
yan llegado  á  ser  exigibles  sino  hasta  después  de  la  no- 
tificación, porque  se  verificó  por  ministerio  de  la  ley, 
y  no  habiendo  renunciado  á  ellla  expresa  ni  tácita- 
mente, no  puede  ser  privado  de  su  beneficio  por  solo 
el  hecho  de  un  tercero  (342  Dec.  cit.) 

140.— El  deudor  puede  oponer  al  cesionario  compen- 
sación délo  que  éste  le  debiere  á  él;  y  también  el  cesio- 
nario que  fuere  deudor  de  su  deudor  cedido,  puede 
compensar  esta  deuda  en  el  crédito  que  adquirió  me- 
diante la  cesión. 
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yi. 


141 . — La  última  condición  es  que  ninguna  de  las 
deudas  sea  de  aquellas  en  que  la  compensación  está 
prohibida.  La  regla  general  es  que  todas  las  deudas 
son  compensables  (2331  C),  pero  sirven  de  excepción 
los  casos  siguientes: 

1.  ^  (Juando  se  trata  de  la  demanda  sobre  restitu- 
ción del  despojo  (1.  ^-2332  C),  porque  la  ley  quiere 
que  se  repare  ante  todo  la  violencia  que  se  causó  y  no 
justifica  el  que  ninguno  tome  un  derecho  por  la  fuerza: 

2.  ^  Cuando  se  trata  de  la  demanda  sobre  restitu- 
ción de  un  depósito  (2.  ^-2332  C.)  para  que  no  se  alíu- 
se  de  la  confianza  ó  de  la  necesidad  que  el  depósito  su- 
pone: 

3.  ^  En  lo  que  se  debe  por  alimentos  presentes  (3.  ^ 
2332  C),  porque  están  destinados  á  satisfacer  una  ne- 
cesidad de  momento,  y  admitir  la  compensación  sería 
exponer  al  que  los  necesita  á  que  pereciera  (257  C.  y  74 
y  340  Dec.  de  Ref.  N.^  272.)  Pero  nada  se  opone  á  que 
puedan  compensarse  los  alimentos  pretéritos,  ó  los 
bienes  ya  adquiridos  por  razón  de  alimentos,  jjorque 
con  ellos  no  se  va  á  atender  de  presente  á  la  subsisten- 
cia del  alimentista: 

4.  ^  Cuando  se  trata  de  una  deuda  á  favor  de  la  ha- 
cienda pública,  á  no  ser  que,  atendidas  las  circunstan- 
cias, lo  acordare  el  Poder  Ejecutivo  {6Q5  C.  fisc),  excep- 
ción motivada  por  las  erogaciones  á  que  la  hacienda 
pública  tiene  que  atender,  y  las  dificultades  en  que  pa- 
ra llenarla  se  la  pondría,  si  indistintamente  pudiera 
oponerse  siempre  contra  ella  la  compensación: 

5.  ^   El  comodatario  no  puede  retener  la  cosa  presta- 
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da,  en  compensación  délo  que  le  debe  el  comodante,  á 
no  ser  que  la  deuda  proceda  de  gastos  extraordinarios 
y  precisos  hechos  en  beneficio  de  la  misma  cosa  des- 
pués de  prestada  (1945C.) 


YIL 


142. — El  efecto  inmediato  de  la  compensación  es  que 
se  extinguen  por  ministerio  de  la  ley  las  deudas,  y  con 
ellas,  los  privilegios,  hipotecas,  prendas,  fianzas  y  el 
curso  de  los  intereses,  hasta  la  concurrencia  de  las  can- 
tidades respectivas. 

143. — Si  una  perdona  tiene  muchas  deudas  compen- 
sables, se  hará  la  aplicación  siguiendo  las  mismas  re- 
glas que  hay  para  la  imputación  de  pago;  es  decir  que 
hay  derecho  á  declarar  cuál  es  la  deuda  á  que  ha  de 
aplicarse:  si  no  se  declara,  se  entenderá  aplicada  á  la 
deuda  que  gana  más  interés  entre  las  de  plazo  cumpli- 
do: si  ninguna  gana  interés,  á  la  que  está  asegurada 
con  fianza  ó  hipoteca:  si  son  de  igual  naturaleza  á  la 
más  antigua;  y  si  en  todo  son  iguales,  á  todas  propor- 
cionalmente.  Debiéndose  capital  é  intereses,  deberá 
aplicarse  la  compensación  á  estos,  antes  que  á  aque- 
llos (2336  C.)  Una  vez  hecha  la  compensación  no  pue- 
den aplicarse  ó  dirigirse  sus  efectos  á  otra  deuda,  en 
perjuicio  de  los  interesados,  en  satisfacción  de  la  que 
quedó  extinguida. 

144. — El  que  paga  una  deuda,  ya  extinguida  de  dere- 
cho por  la  compensación,  no  podrá  en  la  reclamación  de 
su  crédito  x)revalerse,  en  perjuicio  de  tercero,  de  los  pri- 
vilegios, hipotecas  y  fianzas  con  que  lo  tenía  asegura- 
do, porque  esto  privarla  al  tercero  de  derechos  que, 
á  consecuencia  de  la  compensación,  había  adquirido; 
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y  ésta  no  necesita  de  la  voluntad  de  los  interesados  si- 
no que  se  produce  por  ministerio  de  la  ley;  pero  lo  di- 
cho no  tendría  lugar  si  se  ignorara  la  existencia  del 
crédito,  pues  si  por  esa  ignorancia  no  alegare  la  com- 
pensación, conservará  junto  con  el  crédito  mismo  las 
fianzas,  privilegios,  prendas  é  hipotecas  constituidas 
para  su  seguridad  (337  Dec.  deEef.  N.  ^  272.) 

145. — La  compensación  no  debe  tener  lugar  en  per- 
juicio de  los  derechos  adquiridos  por  un  tercero;  de 
modo  que,  si  el  que  era  deudor  de  una  persona  llega  á 
ser  su  acreedor,  después  del  embargo  de  la  deuda  he- 
cho por  un  tercero,  no  podrá  oponerse  compensación 
en  perjuicio  del  que  hizo  el  embargo;  y  el  comprador 
de  un  inmueble  hipotecado  no  podrá  oponer  á  los  acre- 
edores hipotecarios  la  compensación  de  los  créditos 
que  tiene  contra  el  vendedor  (341  Dec.  de  Ref .  N.  ^ 
272.) 

146. — La  compensación  puede  oponerse  en  cualquier 
estado  del  juicio  hasta  la  citación  para  sentencia  (591 
C.  pr.) 

TITULO  QUINTO. 

DE  LA  CONDONACIÓN  O  REMISIÓN. 


147. — La  condonación  es  la  renuncia  ó  perdón  vo- 
luntario que  el  acreedor  hace  de  la  oMigación  de  su 
deudor;  y  en  consecuencia,  extingue  ésta,  con  tal  que 
sea  hecha  por  el  mismo  acreedor  ó  por  un  mandatario 
con  facultades  especiales  para  el  caso  (2316  C).  Sólo 
podrán  remitir  ó  condonar  los  que  tienen  la  libre  dis- 
posición de  sus  bienes,  puesto  que  equivale  a  una  ena- 
jenación gratuita. 
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148. — La  remisión  puede  ser  expresa  y  tácita.  Expre- 
sa^ cuando  el  acreedor  terminantemente  declara  el  per- 
dón que  hace  de  la  deuda;  y  tácita^  cuando  se  presu- 
me en  virtud  de  hechos  que  hacen  suponerla  (2321  C). 

149. — La  remisión  expresa  debe  constar  del  mismo 
modo  en  que  consta  la  obligación  (2316  C),  de  suer- 
te que  si  la  deuda  consta  en  instrumento  público,  de- 
be acreditarse  así  también  la  remisión,  porque  es  de 
igual  importancia  á  la  constitución  de  la  deuda. 

150. — Hay  remisión  tácita  cuando  el  acreedor  entre- 
ga voluntariamente  al  deudor  el  título  de  la  obliga- 
ción, ó  lo  destruye  ó  cancela  con  ánimo  de  extinguir 
la  dí^uda.  La  presunción  que  de  este  hecho  resulta  es 
la  de  que  hubo  ánimo  de  remitir  la  deuda;  pero  admi- 
te prueba  en  contrario,  porque  el  acreedor  tiene  dere- 
cho de  justificar  que  la  entrega,  destrucción  ó  cance- 
lación del  tí  culo,  no  fué  voluntaria,  ó  no  fué  hecha 
con  ánimo  de  condonar  la  deuda.  Y  no  distinguiendo 
la  ley  entre  títulos  públicos  y  privados,  debe  enten- 
derse que  su  disposición  comprende  á  los  unos  y  á  los 
otros  (2321  C). 

-  151. — No  es  bastante  para  establecer  la  remisión  el 
hecho  de  que  el  acreedor  haya  devuelto  la  X3renda  al 
deudor,  (2320  C.)  porque  con  él  sólo  se  prueba  que  el 
acreedor  ha  renunciado  al  derecho  de  prenda,  y  ha 
quedado  atenido  á  la  obligación  puramente  personal 
del  deudor.  La  condonación  de  deuda  hecha  en  cali- 
dad de  legado  no  comprende  sino  lo  debido  por  el  lega- 
tario al  testador  hasta  la  fecha  del  testamento  (872  C). 

152.— El  efecto  que  naturalmente  produce  la  remi- 
sión es  que  se  extinga  la  obligación  del  deudor;  y 
cuando  éste  es  uno  solo,  no  ofrece  ninguna  dificultad; 
pero  si  hay  varios  deudores  mancomunados,  ó  la  deu- 
da está  asegurada  con  fiador,  se  observará  lo  que  á 
continuación  va  á  expresarse. 
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153. — El  perdón  hecho  á  uno  de  los  deudores  man- 
comunados se  verifica,  ó  reservándose  el  acreedor  et 
derecho  de  cobrar  de  los  otros  deudores,  ó  no  hacien- 
do esa  reserva.  En  este  último  caso,  se  extingue  la 
obligación  de  todos:  en  el  primero,  el  perdón  es  sim- 
plemente de  la  parte  que  debía  pagar  el  deudor  man- 
comunado á  quien  se  hizo  la  remisión  (2317  C),  pues- 
to que  así  se  expresó. 

154. — En  las  deudas  aseguradas  con  fianza,  la  remi- 
sión puede  hacerse  al  deudor  principal  ó  á  los  fiadores 
(2319  C).  Si  lo  primero,  con  la  obligación  del  deudor 
acaba  también  la  de  los  fiadores  porque  la  fianza  es 
obligación  accesoria  que  no  puede  subsistir  cuando 
no  subsiste  ya  la  obligación  principal  que  garantiza. 

155.— Si  la  remisión  se  hace  al  fiador  simple,  no  ex- 
tingue la  obligación  del  deudor  (fr.  1^  2318  C),  porque 
la  renuncia  de  la  garantía  accesoria  no  implica  renun- 
cia de  la  obligación  principal,  como  se  ha  visto  que 
sucede  con  la  prenda;  pero  si  el  fiador  hubiere  con- 
traído obligación  mancomunada  con  el  deudor,  debe- 
ría estarse  á  lo  que  se  ha  dicho  respecto  de  deudores 
mancomunados.  » 

156. — Si  hay  varios  fiadores  simples,  la  condonación 
hecha  á  uno  de  ellos  no  extingue  la  obligación  de  los* 
demás  fiadores;  pero  en  caso  de  insolvencia  del  deu- 
dor, sólo  podrá  exigí rseles  el  crédito  con  rebaja  de  la 
parte  correspondiente  á  aquel  que  fué  condonado 
(2318  C). 

157. — Cuando  hay  varios  acreedores  solidarios,  y 
uno  de  ellos  remite  la  deuda,  la  remisión  no  extingue 
la  obligación  respecto  de  los  demás  sino  en  la  parte 
correspondiente  al  acreedor  que  remite,  por  analogía 
con  lo  que  pasa  respecto  de  la  confusión  (2323  C). 
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TITULO  SEXTO. 


DE  LA  NOVACIÓN. 


158. — La  noviacíón  es  otro  modo  de  extinguir  las 
obligaciones  y  consiste  en  la  sustitución  que  se  liace 
de  una  obligación  existente  por  otra  obligación  nueva 
(2337  C).  Como  se  ve,  la  novación  no  extingue  la  obli- 
gación de  un  modo  absoluto  sino  que  extingue  una 
para  dejar  subsistente  otra  en  su  lugar,  de  modo  que 
en  rigor  y  propiamente,  lo  que  hay  es  reemplazo  de  una 
obligación  por  otra.  Va  á  tratarse  19  de  los  requisitos 
que  exige:  29  de  las  formas  en  que  puede  verificarse:  3? 
de  algunos  casos  en  que  no  hay  novación. 


159. — La  novación  requiere  que  se  haga  entre  perso- 
nas capaces  de  contratar  (2240  C),  como  que  se  con- 
trae una  obligación  nueva;  así  es  que  los  menores, 
los  incapacitados,  las  mujeres  casadas  no  podrán,  por 
sí,  hacer  novación.  Puede  hacerse  por  los  mismos  inte- 
resados ó  por  mandatario  ó  procurador,  con  tal  que  el 
poder  tenga  especial  facultad  para  ello,  ó  se  haya  con- 
ferido en  él  la  libre  administración  de  los  negocios  del 
comitente  (2191-2341  C).  Requiere  también  la  nova- 
ción como  requisito  indispensable  que  se  haga  por  es- 
critura pública  ó  privada,  siempre  que  el  valor  de  que 
se  trate  exceda  de  quinientos  pesos  (2339 C);  lo  cual 
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depende  de  que  como  hay  siempre  un  nuevo  contrato, 
la  formalidad  de  su  constancia  debe  estar  en  armonía 
con  la  formalidad  que  para  todo  contrato  se  exige 
(233-234  Dec.  de  Ref.  núm.  272.). 


II. 


160. — La  novación  puede  tener  lugar  de  tres  modos: 
1?  sustituyéndose  una  nueva  obligación  á  otra  por  mu- 
darse la  deuda  ó  causa  de  deber,  pero  sin  que  inter- 
venga nuevo  acreedor  ni  nuevo  deudor,  como  si  una 
persona  que  debía  pagar  mil  pesos  conviene  con  su 
acreedor  en  que  en  vez  de  los  mil  pesos  le  entregará 
en  su  plazo,  un  tronco  de  caballos:  29  sustituyéndose 
la  persona  del  acreedor,  como  si  el  que  lo  era,  conviene 
con  su  deudor,  en  que,  en  vez  de  pagarle  éste  la  canti- 
dad adeudada  contraiga  la  obligación  de  entregar  á  otra 
persona  tal  número  de  quintales  de  café  de  clase  deter- 
minada: 3?  sustituyéndose  un  nuevo  deudor  al  antiguo, 
como  si  mi  acreedor  conviene  en  eximirme  de  pagarle 
los  mil  pesos  que  le  debo,  porque  una  tercera  persona 
se  obliga  directa  y  personalmente  en  mi  lugar  (2338  C). 

161. — Cuando  la  novación  es  de  un  nuevo  acreedor, 
se  trasmiten  á  favor  de  éste  todos  los  gravámenes  é 
hipotecas  que  se  contenían  en  la  anterior  obligación, 
sin  necesidad  de  que  se  exprese  en  la  posterior;  (2344 
C.)  de  modo  que  si  se  ha  convenido  en  que  el  deudor 
pague  á  Pedro  mil  pesos  en  vez  de  la  obligación  que 
tenía  de  construirme  una  casa,  la  deuda  á  favor  de  Pe- 
dro quedará  asegurada  con  todas  las  garantías  esta- 
blecidas á  mi  favor.  Debe  observarse  que  no  es  lo  mis- 
mo la  novación  por  sustitución  de  nuevo  acreedor  que 
la  traslación  que  éste  haga  de  su  crédito  á  otra  perso- 
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na.  En  este  último  caso,  no  liay  más  que  una  subroga- 
ción en  los  derechos  del  primer  acreedor,  que  necesita 
para  ciertos  efectos  de  la  notificación  del  deudor;  pero 
que  no  exige  su  consentimiento  como  lo  requiere  la 
novación,  y  que  comprende  todos  los  accesorios  del 
crédito  cedido,  como  fianzas,  hipotecas,  privilegios  &. 

162. — Si  la  novación  consiste  en  mudarse  la  deuda  ó 
causa  de  deber,  como  si  el  acreedor  conviene  en  que 
lo  que  se  le  adeudaba  por  salarios  continúe  en  poder 
del  deudor  á  título  de  préstamo  con  interés,  como  la 
primera  obligación  se  extingue,  no  pasan  á  favor  de 
la  segunda  las  garantías  y  privilegios  que  la  primera 
tuviese,  ya  que  la  ley  no  lo  consigna.  Es  de  advertir 
sin  embargo,  que  la  consecuencia  exigiría  que  este  ca- 
so y  el  de  que  antes  se  ha  hablado  se  rigieran  por 
igual  disposición,  puesto  que  en  aquel  también  la  obli- 
gación primitiva  queda  insubsistente. 

163. — La  novación  por  sustitución  de  la  persona  del 
deudor  no  se  jjresume,  así  es  que  cuando  el  deudor 
presenta  á  su  acredor  una  tercera  persona  que  se  obli- 
gue á  pagar  su  deuda,  la  constitución  de  esta  obliga- 
ción no  produce  novación  si  el  acreedor  no  declara  ex- 
presamente exonerado  de  la  suya  al  primer  deudor:  de 
otro  modo,  se  estimará  como  fianza,  y  tanto  el  deudor 
primitivo  como  el  segundo  quedarán  obligados  al  j)a- 
go,  bien  que,  pagando  cualquiera  de  ellos,  se  extin- 
guirá para  ambos  la  obligación  (2347  C).  Esta  exigen- 
cia tiene  por  objeto  evitar  errores  y  que  vayan  á  dar- 
se á  la  voluntad  de  las  partes  otros  efectos  que  los 
que  ellas  se  propusieron,  si  se  admitiera  la  novación 
sin  que  constara  suficientemente  que  había  querido  ha- 
cerse. 

164. — La  novación  por  sustitución  de  un  segundo 
(ieudor,  puede  hacerse  con  el  consentimiento  del  pri- 
mero, ó  sin  él  (2348  C):   en  este  último  caso,    se  co- 
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noce  con  el  nombre  de  expromisibn  y  en  el  primero 
con  el  de  delegación.  No  es  indispensable  siempre  el 
consentimiento  del  primer  deudor,  porque  no  se  necesi- 
ta para  que  un  tercero  extinga  por  él  su  obligación;  y 
así  como  puede  pagarse  lo  que  otro  debe  sin  su  con- 
sentimiento, podrá  novarse  también  de  modo  que  re- 
sulte el  mismo  efecto  de  extinción  de  la  obligación 
que  produce  el  pago.  Pero  así  como  esto  es  claro,  lo 
es  también  que  no  puede  sustituirse  nuevo  deudor  sin 
consentimiento  del  acreedor,  tanto  porque  la  novación 
es  convenio  que  se  hace  con  éste,  cuanto  porque  délo 
contrario  estaría  en  el  arbitrio  del  deudor  sustituirse 
con  otra  persona  que  no  diera  al  acreedor  las  garantías 
de  pago  que  él  le  dá. 

165.— Al  sustituirse  un  nuevo  deudor,  queda  extin- 
o'uida  la  obligación  primitiva,  así  es  que  el  acreedor 
ya  no  tiene  derecho  contra  el  deudor  primitivo  ni  con- 
tra sus  ñadores,  aun  cuando  el  sustituto  llegue  á  ser 
insolvente  (2343  C),  porque  el  acreedor  debe  imputar- 
se á  sí  mismo  haber  tomado  la  nueva  deuda  en  reem- 
plazo de  la  primera.  Es  caso  de  excepción  el  de  que 
la  sustitución  se  hubiese  hecho  cuando  ya  estaba  falli- 
do el  nuevo  deudor  ignorándolo  el  acreedor;  y  esto, 
porque  naturalmente  ha  de  suponerse  que  no  lo  hu- 
biera admitido  si  hubiese  sabido  la  falencia,  y  para 
evitar  también  cualquier  manejo  del  deudor  primitivo 
dirigido  á  sorprender  y  engañar  al  acreedor.  Debe  ser 
también  caso  de  excepción  el  de  que  se  haya  conve- 
nido en  que  el  acreedor  tendría  derecho  contra  el  pri- 
mer deudor  si  el  segundo  llegaba  á  ser  insolvente;  mas 
la  circunstancia  de  que,  en  estos  casos  de  excepción, 
tenga  el  acreedor  recurso  contra  el  deudor  primero, 
no  importa  la  nulidad  de  la  novación,  de  suerte  que 
el  acreedor  ya  no  podrá  hacer  valer  las  hipotecas  y 
demás  seguridades  que  tenía. 
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166. — Al  sustituirse  un  nuevo  deudor,  quedan  ex- 
tinguidas con  la  obligación  anterior,  las  hipotecas  y 
seguridades  de  ella  (344  Dec.  de  Ref.  núm.  272),  por 
que  el  efecto  de  la  novación  es  extinguir  la  obligación 
como  la  extingue  el  pago,  y  extinguida  la  obligación 
no  subsisten  los  accesorios  de  ella.  Así  pues,  si  en  vez 
de  .mi  deuda  que  estaba  asegurada  con  fianza,  acepta 
mi  acreedor  lisa  y  llanamente  la  deuda  de  un  tercero, 
no  podrá  pretender  que  se  estime  subsistente  la  fian- 
za que  garantizaba  mi  compromiso.  Se  exceptúa  siem- 
pre el  caso  de  que  acreedor  y  deudor  convengan  ex- 
presamente en  la  reserva  de  las  hipotecas  y  segurida- 
des constituidas;  reserva  que  sin  embargo,  no  valdrá 
cuando  las  cosas  empeñadas  ó  hipotecadas  como  ga- 
rantía pertenecen  á  terceros  que  no  acceden  expresa- 
mente á  la  segunda  obligación,  pues  no  debe  depen- 
der de  aquellos  la  extensión  y  gravámenes  de  ella. 

167.— Al  sustituirse  por  la  novación  otro  deudor, 
quedan  libres  de  toda  respe msabilidad  todos  los  que 
están  coobligados,  aunque  sea  como  deudores  solida- 
rios, fiadores  ó  codeudores  de  cosa  indivisible,  á  me 
nos  que  se  obliguen  en  el  nuevo  contrato  (2342  C).  Es- 
to es  una  consecuencia  de  lo  que  se  ha  dicho  acerca  de 
que  se  equiparan  los  efectos  de  la  novación  y  los  del 
pago.  Cuando  la  segunda  obligación,  consiste  simple- 
mente en  añadir  ó  quitar  una,  especie,  género  ó  canti- 
dad á  la  primera,  los  codeudores  subsidiarios  y  soli- 
darios pueden  ser  obligados  hasta  concurrencia  de 
aquello  en  que  ambas  obligaciones  convienen  (fr.  1.  =^ 
343  Dec.  de  Ref.  núm.  272),  porque  con  ello  en  nada  se 
empeora  su  condición.  Y  si  la  nueva  obligación  se 
limita  á  imponer  una  pena  para  el  caso  de  no  cumplir- 
se la  primera  y  son  exigibles  juntamente  la  obligación 
y  la  pena;  los  privilegios,  fianzas  é  hipotecas  subsisti- 
rán hasta  concurrencia  de  la  deuda  principal  sin  la 
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pena,  con  lo  cual  tampoco  se  aumenta  el  gravamen 
anterior.  Mas  si  en  el  caso  de  infracción  es  solamente 
exigible  la  pena,  se  entenderá  haber  novación  desde  que 
el  acreedor  exija  sólo  la  pena,  y  quedarán  por  el  mismo 
hecho,  puesto  que  él  lo  prefirió,  extinguidos  los  privi- 
legios, prendas  é  hipotecas  de  la  obligación  primitiva 
y  exonerados  los  que  solidaria  ó  subsidiariamente 
accedieron  á  la  obligación  primitiva  y  no  á  la  estipula- 
ción penal. 

168. — Hay  que  tener  presente  que  la  simple  muta- 
ción de  lugar  para  el  pago,  deja  subsistentes  los  privi- 
legios, prendas  é  hipotecas  de  la  obligación  y  la  res- 
ponsabilidad de  los  codeudores  solidarios  ó  subsidia- 
rios, pero  sin  ningún  gravamen  más  (fr.  3?  343  Dec. 
de  Eef.  núm.  272),  pues  así  en  nada  se  agrava  su  con- 
dición. 


III. 


169. — Hay  que  hacer  notar  también  que  la  mera 
ampliación  del  plazo  de  una  deuda  no  constituye  no- 
vación; pero  sí  pone  fin  á  la  responsabilidad  de  los 
fiadores  y  extingue  las  prendas  é  hipotecas  constitui- 
das sobre  otros  bienes  que  los  del  deudor,  salvo  que 
los  fiadores  ó  los  dueños  de  las  cosas  empeñadas  ó  hi- 
potecadas accedan  expresamente  á  la  ampliación  (2246 
-2346  C).  No  hay  novación  porque  no  se  cambia  la 
deuda  ni  la  persona  del  acreedor  ó  del  deudor;  pero 
no  subsisten  las  fianzas  ó  garantías  dadas  por  otros, 
porque  no  se  les  puede  obligar  sin  su  consentimiento  á 
prolongar  el  término  de  su  obligación.  Por  analogía  de- 
bería decirse  que  la  reducción  del  plazo  tampoco  cons- 
tituye novación,  pero  no  podrá  reconvenirse  á  los  co- 
deudores solidarios  y  subsidiarios  sino  cuando  espire 
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el  plazo  primitivamente  estipulado,  para  que  no  les 
perjudique  esa  reducción;  y  así  se  establece  en  el  ar- 
tículo 345  Dec.  de  Ref.  núm.  272. 

170. — En  la  locación  que  se  renueva  por  voluntad 
tácita  de  las  partes,  no  subsisten  las  fíanzas  y  seguri- 
dades que  constituyó  una  tercera  persona  en  el  con- 
trato anterior,  á  no  ser  que  ella  se  obligue  de  nuevo 
expresamente  (fr.  2?  1729  C). 

171.— Cuando  continúa  el  contrato  de  locación 
para  los  herederos  del  arrendatario,  no  siéndoles  obli- 
gatoria su  continuación,  no  subsisten  las  fianzas  ni  las 
hipotecas  anteriores  que  estaban  constituidas  á  favor 
del  locador  (fr.  2.  ^"^  1782  C). 

172. — Cuando  los  acreedores  han  hecho  novación  de 
la  deuda  del  difunto,  ó  de  cualquier  modo  han  acep- 
tado la  responsabilidad  del  heredero,  ya  no  pueden 
pedir  que  los  bienes  de  aquel  sean  separados  y  que  se 
forme  concurso  especial  con  exclusión  de  los  acreedo- 
res propios  del  deudor  (2.  ^  2395  C). 

173. — Parece  natural  que  para  que  sea  válida  la  no- 
vación debe  exigirse  que  tanto  la  obligación  primitiva 
como  el  contrato  de  novación  sean  en  sí  válidos. 

174.— Cuando  la  primera  obligación  es  pura  y  la 
nueva  pende  de  una  condición  suspensiva  ó  al  contra- 
rio, debe  decirse  que  no  hay  novación  mientras  la  con- 
dición esté  pendiente;  y  no  la  habrá  tampoco  si  la  con- 
dición llega  á  fallar,  ó  si  antes  de  su  cumplimiento  se 
extingue  la  obligación  antigua,  salvo  que  se  haya  con- 
venido en  otra  cosa. 

175.— Cuando  un  tercero,  creyendo  ser  deudor  de 
una  persona,  promete  pagar  al  acreedor  de  ésta  para 
libertarse  de  la  falsa  deuda,  debe  cumplir  su  promesa, 
y  podrá  dirigirse  contra  el  delegante  para  que  pague 
por  él  ó  le  reembolse  lo  pagado. 

176. — El  que  fué  delegado  por  alguno  que  se  creía 
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deudor,  y  no  lo  era,  no  qneda  obligado  al  acreedor;  y 
si  paga  en  el  concepto  de  ser  verdadera  la  deuda,  se 
halla  para  con  el  delegante  en  el  mismo  caso  que  si 
hubiese  sido  verdadero,  quedando  á  salvo  su  dere- 
cho al  delegante  para  la  restitución  de  lo  indebida- 
mente pagado.  , 


TITULO  SÉTIMO. 

DE  LA  CONSOLIDACIÓN  O  CONFUSIÓN. 


177. — La  confusidn  ó  consolidación  puede  decirse 
que  es  en  general,  la  reunión  en  una  misma  persona 
de  dos  caracteres  que  hacen  imposible  la  obligación;  y 
como  estos  caracteres  son  ordinariamente  los  de  acree- 
dor y  deudor,  el  Código  define  la  confusión  como  la 
reunión  en  una  misma  persona  de  las  dos  calidades 
de  acreedor  y  deudor  (2322  C).  Este  modo  de  extin- 
guirse las  obligaciones  procede  de  que  no  puede  nin- 
guno ser  acreedor  ó  deudor  de  sí  mismo.  Así,  si  Pe- 
dro debe  á  Juan  mil  pesos,  y  cualquiera  de  los  dos  es 
instituido  heredero  del  otro,  y  acepta  la  herencia  sin 
bení^ficio  de  inventario,  la  deuda  se  extingue,  porque 
sucediendo  uno  en  todos  los  derechos  y  obligaciones 
del  otro,  se  produce  la  reunión  en  una  sola  persona  de 
dos  calidades  icompatibles. 

178. — En  el  ejemplo  propuesto  se  ha  hablado  del 
heredero  que  acepta  la  herencia  sin  beneficio  de  in- 
ventario, porque  cuando  éste  se  hace,  uno  de  los  más 
importantes  efectos  que  produce  es  que  no  se  confun- 
den los  créditos  y  deudas  particulares  del  heredero 
con  las  deudas  y  créditos  hereditarios  (854-2825  C). 
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179.— Cuando  hay  mancomunidad  ó  fianza^  se  obser- 
van las  siguientes  disposiciones: 

Consolidada  la  calidad  de  acreedor  en  uno  de  varios 
deudores  mancomunados,  no  quedan  libres  los  demás, 
sino  en  la  parte  que  habría  correspondido  á  su  codeu- 
dor (1465-2323  C).  En  consecuencia,  si  hay  cuatro 
deudores  mancomunados  de  un  acreedor,  por  cuatro 
mil  pesos,  y  uno  de  esos  deudores  es  instituido  here- 
dero del  acreedor,  ó  el  acreedor  lo  es  de  ese  deudor, 
quedará  extinguida  la  obligación  solo  por  mil  peeo.«, 
de  modo  que  el  acreedor  podrá  cobrar  de  los  demás 
los  otros  tres  mil.  La  razón  es  que,  dividida  la  res- 
ponsabilidad entre  varias  personas,  la  confusión  que 
solo  se  ha  producido  respecto  de  una,  solo  debe  surtir 
sus  efectos  respecto  de  la  parte  que  á  ella  correspon- 
día sin  extenderse  á  las  demás. 

180.— En  rigor,  siendo  indivisible  la  acción  del  acree- 
dor y  pudiendo  dirigirse  por  el  todo  contra  cualquiera, 
el  deudor  con  quien  tiene  lugar  la  confusión,  podría 
cobrar  el  crédito  íntegro  de  cualquiera  de  los  codeudo- 
res; pero  un  principio  de  justicia  que  no  permite  exigir 
de  otro  aquello  de  que  uno  mismo  es  responsable,  ha- 
ce que  deba  deducirse  la  parte  correspondiente  á  él. 

181. — Si  no  hay  mancomudidad  entre  los  deudores, 
la  confusión  que  tenga  lugar  respecto  de  uno  de  ellos 
extinguirá  la  obligación  en  la  parte  correspondiente 
á  él,  quedándole  su  derecho  para  cobrar  de  los  otros 
la  parte  que  les  tocaba.  Así  pues,  si  hay  cuatro  deu- 
dores no  mancomunados  por  cuatro  mil  pesos,  y  uno 
de  ellos  llega  á  ser  heredero  del  acreedor,  la  obligación 
se  habrá  extinguido  en  cuanto  á  los  mil  que  á  él  toca- 
ban, y  podrá  cobrar  de  sus  compañeros  en  la  deuda 
los  tres  mil  restantes.  Esto,  por  supuesto,  en  la  inteli- 
gencia de  que  el  acreedor  haya  adquirido  la  totalidad 
del  crédito,  pues  si  fuera  solo  la  parte  que  á  él  corres- 
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pondía,  nada  tendría  derecho  á  cobrar.  Por  consiguien- 
te, cuando  hay  mancomunidad  de  deuda,  el  deudor 
en  quien  se  produjo  la  confusión,  puede  cobrar  de 
cualquiera  de  sus  codeudores  la  totalidad  de  la  deuda 
con  deducción  de  la  parte  confundida;  y  cuando  no 
hay  esa  mancomunidad,  solo  podrá  exigir  de  cada 
cual  la  parte  de  que  es  responsable. 

182. — La  consolidación  en  la  persona  del  deudor 
principal  extingue  la  obligación  de  los  fiadores  de 
cualquier  clase  que  sean,  por  el  conocido  principio  de 
que  no  puede  existir  lo  accesorio  cuando  falta  lo  prin- 
cipal (2324  C). 

183.  —En  la  fianza  simple,  la  confusión  producida 
respecto  del  fiador  no  extingue  la  obligación  principal 
del  deudor,  porque  no  se  reúnen  en  una  sola  persona 
los  caracteres  de  acreedor  y  deudor  principal  (2324  C); 
pero  si  el  fiador  lo  es  mancomunadamente  con  el  deu- 
dor, debe  hacerse  aplicación  de  lo  dicho  respecto  de 
los  deudores  mancomunados. 

184. — Habiendo  varios  fiadores,  la  confusión  que  se 
produzca  respecto  de  uno  de  ellos,  no  extingue  la  obli- 
gación de  los  demás  (2324  C),  por  una  razón  análoga 
á  las  expresadas. 


TITULO  OCTAVO. 


DE  LA  DESTRUCCIÓN  O  PERDIDA  DE  LA  COSA. 


185. — \jíi  pérdida  b  destrucción  total,  ^OY  caso  for- 
tuito, de  la  cosa  que  se  debía,  extingue  completamen- 
te la  obligación;  mas  si  la  pérdida  ó  destrucción  ha  si- 
do parcial,  subsiste  en  lo  que   haya   quedado  de  ella 
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(2355  C).  Este  modo  de  extinguirse  las  obligaciones  so- 
lo tiene  cabida  cuando  se  debe  una  cosa  especifica,  cier- 
ta y  determinada,  porque  el  género  y  la  cantidad  nun- 
ca perecen.  Si  la  obligación  que  se  tiene  es  de  entregar 
un  caballo,  un  reloj,  en  general,  ó  la  suma  de  mil  pe- 
sos, el  deudor  nunca  podrá  pretender  que  se  le  exima 
de  la  obligación,  porque  hayan  perecido  los  objetos  ó 
cantidades  que  tenía  precisamente  destinados  para 
cumplir.  Mas  si  su  obligación  es  de  entregar  tal  reloj, 
tal  caballo  determinado  que  se  le  dieron  en  préstamo, 
su  obligación  acaba  si  tales  objetos  ciertos  han  pere- 
cido por  caso  fortuito. 

186. — Como  se  ha  dicho,  no  toda  destrucción  de  la 
cosa  sino  la  que  procede  de  caso  fortuito,  es  la  que 
extingue  la  obligación.  Por  caso  fortuito  se  entiende 
todo  suceso  inopinado  ó  fuerza  mayor  que  no  se  pue- 
de prever  ni  resistir,  como  las  inundaciones,  los  te- 
rremotos, los  incendios,  las  sediciones,  las  heladas,  &; 
y  es  la  razón  porque  entonces  el  que  debe  entregar  la 
cosa,  es  enteramente  inculpable  de  su  pérdida  ó  des- 
trucción, y  no  puede  por  lo  mismo,  imputársele  la 
responsabilidad  que  con  justicia  se  atribuye  en  los 
demás  casos  en  que  hay  culpa  de  su  parte.  Y  como 
esta  causa  de  extinción  es  para  no  gravar  al  deudor 
con  una  responsabilidad  improcedente,  y  no  para  pro- 
porcionarle una  ganancia  indebida,  cuando  la  pérdida 
es  parcial  subsiste  la  obligación  en  la  parte  que  queda; 
y  así,  si  lo  debido  era  un  rebaño,  deberá  volver  las 
cabezas  que  queden,  aunque  sea  una  sola. 

187.  —En  virtud  de  este  mismo  principio,  el  deudor 
que  se  liberte  de  responsabilidad  por  destrucción  ó 
pérdida  de  la  cosa,  debe  ceder  al  acreedor  cualesquie- 
ra derechos  que  le  hubiesen  quedado  relativos  á  ella 
(2858  .C).  El  objeto  es  que  nada  quede  de  la  cosa  en 
poder  del  deudor,  porque  sería  enriquecerse  con  de- 


74 

trimento  del  acreedor,  de  modo  que  si  aquel  tiene  ac- 
ción para  exigir,  por  cualquier  motivo,  alguna  indem- 
nización por  la  perdida  de  la  cosa,  debe  cederla  al 
acrefídor. 

188.— Como  es  natural,  no  basta  que  el  deudor  diga 
que  la  cosa  ha  perecido  por  caso  fortuito  para  que  se 
extinga  su  obligación  sino  que  él  que  es  el  responsable, 
tiene  que  acreditar  que  la  pérdida  ocurrió  así,  ó  lo  que 
es  lo  mismo,  á  él  le  toca  probar  su  inculpabilidad 
(2356  C). 

189. — Un  caso  de  excepción  hay  en  que  la  pérdida  ó 
destrucción,  aunque  sea  por  caso  fortuito,  no  exime  de 
la  obligación,  y  es  cuando  se  trata  de  una  cosa  adquiri- 
da por  medio  de  delito,  por  ejemplo,  por  medio  de  hur- 
to, robo,  estafa,  &,  pues  entonces,  el  que  así  la  obtuvo, 
siempre  está  sujeto  á  la  restitución  del  precio  y  á  la  in- 
demnización por  daños  y  perjuicios.  Esto  se  ha  estable- 
cido en  pena  del  origen  criminal  de  la  adquisición  para 
no  confundirla  con  las  adquisiciones  legítimas  y  porque 
el  delincuente  está  constituido  en  mora  respecto  del 
dueño  desde  el  momento  en  que  mediante  un  delito  ha 
obtenido  la  cosa  (349  Dec.  de  Kef.  N.  ^  272. 

190. — Lo  dicho  hasta  aquí  se  aplica  á  las  obligacio- 
nes en  general .  El  Código  contiene  respecto  de  algunos 
casos  determinados,  disjjosiciones  especiales.  Así  suce- 
de en  el  comodato,  que  si  la  cosa  fué  tasada  al  prestarse, 
la  x)érdida,  aun  ocurrida  por  caso  fortuito,  es  de  cuen- 
ta del  que  la  recibió,  si  no  hubo  pacto  en  contrario 
(1932  C). 

191. — Como  desde  el  día  en  que  ha  de  entregarse  una 
cosa,  corre  de  cuenta  del  que  debe  recibirla  aunque  no 
se  haya  entregado,  no  siendo  por  mora  del  deudor  (1432 
C);  y  como  incurre  en  mora  el  que  no  cumple  con  en- 
tregar la  cosa  debida,  después  que  se  le  exige,  y  el  que 
no  la  entrega  el  día  señalado  en  el  pacto,  si  se  expre- 
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so  que  lo  hiciese  sin  necesidad  de  pedírselo  (1433  C), 
se  deduce  que  si  la  cosa  perece  por  caso  fortuito  des- 
pués de  constituido  en  mora  el  deudor,  su  obligación 
no  se  extingue.  Casos  de  aplicación  de  estos  principios 
son  que  el  comodatario  responde  del  daño  y  pérdida 
de  la  cosa,  cuya  devolución  ha  demorado,  aunque 
provenga  de  caso  fortuito  (1938  C).  Que  si  la  cosa 
prestada  perece  por  caso  fortuito  y  el  comodatario, 
incurriendo  en  la  culpa  que  debe  prestar,  no  la  salvó, 
está  obligado  á  pagarla  al  comodante  (1941  C).  Que  el 
depositario,  en  caso  de  demora,  responde  de  los  de- 
terioros y  pérdidas  que  ocurran,  aun  por  caso  fortui- 
to (1962  C).  Que  ni  el  marido  ni  sus  herederos  son 
responsables  de  la  pérdida  de  los  bienes  de  la  mujer, 
ocurrida  por  accidente  que  no  les  sea  imputable 
(1112  C).  Que  el  arrendatario  no  responde  de  las  pér- 
didas y  daños  sobrevenidos  sin  culpa  suya  ni  de  sus 
dependientes,  huéspedes  ó  subarrendatarios  (1724  C). 
Que  el  acreedor  debe  pagar  el  valor  de  la  prenda,  aun 
perdida  por  caso  fortuito,  si  ocurrió  después  de  paga- 
do el  crédito  ó  cumplida  la  obligación  y  no  tuvo  justa 
causa  para  demorar  la  devolución  (2003  C).  Que  si  el 
gestor  da  á  los  negocios  un  giro  que  el  dueño  no  acos- 
tumbraba dar,  será  resp<msable  de  los  casos  fortuitos 
(2256  C).  Que  no  se  extingue  el  contrato  de  locación, 
si  la  pérdida  ó  destrucción  de  la  cosa  ha  sido  por  caso 
fortuito,  y  no  del  todo  sino  de  una  parte  de  ella 
(fr.  1.  =^  1730  C). 
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TITULO  NOVENO. 

DEL  MUTUO  DISENSO. 


192.— Otro  modo  general  de  extinguir  las  obligacio- 
nes es  el  mutuo  disenso^  ó  sea  el  convenio  entre  la 
persona  responsable  de  ellas  y  la  persona  á  cuyo  fa- 
existen,  de  queden  sin  efecto  (fr.  1^  2349  C). 

194. — Si  resulta  perjudicado  un  tercero  en  virtud 
del  mutuo  disenso,  éste  se  tiene  por  no  existente  en 
lo  relativo  á  los  derechos  de  la  persona  perjudicada, 
de  modo  que  en  lo  relativo  á  esos  mismos  derechos, 
se  reputará  subsistente  la  obligación  (fr.  2.  ^  2349  y 
2350  C). 

195. — Al  decirse  que  el  mutuo  disenso  es  un  modo 
general  de  extinguir  las  obligaciones,  no  debe  exten- 
derse, mientras  no  haya  disposición  expresa,  al  ma- 
trimonio que  la  ley  declara  indisoluble,  ni  á  las  otras 
obligaciones  en  que  ella  rechaza  de  una  manera  espe- 
cial la  terminación  por  mutuo  consentimiento.  En  to- 
dos los  demás,  sí  es  aplicable  porque,  según  el  aforis- 
mo del  Derecho  romano,  nada  es  tan  natural  como 
que  las  cosas  se  deshagan  del  mismo  modo  que  se  hi- 
cieron. 

196. — El  mutuo  disenso  tiene  lugar  principalmente 
cuando  aun  no  se  ha  ejecutado  la  obligación,  ó  como 
se  dice  en  términos  jurídicos,  cuando  la  cosa  está  ín- 
tegra todavía. 

197.— Después  de  ejecutada,  el  mutuo  disenso,  más 
que  disolución  de  la  primera  obligación,  es  la  creación 
de  una  nueva  en  sentido  contrario. 
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TI'TüLO  DÉCIMO. 


DE   LA  CESIÓN  DE  BIENES. 


198.  — La  cesión  de  bienes  es  el  abandono  voluntario 
que  el  deudor  hace  de  todos  sus  bienes  á  su  acreedor 
o  acreedores  cuando  no  se  Italia  en  estado  de  pagar 
sus  deudas  á  consecuencia,  de  accidentes  inevitables 
(2370  C).  Puede  considerarse  como  uno  de  los  modos 
de  extinguirse  las  obligaciones;  pero  se  diferencia  del 
pago  en  que  éste  acaba  completamente  con  la  obliga- 
ción, mientras  que,  cuando  los  bienes  cedidos  no  al- 
canzan á  satisfacer  íntegramente  á  todos  los  acreedo- 
res, el  deudor  queda  obligado  á  entregar  el  resto  si 
mejora  de  fortuna.  Se  considera  también  como  un  be- 
neficio para  el  deudor  de  buena  fe  que  goza  ya  del  de 
competencia  en  los  bienes  que  adquiere  después,  y 
queda  libre  de  apremio  Dersonal  en  las  legislaciones 
en  que  se  admite  la  prisión  por  deudas.  Conviene  exa- 
minar: 1 .  ^  cuáles  son  los  requisitos  para  la  cesión: 
2.  ^  qué  bienes  comprende;  3.  ^  qué  efectos  i)roduce; 
y  4.  ^  el  beneficio  de  competencia  en  particular. 


I. 


199. — Para  la  cesión  deben  concurrir  los  requisitos 
siguientes:  1.  ^  que  se  haga  por  persona  capaz,  es  de- 
cir, que  tenga  la  libre  disposición  de  sus  bienes:  el 
guardador  no  puede  ceder  los  bienes  que  administra, 
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sin  aprobación  judicial  (1407  C.  pr.):  2.  ^  que  se  liaga 
ante  el  Juez  competente  con  relación  de  los  motivos 
del  mal  estado  de  los  negocios,  y  acompañando  listas 
que  expresen  cuáles  son  sus  acreedores,  cuáles  sus  deu- 
dores y  cuáles  sus  bienes  y  existencias,  y  que  el  Juez, 
la  admita  con  conocimiento  de  causa  (2371  C.-1408  C. 
pr.  y  278  Dec.  de  Ref.  N?  273).  Por  el  Código,  se  ne- 
cesitaba además  que  se  oyera  á  los  acreedores  porque 
cualquiera  de  ellos  tenia  derecho  de  exigir  que  el  deu- 
dor justificara  previamente  su  inculpabilidad  en  el  mal 
estado  de  sus  negocios;  mas  esto  carecía  de  objeto;  y 
así,  el  artículo  352  del  Dec.  de  Ref .  N.°  272  lo  modiñcó 
y  estableció  que  los  acreedores  están  obligados  á  acep- 
tar la  cesión,  que  al  fin,  es  para  ellos  entonces  lo  menos 
malo;  pero  sin  perjuicio  de  las  acciones  que  tengan  para 
proceder  contra  el  deudor  si  pueden  justificar,  ó  á 
consecuencia  del  juicio  resultare  probado,  que  fué 
fraudulenta  su  conducta. 

200 — Los  acreedores,  conforme  al  Código,  ¡Dodían 
oponerse  á  que  se  admitiera  la  cesión  siempre  que  fal- 
tara cualquiera  de  estos  requisitos;  y  aun  concurrien- 
do todos  ellos,  no  estaban  obligados  á  aceptar,  si  se 
acreditaba  que  estaba  el  deudor  en  alguno  de  los  ca- 
sos que  siguen: 

1.  ^  Si  había  enajenado,  empeñado  ó  hipotecado,  á 
sabiendas  bienes  ajenos  como  propios. 

2.  ^  Si  había  sido  condenado  por  hurto  ó  robo,  fal- 
sificación ó  quiebra  fraudulenta. 

3.  ^   Si  ya  había  obtenido  quitas  ó  esperas. 

4.  '^   Si  había  dilapidado  sus  bienes. 

5.  ^  Si  no  había  hecho  una  exposición  verídica  y 
circunstanciada  del  estado  de  sus  negocios,  ó  se  había 
valido  de  cualquier  otro  medio  fraudulento  para 
perjudicar  á  sus  acreedores  (2373  C). 

201.— Considerada  la  cesión  como  un  beneficio  pro- 
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cedían  las  excepciones  anteriores,  fundadas  unas  ve- 
ces en  hechos  punibles  del  deudor  que  lo  hacían  in- 
digno de  que  se  le  otorgara;  y  otras  en  que  ya  había 
disfrutado  con  anterioridad  de  un  beneficio  de  más 
consideración,  ó  análogo  por  lo  menos.  Pero,  como  la 
parte  más  positiva  de  ese  beneficio  está  en  eximirse 
del  apremio  personal  y  éste  no  tiene  lugar  entre  no- 
sotros porque  no  se  permite  la  prisión  por  deudas,  re- 
sultaba que  en  todos  los  casos  admitirían  los  acreedo- 
res la  cesión,  ya  que  de  otra  suerte,  dejando  por  más 
tiempo  los  bienes  en  manos  del  deudor,  ellos  serían 
los  perjudicados.  Y  de  todos  modos,  aunque  no  admi- 
tieran la  cesión  que  produce  el  concurso  llamado  vo- 
luntario, podían  demandar  y  ejecutar  al  deudor,  y  se 
iba  entonces  á  parar  al  mismo  punto  de  desposeerlo 
de  sus  bienes.  Por  esa  razón,  la  reforma  suprimió  to- 
dos esos  casos  en  que  se  decía  que  los  acreedores  no 
estaban  obligados  á  aceptar  la  cesión.  No  era  sin  em- 
bargo, razón  legal  para  que  los  acreedores  se  opusie- 
ran á  la  cesión  la  estipulación  que  hubieran  hecho 
con  el  deudor  de  que  no  se  acogería  á  ella,  pues  la 
ley  no  autorizaba  la  renuncia  de  ese  beneficio  (2371  C), 
importante  donde  existe  la  prisión  por  deudas:  donde 
no  existiera,  como  entre  nosotros,  ningún  caso  había 
de  presentarse  tampoco  en  que  los  acreedores  exigie- 
sen del  deudor  esa  renuncia  de  hacer  cesión,  cuando 
por  el  contrario,  dadas  las  malas  circunstancias  de  és- 
te, es  lo  mejor  que  puede  hacerse  en  favor  de  ellos. 


n. 


202. — La  cesión  debe  comprender  todos  los  bienes, 
derechos  y  acciones  del  deudor,  excepto  los  no  em- 
bargables  que  son  los  siguientes: 
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1.  ^— El  lecho  cuotidiano  y  los  vestidos  y  muebles 
comunes  y  de  uso  indispensable  del  deudor,  de  su 
mujer  y  de  sus  hijos,  no  siendo  de  lujo  según  las  cir- 
cunstancias de  las  personas  y  á  juicio  del  Juez: 

2.  ^— Los  instrumentos  y  útiles  necesarios  que  sean 
indispensables  para  el  arte  ú  oficio  á  que  el  deudor 
esté  dedicado: 

3.  o  _Los  bueyes  y  otros  animales  necesarios  para 
la  labranza  cuando  el  deudor  subsista  de  ella  y  sean 
indispensables  para  ese  objeto: 

4.  o  —Los  libros  indispensables  de  los  abogados  y 
demás  personas  que  ejerzan  profesiones  literarias: 

5.  o  —Los  libros  y  los  instrumentos  indispensables  á 
los  médicos,  cirujanos  é  ingenieros. 

6.  <^  —  Las  armas  y  caballos  indispensables  á  los  mi- 
litares en  actual  servicio: 

7.  ^  —Los  efectos  propios  para  el  fomento  de  las  ne- 
gociaciones industriales,  en  cuanto  fueren  necesarios 
X^ara  su  servicio  y  movimiento: 

8.  o_El  derecho  de  usufructo;  pero  no  el  ejercicio 
de  aquel  ni  los  frutos  de  éste: 

9^  o_Los  derechos  de  uso  y  habitación: 
10  o__Las  pensiones  de  alimentos  presentes: 
l'[  o__Las  servidumbres,  á  no  ser  que  se  embargue 
el  fundo  á  cuyo  favor  estaban  constituidas:  (197  Dec. 
de  Ref.  N.  o  278.) 

12.  o  —Las  tres  cuartas  partes  del  importe  de  suel- 
dos 6  salarios  que  no  lleguen  á  ochocientos  pesos 
anuales:  las  dos  terceras,  de  ochocientos  á  dos  mil;  y 
la  mitad,  de  dos  mil  en  adelante  (932  C.  pr.). 

III. 

203.— La  cesión  de  bienes  produce  los  efectos  si- 
guientes: 
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1.  ^  El  deudor  queda  separado,  de  derecho,  de  la 
administración  de  sus  bienes  y  no  puede  recibir  pa- 
gos válidamente  (85B  Dec.  de  Ref.  N.^  272),  lo  cual  es 
una  consecuencia  natural  é  indispensable  del  abando- 
no ó  entrega  que  hace  de  sus  bienes. 

204. — Conforme  al  Código,  el  deudor  quedaba  libre 
de  todo  apremio  personal;  pero  tal  disposición  era  in- 
comprensible entre  nosotros  que  no  tenemos  el  apre- 
mio personal  por  deudas  comunes;  y  sin  duda  se  olvi- 
dó esta  circunstancia  al  adoptarse  en  esta  parte  el  Có- 
digo de  Chile;  por  lo  cual  quedó  ya  suprimida  en  el 
Dec.  de  Ref.  (art.  y  Dec.  cit.). 

205. — 2.  ^  Las  deudas  se  extinguen  hasta  la  cantidad 
que  sean  satisfechas  con  los  bienes  cedidos  (2.°-2375  C). 
como  que  en  realidad  esa  cesión  no  es  en  el  fondo  más 
que  un  pago  parcial,  y  éste  es  uno  de  los  casos  de  ex- 
cepción de  la  regla  de  que  el  acreedor  no  está  obliga- 
do á  recibir  por  partes  el  pago  de  la  deuda. 

206.— 3.  ^  Si  por  no  haber  bastado  los  bienes  cedidos 
para  la  completa  solución  de  las  deudas,  el  deudor  fue- 
re perseguido,  en  lo  de  adelante,  en  los  que  ha  adqui- 
rido después,  para  el  pago  íntegro,  goza  del  beneficio 
de  competencia  3.^  2375-6.^-2382  C).  La  ley  deja  sub- 
sistente pues,  la  obligación  del  deudor  de  completar 
el  pago  cuando  mejore  de  fortuna,  pero  en  atención 
al  abandono  que  ya  una  vez  hizo  de  todos  sus  bienes, 
y  i3ara  no  quitarle  el  estímulo  para  el  trabajo  y  la  ad- 
quisición, lo  autoriza  para  conservar  siempre  lo  que 
se  requiere  para  su  modesta  subsistencia. 

207.— 4.  ^  Se  transfiere  á  los  acreedores  la  facultad 
de  disponer  de  los  bienes  y  de  sus  frutos  hasta  pagar- 
se de  sus  créditos  (fr.  fin.  2375  C).  Esta  es  en  efecto,  la 
consecuencia  natural  de  la  cesión,  y  no  de  ningún  mo- 
do, transferir  á  los  acreedores  la  propiedad  de  los  bie- 
nes del  deudor.  El  que  cede  sus.  bienes  no  tiene  el 
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propósito  de  transmitir  su  propiedad  á  sus  aci'eedores 
sino  el  de  sustraerse  á  la  molestia  de  ejecuciones  y  al 
apremio  personal,  donde  existe;  y  para  eso  quiere  pa- 
gar sus  deudas  hasta  donde  pueda,  para  lo  cual  se 
procede  á  vender  sus  bienes  á  ün  de  aplicar  su  precio 
á  la  extinción  de  los  créditos.  Este  es  por  tanto,  el 
único  derecho  que  la  cesión  debe  producir  á  favor  de 
los  acreedores;  así  es  que  si  el  precio  de  una  parte  de 
los  bienes  basta  para  satisfacer  todas  las  deudas,  los 
demás  ni  quedan  en  poder  de  los  acreedores  ni  se  ven- 
den sino  que  se  devuelven  al  deudor. 

208.— El  efecto  del  beneficio  de  competencia  se  pro- 
duce desde  que  se  admite  la  cesión,  sin  tener  que 
aguardar  el  término  del  concurso,  porque  una  vez  ad- 
mitida, nada  resta  que  hacer  al  deudor.  Si  el  juicio 
se  demora,  no  es  culpa  de  él  que  cumplió  por  su  par- 
te con  lo  que  le  tocaba  desde  que  la  cesión  se  le  admi- 
tió. El  resultado  del  juicio  será  el  pago  de  una  mayor 
ó  menor  parte  de  las  deudas,  pero  ese  resultado  no 
íiene  influencia  alguna  en  los  beneficios  que  la  ley 
otorga  al  deudor.  Así  pues,  admitida  la  cesión,  aun- 
que al  día  siguiente  adquiera  bienes  el  deudor,  por 
herencia,  donación  ó  de  otra  manera,  goza  en  ellos  del 
beneficio  de  competencia  respecto  de  los  acreedores 
en  cuyo  favor  hizo  la  cesión. 

209.— 5.  ^  Cesan  los  intereses  de  los  principales  to- 
mados á  mutuo  por  el  concursado,  ó  que  se  deban  por 
cualquiera  otra  obligación  personal  (1414  C.  pr.). 

210.— 6.  ^  Se  tienen  por  vencidos  los  plazos  de  to- 
das las  deudas  pendientes,  con  descuento  del  interés 
por  la  anticipación  del  pago,  si  éste  llega  á  verificarse 
antes  del  tiempo  prefijado  en  la  obligación  (2.°-141o 
C.  pr.).  El  interés  descontable  es  el  legal,  si  no  estu- 
viere pactado  ningún  otro;  y  el  descuento  no  tendrá 
lugar  en  las  deudas  que  procedan  de  préstamo  gra- 
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tuito,  ni  en  aquellas  en  que  por  la  anticipación  del 
pago,  dejarían  de  correr  los  intereses  pactados  (1416^ 
C.  pr.).  ' 

211. — Aunque  la  cesión  liaya  sido  admitida  al  deu- 
dor, como  no  es  título  traslativo  de  dominio,  según 
antes  se  ha  visto,  puede  arrepentirse  de  ella  el  deudor 
con  tal  de  que  todavía  estén  por  venderse  todos  ó  al- 
gunos de  los  bienes;  y  pagando  á  los  acreedores  ínte- 
gramente, que  es  á  cuanto  se  extiende  el  derecho  de 
éstos,  no  pueden  ellos  oponerse  á  que  él  retire  la  ce- 
sión y  recobre  los  bienes  que  no  hayan  sido  enajena- 
dos (2876  C).  Respecto  de  los  que  ya  lo  hubieren  sido, 
está  completamente  consumado  el  negocio,  y  el  arre- 
pentimiento del  deudor  no  puede  surtir  efecto  en  per- 
juicio de  tercero. 

212. — Hecha  y  admitida  la  cesión  de  bienes,  los 
acreedores  pueden  dejar  al  deudor,  si  quieren,  la  ad- 
ministración de  ellos,  y  hacer  con  él  todos  los  arreglos 
que  estimaren  convenientes  siempre  que  en  ello  con- 
sienta la  mayoría  de  los  acreedores  concurrentes  (2377 
C).  Constituye  mayoría  en  las  juntas  el  voto  conforme 
de  las  dos  terceras  partes  en  valor  de  créditos,  núme- 
ro que  se  requiere  para  que  haya  junta  (1419  C.  pr.);  y 
su  acuerdo  es  obligatorio  no  solo  para  los  que  han  asis- 
tido, sino  también  para  todos  los  que  han  sido  citados 
en  la  forma  debida  (fr.  l?-2378  C);  pero  los  acreedores 
prendarios  ó  hij)otecarios  y  los  que  tienen  privilegio 
X^ara  no  entrar  al  concurso,  y  hacen  uso  de  él,  no  serán 
perjudicados  por  el  acuerdo  de  la  mayoría  (354  Dec. 
de  Ref.  'N°  272).  Los  propietarios,  hipotecarios  y 
prendarios  ni  aun  entran  al  concurso  (357  Dec.  de  Ref. 
N.°  272);  y  respecto  délos  otros,  la  excepción  procede 
de  que  su  derecho  privilegiado  se  reduciría  á  nada, 
si  en  mano  de  los  acreedores  puramente  personales 
estuviera   obligarlos  á  pasar  por  los  arreglos  con  el 
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deudor,  cuando  ellos  no  solo  no  admitieron  la  cesión 
sino  que  ni  entraron  al  concurso  en  uso  del  favor  que 
la  ley  les  otorga. 

213.— El  beneficio  que  resulta  de  la  cesión  de  bienes 
es  puramente  personal,  y  de  consiguiente  no  aprove- 
cha á  los  codeudores  solidarios  ó  subsidiarios  ni  al 
que  aceptó  la  herencia  del  deudor  sin  beneficio  de  in- 
ventario (2379  C).  Así,  el  codeudor  solidario,  el  fiador, 
y  el  heredero  sin  beneficio  de  inventario,  serán  recon- 
venidos por  todo  lo  que  falte  para  el  completo  de  la 
deuda. 

214.— El  Código  decía  que  los  efectos  de  la  cesión  en 
lo  relativo  á  la  facultad  de  arrepentirse  el  deudor,  á 
su  carácter  personal,  y  á  arreglos  entre  el  deudor  y  los 
acreedores  eran  aplicables  á  los  casos  en  que  hay  un 
concurso  necesario,  es  decir,  cuando  los  acreedores 
embargan  todos  sus  bienes  al  deudor,  aunque  él  no 
se  haya  presentado  voluntariamente  haciendo  cesión; 
pero  el  artículo  que  contenía  esta  disposición  parecía 
oscuro  é  inexplicable,  y  así,  quedó  suprimido  por  el 
355  del  Dec.  de  Eef.  N.^  272. 


lY. 

DEL  BENEFICIO  DE   COMPETENCIA. 

215.— El  beneficio  de  competencia  es  el  que,  eii  al- 
gunos casos,  se  concede  á  ciertos  deudores  por  las\re- 
laciones  que  los  ligan  al  acreedor  ó  por  otras  consi- 
deraciones atendibles,  para  no  ser  estr  echad  os  apa- 
gar más  de  lo  que  buenamente  puedan,  quedándoles 
siempre  lo  indispensable  para  una  modesta  siihsis- 
iencia,  según  su  clase  y  circunstancias.  Este  bene- 
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ficio  no  destruye  sin  embargo,  la  obligación  de  pagar 
íntegramente:  el  objeto  de  la  ley  es  no  dejar  al  deudor 
en  una  situación  extrema,  asi  es  que  si  después  mejo- 
ra de  fortuna,  tendrá  que  completar  el  importe  total 
de  su  deuda  (2381  C). 

216. — Según  antes  se  ha  indicado,  este  beneficio  pro- 
cede, ó  de  relaciones  y  consideraciones  respetables  en- 
tre el  acreedor  y  el  deudor,  ó  de  circuntancias  de  és- 
te dignas  de  atención  y  de  favor.  Por  el  primer  moti- 
vo, el  acreedor  tiene  que  conceder  ese  beneficio: 

1.  ^  A  sus  ascendientes,  descendientes  y  hermanos 
(356  Dec.  de  Ref.  N.  ^  272):  no  sería  en  efecto  ni  natu- 
ral que  cuando  personas  ligadas  con  vínculos  tan  inme- 
diatos de  parentesco  fuesen  las  unas  acreedores  de  las 
otras,  llevaran  su  exigencia  al  extremo  de  privarse  de 
lo  indispensable  para  subsistir.  Fundado  entonces  el 
beneficio  en  las  relaciones  de  intimidad  y  de  cariño 
que  entre  ellos  se  suponen,  deja  de  tener  lugar  cuan- 
do median  causas  graves  de  ofensa  que  destruyen  esa 
suposición.  Así,  los  descendientes  y  ascendientes  no 
gomarán  del  beneficio  si  hubieren  irrogado  al  acreedor 
alguna  de  las  ofensas  que  respectivamente  sin^en  para 
negar  alimentos  á  descendientes  ó  ascendientes;  y  con 
mayor  razón  tiene  esto  igual  aplicación  respecto  de 
los  hermanos. 

La  ley  habla  en  general  de  ascendientes  y  descen- 
dientes; así  es  que  se  comprenden  los  legítimos  é  ile~ 
gítímos  reconocidos  y  aun  los  adoptivos. 

2.  ^  A  los  consocios,  en  los  mismos  casos  que  á  los^ 
hermanos  (4.  ^  2382  C),  pues  en  lo  relativo  á  la  so- 
ciedad, en  cuanto  á  consideraciones  y  efectos  favora- 
rables,  las  leyes  los  tienen  como  tales.  El  beneficio  que- 
da limitado  entre  ellos  á  las  acciones  que  nazcan  del 
contrato  de  sociedad  que  es  el  que  da  origen  al  favor 
de  la  ley. 
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3,  ^  Al  cónyuge  que  no  está  divorciado  por  su  cul- 
pa (2.  ^-2382  C).  Median  entre  los  cónyuges  las  mis- 
mas ó  más^poderosas  razones  que  entre  los  otros  pa- 
rientes; pero  difícilmente  se  realizará,  fuera  del  divor- 
cio, eFcaso  de  que  sean  acreedor  y  deudor,  y  de  que  se 
hagan  exigibles  los  derechos  pecuniarios  que  el  uno 
pudiera  tener  respecto  del  otro,  tanto  más  que  sobre 
el  marido  pesa  la  obligación  de  mantener  á  la  mujer/ 

4.  ^  Al  donante,  pero  solo  en  cuanto  se  trata  de  ha- 
cerle cumplir  su  donación  prometida  (5.  ^  2382  C). 
En  efecto,  derivándose  el  derecho  del  donatario  de 
una  mera  liberalidad,  no  puede  tolerársele  que  ejecu- 
te el  acto  de  ingratitud  de  estrechar  al  donante  á  en- 
tregar todo  lo  donado,  cuando  sus  circunstancias  no 
le  permiten  hacerlo  porque  quedaría  sin  lo  preciso 
para  su  decente  subsistencia.  Mas  si  la  accción  del 
donatario  proviene  de  otro  título,  no  procede  el  bene- 
ficio porque  falta  la  razón. 

217.-5.^  Por  el  segundo  motivo  indicado,  se  con- 
cede al  deudor  de  buena  fé  que  hizo  cesión  de  bienes 
y  es  perseguido  en  los  que  después  ha  adquirido,  pa- 
ra el  pago  completo  de  las  deudas  anteriores  á  la  ce- 
sión; pero  solo  le  deben  acordar  este  beneficio  los 
acreedores  á  cuyo  favor  se  hizo  (6.  ^-2382  C).  El  deu- 
dor que  ya  entregó  todos  sus  bienes  á  sus  acreedores, 
y  que,  á  fuerza  de  trabajo,  adquiere  algo  con  posterio- 
ridad, si  no  queda  libre  de  la  obligación  de  completar 
los  pagos  que  no  pudo  hacer  íntegramente,  sí  merece 
alguna  consideración  para  no  ser  reducido  á  la  mise- 
ria; y  por  esto  le  otorga  la  ley  el  beneficio  respecto  de 
sus  acreedores  que  ya  percibieron  el  producto  de  los 
bienes  cedidos. 

218. — Es  de  advertir  que  no  se  pueden  pedir  alimen- 
tos y  beneficio  de  competencia  al  m.ismo  tiempo.  El 
deudor  elige  entre  uno  y  otro  (2383  C.)   Esto  no  sig- 
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nifica  que  el  que  no  tiene  bienes  y  pide  alimentos  ha- 
ya de  pagar  con  ellos  el  crédito  del  alimentante,  por- 
que en  los  alimentos  que  no  son  pretéritos  no  cabe 
compensación  (76  y  340  Dec.  de  Ref.  N.  <^  272),  sino 
que  si  el  deudor  tiene  bienes  pero  que  son  los  indis- 
pensables para  su  modesta  subsistencia  y  goza  del  be- 
neficio, no  puede,  además  de  conservarlos,  pedir  ali- 
mentos porque  éstos  solo  se  deben  en  la  parte  á  que  no 
alcanzan  los  medios  del  alimentario.  Mas  si  el  deudor 
quiere  renunciar  todos  los  bienes  sin  reservarse  parte 
alguna,  puede  pedir  alimentos.  El  beneficio  de  com- 
X^etencia  puede  ser  mejor  que  el  derecho  de  pedirlos 
cuando  solo  se  jjueden  reclamar  los  naturales  ó  estric- 
tamente necesarios;  y  ser  inferior  á  él,  cuando  los  ali- 
mentos debidos  son  civiles  y  los  bienes  del  alimenta- 
rio no  alcanzan  á  proporcionar  una  modesta  subsis- 
tencia, según  su  clase  y  circunstancias  (Fabres). 


TITULO  UNDÉCIMO. 

i)E  LOS  CONTRATOS  EN  GENERAL. 

219. -En  el  título  presente  se  tratará  1.^  de  los 
contratos  en  general  y  sus  divisiones,  2.  ^  de  sus  re- 
quisitos esenciales,  3.  ^  de  sus  efectos  y  4.  ^  de  su  in- 
terpretación. 

PÁRRAFO  PRIMERO. 

DE  LOS  COXTKATOS  EN  GENERAL. 

220. — Este  párrafo  se  propone  1.  ^  explicar  la  natu- 
raleza del  contrato,  2.  ^  expresar  sus  varias  divisiones. 
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221. — Contrato  es  una  convención  formal  celebrada 
entre  dos  ó  más  personas^  por  la  que  se  obligan  legal- 
mente  á  dar^  hacer  ó  no  hacer  algnna  cosa  (1396  C). 
Es  una  convención,  es  decir,  liay  consentimiento  de 
dos  ó  más  i^ersonas  sobre  una  cosa  ó  hecho,  porque 
ese  consentimiento  es  el  fundamento  indispensable  del 
contrato;  y  tiene  naturalmente  que  prestarse  por  más 
de  una  persona,  ya  que  ninguno  puede  obligarse  abso- 
lutamente á  favor  de  si  mismo;  pero  puede  ser  por  más 
de  dos  como  en  la  compañía  ó  sociedad,  en  la.  fianza, 
ó  en  cualquiera  de  los  otros  contratos,  si  intervienen 
varias  personas  de  una  ó  de  ambas  partes.  Indiferen- 
temente suelen  usarse  las  palabras  convención^  con- 
lóenlo y  pacto;  pero  la  primera  designa  más  pro^Dia- 
mente,  como  término,  genérico  todo  compromiso  con- 
traído por  el  consentimiento;  el  convenio  recae  sobre 
los  puntos  incidentales  ó  de  modificación  que  sobre- 
vienen en  un  contrato  ó  para  terminar  una  obligación 
preexistente;  y  el  pacto  se  refiere  á  los  compromisos^ 
especiales  que  se  contraen,  cuando  se  celebra  un  con- 
trato, para  añadirle  una  modificación  que  lo  hace  sepa- 
rarse de  la  regla  general,  como  los  de  adición,  el  comi- 
sario, la  re  tro  venta,  de  suerte  que  son  accesorios  de 
un  contrato  (1619  C). 

222. — La  convención  para  el  contrato,  ha  de  ser  for- 
mal, es  decir,  ha  de  haber  consentimiento  debidamente 
manifiesto  y  comprobado,  porque  cuando  es  solo  pre- 
sunto la  ley  presume  que  lo  que  hay  es  cuasi  contrato. 

223.— El  objeto  de  la  convención  es  dar,  hacer  ó  na 
hacer  alguna  cosa;  y  ha  de  producir  obligación  legal 
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para  que  quede  constituida  en  contrato,  es  decir,  debe 
ser,  entre  las  innumerables  con v^ endones  que  pueden 
celebrar  los  hombres,  de  aquellas  que  no  solo  produ- 
cen un  vínculo  moral  ó  social,  como  la  de  salir  á  pa- 
seo &,  sino  un  verdadero  vínculo  legal  de  manera  que 
puedan  ser  reclamadas  en  juicio.  Esto  equivale  á  la 
que  en  derecho  romano  se  entendía  porque  la  conven- 
ción tuviera  nombre;  esto  es,  que  fuese  de  aquellas- 
que,  por  su  mayor  frecuencia,  necesidad  é  importan- 
tes efectos  han  sido  reglamentadas  especialmente  por 
la  ley  con  una  denominación  particular.  Dos  que  se 
ponen  de  acuerdo  en  tomar,  tal  día,  un  paseo  por  el 
campo,  hacen  una  convención,  pero  que  no  es  asunto 
de  contrato  porque  no  es  de  las  que  causan  vínculo  le- 
gal para  ser  judicialmente  exigidas,  ni  la  ley  ha  re- 
glamentado ni  tenido  para  que  reglamentarla.  Mas  si 
el  convenio  es  que  uno  entrega  al  otro  tal  cosa  de  su 
propiedad  y  éste  una  cantidad  por  ella,  la  convención 
formará  el  contrato  de  venta. 


I. 


224.— Los  contratos  son  unilaterales  y  bilaterales. 
Unilaterales  si  la  obligación  recae  solamente  sobre  una 
de  las  partes  contratantes,  como  en  el  mutuo  que, 
constituido  ya  por  la  entrega  del  dinero,  ninguna  obli- 
gación deja  al  dueño  de  él,  sino  solo  al  que  lo  reci- 
bió prestado.  Bilaterales  si  resultan  obligaciones  para 
una  y  para  la  otra  parte,  aunque  después  de  la  cele- 
bración solo  subsista  una,  como  la  venta  en  que  tiene 
las  suyas  tanto  el  comprador  cuanto  el  vendedor 
(1391  C).  Como  se  ve  pues,  lo  unilateral  no  significa 
que  haya  una  sola  parte,   ni  que  uno  se  obligue  á  fa- 
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vor  de  sí  mismo,  sino  que  la  convención  no  produce, 
por  su  naturaleza,  obligaciones  más  que  para  una  de 
ellas.  Algunos  agregan  á  esta  división  un  tercer  miem- 
bro, el  de  intermedios:  es  decir,  aquellos  que  no  pro- 
ducen una  sola  acción  como  la  directa  que  resulta  del 
mutuo  á  favor  del  dueño  de  lo  prestado  para  recobrar- 
lo; ni  producen  desde  el  principio,  dos  acciones  direc- 
tas, como  la  venta,  sino  que  siendo  tales *que  al  prin- 
cipio solo  para  uno  hay  acción  como  en  el  comodato, 
puede  después,  sin  embargo,  nacer  para  el  otro  tam- 
bién, por  lin  hecho  posterior  que  dé  motivo  á  indem- 
nización. Esta  acción  se  llama  contraria  á  diferencia 
de  la  otra  que  es  directa;  pero  ni  el  Código  admite 
ese  tercer  miembro  ni  es  indispensable  porque  no  al- 
tera la  sustancia  del  contrato.  K  los  contratos  unilate- 
rales también  se  les  llama  lucrativos  porque  general- 
mente toda  la  utilidad  es  para  uno  solo;  y  onerosos 
á  los  bilaterales  porque  utilidad  y  responsabilidades 
son  en  ellos  recíprocas 

225. — Los  contratos  son  principales  ó  accesorios. 
Principales  los  que  subsisten  por  sí  solos,  indepen- 
dientes de  otro  cualquiera;  y  accesorios  los  que  supo- 
nen otro  contrato  al  cual  se  agregan  en  algún  concep- 
to (1399  C).  Así,  la  venta,  el  mutuo  son  contratos 
principales;  pero  la  fianza,  la  hipoteca  convencional  y 
la  prenda  son  contratos  accesorios  porque  suponen 
necesariamente  uno  para  cuya  seguridad  se  consti- 
tuyen. 

226. — También  son  aleatorios  y  conmutativos.  Com- 
TOutativos  aquellos  en  que  los  otorgant^^s  se  obligan  á 
dar  ó  hacer  una  cosa  cierta  y  determinada  que  es  equi- 
valente ó  compensaciói]  de  otra;  y  aleatorios  aquellos 
en  que  las  pérdidas  ó  ganancias  dependen  de  un  acon- 
tecimiento incierto  como  la  apuesta,  el  seguro,  el  con- 
trato á  la  gruesa  (1400  C). 
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"227.  —El  Código  los  divide  también  en  absolutos  y 
condicionales^  según  qne  su  realización  ó  subsistencia 
«s  independiente  de  toda  condición,  ó  que  depende 
de  un  suceso  incierto  ó  ignorado  por  ellas  (1401  C.) 
«orno  la  venta  de  un  caballo  si  recibo  mañana  otro  que 
he  pedido.  Se  diferencian  estos  de  los  aleatorios  en  que 
en  los  últimos  no  hay  contingencia  respecto  al  contrato 
mismo  sino  á  las  pérdidas  ó  ganancias.  Así,  el  seguro 
subsiste,  llegue  ó  no  á  su  destino  lo  asegurado:  si  lle- 
ga, gana  el  asegurador:  si  no,  el  asegurado;  pero  en  la 
venta  condicional,  si  la  condición  se  cumple,  hay  con- 
trato; y  si  no,  no  existe. 

228. — La  división  más  importante  de  los  contratos 
es  en  reales  y  consensúales.  Consensúales  son  todos 
aquellos  en  que  basta  el  consentimiento  de  las  partes 
para  que  queden  perfectos,  es  decir,  para  que  produz- 
can sus  acciones  y  obligaciones  propias;  y  reales  aque- 
llos que  requieren,  para  su  perfección,  la  entrega  de  la 
€osa  (1398  C). 

229. — Esta  división  no  es  caprichosa  ni  formularia, 
sino  que  depende  de  la  naturaleza  de  las  cosas;  porque 
hay  convenciones  que  no  pueden  dar  acción  ni  obli- 
gación mientras  no  haya  entrega,  como  el  mutuo  y 
el  comodato  en  que  no  puede  nacer  la  obligación  de 
devolver  mientras  no  se  ha  recibido;  y  hay  otras  como 
la  compra  en  que,  prestado  el  consentimiento  en  for- 
ma legal,  pueden  ejercitarse  ya  las  acciones  de  pedir 
la  cosa  el  comprador  y  el  precio  el  vendedor  &.  Con- 
tratos reales  son  el  mutuo,  el  comodato,  el  depósito, 
la  donación  y  la  prenda  é  hipoteca.  Consensúales,  la 
promesa,  la  compra,  la  permuta,  la  locación  ó  arren- 
damiento, la  sociedad,  la  transacción,  el  mandato  y  la 
lianza. 

230. — La  promesa  puede  referirse  á  contratos  reales 
ó  consensúales,  pero  ella  por  su  naturaleza  es  consen- 
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sual  y  se  diferencia  del  contrato  sobre  que  recae,  así 
es  que  no  lian  de  confundirse  la  promesa  de  venta  y 
la  venta;  la  promesa  de  mutuo  y  el  mutuo  mismo. 

231. — Como  se  ve,  estas  divisiones  se  hacen  aten- 
diendo a  consideraciones  diversas  ó  sea,  tomando 
los  contratos  en  diferentes  aspectos;  de  suerte  que  en 
un  miembro  de  una  división,  pueden  encontrarse  al- 
gunos que  i)ertenezcan  á  diversos  miembros  de  otra. 

232. — Antes  se  dividían  también  en  nominados  e  ín- 
nominados',  Infero  éstos  pueden  reducirse  fácilmente  4 
alguno  de  los  primeros.  Doy  para  que  des  ó  para  que 
hagas:  hago  para  que  des  ó  para  que  hagas,  son  ver- 
daderos arrendamientos  de  obras  y  se  rigen  por  los 
principios  de  ellos  (1775  C). 

233. — Por  último,  en  cuanto  á  la  forma  en  que  ha 
de  hacerse  constar  el  contrato  y  por  más  que  eso  no 
afecte  su  naturaleza,  sino  que  establezca  un  requisito 
indispensable  para  la  seguridad  de  estar  celebrado, 
pueden  dividirse  los  contratos  en  contratos  escritura- 
rios que  necesitan  indispensablemente  que  se  hagan 
constar  en  escritura  pública  ó  privada,  ó  se  comprue- 
ben por  confesión  judicial  (1404  C);  y  contratos  sim- 
ples ó  verbales,  que  pueden  hacerse  constar  por  otros 
medios. 

234. — Pertenecen  á  la  primera  clase:  1.°  Los  contra 
tos  sobre  traslación  de  inmuebles  ó  derechos  reales 
que  forzosamente  han  de  constar  por  escritura  pública 
é  inscribirse  en  el  registro  de  la  propiedad  (233  Dec. 
de  Ref.  N?  272  y  2065  C),  ó  en  que  se  constituyan,  re- 
conozcan, modifiquen  ó  extingan  derechos  reales;  y  el 
arrendamiento  por  más  de  seis  años  ó  en  que  se  anti- 
cipe la  renta  de  tres  ó  más  años.  Así  se  establece  en 
particular  para  la  compra  (245  Dec.  de  Ref.  N.^  272): 
para  la  venta  de  acciones,  servidumbres  y  demás  de- 
rechos sobre  inmuebles   (1502  C):   para  la  permuta 
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(1653  C):  para  los  arrendamientos  (269  Dec.  de  Ref. 
N.^  272):  para  la  anticrevsis  (2009  C):  para  lacesión'del 
crédito  hipotecario  (294  Dec.  de  Ref.  N.°  272),  y  para 
la  hipoteca  (2018  y  siguientes  y  300  Dec.  de  Ref.  Nv 
272).  Sin  la  escritura  pública  debidamente  inscrita, 
ó  por  lo  menos  presentada  al  registro  para  su  inscrip- 
ción, el  acto  no  puede  absolutamente  perjudicar  á  ter- 
cero (2101  y  2103  C);  y  sin  esto,  ó  en  su  falta,  sin  la 
confesión  judicial,  tampoco  surtirá  efectos  entre  los 
mismos  contratantes.  Entre  éstos,  la  confesión  judicial 
sirve  para  prueba  del  contrato  y  para  todas  la  conse- 
cuencias legales  entre  ellos,  siendo  una  la  de  poder 
compeler  al  otro  al  otorgamiento  de  la  escritu- 
ra (245  Dec.  de  Ref.  N?  272).— 2.«  Los  contratos  que 
aunque  no  recaen  sobre  inmuebles,  versan  sobre  cosa 
<?uyo  valor  excede  de  quinientos  pesos,  los  cuales  han 
de  constar  por  escritura  pública  ó  documento  privado 
<234  Dec.  de  Ref.  N.«  272),  y  en  falta  de  eso,  por  confe- 
sión judicial  que  da  derecho  á  exigir  la  escritura.  Así 
está  aplicado  en  particular  expresamente  á  la  venta  (246 
Dec.  de  Ref.  N.  o  272),  ala  permuta (1654  C),  al  arren- 
damiento (1669  C),  á  la  compañía  (1779  C),  á  la  tran- 
sacción (1833  C),  al  mutuo  (281  Dec.  de  Ref.  N?  272), 
á  la  prenda  (1986  C),  al  mandato  (318  Dec.  de  Ref.  N? 
272).  En  estos  casos,  no  vale  la  prueba  testimonial  ú 
otra  que  solo  se  admite  cuando  el  valor  no  exede  de 
quinientos  pesos  (777  y  778  C.  pr.)  porque  cuando  se 
exige  por  solemnidad  cierto  medio  de  prueba,  es  ese  el 
único  de  probar  lar  ealidad  y  legitimidad  del  acto  (721 
y  775C.  p.  y  4.^  2365  C.).*^ 

235. — Pertenecen  á  la  2.  '^^  clase  todos  los  contratos 
que  no  recaen  sobre  bienes  raíces  ó  derechos  rea- 
les y  cuyo  valor  no  excede  de  quinientos  pesos  (777, 
778  C.  pr.). 

236.— La  razón  que  ha  tenido  la  ley  es  tanto  la  de  Ja 
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falibilidad  de  la  prueba  testimonial,  como  las  facilida- 
des de  que  desaparezca  para  el  actor  ó  para  el  deman- 
dado ese  medio  de  prueba,  por  la  muerte,  la  ausen- 
cia ó  el  olvido  de  los  testigos.  Prescindiendo  de  lo 
generalizado  que  está  saber  leer  y  escribir,  y  de  que 
las  disposiciones  legales  deben  tender  a  generali- 
zarlo más,  un  contrato  sobre  inmuebles  ó  por  va- 
lor de  más  de  quinientos  pesos,  ya  tiene  una  importan- 
cia relativa  tal  que  los  contrayentes  pueden  sin  dificul- 
tad, si  no  saben  escribir,  recurrir  á  otra  persona  que 
lo  haga;  dejando  así  una  prueba  preconstituida  y  me- 
nos ocasionada  á  errores  y  á  desaparecer  que  la  prue- 
ba testimonial. 

237. — Mas  aun  en  los  casos  en  que  se  necesita  escri- 
tura pública  ó  privada,  hay  contrato  legalmente  com- 
probado, si  se  acredita  por  cofesión  judicial,  porque 
ésta  es  una  prueba  inequívoca  que  consta  por  un  me- 
dio auténtico.  Esto  se  entiende  sin  embargo,  para 
cuanto  no  afecte  los  derechos  de  tercera  persona;  pues 
si  el  acto  requiere  inscripción  en  el  registro,  mientras 
no  se  haga,  no  surte  sus  efectos  respecto  de  otrOy  por 
que  solo  lo  inscrito  le  perjudica;  y  si  requiere  escrito- 
ra pública,  la  confesión  no  puede  desvirtuar  los  de- 
rechos del  que  ya  la  tiene  anterior,  es  decir  del  que 
ha  cumplido  con  la  disposición  legal.  La  confesión  en 
tales  casos  da  solamente  acción  personal  contra  el  que 
la  hace  para  las  responsabilidades  procedentes  del 
contrato  confesado. 

238.— La  doctrina  de  que  la  confesión  judicial  prue-^ 
ba  la  existencia  y  validez  del  contrato  no  reducido  á 
escritura  pública  ó  documento  privado,  es  expresa  y 
terminante  respecto  de  los  que  no  recaen  sobre 
inmuebles.  Acerca  de  los  que  no  versan  sobre  éstos, 
pudiera  decirse  que  el  artículo  1404  que  trata  de  eso, 
solamente  hace  referencia  determinada  al  artículo  an- 
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terior  que  no  habla  de  los  contratos  sobre  inmubles 
sino  de  aquellos  cuyo  valor  pasa  de  quinientos  pesos. 
Parece  claro  sin  embargo,  que  comprende  á  unos  y 
otros,  tanto  porque  hay  exactamente  la  misma  razón 
pues  la  fuerza  de  la  confesión  judicial  es  igual,  cuanto 
porque  así  se  halla  manifiestamente  declarado  en  orden 
á  la  venta  de  raíces  (245  Dec.  de  Ref.  N.  ^  272)  y  por- 
que hay  que  tener  presente  además  que  en  el  Código 
del  Perú  de  donde  fué  tomada  esta  materia,  no  había 
más  que  el  artículo  correspondiente  al  que  en  el  códi- 
go lleva  el  N.  ^  1402,  de  suerte  que  por  eso  el  otro 
que  se  tomó  con  el  N.  ^  1404,  se  refería,  en  singular,  á 
él,  y  en  singular  se  trasladó  también  sin  atender  á  que 
había  introducido  entre  los  dos  un  artículo  nuevo. 

239.  — Cojiviene  advertir  que  la  exigencia  del  regis- 
tro en  el  de  la  propiedad,  ó  de  documento  público  ó 
privado,  no  desvirtúa  la  naturaleza  del  contratí),  la  cual 
no  puede  cambiar  la  ley.  Consensual  es  siempre  la  ven- 
ta aunque  sea  de  raíces,  porque  perfecta  queda  por  el 
consentimiento  recíproco;  y  porque  probada  en  forma 
auténtica  por  la  confesión  judicial,  se  puede  exigir  el 
otorgamiento  de  la  escritura  y  proceder  á  la  inscrip- 
ción; pero  para  los  efectos  respecto  de  tercero,  la  ley 
puede  exigir,  por  consideraciones  tan  atendibles  como 
las  que  se  expresarán  en  su  lugar,  que  el  consenti- 
miento se  exprese  y  conste  en  cierta  forma  solemne  y 
tal  que  no  dé  margen  á  duda  alguna. 

240. — Hay  por  último,  que  atender  á  la  diferencia 
técnica  entre  la  perfección  y  la  consumación  de  un 
contrato,  especialmente  para  la  traslación  de  dominio. 
Está  perfecto  desde  el  punto  en  que  pueden  ejercitar- 
se derechos  y  obligaciones:  v.  g.  en  la  venta,  desde  que 
consta  el  consentimiento  legalmente  expresado,  esto  es^ 
desde  que  hay  título  legítimo;  y  está  consumado, cuan- 
do se  verifica  la  entrega  de  la  cosa  que  es  su  objeto. 
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PÁRRAFO  SEGUNDO, 


DE   LOS    REQUISITOS  ESENCIALES    DE   LOS  CONTRATOS. 


241. — Requisitos  de  un  contrato  son  todos  los  ele- 
mentos precisos  para  que  exista;  y  entre  ellos,  los  hay 
■esenciales,  naturales  y  accidentales.  Esenciales  son  los 
elementos  constitutivos  indispensables,  sin  los  que  el 
contrato  no  puede  existir.  Naturales  son  todas  aque- 
llas condiciones  ó  circunstancias  que,  atendida  su  na- 
turaleza ordinaria,  intervienen  en  él;  pero  pueden  fal- 
tar por  voluntad  de  los  contrayentes  como  el  sanea- 
miento en  los  contratos  onerosos;  y  accidentales,  por 
láltimo,  los  que  se  refieren  á  puntos  enteramente  se- 
<?undarios,  dependientes  en  todo  de  la  voluntad  de  los 
que  contratan:  g.  v:  que  el  precio  de  lo  vendido  se  en- 
tregue en  monedas  de  tal  ó  cual  clase.  Este  párrafo 
no  se  refiere  á  los  requisitos  naturales  y  accidentales^ 
porque  no  son  propios  de  todos  los  contratos,  sino  so- 
lo á  los  esenciales,  y  aun  de  éstos,  únicamente  á  los 
que  son  comunes  á  todos  ellos.  Esos  requisitos  son: 
1.  ^  Capacida.d  legal  para  contratar,  2.  ^  Consenti- 
miento, 3.  ^  Objeto  ó  materia  del  contrato,  4.  ®  Cau- 
sa justa  de  la  obligación  (1406  C).  Va  á  hablarse  de 
oada  uno  de  ellos  en  particular. 


I. 


242. — Caj^acídad  es  la  aptitud  legal  para  contratar 
y  por  regla  general,  todos  la  tienen  (1416  C),  de  suer- 
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te  que  para  negarla  á  alguno  es  indispensable  que  es- 
té comprendido  en  una  de  las  limitaciones  expresas  de 
la  ley,  la  cual  no  impide  el  ejercicio  de  esa  facul- 
tad, sino  por  la  presunción  de  que  las  personas  carecen 
de  la  capacidad  natural  ó  discernimiento  necesario 
para  obligarse;  ó  porque,  aun  cuando  naturalmente  lo 
tengan,  median  consideraciones  atendibles  de  interés 
público  para  restringirlo. 

243.  — Por  falta  de  la  capacidad  natural  que  presu- 
me la  ley,  tienen  impedimento  para  contratar  los  me- 
nores que  no  están  provistos  de  la  correspondiente 
habilitación  (19  1417  C);  y  esto  con  el  principal  objeto 
de  evitarles  los  perjuicios  á  que  se  les  expondría.  La 
habilitación  legal  ó  judicial  autoriza  al  menor  según 
se  explicó  en  su  lugar  (Lib.  1?  Tít.  1?  párr.  49  N9  172.), 
para  contratar  como  si  fuera  mayor;  solo  que  si  es  pa- 
ra enajenación  ó  hipoteca  de  bienes  raíces,  necesita 
autorización  judicial,  y  que  la  enajenación  se  haga 
en  pública  subasta. 

244.— Tampoco  pueden  contratar,  aunque  sean  ma- 
yores, los  que  están  privados  de  la  administración  de 
sus  bienes  (3.''  1417  C).  De  éstos,  unos  se  hallan  pri 
vados  de  ella  por  incapacidad  mental,  de  suerte  que 
hay  mayor  razón  aún  que  para  los  menores,  como  los  lo- 
cos y  fatuos  (33  C.  y  4.°  Dec.  de  Reí  ]Sr.°  272),  por  los 
cuales  contratan  sus  representantes,  sujetándose  gene- 
ralmente á  las  formalidades  y  con  las  restricciones 
de  los  tutores  (429  C.  y  1699  y  siguientes  C.  pr.  civ,). 
A  otros  se  impone  la  prohibición,  aunque  sean  mayores 
y  tengan  capacidad  mental,  como  consecuencia  ó  ac- 
cesorio de  la  pena  de  muerte  indultada,  ó  de  la  de  pre- 
sidio con  retención  (35  y  36  C.  pen.);  pero  ya  en  otra 
parte  se  ha  expuesto  lo  conveniente  que  sería  hacerla 
desaparecer  (Lib.  1.°  Tít.  1.°  §  5.°  N9  189). 

24o.  — Segrin  el  artículo  8.^  del  Código  de  comercio, 
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el  hijo  de  familia  mayor  de  18  años  y  legalmente 
emancipado,  ó  con  autorización  expresa  de  su  padre, 
puede  ejercer  el  comercio;  ó  el  menor  con  igual  licen- 
cia del  tutor,  ó  habilitado  legalmente  (art.  9.°  ).  El 
marido  mayor  de  18  años  puede  contratar  respecto  de 
sus  bienes  y  los  de  la  sociedad  conyugal;  pero  no  ena- 
jenar ni  hipotecar  raíces  sino  como  los  menores  (4^ 
Dec.  de  Reí  N.  ^  272). 

246.— Por  considerarse  de  interés  general,  no  pue- 
den contratar  las  mujeres  casadas,  si  no  es  con  auto- 
rización suficiente  del  marido  ó  del  Juez  (2.  ^  1417  C. 
y  47  Dec.  de  Ref.  N.  ^  272),  por  las  razones  expresa- 
das en  el  lib.  1.  ^  tít.  6.  ^  párr.  2.  ^  N.  ^  406  y  si- 
guientes, fuera  de  los  casos  allí  expresados;  y  tenien- 
do presente  además  que  la  mujer  casada  comerciante 
puede  hipotecar  sus  bienes  raíces  á  la  seguridad  de 
sus  obligaciones  mercantiles  (art.  11.  C.  de  Com.). 

247._Por  consideraciones  de  orden  análogo,  hay  al- 
gunos que  no  pueden  celebrar  determinados  contratos 
(4.  ^  1717  C),  así  es  que  es  vedado  á  los  jueces,  bajo 
pena  de  nulidad,  celebrar  contratos  de  cualquier  espe- 
cie con  persona  que  ante  ellos  litigue  (18  C.  pr.):  los 
tutores  no  pueden,  ni  aun  con  licencia  judicial  ni  en 
almoneda,  comprar  ó  arrendar  bienes  del  menor  ni  ha- 
cer contrato  alguno  respecto  de  ellos  para  sí  ó  para  su 
mujer,  hijos  ó  hermanos  (363,  1.  ^  1517,  1518,  1.  ^ 
1673  C). 

248.— El  albacea,  durante  el  ejercicio  del  cargo,  y 
mientras  no  haya  dado  cuenta  de  su  administración 
y  pagado  el  saldo,  no  puede  adquirir  ni  por  sí  ni  por 
medio  de  otro,  bienes  y  derechos  de  la  testamentaría, 
ni  créditos  contra  ella,  pena  de  nulidad  (912  C.),  y  sin 
perjuicio  de  la  responsabilidad  criminal  que  tienen  él, 
los  funcionarios  públicos  y  los  expertos,  arbitros,  con- 
tadores, partidores,  tutores  y  guardadores  que  procu- 
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ren  su  interés  en  cualquier  contrato  en  que  interven- 
gan por  razón  de  su  cargo  (252  C.  pen.).  Be  los  demás 
que  no  pueden  celebrar  el  contrato  de  compra  (1516, 
1517  C),  tomar  en  locación  ó  arriendo  (1673  C),  tran- 
sigir (1845,  1846  C),  se  hablará  cuando  se  trate  de  ca- 
da contrato  en  especial,  advirtiendo  sí  ahora  que,  á  ñn 
de  precaver  los  daños  y  fraudes  que  resultarían  de 
que  los  incapaces  pudieran  ocultar  su  incapacidad,  se 
halla  dispuesto  que  en  la  introducción  de  los  docu- 
mentos públicos  se  exprese  el  estado  civil  de  los  otor- 
gantes y  se  dé  fé  de  conocerlos  (46  Dec.  de  Ref  N?  272); 
y  también  se  prohibe  á  los  escribanos  autorizar  con- 
tratos entre  personas  incapaces  de  contratar  (2?  187 
C.  pr.). 

II. 


249. — Supuesta  la  capacidad  de  contratar,  el  otro 
requisito  esencial  del  contrato  es  el  consentimiento 
(19  1406  C),  como  que  todo  contrato  es  una  convención 
y  ésta  es  el  consentimiento  de  dos  ó  más  personas 
respecto  de  una  cosa.  El  consentimiento,  para  ser  legíti- 
mo ha  de  ser  prestado  con  conocimiento  y  con  liber- 
tad y  ser  claro  y  deliberado,  y  se  oponen  á  él  aque- 
llos vicios  que  destruyen  algunas  de  esas  condiciones, 
como  el  error,  el  dolo,  la  fuerza  ó  violencia,  ó  la  falta 
de  autorización  de  quien  lo  presta,  casos  en  que  no 
es  válido  el  consentimiento  (1407  C). 

250. — El  consentimiento  en  los  contratos  debe  ser 
real  y  verdadero  porque  en  eso  se  diferencia  de  los 
cuasi  contratos  en  los  cuales  el  consentimiento  es  pre- 
sunto, esto  es,  que  lo  supone  la  ley,  sin  admitir  prueba 
en  contrario,  dados  ciertos  hechos  y  circustancias,  y 
más  bien  depende  de  omisiones  que  de  actos  positivos. 
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El  verdadero  puede  ser  expreso  y  tácito,  pero  prestado 
siempre  de  una  manera  inequívoca,  pues  se  deduce  de 
hechos  positivos  que  lo  prueban  y  establecen.  Encar- 
gado alguno  de  mis  negocios  con  consentimiento  expre- 
so mió,  ó  tácito  por  la  aprobación  posterior,  hay  contra 
to  de  mandato;  encargado,  sin  ese  consentimiento,  se- 
rá simplemente  un  gestor  de  negocios.  El  consenti- 
miento puede  expresarse  directamente  por  la  persona, 
ó  por  otra  autorizada  en  forma  legal  por  el  contra^ 
tante  v.  g.  por  un  apoderado  con  facultad  bastante,  6 
por  un  gestor  de  negocios,  encargado  bajo  su  responsa- 
bilidad, de  los  asuntos  de  aquella  (236  Dec.  de  Ref. 
N.  o  272.). 

251.— El  consentimiento,  según  se  ha  dicho,  debe  ser 
prestado  con  conocimiento  y  libertad  que  son  su  base, 
pues  no  puede  aceptarse  lo  que  no  se  sabe  qué  es,  ni 
hay  verdadera  adhesión  á  aquello  que  se  impone  por 
engaño  ó  por  fuerza.  Se  oponen  pues,  al  consentimien- 
to legal  el  error,  el  dolo  y  la  molenoia. 

252._-El  error  que  es  juicio  ú  opinión  contraria  á  la 
verdad,  puede  ser  sustancial  ó  accidental:  sustan- 
cial el  que  recae  sobre  la  sustancia  misma  de  la  cosa 
que  le  sirve  de  materia,  como  si  se  ha  vendido  una 
alhaja  de  metal  dorado  en  el  concepto  de  ser  de  oro; 
el  caballo  A  por  el  caballo  B;  ó  vino  bueno,  y  está  avi- 
nagrado; ó  se  compra  ó  arrienda  cosa  que  resulta  con 
vicios  ocultos  no  conocidos  antes  (1598,  1727  C);  ó 
Jiay  error  sobre  otra  circunstancia  que  sea  la  causa 
principal  de  su  celebración  (1408  C),  y  que  por  ese 
motivo  se  convierte  en  elemento  esencial.  Así,  el  error 
puede  recaer  en  la  causa  para  la  convención,  en  la  co- 
sa que  es  objeto  de  ella,  ó  en  la  persona  con  quien  se 
celebra.  Respecto  de  la  causa,  para  que  haya  nulidad, 
el  error  ha  de  ser  en  la  causa  principal  ó  determinan- 
te del  contrato  y  no  en  motivos  particulares  ó  perso- 
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nales  que  una  parte  haya  tenido.  El  que  lia  sido  pro- 
movido á  un  empleo  y  creyendo  permanecer  en  él,  to- 
ma en  arrendamiento  por  tiempo  determinado  una  ca- 
sa, si  cesa  en  el  empleo  no  puede  alegar  nulidad  por 
error,  porque  el  empleo  no  es  más  que  una  causa  im- 
pulsiva ó  motivo  particular  independiente  del  contra- 
to. Mas  si  uno,  en  concepto  de  heredero,  se  obliga  á 
pagar  una  deuda  del  causante  creyéndola  existente,  y 
después  resulta  que  la  deuda  estaba  ya  pagada  o  no 
era  efectiva,  hay  error  en  la  causa  principal  y  se  pue- 
de pedir  la  nulidad  y  la  restitución  de  lo  pagado 
(2258  C).  El  error  en  la  causa  puede  estar  en  la  ejecu- 
ción aunque  no  medie  en  la  celebración  del  contrato; 
y  entonces,  subsistirá  éste,  pero  podrá  deshacerse  lo 
verificado  para  ejecutarlo.  Así,  si  se  empieza  á  satisfacer 
una  obligación  que  tenía  plazo,  antes  de  cumplirse  és- 
te, y  por  creerlo  ya  vencido,  se  puede  repetir  lo  paga- 
do, á  menos,  que  el  deudor  caiga  en  quiebra  ó  disminu- 
ya por  su  culpa  las*garantías  ofrecidas  al  acreedor  (1458, 
1459  C).  Se  exceptúa  sin  embargo,  lo  ejecutado  por  el 
mandatario  en|desempeño  del  mandato,  cuando  lo  hace 
ignorando  que  el  mandante  ha  muerto  ó  que  hay  otra 
causa  legal  para  hacer  cesar  su  cargo  (2214  C);  así  es 
que,  aun  cuando  en  los  contratos  ó  arreglos  posterio- 
res haya  procedido  por  errror  de  creerse  autorizado 
todavía,  es  válido  lo  hecho  pues  de  otra  suerte  se  per- 
judicaría indebidamente  á  los  que  de  buena  fé  habían 
habían  contratado  con  él. 

253. — Accidental  es  el  error  que  recae  sobre  circuns- 
tancias accesorias  de  la  coea  ó  sobre  el  nombre  de  ella, 
con  tal  que  estén  conformes  en  que  la  que  se  entrega 
es  la  misma  que  se  contrató.  Para  que  sea  sustancial, 
ha  de  ser  cosa  diversa  ó  tan  variada  ó  alterada  que  ha- 
ya cambiado  de  especie  ó  que  si  el  contratante  hubiera 
sabido  de  esa  variación,  no  la  habría  tomado. 
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254. — Acerca  de  la  persona,  el  error  será  sustancial 
■cuando  el  contrato  ha  debido  celebrarse  con  persona 
determinada,  por  obligación  6  causa  especial  que  hay 
para  ella  sola,  y  no  para  otra;  ó  cuando  se  requieren 
la  habilidad  y  pericia  personal;  mas  no  si  la  persona 
no  puede  tenerse  como  causa  principal  de  la  celebra- 
ción del  contrato,  de  modo  que  lo  mismo  sea  celebrar- 
lo con  uno  que  con  otro.  Si  se  hace  un  contrato  para 
una  obra  con  uno  por  creerlo  maestro  en  ese  arte,  y 
resulta  que  no  es  ni  entiende  eso,  el  error  es  sustan- 
cial. Lo  mismo,  si  teniendo  negocios  con  A.  celebra- 
mos sobre  ellos  transacción  con  B.  crej^endo  ser  el  pri- 
mero (1.  ^  1852  C).  Mas  si  necesitándose  un  carpinte- 
ro, contratamos  á  A.  pero  creyendo  que  es  B.,  si  éste 
puede  cumplir  su  compromiso,  no  se  tendrá  por  nulo 
el  contrato,  porque  la  persona  no  es  la  causa  eficiente 
del  contrato. 

255.  -El  error  de  cálculo  se  mira  siempre  como  ac- 
cidental y  no  como  sustancial,  así  es  que  el  cometido 
en  las  transacciones  debe  enmendarse,  pero  no  es  cau- 
sa para  la  rescisión  (1855  C). 

256. — Bolo  en  materia  de  contratos,  es  cualquiera 
sugestión  ó  artificio  que  se  emplea  para  causar  engaño 
ó  para  mantener  en  él  á  alguno  de  los  contrayentes, 
ya  para  que  celebre  un  contrato,  ya  para  que  eluda  el 
cumplimiento  del  contraído  (235  Dec.  de  Ref.  N.  ^ 
272).  El  dolo  da  causa  al  contrato  cuando  mediante 
él,  es  inducido  á  contratar  el  que  de  otro  modo  no  lo 
haría,  y  produce  entonces  nulidad  (1411  C);  y  es  acci- 
dental cuando  el  que  espontáneamente  contrae,  es  en- 
gañado en  la  misma  obligación,  de  modo  que  la  con- 
vención es  subsistente. 

257. — El  do' o,  lo  mismo  que  cualquiera  de  los  otros 
vicios  que  se  oponen  al  consentimiento,  no  se  presu- 
me y  necesita  probarse.  Malo  llaman  algunos  al  dolo 
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de  que  se  ha  tratado,  para  distinguirlo  de  las  sugestio- 
nes y  halagos  que  es  pemitido  que  emplee  un  contra- 
tante para  inducir  al  otro  á  que  le  compre  algo,  ó  ha- 
ga otra  especie  de  negociación. 

258.— Son  nulos  también  los  contratos  celebrados 
por  fuerza  ó  violencia  que  recae  sobre  los  contratantes 
6  alguno  de  ellos  (1412  C.  5.^  y  6.  ^  2365  C),  pues  no 
hay  verdadero  consentimiento  donde  falta  la  libertad. 
Para  el  efecto,  es  indiferente  que  sea  una  de  las  partes 
o  un  tercero  quien  la  haya  empleado,  pues  siempre 
existe  el  defecto  de  la  libertad;  y  en  la  fuerza  debe  en- 
tenderse comprendido  el  miedo  (6.  *^  2365  C.).  Mas  para 
que  la  fuerza,  violencia  ó  miedo  produzcan  esa  conse- 
cuencia, se  requiere  que  puedan  quitar  la  libertad,  es 
decir,  que  sean  tales,  por  su  naturaleza,  que  causen  una 
impresión  profunda  en  el  ánimo  de  aquel  á  quien  se 
imponen,  por  amenazársele  con  un  mal  grave  en  su 
persona,  la  de  su  cónyuge,  ascendientes  ó  descendien- 
tes; ó  con  la  pérdida  de  todos,  ó  de  j^arte  considerable 
de  sus  bienes  (1413  C). 

259. — Se  ha  dicho  ya  que  el  contrato  hecho  por 
error,  violencia  ó  dolo  es  nulo;  pero  no  lo  es  ipsojure^ 
es  decir  por  ministerio  de  la  ley,  sino  que  da  lugar  á  la 
acción  de  nulidad  (1414  C).  La  razón  es  que  como  la 
nulidad  solo  interesa  al  engañado  ó  violentado,  solo  á 
él  le  toca  decidir  si  le  conviene  continuar  ó  no  en  el  con- 
trato, después  que  ha  cesado  la  violencia  ó  se  ha  des- 
cubierto el  error  ó  dolo.  La  continuación  en  el  contrato 
sin  pedir  su  nulidad,  es  un  consentimiento  tácito  que 
quita  los  vicios  del  prestado  al  principio.  Así  se- 
rá si,  después  de  haber  cesado,  el  obligado  espontá- 
neamente cumple  ó  comienza  á  cumplir  lo  pactado 
(2367  C.)  ó  no  se  pide  la  nulidad  dentro  de  cuatro 
años  (2369  C).  Así  pues,  más  propiamente  estos  actos 
son  rescindibles. 
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III. 


260.— La  validez  del  contrato  pide  además,  cosa  cier- 
ta que  sea  materia  ú  objeto  de  él  (3.  ^  1406  C). 

261. — Pueden  ser  objeto  de  contrato  todas  las  cosas 
que  están  en  el  comercio  de  los  hombres,  los  derechos, 
los  hechos  y  hasta  los  riesgos.  En  estando  en  el  co- 
mercio, sin  lo  cual  habrá  nulidad  (2.  ^  2365  C),  no  es 
indispensable  que  la  cosa  exista,  y  basta  que  pueda 
existir,  es  decir,  que  pueden,  salvo  las  donaciones,  ser 
sobre  cosas  presentes  ó  futuras,  (708  C),  como  los  frutos 
que  están  por  nacer,  las  rentas  que  aun  no  han  vencido 
y  los  partos  de  los  animales;  pero  siempre  en  el  supues- 
to de  que  lleguen  á  existir.  Mas  si  el  que  estaba  obliga- 
do á  darlas,  emplea  maliciosamente  medios  para  que 
no  existan,  no  por  eso  se  libertará  de  la  obligación  que 
se  convertiría  sí  en  la  de  indemnizar  daños  y  perjuicios 
(1511,  1512  C).  Solo  se  requiere  que  la  cosa  esté  deter- 
minada, al  menos,  en  su  especie,  v.  g.  el  arrendamiento 
de  una  casa,  la  compra  de  un  caballo,  y  no  arrenda- 
miento de  una  fínca,  compra  de  un  animal. 

262. — Puede  recaer  sobre  cosas  corporales,  sobre 
incorporales  y  sobre  el  simple  uso  ó  posesión  de  una 
cosa  sin  trasmisión  de  dominio  (1419  C),  como  en  el 
comodato  ó  la  prenda. 

263. — Las  cosas  inciertas  cuya  existencia  depende 
en  todo  de  la  suerte  (1512  C),  pueden  servir  de  mate- 
ria al  contrato:  así  sucede  en  los  aleatorios  en  que  se 
compra  ó  vende  la  esperanza. 

264. — Los  hechos,  en  cuya  denominación  se  compren- 
de toda  clase  de  servicios,  pueden  igualmente  ser  objeto 
de  contrato;  xDero  han  de  ser  aquellos  en  que  tengan  in- 
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teres  los  otorgantes;  y  que  sean  determinados,  pues  de 
lo  contrario,  por  su  misma  vaguedad  é  incertidumbre 
no  pueden  servir  para  fijar  la  voluntad  de  los  contra- 
yentes. Han  de  ser  también  lícitos  y  posibles  (1851  y 
1.  ^  2365  C).  Lo  mismo  si  es  la  obligación  de  no  hacer. 

265.— Los  riesgos  que  pueden  ser  objeto  de  contra- 
to son  los  que  con  arreglo  á  derecho,  pueden  tomar 
sobre  sí  los  contratantes;  no  los  reprobados  por  la  ley. 

266.  —Cuando  la  parte  obligada  á  hacer  ó  no  hacer 
alguna  cosa,  falta  por  omisión  ó  contravención,  tiene 
la  otra  parte  derecho  de  pedir  que  se  la  autorice  para 
que,  á  costa  de  la  persona  obligada,  se  haga  lo  conve- 
nido, ó  se  destruya  lo  que  se  hizo  contra  el  pac- 
to (1449  C). 

IV. 


267. — Por  último,  se  necesita  en  el  contrato  causa,  y 
es  nulo  el  celebrado  sin  haberla  (1422  C):  en  las  obli- 
gaciones es  causa  la  utilidad  recíproca  ó  la  beneficencia 
de  uno.  En  los  contratos  onerosos,  la  prestación  ó  pro- 
mesa de  una  cosa  ó  servicio;  en  los  remuneratorios,  el 
servicio  ó  beneficio  que  se  remunera;  y  en  los  gratuitos,, 
la  sola  beneficencia  ó  liberalidad. 

268. — Aunque,  como  se  ha  dicho,  ha  de  intervenir  en 
todo  contrato  y  es  nulo  sin  ella  ó  con  causa  falsa  ó  ilí- 
cita (1422  C.  7.  ^  2365),  la  presunción  es  de  que  siem- 
pre la  hay  lícita,  mientras  no  se  pruede  lo  contrario^ 
y  no  es  necesario  para  la  validez  de  la  obligación  que 
se  exprese  (1423,  2368  C).  Falsa  causa  es  la  que  se 
cree  ser  no  siéndolo  realmente,  y  anula  el  contrato  por 
que  falta  el  consentimiento;  ilícita  es  la  contraria  á  las 
leyes  ó  la  moral  (1424  C),  y  se  equipara  á  la  que  no 
existe.  Lo  propio  ha  de  ser  cuando  cesa  la  causa,  si 
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bien  ha  de  cuidarse  de  evitar  los  abusos  de  dejar  sin 
efecto  obligaciones  válidas. 

269.— Aunque  por  la  sola  enunciación  del  principio 
de  que  los  contratos  lian  de  tener  causa  lícita,  se  com- 
prende ya  la  insubsistencia  y  nulidad  de  muchas  obli- 
gaciones; la  ley  expresa  algunas  en  particular. 

270. — Desde  luego,  nada  es  válido  de  cuanto  con- 
vengan los  particulares  para  eludir  el  efecto  de  las  le- 
yes prohibitivas  ó  en  que  esté  interesado  el  orden  pú- 
blico (2.  ^  Dec.  de  Ref.  N.  o  272.). 

271. — Como  inmoral  reprueba  la  ley  y  se  tiene  co- 
mo nulo,  el  contrato  sobre  el  derecho  de  suceder  en 
los  bienes  de  una  persona  que  no  ha  fallecido,  aun 
cuando  ésta  preste  su  consentimiento,  ó  cuyo  falleci- 
miento se  ignora  (1421  C),  para  evitar  así  cualquier 
tenatado  que  pudiera  cometerse  contra  su  vida. 

272. — Es  prohibido  también  el  contrato  de  sucesión 
recíproca  entre  cónyuges  ó  cualesquiera  otras  perso- 
nas (808  C),  por  el  motivo  antes  expresado  y  porque 
contraría  el  principio  de  la  libre  facultad  de  dispo- 
ner de  los  bienes  hasta  la  muerte. 

273. — Es  nulo  el  pacto  de  que  el  vendedor,  por  he- 
cho personal  suyo,  no  quede  sujeto  á  saneamien- 
to (1586  C).         *^ 

274. — No  se  puede  estipular  la  retro  venta  por  más 
de  un  año  (1622  C). 

27o. — Es  nulo  p1  contrato  sobre  abono  de  mejoras 
en  que  no  se  especifica,  al  menos  aproximadamente, 
cuáles  deben  ser  éstas,  y  cuál  será  la  mayor  canti- 
dad que  con  tal  objeto  i3ueda  gastar  el  arrendatario 
(1739  C). 

276.— Son  nulas  y  se  tienen'por  no  puestas  las  cláu- 
sulas del  contrato  de  sociedad  en  que  se  estipula  que 
uno  de  los  socios  no  tendrá  parte  alguna  en  la  ganan- 
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cia,  ó  que  los  bienes  de  otro,  puestos  en  común,  esta- 
rán libres  de  responsabilidad  y  riesgos  (1778  C). 

277. — Es  nula  la  transacción  celebrada  en  virtud  de 
un  documento  nulo,  si  en  ella  no  se  hizo  mérito  de  la 
nulidad,  ó  que  se  hizo  en  virtud  de  documentos  que  han 
resultado  falsos;  ó  sobre  pleito  en  que  había  sentencia 
ejecutoriada,  ignorada  por  una  de  las  partes  á  lo  me- 
nos (1852  C). 

278. — La  apuesta  es  nula  y  no  produce  obligación, 
cuando  la  parte  que  gana  sabía  con  certeza,  y  lo  ocul- 
tó, el  hecho  presentado  como  eventual  (1860  C). 

279. — El  seguro  es  nulo  si  en  el  acto  de  concluirse  y 
firmarse  sabía  el  asegurado  la  pérdida  de  la  cosa,  ó  el 
asegurador  que  ésta  se  hallaba  fuera  de  riesgo;  ó  si 
aquel  cometió  falsedad  á  sabiendas,  en  cualquiera  de 
las  cláusulas  de  la  escritura  (1873,  1892  C). 

280.  —La  fianza  que  excede  de  la  obligación  princi- 
pal, en  cantidad  ó  gravamen,  es  nula  en  cuanto  al 
exceso  (2224  C). 

281— No  vale  el  pacto  de  suspender  una  partición 
por  término  mayor  de  cinco  años  (1015  C). 


PÁRRAFO  TERCERO. 


EFECTOS   DE    LOS    CONTRATOS. 


282.-— En  este  párrafo  hay  que  examinar  1.^  la  fuer- 
za y  extensión  de  los  efectos  de  los  contratos;  2.  ®  las 
personas  á  quienes  afectan:  3.  ^  la  diligencia  que  en 
ellos  ha  de  prestarse;  4.  ^  lo  relativo  á  daños  y  perjui- 
cios; 5.  ^  lo  que  se  refiere  á  intereses. 
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283. — Los  contratos  tienen  fuerza  de  ley  para  los 
contratantes,  y  por  sus  términos  y  por  las  disposicio- 
nes que  reglamentan  en  general  lo  que  no  ha  sido  entre- 
ellos  materia  de  estipulación  especial,  se  determinan 
los  derechos  y  obligaciones  recíprocas  (1425  C).  Son 
obligatorios  pues,  en  todo  lo  que  no  se  oponga  á  sn 
naturaleza  ó  á  la  ley,  en  cuanto  se  haya  expresado  en 
ellos;  y  obligan  también  y  deben  cumplirse  de  buena 
fe,  aunque  nada  se  haya  expresado,  en  cuanto  sea  de 
ley  ó  de  equidad  según  su  naturaleza.  (1426  C). 

284.  —Produciendo  derechos  y  obligaciones  los  con- 
tratos, es  claro  que  no  pueden  rescindirse  al  arbitrio  de 
uno  de  los  contrayentes,  sino  que  ha  de  hacerse  por 
mutuo  consentimiento  de  las  partes,  6  en  virtud  de  al- 
guna de  las  causas  legales  de  rescisión.  (1427  C). 

285. — En  los  contratos  pueden  distinguirse  unas  obli- 
gaciones principales  y  otras  accesorias  ó  secundarias, 
según  que  nacen  directa  ó  indirectamente  del  contrato, 
ó  que  provienen  de  éstas.  Así,  en  la  venta  es  principal 
la  obligación  de  entregar  lo  vendido;  y  es  secundaria 
la  de  cuidar  de  ello  ó  impedir  que  se  destruya  antes 
déla  entrega.  Esta  distinción  cabe  perfectamente  en 
los  contratos  de  dar  cosa  determinada,  pues  la  obli- 
gación comprende  la  de  entregarla  en  el  tiempo 
convenido  y  la  de  cuidarla  entre  tanto,  obliga- 
ción esta  última  que,  según  la  naturaleza  del  con- 
trato, es  mas  ó  menos  extensa  (1431.  C).  Cesa  por  su- 
puesto, la  obligación  secundaria  en  cuanto  está  cum- 
plida la  principal;  pero  aun  antes  puede  desaparecer 
si  la  falta  de  cumplimiento  no  depende  de  la  voluntad 
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de  la  persona  obligada,  como  si  la  entrega  ha  de  ha- 
cerse en  día  fijo  y  el  interesado  no  ocurre  á  recibirla. 
Desde  entonces,  aunque  no  se  haya  entregado  la  cosa, 
corre  de  cuenta  del  que  debe  recibirla,  de  modo  que 
subsiste  la  obligación  principal,  y  ya  no  la  accesoria. 
Mas  si  la  persona  obligada  á  darla  ha  incurrido  en 
mora,  es  decir,  ha  dejado  de  entregarla  cuando  debía 
hacerlo,  es  de  su  responsabilidad  el  detrimento  que  su- 
fra la  cosa  mientras  no  se  verifica  la  entrega  (1482.  C). 
Incurre  en  mora  el  que  no  cumple  con  entregar  la  co- 
sa ya  debida,  después  que  se  le  exige;  y  también  el 
que  no  la  entrega  el  día  señalado  en  el  pacto,  si  se  ex- 
presó que  lo  hiciese  sin  necesidad  de  pedírsela  (1433  C). 

286. — Cuando  el  contrato  es  para  hacer  ó  no  hacer 
alguna  cosa,  que  generalmente  pertenece  á  los  inno- 
minados, y  hay  falta  por  omisión  ó  contravención,  tie- 
ne la  otra  parte  derecho  de  pedir  que  se  la  autorice  para 
que,  á  costa  de  la  persona  obligada,  se  haga  lo  conve- 
nido, ó  se  destruya  lo  que  se  hizo  contra  el  pacto  (1449 
C),  ó  á  cobrar  los  daños  que  resulten  de  la  inejecución. 
(1434.  C). 

287. — El  que  celebra  un  contrato,  no  sólo  está  obli- 
gado á  cumplirlo,  sino  también  á  pagar  los  daños  que 
resulten  directamente  de  la  inejecución  (1434.  C). 
Estas  dos  obligaciones  no  se  excluyen,  de  suerte  que 
aun  cumplida  la  una,  no  puede  dejar  de  llenarse  la 
ctra:  así  pues,  el  que  falta  á  lo  convenido,  no  se  liber- 
ta de  su  primitiva  obligación,  y  además  queda  obliga- 
do á  resacir  los  daños  que  haya  causado,  de  modo  que 
la  otra  parte  tiene  derecho  para  exigir  ambas  obliga- 
ciones. Exceptúase  el  caso  en  que  la  obligación  se  haya 
establecido  con  calidad  de  alternativa,  esto  es,  se  ha- 
ya estipulado  ó  cumplir  el  contrato  ó  pagar  una  suma 
como  multa,  ó  por  los  daños  y  perjuicios,  que  enton- 
ces sólo  puede  pedirse   lo   uno  ó  lo  otro   (1448,  1460, 
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1505  C).  Este  principio  está  claramente  explicado  al 
tratar  de  las  obligaciones  con  cláusula  penal  (1472, 
1474,  C.  224  Dec.  de  Eef.  X.  ^  272.). 
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288.— Los  contratantes  se  obligan  desde  luego  á  sí 
mismos  y  obligan  á  sus  herederos  y  sucesores,  porque 
no  hacen  más  que  reemplazar  al  contratante  á  quien 
éstosheredan,  y  así  deben  cumplir  el  contrato  en  los 
mismos  términos  que  su  instituyente,  como  que  le  suce- 
den en  todos  sus  derechos  y  obligaciones  (1475.  C).  Se 
exceptúan  los  casos  en  que  se  haya  expresado  lo  con- 
trario, pues  los  contratantes  pueden  limitar  los  efectos 
de  la  obligación;  ó  en  que,  por  la  naturaleza  del  contra- 
to ó  de  disposición  legal  asi  resulte  (1429  C).  Asi,  el 
arrendamiento  acaba  por  muerte  del  arrendatario  si  sus 
herederos  avisan  al  locador  que  no  pueden  continuar 
en  el  contrato  (6.°  1728  C);  y  siendo  dos  ó  más  los  he- 
rederos, si  la  mitad  ó  el  mayor  número  de  ellos  no  ma- 
nifiesta su  voluntad  de  extinguirla,  continuará  el  con- 
trato sólo  para  éstos  sin  ninguna  responsabilidad  de 
los  otros  (Fr.  1.^  1732  C). 

289. — El  contrato  de  obra  se  disuelve  por  muerte 
del  operario  con  quien  se  celebró  (1771  C),  á  no  ser 
que  el  dueño  de  aquella  convenga  en  que  se  continúe 
por  el  heredero  ó  por  el  operario  que  éste  le  proponga 
(1772  C.  fr.  1^). 

290. — La  sociedad  se  disuelve  por  muerte  de  uno  de 
los  socios,  á  no  ser  que  la  escritura  contenga  pacto  ex- 
preso para  que  continúen  los  herederos  del  socio  di- 
funto (49  1812  C),  cuyo  efecto  no  es  obligar  á  estos  á 


entrar  á  la  sociedad|sino  obligar  á  los   demás   á  reci- 
birlos. (1816.  C.) 

291. — El  mandato  acaba  por  muerte  del  mandante 
ó  del  mandatario,  pero  los  herederos  de  éste  han  de  dar 
aviso  al  mandante  y  hacer,  entre  tanto,  lo  que  las  cir- 
cunstancias exijan  por  el  interés  de  éste  (3.  ®  2208, 
2215  C). 

292. — Tienen  derecho  para  exigir  el  cumplimiento 
del  contrato  los  que  lo  han  celebrado  y  sus  herederos 
(1429.  C,  1971.  C.)  y  también  los  acreedores  del  contra- 
tante que  tienen  derechos  adquiridos  pueden  ser  auto- 
rizados para  reclamarlos,  si  su  deudor  no  lo  hace  á  su 
debido  tiempo  (1430,  C,);  y  eso  es  indispensable  para 
la  efectividad  ó  resguardo  de  sus  derechos. 

293. — Los  que  contratan  pueden  hacerlo  por  sí  6 
representando  expresamente  á  otros.  En  este  último 
caso,  para  que  las  obligaciones  recaigan  sobre  éstos, 
deben  los  mandatarios  declarar  que  obran  en  virtud 
de  esa  representación  pues  de  otra  suerte,  contratan 
y  se  obligan  para  sí  mismos.  Mas  bien  se  pued^  pro- 
meter el  hecho  de  un  tercero  v.  g.  que  edificará  una 
casa,  y  su  efecto  será  la  sujeción  á  la  imdemnización 
debida,  si  no  cumple. 

294. — Puédese  igualmente,  sin  conocimiento  de  ter- 
cero, contratar  á  favor  de  éste,  con  igual  obligación  si 
no  acepta;  pero  desde  que  él  la  acepte,  ya  no  son  libres 
los  dos  primeros  para  deshacer  el  contrato,  pues  él  es 
ya  el  verdadero  contrata nte(1428.  C). 

295. — El  conductor  tiene  derecho  de  subarrendar  á 
otro  el  todo  ó  parte  de  la  cosa,  si  en  el  contrato  no  se 
le  privó  de  esa  facultad;  mas  si  el  contrato  es  á 
Ijartir  de  frutos  con  el  dueño,  sólo  que  éste  lo  haya 
concedido  expresamente  (1701,  1702.  C). 
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296. — El  que  celebra  un  contrato  está  obligado  tam- 
bién á  resarcir  los  daños  que  se  causen  al  otro  por 
contravención  suya  por  culpa  ó  dolo  (1434.  C):  esos 
daños  pueden  provenir  también  de  caso  fortuito.  Hay 
dolo  cuando  hay  intención  directa  y  maliciosa  de 
perjudicar  a]  otro  contratante,  y  el  dolo  se  presta 
«n  todos  los  contratos,  es  decir,  que  en  todos  cada 
<?ontrayente  está  obligado  á  evitarlo  y  responde  por 
sus  consecuencias  (1438.  C):  esta  regla  no  admite 
-excepción  porque  se  opondría  á  la  moralidad  la  renun- 
cia ó  pacto  en  contrario.  Mas  si  no  se  puede  pactar  re- 
nunciando al  dolo  no  cometido  aun,  no  hay  inconve- 
niente en  hacerlo  respecto  d^l  cometido  ya,  porque 
entonces  desaparece  aquella  inmoralidad,  y  más  bien 
se  reduce  á  fijar  la  estimación  de  los  perjuicios  causa- 
dos con  él,  ó  á  renunciar  el  derecho  de  cobrarlos.  Hay 
aplicación  especial  de  la  obligación  de  prestar  el  dolo 
en  el  comodato  (1939  fr.  última  1940  C.)  y  en  el  manda- 
to (3.  ^  2196  C). 

297. — Si  en  todos  los  contratos  se  presta  el  dolo,  es 
decir,  que  los  contratantes  tienen  responsabilidad  por 
él;  la  regla  general  es  que  en  ninguno  se  presta  el  caso 
fortuito,  es  decir,  la  responsabilidad  ó  el  daño  causa- 
do en  virtud  de  sucesos  imprevistos,  ó  que  si  pueden 
preverse,  no  está  en  mano  del  hombre  evitar  sino  que 
proceden  de  fuerza  mayor:  como  un  incendio,  una 
inudación,  un  terremoto;  y  la  razón  es  que  estos  acci- 
dentes no  pueden  imputarse  al  contratante,  á  menos 
que  él  haya  querido  tomar  sobre  sí  el  peligro  de 
la  cosa,  aun  en  caso  de  esos    accidentes,    ó  que   ha- 
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x'd  tenido  culpa  en  ellos,  ó  haya  habido  tardanza  en  la 
entrega. 

298. — Así,  destruida  total  ó  parcialmente  por  caso 
fortuito,  la  cosa  que  se  debía,  se  extingue  total  ó  par- 
<;ialmente  la  obligación,  si  probare  el  obligado  su  in- 
^íulpabilidad  (2355,  2356  C). 

299. — Como,  según  se  ha  dicho  atrás,  desde  el  día  en 
que  debe  entregarse  una  cosa,  corre  de  cuenta  del  que 
ha  de  recibirla,  aunque  no  se  haya  entregado;  y  si  el 
obligado  á  darla  incurre  en  morosidad  es  de  su  res- 
ponsabilidad todo  detrimento  (1432  C);  si  la  cosa  se 
pierde  por  caso  fortuito,  sin  incurrir  en  mora  el  deu- 
dor, se  extinguirá  la  obligación;  mas  si  es  después  de  in- 
currir en  ella,  no  puede  excusarse,  porque  ya  hubo 
falta  y  culpabilidad  de  su  parte. 

500. — Se  encuentran  aplicaciones  de  estos  principios 
en  el  comodato,  x>ues  el  que  demora  la  devolución 
de  la  c-osa  ó  incurre  en  la  culpa  que  debe  prestar  res- 
ponde de  su  daño  y  pérdida,  aunque  provengan  de  ca- 
so fortuito  (1938^  1941  C);  y  lo  mismo,  si  en  la  necesi- 
dad de  salvar  una  cosa  suya  ó  la  prestada,  salvó  la  suya. 
En  el  depósito,  el  depositario,  en  caso  de  demora  res- 
ponde de  los  deterioros  y  pérdidas,  aun  por  caso 
fortuito  (196^  C).  Lo  mismo  en  la  prenda.,  si  la  pérdida 
acaece  pagado  el  crédito  ó  cumplida  la  obligación,  y  sin 
causa  legal  no  quiso  admitirse  anteriormente  el  pago 
d^l  crédito  ó  el  acreedor  no  tuvo  justa  causa  para  demo- 
rar la  devolución  deprenda  (2003  C).  Si  la  obra  se 
dest<ruy<e,  no  está  obligado  el  operario  sino  por  dolo  ó 

culpa  (1767  C). 

301. — Enla  culpa,  taltSL  el  propósito  de  dañar  que 
constituiré  el  dolo;  pero  hay  siempre  una  acción  ú 
omimóíii  perjudicial  á  otro  y  en  que  se  incurre  por  ig- 
norancia^ impericia  ó  negligencia  (1435  C).  Aunque 
todos  íienen  obligación,  en  general,  de  satisfacer  los 
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daños  causados  por  su  culpa,  el  cuidado  que  debe  te- 
nerse es  más  estricto  y  la  responsabilidad  mayor  ó  me- 
nor, según  la  naturaleza  de  los  contratos  (1438  C).  No 
se  presume  como  tampoco  el  dolo,  sino  que  lia  de  pro- 
barse (1437)  C),  porque  ninguno  se  supone  descuidado 
y  negligente;  y  se  divide  en  lata^  leve  y  lemsíma.  Lata 
es  la  omisión  de  aquella  precaución  ó  diligencia  que  está 
al  alcance  de  los  hombres  menos  avisados  y  cuidadosos 
de  sus  cosas,  como  si  el  portador  deja  la  carga  en  la 
puerta  de  la  posada,  ó  en  otro  paraje  de  donde  fácil- 
mente puedan  robarla  y  la  roban;  leceX^^.  omisión  de  las 
que  emplea  ordinariamente  en  sus  negocios  la  generali- 
dad de  los  padres  de  familia,  como  si  se  deja  sin  llave 
la  puerta  de  un  cuarto  que  contiene  objetos  que  pueden 
ser  sustraídos;  y  levísima,  la  omisión  de  aquellos  cuida- 
dos que  solo  ponen  en  sus  asuntos  los  padres  de  familia 
más  exactos  y  diligentes,  como  si  guardados  esos  obje- 
tos en  un  cuarto,  se  cierra  la  puerta ;  pero  no  se  tiene 
la  precaución  de  ver  si  es  ó  iió  bastante  la  cerradura 
(1436    C). 

302. — Prestar  la  culpa  lata,  la  leve  ó  la  levísima,  sig- 
nifica estar  obligado  á  prestar  una  diligencia  exactísi- 
ma, ó  á  común,  ó  aquella  por  lo  menos,  que  ponen  los 
menos  cuidadosos:  en  unos  contratos,  se  presta  una,  y 
en  otros  otra,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  en  unos,  solo  se  res 
ponde  por  los  descuidos  muy  graves:  en  otros  ])ov  los 
descuidos  ligeros  ó  más  comunes;  y  en  otros  por  los 
levísimos. 

303. — La  culpa  solo  la  presta  el  que  tiene  la  cosa  ó 
la  custodia,  y  las  reglas  que  la  fijan  atienden  á  la  uti- 
lidad y  gravamen.  Si  la  utilidad  es  recíproca  pira  las 
dos  partes,  hay  obligación  de  presta i*  la  cn]})a  leve 
(1439  C),  pues  cada  uno  por  su  propio  interés  debe  cui- 
dar lo  del  otro;  y  así,  cuando  se  habla  de  culpa  sin  otra 
especifícación,  en  derecho,  como  en  los  contratos  bila- 
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terales,  venta,  arrendamiento,  sociedad,  transacción  y 
seguro,  se  entiende  que  es  la  leve. 

304. — El  que  solo  recibe  utilidad  como  en  los  contra- 
tos unilaterales,  ó  en  los  otros  excepcionalmente,  res- 
ponde por  la  culpa  levísima,  como  en  el  comodato 
(1440.  C). 

305. — El  depositario  responde  solo  por  la  culpa  lata 
á  no  ser  que  haya  solicitado  el  depósito  ó  reciba  pre- 
cio por  custodiarlo  (1959,  1960  C),  que  entonces  hay 
utilidad  para  él  y  presta  la  leve;  ó  cuando  se  ha  hecho 
solo  por  favorecerle  ó  es  moroso,  y  entonces  queda 
sujeto  aun  á  la  levísima  (1961  C.)- 

3<^6. — En  el  arrendamiento  se  presta  la  culpa  leve 
(l.o  1715  C.  C). 

307. — Los  socios  responden  de  los  daños  causados 
por  negligencia  grave  (1792  C). 

308. — El  acreedor  está  obligado  á  conservar  la  pren- 
da conío  si  fuera  propiedad  suya.  (1994  C.) 

309 . — En  la  gestión  de  negocios,  solo  responde  de  la 
culpa  lata  el  que  por  necesidad  se  encargó  de  dirigir  ó 
administrar  lo  ajeno  (fr.  1.  ^  2253  C):  de  la  levísima, 
si  se  encargó  de  los  negocios  contra  la  voluntad  del 
dueño,  ó  carece  de  los  conocimientos  especiales  que 
el  asunto  requiere  (2254  C):  hasta  del  caso  fortuito,  si 
da  á  los  negocios  giro  distinto  del  que  el  dueño  acos- 
tumbraba darles  (2256  C);  y  én  todos  los  demás,  por  la 
leve  (2255  C). 

310. — El  manda  cario  está  obligado  siempre  á  respon- 
der por  la  culpa  leve  porque  es  contrato  de  confianza; 
y  por  la  levísima,  si  recibe  salario  (320  Dec.  de  Ref. 
N.  ^  272).  Como  la  prestación  de  culpa  en  los  contra- 
tos es  natural  y  no  esencial,  jDuede  modificarse  por  vo- 
luntad expresa  de  los  contratantes,  y  establecer  ellos  en 
el  particular  los  pactos  que  estimen  convenientes. 
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311.— La  indemnización  á  que  ordinariamente  da 
lugar  la  falta  de  cu  m})!  i  miento  de  los  contratos  es  la  de 
los  daños  y  perjuicios  que  se  han  ocasionado  á  la  otra 
parte.  En  el  Código  se  advertía  confusión  en  la  expli- 
cación de  lo  que  son  los  daños  y  lo  que  son  los  perjui- 
cios; y  con  ese  motivo,  en  el  Decreto  de  Reformas  se 
hizo  una  modificación.  Según  ella,  la  indemnización 
comprende  la  reparación  de  los  daños,  ó  sea  el  daño 
emergente;  y  la  de  los  perjuicios,  ó  sea  el  lucro  cesante; 
salvo  aquellos  casos  en  que  la  ley  limita  expresamente 
lo  responsabilidad  á  los  daños  (Art.  237  Dec.  N.  ^ 
272.).  Por  daño  entiende  la  ley,  la  pérdida  o  menos- 
cabo experimentado  en  el  patrimonio  por  no  liaberse 
cumplido,  ó  por  haberse  cumplido  imperfectamente  la 
obligación,  bpor  liaberse  retardado  su  cumplimiento 
(fr.  1.  ^  art.  238  Dec.  N.  ^  272).  Si  he  comprado  cien 
quintales  de  café  que  del)ían  serme  entregados  en  de- 
terminada fecha,  y  no  se  me  entregaron,  ó  se  me  entre- 
garon después  de  la  fecha,  ó  solo  se  me  entregó  una 
parte  de  la  cantidad  comprada;  y  á  consecuencia  de  eso, 
y  para  cumplir  yo  á  mi  vez  con  el  compromiso  que  te- 
nía de  entregarlos  á  un  tercero,  tuve  que  comprarlos  á 
veinte  pesos  quintal,  cuandael  precio  del  contrato  era 
de  quince,  esa  diferencia  constituirá  un  daño  que  habrá 
de  abonarme  el  vendedor  que  no  cumplió.  Entiende  la 
\(^Y  ^OY perjuicio,  la  privación  de  cualquiera  ganancia 
ó'provecJio  que  lia  dejado  de  obtenerse,  por  no  liaberse 
cumplido  la  obligación  bpor  liaberse  cumplido  imper- 
fectamenteb  con  retardo  (  fr.  2.  =^  238  Dec.  cit.).  Si  en 
el  ejemplo  supuesto,  por  no  habérseme  entregado  el 
café  en  el  plazo  del  contrato,  ó  en  la  cantidad  6  clase 
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convenida,  dejé  de  venderlo  á  veinte  pesos  á  un  com- 
prador que  se  presentaba  y  me  ofrecía  ese  precio,  y  des- 
pués ya  no  conseguí  venderlo  sino  á  diez  y  seis,  esa 
diferencia  entre  lo  que  gané  y  lo  que  debí  de  ganar, 
constituirá  un  perjuicio  del  cual  será  responsable  el 
vendedor  que  no  cumplió  en  los  términos  en  que 
estaba  obligado. 

312. — Con  el  objeto  de  cortaren  lo  posible  las  difi- 
cultades que  ocurren  en  la  práctica  acerca  de  esta  ma- 
teria, en  que  el  que  reclama  exagera  naturalmente  no 
solo  la  cantidad  sino  la  extensión  de  las  consecuencias 
de  la  falta  de  cumplimiento  de  la  obligación,  la  ley  es- 
tablece una  regla  que,  si  no  alcanza  á  alejar  todos  los 
inconvenientes,  es  la  que  más  se  aproxima  á  conse- 
guirlo y  la  única  que  puede  darse  en  general  para 
los  diferentes  casos  que  pueden  presentarse.  Esa  regia 
es  que  los  daños  y  i)erjaicios,  sea  que  se  hayan  causa- 
do ya,  ó  que  necesariamente  deban  causarse,  deben  ser 
consecuencia  inmediata  y  directa  de  la  falta  de  cumpli- 
miento de  la  obligación  (239  Dec.  cit.).  Para  ilustrarla, 
comunmente  se  aduce  como  ejemplo  el  siguiente  que 
trae  Potliier.  Uno  me  vende  un  caballo,  á  sabiendas 
de  que  tiene  ana  enfermedad  contagiosa,  y  sin  decír- 
melo. Será  responsable  no  solo  del  precio  del  caballo 
que  me  vendió  y  que  constituía  el  objeto  de  la  obliga- 
ción primitiva,  sino  también  de  la  pérdida  que  yo  ha- 
ya experimentado  y  gastos  que  haya  tenido  que  hacer 
por  haberse  contagiado  mis  otros  caballos;  y  si  todos 
murieron,  estaría  obligado  á  pagarme  el  valor  de  todos 
ellos.  Mas  si  por  la  muerte  de  esos  caballos  no  cultivé 
mis  terrenos;  y  por  no  haberlos  cultivado,  no  pagué  mis 
deudas;  y  por  no  pagarlas,  fui  concursado,  el  vendedor 
no  tendrá  que  responder  por  todos  estos  daños;  porque 
habría  podido  hacer  el  cultivo  si  hubiera  tenido  crédi- 
to, es  decir,  si  hubieran  estado  bien  mis  negocios;  y  la 
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mala  situación  de  éstos  no  es  una  consecuencia  del  en- 
gaño de  quien  me  vendió  el  caballo  enfermo;  y  aunque 
se  haya  manisf estado  con  la  pérdida  de  mis  caballos,  es- 
to solo  fué  la  ocasión  y  no  la  causa  directa.  ^1  decirse 
que  los  daños  y  perjuicios  que  han  de  pagarse  son  los 
que  resultan  no  solo  directa  sino  inmediatamente  de  la 
falta  de  cumplimiento,  ha  querido  significarse  su  limi- 
tación á  los  efectos  que  próximamente  se  derivan  de 
él;  pues  de  otra  suerte,  haciendo  cálculos  respecto  de 
todos  los  provechos  y  ventajas  que  hubieran  podido  ob- 
tenerse en  el  número  ilimitado  de  todas  las  negocia- 
ciones que  se  puede  suponer  que  se  hubieran  empren- 
dido si  se  hubiera  cumplido  Ja  obligación,  se  llegarla 
siempre  á  sumas  fabulosas. 

313, — Los  daños  y  x>er juicios  se  deben  desde  que 
el  obligado  ha  incurrido  en  morosidad,  ó  como  se  dice 
técnicamente,  desde  que  se  ha  constituido  en  mora; 
ó  si  la  obligación  es  de  no  hacer  algo,  v.  g,  de  no  impedir 
la  luz,  desde  el  momento  de  la  contravención  (239  id). 
Hay  que  recordar  además,  que  cuando  la  parte  obli- 
gada á  hacer  ó  no  hacer  alguna  cosa,  falta  por  omi- 
sión ó  contravención,  tiene  la  otra  parte  el  derecho  de 
pedir  que  se  la  autorice  para  que,  á  costa  de  la  perso- 
na obligada,  se  haga  lo  convenido;  ó  se  destruya  lo 
que  se  hizo  contra  el  pacto.  (1449  C.) 

314. — El  importe  de  los  daños  y  perjuicios  á  que  ha  de 
ser  condenado  aquel  contra  quien  haya  derecho,  será 
el  que  se  justifique  como  total  de  las  pérdidas  sufri- 
das y  ganancias  dejadas  de  obtener,  como  consecuencia 
directa  é  inmediata  de  la  falta  de  cumplimiento;  pero 
si,  como  puede  hacerse  al  celebrar  el  contrato,  se  es- 
tipuló el  pago  de  cierta  cantidad  por  daños  y  perjui- 
cios, para  el  caso  de  no  cumplirse,  á  eso  se  estará 
(1448  C),  sin  que  haya  lugar  á  que  se  aumente  ó  dis- 
minuya esa  suma  fijada. 
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315. — En  otras  legislaciones  se  encuentran  algunos 
principios  generales  para  determinar,  según  las  diver- 
sas circunstancias  de  los  casos,  y  según  la  buena  6  mala 
fé  del  que  dejó  de  cumplir  y  su  mayor  ó  menor  culpa 
ó  descuido,  la  extensión  de  las  responsabilidades  por 
indemnización.  Faltan  esos  principios  en  el  nuestro; 
y  aun  en  las  aplicaciones,  como  apesar  de  que  el  arti- 
culo 237  del  Dec.  272  establece  que  la  indemnización 
no  comprende  la  reparación  de  los  perjuicios  sino  so- 
L)  la  de  los  daños  cuando  la  ley  solo  de  estos  hace 
mención;  el  Código  usa  indistintamente  y  sin  un  cri- 
terio seguro  y  uniforme,  los  términos  de  daños, 
jperjiiicios,  daños  y  perjuicios,  daños  y  pérdidas, 
daños  y  menoscabos,  daños  ó  per jtdcios;  queda  esta 
materia  tan  interesante  sujeta  á  mucha  confusión,  á 
diferentes  interpretaciones  y  repetidas  disputas.  La 
le3'  expresa  que  cuando  solo  menciona  daños,  á  éstos 
se  limita  la  responsabilidad  ij  cuándo  solo  menciona 
perjuicios'^  y  cuándo  dice  disyuntivamente  daños  ó 
perjuicios?  y  cuándo  se  refiere  á  daños  y  menoscabos? 
Innegable  parece  la  conveniencia  de  un  estudio  deteni- 
do de  esas  disposiciones  y  de  sujetarlas  á  un  principio 
conforme  al  cual  procediera,  en  los  artículos  especiales, 
la  aplicación  de  la  responsabilidad  por  solo  los  daños  y 
pérdidas;  ó  no  solo  por  ellos  sino  también  por  las  ganan- 
cias dejadas  de  obtener.  Entre  tanto,  y  para  no  traspa- 
sar los  límites  que  señala  la  naturaleza  de  estos  estu- 
dios, me  limitaré  á  puntualizarlos  iDrincipales  casos  en 
que  nuestros  Códigos  se  refieren  áesa  responsabilidad, 
bajo  las  diferentes  denominaciones  que  le  atribuyen. 

316— Dicen  que  son  responsables  por  daños: 

El  poseedor  de  mala  fe  obligado  á  restituir  la  cosa 
y   sus  frutos  (525  C.  C). 
El  que,  sin  previo  permiso  de  la  autoridad,  hace  pa- 
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sar  el  agua  ó  la  derrama  sobre  vtu  camino  público,, 
para  aprovecharla  (1225  C.  C). 

El  que  pretenda  usar  del  derecho  de  pasar  el  agua 
por  predio  ajeno  (inciso  4.  ^  1226  C.)- 

El  que  amplía  un  acueducto  de  que  usaba  (1229  C.  C.  )^ 
y  pasa  por  agena  propiedad. 

El  propietario  de  ediñcio  que  se  apoya  en  pared  me- 
dianera, y  al  derribarlo,  renuncia  á  la  medianería 
(1256  C). 

El  dueño  del  predio  dominante,  en  una  servidum- 
bre voluntaria,  por  su  descuido  ú  omis^ión  en  las  obras 
para  que  no  se  aumente  sin  necesidad  el  gravamen  del 
sirviente  (1293  C.  C). 

El  usufructuario  que  no  pone  en  conocimiento  del 
propietario  que  alguno  perturba  el  derecho  de  éste 
(1369  C). 

El  propietario  que  oculta  al  usuaria  los  vicios  no 
manifiestos  de  la  cosa  (1385  C). 

El  que  celebra  un  contrato,  por  la  inejecución  ó  la 
tíontravención  por  culpa  ó  dolo  (1434  C). 

El  que,  verificada  la  condición  suspensiva,  entrega 
deteriorada,  por  su  culpa,  la  cosa,  objeto  del  contrato 
(1455  C). 

El  comprador,  después  del  requirímiento,  cuando 
rehusa  ó  descuida  recibir  la  cosa  vendida  (1572  C). 

El  vendedor  que  sabía  los  vicios  ocultos  de  la  cosa 
que  vendió  (fr.  1.  ^  1602  C). 

El  socio  por  su  dolo,  abuso  de  facultades  ó  negli- 
gencia grave,  siempre  que  el  acto  que  lo  moti\^a  no 
haya  sido  aprobado  ó  ratificado  por  los  demás  (1792  C). 

El  socio  que  distrae  ó  segrega  del  fondo  de  la  socie- 
dad, y  para  sus  gastos  particulares,  cantidades  á  quí> 
no  tiene  derecho  (1793  C). 
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El  mutuante  por  los  defectos  ocultos  de  la  cosa  eu 
tregada  en  mutuo  si,  sabiéndolos,  no  dio  aviso  al  mu 
tuario  (1909  C). 

El  mandatario,  por  emplear  en  su  utilidad  las  su- 
mas que  ha  recibido  del  mandante,  ó  por  cuenta  de- 
éste  (2198  C). 

El  comunero  cuando  ha  habido  de  su  parte  culpa 
leve  respecto  de  las  cosas  ó  negocios  comunes  (2270  C). 

El  dueño  de  un  animal,  si  hay  descuido  de  su  par- 
te: el  de  un  edificio  que  cae,  si  hubo  culpa  del  pro^ 
pietario:  el  que  desde  una  casa,  arroja  algo:  el  dueño 
de  cosas  puestas  y  suspendidas  en  un  lugar  de  tránsi- 
to: el  que  corre  por  las  calles  en  bestia  ó  carro:  el 
que  va  dentro  del  carro  y  ordena  la  carrera  al  con- 
ductor: el  que  arrea  bestias  haciéndolas  correr:  el 
que  caza  con  armas  de  fuego  ó  pone  trampa  en  cami- 
no ó  lugar  público:  (2278,  2281,  2282,  2283  y  2286  C). 

El  que  origina  una  prisión  legal  y  el  Juez  que  la 
ordena  (2288  C). 

El  que  en  ejercicio  de  un  derecho  ha  escogido  vo 
luntariamente,  entre  los  modos  de  ejercerlo,  el  que  era 
perjudicial  (2296  C). 

Los  Jueces  cuando  hay  de  su  parte,  omisión  igno- 
rancia ó  negligencia  (9.  ^  Dec.  273). 

La  parte  que  pide  y  el  Juez  que  ordena  injustamente, 
los  apremios  de  multa  ó  detención  corporal  (407  C.  pr.). 

El  que  interpone  demanda  antes  del  plazo,  ó  en  lu- 
gar no  convenido,  ó  por  cosa  distinta  de  la  debida  ó 
tintes  de  cumplirse  la  condición  (551  C.  pr.). 

El  Jaez  que  comete  despojo  (1178  C.  pr.). 

317.  -Hablan  de  que  responden  por  perjuicios: 

El  que  caza  en  tierras  agenas,  sin  permiso  del  due- 
ño, cuando  lo  necesitaba  (546  C.  C). 

El  que  se  vale  de  industria  para  atraer  y  aqueren- 
ciar  palomas  de  palomar  ajeno  (557  C.  C), 
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El  que  cava  en  suelo  ajeno  para  sacar  dinero  6 
alhajas  que  asegura  estar  escondidos  en  él  y  ser  de  su 
pertenencia;  con  tal  que  si  el  denunciador  no  prueba 
su  derecho,  renuncie  el  dueño  á  la  porción  que  le 
■corresponde,    de  lo   encontrado   (564,   56o  C). 

El  que  omite  presentar  á  la  autoridad  la  cosa  ó  es- 
pecie encontrada  (122  Dec.  272.). 

Los  que  se  apropian  efectos  salvados  de  un  nauña- 
«io(572C.  C). 

El  propietario  de  un  árbol  que  recoje  en  fundo  aje- 
no los  frutos  que  están  del  'lado  de  éste  (591  C.  C). 

El  dueño  de  cosa  accesoria  que,  de  mala  fe,  la  in- 
■corpora  á  otra  (618  C.  C). 

El  que  de  mala  fe  hace  la  mezcla  ó  confusión  de  es- 
pecies (624  C.  C). 

El  autor  de  una  especificación,  cuando  procedió  con 
mala  fe  (627  C.  C). 

El  propietario  de  finca  ó  heredad  que  exige  la  ser- 
vidumbre legal  de  paso  (218  Dec.  N.  ^  272). 

El  propietario  que  álzala  pared  medianera  (1258  C.C.). 

El  que  da  lugar  á  rescisión  de  una  venta  por  falta 
de  pago  del  precio,  ó  de  otorgamiento  de  la  fianza  ó 
caución  que  se  estipulara  (1557  C.  C). 

El  que  opta  por  rescindir  la  venta  en  que  por  razón 
de  saneamiento,  estuviere  obligado  á  pagar  más  de  la 
mitad  del  precio  que  recibió  (1597  C.  C). 

El  comprador  que,  mediando  pacto  de  señalamien- 
to de  dia,  logra  evitar  la  rescisión  i)or  haber  pagado 
la  mayor  parte  del  precio,  ó  da  lugar  á  la  rescisión 
por  no  haber  pagado  más  de  la  mitad  (1617  y  1618  C). 

Cada  permutante  por  la  demora  en  la  entrega  de 
la  cosa  respectiva  (1655  C.  C). 

El  locador  que  no  entrega  la  cosa  en  el  tiempo  con- 
Tenido  y  en  estado  de  servir;  ú  oculta  al  conductor  el 
vicio  no  manifiesto  que  tenga,  ó  no  le  mantiene  en  su 
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uso,  ó  no  la  defiende  contra  un  tercero,  ó  no  paga  sus 
pensiones  y  cargas  reales;  ó  no  hace  en  ella  las  repa- 
raciones necesarias  (1708  C.  C). 

El  arrendatario  que  emplea  la  cosa  en  destino  dife- 
rente del  convenido,  ó  no  la  devuelve  en  tiempo,  ó  no 
avisa  de  las  usurpaciones  que  se  intenten  (1716  C.  C). 

El  conductor  que  no  cumple  con  mejorar  la  cosa 
arrendada  cuando  se  señaló  por  renta  una  suma  me- 
nor de  la  que  produce,  con  el  objeto  explícito  de  que 
la  mejorara  (1752  y  1753  C.  C). 

El  jornalero  que  no  cumpliere  su  concierto  ó  faltare 
al  trabajo  el  día  ó  días  estipulados,  sin  causa  justa  é 
inevitable  (1761  C). 

La  sociedad  por  lo  que,  con  ocasión  inmediata  y 
directa  de  los  negocios  de  ella,  pierdan  los  socios 
(1794  C.  C). 

El  socio  que,  contradiciéndolo  los  socios  adminis- 
tradores, contrae  una  obligación  á  nombre  de  la  so- 
ciedad (1807  C.  C). 

El  que  por  su  hecho,  descuido  ó  imprudencia,  causa 
pérdida  á  otro  (2249  C.  C). 

El  padre,  y  en  su  falta,  la  madre,  por  el  daño  que 
causen  sus  hijos:  el  guardador  por  el  que  hagan  los 
menores  ó  incapaces  que  están  á  su  cargo:  el  maes- 
tro por  los  que  provengan  de  sus  aprendices  (2277  C.C.). 

El  apoderado  que  no  pone  todo  el  cuidado  y  di- 
ligencia que  pondría  el  dueño  en  el  negocio,  ú  omite 
el  uso  de  los  recursos  que  proceden  (inciso  4.  ^ 
134  C.  pr.). 

El  que  hace,  sin  derecho,  obra  nueva  (1203  C.  pr.). 

318. — Declaran  que  han  de  indemnizar  por  daños  y 
perjuicios: 

El  tutor  que  no  administra  como  buen  padre  de  fa- 
milia los  bienes  de  los  pupilos  (361  C.  C). 
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El  tutor  que,  sucediendo  á  otro,  no  exige  de  éste  la 
entrega  de  bienes  y  cuentas  (401  C.  C). 

El  que,  al  tomar  para  otro  la  posesión  de  una  cosa, 
comete  fraude  ó  daño  á  tercero  (530  C.  C). 

El  que,  de  mala  fe,  siembra,  planta  ó  edifica  en  sue- 
lo propio  con  semillas,  plantas  ó  materiales  ajenos 
(593  C.C). 

El  dueño  de  cosa  principal  que,  de  mala  fe,  incor- 
pora á  ella  cosa  accesoria  ajena  (619  C.  C). 

El  dueño  que,  de  buena  fe,  mezcla  ó  confunde  cosa 
de  su  pertenencia  con  otra  ajena,  de  igual  ó  diferente 
especie  (623  C.  C). 

El  dueño  de  materia  en  que  se  lia  hecho  obra  artís- 
tica de  valor  inferior  al  de  la  materia  (626  C.  C). 

El  que  fué  citado  de  evicción,  si  el  que  recibió  de  él 
la  cosa,  la  pierde  judicialmente;  ó  cuando  resultan  en 
ella  vicios  ocultos  que  no  se  consideraron  al  tiempo  de 
la  enajenación  (129  Dec.  272). 

El  albacea  que,  pasado  el  año,  interviene  en  asunto 
de  la  testamentería,  que  no  sea  la  rendición  de  cuen- 
tas (916  C.  C). 

El  dueño  de  un  predio,  por  la  destrucción  ó  deterio- 
ro de  pared,  zanja  ó  seto  medianeros,  causados  por  él, 
sus  dependientes  ó  animales  (1253  C.  C.  )• 

El  dueño  del  predio  sirviente  que,  para  volver  me- 
nos gravosa  para  él  la  servidumbre,  hace  obras  que 
perjudican  al  dominante  (1298  C.  C). 

El  usufructuario,  por  la  interrupción  del  usufructo 
en  la  parte  que  ocupe  una  mina  descubierta  por  el 
propietario  ó  por  un  tercero  (1328  C.  C). 

El  deponente  por  los  que  el  depósito  haya  causado 
al  depositario  (inciso  2.  ^  1956  C.  C). 

El  dej)ositario  por  los  que,  por  dolo  ó  culpa  suya, 
se  causen  al  deponente  (inciso  5.  ^  1957  C.  C). 

Los  depositarios  que  rehusen  entregar  el  depósito, 
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fuera  de  los  casos  que  determina  la  lev  (280  Dec. 
N.  -  272). 

El  escribano  que  no  exprese  en  las  escrituras  públi- 
cas circunstancias  cuya  omisión  impida  ó  vicie  la  ins- 
cripción en  el  Registro  de  la  propiedad   (2100  C.  C.) 

El  que  los  causa,  en  caso  de  condiciones  rescisorias  ó 
resolutorias  establecidas  por  la  ley,  aun  cuando  no  se 
resuelvan  ni  rescindan  en  jDerjuicio  de  tercero  que  ha- 
ya inscrito  su  derecho  (308  Dec.  272.). 

Los  registradores  de  la  propiedad,  por  no  poner  en 
el  diario  el  asiento  de  presentación  en  el  acto  de  pre- 
sentarse el  título,  ó  á  más  tardar,  dentro  de  veinticua- 
tro horas:  por  no  hacer,  denegar  ó  retardar  indebi- 
damente inscripción  ó  asiento:  por  error,  omisión  ó 
ienexactitud  en  los  libros,  ó  en  las  certificaciones  que 
expidan:  por  cancelar,  sin  título  ó  solicitud  del  inte- 
resado: por  no  expedir  en  tiempo  las  certificaciones; 
y  por  no  recabar  de  las  partes  ios  documentos  que  de- 
ben obrar  en  el  archivo,  ó  no  custodiarlos  y  tenerlos 
€on  el  debido  arreglo  (2153  C.  C).  También  por  los 
que  se  causen  al  acreedor  por  la  parte  que  en  su  deu- 
dor no  pueda  hacer  efectiva,  cuando  por  error,  negli- 
gencia ó  malicia  del  registrador  aparece  exonerado  de 
alguna  obligación,  en  el  registro  (2156  C.  C.). 

El  mandatario  que  no  desempeña  el  mandato  que 
admitió  (1.  ^  2196  C.  C). 

El  deudor  que  fraudulentamente  hace  aparecer  un 
crédito  privilegiado  que  no  existe  (2398  C.  C). 

El  vendedor  que  da  en  venta  lo  que  ya  había  ven- 
dido á  otro  (245  Dec.  272.). 

El  que  compra  cosa  que  teaía  prohibición  especial 
de  comprar  (251  y  252  id.). 

El  vendedor  que  demora  culpablemente  la  entrega 
de  la  cosa  vendida  (255  y  260  id.);  ó  da  lugar  á  que 
por  ese  motivo   se  rescinda  (256  id.)  á  menos   que  al 
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tiempo  del  contrato  conociera  el  comprador  el  obstá- 
culo que  causo  la  demora  (257  id.). 

El  comprador  que  deja  de  hacer  dos  pagos,  en  la 
venta  de  inmuebles  en  que  se  estipuló  la  entrega  del 
precio  por  partes  en  diferentes  plazos  (259  id.). 

El  permutante  que  no  verifica  la  entrega  de  la  cosa 
á  que  se  obligó  (266  id.)  ó  que  permutó  cosa  que  no  le 
pertenecía  (267  id.)  ó  que  responde  de  ella  por  sanea- 
miento  (268  id.). 

El  dueño  de  cosas  fungibles  dadas  en  pago  x3or 
quien  no  podría  pagar  (331  id.). 

El  que  sustrae  alguna  cosa  (349  id.)  que  después  se 
pierde  ó  destruye. 

El  abogado  por  su  impericia  ó  negligencia  (6.  ^ 
117  C.  pr.). 

El  apoderado  que,  con  abuso,  no  se  arregla  al  po- 
der é  instrucciones  de  sus  comitentes  (2  ^  134  C.  pr.). 

Los  escribanos  por  los  que  resulten  de  actos  de  sn 
oñcio,  por  culpa  suya  (156  C.  pr.). 

El  que,  después  de  dos  prevenciones  y  términos,  se 
niega  á  la  exhibición  de  documentos  que  ordena  el 
Juez  (269  C.  pr.). 

El  que  hace  arraigar  á  alguno  y  no  entabla  en  tiem- 
po la  demanda  (279  C.  pr.). 

El  que  obtuvo  embargo  ú  otra  providencia  precau- 
toria, si  la  providencia  es  revocada;  ó  si  entablada  la 
demanda,  no  hay  lugar  al  embargo  (282  y  287  C.  pr.). 

El  depositario  y  el  interventor  nombrados  á  virtud 
de  providencias  i^recautorias,  cuando  haya  habido  cul- 
pa de  su  parte  (295  C.  pr.). 

El  abogado  que  retiene^os  autos  (483  C.  pr.). 

El  Juez  6  escribano  que  entrega  los  autos  en  con- 
ñanza  (484  C.  pr.). 

El  responsable  de  la  pérdida  de  alguna  actua- 
ción (485  C.  pr.). 
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El  escribano  6  receptor  que  no  hace  personalmente  la 
notiticación  á  una  izarte,  que  se  hallaba  en  casa 
498  C.  pr.). 

El  experto  que  deja  de  concurrir  sin  justa  causa  ca- 
lificada por  el  Juez  (750  C.  pr.). 

El  fíador,  por  los  que  se  hayan  causado  con  la  eje- 
cución de  la  sentencia  de  remate  que  es  revocada  por 
el  superior  (274  Dec.  213.). 

El  poseedor  interino  que  ha  procedido  dolosamente 
al  interponer  interdicto  de  adquirir  (1146  C.  pr.). 

El  despojador  cpie .  ha  usado  de  fuerza  ó  violencia 
(1166  C  pr.).'  .  . 

El  que  infringe  sentencia  que  condena  a  no  hacer 
(1555  C,  pr.). 

El  notario  que  otorgue  escritura  á  su  favor  6  en  fa- 
vor de  sus  descendientes,  ascendientes,  cónyuge,  con- 
sanguíneos dentro  de  cuarto  grado,  ó  afínes  dentro  del 
segundo  (53   Dec.  273.). 

El  juez  que  no  suspenda  sus  procedimientos  en 
cuanto  expida  ó  reciba  la  inhibitoria;  y  el  que  sosten- 
ga una  competencia  contra  ley  expresa.  (87  y  88  Dec. 
273.) 

3 19. — Otras  veces  menciona  el  Código  daños  ó  perjui- 
cios^ como  respecto  del  dueño  de  cosa  comprada  por 
quien  tenía  prohibición  de  comprar  (251  del  Dec.  272); 
de  que  se  fíje  en  la  sentencia  la  cantidad  líquida  en 
que  se  condena  á  algunos  de  los  litigan tt^s  (875  C.  pr.) 
y  de  la  manera  de  sustanciar  la  acción  contra  el  pertur- 
bador ó  despojante  <^e  la  posesión  (1171  C.  pr.)  Mencio- 
na también  pérdidas  y  perjuicios^  como  cuando  se 
trata^de  las  responsabilidades  del  mandatario  (3.^ 
2196  C);  y  en  muchos  otros  artículos  se  habla  de  daños^ 
y  {/asios,  pérdidas  y  gastos,  daños  y  costas,  pérdidas: 
y  costas. 

320.  — Del   examen  de  estos  artículos  resulta  clare» 
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que,  en  repetidos  casos,  bajo  la  palabra  daño  habría  de 
comprenderse  también  el  perjuicio;  ó  bajo  éste  el  daño; 
6  que  se  hace  equivalente  el  uno  del  otro;  y  como  sin 
embargo,  dice  un  artículo  que  cuando  se  menciona  solo 
el  daño,  á  él  se  contrae  la  responsabildad,  resulta  por 
lo  menos  incoherencia  en  las  disposiciones. 


Y. 


821. — Para  concluirlo  relativo  á  daños  y  perjuicios, 
xíorresponde  hablar  de  los  intereses.  En  muchos  casos, 
la  ley  es  la  que  ha  determinado  qué  es  lo  que  debe  pa- 
garse por  daños  ó  perjuicios,  reduciéndolos  á  lo  que 
como  réditos  debería  haber  producido  la  suma  que  ha- 
bía de  entregarse.  Esa  indemnización  que  la  ley  fija 
y  previene  en  favor  de  los  acreedores  de  una  cantidad, 
contra  los  deudores  que  faltan  al  cumplimiento  del 
pago,  es  lo  que  se  llama  interés  en  la  materia  de  que 
ahora  se  trata.  Así,  declara  por  punto  general  que  en 
las  obligaciones  de  pagar  cierta  suma,  los  daños  que 
cause  la  demora  se  reparan  con  los  intereses  estipu- 
lados, porque  á  lo  convenido  ha  de  estarse  ante  to- 
do; y  en  falta  de  estipulación,  con  el  interés  legal  dej 
dinero  por  todo  el  tiempo  que  se  demore  su  entrega 
(1444,  1448'-C.). 

322. --Estos  intereses  son  los  que  comunmente  se  lla- 
man, moratorios  porque  se  deben  por  razón  de  retardo 
legal  ó  demora.  A  ésta  no  más  se  refiere  la  ley  en  las 
obligaciones  de  pagar  cierta  suma,  mientras  que  en  las 
otras  obligaciones  supone  que  hay  dos  motivos  para  la 
indemnización:  la  falta  de  cumplimiento  y  el  retardo. 
En  el  primer  caso,  solo  se  deben  intereses:  en  el  otro 
daños   y  perjuicios;  y  la  diferencia   consiste  en  que. 
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cuando  la  materia  de  la  obligación  ó  contrato  es  un 
hecho  ó  cosa  que  no  sea  una  cantidad,  si  el  deudor  no 
<;umple,  la  obligación  se  resuelve  en  pago  de  una  su- 
ma de  dinero;  mientras  que,  cuando  en  ésto  consiste 
desde  el  principio,  aquella  resolución  no  cabe  en  caso 
de  inejecución;  y  solo  puede  tener  lugar  la  indemniza 
ciónpor  retardo  ó  demora;  estoes,  no  hay  regularmen- 
te otros  daños  y  X3erjuicios  que  los  que  representan  los 
intereses. 

B23. — Estos  pueden  ser  convencionales  y  legales^  se- 
gún que  proceden  de  estipulación,  así  para  adeudarlos 
como  respecto  de  su  tipo;  ó  que  sea  la  ley  quien  los  de- 
termine. Esta  señala  como  interés  legal  el  de  docep.g 
al  año  (241  y  280  Dec  272.);  y  las  principales  diferencias 
entre  los  daños  y  perjuicios  y  los  intereses  consisten  en 
que  aquellos  son  esecialmente  variables,  como  que  de- 
penden del  daño  que  experimenta  el  acreedor,  al  paso 
que  los  intereses  son  uniformes,  de  suerte  que  no  se 
regulan  por  el  daño  que  real  y  i)ositivamente  se  cause 
al  acreedor.  Y  el  motivo  es  que,  en  las  obligaciones 
que  recaen  sobre  un  hecho  ó  sobre  cosa  raíz  ó  mueble, 
puede  precisarse  de  un  modo  cierto  cuál  es  el  daño  que 
ha  recibido  el  acreedor,  porque  puede  saberse  qué  per 
ilida  pecuniaria  ha  tenido  y  qué  ganancias  ha  dejado  de 
obtener;  al  paso  que  en  las  obligaciones  de  pagar  una 
suma  de  dinero,  no  se  sabe  en  qué  la  em]plearía  el  acree- 
dor ni,  por  consiguiente,  qué  ha  x)erdido  ni  qué  ha  de- 
jado de  ganar.  Si  se  permitiera  al  acreedor  prueba  acer- 
ca de  eso,  la  variedad  en  la  apreciación  daría  Jugar  á 
innumerables  litigios,  como  que  las  obligaciones  re- 
caen generalmente  en  cantidades  de  dinero;  y  la  ley 
€orta  todos  esos  pleitos  determinando  que  todo  el  dere- 
cho del  acreedor  queda  reducido  á  cobrar  un  tanto 
por  ciento  como  equivalente  de  esos  daños  y  perjui- 
cios, y  fijando  cuál  es  ese  tanto  por  ciento.' De  este  mo- 
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do,  si  bien  en  algunos  casos  podrá  liaber  sido  mayor 
la  pérdida  del  acreedor,  nada  tiene  que  probar;  y  aun 
cuando  realmente  ningún  x^ei'j^icio  hubiera  sufrido, 
siempre  tendría  derecho  á  los  intereses. 

324. — Los  casos  j)rincipales.en  que  se  deben  intere- 
ses son  los  que  siguen: 

El  del  tutor  por  las  sumas  que,  pertenecientes  al  pu- 
pilo, haya  tenido  sin  imponer,  treinta  días  después  de 
reunir  trescientos  jpesos  (371,  372  C). 

Produce  interés  legal  el  alcance  que  resulte  en  x)ró 
ó  en  contra  del  tutor.  Corre  en  el  primer  caso,  desde 
que  entregados  los  bienes,  sea  requerido  el  menor  pa- 
ra el  pago;  y  en  el  segundo,  desde  la  rendición  de 
cuentas,  ó  desde  que  espire  el  término  legal,  si  aquellas 
no  se  hubieren  rendido  dentro  de  él  (413  C). 

Corresponden  al  legatario,  desde  que  pase  un  año 
de  la  muerte  del  testador,  intereses  por  el  legado  que 
consista  en  dinero,  salvo  disposición  contraria  del  tes- 
tador (878  C.  C). 

El  interés  legal  de  bienes  sujetc)S  á  colación  que  con- 
sistan en  dinero,  pertenece  al  poseedor  de  ellos  hasta 
el  día  de  la  muerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se 
trate  (1007  C.  C). 

El  propietario  que,  para  conservar  íntegra  la  cosa 
dada  en  usufructo,  hace  el  pago  de  contribuciones  ó 
cargas  ordinarias  que  correspondía  al  usufructuario, 
tiene  derecho  al  interés  legal  por  todo  el  tiempo  que 
éste  continúe  gozando  de  la  cosa  (1361  C.  C).  Mas  si  el 
usufructuario  hace  ese  pago  por  su  cuenta,  no  puede 
cobrar  intereses  porque  se  comxiensan  con  los  frutos 
que  recibe  (1362  C).  Lomismo  será  si  el  propietario 
anticipa  por  su  cuenta  lo  que  se^necesita  para  el  pago 
de  las  deudas  hereditarias  correspondientes  á  los  bie- 
nes usufructuarios  (1368.  C.  C). 

El  que  compre  bienes  que  tiene  prohibición  legal  de 
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comprar,  pierde  el  precio  á  favor  de  los  fondos  de  las 
facultades;  y  mientras  no  lo  entregue,  abona  interévS 
(250  Dec.  272). 

El  vend«^dor,  culpable  de  demora  en  la  entrega  de  la 
cosa  y  que  ha  recibido  el  todo  ó  parte  del  precio,  paga- 
rá intereses  de  éste  al  comprador  (lo38  C.  C. 

Cuando  por  convenio  se  rescinde  la  venta,  no  se  ad- 
mite demanda  alguna  sobre  intereses,  á  no  ser  que  se 
funde  en  lo  expresado  en  el  convenio  (IMO  C). 

Si  se  rescinde  la  venta  por  falta  de  entrega,  se  de- 
vuelven sobre  el  precio  los  intereses  corridos  hasta  la 
devolución;  (1541  C),  salvo  que,  al  tiempo  de  contra- 
tar, conociera  el  comprador  el  obstáculo  para  la  entre- 
ga (257  Dec.  N?  272). 

Si  el  comprador  pagó  parte  del  precio  y  se  demora 
la  entrega  de  la  cosa  por  su  falta  en  el  pago  del  resto, 
no  tiene  derecho  á  exigir  intereses  de  la  parte  pagada 
ni  frutos  de  la  cosa  (1547  C.  C). 

El  comprador,  mientras  no  pague  el  -pi-ecio  debe  in- 
tereses 1?  si  así  se  estipuló,  2?  si  la  cosa  produce 
frutos  y  no  hubo  pacto  en  contrario,  3?  si  es  requerido 
judicialmente  para  el  pago.  En  este  último  caso, corren 
desde  el  requerimiento;  y  en  los  dos  primeros,  desde 
la  fecha  de  la  entrega  de  la  cosa  (1553,  1554  C.  C). 

Rescindiéndose  la  venta  por  falta  de  pago  de  precio, 
ó  de  otorgamiento  de  la  fianza  ó  caución  estipulada 
para  asegurarlo,  el  comprador  cjue  recibió  la  cosa  tie- 
ne que  restituir  los  frutos,  ó  en  lugar  de  éstos,  pagar 
los  intereses  del  precio  (1557  C.  C). 

Cuando  se  haya  estipulado  el  pago  del  precio  por 
partes,  y  se  han  pagado  las  cinco  octavas,  el  vendedor 
aunque  no  puede  pedir  la  rescición,  sí  puede  recia-  - 
mar  intereses  sobre  el  resto  (1569  O.  C). 

Cuando  en  la  venta  en  que  se  estipuló  el  pago  del 
l)recio  por  plazos,  deja  de  hacer  dos  pagos  el  compra- 
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dor,  tiene  que  pagar  intereses  por  la  parte  de  precio 
que  no  satisñzo  (259  Dec.  272). 

No  debe  el  comprador  intereses  convencionales  ni 
legales  cuando  retiene  el  precio  ó  parte  de  él,  porque 
el  vendedor  no  le  otorga  escritura  en  registro  público, 
y  se  trata  de  inmuebles  6  derechos  y  acciones  sobre 
ellos  (1578  C.  C). 

El  vendedor  que  sabía  los  vicios  de  la  cosa  vendida, 
tiene  que  indemnizar  intereses  (1602  C.  C). 

Cuando  se  pacta  en  la  venta  la  facultad  de  rescindir- 
la si  no  se  paga  el  precio  hasta  cierto  día;  y  llegado 
esteno  se  ha  satisfecho  íntegro,  puede  el  comprador, 
si  lo  prefiere  á  la  rescisión,  exigir  el  resto  con  inte- 
reses (1618  C.  C). 

El  permutante  que,  además  de  la  cosa  permutada, 
perdió  judií^lalmente  los  frutos  de  ella,  tiene  derecho 
á  que  el  otro  contratante  le  satisfaga  intereses  (1661 

C.  C). 

El  conductor  que  no  cumple  con  poner  en  la  cosa 
arrendada  las  mejoras  en  cuya  contemplación  se  de- 
signó por  renta  una  cantidad  menor  de  la  que  la  cosa 
produce,  ó  se  dejó  de  cualquier  modo  una  suma  des- 
tinada á  ese  objeto,  está  obligado  á  devolver  las  canti- 
dades que  se  rebajaron  con  los  intereses  sobre  ellas 
(1752  C.  C);  y  si  solo  ha  puesto  una  parte  de  las  me- 
joras, la  devolución  será  de  las  cantidades  que  dejaron 
de  emplearse  en  ellas,  siempre  con  intereses  (1753 
C.  C). 

El  socio  que  retarda  la  entrega  de  su  capital,  sea 
cual  fuere  la  causa,  debe  abonar  á  la  sociedad  el  inte- 
rés legal  de  la  cantidad  que  no  entregó  á  su  debido 
tiempo  (1789  C.  C). 

El  socio  que  del  fondo  común  toma  cantidades  para 
gastos  particulares,  debe  abonar  el  interés  legal  corres- 
pondiente á  ellas  (fr.  2^  1793  C.  C). 
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Los  depositarios  que,  sin  excepción  legal,  rehusan 
entregar  el  depósito,  tienen  que  devolver  la  cosa  ó  su 
estimación  y  además,  los  intereses  (286  Dec.  N9  272.). 

El  tercer  poseedor  de  bienes  hipotecados  que  no  pa- 
gue ni  los  desampare  es  responsable,  aun  con  los  su- 
yos propios,  de  los  intereses  devengados  desde  el  re- 
querimiento (2035  C.  C). 

El  mandante  tiene  que  satisfacer  al  mandatario  las 
anticipaciones  que  haya  liecho  y  los  intereses  Ilegales 
sobre  ellas  (fr.  1*  2203  C). 

Cuando  el  que  recibe  algo  que  indebidatamente  se  le 
paga,  tiene  mala  fe,  debe  restituirlo  con  frutos  é  inte- 
reses legales  (2259  C.  C);  y  si  se  ha  perdido  la  cosa,  su 
valor,  también  con  los  intereses  legales,  desde  la  fecha 
del  pago  indebido  (fr.  2^  2260  C.  C). 

Cada  comunero  debe  á  la  comunidad  lo  que  saca 
de  ella,  inclusos  los  intereses  corrientes  de  los  dineros 
comunes  que  haya  empleado  en  los  negocios  particu- 
lares (2270  C.  C). 

El  que  con  buena  f  é  recibe  en  pago,  de  quien  no  po- 
día pagar,  cosas  fungibles,  solo  devuelve  lo  que  no 
ha  consumido;  pero  el  dueño  y  acreedor  pueden  exigir 
del  deudor  el  reintegro  de  lo  que  á  cada  uuo  le  falte, 
con  intereses  (2304  C.  C). 

El  fíador  para  la  ejecución  de  la  sentencia  de  remate 
de  que  se  ha  interpuesto  apelación,  queda  obligado  á 
la  devolución  de  la  cosa  ó  cosas  que  el  fiado  haya  reci- 
bido, y  al  de  los  frutos  é  intereses  (214  Dec.  273.). 

325. —  El  Código  establecía  que  los  intereses  atrasa- 
dos, y  lo  mismo  se  entendía  de  toda  especie  de  canon, 
renta  ó  pensión  periódica,  no  producían  interés;  ó  lo 
que  es  lo  mismo,  no  podían  capitalizarse  intereses  sino 
después  de  dos  años  de  atraso;  y  entonces,  por  medio 
de  un  convenio  que  constara  por  escrito  (144^,  1446  y 
1925  C.  C).  Por  ser  ineficaces  estas  disposiciones  para 
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al  objeto  que  con  ellas  se  trataba  ele  conseguir;  y  por 
oponerse  á  la  libertad  establecida  para  las  estipula- 
ciones de  los  contratos,  se  suprimió  después  el  prime- 
ro de  los  artículos  citados,  y  en  vez  del  iiltimo  de  los 
mismos,  se  declaró  que  es  libre  la  capitalización  de  in- 
tereses. Aun  teniendo  como  discutible  la  libertad  en 
materia  de  interés  del  dinero,  y  en  todas  ó  en  algunas 
de  sus  diferentes  aplicaciones  á  esa  materia,  siempre 
habrá  que  convenir  por  lo  menos,  en  que  es  imposible 
que  dejen  de  burlarse  las  leyes  que  contienen  prohi- 
biciones para  restringir  esa  libertad;  y  en  que  por  lo 
mismo,  para  que  no  se  desprestigien,  vale  más  prescin- 
dir de  Ja  restricción. 


PAKRAFO  CUARTO. 


S26. — SeiiÚR  v^e  ha  nicho,  los  contratos  tienen  fuerza 
de  ley  entre  los  contratantes  (1425  C.  C).  Así  es  que  á 
lo  estip'Ulado  claramente  se  atiende,  en  todo  lo  que  no 
sen  contrario  á  la  moral  ó  prohibido  terminantemente 
por  la  ley.  Mas  como,  hay  casos  en  que,  6  nada  han 
ex[)resado  los  interesados  acerca  de  ciertos  puntos,  ó 
no  lo  han  hecho  con  la  debida  precisiÓBy  claridad,  es 
indispensable  acudir,  como  se  hace  también  para  la 
interpretación  de  las  mismas  leyes,  á  ciertos  princi- 
pios, fundados  en  i'azón  y  justicia,  á  íin  de  resolver 
las  dudas  que  pueden  ocurrir. 

327. — Estas  regias  que  son  las  mismas  establecidas 
en  el  derecho  romano,  y  aceptadas  con  más  6  menos 
variación  en  la  forma,  en  todas  1^&  legis^laciones  mo- 
dernas son  las  siguientes: 

1.  ^  En  todo  contrato  ha  de  a^endei^e  más  á  la  in- 
tención coman  de  las  partes  qite  al  sentido  literal  de^ 
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las  palabras  (2431  C.  C).  Aquella  puede  averiguarse 
por  sus  hechos,  particularmente  los  posteriores,  y  por 
la  costumbre.  Concurren  en  efecto,  al  conocimiento 
de  la  intención,  el  sentido  de  las  demás  cláusulas  del 
contrato,  ó  de  otros  contratos  celebrados  por  la  mis- 
ma persona,  la  costumbre  del  lugar  como  para  el  pago 
de  mejoras  ó  reparaciones  en  el  arrendamiento  (1733  C.) 
y  para  el  tiempo  de  pagar  la  renta;  las  circunstancias 
en  que  se  celebró  y  la  naturaleza  y  fin  del  convenio 
(182,  183  C.  Com.):  el  uso  y  práctica  común  y  el  juicio 
de  personas  prácticas. 

2.  ^  Cuando  una  cláusula  presenta  dos  sentidos,  uno 
adaptable  y  otro  contrario  á  su  validación,  debe  de- 
clararse según  el  sentido  que  le  da  efecto  y  subsisten- 
cia (2432  C.  C),  pues  no  ha  de  suponerse  que  los  con- 
tratantes quisieran  perder  el  tiempo  con  estipulacio- 
nes y  cláusulas  vacías  de  significación. 

3.  <=^  Los  términos  susceptibles  de  dos  sentidos,  han 
de  tomarse  en  el  que  cuadra  mejor  con  la  naturaleza 
y  materia  del  contrato  (1433  C.  C). 

4.  ^  — Todas  las  cláusulas  de  un  contrato  se  interpre- 
tan las  unas  por  las  otras,  dando  á  cada  una  de  ellas  el 
sentido  que  resulta  de  la  totalidad  de  la  escritura 
(2435  C.  C). 

5.  ^  Si  la  duda  no  puede  resolverse  x>or  los  medios 
indicados,  se  decidirá  ontra  el  estipulante,  que  era 
el  más  obligado  á  que  hubiese  toda  claridad,  y  á  favor 
del  obligado,  á  quien  no  se  ha  de  imponer  más  grava- 
men que  el  que  resulta  aceptado  expresa  y  categórica- 
mente (2436  C.  C.  y  18o  C.  Com.). 

6.  ^  —En  los  casos  de  duda  por  oscuridad  ó  ambigüe- 
dad^, cuando  no  aparece  cuál  fué  la  voluntad  de  las 
partes,  debe  estarse  á  la  práctica  observada  en  casos 
de  igual  naturaleza  (2434  C.  C). 

7.  ^  — Cuando  en  un  contrato  se  ha  expresado  un  ca- 


136 

so  para  explicar  la  obligación,  no  se  entiende  por 
solo  esto  haberse  querido  restringir  toda  la  obligación 
á  ese  solo  caso,  y  excluir  todos  los  otros  á  que  natu- 
ralmente se  extiende  (2437  C.  C),  sino  que  más  bien 
lia  de  tenerse  como  simple  ejemplo. 

8.  ^  — Tratándose  de  una  obligación,  ha  de  estarse, 
en  caso  de  duda,  más  bien  por  la  negativa  que  por  la 
afirmativa;  y  al  contrario,  si  se  trata  de  una  liberación 
(2438  C.  C).  Así,  en  caso  de  duda,  ambigüedad  ó  inde- 
terminación en  la  anticresis,  se  entiende  que  el  interés 
es  el  legal  (2012  C.  C),  porque  de  perjudicarse  alguno, 
procede  que  sea  más  bien  el  acreedor  que  es  á  quien 
incumbe  probar  la  obligación  y  su  extensión  de  una 
manera  evidente. 

9.  ^ — Cuando  jDor  los  términos  en  que  está  formula- 
do el  contrato,  no  puede  de  ninguna  manera  venirse  en 
conocimiento  de  cual  haya  sido  la  intención  ó  volun- 
tad de  los  contratantes  sobre  el  objeto  principal,  es 
nula  la  obligación  (2439  C.  C). 

328. — A  estas  reglas  que  puntualiza  el  Código  Civil  ^ 
es  conveniente  agregar  algunas  que  detalla  el  Código 
de  Comercio  y  son; 

En  caso  de  duda  acerca  de  la  moneda  á  que  se  refie- 
ren las  cantidades  por  obligaciones  contraídas  en  país 
extranjero,  se  entiende  que  es  la  moneda  del  país  en 
que  se  contrajeron,  si  bien  para  satisfacerlas  basta  dar 
su  equivalente  en  moneda  del  país  en  que  se  hace  el 
pago. 

Cuando  para  designar  la  moneda,  el  peso  ó  la  medi- 
da, se  hubiere  usado  de  una  voz  genérica  que  conven- 
ga á  valores  ó  cantidades  diferentes,  se  entenderá  la 
obligación  en  aquella  especie  de  moneda  que  esté  en 
uso  para  los  contratos  de  igual  naturaleza  (188  C.  Com.). 

Cuando  tratándose  de  distancia,  se  hable  genérica- 
mente de  leguas  o  de  horas,  se  entienden  las  que  de- 
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termina  la  costubre  del  país  á  que  liace  referencia  el 
contrato  (189  id.). 

En  todos  los  cómputos  de  días,  meses  y  años,  se  en- 
tiende el  día  de  24  horas:  los  meses  según  están  desig- 
nados en  el  calendario  gregoriano;  y  los  años  de  365 
días  (190  id.). 

329. — Como  aplicación  especial  de  las  reglas  genera- 
les, las  cláusulas  del  arrendamiento  que  sean  oscuras 
ó  dudosas  acerca  de  su  duración,  se  interpretan  á  favor 
del  arrendatario  que  no  haya  sido  moroso  en  el  pago 
de  la  renta  (1687  C.)  de  modo  que  la  ley  se  propone 
favorecerle.  Mas  si  es  moroso,  la  interpretación  le  será 
adversa;  y  si  es  él  quien  pide  la  rescisión,  la  duda  so- 
bre duración  se  resuelve  como  el  conductor  exija, 
pues  de  otra  suerte,  se  faltaría  al  principio  de  favo- 
recerle si  se  obligaba  á  continuar  en  un  arrendamien- 
to que  ya  desecha. 

TITULO  DUODÉCIMO. 

DE  LA  PROMESA. 


330.— El  Código  Civil  no  trata  en  particular  de  la 
promesa,  sin  duda  porque  hoy  no  existen  los  ritos  y 
formalidades  que  antes  eran  indispensables  para  su 
constitución,  y  porque  los  principios  que  son  aplica- 
bles á  ella,  considerada  como  la  oferta  deliberada  que 
una  'persona  liace  á  otra  de  dar  ó  hacer  alguna  cosa^ 
son  los  mismos  de  las  obligaciones  en  general.  La  pro- 
mesa es  sin  embargo,  muchas  veces,  un  contrato  pre- 
cursor de  otro,  que  da  derecho  para  reclamar  que  se 
efectúe  el  segundo;  y  es  importante,  por  lo  mismo. 
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distinguir  el  contrato  mismo  de  la  promesa  del  con- 
trato. 

331. -La  ley  hace  expresamente  esta  distinción  tra- 
tando de  la  venta  y  establece  respecto  de  la  promesa 
de  vender  algunas  disposiciones  que,  en  general,  y 
con  las  modiñcaciones  que  reclama  la  naturaleza  de 
cada  contrato,  se  pueden  aplicar  a  todos.  Así  como 
es  distinto  vender  de  prometer  vender;  es  distinto  el 
arrendamiento  de  la  promesa  de  arrendamiento:  es 
distinto  dar  do  hecho  en  préstamo,  y  simx)lemente 
prometer  que  se  Jará,  en  préstamo:  una  cosa  es  consti- 
tuir una  hipoteca.  6  ser  fíador,  y  otra  limitarse  á  pro- 
meter que  se  constituirá  la  hipoteca  ó  la  fianza.  La 
promesa  puede  referirse  pues,  á  cualquier  contrato;  y 
aunque  el  carácter  de  ella  es  esencialmente  consensual, 
es  decir,  no  necesita  de  la  entrega  de  cosa  alguna  pa- 
ra su  perfeccioH,  no  altei'a  la  naturaleza  de  real  ó  con- 
sensual del  contrato  al  cual  precede.  Del  contrato  mis- 
mo nacen  las  acciones  propias  de  él:  de  la  ]iromesa 
la  acción  para  exigir  su  cumplimiento,  es  decir  que  se 
celebre  y  efectúe  el  contrato  que  se  prometió  hacer. 
Vendida  una  cosa,  las  ncciones  son  las  que  j^roducen 
el  contrato  de  venta:  prometido  que  se  venderá  una 
cosa,  la  acción  es  para  exigir  que  se  otorgue  y  forma- 
lice la  venta;  y  una  vez  otorgada  y  formalizada,  se  ejer- 
citarán ya  las  acciones  de  este  contrato. 

332.  —Aunque  ya  no  se  requieren  determinadas  pa- 
labras solemnes  para  la  promesa,  sí  es  indispensable 
que  sea  deliberada  j  sin  ambigüedad,  y  que  sea  clara- 
mente aceptada.  En  caso  de  estar  ausente  aquel  á  quien 
se  hace,  valdrá  revocablemente  hasta  que  acex)te;  y 
después  de  la  aceptación,  de  un  modo  irrevocable:  pero 
si  la  aceptación  es  después  que  ha  sido  revocada,  no 
produ'^e  ningún  efecto. 

333.— Cuando  en  la  x^i'omesa  de  celebrar  un  contra- 
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to  se  da  una  cantidad  por  arras,  estoes,  como  prenda 
-de  que  se  celebrará,  cualquiera  de  las  dos  partes  x)ue- 
de  revocar  su  consentimiento,  pero  el  que  lo  revoca 
jperderá  las  arras  si  él  las  dio,  ó  las  devolverá  dobladas 
si  él  las  recibió  (1504  C). 

334. — Si  en  la  promesa  de  un  contrato  se  estipula 
alternativamente  ó  cumplirla  ó  XDagar  una  multa  de- 
terminada en  su  cantidad,  pagada  ésta  cesa  la  obliga- 
ción de  cumplir  lo  prometido  (1505  C),  lo  cual  no  es 
más  que  una  aplicación  de  la  regia  general  para  las 
obligaciones  con  cláusula  penal  (1474  C).  Mas  si  el 
acuerdo  no  fué  alternativo,  el  que  rehusa  cumplir, 
vencido  el  tiempo  designado  en  el  convenio  para  el 
contrato,  tendrá  obligación  de  cumplirlo,  y  además, 
de  pagar  la  multa  estipulada  y  las  costas  del  juicio" 
(1506,  1474  C). 

335. — La  j)romesa  requiere,  para  su  validez,  como  lo 
requiere  todo  contrato  en  general,  capacidad  en  la  ])eT- 
sona,  objeto  que  no  sea  ilícito,  y  que  se  manifiesten  y 
consten  debidamente  el  consentimiento  y  la  acepta- 
ción: de  suerte  que,  según  la  naturaleza  de  la  cosa  á 
que  se  refiere  la  promesa  y  según  la  cantidad,  habrá  de 
constar  en  escritura  pública  ó  privada,  ó  podrá  acre- 
ditarse por  otros  medios,  su  existencia. 


TITULO  DÉCIMO  TERCIO. 

DE  LA  COMPRA-VENTA. 


336. —  La  compra  es  el  contrato  más  usado  en  el  co- 
mercio de  los  hombres  desde  que  aumentan  sus  nece- 
sidades y  principia  su  civilización,  y  desde  que  por  lo 
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mismo,  ya  no  es  el  trueque  ó  permuta  de  unos  objetos 
por  otros  el  medio  más  frecuente  de  negociar  sino  que 
interviene  la  moneda.  Aunque  se  designa  con  el  nom- 
bre de  compra-venta,  basta  cualquiera  de  los  dos, 
siendo  indiferente  decir  contrato  de  compra  6  de  venta, 
si  bien  se  emplea  más  el  primero  cuando  se  conside- 
ra en  relación  al  comprador,  y  el  segundo  cuando  se 
refiere  al  vendedor.  En  esta  materia  hay  que  examinar 

1.  ^  lo  que  es  la  venta  y  las  clases  que  hay  de  ella, 

2.  ^  los  requisitos  esenciales  de  la  venta,  3.  ^  las  obli- 
gaciones del  vendedor,  4.  ^  de  las  del  comprador,  5.  ^ 
las  causas  de  rescisión  de  la'venta,  6.  ^  los  pactos  que 
generalmente  acompañan  á  ese  contrato,  7.  ^  la  venta 
en  pública  subasta,  8.  ^  la  promesa  de  venta  y  9.  ^  la 
venta  ó  traslación  de  créditos. 


PÁRRAFO  PRIMERO. 


I. 


337.— Z/a  compra-venta  es  un  contrato  bilateral  con- 
sensital  por  el  que  uno  se  obliga  á  entregar  á  otro 
una  cosa  y  éste  á  pagársela  (1476  C).  Bilateral  es  el 
contrato  porque  se  necesita  que  intervengan  dos  par- 
tes, por  lo  menos:  la  que  se  obliga  á  entregar  la  cosa 
se  llama  vendedor;  y  la  que  tiene  que  pagar  el  precio, 
comprador.  Es  consensual  porque  se  perfecciona  por 
solo  el  consentimiento,  es  decir,  que  basta  que  éste  se 
haya  prestado  en  la  forma  requerida  por  la  ley,  para 
que  nazcan  las  acciones  y  obligaciones  que  son  propias 
de  él,  sin  que  sea  indispensable  la  entrega  de  la  cosa. 
Así  lo  declara  expresa  y  terminantemente  la  ley  que 
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no  solo  decide  eso,  sino  que  va  aun  más  lejos,  y  apar- 
tándose de  los  principios  que  rigen  en  general,  para 
distinguir  la  perfección  y  consumación  de  un  contrato, 
establece  que  en  el  contrato  de  compra  y  venta,' hasta 
la  misma  traslación  del  dominio,  ó  sea  la  consumación 
del  contrato,  se  verifica  sin  necesidad  de  la  entrega  de 
la  cosa  ni  del  precio  (1479  C);  lo  cual  hace  nacer  ya 
del  mismo  contrato,  una  acción  real,  la  del  dominio 
que  es  más  propio  de  la  reunión  del  título  y  la  tradi- 
ción, dejando  para  cuando  no  hay  más  pue  el  XDrime- 
ro  la  personal. 

338. — Consensual  es  pues,  siempre  el  contrato  en  ese 
sentido;  pero  el  consentimiento  debe  expresarse  en  la 
forma  que  la  ley  lo  ha  determinado;  siendo  preciso 
para  que  surta,  en  algunos  casos,  su  efecto  contra  ter- 
cero, que  se  llenen  ciertos  requisitos.  Así,  si  la  venta 
es  de  bienes  raíces  ó  de  acciones  ó  derechos  sobre  in- 
muebles, como  servidumbres,  ha  de  constar  por  escri- 
tura pública  la  cual  tiene  que  inscribirse  en  el  regís 
tro  de  la  propiedad  (233,  245  Dec.  N.°  272  y  1502  C). 

El  vendedor  puede  demorar  la  entrega  mientras  no 
se  otorgue  la  escritura  (1545  C.)  y  el  comx3rador  en  su 
caso,   retener  el  precio  (1578  C). 

339.  — Si  no  es  de  raíces;  pero  el  valor  de  la  cosa 
excede  de  quinientos  pesos,  ha  de  constar  jjor  escritu- 
ra pública  ó  privada,  ó  probarse  por  confesión  de  par- 
te (246  Dec.  N.^  272);  y  si  no  es  sobre  raíces  ni  pasa  de 
quinientos  pesos,  puede,  por  cualquier  medio  legal, 
IDrobarse  el  consentimiento  y  el  contrato.  Así  pues,  si 
se  ha  celebrado  de  palabra  ó  en  documento  privado, 
ó  en  escritura  pública  no  registrada,  una  venta  de  in- 
muebles, y  después  se  celebra  otra  sobre  los  mismos 
en  escritura  pública  registrada,  esta  última  es  la  que 
prefiere,  porque  porque  en  la  traslación  del  dominio  de 
inmuebles  solo  afecta  á  tercero  lo  que  aparece  inserí- 
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to  en  el  registro,  desde  la  fecha  de  la  presentación  del 
título  respectivo.  Mas  como  aunque  el  primer  contrato 
no  puede  afectar  los  derechos  de  tercero,  sí  produce 
acciones  entre  el  comprador  y  el  vendedor  exclusiva- 
mente, acreditado  por  confesión  judicial  ó  documento 
privado  reconocido,  puede  aquel  exigir  del  segundo  la 
indemnización  de  daños  y  jD^iitiicios  y  las  demás  res- 
I)onsabilidades  que  procedan,  según  las  circunstancias. 
Y  si  no  hubiera  segunda  venta  que  conste  en  título  ins- 
crito ó  presentado  por  lo  menos  al  Registro,  el  que  ha 
hecho  contrato  de  compra  y  lo  acredita  por  documen- 
to jirivado  ó  confesión  judicial,  puede  en  virtud  de 
esto,  exigir  el  otorgamiento  de  instrumento  público 
que  se  presente  al  registro;  y  que  así,  le  dé  ya  dere- 
chos preferentes  aun  respecto  de  terceras  personas. 

340. — Vendida  á  dos  una  misma  cosa  mueble,  ó  sin 
perjuicio  del  registro,  prefíere  el  primer  comprador 
(1698  C);  no  pudiendo  ya  hoy  ser  preferido  aquel  á 
quien  se  haya  entregado  porque  se  adquiere  el  domi- 
nio sin  esto;  y  eso  aunque  el  vendedor  no  fuera  dueño 
cuando  vendió  al  primero,  si  lo  fué  después. 


II 


341. — La  venta,  lo  mism.o  que  se  ha  dicho  de  las 
obligaciones  en  general,  puede  ser  pura  ó  simple  y  con- 
dicional; y  en  esta  última  la  condición  puede  ser  re- 
solutoria ó  suspensiva  (1480  C).  En  la  venta  condicio- 
nal, tanto  la  propiedad  de  la  cosa  vendida  como  los 
demás  efectos  del  contrato,  se  arreglan  á  los  princi- 
pios generales  sobre  las  condiciones  en  las  obligacio- 
nes (1481  C).  Así  es  que  no  se  transfiere  el  dominio 
de  la  cosa  si  no  es  que  se  verifique  la  condición.  Se 
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tiene  cerno  condicional  la  venca  á  prueba  (1484  C), 
bien  sea  que  í^^e  estipule  expresamente  la  prueba,  bien 
que  aquella  recaiga,  aun  sin  estipulación,  sobre  cosas 
de  aquellas  que  antes  de  compararlas,  se  acostumbra 
examinar  al  gusto,  como  algunos  líquidos  y  comestibles 
(1489  C).  En  ella,  hay  la  condicióa  suspensiva  de  que 
se  pruebe  lo  vendido  y  de  que  el  comprador  quede  sa^ 
tisfecho,  después  de  haberla  gustado  \)oy  si  ó  por  su 
encargado;  y  hasta  entonces  no  se  considera  perfecta  la 
venta. 

342.— No  sucede  lo  mismo  respecto  de  la  venta  de 
cosas  x^or  peso,  número  ó  medida,  como  granos,  ha- 
rinas, metales,  telaba.  La  venta  no  es  condicional 
sino  simple,  y  se  tiene  como  perfecta  desde  que  se 
conviene  en  la  cosa  y  en  el  precio,  con  solo  la  res- 
tricción de  que  no  pertenece  el  riesgo  al  comprador 
hasta  que  se  cuentan,  pesan  ó  midan,  á  diferencia  de 
lo  que  sucede  cuando  esas  mismas  cosas  se  venden 
en  conjunto,  como  todo  el  café  que  hay  en  un  alma- 
cén, pues  entonces  desde  luego  el  riesgo  pasa  al  com- 
prador (1487  C).  Y  aunque  la  venta  no  sea  en  conjun- 
to, si  en  el  contrato  se  señaló  día  para  contar,  pesar 
ó  medir  las  cosas  vendidas  y  no  concurre  el  comprador 
el  día  señalado,  ó  si  aunque  no  se  señalara,  lo  fija  y 
determina  el  vendedor  y  lo  hace  saber  al  comprador  y 
le  emplaza  y  no  concurre,  pasa  desde  ese  día  al  com- 
prador el  peligro  de  la  cosa  (1488  C),  pues  de  otro  mo- 
do, por  culpa  ó  capricho  de  éste  se  podría  perjudicar 
imj^unemente  al  vendedor.  Los  beneficios  ó  aumentos 
corresponden  á  aquel  á  quien  corresponden  también 
los  daños. 

343. — La  venta  también  puede  ser  de  una  sola  cosa, 
ó  de  dos  ó  más  alternativamente  (1482  C),  lo  mismo 
que  pasa  con  las  obligaciones  en  general,  como  sise 
conviene  en  vender  á  otro  una  casa  ó  una  finca  rus- 
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tica.  Y  para  que  haya  venta  de  cosas  alternativas  se 
requiere  que  se  fije  el  precio  de  cada  una  de  ellas  y  se 
deje  la  elección  á  uno  solo  de  los  contratantes  (1483  C). 
Así,  en  el  caso  propuesto  sería  preciso  indicar  el  pre- 
cio que  había  de  darse  por  cada  una  de  las  dos  fincas 
V.  g.  diez  mil  pesos  por  cualquiera  de  las  dos,  ó  diez 
mil  por  la  casa  y  cinco  mil  por  la  finca  rústica  y  que- 
dar de  acuerdo  además  en  que,  llegado  el  caso  de  rea- 
lizar la  venta,  el  comprador  ó  el  vendedor  elije  la  cosa 
vendible. 

344.— La  venta  puede  ser  privada  ó  pública;  y  esta 
úl ti m  a ,  Ju  dicia  I  y  extrajudicia  I, 


PÁRRAFO  SEGUNDO. 


34o. — Los  requisitos  esenciales  para  la  validez  del 
contrato  de  venta  son:  capacidad  de  las  personas  para 
comprar  6  vender,  consentimiento,  cosa  vendida  y 
precio  que  se  dé  por  ella.  Se  hablará  separadamente 
de  cada  uno  de  ellos. 


346. — Por  regla  general  todos  pueden  comprar  de 
cualquiera,  y  todos  vender  á  cualquiera,  con  tal  que 
tengan  capacidad  para  disponer  de  sus  bienes  (1515  C); 
pero  hay  algunos  á  quienes  la  ley  lo  prohibe  de  un 
modo  absoluto,  como  consecuencia  de  su  incapacidad 
general:  hay  otros  que  aunque,  en  absoluto  pueden 
comprar  y  vender,  no  pueden  hacerlo  en  determina- 
das circunstancias  respecto  de  los  bienes  de  ciertas 
personas;  y  hay  otros  por  último,  que  pueden  vender. 
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pero  sujetándose  á  ciertas  formalidades  y  requisitos 
especiales. 

347.  —No  pueden  vender,  ni  el  menor  que  no  estu- 
viere habilitado  de  edad,  ni  el  incapacitado  (1525  C.) 
porque  éstos  carecen  de  facultad  para  hacer  cualquier 
contrato  (1417  C). 

348.  —No  pueden  comprar  determinados  bienes,  ó  de 
ciertas  personas,  los  siguientes,  ni  por  sí  ni  por  medio 
de  otro: 

1.  ^  El  marido  no  puede  comprar  de  su  mujer,  ni  és- 
ta de  aquel  (1516  C).  Esto  no  obsta  á  que  en  caso  de 
divorcio  declarado,  ó  de  separación  judicial  ó  conven- 
cional de  bienes,  pueda  cualquiera  de  los  cónyuges 
adjudicar  al  otro  los  que  basten  para  el  pago  de  sus 
derechos;  porque  entonces  no  hay  peligro  de  simula- 
ción ni  de  que  la  influencia  del  marido  obligue  á  la 
mujer  á  contratar;  y  es  indispensable,  por  otra  parte, 
acudir  á  ese  medio  para  liquidar  la  sociedad. 

2.  ^  El  tutor  ó  guardador,  los  bienes  que  tenga  á 
su  cuidado,  del  menor,  incapacitado  ó  ausente  (1?  1517 
C),  por  el  justo  temor  de  abuso  (363,  429  C.  lODec.  de 
Ref.  N?  272);  mas  el  tutor  sí  podrá  adquirir,  cuando 
es  indi'ipensable  [)ara  llevar  á  cabo  una  división,  por 
ser  él,  su  mujer,  hijos  ó  liermanos,  coherederos  partí- 
cipes del  menor  (364  C. ). 

3.  ^  El  administrador,  los  bienes  que  están  á  su  car- 
go (2?  1517  C). 

4.®  El  mandatario,  los  bienes  del  mandante,  ano 
ser  con  permiso  expreso  de  éste  (3?  1517  C). 

5.  ®  El  albacea,  los  de  la  testamen  caria  que  adminis- 
tra, durante  su  ejercicio  y  mientras  no  haya  dado 
cuenta  de  su  administración  y  pagado  el  saldo  (912, 
49  1517  C). 

6.  ^  El  juez,,  las  cosas  que  se  venden  por  su  orden 

(59  1517  C.  V  18  C.  pr.).  n-,,». 

10 
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7.-^  El  escribano  y  expertos,  los  bienes  que  se  ven- 
den á  consecnencia  de  diligencias  en  que  lian  interve- 
nido (6.«  1517  C). 

8.  ^  El  abogado  y  procurador  que  hubieren  defendi- 
do al  reo,  los  bienes  que  de  éste  se  rematen  (79  15170.)- 

9.  ^  Los  acreedores,  las  cosas  muebles  ó  mercade- 
rías cuya  venta  está  á  su  cargo  (8?  1517  C). 

349.— La  sanción  de  las  prohibiciones  referentes  á 
los  ocho  últimos  casos,  es  la  nulidad  de  la  venta  y  que 
el  comprador  pierda  el  precio  á  favor  de  los  fondos  de 
las  Facultades  superiores  (249  Dec.  de  Ref.  N.  o  272)/ 
Si  no  se  hubiere  pagado  el  precio  en  todo  ó  en  parte, 
el  comprador  tendrá  que  pagar  una  multa  igual  al  pre- 
cio que  esté  pendiente  (1524  C),  para  que  no  por  esa 
circuilstancia  quede  burlada  la  disposición  de  la  ley; 
y  si  ya  recibió  el  precio  ó  parte  de  él  el  dueño  de  la 
cosa  vendida  y  no  puede  devolverlo,  mientras  no  lo 
entregue,  tiene  que  abonar  sobre  él  el  interés  de  ley  á 
favor  de  la  institución  á  que  esté  destinado  (250  Dec. 
de  Ref.  ]Sr.  ^  272). 

350.  _  Si  el  dueño  de  la  cosa  vendida  ha  sufrido  da- 
ños ó  perjuicios  por  causa  de  la  venta,  tiene  derecho 
á  que  se  le  resarzan,  y  puede  deducir  su  importe  del 
precio  que  se  pierde  ó  multa  que  se  impone  (251  Dec. 
de  Ref .  N.  ^  2'Í2),  porque  desde  luego  es  preferente  su 
derecho.  Y  si  el  importe  de  esos  daños  y  perjuicios 
fuere  mayor  que  el  precio  devuelto  ó  la  multa  impues- 
ta, podrá  recibirlo  todo  y  dirigirse  además  contra  el 
culpado  para  que,  con  el  pago  de  la  diferencia,  se  le 
complete  la  indemnización  (252  Dec.  de  Ref .  N.  ^  272). 
El  comprador  queda  además  responsable  al  pago  de 
los  gastos. 

351._Como  puede  fácilmente  verse,  la  razón  que 
hay  para  la  prohibición  en  los  cinco  primeros  casos, 
depende  de  la  circunstancia  de  reunirse  en  una  sola 
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persona  el  carácter  de  comprador  y  el  de  vendedor;  y 
en  los  otros,  la  de  que  los  jueces,  escribanos,  expertos 
y  acreedores  comisionados  para  la  venta,  podrían  muy 
fácilmente  abusar  de  su  autoridad  ó  intervención  y  ob- 
tener así  la  cosa,  en  perjuicio  del  dueño,  por  precio 
menor  del  que  legítimamente  le  corresponde. 

852.— Se  notará  también  que  la  prohibición  y  la  pe- 
na se  imponen  al  comprador  y  no  al  vendedor  porque 
de  parte  de  aquel  está  siempre  el  abuso.  Y  además 
de  la  sanción  civil,  puede  caber  en  algunos  la  penal, 
porque  la  tienen  el  funcionario  público  que  directa  ó 
inderectamente  procure  su  interés  en  cualquiera  cla- 
se de  contrato  ú  operación  en  que  deba  intervenir  por 
razón  de  su  cargo:  los  expertos,  arbitros  y  contadores 
respecto  de  los  bienes  ó  cosas  en  que  como  tales  in- 
tervienen; y  los  tutores,  guardadores  y  albaceas  en  los 
pertenecientes  á  sus  menores  ó  testamentarías  (252 
C.  pen.). 

353. — La  nulidad  de  la  venta  hecha  á  alguna  de  las 
personas  que  tienen  prohibición  de  comprar,  solo  pue- 
de intentarse  por  el  dueño  de  la  cosa  vendida  ó  por 
los  que  le  representen  (1519  C),  porque  solo  á  ellos,  y 
no  á  un  tercero,  corresponde  juzgar  si  la  venta  es  ó 
no  perjudicial  á  sus  intereses;  y  en  caso  de  no  serlo,  á 
nadie  más  toca  mezclarse  en  eso. 

354. — Por  último,  hay  algunos  que  aunque  en  gene- 
ral pueden  vender,  necesitan  hacerlo  con  ciertas  so- 
lemnidades que  den  garantía  á  los  intereses  de  las  per- 
sonas que  representan  (1526  C). 

355. — Así,  la  mujer  no  puede  comprar  ó  vender  sin 
autorización  del  marido,  ó  sin  la  del  juez  en  su  caso 
(156  C,  47  Dec.  de  Ref.  N".  ^  272):  exceptúase  la  com- 
pra de  muebles  al  contado  en  que  se  presume,  así  como 
en  la  de  objetos,  aunque  sea  al  fiado,  naturalmente  des- 
tinados al  consumo  ordinario  de  la  familia  (158  C);  ó 
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si  la  mujer  ejerce  públicamente  el  comercio,  en  las  ope- 
raciones relativas  á  éste  (10  á  16  Cod.  Com.). 

356,  __E1  varón  emancipado,  ó  casado  mayor  de  18 
años,  6  habilitado  de  edad,  no  puede  enajenar  ni  hipo- 
tecar los  bienes  raíces,  si  no  es  con  autorización  judi- 
cial, en  subasta  pública  (49  y  100  Dec.  deRef.  N.  o  272). 

357._Los  guardadores  de  menores,  incapacitados  ó 
ausentes  no  pueden  vender  ni  gravar  los  inmuebles, 
derechos  anexos  á  ellos  y  muebles  preciosos  sino  por 
causa  de  absoluta  necesidad  ó  evidente  utilidad,  con 
autorización  judicial  y  en  subasta  pública  y  judicial 
(373,  376  C,  429  C.  10  Dec.  de  E,ef.  N.  ^  272).  Siendo 
disyuntiva  la  exigencia  de  la  ley,  bastará  la  necesi- 
dad absoluta  ó  la  utilidad  evidente,  y  así  lo  establecen 
casi  todas  las  legislaciones. 

358.  -El  heredero  que  tiene  la  posesión  provisional 
de  los  bienes  del  ausente  puede  enajenarlos  ó  hipote- 
carlos solo  en  los  casos  y  con  las  formalidades  que  los 
tutores  (13  Dec.  N.  ^  272). 

359.  _E1  marido  no  puede,  sin  el  consentimiento  de 
la  mujer,  enajenar,  hipotecar,  ni  empeñar  los  bienes 
dótales  cuyo  dominio  conserve  ella  (1128  C);  á  no  ser 
que  la  enajenación  sea  indispensable  para  alimentar  á 
la  familia,  ó  que  el  inmueble  no  admita  cómoda  divi- 
sión y  tenga  parte  en  él  un  tercero  (1129  y  1130  C.  205 
Dec.  272).  Cuando  él  administre  los  parafernales,  tam- 
poco podrá  enajenarlos  si  no  es  con  consentimiento  de 
la  mujer,  á  no  ser  en  los  mismos  casos  de  excepción  de 
los  dótales  (208  Dec.  de  Ref.  N.  ^  272). 

360.— Tampoco  la  mujer  puede,  sin  consenti- 
miento del  marido,  ó  del  juez  en  su  caso,  enajenar  ni 
hipotecar  los  bienes  parafernales  que  administra  (207 
Dec.  de  Ref.  N.  o  272). 

361  _La  mujer  separada  de  bienes  puede  enajenar. 
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á  cualquier  título,  los  bienes  muebles  que  separada- 
mente puede  administrar  (fr.  2.  ^  1175  C.)- 

362. —Si  una  cosa  común  á  muchos  no  puede  divi- 
dirse cómodamente  y  sin  i)érdida,  ó  en  una  partición 
de  bienes  hay  algunos  que  son  rehusados  por  todos 
los  partícipes,  á  petición  de  éstos,  se  venden  en  pú- 
blica subasta  (1681  C,  1382,  1383  C.  p.).  La  justifica- 
ción de  indivisión  de  cosa  que  no  admita  partición 
cómoda  es  causa  de  necesidad,  bastante  para  autorizar 
la  venta,  sin  que  se  requiera  otra  comprobación. 

363.  —-Los  administradores  de  establecimientos  pú- 
blicos, sean  de  beneficencia,  de  instrucción  ó  de  otro 
ramo,  no  pueden  vender  los  bienes  que  manejan  sino 
en  pública  subasta,  y  cuando  hayan  obtenido  licencia 
del  Gobierno  (fr.  1.  '^  1527  C.  y  1711  á  1722  C.  p.). 

364. — El  administrador  de  bienes  de  particulares  y 
el  mandatario  necesitan  para  vender,  de  orden  ó  poder 
especial  del  dueño  ó  del  mandante  (fr.  2.  ^  1527  0.), 
que  conste  en  cláusula  expresa  y  en  escritura  públi- 
ca (2192  C). 

365. — Como  para  comprar  por  otro  se  necesita  poder 
de  él  (1428  C),  el  que  compra  para  sí  con  dinero  aje- 
no, hace  suyo  lo  comprado. 


ir. 


366. — Indispensable  es  también,  como  en  todo  con- 
trato, el  consentimiento  de  ambos  contratantes:  com- 
prador y  vendedor;  pero  debe  sí  tenerse  presente  que 
puede  uno  ser  obligado  á  vender  sin  su  voluntad  cuan- 
do su  propiedad  es  indispensable  para  un  objeto  de 
utilidad  pública,  con  previa  indemnización  del  valoren 
que  haya  sido  debidamente   justipreciada,  según  se 
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explicó  oportunamente  (Libro  segundo,    tít.  2.  ^  nú- 
meros 60  á  74).  .    . 

867.— El  error  en  la  cosa  se  opone  al  consentimien- 
to y  vicia  el  contrato,  ya  cuando  consiste  en  el  desa- 
cuerdo acerca  de  la  identidad  de  lo  vendido,    como  si 
€l  vendedor  dice  que  vendió  cierta  y  determinada  casa 
A,   y  el  comprador  manifiesta  que  entendió  comprar 
otra  diferente,  también  cierta  y  señalada  B;  ya  cuan- 
do el  error  es  en  la  sustancia  de  lo  vendido,  como  si 
se  compra  latón  creyéndolo  oro.  El  error  en   el  nom- 
bre no  perjudica  á  la  validez,    si  hay  conformidad  en 
la  cosa;  y  tampoco  lo  habrá,  sino  solo  lugar  á  indem- 
nización, si  versa  sobre  algo  accidental,   como   si  se 
compra  oro  creyéndolo  de  cierta  ley,  y  resulta  inferior. 
368.— La  declaración  hecha  por  el  vendedor  al  tiem- 
po del  contrato  para  asegurar  que  la  cosa  tiene  una  ca- 
lidad que  después  se  descubre  no  tener,  da  lugar  á  la 
•  rescisión  de  la  venta  ó  á  la  reducción  del  precio,  se- 
gún que  la  calidad  declarada  hubiese  sido  la  causa 
principal  porque  se  hizo  la  compra,  ó  que  su  falta  solo 
disminuya  el  valor  de  la  cosa  (1605  C).  Cuando  resul- 
ta gravada  la  cosa  con  servidumbres  que  no   están   de 
manifiesto,  y  de  las  que  no  se  dio  noticia  al  tiempo  de 
contratar,  si  son  de  tal  importancia  que  se  puede  pre- 
sumir que  no  se  la  hubiera  comprado  conociéndolas, 
puede  el  comprador  pedir  la  rescisión  del  contrato 

(1595  C).  .;.   ^    . 

369  —El  error  en  el  número  ó  cantidad  tampoco 
anula  la  venta,  sino  que  solo  produce  algunas  veces,  el 
efecto  de  aumentar  ó  disminuir  el  precio,  lo  cual  su- 
cede cuando  la  venta  se  hace  á  un  tanto  por  cantidad, 
número  ó  medida:  así  será  si  se  vende  un  campo  fijan- 
do su  extensión  en  veinte  manzanas  y  señalando  cien 
pesos  por  manzana,  y  luego  resulta  número  diferente. 
Mas  si  se  hizo  á  cuerpo  cierto,  ó  de  un  conjunto  de  co- 
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sas  por  un  solo  precio,  no  hay  lugar  á  aumentarlo  6  á 
disminuirlo,  aunque  después  resulte  extensión  mayor 
ó  menor  que  la  expresada  al  ajustar  el  contrato. 

370. — Si  una  cosa  se  vendió  fijando  el  precio  no  por 
el  todo  sino  con  arreglo  á  su  extensión  ó  cabida,  como 
por  ejemplo,  á  tanto  por  manzana,  el  comprador  está 
obligado  á  pagar  lo  que  se  halle  de  más  y  el  vende- 
dor á  devolver  el  precio  correspondiente  á  lo  que  se 
encuentre  de  menos,  siempre  que  el  exceso  ó  falta  no 
pase  de  la  décima  parte  del  todo  vendido  (1567  C);  si 
pasare,  queda  á  elección  del  comprador,  ó  bien  pagar  lo 
que  hubiere  de  más  y  cobrar  en  su  caso  lo  que  resulte 
de  menos,  ó  bien  rescindir  el  contrato  (1567  C). 


III. 


371. — La  cosa  que  se  vende  ha  de  ser  cierta  y  deter- 
minada y  conocida  del  comprador:  bastan  para  ese 
conocimiento  los  informes  que  haya  tomado  pri- 
vadamente, cuando  no  haya  podido  ó  querido  recono- 
cerla por  sí  mismo  (1485  C).  Por  falta  de  esa  determi- 
nación, en  las  vendidas  al  gusto,  peso,  número  y  me- 
dida, no  se  perfecciona  la  compra,  según  se  ha  dicho, 
en  cuanta  al  peligro,  aunque  sí  respecto  al  aumento 
ó  baja  de  precio,  hasta  ser  gustadas,  pesadas,  conta- 
das ó  medidas. 

372. — Siendo  indispensable  la  cosa  para  que  haya 
venta,  si  cuando  se  hizo  ésta,  había  perecido  la  especie 
vendida,  no  hay  contrato  (fr.  1.  ^  1497  C),  porque  fal- 
taba la  materia  sobre  que  pudiese  recaer.  Mas  si  solo 
había  perecido  una  parte,  tiene  el  comprador  derecho 
de  retractarse  del  contrato,  porque  puede  no  conve- 
nirle absolutamente  tomar  solo  una  parte;  ó   de  pedir 
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que,  por  el  menoscabo,  se  le  haga  una  rebaja  propor 
cional  al  precio  que  se  había  fijado  para  el  todo  (fr. 
2.^  1497  C). 

373.— Es  evidente  que  la  cosa  comprada  no  hade 
ser  ya,  por  otro  título,  del  comprador,  pues  nadi^^ 
puede  comprar  lo  que  ya  es  propio.  Tampoco  hay 
venta  de  lo  que  es  ajeno,  en  el  sentido  de  que  la  ven- 
ta alcance  para  transferir  por  sí  sola  la  propiedad 
(1498  C);  pero  vendida  una  cosa  ajena,  el  comprador 
en  virtud  del  contrato,  sí  adquiere  la  posesión  ó  te- 
nencia que  en  ella  correspondiera  al  vendedor;  y  te- 
niendo buena  fe  y  los  demás  requisitos  legales,  le  ser- 
virá, como  título  colorado,  de  causa  legítima  para  ad- 
quir  la  propiedad  por  prescripción  (247  Dec.  de  Ref. 
N.  ^  272).  El  que  hubiere  comprado  lo  suyo,  por  ha- 
berlo creído  de  otro,  nada  adquiere  en  virtud  de  ese 
contrato,  y  tiene  derecho  como  dueño  á  conservar  la 
cosa;  y  á  que  se  le  restituya  el  i:>recio  que  indebida 
mente  pagó.  (1500  C). 

374. — El  contrato  en  que  se  hace  aparecer  una  ven- 
ta que  no  hay,  con  el  fin  de  causar  una  defraudación, 
ó  con  cualquier  otro  objeto,  es  nulo  (1501  C). 

375. — En  siendo  determinadapa  cosa,  se  puede  ven- 
der, siempre  que  esté  en  el  comercio  y  que  su  venta 
no  esté  prohibida  por  la  ley  (1509  C),  ó  que  solo  esté 
permitida  mediante  ciertas  condiciones.  Así,  no  se  pue- 
den vender  libremente,  el  aguardiente  y  la  pólvora, 
ni  las  sustancias  venenosas,  ó  medicinas  heroicas  (Re- 
glamento de  Enero  24  de  1879.),  ni  las  cosas  públicas 
cuyo  uso  corresponde  y  es  necesario  á  todos,  ni  las 
de  corporaciones  si  no  es  con  los  requisitos  especiales 
detallados  al  efecto. 

376. — Pueden  ser  objeto  del  contrato  de  venta  tan- 
to las  cosas  corporales,  sean  muebles  ó  raíces, 
como  las  incorporales,  como  créditos,    herencias,  ser- 
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vidumbres  y  demás  derechos  (1502,  1510  C).  Se  excep- 
túa de  esto  el  de  suceder  en  los  bienes  de  una  per- 
sona que  no  ha  fallecido,  ó  cuyo  fallecimiento  se  ig- 
nora, aunque  preste  su  consentimiento  (1421  C),  para 
evitar  proyectos  y  atentados  criminales  de  parte  del 
comprador. 

377. — Se  ha  dicho  que  en  la  venta,  la  cosa  ha  de  ser 
determinada;  pero  no  obsta  á  esa  determinación  que 
no  exista  actualmente,  asi  es  que  se  pueden  vender  no 
solo  las  cosas  presentes,  sino  también  las  futuras  an- 
tes de  que  existan  en  especie,  como  los  frutos  de  una 
heredad,  antes  de  ser  cosechados;  los  animales  antes 
de  nacer  y  otras  cosas  semejantes  (1511  C).  Aun  las 
esperanzas  inciertas,  como  la  redada  que  va  á  echar 
un  pescador,  pueden  ser  materia  de  venta  (1512  C). 

378.— Pueden  igualmente  venderse  las  cosas  litigio- 
sas; y  se  consideran  tales  aquellas  sobre  cuya  propie- 
dad ha  sido  ya  emplazado  el  vendedor  (135  Dec.  de 
Ref.  N.  '^  272)  pero  con  tal  que  se  instruya  al  compra- 
dor de  la  naturaleza  y  del  estado  del  pleito  sobre  ella 
(1513  C.)  pues  de  otra  suerte,  este  podria  pedir  la  nu- 
lidad lo  mismo  que  el  demandante.  Por  eso,  para  ha- 
cer ineficaz  la  enajenación  de  las  cosas  litigiosas,  con- 
viene que  el  demandante  pida  anotación  preventiva 
de  su  demanda  conforme  al  inciso  1.  ^  artículo  2111  C. 


IV. 


379. — El  último  de  los  requisitos  esenciales  de  la 
venta  es  el  precio,  ó  sea,  lo  que  se  paga  ó  da  por  la 
cosa  que  se  compra.  Ha  de  ser  convenido  en  dinero, 
esto  es,  en  metálico,  ó  en  papel  que  lo  represente  y 
esté  admitido  como  tal  en  el  comercio,  ó  tenga  estima- 
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ción  determinada.  Y  si  se  conviene  en  que  parte  sea  en 
dinero,  y  parte  en  mercaderías  ú  otros  bienes  muebles 
ó  inmuebles,  para  definir  la  especie  de  contrato  se 
atenderá  á  si  la  porción  ofrecida  en  dinero  es,  por  lo 
menos,  la  mitad  del  precio  ó  no  llega  á  ella.  Si  es  lo 
primero,  el  contrato  es  de  venta;  y  si  lo  otro,  de  per- 
muta (1496  C).  De  ese  modo  resuelve  el  Código  la 
cuestión  considerando  la  mayor  ó  menor  cantidad  de 
dinero  que  interviene,  y  se  separa  de  la  resolución 
adoptada  por  muchos  expositores  de  atender  á  la  in- 
tención de  los  contrayentes  y  tenerlo  como  venta,  si 
el  precio  se  había  fijado  en  cantidad  determinada  de 
dinero,  conviniendo  en  que  parte  de  él  se  pagara  en 
efectos  valuados;  ó  si  después  de  fijado  el  precio,  con- 
vinieron en  que  el  comprador  entregaría  en  su  lugar 
otra  cosa  estimada  en  el  mismo  valor.  Lo  tenían 
al  contrario,  por  permuta  si  los  contratantes  se  pro- 
pusieron trocar  una  cosa  por  otra,  y  para  igualar 
su  diferencia,  ó  por  cualquiera  otra  causa,  convinie- 
ron en  que  uno  diese  además  una  cantidad. 

380. — El  precio  ha  de  ser  cierto^  esto  es,  determi- 
nado. Tal  será  si  lo  fijan  expresa  y  claramente  los 
contratantes,  v.  g.  mil  pesos  por  tal  casa.  No  es  sin 
embargo,  absolutamente  indispensable, en  todos  los  ca- 
sos, que  ellos  mismos  lo  hagan  en  la  forma  expresada, 
pues  la  venta  es  válida,  aunque  ellos  no  hayan  con- 
venido en  el  precio,  si  en  el  contrato  nombran  una 
tercera  persona^  que  no  sea  ninguno  de  los  contra- 
yentes, que  lo  determine,  y  ésta  así  lo  hace  (1490  C). 
Cuando  ésto  sucede,  la  propiedad  no  se  transfiere  al 
comprador  sino  hasta  que  el  tercero  nombrado  fija 
el  precio  de  la  cosa  y  lo  notifica  á  los  contratantes 
(1491  C),  pues  es  circunstancia  esencial  para  la  exis- 
tencia del  contrato,  tanto  que  la  venta  caduca  si  el 
nombrado  no  puede  ó  no  quiere  determinarlo. 
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381. — Se  considera  fijado  y  es  cierto  el  precio  en  la 
venta,  cuando  se  conviene  que  sea  el  que  la  cosa  tu- 
viere en  lugar  y  tiempo  determinados  (1492  C),  y  en- 
tonces solo  habría  que  probar  cuál  es  ese  precio  co- 
rriente, esto  es  el  general  y  que  prevalece  en  el  tiem- 
po y  lugar  convenidos.  Y  cuando  el  tiempo  es  tal, 
que  durante  él  puede  variar  el  precio  v.  g.  el  que  ten- 
ga el  maíz  en  agosto  del  año  entrante,  se  entenderá,  si 
no  se  estipula  otra  cosa,  que  convinieron  en  el  medio 
proporcional  entre  el  más  alto  y  el  más  bajo  (1493  C.) 
y  así  resultará  un  precio,  ni  tan  alto  como  el  mayor 
ni  tan  bajo  como  el  menor.  Para  obtenerlo,  se  suman 
el  más  alto  y  el  más  bajo;  y  la  mitad  de  esasuma  será 
el  medio  proporcional,  de  suerte  que  si  el  mayor  es  20 
y  el  menor  14,  el  medio  será  17. 

382. — Se  tendrá  también  como  cierto  el  precio  de  la 
venta,  si  aunque  no  lo  determinen  las  partes,  lo  refie- 
ren al  que  resulte  de  cierta  tasación  hecha  por  perso- 
nas íntegras,  siempre  que  además  se  sometan  á  deci- 
sión judicial  para  el  caso  de  que  alguna  de  ellas  no 
se  conforme  con  la  tasación  (1494  C).  Y  podrá  también 
estipularse  que  el  precio  sea  el  corriente,  con  cierta 
rebaja  convenida;  ó  el  que  resulte  de  tasación,  con  la 
misma  rebaja. 

383.  — Se  tendrá  también  como  cierto  el  precio  si  se 
conviene  en  que  sea  el  más  alto  que  se  ofrezca  por  la 
cosa,  sometida  á  pública  subasta  (1495  C),  pues  la  me- 
jor postura  que  entonces  se  haga  equivale  á  la  desig- 
nación hecha  por  un  tercero. 

384. — Será  cierto  además  aun  cuando  sea  con  rela- 
ción á  otra  cosa,  v.  g.  si  se  conviene  en  dar  por  un  re- 
loj el  dinero  que  tiene  en  el  bolsillo  el  comprador;  ó 
en  pagar  la  cantidad  que  dio  por  él  el  vendedor.  Mas 
si  el  comprador  ninguna  cantidad  tiene,  ó  si  el  vende- 
dor nada  pagó  por  la  cosa,  sino  que  le  fué  donada,  por 
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ejemplo,  no  valdrá  el  contrato  porque  no  hay   precio. 

385.— El  precio  ha  de  ser  verdadero,  es  decir,  no  tan 
insigniñcante  que  más  que  venta,  sea  donación  ú  otro 
contrato;  y  aun  la  venta  en  que  no  hay  ]3recio  es  si- 
mulada; y  por  lo  tanto,  nula  (1501  C). 

386.  —Antes  se  fijaba  también  como  carácter  del  pre- 
cio, que  fuera  justo,  es  decir,  que  no  excediera  ni  fue- 
ra inferior  á  la  mitad  del  valor  verdadero  de  la  cosa, 
pues  de  lo  contrario  había  lesión  y  podía  rescindirse 
la  venta;  más  hoy  la  ley  no  admite  esa  lesión  que  era 
llamada  enorme,  ni  aun  la  que  se  decía  enormísima, 
ni  reconoce  nulidad  ó  rescisión  fundada  en  ellas 
(1630  C),  porque  el  consentimiento  libre,  sin  dolo, 
error  ó  violencia,  debe  hacer  irrevocables  los  contra 
tos.  De  lo  contrario,  se  abre  la  puerta  á  numerosos  y 
prolongados  pleitos,  y  se  mantiene  en  inquietud  á  los 
poseedores,  impidiéndoles  que  mejoren  sus  fincas  por 
el  temor  de  un  pleito  por  lesión. 


PÁRRAFO  TERCERO. 


387. — Las  obligaciones  del  vendedor  puede  decirse 
que  son:  1.^  Entregar  al  comprador  la  cosa  vendida 
en  el  lugar,  modo  y  tiempo  convenidos,  y  cuidar  de 
ella  mientras  no  la  entregue,  respondiendo  por  la  cul- 
pa leve.  2.  ^  Asegurarle  el  goce  de  su  propiedad  é  in- 
demnizarle competentemente  si  es  desposeído  de  ella, 
ó  lo  que  es  lo  mismo,  estar  sujeto  al  saneamiento  por 
evicción.  3.  ^  Responder  por  los  vicios  ó  defectos  ocul- 
tos de  la  cosa  vendida.  Siempre  es  conveniente  que 
expresen  los  contratantes  de  una  manera  clara  aquello 
á  que  se  obligan  (1528  C). 

388. — La  primera  obligación  del  vendedor  es  entre- 
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gar  al  comprador  la  ^^osa  vendida,  como  que  el  objeto 
del  contrato  es  ese  (1529  C);  y  son  de  cuenta  de  aquel 
los  gastos  para  preparar  la  entrega  (1531  C). 

389.— La  entrega  es  la  traslación  de  la  cosa  vendida 
al  poder  del  comprador  (1530  C.)  6  sea,  el  acto  en  que 
se  pone  al  comprador  en  tenencia  6  posesión  de  ella, 
y  es  diferente  según  la  diversa  naturaleza  de  las  cosas 
vendidas,  conforme  se  explicó  al  hablar  de  la  entrega 
en  general  (Libro  2.  ^  Tít.  7.  ^  números  353  á  360). 
Así  es  que  la  entrega,  aparte  de  lo  que  se  haya  estipu- 
lado en  orden  á  la  manera  de  efectuarla,  se  verificará 
según  corresponda  á  la  naturaleza  de  la  cosa  vendida: 
materialmente,  por  lo  general,  en  las  cosas  muebles; 
simbólicamente,  en  las  raíces;  entregando  el  título,  en 
la  venta  de  derechos  y  acciones;  y  admitiendo  el  ejer- 
cicio, en  los  otros  incorporales  como  las  servidumbres. 

390. — La  cosa  que  ha  de  entregarse  es  precisamente 
la  que  se  ha  vendido;  así  es  que  el  comprador  no  está 
obligado  á  recibir  en  su  lugar  otra  diferente,  ni  aun 
equivalente  de  la  que  fué  objeto  del  contrato;  y  si  no 
l^uede  ser  entregada  la  misma,  queda  rescindido  el 
contrato  (1543  C).  En  este  caso,  el  comprador,  si  ha 
recibido  ya  el  precio,  tiene  que  devolverlo  con  los  in- 
tereses devengados  hasta  la  fecha  de  su  devolución 
(1541  C),  pues  ningún  título  ha  habido  j^ara  que  lo 
retenga  y  se  ajjrov^eche  de  él;  y  si  además  hubo  culpa 
de  su  parte  en  la  falta  de  entrega,  tiene  que  indemni- 
zar al  comprador  daños  y  perjuicios  (256  Dec.  de  Ref. 
N.  ^  272),  ya  que  de  hecho  de  él  han  dependido.  Mas 
aunque  el  contrato  puede  rescindirse  por  no  entregar- 
se precisamente  la  cosa  vendida,  pueden  comprador  y 
vendedor  convenir  en  que  aquel  reciba  otra  distinta;  y 
ese  convenio  sobre  la  recisión  del  contrato  anterior, 
significará  una  nueva  venta,  como  que  tiene  materia  ú 
objeto  diverso  (1544  C).  Mientras  no  se  verifica  la  en 
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trega,  el  vendedor  debe  prestar  en  la  custodia  y  con- 
servación de  ella  y  ser  responsable  por  la  culpa  leve, 
por  tratarse  de  un  contrato  en  que  la  utilidad  es  re- 
cíproca (1439  C). 

391.—  La  cosa  vendida  debe  entregarse  al  comprador 
en  el  estado  que  tenía  al  tiempo  de  la  venta  (1^34  C), 
pues  desde  entonces  es  del  com.prador,  y  desde  enton- 
ces le  corresponden  los  beneficios  ó  deterioros,  salvo 
los  casos  en  que  la  ley  dispone  expresamente  otra  co- 
sa respecto  del  punto  de  partida  para  que  comience 
á  ser  del  comprador  el  riesgo  de  lo  comprado.  Y  debe 
entregarse  con  todas  sus  accesiones  y  cuanto  estaba 
destinado  para  su  uso  perpetuo  (1535  C),  porque  todo 
eso  forma  parte  de  ella  y  se  entiende  vendido  forman- 
do un  todo  con  lo  principal.  Así,  vendida  una  vaca, 
se  entregan  las  crías  posteriores  á  la  venta;  vendido 
un  edificio,  se  entiende  vendido  todo  lo  unido  á  él  de 
manera  que  con  facilidad  ó  sin  deterioro  no  pueda  se- 
pararse; pero  no  los  demás  muebles  y  semovientes; 
por  lo  cual  corresponderán  al  comprador  las  tinajas 
soterradas  ó  empotradas;  pero  no  las  que  no  se  hallan 
unidas  á  él;  al  comprador  de  una  finca  rústica,  tocan 
los  frutos  pendientes;  respecto  de  pensiones  no  venci- 
das de  arrendatarios  y  de  frutos  civiles,  serán  de  él  los 
que  correspondan  desde  la  fecha  del  contrato. 

392. — La  cosa  vendida  debe  entregarse  en  el  lugar 
que  las  partes  señalaron  en  el  contrato;  y  si  no  se  de- 
signó ninguno,  cumple  el  vendedor  con  hacerlo  en  el 
lugar  en  que  estaba  la  cosa  al  tiempo  de  hacerse  la 
venta  (1532  C),  por  ser  natural  presumir  que  á  ese 
se  refirieran.  No  habiendo  pacto  en  contrario,  los  gas- 
tos de  transporte  al  lugar  que  el  comprador  designe, 
de  la  cosa  preparada  para  la  entrega,  son  á  cargo  de 
éste. 

393.— La  cosa  vendida  ha  de  entregarse  en  el   tiem- 
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po  convenido;  y  no  habiéndose  ñjado  éste,  en  el  legal 
que  es  inmediatamente  después  de  la  venta  (1533  C). 
Si  por  culpa  del  vendedor  no  se  realiza  la  entrega  de 
la  cosa  en  el  tiempo  convenido  ó  en  el  legal,  el  com- 
prador, á  su  elección,  tiene  derecho  de  exigirla  y  de 
que  judicialmente  se  le  ponga  en  posesión  de  la  cosa 
vendida  (1577  C),  reteniendo  mientras  tanto  el  precio 
(1574  C);  ó  de  pedir  la  recisión  del  contrato  (1536  C). 
En  el  primer  caso,  si  en  la  demora  de  la  entrega  ha  ha- 
bido culpa  del  vendedor,  responde  al  comprador  por  los 
frutos  de  la  cosa  desde  que  debió  ser  entregada  y  por 
los  daños  y  perjuicios;  y  si  no  ha  habido  esa  culi)a, 
solo  por  los  frutos  que  hubiere  recogido  (255  y  260 
Dec.  de  Ref.  N.  ^  272).  Claro  es  el  motivo  de  la  dife- 
rencia en  uno  y  en  otro  caso  respecto  de  daños  y  per- 
juicios: respecto  de  los  frutos  recogidos,  no  hay  titu- 
lo para  que  en  ninguno  de  ellos  se  los  quede  el  ven- 
dedor; y  cuando  es  culpable,  no  es  preciso  que  los  ha- 
ya recogido:  basta  que  los  haya  producido  la  cosa  para 
que  sea  responsable  de  ellos.  En  el  caso  de  cul- 
pa en  la  demora,  si  no  ha  habido  frutos,  el  ven- 
dedor tiene  que  abonar  al  comprador,  intereses,  du- 
rante el  tiempo  de  ella,  del  todo  ó  parte  del  precio  que 
hubiere  recibido  (1538  C),  ya  que  entonces  no  están 
ellos  para  compensar.  Y  si  el  vendedor  no  solo  no  es 
culpable  en  la  demora  sino  que  ésta  ha  provenido  ade- 
más de  un  obstáculo  que  conocía  el  comprador  al 
tiempo  del  contrato,  no  tiene  derecho  á  indemniza- 
ción de  daños  y  perjuicios,  ni  á  joago  de  intereses  (257 
Dec.  de  Ref.  N.  ^  272)  pues  debe  entenderse  que 
compró  bajo  ese  supuesto. 

394.— Si  la  venta  se  rescinde  por  falta  de  entrega 
en  tiempo,  si  ha  habido  culpa  en  el  vendedor,  tiene 
también  que  pagar  al  comprador  daños  y  perjuicios 
(256  Dec.  de  Ref.  N.  ^   272.). 
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895. — Para  que  pueda  exigirse  del  vendedor  la  obli- 
gación de  entregar  la  cosa,  es  ]3reciso  que  el  compra- 
dor, por  su  parte,  le  haya  pagado  ya  el  precio,  si  es 
que  no  se  fijó  término  alguno  para  satisfacerlo  (1546  C.) 
ó  le  haya  otorgado  en  seguridad  de  él  la  fianza  ó  can- 
ción que  se  hubiese  pactado  para  el  pago  á  plazo  (258 
Dec.  de  Ref.  N.  ^  272).  Hecha  la  venta  al  contado,  el 
pago  del  precio  ha  de  ser  del  todo,  de  suerte  que 
aunque  se  haya  pagado  una  parte,  tiene  el  vendedor 
derecho  de  retenerlo  mientras  no  se  complete;  y  por 
esta  demora  en  su  poder  no  tiene  que  pagar  nada  por 
razón  de  frutos  ó  intereses  al  comprador  (1547  C.) 
porque  de  éste  ha  dependido  no  entrar  en  posesión  de 
ella,  mediante  el  cumplimiento  de  sus  obligaciones.  Y 
no  solo  no  está  obligado  el  vendedor  á  entregar,  sino 
que  la  venta  puede  rescindirse  á  voluntad  del  vendedor, 
con  esta  diferencia :  que  si  se  trata  de  raíces,  sea  dos 
meses  después  de  celebrado  el  contrato  sin  haberse  pres- 
tado la  fianza  ó  la  caución  estipuladas;  y  sidemnebles, 
tres  días  desames  (1550  C);  y  aun  sin  pedirse  la  resci- 
sión, si  tiene  la  cosa,  puede  disponer  de  ella,  si  no  se  le 
paga  ó  no  se  da  la  fianza  correspondiente  (1556  C). 

396.— Cuando  la  venta  no  es  al  contado  sino  á  plazo, 
y  13ara  el  pago  cuando  llegara  éste,  no  se  estipuló  fianza 
ó  caución,  el  vendedor  tiene  que  hacer  la  entrega,  aun- 
que no  haya  llegado  el  plazo,  porque  eso  ajjarece  con- 
venido. Se  exceptúa  sin  embargo  el  caso  en  que  el  com- 
prador, después  de  la  venta  haya  caído  en  quiebra,  ó 
sufrido  tan  notable  menoscabo  en  sus  bienes,  que  el 
vendedor  quede  expuesto  al  inminente  peligro  de  per- 
der el  precio.  En  ambos  supuestos,  no  puede  exigirse 
del  vendedor  la  entrega  sino  dando  fianza  para  el  pa- 
go del  precio  (1549  C),  porque  cambiadas  las  circuns- 
tancias en  que  se  contrató,  es  natural  asegurar  de 
alffún  modo  al  vendedor. 
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897. — Ha  de  tenerse  presente  que  hay  un  caso  en 
que,  apesar  de  que  se  haya  pagado  el  precio,  ú  otorga- 
do fianza  ó  caución  para  el  pago  en  ventas  de  inmue- 
bles, puede  el  vendedor  demorar  la  entrega,  y  es  cuan- 
do el  comprador  no  le  ha  otorgado  la  escritura  públi- 
ca del  contrato.  Como  ésta  es  indispensable,  para  obli- 
garle á  concurrir  á  su  otorgamiento,  tiene  derecho  de 
no  entregarla  mientras  dure  la  resistencia  ú  omisión  de 
parte  del  comprador  (1545  C),  derecho  necesario  para 
hacer  efectivo  el  cumi:)limiento  de  un  requisito  tam- 
bién necesario. 

398.  -- Y  cuando  el  vendedor  demora  sin  derecho  la 
entrega  de  la  cosa  y  en  el  contrato  se  habían  fijado  pla- 
zos para  el  pago  del  precio,  se  entiende  que  éstos  no 
comienzan  á  contarse  desde  la  fecha  del  contrato,  sino 
desde  que  la  entrega  se  verifique  (1576  C),  pues  no 
sería  justa  otra  cosa,  una  vez  que  de  él  dependió  el 
retardo. 

III. 


399. — La  compra  se  hace,  y  la  cosa  comprada  se  reci- 
be, en  el  concepto  de  que  es  legítimo  dueño  el  que  la 
vende,  y  con  el  fin  de  obtener  su  propiedad  y  goce,  y 
así  disfrutarla  y  poseerla  quieta  y  pacíficamente;  es  de- 
cir, que  el  vendedor  está  obligado  á  responder  al  com- 
prador de  que  la  cosa  está  sana  de  toda  acción  que  le 
impida  poseerla  y  gozar  de  ella,  y  de  todo  vicio  ocul- 
to; ó  lo  que  es  lo  mismo,  está  obligado  al  saneamiento. 

400. — Generalmente  se  explica  esto  diciendo  que  el 
vendedor,  y  en  general,  todo  el  que  enajena  algo  por 
título  oneroso,  está  obligado  á  la  evicción  y  sanea- 
miento (128  Dec.  de  Ref.  N?  272),  empleando  las  dos 
palabras  para  expresar  la  misma  idea,  ó  como  en  el  Có- 
digo (art.  1582  y  1583,  694  C),  significando  con  la  evic 
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ciím  que  el  vendedor  tiene  que  tomar  la  defensa  de  to- 
do pleito  qne  se  promueva  contra  el  comior&dor  por  cau- 
sa anterior  á  la  venta;  y  con  el  saneamiento^  que  tiene 
que  responder  por  el  valor  de  la  cosa  en  caso  de  haberse 
perdido  en  juicio  y  por  los  daños  y  perjuicios;  de  suer- 
te que  el  saneamiento  supone  la  pérdida  en  el  juicio  de 
evicción.  Pero  evicción  propiamente  es  la  y^rivación 
que  en  juicio  sufre  el  comprador  de  la  cosa  que  le  fué 
vendida;  y  saneamiento  la  indemnización  que  al  com- 
prador hace  el  vendedor,  de  todos  los  perjuicios  que  se 
le  lian  causado  con  la  privación  ó  pérdida  de  la  cosa 
vendida.  Por  esto,  y  porque  el  vendedor  no  está  obli- 
gado á  salir  á  la  defensa  del  pleito  que  contra  el  com- 
prador se  promueva,  se  reformó  el  artículo  1582  del  Có- 
digo que  decía  que  el  vendedor  estaba  obligado  á  la 
evicción  y  saneamiento,  estableciendo  que  el  vendedor 
está  obligado  al  comprador  al  saneamiento  (fr.  1^  art. 
261  Dec.  de  Eef.  N?  272).  El  saneamiento  se  refiere  á 
dos  extremos  principalmente:  á  responder  por  los  vicios 
ocultos  de  lo  vendido,  que  no  se  hubieren  considerado 
al  tiempo  de  la  enajenación,  estoes,  al  saneamiento  por 
defectos  de  la  cosa;  y  á  sostener  al  comprador  en  el  do- 
minio y  ]3osesión  pacífica  de  la  cosa,  libre  de  graváme- 
nes y  servidumbres  no  manifiestas  é  indemnizarle  cum- 
plidamente, y  es  el  saneamiento  j)or  evicción.  De  este 
úKimo  va  va  á  tratarse  ahora  dejando  para  desj)U9s  el 
que  se  refiere  á  los  vicios  ó  defectos  de  la  cosa. 

401.— Hay  evicción  de  la  cosa  comprada,  siemjjreque 
el  comprador  es  privado  del  todo  ó  parte  de  ella  por 
sentencia  judicial;  ó  sea,  es  vencido  en  el  juicio  que 
respecto  de  ella,  y  por  causa  anterior  á  la  venta,  se  le 
promueve.  El  vendedor  no  tiene  hoy  obligación  de 
sostener  ese  pleito  y  ser  él  el  defensor  en  el  juicio, 
€omo  la  tenía  por  el  Código  (fr.  1^  1583,  1588  C.)  sino 
que,  conforme  á  la  reforma  de  este  último  (264  Dec.  de 
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Ref.  N9  272),  queda  á  su  elección  comparecer  en  el  jui- 
cio y  tomar  la  defensa,  una  vez  citado  por  el  compra- 
dor, ó  dejar  á  éste  que  siga  el  pleito  por  si  y  estar  á 
su  resultado.  Lo  que  con  justicia  puede  exigir  el  com- 
prador es  que,  si  la  cosa  se  pierde,  el  vendedor  le  res- 
tituya el  precio,  le  indemnice  de  los  daños  y  perjui- 
cios y  le  pague  sus  gastos;  mas  no  hacer  que  precisa- 
mente tome  el  pleito.  El  interés  del  vendor  es  que  el 
comprador  obtenga  en  él  buen  resultado,  y  eso  le  acon- 
seja tomar  parte,  por  lo  cual  se  le  cita,  pero  quedando 
á  su  arbitrio  hacerlo  ó  no. 

402.— Promovido  pues,  pleito  contra  el  comprador, 
si  éste  quiere  hacer  valer  en  su  caso  la  acción  de  sa- 
neamiento, tiene  que  qedir  que  se  cite  al  vendedor;  y 
debe  pedirlo  antes  de  la  apertura  á  prueba  del  juicio, 
pues  de  otra  suerte  no  dispondría  aquel  del  término 
oportuno  para  producir  sus  justificaciones  (263  Dec. 
272).  Citado  el  vendedor,  puede  suceder  que  no  quiera 
intervenir  en  la  defensa  del  pleito:  que  comparezca  y 
reconozca  desde  luego  la  legitimidad  de  la  acción  inten- 
tada; ó  que  comparezca  y  quiera  sostener  el  pleito.  En  el 
primer  caso,  sostient;  el  juicio  el  comprador,  y  si  fuere 
vencido  en  él,  tiene  expedita  su  acción,  por  saneamien- 
to, contra  el  vendedor.  Eá  el  segundo;  si  el  comprador 
quiere,  puede  acceder  á  la  demanda  y  pedir  el  sanea- 
miento; pero  si  quiere,  puede  también  resistirla  y  soste- 
ner por  sí  mismo  el  pleito;  mas  si  fuere  vencido,  no  ten- 
drá derecho  para  e:^¿gir  del  vendedor  el  reembolso  de 
los  gastos  del  juicio,  que  se  causaron  solo  por  su  volun- 
tad, ni  el  de  los  frutos  que  durante  el  mismo  se  hayan 
percibido  y  satisfecho  al  dueño.  Y  por  último,  si  el  ven- 
dedor comparece  y  quiere  tomar  la  defensa,  se  sigue 
solo  contra  él  la  demanda;  pero  puede  el  comprador, 
si  quiere,  intervenir  en  el  juicio  porque  tiene  interés 
en  él,  y  para  conservar  mejor  sus  derechos  (264  Dec. 
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de  Ref.  N.*"  272);  y  si  se  perdiere  el  pleito,  su  interven- 
ción no  obsta  á  su  acción  de  saneamienro. 

403. — El  saneamiento  es  condición  ó  circunstancia 
natural  de  la  venta,  así  es  que  el  vendedor  está  sujeto 
á  él  aunque  no  se  haya  estipulado  en  el  contrato 
(1584  C).  Mas  como  es  circunstancia  natural  y  no 
esencial,  pueden  los  contrayentes  ampliar  ó  restringir 
esa  obligación,  á  su  voluntad;  y  aun  pueden,  por  regla 
general,  pactar  que  el  vendedor  no  quede  sujeto  á  ella 
(1585  C),  de  suerte  que  si  se  pierde  la  cosa  no  tenga 
acción  ]3ara  reclamar.  Exceptúase  el  caso  en  que  el 
saneamiento  resulte  de  un  lieclio  personal  del  vende- 
dor, pues  entonces  el  pacto  de  no  quedar  sujeto  á  él, 
es  nulo  (1586  C);  y  el  objeto  de  esta  nulidad  es  impe- 
dir que  el  vendedor  cause  algún  daño  en  la  cosa  ven- 
dida con  la  seguridad  de  que  él  está  libre  de  responsa- 
bilidades. 

404. — En  virtud  del  saneamiento  á  que  está  obligado 
el  vendedor,  el  comprador  tiene  derecho  de  deman- 
darle: 1.  ^  la  restitución  del  precio,  2.  ^  los  frutos  que 
él  haya  sido  obligado  á  restituir,  8.  ^  los  gastos  que 
haya  tenido  que  hacer  en  el  juicio  en  que  fué  vencido 
y  en  el  de  saneamiento  contra  el  comprador,  4.  ^  los 
gastos  que  hubiere  satisfecho  del  contrato  v.  g.  de  es- 
critura, alcabala  (262  Dec.  de  Ref.  ^.'  272)  y  5.  ^  los 
daños  y  perjuicios  (129  Dec.  citado).  Todo  esto  se  com- 
prende en  una  completa  indemnización  para  la  que 
debe  buscarse,  por  lo  menos, que  el  comprador  no  sufra 
ninguna  pérdida. 

405. — El  precio  que  el  vendedor  está  obligado  á  en- 
tregar, por  el  saneamiento,  es  el  que  tiene  la  cosa  al 
tiempo  de  perderla  el  comprador  (1591  C),  pues  son 
de  cuenta  de  éste  como  dueño,  respecto  del  vendedor, 
los  menoscabos  ó  aumentos  que  la  cosa  haya  tenido 
después  de  la  venta;  y  estos  últimos  los  ha  perdido 
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por  culpa  del  comprador.  Si  al  hacerse  la  venta  hubo 
rebaja  en  el  precio,  y  se  quiso  dar  y  se  dio  efectiva- 
mente por  diez  mil  pesos  una  finca  que  valía  quince 
mil,  el  vendedor  solo  sanea,  en  su  caso,  estos  diez  mil, 
si  la  finca  vale  los  mismos  quince  ó  más,  siempre  re- 
bajando cinco  mil;  y  si  ya  no  vale  los  quince  mil  sino 
catorce  mil  por  ejemplo,  la  rebaja  no  será  de  los  cinco 
mil  sino  menor,  en  proporción  á  loque  su  valor  hubiere 
disminuido,  es  decir,  que  en  el  caso  supuesto,  sería  de 
cuatro  mil  seiscientos  sesenta  y  seis  pesos. 

406. — Respecto  de  mejoras,  el  vendedor  de  mala  fé, 
está  obligado,  en  caso  de  saneamiento,  á  pagarlas  al 
comprador  todas,  sin  exceptuar  ni  las  de  recreo  (1593 
C);  pero  las  necesarias  y  útiles  pueden  exigirse,  para 
ser  abonadas,  del  verdadero  dueño  que  es  quien  per- 
cibe todo  el  beneficio  que  resulte  de  ellas. 

407. — Hay  varios  casos  en  que  el  comprador  no  pue- 
de exigir  saneamiento  del  vendedor: 

1.  ^  Si  promovido  el  pleito  contra  él  no  pidió  que  se 
le  citara  de  evicción  antes  de  abrirse  á  prueba  el  jui- 
cio (1?  1590  C),  porque  él  es  culpable  en  que  no  hSya 
rendido  la  que  le  correspondiera. 

2.  ^  Si  sometió  la  causa  á  juicio  de  arbitros  sin  con- 
sentimiento del  vendedor  y  la  perdió  en  este  juicio 
(29  1590  C);  por  no  ser  esa  la  autoridad  judicial  ordi- 
naria y  depender  de  hecho  personal  suyo  ese  someti- 
miento. 

3.  ^  Si  se  dejó  condenaren  el  juicio,  por  contumacia, 
ó  abandonó  la  causa  sin  defenderla,  cuando  el  vende- 
dor no  había  salido  á  la  defensa  (3?  1590  C);  por  igual 
motivo. 

4.  ^  Si  pudiendo  oponer  la  excepción  de  prescripción 
á  sabiendas  de  que  existía,  no  la  opuso  (49  1590  C). 

5.  ^  Si  no  apeló  de  la  sentencia  de  primera  instancia 
(59  1590  C). 


166 

6.  ^  Si  al  comjjrar  la  cosa,  sabía  que  era  ajena  y  el 
vendedor  io  ignoraba  (69  1590  C). 

7.  ^  Si  no  empleó  en  la  defensa  los  documentos  que 
le  suministro  el  vendedor  (7?  1590  C.)- 

8.  ^  Si  cometió  dolo  en  el  juicio  en  que  fué  vencido 
(8?  1590  C). 

9.  ^  Si  compró  la  cosa  de  su  cuenta  y  riesgo,  es  de- 
cir, renunció  al  saneamiento,  ó  sabía  que  era  robada 
(99  1590  C). 

10.  '^  Si  la  venta  se  hizo  para  pagar  pérdida  de  jue- 
go en  que  el  comprador  tomó  j^arte  (10. "^  1590  C),  por- 
que la  ley  niega  las  acciones  civiles  por  juego. 

408. — El  saneamiento  no  es  propio  solo  de  la  com- 
pra, sino,  en  general,  de  todas  las  enajenaciones  por 
título  oneroso,  y  aun  de  algunas  por  título  lucrativo 
(79  N."*'  351  y  352);  y  debe  advertirse  que  el  que  vende 
un  derecho  hereditario  sin  especificar  por  menor  en  lo 
que  consiste,  solo  está  obligado  á  sanear  la  calidad  de 
heredero  (1639  C);  pero  si  se  hubiere  aprovechado  él 
de  alguna  cosa  de  la  herencia,  está  obligado  á  pagarla 
al  comprador,  si  no  se  la  reservó  expresamente  en  el 
contrato  de  venta  (1640  C). 

409. — Para  que  haya  Ingar  al  saneamiento, no  es  pre- 
ciso que  la  cosa  se  haya  perdido  toda:  basta  que  lo 
haya  sido  en  una  parte,  y  el  saneamiento  será  en  pro- 
porción á  la  pérdida  (1594  C);  y  lo  mismo  si  resulta 
gravada  la  finca  con  servidumbres  que  no  están  de 
manifiesto,  y  de  las  cuales  no  se  dio  noticia  al  tiempo 
de  contratar  (1595  C),  pues  el  objeto  del*  comprador 
es  adquirir  la  cosa  sana  y  sin  ninguna  responsabilidad 
que  naturalmente  hace  disminuir  su  valor.  Mas  para 
el  saneamiento  es  indispensable  que  el  pleito  promovi- 
do sobre  la  cosa,  sea  por  causa  anterior  á  la  venta;  ó  lo 
que  es  lo  mismo,  que  antes  de  ésta  haya  existido  el 
derecho  del  que  venció  en  ese  juicio;  pues  si  el  pleito 
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es  por  hechos  i:>í'opios  del  comprador  6  títulos  poste- 
riores á  la  Agenta,  no  puede  reclamar  del  vendedor  que 
ninguna  parte  tiene  en  ellos,  si  al  tiempo  Y  de  la 
venta  el  derecho  del  reclamante  no  era  un  derecho  per- 
fecto, y  solo  se  perfeccionó  después  por  descuido  del 
comprador,  no  tendrá  cabida  el  saneamiento  (1596  C), 
porque  la  cosa  propiamente  estaba  sana  y  libre  al  tiem- 
po de  venderse.  Asi  por  ejemplo:  si  una  servidumbre 
contra  la  finca  no  contaba  más  que  cinco  años  de  pres- 
cripción al  tiempo  de  la  venta  y  el  comprador  deja  que 
siga  ejerciéndose  durante  el  que  falta  para  completar 
el  término  de  la  prescripción,  no  hay  saneamiento  por- 
que el  vendedor  no  tiene  que  responder  por  las  conse- 
cuencias de  omisiones  ó  descuidos  del  comprador. 

410. — Cuando  por  causa  anterior  á  la  venta  se  pro- 
mueve pleito  contra  el  comprador,  y  éste  sale  victorio- 
so, claro  está  que  no  procede  la  acción  de  saneamiento 
por  el  valor  de  la  cosa  puesto  que  no  se  perdió;  pe- 
ro no  procederá  tampoco,  ni  aun  por  los  perjuicios  y 
gastos  que  la  demanda  hubiere  causado  al  comprador 
sino  en  cuanto  fuere  imputable  á  hecho  ó  culpa  del 
vendedor  (fr.  fin.  262  Dec.de  Ref.  IST?  272),  pues  el  ven- 
dedor no  puede  comprometerse  á  que  no  se  promove- 
rá pleito  sino  a  que  no  se  promoverá  con  razón;  y  si 
alguno  se  suscita  injustamente,  ha  de  tenerse  como  un 
accidente  á  que  cualquier  propietario  se  halla  ex- 
puesto. 

411. — La  acción  de  saneamiento  la  ejercita  el  com- 
prador contra  su  vendededor,  y  esto  es  lo  más  natural: 
este  vendedor  la  puede  ejercitar  á  la  vez  contra  quien 
le  vendió  á  él,  y  así  sucesivamente.  Mas  como  puede 
convenir  al  último  poseedor  encaminarla  directamen- 
te contra  algunos  de  los  anteriores,  siii  seguir  precisa- 
mente el  orden  de  sucesión,  la  ley  lo  faculta  para  ello, 
de  suerte  que  colocándose  en  el  lugar  de  aquel  contra 
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quien  él  podría  directamente  gestionar,  puede  hacer 
uso  del  derecho  que  á  ese  competiría,  ya  que  con  ello 
no  se  hace  más  que  simplificar  el  procedimiento  y  llegar 
desde  luego  al  último  resultado  (fr.  fin.  261  Dec.  272). 
Así,  si  A  fué  vencido  en  Juicio  por  la  cosa  comprada, 
podrá  reclamar  inmediatamente  á  su  vendedor  B;  pe 
ro  podrá  también  si  quiere,  dirigirse  desde  luego 
contra  C,  vendedor  del  que  fué  vendedor  suyo, 
usando  de  la  acción  que  á  éste  competiría. 

412.— Explicado  ya  el  saneamiento  por  evicción,  co- 
rresponde hablar  del  saneamiento  á  que  también  está 
obligado  el  vendedor  por  los  vicios  ó  defectos  ocultos 
de  la  cosa  vendida. 

413.~E1  vendedor  está  obligado  al  saneamiento  por 
aquellos  gravámenes  ocultos  de  la  cosa  vendida,  exis- 
tentes ya  al  tiempo  de  la  venta,  que  la  hacen  inútil 
para  el  uso  que  se  destina,  ó  hacen  disminuir  este  uso 
de  tal  modo  que,  á  saberlos,  el  comprador  no  hubiera 
verificado  la  compra  ó  dado  tanto  precio  por  ella 
(1598  C). 

414.— Los  vicios,  defectos  6  servidumbres  no  han 
de  ser  posteriores  á  la  venta  porque  es  claro  que  de 
eso  no  responde  el  vendedor;  y  el  comprador  que  pide 
el  saneamiento  es  el  obligado  á  probar,  como  actor, 
que  existían  ya  al  verificarse  (1595,  1606  C).  Y  no  solo 
han  de  ser  anteriores  sino  que  si  el  vicio  ha  tenido 
su  principio  antes  de  la  venta  y  causa  la  pérdida  de 
la  cosa,  pero  siendo  tal  que  no  la  hubiera  causado  á. 
no  mediar  descuido  por  parte  del  comprador,  queda 
libre  de  responsabilidad  el  vendedor  (1604  C).  Han  de 
ser  ocultos  y  no  manifiestos  (1595,  1600  C),  porque  si 
están  á  la  vista,  desde  luego  hay  que  suponer  que  el 
comprador  compró  con  conocimiento  de  ellos.    Y  aun 
cuando  no  estén  á  la  vista,  no  podrá  reclamar  el  com- 
prador si  se  trata  de  objetos  en  que,  por  razón  de  su. 
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oficio  ó  profesión,  es  experto  el  comprador,  y  por  lo 
mismo  debe  fácilmente  conocerlos,  como  si  la  cosa  ven- 
dida es  una  casa,  y  el  comprador  un  arquitecto  (1600  C). 

415. — La  acción  para  reclamar  por  tales  vicios  ó  de- 
fectos puede  renunciarse  ó  limitarse;  y  la  limitación  ó 
renuncia  surtirá  su  efecto,  á  menos  que  haya  habido 
mala  fé  de  parte  del  vendedor,  es  decir,  que  se  pruebe 
que  él  tenía  conocimiento  de  esos  vicios  y  no  le  haya 
dado  noticia  de  ellos  al  comprador  (1600  Cl.),  pues  eso 
sería  autorizar  el  fraude. 

416. — Una  de  dos  cosas  puede  pedir  el  compradar,  á 
su  elección,  ó  que  se  rescinda  el  contrato,  ó  que  del 
precio  se  le  devuelva  lo  que  por  razón  de  ese  vicio  ó 
defecto,  vale  menos  la  cosa  (1601  C).  Si  se  pide  lo  pri- 
mero, la  acción  que  se  usa  es  la  llamada  desde  el  de- 
recho romano,  redliihitoria:  si  es  lo  segundo,  la  acción 
es  la  llamada  e^í/ma^orm  ó  de  cnanto  menos.  La  ac- 
ción redhibí toria,  esto  es,  para  deshacer  la  venta  por 
causa  de  vicios  ó  gravámenes  ocultos  no  tiene  cabida 
en  las  ventas  judiciales  y  ha  de  intentarse  dentro  de 
seis  meses  desde  el  día  de  la  entrega  de  la  cosa  (1609 
C),  porque  desde  entonces  puede  el  comprador  cono- 
cer todos  sus  vicios  ó  defectos  (1607  C.}.  En  virtud  de 
esta  acción,  si  el  vendedor  tenía  mala  fe,  es  decir,  si 
sabía  los  vicios  de  la  cosa,  tiene  que  restituir  no  solo  el 
precio  que  recibió,  sino  además  los  daños  é  intereses 
(fr.  1^  1602  C);  y  si  era  de  buena  fe,  es  decir,  si  los  ig- 
noraba, no  tendrá  que  satisfacer  más  que  el  mismo 
precio  y  los  gastos  de  la  venta  (fr.  2^  id.).  Y  si  á  con- 
secuencia de  tales  vicios  hubiere  perecido  la  cosa,  el 
vendedor  sufre  su  pérdida,  con  tal  que  no  hayan  sido 
manifiestos  y  no  se  trate  de  un  experto  (1603  C). 

417. — La  acción  estimatoria,  esto  es,  para  pedir  la 
reducción  del  precio,  dura  un  año  que  se  cuenta  tam- 
bién desde  el  día  de  la  entrega  de  lo  vendido  (1608, 
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1609  C).  El  liso  de  una  de  las  acciones  priva  del  dere- 
cho á  la  otra  (1610  C),  así  que,  dentro  de  un  año  con- 
tado desde  la  entrega,  puede  ejercitarse  la  estimatoria: 
dentro  de  los  seis  primeros  meses,  ella  ó  la  redhibito- 
ria;  y  dentro  de  los  seis  últimos,  solo  la  estimatoria. 

418. — La  acción  para  pedir  la  rescisión  puede  tam- 
bién ejercerla  el  vendedor  cuando  él  ignoraba  el  vicio 
ó  defecto  oculto  de  la  cosa  (1611  C). 


IV. 


OBLIGACIONES   DEL   COMPKADOE. 


419.— Las  obligaciones  del  comprador  pueden  redu- 
cirse á  recibir  oportunamente  la  cosa  vendida  y  á  pa- 
gar el  precio. 

420. — En  cuanto  a  lo  primero,  del  vendedor  es  la 
obligación  de  entregar  la  cosa  vendida;  pero  el  com- 
prador no  debe  poner  obstáculo  a  recibirla;  y  si  reque- 
rido para  que  lo  haga,  rehusa  ó  descuida  hacerlo,  que- 
da, desde  la  fecha  del  requerimiento,  obligado  á  pagar 
al  vendedor  los  daños  y  gastos  que  le  cause  (1572  C). 

421. — En  cuanto  á  la  otra,  ha  de  pagar  el  precio,  es 
decir,  la  cantidad  convenida  para  hacerse  dueño  de  la 
cosa,  en  su  tiempo  y  lugar  (1551  C).  El  tiempo  y  el  lu- 
gar serán  los  que  se  hubieren  estipulado;  y  en  falta  de 
estipulación,  el  lugar  en  que  la  cosa  ha  de  entregarse, 
y  el  día  en  que  se  verifique  la  entrega  (1552  C).  Así 
pues,  al  vendedor  corresponde  dar  principio  á  la  eje- 
cución del  contrato,  pues  mientras  él  no  la  pone  á  dis- 
posición del  comprador,  no  empieza  para  éste,  por 
regla  general,  la  obligación  de  pagar  el  precio. 
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422. — Además  del  precio,  tiene  el  comprador  que 
abonar  intereses  en  varios  casos: 

1.  ^  Si  así  se  estipuló  en  el  contrato  (19  1553  C),  lo 
cual  supone  que  se  lijó  plazo  para  el  pago.  Estipulado 
plazo,  naturalmente  el  vendedor  no  puede  exigir  el 
precio  antes  de  su  vencimiento,  ni  intereses  mientras 
llega,  si  no  se  pactaron;  pero  sí  tiene  el  comprador  á 
quien  se  concedió  plazo,  que  otorgar  al  vendedor  la 
fianza  ó  caución  que  se  hubiere  estipulado  j)ara  asegu- 
rar el  pago  (1555  C);  y  si  no  se  la  otorgare,  se  debe  á 
solicitud  de  aquel,  decretar  á  su  favor  el  embargo  de 
la  cosa  vendida  ó  ya  entregada.  Estipulado  en  la  ven- 
ta hecha  al  fiado  el  pago  de  intereses,  y  no  expre- 
sando cuando  comienzan  á  correr,  se  computan  desde 
la  fecha  de  la  entrega  de  la  cosa  (1554  C).  Hay  que 
recordar  que  cuando  el  vendedor  demora  la  entrega  de 
la  cosa  en  un  contrato  en  que  hubo  plazos  para  el  i^a- 
go  del  precio,  estos  no  corren  desde  la  fecha  del  con- 
trato sino  desde  que  se  verifique  la  entrega  (1576  C.) 
por  ser  ésta  el  punto  de  partida  para  la  obligación  del 
comprador. 

2.  "^  Si  no  hubo  pacto  de  pagar  intereses,  pero  la  cosa 
vendida  y  entregada  produce  frutos  ó  rentas  (29  1553 
C);  porque  los  intereses  del  j)recio  representan  los 
frutos  de  la  cosa,  y  el  comprador  no  puede,  en  justicia, 
aprovecharse  de  unos  y  otros  á  un  mismo  tiempo.  Se 
entiende  esto  desde  la  fecha  de  la  entrega  (1554  C.)  en 
las  ventas  al  contado,  pues  si  son  á  plazos  y  sin  pacto 
de  intereses,  no  los  debe  el  comprador  mientras  llegan, 
aunque  perciba  los  frutos  ó  rentas  de  la  cosa,  porque 
el  plazo  es  elemento  del  contrato  y  se  tuvo  en  conside- 
ración para  fijar  el  precio. 

3.  '^  Si  el  comprador  es  requerido  judicialmente  pa- 
ra el  pago  (3.  ^  1553  C).  Este  requerimiento  puede 
ser,  en  las  ventas  al  contado,  en   cuanto  se  entrega  la 
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cosa;  y  en  las  ventas  á  plazo  sin  intereses,  después  del 
vencimiento  de  éste.  Corren  entonces  desde  el  día  del 
requerimiento  judicial  para  el  pago  (1554  C);  y  no  ha- 
biendo estipulación  diferente,  son  los  legales,  es  decir,, 
de  uno  x>or  ciento  mensual;  de  modo  que  siguen  la  re- 
gla general  de  los  intereses  que  se  adeudan  desde  que 
se  constituye  el  deudor  en  mora. 

423. — No  puede  ser  compelido  el  comprador  á  pa- 
gar el  precio  ó  la  parte  que  debiere,  aunque  se  le  ha- 
ya entregado  la  cosa,  cuando  la  venta  es  de 
bienes  inmuebles  ó  derechos  ó  acciones  sobre  ellos^ 
mientras  el  vendedor  le  demore  el  otorgamiento  de  es- 
critura en  registro  público  (1578  C),  porque  la  ley  exi- 
ge como  requisito  indispensable  la  escritura.  Y  á  vir- 
tud de  esta  retención,  motivada  por  esa  causa  depen- 
diente del  vendedor,  no  debe  el  comprador  intereses 
legales  ni  convencionales  de  la  suma  no  pagada,  de 
suerte  que  si  estuvieren  pactados,  comenzarán  á  correr 
en  la  fecha  del  otorgamiento  de  la  escritura. 

424. — Tampoco  está  obligado  el  comprador  á  hacer 
el  pago  del  precio  sino  que  puede  suspenderlo,  si  es 
perturbado  en  la  posesión  de  la  cosa,  ó  tiene  justo  mo- 
tivo para  temer  que  lo  será  por  una  acción  de  reivin- 
dicación ó  hipotecaria;  y  podrá  retenerlo  hasta  tanto 
que  el  vendedor  haga  cesar  esa  perturbación  ó  le  dé* 
fianza  de  saneamiento,  esto  es,  de  responderle  por  el 
resultado.  La  cantidad  que  puede  retener  el  compra- 
dor es  la  necesaria  para  resguardar  su  derecho,  esta 
es,  la  que  baste  á  cubrir  la  responsabilidad  cuestiona- 
da que  es  lo  que  la  funda;  y  cesará  la  facultad  si  se 
estipuló  que,  no  obstante  esa  ó  cualquiera  otra  pertur 
bación,  el  comprador  no  suspendería  el  j)ago  (1579  C). 
Si  la  venta  se  hubiere  hecho  á  plazos,  el  derecho  de  re- 
tención de  que  se  ha  hablado,  recaerá  en  la  parte  de 
precio  que  corresponda  á  los  últimos  plazos  y  no  á  los 
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primeros  (1580  C),  porque  eso  basta  para  conciliar  los 
derechos  de  comprador  y  vendedor,  y  porque  cuando 
3os  últimos  lleguen,  podrá  estar  ya  declarada  la  exis- 
tencia ó  insubsistencia  de  la  responsabilidad. 

425. — La  falta  de  pago  de  precio  da  lugar,  según  se 
verá  después,  á  rescisión  que  puede  pedir  el  vendedor; 
jpero  además,  si  lo  vendido  son  cosas  muebles  no  en- 
tregadas al  comprador,  y  éste  no  paga,  siendo  la  ven- 
ta al  contado,  ó  no  otorga  la  fianza  á  que  se  hubiere 
obligado,  siendo  á  plazo;  el  vendedor  no  solo  puede 
retener  la  cosa  sino  aun  disponer  de  ella,  sin  tener  que 
aguardar  ninguna  declaración  (1556  C). 

426. — Siendo  la  venta  de  cosas  muebles,  y  desmejo- 
rando el  comprador  de  fortuna  después  de  haberlas 
recibido  y  antes  de  haber  pagado  el  ]Drecio,  puede  el 
vendedor  exigir  que  se  le  garantice  el  pago;  y  de  lo 
contrario,  pedir  la  devolución  de  la  cosa  (1564  C);  y 
<?uando  resulta  exceso  que  no  pase  del  décimo  en  la 
extensión  de  la  cosa  vendida  conforme  á  ella,  el  ven- 
dedor estará  obligado  á  concederle  término  para  el 
pago;  y  si  se  lo  negare,  lo  acordará  el  juez  con  arreglo 
á  las  circunstancias  del  caso  (1566  C.  C).  Se  ve  jDues 
que  las  ventas  pueden  hacerse  por  una  extensión  ó 
medida  detei  minada  v.  g.  cien  mil  varas;  y  estas  ven- 
tas se  llaman  ad  mensuram;  y  pueden  hacerse  sin  esa 
determinación,  X30r  lo  que  se  comprenda  dentro  de 
ciertos  límites,  y  entonces  se  llaman  ad  corpus. 


Y. 


427. — Fuera  de  los  casos  que,  en  general,  dan  lugar  á 
la  rescisión  de  los  contratos,  hay  algunos  que  detalla 
la  ley  especialmente  para  la  venta;  y  proceden,  por  lo 
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común,  de  la  falta  de  entrega  de  lo   vendido  ó  de  pago 
del  precio.  Va  á  hacerse  ahora  su  enumeración. 

428. — El  comprador  puede  pedirla  1.  ^  Si  por  culpa 
del  vendedor  no  se  realiza  la  entrega  de  la  cosa  en  el 
tiempo  convenido  ó  legal  (1536  C).  2.  ^  Si  la  venta  es 
de  inmuebles  á  plazo,  y  pasan  dos  meses  desde  la  ce- 
lebración del  contrato  sin  haberse  prestado  la  fianza  ó 
caución  estipulada;  ó  si  fuere  de  muebles  y  pasan  tres 
días  (1550  C).  3.  ^  Si  el  comprador  ha  perdido  por 
evicción  una  parte  de  la  cosa  tan  importante  respecto 
del  todo,  que  sin  ella  no  la  hubiera  comprado  (1594  C). 

429. — Puede  pedirla  el  vendedor  1.  ^  Si  no  se  le  ha 
pagado  el  x)recio  en  la  venta  al  contado,  ó  no  se  le  otor- 
ga la  íianza  ó  caución  estipulada  en  la  que  se  hizo  á  pla- 
zos, por  el  todo  ó  parte  (1555  y  1559  C).  Pero  aunque 
se  hubiere  pactado  en  la  venta  de  inmuebles  que  no 
realizado  el  pago  en  el  termino  estipulado,  quede  res- 
cindida la  venta,  puede  no  obstante,  pagar  el  compra- 
dor después  del  plazo,  mientras  no  se  le  haya  consti- 
tuido en  mora  por  medio  del  requerimiento  (1573  C). 
El  comprador  que  recibió  la  cosa  paga  en  este  caso 
intereses  del  precio  y  restituye  los  frutos,  respondien- 
do además  por  los  gastos  y  reparación  de  perjuicios. 
2.  <^— Cuando  se  ha  pagado  parte  del  precio  y  en  el 
contrato  no  se  estipuló  plazo  para  el  pago  de  la  otra 
parte,  el  vendedor  tiene  derecho  á  pedir  rescisión  si  el 
comprador  no  paga  el  resto  del  precio  dentro  de  ocho 
días  después  de  notificada  la  demanda;  y  rescindido  el 
contrato,  el  vendedor  devuelve  la  parte  de  precio  reci- 
bida, deducidos  los  gastos  (1558  C).  La  rescisión  déla 
venta  de  cosas  muebles  ya  entregadas,  cuyo  precio  no 
se  pagó  ni  garantizó,  no  perjudica  sin  embargo,  á  un 
tercero  que  las  haya  adquirido  del  primer  comprador  y 
las  tenga  ya  en  su  poder,  á  no  ser  que  se  le  pruebe  do- 
lo (1560  C).  Si  el  tercero  no  ha  pagado  el  precio  toda- 
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vía,  puede  el  primer  acreedor  pedir  su  rete  ación,  la  que 
se  ordenará  desde  luego  sin  citación  ni  audiencia,  que- 
dando en  todo  caso  responsable  á  las  resultas  el  pri- 
mer comprador  (1561  C).  En  estos  casos,  si  el  precio 
de  la  segunda  venta  es  menor  que  el  de  la  primera,  el 
segundo  vendedor  pagará  la  diferencia  al  primero;  y 
de  todos  modos,  sea  mayor  ó  menor,  le  debe  los  gas- 
tos causados.  Mas  si  el  precio  de  la  segunda  venta  es 
mayor  que  el  de  la  primera,  el  exceso  pertenece  al  se- 
gundo vendedor  (1562  C.)- 

8.  ^  — Si  una  cosa  se  vendió  fijando  el  precio  no  por 
el  todo,  es  decir  ad  c(>r[ms,  sino  según  su  cabida  ó  sea 
ad  mensuraví,  y  resulta  en  la  extensión  de  la  cosa 
exceso  ó  falta  en  más  de  un  décimo  puede  el  com- 
prador pedir  la  rescisión  (1567  C). 

4.  ^  En  la  ventade  inmuebles  en  que  se  liaya  estipu- 
lado el  pago  del  precio  por  partes  en  diferentes  plazos, 
puede  el  vendedor  pedir  la  rescisión  si  el  comprador 
deja  de  hacer  dos  pagos  (1568  C).  Rescindida  la  venta, 
será  condenado  el  comprador  al  pago  de  intereses  por 
la  parte  de  precio  que  no  satisfizo  y  á  los  daños  y  per- 
juicios; y  el  vendedor  devolverá  la  parte  de  precio  que 
hubiere  recibido  (259  Dec.  de  Ref.  IST.  ^  272).  Tendrá 
también  el  vendedor  que  pagar  las  reparaciones  nece- 
sarias que  el  comprador  hubiere  hecho  en  la  cosa  y  las 
mejoras  no  separables  que  aumenten  su  valor  y  renta; 
satisfaciendo  por  tales  reparaciones  y  mejoras,  ó  el  va- 
lor de  los  materiales  y  jornales,  ó  el  de  la  tasación  se- 
gún elija  el  vendedor  (1571  C).  Cesa  el  derecho  del  ven- 
dedor de  pedir  la  rescisión  y  solo  lo  tiene  de  cobrar  la 
deuda  con  intereses  y  gastos,  si  se  le  han  pagado  ya  las 
cinco  octavas  partes  del  precio  de  la  venta  (1569  C). 

5.  ^  Puede  pedirla  el  vendedor,  si  por  razón  de  sa- 
neamiento estuviere  obligado  á  pagar  una  cantidad 
que  pase  de  la  mitad  del  precio  que  recibió,  jjero  ten- 
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drá  que  satisfacer  el  que  tenga  la  cosa  al  tiempo  de  la 
rescisión  y  los  gastos  y  })e¡-jnicios  (1597  C). 


yi. 


430. — Hay,  fuera  de  los  casos  expresados,  unos  pac- 
tos especiales  que  suelen  ponerse  en  el  contrato  de 
venta  y  producen  su  recisión.  Son  los  principales:  el 
pacto  llamado  de  la  ley  comisoria:  el  de  adición  en  día 
y  el  de  re  troven  ta. 

431. — El  pacto  de  la  ley  comisoria^  es  aquel  por  el 
cual  convienen  los  contratantes  en  que  si  el  compra- 
dor no  paga  el  precio  de  la  cosa  hasta  cierto  día  deter- 
minado que  fijan,  queda  rescindida  la  venta  (1616  C). 
En  virtud  de  él,  el  vendedor  tiene  diferente  derecho, 
según  que  en  ese  día  fijado  se  le  haya  pagado  ó  no 
más  de  la  mitad  del  precio.  Si  se  le  ha  pagado  más  de 
la  mitad,  no  tiene  cabida  ya  la  rescisión,  salvo  pacto 
expreso  en  contrario;  pero  sí  la  acción  para  obligar  al 
comprador  al  pago  del  resto,  daños,  perjuicios  y  gas- 
tos (1617  C).  Si  no  se  ha  pagado  más  de  la  mitad  del 
precio,  puede  el  vendedor,  á  su  elección,  j)edir  la  res- 
cisión del  contrato,  devolviendo  la  parte  recibida  del 
precio  y  exigiendo  daños,  perjuicios  y  gastos;  ó  de- 
mandar, con  intereses  y  gastos,  el  pago  del  resto  (1618 
C);  pero  elegida  una  de  las  dos  acciones,  no  se  puede 
hacer  uso  de  la  oira.  Adoptada  la  de  rescisión,  si  ha 
percibido  el  comprador  algunos  frutos  de  la  cosa  ven- 
dida, debe  darlos  al  vendedor,  deducidos  los  gastos,  y 
tendrá  que  reintegrar  los  desperfectos  sobrevenidos 
por  su  culpa. 

432.  —Por  el  pacto  de  adición  en  día  se  conviene  en 
que  si  hasta  cierto  tiempo  (jue  se  determina,    hubiere 
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quien  dé  más  por  la  cosa,  la  devuelve  el  comprador 
(fr.  1^  1612  C).  Ese  término  no  puede  exceder  de  un 
año  y  se  reduce  á  él  aunque  se  haya  estipulado  otro 
mayor  (fr.  2'^  id.),  con  el  objeto  de  que  no  permanezca 
incierta  mucho  tiempo  la  propiedad.  Si  dentro  del  año 
ó  del  término  menor  que  se  haya  designado,  se  presen- 
ta persona  que  en  algún  concepto  ofrezca  más  por  la 
cosa,  no  siendo  por  razón  de  las  mejoras  ó  aumentos 
posteriores,  debe  manifestársele  al  comprador  porque 
éste  tiene  derecho  de  retenerla  dando  lo  que  el  otro 
ofrece  por  ella  (1613  C).  Si  no  le  conviniere,  se  deshace 
la  primera  venta,  y  devuelve  el  comprador  la  cosa  que 
recibió,  con  los  frutos  producidos  y  deduciéndose  los 
gastos.  Mas  si  se  prueba  colusión  para  el  ofrecimiento 
de  mayor  precio  entre  el  vendedor  y  el  que  lo  ofrece,  no 
está  obligado  el  comprador  á  devolver  la  cosa  (1615  C). 
Si  se  rescinde  la  venta  por  ofrecimiento  de  mayor  pre- 
cio, han  de  pagarse  al  comprador  las  mejoras  que  él 
hubiere  hecho  en  ella,  y  el  aumento  de  valor  que  ésta 
haya  recibido  por  el  transcurso  del  tiempo  (1614  C.) 
Cuando  existe  este  pacto,  el  comprador  aunque  disfru- 
ta de  la  cosa  como  dueño,  no  puede  enajenarla  ni  gra- 
varla sino  con  las  limitaciones  de  su  derecho  hasta  que 
pase  el  tiempo  convenido;  pero  después  de  él,  sin  ne- 
cesidad de  nueva  tradición,  adquiere  todos  los  derechos 
de  un  modo  absoluto  (2021  C). 

433. — En  la  legislación  española,  se  conocía  también 
para  rescindir  la  venta  celebrada,  el  retracto  ó  sea  el 
derecho  que  á  algunos  competía  de  adquirir  para  sí, 
en  los  mismos  términos,  la  cosa  comprada  por  otro, 
rescindiendo  este  contrato.  Lo  había  por  diversos  mo- 
tivos: por  razón  de  parentesco,  y  era  el  retracto  genti- 
licio: por  razón  de  comunidad  de  bienes;  y  de  los  do- 
minios directo  y  útil.  Hoy  no  se  reconoce  retracto  de 

ninguna  especie,  porque  se  le  mira  como  un  grave  obs- 

12 
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táculo  para  la  libertad  y  seguridad  en  la  trasmisión  del 
dominio  y  como  un  semillero  de  pleitos.  Mas  si  no  hay 
ya  retracto,  sí  se  reconoce  el  tanteo, 6  sea  el  derecho  de 
comprar  preferentemente  por  el  tanto,  al  tiempo  de  la 
celebración  del  contrato,  la  cosa  que  se  vende. 

434.— Como  casos  de  él,  los  coherederos  son  prefe- 
ridos por  el  tanto  en  la  compra  de  la  parte  heredada 
que  á  otro  coheredero  hace  un  extraño:  aquel  debe 
avisarles,  y  ellos  tienen  tres  días  contados  desde  el  avi- 
so, para  usar  del  derecho  (1069  y  1070  C). 

En  el  pacto  de  adición  en  día,  el  primer  comprador 
tiene  derecho  de  retener  la  cosa  dando  la  cantidad  que 
otro  cualquiera  ofrece.  (1613  C). 

En  el  juicio  ejecutivo,  si  se  abre  el  remate,  el  subas- 
tador tiene  el  derecho  de  preferencia  por  el  tanto. 
(997  C.  pr.). 

También  lo  tiene  el  ejecutado  para  salvar  sus  bie- 
nes, pagando  la  deuda  y  gastos,  mientras  no  se  haya 
aprobado  el  remate  (229  Dec.  de  Ref.  N."  273). 

En  lo  mercantil,  todo  copropietario  de  una  nave  tie- 
ne derecho  de  vender  á  un  tercero  su  parte,  pero  los 
copartícipes  pueden  dentro  de  tres  días  ejercer  el  de- 
recho de  tanteo  ó  retracto,  consignando  en  el  acto  el 
precio,  salvo  el  caso  de  estipulación  en  contrario 
(738  C.  Com.). 

435.— La  retroventa^  que  ya  existía  en  la  legislación 
romana  y  española,  y  que  también  se  llama  retroven- 
dición^  pacto  de  retrov endeudo^  y  retracto  convencio- 
nal, es  un  pacto  accesorio  al  corttrato  de  venta,  por  el 
ciial  se  reserva  el  vendedor  la  facultad  de  recobrar  la 
cosa  vendida,  devolviendo  el  precio  (1619  C.  C).  Las 
ventas  á  las  cuales  se  agrega  ese  pacto  se  llaman  ven- 
ta al  quitar  ó  á  carta  de  gracia,  por  considerarse  tal 
la  que  hacía  el  vendedor  en  no  recobrar  la  cosa:  el 
ejercicio  por  parte  del  vendedor,  se  llama  redención  ó 
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rescate.  La  ley  lo  admite  con  el  objeto  de  que  el  pro- 
pietario que  se  ve  en  la  necesidad  de  deshacerse  de 
una  cosa,  pero  tiene  esperanza  de  conseguir  pronto  re- 
cursos para  rescatarla,  no  quede  enteramente  privado 
del  derecho  de  recobrarla;  mas  como  al  i)ropio  tiem- 
po, no  es  conveniente  que  esté  inseguro  el  dominio;  y 
como  por  otra  parte,  si  se  ejercitara  el  derecho  des- 
pués de  un  plazo  largo,  los  gastos  y  las  mejoras  hechas 
en  la  cosa  darían  lugar  á  más  difíciles  complicaciones 
de  intereses,  está  establecido  que  no  se  pueda  estipu- 
lar la  retroventa  por  tiempo  que  pase  de  un  año  (1622 
C.  C);  y  aunque  se  haya  fijado  un  plazo  mayor,  de  he- 
cho queda  reducido,  por  ministerio  de  la  ley,  á  un  año; 
de  suerte  que  pasado  éste,  ya  no  puede  hacerse  uso  de 
él.  Puede  sí  estipularse  un  plazo  menor  del  año  y  en- 
tonces, transcurrido  aquel,  se  acaba  igualmente  el  de- 
recho y  queda  la  cosa  en  el  dominio  absoluto  del  com- 
prador sin  ninguna  restricción  (1623  C.  C),  y  sin  nece- 
sidad de  requerimiento  al  vendedor,  pues  la  acción  de 
éste,  pasado  el  tiempo,  se  extingue  de  pleno  derecho 
como  sucede  en  la  prescripción  de  acciones.  Puede  ejer- 
citarse el  derecho  no  solo  al  vencer  el  plazo  sino  en 
cualquier  tiempo,  dentro  de  él:  puede  cederlo  ó  enaje- 
narlo el  vendedor, como  los  demás  derechos  que  forman 
su  xmtrimonio,  salvo  cuando  aparezca  que  se  quiso  li- 
mitar á  él  solo  y  á  sus  herederos;  y  puede  recaer  sobre 
cosas  muebles  y  sobre  raíces;  si  bien  es  indudable  que 
sería  más  propio  restringirlo  á  estas  últimas.  Así  se 
dispone  en  el  Código  de  México,  tanto  porque  en  mue- 
bles es  más  bien  una  prenda  disfrazada,  cuanto  por 
los  abusos  á  que  se  presta  y  porque  la  facilidad  con 
que  las  cosas  muebles  se  pierden  ó  deterioran,  hace 
muy  difícil  la  devolución. 

436.— Mediante   la  retroventa,  la  primera  venta  se 
tiene  como  si  no  hubiera  existido,  y  así  es  impropio 
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el  nombre  de  pacto  de  retroventa,  pues  lo  que  liay  pro- 
piamente es  la  supresión  ó  resolución  de  la  primera  y 
no  una  venta  nueva;  ó  lo  que  es  lo  mismo,  la  primera 
se  tiene  como  ejecutada  con  una  condición  resolutoria, 
y  el  comprador  no  adquiere  más  que  una  propiedad 
resoluble  que  perderá  si  el  vendedor,  en  la  forma  legal, 
rescata  la  cosa.  La  retroventa  debe  pactarse  con  el 
mismo  contrato  primitivo,  porque,  de  lo  contrario,  se- 
ría claramente  una  nueva  venta,  ó  por  lo  menos  pro- 
mesa de  ella,  que  no  podría  perjudicar  los  derechos 
adquiridos  por  un  tercero  en  el  tiempo  intermedio. 

437. —Estipulado  un  plazo  más  corto  que  el  legal, 
de  cuatro  meses  por  ejemplo,  no  puede  extenderse  me- 
diante pacto  nuevo,  aun  cuando  sea  quedando  dentro 
del  límite  del  legal,  porque  como  eso  equivaldría  á  ha- 
cer el  pacto  con  tiempo  intermedio  desde  la  primera 
venta,  lo  que  habría  era  una  segunda.  El  plazo,  sea  el 
convencional  ó  el  legal,  corre  contra  cualquiera  perso- 
na, aunque  sea  menor  de  edad  (1625  C.  C). 

438. —Para  que  se  verifique  la  retroventa,  es  indis- 
pensable que  el  vendedor  restituya  al  comprador,  sin 
intereses  porque  éste  ha  tenido  los  frutos,  no  solo  el 
precio  sino  también  las  costas  ó  gastos  del  contrato, 
y  el  importe  de  las  reparaciones  necesarias  y  de  las  me 
joras,  que  hubiere  hecho  en  la  cosa,  á  menos  que  ha 
yan  pactado  lo  contrario  (1620  C.  C),  pues  el  vendedor 
no  debe  enriquecerse  á  costa  del  comprador  que  fue 
poseedor  de  buena  fé,  porque  ni  aun  sabía  si  el  otro 
usaría  ó  nó  de  su  derecho;  y  entretanto,  ha  gozado  del 
carácter  de  dueño  en  toda  su  plenitud  (1626  C.  C). 

439.— El  precio  que  ha  de  restituirse  es  el  que  pagó 
•   el  comprador,  sea  maj  or  ó  menor  que  el  actual  de  la 
cosa  al  tiempo  de  la  retroventa,  salvo  pacto  en  contra- 
rio. Si  es  mayor,  no  se  perjudica  el  vendedor  que  no 
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quiera  usar  del  derecho  de  rescate;  y  si  es  menor,  es 
una  circunstancia  independiente  de  ambos.  Los  gastos 
son  los  de  escritura,  registro  y  demás  accesorios  indis- 
pensables para  la  celebración  y  ejecución  del  contrato. 
En  los  gastos  necesarios  no  entran  los  ordinarios  ó  he- 
chos parala  simple  conservación  de  la  cosa,  porque  son 
cargas  naturales  del  goce  de  la  misma  Parece  que  éste 
ha  de  ser  uno  de  los  casos  en  que  se  dé  al  comprador 
el  derecho  de  retención;  y  que,  así  como  el  vendedor 
tiene  que  hacer  ciertos  pagos,  el  comprador  tendrá  que 
indemnizarle  por  los  deterioros  de  la  cosa  causados 
por  su  culpa;  y  principalmente,  si  han  procedido  de 
no  hacerse  los  gastos  de  conservación. 

440. — La  cosa  debe  devolverse  con  los  aumentos  que 
haya  tenido  por  aluvión  y  con  derecho  á  los  tesoros 
que  en  ella  se  encuentren.  ISTo  debe  decirse  lo  mismo  de 
las  porciones  que  el  comprador  le  hubiera  agregado 
por  otros  títulos.  En  cuanto  á  los  frutos,  la  regla  del 
usufructo  de  que  cada  cual  toma  los  frutos  que  se  per- 
ciben durante  su  goce,  de  modo  que  uno  lleve  todos  los 
pendientes  al  constituirse,  y  otro  todos  los  pendientes 
al  terminarse,  no  es  aplicable,  porque  en  el  usufructo 
hay  igualdad  para  los  dos,  mientras  que  aquí,  el  ven- 
dedor puede  hacer  cesar  el  goce  del  comprador  en  el 
momento  que  quiera,  la  víspera  de  la  cosecha,  por 
ejemplo.  Más  jjropio  parece  por  tanto,  que  los  frutos 
pertenezcan  á  cada  cual  á  prorrata  de  la  duración  de 
su  derecho  de  gozar  de  la  cosa.  Si  no  hay  pues,  más 
que  una  cosecha  anual,  y  el  tiempo  entre  la  venta  y 
la  retroventa  es  de  seis  meses,  el  derecho  de  cada  uno 
será  á  la  mitad,  salvo  convenio  diferente.  Y  si  la  cosa 
no  produce  frutos,  ó  por  su  naturaleza  no  los  ha  de 
producir  en  el  tiempo  de  la  duración  de  la  venta,  el 
comprador  no  tendrá  entonces  ningún  emolumento  en 
compensación  del  interés  del  precio;  y  lo  que  le  habría 
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correspondido,  era  establecer  para  la  retroventa  un 
precio  mayor  que  el  de  la  venta  á  fin  de  compensarse. 

441.— Significando  la  retroventa  una  condición  reso- 
lutoria, el  comprador  que  vende  á  otro  la  cosa  inmue- 
ble, no  le  transmite  más  que  un  derecho  resoluble.  De 
aquí  es  que  el  vendedor  puede  ejercer  el  derecho  de  res- 
cate contra  un  segundo  comprador,  si  el  pacto  de  retro- 
venta  consta  de  la  escritura  de  la  primera  venta,  aun 
cuando  nada  se  hubiese  declarado  en  la  segunda  (1624 
C.  C.)  Lo  primero  es  indispensable  porque  por  ese  tí- 
tulo que  debe  estar  inscrito  y  que  el  nuevo  comprador 
ha  de  haber  cuidado  de  examinar,  se  enteró  ó  debió 
enterarse  de  la  condición  á  que  estaba  sujeto;  y  si  no 
lo  hizo,  fué  culpa  suya.  Lo  otro  no  se  requiere  porque 
es  acto  en  que  el  primer  vendedor  no  interviene,  y  que 
por  lo  mismo,  no  ha  de  perjudicarle,  De  todos  modos, 
el  primer  vendedor  ha  de  abonar  al  segundo  compra- 
dor lo  mismo  que  abonaría  al  primero  si  la  cosa  es- 
tuviera en  poder  de  éste.  Si  él  vendió  al  primero  en 
ciento;  y  éste  en  doscientos  al  segundo,  ciento  será  lo 
que  tenga  que  darle,  pues  de  otra  suerte  por  hecho 
ajeno  se  agravaría  su  obligación.  Si  él  vendió  al  prime- 
ro en  doscientos,  y  éste  al  segundo  en  ciento,  los  dos- 
cientos restituirá,  porque  se  entiende  que  se  vendieron 
al  último  todos  los  derechos  relativos  á  la  cosa  ó  pro- 
venientes  de  ella.  Si  se  engañó  al  segundo  comprador 
ocultándole  el  pacto,  tendrá  contra  el  primero  acción 
por  los  daños  y  perjuicios:  si  lo  sabía,  solo  por  el 
precio. 

442. — Como  aunque  haya  condición  resolutoria, 
siempre  hay  verdadera  venta  y  el  comprador  es  dueño 
y  puede  hipotecar  mientras  no  llega  aquella,  el  pacto 
no  impide  que  el  comprador  ejerza  todos  los  derechos 
anexos  al  dominio  y  posesión  (1626  C.  C).  En  conse- 
cuencia, correrá  la  prescripción  á  su  favor,  tanto  con- 
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tra  el  verdadero  propietario,  si  hubiera  sido  vendida 
la  cosa  por  el  que  no  lo  era,  como  contra  cualesquiera 
otros  que  pudieran  tener  sobre  ella  servidumbre,  hi- 
poteca ú  otro  derecho. 

443.-  Lo  que  si  hay  que  notar  es  que  si  se  hace  uso 
de  la  re  troven  ta,  la  cosa  vuelve  al  vendedor,  libre  de 
los  gravámenes  impuestos  por  el  comprador  (1621  C.C), 
pues  quedan  sujetos  á  la  misma  resolución  que  su  do- 
minio, y  hay  que  establecer  un  principio  general  como 
el  que  rige  para  la  hipoteca,  deque  quien  la  constituye 
sobre  cosa  en  que  tenga  un  derecho  eventual,  limitado 
ó  sujeto  á  condiciones  suspensivas,  rescisorias  ó  re- 
solutorias, no  se  entiende  que  lo  hace  sino  con  las  con- 
diciones ó  limitaciones  á  que  está  sujeto  su  derecho, 
aunque  asi  no  se  exprese  (2061  C.  C).  Por  tanto,  para 
que  una  servidumbre  ó  hipoteca  subsista,  aun  hecha 
la  retro  venta,  es  indispensable  que  también  el  vende- 
dor haya  prestado  su  consentimiento  en  ese  concepto, 
porque  si  el  comprador  solo  pudiera  imponer  en  la  co- 
sa gravámenes  permanentes,  estaría  en  su  mano  hasta 
hacer  imposible  la  retroventa. 

444. — En  cuanto  á  los  arrendamientos  pactados  con 
el  comprador,  el  vendedor  no  tiene  que  pasar  j^or 
ellos.  En  algunos  códigos,  como  el  español  y  el  francés, 
se  sostienen  los  hechos  de  buena  fé  y  según  la  costum- 
bre, por  el  interés  de  la  agricultura  y  porque  hay 
arriendos  que  solo  se  hacen  por  períodos  largos;  y  aun 
el  vendedor  tiene  interés  en  hallar  su  finca  tan  bien 
arrendada  como  él  la  habría  puesto.  En  otros,  como  en 
el  de  México,  y  parece  lo  más  propio,  no  se  reconoce 
arrendamiento  por  tiempo  que  execeda  del  que  hay 
para  el  ejercicio  del  pacto. 

445.  —  Para  que  se  tenga  por  hecha  la  retroventa,  no 
se  necesita  acción  judicial:  basta  la  declaración  hecha 
al  comprador,  de  la  intención  de  recobrar  la  cosa  pa- 
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gando  lo  que  corresponda.  Lo  más  seguro  será  sí  qne 
se  haga  constar  de  una  manera  auténtica,  ó  que  se  ha- 
ga consignación  en  forma,  ó  protesta  ante  notario  ó  an- 
te la  autoridad  judicial;  atendiendo  á  la  cantidad  de 
que  se  trate  para  la  manera  en  que  proceda. 

446. — Cuando  la  cosa  vendida  es  divisible  y  como 
tal  se  ha  vendido,  bien  por  actos  diferente?,  bien  por 
diversos  precios  y  estipulaciones,  el  derecho  para  la 
retroventa  es  divisible  también,  porque  hay  varios  con- 
tratos, así  es  que  el  dueño  que  vendió  separadamente 
su  parte,  puede  usar  de  su  derecho  independientemen- 
te de  los  demás  (1628  C.  C);  pero  sise  ha  vendido  con- 
juntamente, con  pacto  de  retroventa,  una  cosa  común, 
ios  vendedores  y  los  herederos  del  que  ha  vendido  algo 
con  la  misma  condición,  no  pueden  usar  de  su  derecho 
separadamente  sino  todos  juntos  (1627  C.  C),  de  suer- 
te que  no  será  ni  cada  cual  por  su  i)arte.  Procede  esto 
de  que  el  comprador  ha  debido  contar  con  poseerlo  to- 
do ó  devolverlo  todo,  y  con  que  no  habría  ese  fraccio- 
namiento ó  posesión  parcial  contra  su  voluntad.  Los  he- 
rederos suceden  en  el  derecho  del  causante;  y  así  como 
éste  tenía  que  hacerlo  por  el  todo,  lo  mismo  ellos. 

447. — A  la  inversa,  y  jjor  razón  análoga,  muerto  el 
comprador  no  se  podrá  ejercer  el  derecho  á  la  retro- 
venta  sino  contra  todos  los  herederos,  mientras  la  cosa 
sujeta  á  ese  pacto  se  conserve  indivisa.  Verificada  la 
partición,  se  ejerce  el  derecho  respecto  de  aquel  ó  aque- 
llos á  quienes  se  haya  adjudicado,  porque  la  acción 
sigue  á  la  cosa  como  cuando  se  enajena;  pero  no  se  po- 
drá usar  del  derecho  sino  sobre  toda  la  cosa  sujeta  á  re- 
troventa (1629  C). 

448. — Cuando  no  son  varios  los  vendedores  sino  los 
compradores,  si  no  han  adquirido  conjuntamente  sino 
que  á  cada  uno  se  ha  vendido  parte  distinta  por  pre- 
cio distinto,  el  vendedor  no  puede  dirigirse  contra  cada 
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cual  más  que  por  su  parte,  pero  puede  hacerlo  sí  contra 
el  que  le  parezca.  Si  son  conjuntos  y  el  inmueble  se 
adquirió  para  conservarse  en  común,  pueden  exigir  re- 
tracto total;  mas  si  fué  para  dividirse,  hayan  ó  no  divi- 
dido, ninguno  puede  oponerse  al  retracto  parcial. 

449. — Si  el  comprador,  con  pacto  de  retro  venta,  de 
una  parte  indivisa  de  una  finca,  ha  obtenido  la  totali- 
dad de  ella  en  subasta  ó  licitación  contra  él  provocada, 
puede  obligar  al  vendedor  á  redimir  el  todo,  si  éste 
quiere  hacer  uso  de  la  re  tro  venta,  porque  el  compra- 
dor se  ha  visto  forzado  á  adquirir  la  parte  del  otro,  co- 
mo propietario  de  la  que  ya  había  comprado.  Si  se  le 
quita  la  primera,  no  tiene  ó  puede  no  tener  interés  en 
conservar  la  otra,  y  además  habría  el  inconveniente  de 
volver  á  la  comunidad,  de  la  que  se  había  salido  por 
la  subasta.  Si  el  comprador  la  hubiera  provocado,  po- 
dría el  vendedor  retraer  solo  la  parte  vendida,  porque 
si  adquirió  la  otra  fué  solo  porque  quiso. 


VII. 


450. — Subasta  ó  Ucitacídn  es  la  venta  publica  de 
una  cosa  mueble  ó  raíz  de  modo  que  pueda  haber  con- 
currencia de  j)Ostores  y  con  el  objeto  de  que  quí^dfí  al 
que  ofrezca  por  ella  mayor  cantidad.  Puede  ser  volun- 
taria, cuando  el  dueño  de  una  cosa,  que  puede  disponer 
de  ella  sin  restricciones,  quiere  dar  publicidad  á  su  ena- 
jenación, lo  mismo  que  podría  hacerla  en  privado.  Y  es 
necesaria  ó  legal,  cuando  está  ordenada  por  ley  de 
suerte  que  no  hay  libertad  de  vender  privadamente. 
La  ley  la  establece  en  los  casos  en  que  hay  algún  inte- 
rés social  en  que  la  venta  quede  á  cubierto  de  todo 
manejo  indebido;  y  en  que  es  preciso  promover  lo  me- 
jor para  las  personas  á  quienes  pertenece  en  todo  ó  en 
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parte;  pues  claro  está  que,  publicándose  la  venta  y 
admitiéndose  competencia  entre  los  que  se  i)ropongan 
comprar,  se  obtendrá  mejor  precio,  al  mismo  tiempo 
que  se  quita  toda  sospecha  de  que  el  vendedor  sea  per- 
judicado. 

451.  —La  subasta  puede  ser  judicial  y  extrajudicial. 
^^  judicial  la  que  se  liace  con  intervención  de  autori- 
dad judicial;  y  extrajudicial  aquella  en  que  dicha  au- 
toridad no  interviene.  Esta  tíltima  solamente  se  anun- 
cia al  público,  y  se  hace  con  la  mediación  de  un  nota- 
rio, ó  solo  de  testigos  cuando  no  se  necesite  que  conste 
el  acto  en  escritura  pública.  En  la  subasta  judicial  son 
admitidos  como  postores,  todos,  sean  interesados  6  ex- 
traños: en  la  extrajudicial,  algunas  veces  tienen  que 
ser  admitidos  los  extraños:  en  otras,  puede  pasar  solo 
entre  los  interesados. 

452. — Debe  hacerse  subasta  pública  y  judicial: 

En  la  venta  de  bienes  inmuebles  6  alhajas  preciosas 
de  menores  ó  ausentes,  sea  que  les  pertenezcan  á  ellos 
exclusivamente  ó  en  parte;  es  decir,  siempre  que  es- 
tén interesados  en  ellos  (376,  1041  y  fr.  2.  =^  1631  C.  C, 
1382,  1709,  1725  y  1726  C.  pr.  C.  y  10  Dec.  de  Ref. 
N.  ^  272).  - 

En  la  venta  que  se  hace  en  virtud  de  ejecución  (220 
Dec.  de  Ref.  N.  ©  273.). 

En  la  venta  que  el  depositario  de  un  concurso  haga 
de  las  especies  pertenecientes  á  éste,  que  no  estén  su- 
jetas á  corrupción  ni  causen  gastos  para  su  conserva- 
ción (2.  ^  1417  C.  pr.). 

En  la  venta  de  inmuebles  pertenecientes  á  corpora- 
ciones ó  personalidades  jurídicas  y  establecimientos 
públicos  (1527  C.  C.  1715  0.  pr.). 

En  la  venta  de  la  prenda,  cuando  la  ordena  el  juez 
por  haberse  vencido  el  plazo  convencional  ó  legal  sin 
pagarse  la  deuda  (2005,  2006  C.  C). 
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Siempre  que,  siendo  una  cosa  común  á  muchos  y  no 
pudiendo  dividirse  cómodamente  y  sin  pérdida,  ó  ha- 
biendo en  una  partición  de  bienes  algunos  que  son  re- 
husados por  todos  los  partícipes,  alguno  de  ellos  pide 
que  la  venta  se  haga  así,  pues  como  dueño  tiene  dere- 
cho de  exigirlo  (1041  y  1631  C.  C.  y  1730  C.  pr.). 
Si  se  duda  si  la  cosa  x^^^^^e  dividirse  cómodamente  y 
sin  pérdida,  constituye  eso  un  punto  de  hecho  que  ha 
de  ser  decidido  previamente  por  el  juez  C.  C). 

453. — Debe  hacerse  subasta  pública,  aunque  no  sea 
judicial,  pero  sí  admitiendo  postores  extraños: 

Si  una  cosa  común  á  muchas  no  puede  dividirse  có- 
modamente y  sin  pérdida  ó  en  una  partición  hay  al- 
gunos bienes  que  todos  rehusan;  y  no  habiendo  nece- 
sidad de  que  la  subasta  sea  judicial,  alguno  la  pide 
con  esas  condiciones  (1041  y  fr.  1.  '^  1631  C.  C);  y  el 
precio  se  dividirá  entre  los  copropietarios. 

En  la  venta  de  mostrencos  (1802  C.  pr.). 

454. —Ha  de  haber  subasta  x)ública  ó  licitación,  pero 
sin  necesidad  de  que  se  admitan  postores  extraños: 

Siempre  que  entre  los  herederos  ó  comuneros  de  una 
cosa  que  no  admite  división  cómoda,  se  conviene  en 
ello,  y  no  hay  interesado  ningún  menor  ó  ausente 
(1041  y  fr.  1.=^  1631)  C.  C). 

Cuando  varios  herederos  mayores  pretenden  una 
misma  cosa  de  las  hereditarias  (1047  C.  C). 

455. — Para  que  haya  necesidad  de  subasta  de 
la  cosa  común  que  no  admite  división  cómoda  cuan- 
do todos  los  partícipes  ó  interesados  son  mayores,  es 
preciso  que  alguno  de  éstos  la  pida,  pues  bien  pueden 
convenir  en  que  la  venta  se  haga  privadamente,  y  ve- 
rificarla en  ese  concepto. 

456. — Aunque  la  subasta  es  generalmente  venta  y 
por  eso  se  trata  de  ella  en  este  lugar,  no  lo  es  con 
toda  propiedad  sino  cuando  la  cosa  queda  en  un   ex- 
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traño  y  no  en  uno  de  los  partícipes.  Quedando  en  uno 
de  éstos,  constituye  una  partición  cuyo  efecto  es  más 
bien  declarar  la  propiedad.  Por  lo  demás,  para  que 
propiamente  haya  licitación  y  se  constituya  partición,- 
se  requiere  que  la  indivisión  cese  por  completo  entre 
todos  los  copropietarios,  pues  si  solo  se  reunieran  en 
uno  algunas  de  las  porciones,  dejando  subsistente  la 
indivisión  con  los  demás,  solo  habría  venta  de  la  par- 
te de  ellos. 

457.— Respecto  de  bienes  y  rentas  nacionales,  la  ley 
establece  que  se  proceda  conforme  á  lo  que  determi- 
nan las  disposiciones  de  hacienda  (1645  C.  C).  Según 
éstas,  cuando  se  trata  de  inmuebles,  después  de  la 
declaración  del  Poder  Ejecutivo  de  haber  lugar  á  la 
venta,  es  indispensable,  entre  otras  cosas,  que  la  venta 
se  haga  en  asta  pública  por  la  autoridad  ó  funciona- 
rio á  cuya  administración  corresponda  el  inmueble 
que  se  trata  de  vender,  ó  por  quien  comisione  al  efec- 
to el  secretario  de  Hacienda  (inciso  1.  ^  1439  Código 
Fiscal);  y  el  remate,  previo  valúo  y  anuncio  en  los  pe- 
riódicos por  treinta  días  y  por  carteles  y  pregones,  se 
verificará  en  el  lugar  día  y  hora  que  se  hayan  señalado, 
con  asistencia  de  un  notario  ó  del  secretario  de  la  ofi- 
cina encargada  de  efectuar  la  venta  (1440  id).  Tam- 
bién la  venta  de  muebles  y  semovientes  de  propie- 
dad nacional  ha  de  hacerse  en  pública  subasta  (1.  '^ 
1469  id). 

468.  —La  enajenación  de  baldíos  se  hace  igualmente 
en  asta  jjública,  por  regla  general  (614  id.),  salvo  el 
caso  de  adjudicaciones  gratuitas  en  las  condiciones  que 
las  autoriza  la  ley.  Acerca  de  los  baldíos  situados  en  la 
Costa  Cuca  y  el  Palmar,  estaba  prevenido  que  se  ena- 
jenaran en  asta  pública,  por  la  base  de  quinientos  pe- 
sos caballería,  pero  si  el  denunciante  justificaba  haber 
poseído  el  terreno  denunciado  con  dos  años   de  ante- 
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rioridad  á  Ja  ley,  debía  adjudicársele  por  la  misma  ba- 
se la  parte  inculta  y  por  doscientos  pesos  caballería  la 
parte  sembrada  de  café,  cacao  ó  sacatón  (Acuerdos  de 
22  de  Julio  de  1873  y  13  de  Mayo  1874.).  Respecto  de 
los  baldíos  nombrados  "Chubá"  y  "SaquicMllá,"  es- 
tá dispuesto  por  acuerdo  de  18  de  Febrero  de  1878 
que  se  adjudiquen  á  razón  de  veinte  pesos  caballería 
á  las  personas  que  poseyeren  lotes  medidos  y  aco- 
tados. 

459. — No  es  necesario  que  la  enajenación  de  baldíos 
se  haga  en  asta  pública,  si  se  solicitan  para  crianza  de 
ganado  vacuno,  ó  i)aTa  siembra  de  zarzaparrilla,  cacao, 
hule,  trigo,  banana  ó  henequén  (Decretos  de  22  de 
Agosto  y  26  de  Octubre  de  1878  y  de  8  de  Marzo  de 
1879.  Acuerdos  de  21  de  Febrero,  24  de  Abril  y  27  de 
Agosto  de  1880. 

460. — En  cuanto  á  ejidos  y  terrenos  comunales,  la 
venta  debe  verificarse  en  asta  pública  con  arreglo  al 
art.  13  del  Dec.  de  8  de  Enero  de  1877,  salvo  los  te- 
rrenos que  en  esa  fecha  estaban  acensuados  ó  poseídos 
de  hecho,  pues  los  primeros  se  adquieren  por  la  re- 
dención, y  los  otros,  valuados  previamente  por  ex- 
pertos. 

VIH. 


461. — En  otro  lugar  se  ha  tratado  ya  de  lo  que  es 
común  á  la  promesa  en  general,  respecto  de  cualquier 
contrato.  Corresponde  hacer  mención  aquí  de  lo  que 
es  especial  á  la  promesa  relativamente  á  la  compra. 

462. — Promesa  de  venta  es  el  comi)romiso  de  una 
persona  á  favor  de  otra  que  lo  acepta,  de  venderle 
alguna  cosa.  El  efecto  que  produce  es  el  de  poder 
obligar  al  que  prometió,  á  que  efectúe  la  venta:  es  de- 
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cir,  nace  de  ella  una  acción  jpersonal  en  virtud  de  la 
cual  puede  compelerse  al  dueño  á  que  realice  la  ven- 
ta y  otorgue  el  título  del  caso.  Son  cosas  diferentes 
pues,  la  venta  y  la  promesa  de  venta:  ésta  no  transfie- 
re el  dominio  de  la  cosa  que  se  promete  vender;  y  en 
consecuencia,  el  riesgo  y  el  provecho  de  ella  siguen 
correspondiendo  á  su  dueño  primitivo  (1503  C.  C).  Es 
indispensable,  como  en  toda  promesa,  para  que  surta 
efectos  validos,  la  aceptación  de  la  persona  á  quien 
se  promete,  porque  el  concurso  de  sus  voluntades  es 
lo  que  determina  el  contrato. 

463. — En  la  promesa  de  venta,  hay  que  designar  el 
tiempo  dentro  del  cual  la  venta  ha  de  verificarse  (fr.  1'} 
1507  C).  Si  hay  plazo  convencional,  ese  se  respeta  con 
tal  que  no  exeda  de  tres  años  si  se  trata  de  cosas  in- 
muebles ó  derechos  sobre  ellas;  y  de  un  año,  si  se  tra- 
ta de  muebles  (fr.  2^  1507  C.  C).  Con  motivo  de  esta 
restricción,  si  el  plazo  fijado  excede  de  los  menciona- 
dos, que  constituyen  un  plazo  legal;  ó  si  en  el  contra- 
to no  se  designó  ninguno,  se  entiende  fijado  el  que  la 
ley  determina,  así  es  que  en  caso  de  que  haya  exceso, 
se  reduce  á  los  términos  permitidos.  La  razón  que  hay 
para  señalar  esos  términos  es  la  de  evitar  la  incertidum- 
bre  acerca  del  dominio  definitivo  de  las  cosas  y  el  te- 
mor de  que  se  des^-uide  por  mucho  tiempo, con  perjuicio 
de  los  intereses  generales  económicos  y  en  particular 
de  la  agricultura,  aquella  que  se  sabe  que  habrá  de 
venderse  al  fin. 

464. — Y  eneldo  el  plazo  convencional,  ó  en  su  caso  el 
legal,  hay  derecho  de  pedir  que  se  realice  la  venta;  y 
de  no  hacerse  voluntariamente,  puede  acudirse  á  la 
autoridad  judicial  para  hacer  efectivo  el  cumplimiento 
de  la  promesa  (1508  C).  Si,  vencido  ese  plazo,  no  se 
ha  verificado  la  venta  ni  se  ha  exigido  judicialmente, 
quedan  los  contratantes  libres  en   adelante  de  toda 
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obligación.  Los  términos  de  la  ley  hacen  entender  cla- 
ramente que  el  simple  transcurso  del  plazo,  sin  nece- 
sidad de  otro  término  de  prescripción,  desliga  de  las 
obligaciones  de  efectuar  la  promesa;  de  suerte  que  en 
cuanto  esté  vencido,  puede  cualquiera  de  las  partes 
pedir  que  que  así  se  declare.  Si  hubo  arras,  las  devol- 
verá el  que  las  recibió. 

465.— En  la  promesa  de  venta,  lo  mismo  que  en  cual- 
quiera otra  promesa,  el  contrato  queda  perfecto  desde 
que  la  otra  parte  la  acepta.  En  el  tiempo  que  media 
entre  la  promesa  y  la  aceptación,  el  promitente  puede 
arrepentirse,  salvo  que  al  hacerla  se  hubiera  compro- 
metido á  esperar  contestación  y  aguardar  hasta  cierto 
y  determinado  plazo  (199  C.  Com.). 


IX. 


466.— Venta  es  también  la  que  se  conoce  con  el  nom- 
bre de  cesión,  de  derechos  ó  traslación  de  créditos^ 
siempre  que  el  vendedor,  que  en  este  caso  se  llama  ce- 
dente,  recibe  del  comprador  que  se  llama  cesionario^ 
precio  ó  equivalente  por  la  cesión.  En  virtud  de  ella, 
el  que  tiene  un  crédito  ó  derecho  contra  una  persona, 
traspasa  en  otra,  mediante  cierto  precio,  todas  las  ac- 
ciones á  él  y  el  derecho  de  exigirlo  del  deudor. 

467.  —En  la  venta  ó  cesión  de  un  crédito  van  com- 
prendidos sus  accesorios,  como  la  hipoteca  y  el  privi- 
legio de  que  goce  (1685  C),  sin  necesidad  de  que  se  ex- 
prese (1344  C),  á  no  ser  que  en  otra  cosa  se  convenga. 
Respecto  de  la  fíanza,  tratando  el  Código  de  la  trasla- 
ción de  créditos,  dice  que  va  comprendida  en  la  cesión; 
pero  parece  que  esto  ha  de  entenderse  en  el  concepto 
de  que  el  ñador  consienta;  pues  de  lo  contrario,  debe- 
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ría  prevalecer  el  principio  general  que  en  otra  parte  se 
establece  de  que  por  cualquiera  novación  en  el  contrato 
principal,  sin  el  expreso  consentimiento  del  fiador,  se 
extingue  la  obligación  de  éste  (2246  C). 

468.— Entre  el  cedente  y  el  cesionario  la  traslación 
queda  consumada,  según  la  ley,  con  la  entrega  que  al 
liltimo  hace  el  primero  del  título  en  que  consta  su  de- 
recho; ó  en  falta  de  éste,  con  el  otorgamiento  de  nuevo 
título  por  el  cedente  y  la  admisión  del  cesionario 
(1632  C.)-  Lo  último  no  ofrece  dificultad  porque  desde 
luego  se  entiende  que  el  que  es  acreedor  de  alguno  por 
diez  mil  pesos,  si  extiende  á  favor  de  otro  una  escri- 
tura en  que  le  cede  el  crédito,  transfiere  y  hace  cons- 
tar legalmente  que  transfirió  su  derecho;  y  es  de  supo- 
ner que  al  otorgarla,  le  entrega,  como  entrega  todo 
vendedor,  los  títulos  ó  documentos  en  virtud  de  los 
cuales  es  dueño  de  aquello  que  vende.  No  sucede  lo 
mismo  respecto  del  otro  medio,  pues  el  existir  un  título 
á  favor  de  una  persona  en  poder  de  otra,  no  arguye  que 
se  le  haya  hecho  traslación  del  crédito  que  representa; 
y  ni  aun  queda  hoy  empeñada  ó  hipotecada  una  cosa, 
dándose  en  prenda  sus  escrituras.  Además,  en  todos  los 
casos  en  que  se  tratara  de  derechos  reales  ó  que  el  va- 
lor de  lo  cedido  pasara  de  quinientos  pesos,  en  los  cua- 
les se  necesita  siempre  documento  público  ó  privado, 
no  alcanzaría  la  simple  entrega  ni  su  justificación  por 
otros  medios. 

469. — Contra  el  deudor  y  contra  terceros,  la  cesión 
no  produce  efecto  en  cuanto  á  los  derechos  cedidos, 
sino  desde  que  se  notifica  al  deudor  la  traslación;  ó 
éste  la  acepta  (fr.  1.  ^  art.  265  Dec.  262.).  En  conse- 
cuencia, si  antes  de  notificarla  ó  aceptarla,  paga  al  ce- 
dente,  hace  buen  pago  (1634  C.  C);  y  de  la  misma  ma- 
nera, podría  transigir  con  él  ó  celebrar  cualquier  otro 
convenio  y  el   cesionario  no  tendría  acción  para  recia- 
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mar  contra  él.  Por  esa  misma  razón,  si  el  cedente  ha 
cedido  á  varios  una  misma  acción  ó  derecho,  el  deu- 
dor solo  reconocerá  como  acreedor  al  que  primero  le 
haga  la  notificación,  aun  cuando  su  cesión  sea  poste- 
rior. Y  por  la  misma,  antes  de  dicha  notificación,  los 
acreedores  del  cedente  podrán  embargar  legítimamen- 
te el  crédito  ó  derecho  cedido  pnes  hasta  que  no  se 
verifica  aquella,  el  deudor  no  está  obligado  para  con 
otra  persona  que  no  sea  el  acreedor  primitivo. 

470. — Consecuencia  de  lo  dicho  es  también  que  el 
deudor  que  no  aceptó  la  cesión  que  le  fué  notificada, 
pueda  oponer  al  cesionario  compensación  por  todos 
ios  créditos  qne,  antes  de  que  lo  fuera,  haya  adquirido 
contra  el  cedente;  y  que,  si  por  el  contrario,  la  aceptó, 
ó  convino  en  que  el  acreedor  cediera,  no  pueda  opo- 
ner tales  créditos  en  compensación  (342  Dec.  272). 
Y  esto  explica  uno  de  los  motivos  de  la  necesidad  de  la 
notificación  ó  aceptación,  pues  no  se  puede,  por  el  he- 
€ho  de  un  tercero,  privar  á  otro  de  derechos  que  legí- 
timamente le  corresponden.  Se  exceptúa  el  caso  en  que 
en  el  instrumento  del  crédito  haya  expresado  el  deudor 
su  consentimiento  para  que  el  acreedor  cediera,  ya  que 
entonces  debe  estar  á  todas  las  consecuencias  de  aque- 
llo en  que  convino;  y  se  exceptúan  también  las  letras 
de  cambio,  pagarés  á  la  orden,  acciones  al  portador  y 
otras  especies  de  transmisión  comercial  que,  en  todo  lo 
relativo  á  su  traspaso,  se  rigen  por  las  disposiciones 
del  Código  de  Comercio  (1643  C). 

471.— La  notificación  se  hace  por  medio  de  la  auto- 
ridad judicial  competente,  bien  por  solicitud  especial 
para  ese  efecto,  ó  bien  por  la  demanda  que  ante  la 
misma  se  interpone.  Puede  hacerse  también  por  me- 
dio de  un  acto  notariado  en  que  el  que  lo  autoriza  da 
fé  de  haber  hecho  saber  la  cesión  al  deudor,  pues  el 
objeto  es  que  de  una  manera  auténtica  conste  que  se 
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verifícó.  La  aceptación  puede  ser  expresa  ó  tácita;  y  se^ 
tendrá  como  tal  el  haber  comenzado  á  pagar  al  cesiona- 
rio el  crédito  cedido;  asi  como  es  notificación  la  contes- 
tación del  pleito  promovido  por  el  ceden  te,  y  más  pro- 
piamente, la  notificación  misma  de  la  demanda  (fr.  2": 
art.  265  Dec.  272.). 

472. —Obligación  del  ceden  te,  además  de  la  de  en- 
tregar los  títulos  que  acrediten  su  derecho,  es  la  de 
sanear  el  crédito  ó  derecho  incorporal  que  ha  traspa- 
sado. Esa  obligación,  como  condición  natural  del  con- 
trato, existe  aunque  no  se  haya  estipulado  expresa- 
mente (1636  C).  Comprende  la  seguridad  de  la  exis- 
tencia ó  certeza  del  crédito  al  tiemxDo  de  hacerse  la 
enajenación;  de  manera  que  si  resultara  que  el  ceden- 
te  no  era  tal  acreedor,  debería  restituir  lo  recibido.  IS'o 
se  extiende  sin  embargo,  á  responder  de  la  solvencia 
del  deudor,  es  decir,  de  que  podrá  cobrarse  de  él,  á  no 
ser  que  expresauíente  se  haya  obligado  á  eso  el  ceden- 
te.  En  caso  de  haber  contraído  semejante  obligación, 
solo  se  hará  efectiva  hasta  la  cantidad  que  se  recibió 
como  precio,  y  no  por  todo  el  importe  del  crédito  cedi- 
do, en  caso  de  que  haya  diferencia;  y  se  entenderá  limi- 
tada á  responder  de  la  solvencia  del  deudor  en  el  tiem- 
po de  la  traslación  del  crédito,  siempre  que  no  haya 
otro  convenio  diverso  (1638  C).  Cabe  pues,  convenio- 
que  establezca  que  responde  el  cedente  de  la  solvencia 
del  deudor  en  el  tiempo  en  que  sea  exigible  la  deuda. 
Y  si  el  cesionario  no  hubiera  reclamado  el  crédito  al 
hacerse  exigible  y  después  hubiera  ocurrido  la  insol- 
vencia del  deudor,  ya  nada  podría  reclamar  del  ce- 
dente  porque  la  pérdida  procedería  de  su  negligencia 
ó  morosidad. 

473.  —Por  regla  general,  todos  los  que  tienen  capa- 
cidad para  contratar  pueden  ceder  y  aceptar  una  ce- 
sión, en  las  mismas  condiciones  que  contratan.  Pero  el 
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tutor  no  puede  aceptar  para  sí  mismo,  á  título  gratui- 
to ú  oneroso,  la  cesión  de  ningún  derecho  6  crédito  con- 
tra el  menor:  y  solo  podrá  adquirirlos  por  herencia 
(378  C.  C). 

474.— No  pueden  cederse  los  derechos  que  son  pu- 
ramente personales,  pero  sí  los  derechos  litigiosos  ha- 
ciendo saber  al  comprador  esa  circunstancia  (1513  C). 

475. — La  venta  ó  cesión  de  un  derecho  hereditario 
tiene  algunas  particularidades  y  son  las  siguientes: 

1.  =^  Si  la  venta  se  hubiere  hecho  sin  especiíicar  por 
menor  en  lo  que  consiste  la  herencia,  el  cedente  solo 
estará  obligado  á  sanear  la  calidad  de  heredero;  de 
suerte  que  su  responsabilidad  se  limita  al  caso  de  que 
no  sea  tal  y  entonces  tendrá  que  devolver  lo  que  reci- 
bió en  ese  falso  concepto  (1639  C).  Mas  si  se  hubieran 
determinado  las  cosas  ó  valores  en  que  la  herencia 
consistía,  sería  responsable  también  por  su  importe. 

2.  ^  En  la  venta  de  una  herencia  no  se  comprende  lo 
que  se  deba  al  cedente  no  como  heredero  sino  como 
aereedor,  por  ser  un  título  diferente.  Puede  sin  em- 
bargo, convenirse  en  otra  cosa;  y  entonces,  se  estará  á 
lo  pactado  (1642  C.  C). 

3.  ^  El  vendedor  de  un  derecho  hereditario  que  se 
hubiere  aprovechado  de  alguna  cosa  de  la  herencia, 
está  obligado  á  pagarla  al  comprador,  si  no  se  la  reser- 
vó expresamente  en  el  contrato  de  venta  (1640  C.  C.j, 
porque  en  la  venta  de  la  herencia  se  incluye  todo  y 
por  tanto,  debe  indemnizarse  lo  que  se  haya  tomado 
sin  especial  advertencia. 

4.  =^  El  comprador  ha  de  satisfacer  al  vendedor  de 
la  herencia,  las  deudas  y  cargas  que  en  razón 
de  ella  hubiere  pagado,  salvo  convención  contra- 
ria (1641  C.  C).  Y  es  porque  como  constituyen  la  heren- 
cia los  beneficios  tanto  como  los  gravámenes,  el  que 
acepta  la  cesión  de  ella  acepta  los  unos  y  los  otros;  y 
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si  no  quedaron  excluidos  los  gravámenes,  se  entiende 
que  pesan  sobre  aquel  que  lleva  los  beneficios. 

476. — Además  de  la  cesión  de  que  se  ha  tratado  y 
puede  llamarse  voluntaria^  hay  otra  que  puede  llamar- 
se legal  y  ocurre  cuando  respecto  de  ella  hay  disposi- 
ción especial  de  la  ley.  Se  encuentran  en  este  caso:  1.  ^ 
El  heredero  beneficiario  que  pague  de  su  propio  dinero 
deudas  de  la  herencia.  2.  ^  El  acreedor  que  paga  á  otro 
que,  por  razón  de  privilegio  ó  hipoteca,  tiene  preferencia 
sobre  él  por  ser  de  mejor  derecho.  3.  ^  El  que  paga  una 
deuda  á  que  se  halla  obligado  solidaria  y  subsidiaria- 
mente. Estos  casos  son  de  subrogación. 

477. — Necesaria  b forzosa  es  la  cesión  de  los  derechos 
de  una  XDersona  cuando  van  comprendidos  entre  los  bie- 
nes que  abandona  á  favor  de  sus  acreedores  por  no  po- 
der pagar  sus  deudas;  ó  cuando  se  declara  formado 
el  concurso  necesario. 


TITULO  DÉCIMO  CUARTO. 


DE  LA  LOCACIÓN-CONDUCCIÓN 
ARRENDAMIENTO. 


478. — La  locaGÍón- conducción  ó  arrendamiento  es 
uno  de  los  contratos  más  usuales  y  al  mismo  tiempo 
más  importantes,  porque  hace  accesible  á  todas  las 
clases  sociales  el  goce  déla  propiedad  territorial,  y  pro- 
mueve así  la  distribución  de  la  riqueza  y  la  división 
del  cultivo.  Ya  á  tratarse  de  ese  contrato  explicando 
en  el  primer  párrafo,  1.  *^  su  definición  y  especies  que 
hay  de  él;  2.  ^  su  naturaleza  y  la  forma  en  que  se  ce- 
lebra; 3.  ^  las  personas  que  puedan  dar  y  tomar  bie- 
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nes  en  arrrendamiento;  4.  ®  las  cosas  qué  son  materia 
de  él;  5.  "  la  renta  y  los  casos  en  que  hay  lugar  á  re- 
baja; 6.  *^  las  reglas  particulares  á  los  arrendamientos 
de  fincas  rusticas;  7.  ^  las  reglas  particulares  corres- 
X)ondientes  á  las  urbanas;  8.  '^  el  término  general  del 
arrendamiento;  9.*=*  los  derechos  del  locador;  10. '^ 
sus  obligaciones;  11.  ^  los  derechos  del  conductor; 
12.  ^  sus  obligaciones;  13.  ^  los  modos  porque  se  res- 
cinde; 14.  ^  los  modos  como  se  acaba.  En  el  segundo 
párrafo  se  tratará  de  la'loc&ción  de  servicios  y  1.  *^  del 
servicio  personal,  2.  ^  de  los  porteadores  y  3.  "^  de  los 
operarios. 

PÁRRAFO  PRIMERO. 


479. — La  locación-conducción  es  un  contrato  Mlate- 
ral  consensual  por  el  que  una  persona  cede  á  otra  e- 
uso  de  alguna  cosa,  ó  se  obliga  á  prestarle  su  ser- 
vicio b  trabajo  personal,  ó  se  compromete  á  la  cons- 
truccimí  de  ciertas  obras,  durante  cierto  tiempo,  y  por 
una  renta  convenida  (1663  C).  Es  indispensable  pues, 
que  haya  consentimiento  mutuo:  que  se  dé  el  uso  de 
una  cosa  ó  los  servicios  ó  industria  de  una  persona*  y 
que  se  pague  por  éstos  alguna  renta.  A  diferencia  de 
lá  venta,  no  transfiere  el  dominio  ni  la  verdadera  pose- 
sión, sino  la  tenencia  y  uso  de  la  cosa,  y  no  es  perpetuo 
<^omo  aquella. 

480. — La  palabra  arrendamiento  ó  locación  es  gené- 
rica, ya  sola,  ya  con  la  de  conducción;  pero  se  denomi- 
na propiamente  arrendamiento  la  locación  de  bienes 
inmuebles;  alquiler  la  de  casas  de  habitación  y  la  de 
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muebles  destinados  al  ornato  urbano  (1664  Q.)\fleta- 
mento^  el  de  embarcaciones;  ajuste  ó  contrato  de  ohra^ 
el  de  la  construcción  de  edificios;  y  al  de  los  sirvientes, 
porteadores  y  jornaleros,  locación  de  servicios. 

481. — La  palabra  arrendar  se  refiere  tanto  al  que  da 
como  al  que  recibe  en  arrendamiento;  y  aunque  en  el 
uso  común  pasa  lo  mismo  con  arrendador  y  arrendata- 
rio, la  ley  denomina  locador  al  que  concede  el  uso  de 
la  cosa,  y  conductor  ó  arrendatario  al  que  la  recibe 
(1666  C).  Más  especialmente  se  lisunsiinquili^io  al  que 
toma  en  alquiler  casas  de  habitación,  colorió  al  arren- 
datario de  predios  rústicos;  alquilador  al  que  da  en 
arrendamiento  cosas  muebles;  fletante  al  que  cede  el 
uso  de  un  buque  y  fletador  al  que  lo  toma;  asentista 
y  empresario  al  que  se  encarga  de  las  rentas,  ó  de 
cierta  clase  de  servicios  diferentes  de  los  aquí  mencio- 
nados ó  de  la  construcción  de  obras  públicas;  jornale- 
ro al  que,  por  retribución  presta  á  otro  un  servicio 
mecánico  por  días;  sirviente  ó  criado  al  que  lo  hace 
sin  intermisión  en  labores  rurales  ó  en.  usos  domésti- 
cos, y  amo  ó  señor  al  que  paga  esos  servicios. 

482. — Al  precio  que  se  paga  por  usar  de  la  cósase 
llama  renta;  llamándose  y^^'TiaZ  al  que  se  paga  diaria- 
mente por  el  trabajo  ó  servicio  de  una  persona;  salario 
al  precio  de  ese  trabajo  ó  servicio  cuando  no  se  paga 
por  días  sino  por  períodos  mayores;  flete  al  que  se  da 
por  los  transportes;  alquiler  al  de  fincas  urbanas,  arren- 
damiento al  de  rústicas.  En  ninguna  de  esas  denomi- 
naciones entran  los  trabajos  científicos  que  con  retri- 
bución prestan  algunos  en  obsequio  de  otros,  como 
abogados,  médicos,  ingenieros,  y  á  esas  recompensas 
se  llama  honorarios.  Ya  á  hablarse  en  este  párrafo  del 
arrendamiento  de  cosas,  dejando  para  después  el  de 
industria. 
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483. — Segúil  se  dijo,  el  arrendamiento  es  contrato 
consensúa!,  de  suerte  que  se  perfecciona  por  el  mero 
consentimiento  del  locador  y  del  conductor  en  la  cosa 
que  se  arrienda  y  en  la  renta  que  ha  de  pagarse  por 
usarla  (1671  C).  En  consecuencia,  puede  celebrarse 
entre  presentes  ó  entre  ausentes:  de  palabra  ó  por  car- 
tas; personalmente  ó  por  medio  de  mandatario;  y  de 
palabra  ó  por  escritura  pública  ó  privada  (1669  C). 
Hay  algunos  casos  sin  embargo,  en  que  es  indispensa- 
ble la  escritura  pública  como  lo  es  en  la  venta  de  raí- 
ces; y  otros  en  que  la  prueba  del  contrato  lia  de  ser 
por  lo  menos,  de  escritura  privada  6  confesión  de  par- 
tes. Asi,  deben  pactarse  en  escritura  pública  que  tiene 
que  inscribirse  en  el  registro  de  la  propiedad,  por  el 
carácter  real  que  ya  revisten,  los  arrendamientos  cuyo 
término  de  duración  exceda  de  seis  años  ó  en  que  se 
haya  anticipado  la  renta  de  tres  ó  más  años,  según  el 
artículo  269  del  Dec.  de  Ref.  N.°  272  que  reemplazó  el 
1669  del  Código  para  poner  la  disposición  de  acuerdo 
con  la  del  inciso  5.  ^  artículo  2065  del  mismo  Código. 
Y  solo  pueden  probarse  por  escritura  pública  ó  priva- 
da ó  por  confesión  de  parte  de  aquellos  en  que  la  ren- 
ta anual  pasa  de  quinientos  pesos  (1669  C).  lo  cual  es- 
tá conforme  así  con  el  principio  general  respecto  de 
prueba  en  contratos  cuyo  valor  e^xcede  de  quinientos 
pesos  (234  Dec.  N.°  272.). 

484. — Siendo  consensual  el  contrato,  se  deduce  1.  ^ 
que  los  contratantes  son  libres  para  pactar  todo  lo  rela- 
tivo á  su  duración  y  á  las  demás  calidades  y  circuns- 
.tancias  del  contrato;  y  se  cumplirá  la  locación  confor- 
me á  ese  pacto  (1674  C).   En  oposición  á  este  princi- 
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pió  estaba  la  disposición  que  establecía  que  debía  te- 
nerse por  no  hecho,  en  cuanto  excediera  de  diez  años, 
cualquier  arrendamiento  á  que  se  diera  una  duración 
mayor  de  ese  término,  y  por  esto  fué  suprimida  en  el 
Dec.  de  Reí*.  N.°  272  (art.  270).  Las  razones  que  se  da- 
ban para  justifica r  esa  limitación  eran  que  con  ella  la 
ley  protegía  los  intereses  del  locador  impidiendo  que 
se  le  privara  de  aumentar  la  renta  en  las  diversas  loca- 
ciones que  pudiese  hacer,  y  veía  al  mismo  tiempo  por 
la  utilidad  del  conductor  que  j)udo  haberse  equivoca- 
do y  se  arruinaría  completamente  si  subsistiese  por 
tiempo  muy  largo:  que  la  propiedad  territorial  no  de- 
be estacionarse  de  ningún  modo,  so  pena  de  caer  en 
los  inconvenientes  de  la  amortización;  y  que  no  se  ata- 
ca el  derecho  de  propiedad,  tanto  más  cuanto  que  se 
puede  estipular  el  derecho  de  preferencia  por  el  tanto 
en  las  siguientes  locaciones  sucesivas.  No  hay  motivo 
sin  embargo,  para  que  la  ley  intervenga  en  este  contra- 
to más  que  en  cualquiera  otro  y  restrinja  la  libre 
disposición  de  los  con  trata  tan  tes  que  son  los  que  han 
de  ver  por  sus  intereses;  así  es  que  el  tiempo  es  ente- 
ramente libre,  como  lo  era  aun  por  la  legislación  espa- 
ñola con  la  sola  circunstancia  de  que  los  arrendamientos 
de  largo  tiempo  estaban  sujetos  á  pago  de  alcabala.  Se 
deduce  2.  ^  que  puede  concederse  por  pacto  á  un  arren- 
datario el  derecho  de  ser  preferido  por  el  tanto  en  la 
siguiente  locación  de  la  cosa  (1676  C),  derecho  que 
caducará  sin  embargo,  si  se  rescinde  ó  acaba  el  contra- 
to por  culpa  ó  causa  del  conductor  (fr.  1^  1734  C).  3.  ^ 
Que  si  una  misma  cosa  se  ha  dado  en  arrendamiento 
á  dos  ó  más  personas,  tiene  la  preferencia  el  primer 
contratante,  á  no  ser  que  debiendo  inscribirse  el  arren- 
damiento, la  inscripción  ó  presentación  al  registro 
del  segundo,  sea  anterior  (271  Dec.  de  Ref.  N.°  272.). 
4.  ^  Que  siendo  contrato  condicional  y  dependiente 
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de  la  prestación  de  la  fianza,  la  locación  en  que  el  con- 
ductor se  obliga  á  dar  fianza  para  el  pasro  de  la  renta, 
aunque  le  haya  entregado  la  cosa  el  locador,  puede 
recobrarla  mientras  no  se  preste  la  fianza  convenida 
(1688  C).  Si  hay  en  el  contrato  cláusulas  oscuras  ó 
dudosas  sobre  la  duración  del  arrendamiento  se  inter- 
pretan á  favor  del  arrendatario  que  no  haya  sido  mo- 
roso en  el  pago  de  la  renta  (1687  C.)- 


III. 


485. — Por  regla  general,  todos  los  que  son  capaces 
de  contratar,  pueden  dar  sus  bienes  en  arrendamiento 
y  tomar  en  arrendamiento  los  ajenos.  Pueden  también 
dar  en  locación  los  que  por  ley  ó  pacto  tengan  esa  fa- 
cultad respecto  de  bienes  que  administren  (1672  C), 
pues  el  derecho  de  arrendar  es  más  extenso  que  el  de 
enajenar,  como  que  lo  tienen  el  usufructuario,  el  guar- 
dador, el  marido  en  los  bienes  de  su  mujer. 

486. — Hay  sin  embargo,  algunas  limitaciones;  así  es 
que  el  tutor  no  puede  dar  en  arrendamiento  los  bienes 
del  menor  por  más  de  cinco  años,  si  no  es  por  necesi- 
dad ó  utilidad  y  con  autorización  judicial;  siendo  nula 
además  toda  anticipación  de  rentas  ó  alquileres  por 
más  de  dos  años  (380  C,  1729  C.  pr.  y  114  Dec.  de 
Ref.  N9  272).  El  usufructuario  puede  arrendar  la  cosa 
fructuaria  ó  el  ejercicio  de  su  derecho;  pero  el  arren- 
damiento que  celebre  como  tal,  terminará  con  el  usu- 
fructo (1330  C);  mas  no  puede  el  usuario  (1383  C),  ni 
el  que  solo  tiene  derecho  de  habitar  (1391  C).  El  pa- 
dre no  puede'dar  en  arrendamiento  por  seis  años  los 
bienes  del  hijo  sino  en  la  forma  y  con  las  limitaciones 
impuestas  á^los  tutores  (92  Dec.  de  Ref.  N.°  272).  La 
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mujer  puede,  sin  consentimiento  del  marido,  arrendar 
los  bienes  parafernales  que  administre  (1146  C);  y  éste, 
sin  el  consentimiento  de  ella,  sise  los  ha  entregado  pa- 
ra que  los  administre  (1148  C). 

487. — Hay  limitaciones  también  por  razones  de  mo- 
ralidad y  para  evitar  abusos  que  fácilmente  pudieran 
cometerse,  respecto  de  los  que  pueden  tomar  bienes  en 
locación  6  arriendo.  Así  es  que  no  pueden: 

1.  ^  Los  tutores,  los  bienes  de  sus  menores,  ni  con  li- 
cencia judicial,  ni  en  almoneda  ni  fuera  de  ella,  ni  pa- 
ra sí  ni  para  su  mujer,  hijos  ó  hermanos  (363  y  19 
1678  C). 

2.  ^  Los  guardadores  de  ausentes  6  incapacitados, 
los  bienes  que  están  á  su  cuidado  (29 1673  C). 

3.  ^  Los  mandatarios,  la  cosa  que  se  les  ha  enco- 
mendado, á  no  ser  con  expreso  consentimiento  del 
mandante  (39  1673  C). 

4.  "^  El  administrador,  los  bienes  que  administra 
<49  1673C.). 

IV. 


488. — Pueden  darse  en  arrendamiento  todas  las  co- 
sas, sean  muebles,  inmuebles  6  semovientes  con  tal 
que  estén  en  el  comercio  y  no  se  consuman  con  el  uso 
(1667  C.);y  aun  las  incorporales  cuyo  uso  pueda  trans- 
ferirse, como  la  percepción  de  frutos  en  el  usufructo. 
No  pueden  arrendarse  las  cosas  que  se  consumen  con  el 
uso  porque  el  arrendatario,  concluido  el  término  de  la 
locación,  tiene  que  devolver  precisamente  la  misma  co- 
sa que  recibió;  pero  sí  pudieran  arrendarse  para  objeto 
nada  más  de  ostentación  y  de  lujo.  El  uso  del  agua  de 
una  finca:  las  servidumbres  reales,  solo  como  adheren- 
tes  á  la  misma  cosa  á  cuyo  favor  están  impuestas. 
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4:S^.— Menta.  La  renta  ha  de  consistir  en  metálico, 
porque  de  otra  suerte,  el  contrato  sería  uno  de  los  in- 
nominados: doy  6  hago  para  que  des.  Puede  sin  em- 
bargo, arrendarse  una  heredad  pactándose  que  la  ren- 
ta se  pague  en  frutos;  y  puede  también  designarse  co- 
mo renta  una  parte  de  la  cosecha,  pagadera  en  espe- 
cie, tal  como  la  tercera,  la  mitad  ú  otra  mayor  ó  me- 
nor (1689  C). 

490. — Cuando  se  estipula  el  pago  de  la  renta  en  fru- 
tos, hay  que  atender  á  si  se  determino  ó  no  el  precio 
de  éstos.  Si  no  hubo  esa  determinación,  se  pagará  la 
renta  en  especie,  suba  ó  baje  el  precio  de  los  frutos 
(1690  C),  porque  á  eso  está  obligado  el  arrendatario; 
si  se  fijó  precio,  ó  se  expresó  que  los  frutos  se  valua- 
rían al  precio  corriente  para  el  pago  de  la  renta,  eí 
arrendatario  está  en  libertad  de  satisfacerla  en  frutos 
ó  en  dinero  (fr.  1^  1691  C),  jjues  con  ese  objeto  se  ha 
fijado  el  precio.  Y  si  el  arrendatario  demora  el  pago 
de  la  renta,  y  entre  tanto  los  frutos  han  subido  ó  ba- 
jado de  precio,  responderá  del  más  alto  que  hayan  te- 
nido si  prefiere  pagar  en  dinero,  ó  sufrirá  la  baja  ma- 
yor que  hayan  padecido  los  frutos,  si  quiere  pagar  con 
ellos  (fr.  2^  1691  C). 

491. — La  renta  debe  pagarse  en  la  suma  estix3ulada; 
y  para  saber  si  ha  de  aumentarse  ó  disminuirse,  por  la 
mayor  ó  menor  extensión  que  resulte  á  la  heredad 
arrendada,  hay  que  atender  á  si  el  arrendamiento  se 
hizo  ad  Corpus.,  es  decir  señalando  una  renta  para  el 
todo  y  por  la  extensión  comprendida  entre  tales  lin- 
deros, sin  determinar  cual;  ó  si  se  hizo  ad  mensuram, 
6S  decir,  determinando  la  extensión  de  la  heredad  y  fi- 
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jando  renta  determinada  para  cada  medida  de  las  que 
la  componen,  v.  g.  á  tanto  por  caballería,  por  fanega- 
da, por  manzana  6  por  cuerda.  Si  es  acl  corpus^  no  se 
aumentará  ni  disminuirá  durante  el  contrato  la  renta 
convenida  porque  se  descubra  ser  mayor  6  menor  la 
extensión  de  la  heredad  (1696  C);  pero  si  es  ad  men- 
auram^  se  aumentará  la  renta  por  la  extensión  que  se 
halle  de  más,  ó  se  rebajará  por  la  que  se  halle  de  me- 
nos durante  el  contrato  (1697  C). 

492.  -El  arrendatario  tiene  también  derecho  de  pe- 
dir que  se  rebájela  renta  cuando  ha  habido  calami- 
dades que  menoscaben  la  cosecha,  como  heladas,  ex- 
ceso de  lluvia,  falta  de  agua  para  el  riego;  y  las  cues- 
tiones que  se  susciten  tanto  sobre  el  derecho  á  la  re- 
baja, como  sobre  lo  que  corresponda  al  daño  causado 
por  esos  accidentes  se  resuelven:  1  ^  Por  lo  que  las  par- 
tes hayan  convenido  en  el  contrato  y  2.  ^  En  falta  de 
convenio,  se  atenderá  á  si  la  pérdida  ha  sido  ó  no  com- 
j)leta.  Si  fué  completa,  el  arrendatario  no  está  obliga- 
do á  pagar  cosa  alguna  del  arriendo;  y  si  parcial,  tie- 
ne elección  el  arrendatario  j)ara  pagar  todo  el  arren- 
damiento quedándose  con  los  frutos  recogidos;  ó  para 
entregar  éstos  al  dueño,  por  vía  de  arrendamiento, 
deduciendo  de  los  mismos  los  gastos  que  hizo  en  las 
labores  de  la  heredad  correspondientes  á  aquel  año 
(1692  C).  Se  entiende  esto  si  la  calamidad  sobreviene 
antes  de  cosechados  los  frutos,  porque  si  es  después 
cuando  se  pierden,  ya  no  hay  lugar  á  rebaja  de  renta, 
á  menos  que  el  arrendamiento  haya  sido  á  partir  de 
frutos  y  el  conductor  no  haya  demorado  el  pago  an- 
tes de  que  sobreviniera  el  daño  (1695  C). 

493. — No  hay  derecho  á  ninguna  rebaja  de  la  renta: 
1.  ^  En  el  caso  anterior,  2.  ^  Si  se  dejan  pasar 
seis  meses,  contados  desde  el  día  en  que  debía  pa- 
garse la  renta  correspondiente  al   tiempo  en   que  se 
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padeció  la  calamidad  (1693  C).  3.  ®  Si  el  arren- 
datario omite  dar  aviso  del  accidente  al  locador; 
ó  en  ausencia  de  éste,  á  su  apoderado;  6  en  falta  de 
uno  -y  otro,  al  juez  para  que  se  reconozca  desde  luego 
el  daño  que  motiva  la  rebaja;  en  el  concepto  de  que 
el  juez  hará  el  reconocimiento  con  dos  personas  inte- 
ligentes y  de  notoria  probidad  (1694  C).  4.  ^  Si  se  re-, 
nuncia  el  derecho  á  rebaja;  pero  hecha  la  renuncia  sin 
especificación,  se  entiende  solo  de  los  casos  fortuitos 
-comunes. 

494. — Y  si  la  pérdida  proviene  de  culpa  ó  mal  cul- 
tivo del  arrendatario,  no  habrá  lugar  á  rebaja,  y  aun 
parece  natural  que  tampoco  lo  haya  cuando  la  canti- 
dad recogida  en  otro  de  los  años  del  arrendamiento  ha 
sido  tan  grande  que  compense  esa  pérdida;  ó  si  esta 
no  es  de  consideración  ni  es  raro  el  hecho  que  la 
produce. 

VI. 


495. — El  término  del  arrendamiento  de  los  predios 
es  el  que  se  haya  estipulado;  pero  faltando  estipula- 
ción, se  entiende  que  durará  lo  menos,  por  el  tiempo 
que  el  arrendatario  necesita  para  recoger  su  cosecha 
(1677  C),  porque  de  otra  suerte  el  contrato  carecería 
de  objeto  para  él. 

496. — Los  arrendamientos  de  heredades  hechos  por 
tiempo  determinado  fenecen  con  éste,  sin  necesidad  de 
mutuo  desahucio;  pero  si  no  se  prefijó  la  duración  del 
arrendamiento,  cualquiera  de  las  partes  que  se  decida 
á  terminar  el  contrato,  lo  avisará  á  la  otra  con  antici- 
IDación  de  seis  meses  (1678  C);  y  si  se  omite  por  am- 
bas partes  ese  aviso,  continúa  por  otro  año  el  arrenda- 
miento de  la  heredad  (1679  C).  El  año  rural  se  cuen- 
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ta,  en  cada  lugar  y  para  toda  clase  de  Heredades,  des- 
de el  tiempo  en  que,  según  la  naturaleza  del  cultivo,, 
se  acostumbra  recibirlas  en  arrendamiento  (1680  C.^ 


VII. 


497.— El  arrendamiento  de  casas  puede  ser  por  tiém>- 
po  determinado,  si  se  ñjó  en  el  contrato  el  que^  había 
de  durar;  ó  por  plazo  indeterminado.  Si  es  lo  último, 
el  alquiler  se  reputa  ser  por  años,  si  la  renta  se  paga 
anualmente;  por  semestres,  si  semestralment^;  y  por 
meses,  si  mensualmente.  Así  pues,  el  alquiler  pued^ 
terminar  al  ñn  de  cada  año,  semestre  ó  mes  respecti- 
vamente; pero  es  preciso  sí  que  el  contratante  que 
quiere  quf>  acabe  el  contrato,  lo  avise  al  otro  con  an- 
ticipación de  treinta  días  si  el  arrendamiento  es  anual, 
de  quince  si  es  semestral;  y  de  ocho,  si  mensual 
(1681  C).  Y  dado  por  el  dueño  este  aviso,  se  concede- 
rá al  inquilino,  para  que  desocupe  la  casa,  un  término 
desde  uno  á  cuatro  meses,  á  juicio  del  juez,  y  conta- 
dos desde  el  día  del  aviso.  Mas  como  este  plazo  se  ha- 
lla introducido  en  favor  del  inquilino,  tiene  éste  fa- 
cultad de  devolver  la  casa,  cumplido  el  mes,  el  semes- 
tre ó  el  año  en  que  ha  de  hacerse  el  próximo  pago  de 
la  renta,  aun  cuando  entonces  no  se  hallare  vencido 
todavía  el  término  dado  para  desocuparla  (1682  C). 

498.— Vencido  ese  término,  ó  cumplido  el  de  su  du- 
ración cuando  es  por  tiempo  determinado,  se  puede 
pedir  judicialmente  la  desocupación;  y  si  procediere  el 
lanzamiento,  lo  decreta  el  juez  fíjando  un  término  de 
quince  días  si  se  trata  de  habitación  que  ocupe  el  de- 
mandado ó  su  familia;  de  treinta,  si  se  trata  de  esta- 
blecimiento mercantil  ó  industrial;  y  de  cuarenta,  si  de 
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una  hacienda  ó  de  cualquiera  otra  finca  rústica  (243; 
Dec.  de  Kef .  N.  ^  273).  Entre  este  artículo  y  el  citado 
del  Código  Civil  no  hay  oposición:  éste  se  refiere  al. 
plazo  extrajudicial  en  el  arrendamiento  por  tiempo  in- 
determinado después  del  aviso  dado  por  el  dueño;  y 
aquel,  al  plazo  judicial  en  la  acción  que  se  intente, 
después  de  transcurrido  el  legal.  En  el  arrendamien- 
to de  duración  fija,  no  se  necesita  aviso  de  despedida) 
(1.  ^  1728  C). 

VIII. 


499.— El  arrendamiento  de  fincas  rusticas  ó  urbanas- 
puede,  según  se  ha  dicho,  ser  por  tiempo  indetermina- 
do ó  por  término  fijo;  y  en  este  último  caso,  puede  se- 
ñalarse la  duración  que  se  tenga  á  bien.  Puede  tam- 
bién convenirse  simplemente  en  cierto  número  de 
años,  obligatorios  para  ambas  partes;  ó  en  unos  años 
forzosos  y  otros  voluntarios:  por  ejemplo,  se  puede 
arrendar  tal  casa  por  cinco  años,  en  el  concepto  de  que, 
no  dando  por  acabado  el  contrato,  continuará  por  otros 
cinco  ó  menos  de  cinco,  voluntarios,  es  decir,  de  tal  na- 
turaleza que  dependa  de  la  voluntad  de  los  contratan- 
tes ponerles  fin. 

500. — En  los  arrendamientos  que  se  cuentan  por 
años  forzosos  y  por  años  voluntarios,  estos  últimos  se 
convierten  en  obligatorios,  siempre  que  el  contratante 
á  quien  se  concedió  el  derecho  de  hacerlos  valer,  no 
avise  al  otro  que  finalizará  el  contrato  cuando  acaben 
los  años  forzosos  (1683  C).  Así  pues,  para  que  lo&. 
años  voluntarios  no  se  hagan  obligatorios  debe  darse 
aviso  antes  de  que  concluyan  los  forzosos,  y  'el  pla- 
zo con  que  debe  hacerse  es  de  seis  meses  (1684  C).  De 
lo  contrario,  se  hacen  obligatorios  los  años  volunta- 
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ríos  y  Tina  vez  que  empiecen  á  correr  como  tales,  con- 
tinúa el  contrato  hasta  el  vencimiento  de  todos  ellos 
(1686  C).  Los  años  voluntarios  pueden  serlo  para  los 
dos  contratantes  ó  para  uno  solo  de  ellos:  si  para  uno 
solo,  éste  únicamente  tiene  derecho  de  dar  el  aviso;  y 
si  para  ambos,  basta  que  cualquiera  de  ellos  dé  al  otro 
el  aviso  antes  de  seis  meses  de  que  termine  el  con- 
trato para  que  éste  concluya  al  acabarse  los  años 
forzosos. 

501. — Hay  una  locación  que  puede  llamarse  tácita  6 
reconducción,  porque  se  renueva  por  tácito  consenti- 
miento de  las  partes.  La  ley,  en  efecto,  establece,  que 
concluida  la  locación  por  haberse  vencido  el  término 
de  su  duración,  si  pasan  ocho  días  sin  que  el  locador 
disponga  de  la  cosa  ni  el  conductor  la  devuelva,  se  re- 
nueva el  contrato  sobre  las  mismas  bases  del  anterior; 
pero  queda  ya  en  la  clase  de  los  de  duración  indeter- 
minada, y  sujeto  en  consecuencia  á  las  reglas  de  éstos. 


IX. 


502.— El  locador  tiene  derecho  de  exigir  el  pago 
cumplido  de  la  renta,  vencido  el  plazo  en  que  debe  pa- 
garse; y  aunque  no  lo  esté,  puede  pedir,  si  ha  sido 
moroso  el  conductor  en  años  anteriores,  que  se  depo- 
site, de  los  frutos,  la  parte  que  baste  á  satisfacerla 
oportunamente.  Lo  mismo  procederá  si  lo  solicita  el 
fiador  del  arrendatario,  y  eso  aun  cuando  éste  no  ha- 
ya sido  antes  moroso  en  el  pago,  ni  tenga  el  fiador 
otra  razón  que  la  de  precaverse  de  un  peligro  (1700  C). 
Mas  los  capitales  destinados  para  el  trabajo  del  fundo 
arrendado,  no  se  embargarán  ni  rematarán  para  el  pa- 
go de  la  renta  mientras  continúe  el  arrendamiento,  sino 
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rsolo  cuando  éste  se  haya  disuelto  6  terminado  (1699  C), 
porque  de  otra  suerte  se  le  quitarían  los  medios  de  se- 
guir trabajando. 

503.— Cuando  en  un  contrato  de  locación  se  dgig- 
na  por  renta  una  cantidad  menor  de  la  que  correspon- 
de á  la  cosa,  con  el  objeto  de  que  la  mejore  el  conduc- 
tor; si  éste  no  cumple  con  poner  las  mejoras,  el  loca- 
dor tiene  derecho  de  pedir  la  rescisión  del  contrato:  la 
devolución  de  las  cantidades  que  se  rebajaron  de  la 
renta  en  consideración  á  las  mejoras:  los  intereses  de 
la  suma  á  que  estas  cantidades  asciendan;  y  la  indem- 
nización de  los  perjuicios  que  se  le  hubieren  causado. 
Los  mismos  derechos  tiene  cuando  de  cualquier  otro 
modo  se  entrega  ó  deja  al  arrendatario  alguna  canti- 
dad destinada  expresamente  para  mejoras,  6Í  éste  no 
<5umple  con  la  obligación  de  hacerlas  (1752  C). 

504. — Si  el  conductor  hubiere  puesto  solo  una  parte 
más  ó  menos  considerable  de  las  mejoras  á  que  estaba 
obligado,  el  juez  resolverá,  según  las  circunstancias, 
-sobre  la  rescisión  del  contrato;  pero  siempre  habrá  lu- 
gar á  la  devolución  de  las  cantidades  que  dejaron  de 
emplearse  en  mejoras,  al  pago  de  sus  respectivos  in- 
terés y  á  la  indemnización  de  los  perjuicios  causa- 
dos (1753  C). 


505. — Las  obligaciones  del  locador  son  las  siguientes; 

1^  Entregar  la  cosa  arrendada  en  el  tiempo  conve- 
nido y  en  estado  de  servir  al  objeto  de  la  locación  pa- 
ra que  el  arrendatario  use  de  ella  por  el  término  esti- 
pulado (1704  C).  El  tiempo  en  que  ha  de  hacerse  la 
entrega  es  el  que  se  haya  designado  en  el  contrato;  y 
si  no  lo  hubiere  sido,  ha  de  verificarse  inmediatamen- 
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te  (1705  C),  á  menos  que  el  contrato  sea  condidonal, 
que  entonces  habrá  que  aguardar  el  cumplimiento  de 
la  condición.  Entregada  la  cosa  al  conductor,  se  pre- 
sume que  se  hallaba  en  estado  de  servir  y  con  todo  lo 
necesario  para  el  uso  á  que  se  destinó,  y  por  tanto, 
si  la  recibe  el  conductor  sin  oposición,  él  es  quien  tie- 
ne que  i)robar  después  que  no  estaba  en  esas  circuns- 
tancias (1706  C.)-  La  cosa  que  ha  de  entregarse  es  la 
misma  contratada,  de  suerte  que  el  arrendatario  no 
está  obligado  á  admitir  otra  equivalente  que  el  conduc- 
tor le  ofrezca  (1710  C);  pero  si  resultare  que  hubiera 
arrendado  cosa  ajena  creyendo  de  buena  fe  que  era 
propia,  se  libra  de  responsabilidad  presentando  al  con- 
ductor otra  equivalente  (1709  C).  Si  no  se  entregare 
por  prohibición  legal,  caso  fortuito  ú  otro  motivo  jus- 
to, se  deshace  el  contrato.  El  dueño  posee  por  medio 
del  arrendatario  (59  528  C). 

2^  Manifestar  al  conductor  los  vicios  ocultos  que 
tenga  la  cosa  arrendada  (19 1707  C.)  quedando  sujeto 
al  saneamiento, de  modo  que  si  da  alquiler  cubas,  tina- 
jas ó  vasos  malos  ó  quebrantados  y  por  esa  causa  se 
pierde  completamente  ó  se  deteriora  el  líquido  echado 
en  ellos,  debe  pagar  todos  los  daños  y  perjuicios  (1708 
C.)  que  sufra  el  arrendatario,  si  éste  no  conocía  esos 
vicios  y  aunque  aquel  los  ignorara. 

3^  Mantener  al  conductor  en  el  uso  de  la  cosa  du- 
rante el  tiempo  de  la  locación  (29 1707  C).  Si  él  mismo 
impide  eJ  uso  por  sí  ó  X)or  persona  n  quien  pudiere  es- 
torbarlo, resarcirá  totos  los  daños  y  perjuicios.  Conse- 
cuencia de  esa  obligación  es  que  aunque  el  locador 
venda,  done  ó  enajene  de  otro  modo  la  cosa  arrendada 
IDor  tiempo  determinado,  no  puede  el  nuevo  dueño 
negarse  á  mantener  en  el  uso  de  ella  al  arrendatario 
que  la  tenga,  mientras  no  espire  el  término  del  contra- 
to, á  no  ser  que  en  él  se  hubiera  x^actado  lo  contrario 
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(1712  C).  Tampoco  puede  el  locador  eximirse  de  man- 
tener al  inquilino  en  la  casa  arrendada  á  téraiino  fijo, 
aunque  la  necesite  para  si  mismo  ó  para  sus  liijos,  si 
no  se  reservó  esa  facultad  en  el  contrato  de  locación 
(1713  C). 

4?  Defender  el  uso  de  la  cosa  arrendada  contra  un 
tercero  que  pretenda  tener  ó  quiera  ejercer  algún  de- 
recho sobre  ella  (3.''  1707  C).  De  lo  contrario,  indem- 
nizará todos  la  daños  y  perjuicios;  mas  si  ignoraba  el 
locador  ese  derecho  al  liacer  el  contrato,  cumplirá 
con  devolver  lo  que  recibió.  Y  si  el  arrendatario  sabía 
que  era  ajena  la  cosa  arrendada  y  no  se  aseguró  de 
la  facultad  con  que  se  le  daba  el  uso,  no  tendrá  dere- 
cho á  ninguna  indemnización  por  falta  de  entrega  ó 
por  privación  de  ella  (1711  C). 

5?  Soportar  todas  las  pensiones  reales  y  cargas  que 
graviten  sobre  la  cosa  (4.''  1707  C). 

6?  Hacer  en  ella  las  reparaciones  necesarios  que  por 
Ijacto  no  sean  de  cuenta  del  arrendatario  (59  1707  C.)- 
Cuando  por  reparar  la  casa  se  impida  al  conductor 
que  use  de  una  parte  de  ella,  se  rebajará  de  la  renta 
una  cantidad  proporcionada  al  tiempo  y  á  la  parte  de 
que  no  se  ha  hecho  uso;  y  si  la  reparación  fuere  total, 
el  locador  tendrá  obligación  de  dar  otra  casa  al  inqui- 
lino j)or  el  tiempo  que  falte  para  la  conclusión  del 
arrendamiento  (1714  C). 


XI. 


506.— El  principal  de  los  derechos  del  conductor  ó 
arrendatario  es  el  de  poder  usar  de  la  cosa  ajena  du- 
rante el  tiempo  estipulado  (1663  C). 

507.— No  solo  puede  usar  él  sino  que  tiene  derecho 
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de  subarrendar  á  otro  el  todo  ó  parte  de  la  cosa,  si  en 
el  contrato  no  se  le  privó  de  esa  facultad  (1701  C). 
Por  regla  general  pues,  el  subarrendamiento  es  permi- 
tido: no  lo  será  si  hay  pacto  expreso  en  contra;  y  si 
faltando  á  él,  se  subarrienda,  se  acaba  el  arrendamien- 
to {!.''  1728  C).  Tampoco  hay  derecho  de  subarrendar, 
á  menos  que  se  haya  concedido  expresamente,  en  el 
arrendamiento  celebrado  á  partir  de  frutos  con  el 
dueño  (1702  C),  porque  allí  se  escogen  las  circunstan- 
cias personales,  y  se  acaba  el  arrendamiento  si  se  sub- 
arrienda {8°  1728  C).  Por  el  subarriendo  total  ó  parcial 
no  se  menoscaban  los  derechos  y  obligaciones  que  res- 
pectivamente corresponden  al  locador  y  al  arrendata- 
rio, ni  se  alteran  tampoco  las  fianzas  ó  hipotecas  que 
están  destinadas  á  la  seguridad  del  contrato  (1703  C.)? 
pues  de  otro  modo  estaría  en  mano  del  conductor 
empeorar  la  situación  del  locador  cuando  aquel  es 
siempre  el  directamente  responsable.  -Así  es  que  el 
subarrendatario  no  está  obligado  al  dueño  sino  subsi- 
diariamente (1717  C);  pero  en  virtud  de  esa  obligación 
subsidiaria  le  responderá  no  solo  por  la  cantidad  que 
adeude  él  por  la  renta  del  subarrií^ndo  sino  también, 
para  evitar  todo  fraude,  de  la  que  hubiere  pagado 
anticipadamente  sin  estar  vencidos  los  plazos  prefi- 
jados en  el  contrato  (1718  C.)-  Hay  que  advertir  que 
la  obligación  del  subarrendatario  es  solidaria  con  la 
del  conductor  si  ellos  así  lo  pactaron;  ó  si  el  conductor 
y  el  dueño  estipularon  en  el  contrato  principal  que  esta 
oíase  de  obligaciones  resultaría  en  caso  de  subarrien- 
do (1719  C).  Cuando  están  obligados  solidariamente  el 
conductor  y  el  arrendatario,  este  último  tiene  derecho 
de  procurar,  antes  ó  después  de  haber  pagado  la  renta 
del  subarriendo,  que  el  locador  reciba  lo  que  le  corres- 
ponde en  virtud  del  contrato  principal  (1720  C.)  para 
que  no  se  le  exija  á  él.  Ha  de  notarse  que  todo  sub- 
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arrendatario  á  quien  el  dueño  haga  una  prevención 
j)or  escrito,  tiene  obligación  de  retener  la  cantidad  que 
adeude  al  conductor,  y  de  no  pagarle  ni  ésta  ni  las 
rentas  que  después  se  devenguen  si  no  es  con  noticia 
del  dueño.  Pero  no  se  concede  la  facultad  de  hacer  re- 
tener lo  adeudado  al  arrendatario  sino  en  la  parte  que 
baste  para  pagar  lo  que  se  debe  al  dueño  por  plazo 
cumplido  ó  próximo  á  cumplirse  (1721  C). 

508. — También  tiene  derecho  el  arrendatario  de  ha- 
cer pn  la  cosa  arrendada,  sin  alterar  su  forma,  todas 
las  mejoras  de  que  quiera  gozar  durante  la  locación 
(1736  C.). 

509. — Las  mejoras  que,  en  general,  son  todo  lo  que 
se  hace  en  un  edificio  ó  heredad  con  el  objeto  de  po- 
nerlo en  mejor  estado,  ó  sea,  de  volverlo  más  propio 
para  el  servicio,  más  cómodo,  ó  por  lo  menos,  más 
agradable,  pueden  ser  necesarias,  útiles  y  de  recreo  ó 
adorno.  Necesarias,  las  que  se  hacen  para  impedir  el 
deterioro  ó  destrucción  de  la  cosa,  como  hacer  refaccio- 
nes á  una  pared  que  se  está  cayendo;  útiles,  las  que  no 
son  absolutamente  indispensables  para  la  conservación 
de  la  cosa,  pero  si  aumentan  su  utilidad  y  consiguien- 
temente su  valor  ó  renta, como  la  plantación  de  árboles, 
la  formación  de  un  acueducto  para  aprovechar  aguas 
útiles;  y  de  recreo  b\adorno,  las  que  no  siendo  indis- 
pensables ni  útiles,  contribuyen  solo  al  mayor  ornato,, 
lucimiento  ó  comodidad,  como  jardines,  pinturas,  jue- 
gos de  aguas  &  (1737  C). 

510. — Como  el  locador,  según  se  ha  visto,  tiene  obli- 
gación de  hacer  las  reparaciones  necesarias,  si  no  las 
hiciere  después  de  que  privada  ó  judicialmente  se  le 
notifique  la  necesidad  de  verificarlas,  podrá  hacerlas 
el  arrendatario,  y  sin  que  se  exija  otra  circunstancia, 
le  serán  abonables  (fr.  2.  j;^.  1738  C),  porque  la  cosa  ha 
de  dársele  en  estado  de  que  sirva  y  ha  de  satisfacérsele 
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todo  lo  que  fuex)reciso  gastar  para  que  estuviera  en  esa 
condición.  Estas  reparaciones  se  i)agan  por  mitad  con 
las  dos  rentas  siguientes  á  la  época  en  que  se  hicieron, 
si  antes  no  los  paga  el  dueño  (1749  C). 

511.— Respecto  de  todas  las  demás,  el  arrendatario 
solo  puede  exigir  que  se  le  abonen, cuando  las  ha  pues- 
to en  virtud  de  convenio  escrito  en  que,  ante  el  jnez  6 
privadamente,  se  haya  obligado  el  dueño  á  pagarlas 
(fr.  1^  1738  C);  de  suerte  que  faltando  el  convenio,  se 
presume  que  el  que  las  pone,  lo  hace  con  el  fin  de  ax)ro- 
vecharse  de  ellas  nada  más,  por  el  tiempo  que  dure  la 
locación.  Para  que  sean  abonables  las  mejoras  no  bas- 
ta solo  qae  haya  convenio;  es  preciso  además  que  en 
^1  contrato  se  especifique,  al  menos  aproximadamen- 
te, cuáles  han  de  ser  y  cuánta  será  la  mayor  cantidad 
qué  con  tal  objeto  x^^^^*^^  gastar  el  arrendatario 
(1739  C);  y  esto  con  el  ñn  de  que  no  se  gasten  en  ellas 
inconsideradamente  sumas  desproporcionadas  que  ha- 
gan ilusorio  el  derecho  de  propiedad  del  locador,  pri- 
vándole por  mucho  tiempo,  sin  deliberado  conocimien- 
to, de  los  productos  de  su  propiedad. 

512. — El  locador  puede  autorizar  al  conductor  para 
que  invierta  en  mejoras  de  la  cosa  arrendada,  una  6 
más  de  sus  rentas  (1740  C),  es  decir,  para  que  dedique 
el  importe  de  los  arrendamientos  á  mejorar  la  cosa 
arrendada.  También  puede  autorizarle,  para  que  fue- 
ra de  ellas,  gaste  de  sus  fondos  propios  en  mejoras, 
hasta  la  cantidad  que  se  estipule  (272  Dec.  de  Eef. 
IST.  ^  272).  En  estos  términos  se  reformó  el  artículo 
1741  del  Código,  según  el  cual  la  autorización  solo  130- 
día  extenderse  á  gastar  en  mejoras  hasta  una  cantidad 
igual  á  la  que  la  cosa  arrendada  produjese  de  renta  en 
tres  años;  y  el  motivo  de  la  reforma  fué  que  con  la 
disposición,  tal  como  estaba,  se  restringía  el  ejercicio 
del  derecho  de  propiedad,  conforme  al  cual  el  dueño 
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iia  de  quedar  completamente  libre  para  fijar  una  suma 
mayor  que  pueda  invertirse  en  mejoras.  Enhorabuena 
que  no  se  gaste  ni  tenga  que  abonar  más  de  la  can- 
tidad en  que  haya  convenido  y  que  ha  autorizado; 
mas  no  por  eso  ha  de  privársele  de  la  facultad  de  au- 
torizar para  que  se  gaste  la  cantidad  que  le  parezca. 

513. — Por  idéntico  motivo  se  suprimió  el  artículo 
1742  del  Código,  según  el  cual  no  se  concedía  al  arren- 
datario ninguna  acción  civil  por  lo  que  se  le  adeudara 
al  fin  de  la  locación,  proveniente  de  gastos  ó  mejoras, 
en  la  parte  excedente  de  tres  rentas  anuales  de  la  co- 
sa arrendada;  y  se  declaraba  nula  cualquiera  obliga- 
ción otorgada  en  contrario.  Así  pues,  el  principio  que 
hoy  domina  en  esta  materia  es  que  las  mejoras  son 
abonables  al  arrendatario,  sea  cual  fuere  su  imx3orte, 
siempre  que  haya  habido  convenio  legal  para  hacer- 
las y  se  haya  especificado  en  éste  cuáles  eran  ellas  y 
cuál  era  aproximadamente  la  suma  que  se  había  de 
invertir. 

514.— Las  mejoras  que  sean  abonables  por  haberse 
puesto  conforme  á  lo  convenido  legalmente  entre  el 
dueño  y  el  arrendatario,  serán  pagadas  en  cantidad, 
tiempo  y  forma,  según  el  mismo  convenio  (fr.  1  ^ 
1748  C),  ya  que  la  voluntad  de  las  partes  es  la  primera 
ley  en  los  contratos.  No  estando  fijada  la  cantidad, 
hay  que  hacer  tasación  de  lo  que  valen  las  mejoras  y 
para  hacerla  se  atenderá  1.  ^  á  lo  que  los  interesados 
acuerden  y  2.  ^  en  falta  de  ese  acuerdo,  á  lo  gastado 
en  ponerlas  y  conservarlas,  esto  es,  al  coste,  ó  al  precio 
de  venta  si  éste  fuere  menor  (1744  C);  teniendo  presente 
que  siempre  que  se  hace  tasación  de  mejoras  abonables 
al  arrendatario,  se  considera  en  ella  y  se  rebaja  de  su 
valor,  lo  desmejorado  en  la  cosa  arrendada,  por  culpa 
ó  descuido  de  éste  (1745  C),  pues  no  sería  equitativo 
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que  él  se  hiciera  pagar  lo  invertido  en  mejorarla  sin? 
pagar  los  deteriros  que  por  otra  parte  causó  en  ella. 

515. — Faltando  acuerdo  sobre  el  modo  de  verificar 
el  pago  de  las  mejoras  abonables,  se  hace  con  la  can- 
tidad que  baste  de  la  renta  del  último  año  de  locación 
(fr.  2.  ^  1748  C);  pero  si  no  alcanzare,  tiene  expedita 
su  acción  el  arrendatario  para  hacerse  pagar  de  lo  que 
falte. 

516. — No  solo  tiene  el  arrendatario  derecho  de  que 
se  le  paguen  las  mejoras  abonables:  lo  tiene  tam- 
bién de  retener  la  cosa  arrendada,  aun  concluido  el 
tiempo  de  la  locación,  hasta  que  se  le  pague  (1750  C.),. 
porque  es  muy  natural  que  con  ella  se  garantice  para 
que  no  se  defraude  su  derecho.  La  retención  no  pue- 
de durar  por  más  de  tres  años  (1751  C),  de  suerte  que 
si  antes  no  ha  acabado  por  otra  causa,  acaba  por  el 
mero  transcurso  de  ese  tiempo,  sean  cuales  fueren  los 
cargos  que  tenga  el  conductor  y  los  [títulos  en  que  se 
apoye  contra  la  cosa  ó  el  dueño  (1751  C.).  Esta  dispo- 
sición no  tiene  razón  de  ser  ya,  una  vez  establecido  el 
principio  de  libertad  para  pactar  sobre  mejoras,  que 
tienen  el  locador  y  el  arrendatario  por  cualquier  su- 
ma; y  la  consecuencia  lógica  exige  la  supresión  de  esta 
disposición. 

517.— Un  caso  hay  en  que  no  i3uede  ejercitarse  el 
derecho  de  retención  y  es  cuando  no  estando  tasadas 
las  mejoras  al  concluirse  el  tiempo  de  la  locación  ó 
después  de  haberse  concluido,  se  resiste  el  conductora 
que  se  haga  su  justiprecio  ó  lo  elude.  Mientras  esto 
dure,  no  puede  hacer  valer  tal  derecho,  y  se  reduce  el 
suyo  á  que  se  deposite  la  cosa  mejorada  hasta  que  se 
declare  el  valor  de  las  mejoras  (1746  C),  contándose  el 
tiempo  del  depósito  en  el  de  los  tres  años  de  la  reten- 
ción. 
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518.— Hasta  aquí  se  lia  hablado  de  las  mejoras  que 
son  abonables  al  arrendatario.  Cuando  no  lo  son,  ha 
de  distinguirse  si  son  separables  sin  destruirlas,  ó  si 
son  inseparables.  Si  lo  primero,  puede  separarlas  el 
conductor  que  las  puso,  ya  que  con  eso  ningún  per- 
Juicio  se  causa  en  la  cosa  ni  hay  razón  para  que  el 
dueño  pretenda  que  se  dejen.  Si  son  inseparables,  ó 
por  lo  menos  no  puede  hacerse  la  separación  sin  des- 
truirlas, el  locador  puede  impedir  que  se  destruyan 
(1747  C),  puesto  que  ninguna  ventaja  va  á  tener  el  con- 
ductor y  más  bien  se  ve  que  procede  con  el  fin  de  que 
otro  no  saque  beneficio  de  lo  que  á  él  tampoco  ha  de 
aprovecharle.  Ha  de  entenderse  que  no  por  eso  tendrá 
el  locador  que  pagar  el  valor  de  esas  mejoras,  pues  la 
ley  no  le  impone  la  obligación;  y  su  objeto  sin  duda 
es  que  él  pueda  quedarse  con  lo  que  el  otro  no  ha  de 
utilizar. 

519. — Cuando  el  arrendatario,  con  consentimiento 
del  dueño  ó  sin  él,  haya  puesto  mejoras  necesarias  ó 
útiles  para  gozar  de  ellas  durante  el  tiempo  de  la  lo- 
cación y  dejarlas  desjjués  á  beneficio  de  la  finca,  sin 
responsabilidad  de  ésta;  si  antes  de  concluirse  ese 
tiempo  se  interrumpe  la  locación  por  causa  ó  culpa 
del  dueño,  se  hacen  abonables  desde  entonces.  En  ese 
caso,  el  dueño  ó  el  que  suceda  en  la  cosa  responderá, 
ó  bien  de  todo  el  valor  de  ellas  si  no  las  hubiere  dis- 
frutado todavía  el  arrendatario,  ó  solo  de  una  parte 
proporcional  al  tiempo  que  faltaba  del  contrato,  si  ya 
hubiere  empezado  á  gozarlas  (1743  C). 


XII. 


520. — Las    obligaciones  del  conductor  son  las  si- 
guientes: 
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1.  ^  Cuidar  de  la  cosa  arrendada,  como  propia,  y 
no  usarla  dándole  diferente  destino  del  que  se  le  conce- 
dió (1?  1715  C).  Está  obligado  pues,  á  prestar  la  culpa 
leve  en  la  conservación  de  la  cosa,  y  á  responder  en  ca- 
so de  pérdida  ó  deterioro  por  falta  de  la,  diligencia  re- 
querida, así  como  por  los  daños  y  perjuicios  si  hu- 
biere empleado  la  cosa  en  diferente  destino  del  conve- 
níalo'; 6  en  falta  de  convenio,  por  haber  usado  de  ella 
Ae  modo  distinto  del  que  correspondía  conforme  á  su 
"naturaleza  ó  á  la  costumbre  recibida  (1716  C). 

2.  ^  Pagar  la  renta  en  los  plazos  convenidos;  y  en 
falta  de  convenio,  en  cada  semestre  (2.  ^  1715  C).  Esas 
rentas  tienen,  en  caso  de  concurso,  privilegio  para  su 
pago  sobre  los  frutos  de  los  fundos  rústicos,  ó  sobre 
los  muebles  y  utensilios  del  arrendatario  que  se  ha- 
llen en  las  fincas  urbanas,  con  tal  que  se  reclamen  den  - 
tro  de  un  año  contado  desde  el  vencimiento  de  la  obli- 
gación (2416  y  2417  C);  y  prescriben  á  los  cinco  años 
contados  desde  el  vencimiento  de  cada  una  de  ellas. 

3.  ^  Dar  aviso  al  locador  de  cualquiera  usurpación 
ó  imposición  de  servidumbre  que  se  intente  contra  la 
finca  (3.  ^  1715  C),  como  que  eso  forma  izarte  del  cui- 
dado que  ha  de  tener;  y  es  natural  que  siendo  él  posee- 
dor en  nombre  del  dueño,  le  corresponda  darle  aviso;  y 
que  tenga,  de  lo  contrario,  que  pagarle  todos  los  da- 
ños y  perjuicios  que  se  le  causen  (1716  C). 

4.  ^  Devolver  la  cosa  á  su  dueño,  vencido  el  término 
de  la  locación,  en  el  estado  en  que  la  recibió,  sin  más 
deterioro  que  el  del  uso  ordinario  de  ella  (4.  ^  1715  C), 
pues  en  ningún  caso  puede  alegar  prescripción  una  vez 
que  posee  por  el  dueño  y  en  nombre  de  él.  En  cuanto 
á  las  pérdidas  y  á  los  daños  sobrevenidos  durante  su 
goce,  deberá  probar  que  no  sobrevinieron  por  culpa 
suya  ni   de  sus  dependientes,    huéspedes    ó    arren- 
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datarios;  y  en  falta  de  esta  prueba,  será  responsable 
(1724  C). 

5.  ^  No  abusar  de  modo  alguno  de  la  cosa  arrenda- 
da (5.  ^  1715  C),  lo  cual  se  comprende  en  lo  que  antes 
acaba  de  ex^^resarse,  de  suerte  que  responde  ya  por 
haber  destruido  la  cosa,  ya  por  haber  usado  de  ella  de 
diferente  manera  de  como  debía. 

6.  <^  Hacer  las  reparaciones  llamadas  locativas.  Es- 
tas son  las  que  según  la  costumbre  del  lugar,  son  de 
cargo  de  los  arrendatarios,  como  arreglo  de  vidrios, 
reposición  y  compostura  de  tejas,  remiendos  ligeros 
de  paredes,  y  en  general,  todas  las  especies  de  dete- 
rioro que  ordinariamente  se  producen  por  culpa  del 
arrendatario  ó  de  sus  dependientes  ó  huéspedes 
{1723  C).  Mas  si  los  deterioros  que  hacen  necesarias 
tales  reparaciones  provienen  de  fuerza  mayor,  de  caso 
fortuito  ó  de  mala  calidad  de  la  cosa  arrendada,  son 
de  cuenta  del  locador  (1722  C.)- 


XIII. 


521.— El  contrato  de  arrendamiento  tiene  algunos 
casos  especiales  en  que  puede  i)edirse  su  rescisión  y 
son  los  siguientes: 

1.  ^  Si  el  arrendatario  abandona  el  cultivo,  ó  no  cui- 
da de  la  cosa  arrendada  con  la  diligencia  debida 
(1.*^  1725  C),  pues  no  hay  para  que  aguardar  á  que 
termine  el  contrato  y  hacer  efectivas  entonces  las  ac- 
ciones, si  antes  puede  ocurrirse  al  mal. 

2.  <^  Si  debiendo  afianzar  el  pago  de  la  renta,  se  nie- 
ga á  hacerlo  (2.  ®  1725  C),  porque  el  contrato  debe 
considerarse  como  hecho  bajo  la  condición  de  prestar- 
;se  la  fianza,  y  por  lo  mismo,  depende  de  ella  (1688  C)- 
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3.  ^  Si  el  conductor  abusa  de  la  cosa  arrendada, 
dándola  otro  destino  diferente  de  aquel  para  que,  ex- 
presa ó  tácitamente  se  le  concedió  (8.  ^  1725  C.)  por 
la  misma  razón  dada  para  el  caso  primero. 

4.  ^  Si  el  arrendamiento  es  de  casas,  y  es  preciso  que 
el  arrendatario  la  deje  para  repararla  y  que  no  se 
arruine  (4.  ^  1725  C). 

5.  ^  Si  el  arrendatario  no  ha  pagado  la  renta  del 
plazo  anterior  (5.  ^  1725  C),  porque  ya  uno  de  los  con- 
tratantes faltó  al  cumplimiento  de  sus  obligaciones  en 
la  parte  que  le  concierne,  y  es  el  caso  en  que  se  supo- 
ne condición  resolutoria  en  todo  contrato  bilateral 
(1457  C). 

6.  ^  Si  aunque  haya  pagado  la  renta,  fue  en  virtud 
de  sentencia  judicial  dictada  contra  él,  y  después  se 
vence  otro  plazo  sin  que  la  pague  (6.  ^  1725  C). 

7.  ^  Si  el  locador  ó  el  conductor  no  cumplen  sus^ 
respectivas  obligaciones  (7.  ^  1725  C).  Esto  no  quiere 
decir  que  cualquiera  de  los  contratantes  pueda  impu- 
nemente faltar  á  ellas,  ó  provocar  por  ese  medio  una 
rescisión  que  convenga  á  su  interés,  ya  que  la  otra  par- 
te es  la  que  tiene  el  derecho  de  pedirla,  y  para  eso,  con 
elección  de  hacerlo  así  ó  de  obligar  judicialmente  al 
cumplimiento  á  la  que  lo  resiste  (1726  C).  En  todos  es- 
tos casos  hay  que  dar  el  aviso  de  despedida  (1738  C). 

8.  ^  Cuando  aparecen  vicios  ocultos  en  la  cosa  arren- 
dada (1727  C).  Puede  el  conductor  entonces  pedir  la. 
rescisión  del  contrato  ó  rebaja  proporcional  de  la  ren- 
ta, siguiendo  las  reglas  establecidas  en  la  venta  para, 
la  acción  redhibitoria  y  la  reducción  del  precio.  Si  al 
tiempo  de  contratar  ignoraba  el  locador  el  vicio  ocultO' 
de  la  cosa,  tiene  él  también  derecho  de  elegir  entre  la 
rescisión  y  la  rebaja;  y  si  en  este  caso  no  estuvieren  él 
y  el  conductor  conformes  en  la  elección,  prevalecerá 
la  rescisión  del  contrato.   (1727  C). 
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522.— El  contrato  de  locación  se  acaba: 

1.  ^  Por  concluirse  el  término  de  duración  que  fija- 
ron las  partes  (19  1728  C).  En  este  caso  que  es  de  du- 
ración determinada  y  definida,  no  hay  necesidad  de 
aviso  de  despedida  del  locador  ni  del  conductor.  Mas 
si  concluido  ese  término,  i)asan  ocho  días  sin  que  el 
locador  disponga  de  la  cosa  ni  el  conductor  la  devuel- 
va,  se  renueva  el  contrato  sobre  las  mismas  bases  del 
anterior,  excepto  en  cuanto  á  tiemx)o,  pues  queda  ya 
en  la  clase  de  los  de  duración  indeterminada,  y  sujeto 
á  las  reglas  establecidas  para  éstos.  Esta  locación  re- 
novada así,  sin  pacto  expreso  de  las  partes,  se  llama 
reconducción  tácita;  y  para  ella  no  subsisten  las  fianzas 
y  seguridades  que  una  tercera  persona  haya  constitui- 
do en  el  contrato  anterior,  á  no  ser  que  expresamente 
se  obligue  de  nuevo  (1729  C),  x>orque  de  otra  suerte, 
se  le  impondría  mayor  ó  más  prolongada  responsabi- 
lidad que  la  que  ella  quiso  aceptar.  En  ninguno  de  los 
casos  en  que  finaliza  un  arrendamiento  de  duración 
indeterminada  ó  de  tiempo  cierto,  sea  i)or  aviso  de  des- 
pedida, por  rescisión  declarada,  por  haberse  acabado 
por  cualquier  medio  legal,  ó  por  algún  acontecimiento 
extraordinario,  i)uede  ser  obligado  el  locador  de  una 
heredad  á  recibirla  antes  de  que  se  concluya  el  año 
rural;  ni  el  locador  de  un  predio  urbano,  antes  de 
que  se  concluya  el  último  mes,  semestre  ó  año,  según 
se  cuenten  los  i^lazos  del  alquiler  (1735  C).  Este  ar- 
tículo es  correlativo  del  1682  y  no  contradictorio. 

2.  ^  Por  perderse  ó  destruirse  la  cosa  arrendada 
(29 1728  C),  porque  falta  entonces  el  objeto  del  contra- 
to. No  acabará  sin  embargo,  si  la   pérdida  ó  destruc- 
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ción  fué  por  caso  fortuito,  y  no  del  todo  sino  de  una- 
parte  de  ella;  mas  podrá  entonces  el  arrendatario,  se- 
gún las  circunstancias,  pedir  que  se  rebaje  la  renta,  ó  - 
que  se  rescinda  la  locación;  y  si  pidiendo  la  rebaja,, 
prefiere  el  locador  la  rescisión,  se  rescindirá  (1730  C). 

3.  '^  Por  ser  vencido  en  juicio  el  locador  sobre  el  de_  _ 
recho  que  tenía  en  la  cosa  (3.''  1728  C),  lo  cual  equiva- 
le á  la  pérdida  total  de  la  sosa. 

4.*^  Por  la  enajenación  de  la  cosa,  cuando  el  arren- 
damiento es  por  tiempo  indeterminado;  ó  cuando  aun- • 
que  lo  fuere  por  tiempo  fijo,  se  expresó  en  el  contra- - 
to  que  acabaría  si  se  enajenaba  (4.°  1728  y  1712  C). 

5.  ^  Por  necesitar  la  casa  para  habitarla  el  dueño  ó 
sus  hijos,  si  estuviere  pactado  que  concluye  en  ese  ca- 
so (5.°*  1728  C). 

6.  ^  Por  muerte  del  arrendarario,   si.  sus  herederos 
avisan  al  locador  que  no  ]3ueden  continuar  en  el  con- 
trato (6."  1728  C),  á  menos  por  supuesto,  qpe  se  liaya. 
pactado  que  su  duración  sería  obligatoria  para  los  he- 
rederos (1731  C).  Si  fueren  dos  ó  más  los  herederos 
del  arrendatario,  en  una  locación  que  no  les  es  obliga- 
toria,  si  el  mayor  número  de  ellos,  ó  la  mitad  por  lo 
menos,  no  manifiesta  su  voluntad  de  extinguirla,  con- 
tinúa el  contrato  solo  para  éstos,  sin  ninguna  resi3on- 
sabilidad  de  los  otros.  En  tal  caso,no  subsisten  las  fian- 
zas ni  las  hipotecas  anteriores  que  estaban  constituir 
das  á  favor  del  locador  (2246  C);  pero  éste  tiene  dere- 
cho de  exigir,  en  lugar  de  ellas,  nuevas  seguridades;  y 
si  no  se  las  prestan  dentro  de  quince  días,  acaba  el 
contrato  (1732  C). 

7.  ^  Por  subarrendar  el  conductor,  cuando  se  pactó  - 
expresamente  que  no  lo  haría  (7.''  1728  C.)- 

8.  ^  Por  subarrendaren  los  arrendamientos  al  partir 
de  frutos,  cuando  no  se  concedió  expresamente  esa 
facultad  (8.''  1728  C).  La  diferencia  entre  este  caso  y. 
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el  anterior  está  en  que  en  aquel  la  regla  general  es  que 
se  puede  subarrendar  y  la  excepción  es  no  poder  ha- 
cerlo cuando  así  se  ha  pactado.  En  éste,  la  regla  es  que 
no  se  iDuede  subarrendar;  y  la  excepción  es  que  podrá, 
hacerse  cuando  expresamente  se  haya  permitido.  La 
razón  de  esta  diferencia  se  encuentra  en  que  en  el 
arrendamiento  al  partir  de  frutos  se  forma  una  espe- 
cie de  sociedad  en  que  se  toman  en  cuenta  las  circuns- 
tancias personales  del  arrendatario  para  la  producción 
de  los  frutos. 

9.  ^  Por  fenecer  la  sociedad  conyugal  en  la  locación, 
que  el  marido  hizo  de  los  bienes  de  la  mujer,  sin  ex- 
preso consentimiento  de  ésta  (99  1728  C).  Mas  si  el 
consentimiento  de  la  mujer  no  es  indispensable  para 
la  validez  de  los  contratos  de  arrendamiento  de  sus 
bienes  hecho  por  el  marido,  lo  natural  es  que  aun  di- 
suelta la  sociedad,  subsistan  por  el  tiempo  que  falte 
para  el  cumplimiento  de  un  contrato  que  fué  válido. 

10.  ^  Por  terminar  el  albaceazgo  en  la  locación  que 
hubiere  hecho  algún  albacea  administrador,  sin  con- 
sentimiento expreso  de  los  herederos  (109  1729  C.)> 
l^orque  él  carecía  de  esa  facultad. 


PÁRRAFO  SEGUNDO. 


523.  — En  el  párrafo  anterior  se  ha  tratado  del  arren- 
damiento de  cosas;  hay  también  locación  de  servicios. 
de  la  cual  ha  de  hablarse  ahora,  porque  puede  una  per- 
sona obligarse  á  prestar  á  otra,  mediante  cierta  mer- 
ced, su  servicio  personal  ó  industria  durante  cierto 
tiem^DO  ó  para  una  empresa  determinada  (1754  C).  Sus 
formas  más  comunes  son  la  de  las  gentes  de  servicio, 
la  de  los  porteadores  ó  cargadores,    y  los     contratos 
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de  obra  ó  ajuste  de  operarios.  De  cada  uno  de  ellos  va 
á  decirse  lo  que  corresponde. 


524.— La  primera  especie  de  locación  de  servicios 
es  la  que  hacen  de  los  suyos  las  gentes  de  servicio  ó 
criados.  Estos  servicios  no  se  pneden  alquilar  sino  por 
cierto  tiempo  ó  para  una  empresa  determinada,  por- 
que de  otra  suerte  degenerarían  en  una  especie  de  es- 
clavitud. Lo  que  se  paga  por  ellos  se  llama  salario, 
que  es  enteramente  convencional.  Puede  hacerse  cons- 
tar en  documento  escrito,  ó  de  palabra;  pero  faltando 
documento,  el  amo  ó  señor  es  creído  sobre  su  palabra, 
así  en  cuanto  á  la  cantidad,  como  en  cuanto  al  pago 
de  los  salarios  del  año  6  meses  corridos  según  que  el 
ajuste  sea  por  año  ó  por  meses;  y  es  igualmente  creído 
en  cuanto  á  las  buenas  cuentas  (1755  C). 

525. — El  que  alquila  sus  servicios  está  obligado  á 
prestarlos  con  fidelidad,  prontitud  y  esmero;  y  el  que 
no  cumpliere  su  concierto,  ó  faltare  al  trabajo  el  día 
ó  días  estipulados,  sin  causa  inevitable  y  justa,  como 
enfermedad  propia,  de  su  mujer,  hijos  ó  padres,  ries- 
go de  perder  sus  sementeras  por  causas  imprevistas, 
*ó  porque  sus  inmediatos  superiores,  la  justicia  ú  otra 
autoridad  le  ocupare,  pagará  los  perjuicios  que  por  su 
falta  se  causaren,  al  señor  ó  amo  del  trabajo  (1761  C). 

526. — Ninguno  debe  recibir  en  su  servicio  á  persona 
que  ha  estado  en  casa  de  otro  sin  que  le  presente  cé- 
dula de  solvencia  de  éste,  cédula  que  el  amo  está  obli- 
gado á  dar  siempre  que  el  criado  no  le  adeude  y  esté 
cumplido  el  tiempo  de  su  concierto  (1758  C).  El  que 
reciba  un  criado  sin  esa  constancia,  está  obligado  á 
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pagar  la  cantidad  que  saliere  adeudando  y  los  daños 
que  haya  hecho;  y  si  hubiere  provocado  al  sirviente 
para  que  se  despidiera  de  la  casa  donde  servía,  paga- 
rá en  calidad  de  pena,  una  multa,  de  uno  á  veinticinco 
pesos,  segim  lo  determine  el  juez  (1759  C). 

527. — El  sirviente  no  puede  despedirse  sin  causa 
justa,  antes  de  cumplirse  el  tiempo  de  su  concierto; 
y  si  lo  hiciere,  perderá  á  favor  de  la  persona  á  quien 
servía,  lo  que  se  le  adeude;  y  el  que  hiciere  un  daño 
ó  cometiere  un  delito  para  tomar  causa  de  despedirse 
ó  darla  para  que  lo  despidan,  además  de  perder  lo  que 
se  le  adeude,  indemnizará  el  daño  y  se  castigará  éste  y 
el  delito  con  arreglo  á  las  leyes  (1761  C). 

528.— Cumplido  el  tiempo  del  ajuste,  puede  el  criado 
despedirse  cuando  guste;  mas  esto  se  entiende  si  no 
hubiere  recibido  vestidos  ó  dinero  adelantado,  que  en 
este  caso  puede  ser  compelido  á  continuar  por  el  tiem- 
po nuevamente  estipulado  ó  por  el  que  corresponda 
al  valor  para  pagarlo  recibido  (1757  C). 

529. — Aunque  no  esté  cumplido  el  tiempo  prefijado, 
pueden  los  criados,  de  cualquiera  calidad  que  sean, 
ser  despedidos  por  sus  amos,  pagándoles  el  salario 
correspondienie  (1756  C).  El  amo  ó  jefe  de  la  casa  que 
negare  sus  justos  salarios  al  sirviente;  ó  que  le  retu- 
viere sin  causa  cuando  él  quiera  despedirse  ó  fuere 
despedido,  estará  obligado  á  pagarle  un  tanto  más,  y 
otro  tanto  habrá  de  satisfacer  como  multa  (1760  C). 

530. — Los  sueldos,  salarios,  jornales  ú  otras  retribu- 
ciones por  la  prestación  de  cualquier  servicio  personal 
prescriben  en  dos  años  contados  desde  que  cesó  el  ser- 
vicio (4.  ^  661  C).  En  concurso,  tienen  privilegio  co- 
mo créditos  de  tercera  clase  los  salarios  de  cualesquie- 
ra servicios  familiares  ó  domésticos  en  los  dos  últimos 
años  (2.  ^  2418  C). 

15 
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II. 


531,— Porteadores  se  llamaii  los  que  en  virtud  de 
cierto  precio^  alquiler  ojíete^  se  encargan  de  conducir 
ó  llecar^  de  un  lugar  á  otro^  personas  b  cosas,  sea  por 
agua  o  por  tierra  (1762  C).  Estos  porteadores  tienen 
obligación  de  poner  á  las  personas  ó  entregar  las  co- 
sas en  el  lugar  convenido  (fr.  1^  1764  C);  y  tienen 
igualmente  la  de  guardar  y  conservar,  como  si  fueran 
posaderos,  todo  lo  que  se  les  confía  (1762  C).  Sea  cual 
fuere  el  nombre  que  en  cada  caso  especial  se  les  dé, 
su  responsabilidad  es  no  solo  de  lo  que  reciban  en  el 
lugar  de  donde  salen  ó  principian  su  viaje,  sino  de  lo 
que  en  cualquier  punto  del  tránsito,  se  les  entregue  á 
ellos  mismos  ó  á  sus  comisionados  que   van  cuidando 

de  la  carga  (1763  C). 

532. — Son  de  su  responsabilidad  los  daños,  las  pér- 
didas, los  hurtos  y  las  averías  que  en  ella  hayan  sobre- 
venido; á  no  ser  que  prueben  que  ocurrieron  estos  ac- 
cidentes sin  culpa  suya  y  por  caso  fortuito  que  no 
pudieron  evitar,  ó  por  causa  de  la  misma  naturale- 
za ó  vicio  propio  de  las  cosas,  ó  por  fuerza  mayor 
(fr.  2M764C.). 

III. 


533. — Ajuste  ó  contrato  de  obra  es  el  que  se  celebra 
con  un  arquitecto,  maestro  de  obras  ú  operario,  para 
la  construcción,  por  precio  cierto,  de  una  casa  b  de 
otro  edificio  cualquiera.  Puede  sux^onerse  que  se  veri- 
fica poniendo  el  arquitecto,  además  de  su  industria 
personal  y  servicios,  el  terreno;  ó  poniendo  además  de 
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la  industria  los  materiales;  ó  por  último,  poniendo  sim- 
plemente la  industria  (176o  C).  En  el  primer  caso,  hay 
verdadera  venta:  en  el  segundo  también  por  lo  que  ha- 
ce á  los  materiales;  y  el  último  es  el  que  propiamen- 
te es  de  solo  locación  de  servicios.  Ya  á  verse  cuáles 
son  las  disposiciones  especiales  que  rigen  este  contrato. 

534. — El  operario  que  pone  su  industria  y  materia- 
les, ó  solo  su  industria,  está  obligado  á  hacer  la  obra 
según  el  convenio  y  en  el  tiempo  señalado  en  el  con- 
trato, so  pena  de  pagar  daños  y  perjuicios  (1766  C). 
No  puede  pedir  aumento  del  salario  estipulado,  á  no 
ser  que  aumente  también  la  obra. 

535.  — Si  la  obra  se  destruye,  no  está  obligado  el 
operario  sino  por  dolo  ó  culpa  (1767  C).  Si  un  edití- 
cio  construido  á  destajo,  se  destruyere  dentro  de  cinco 
años  por  vicio  de  su  construcción,  es  responsable  el 
operario  ó  arquitecto.  Es  responsable  también,  por  el 
mismo  tiempo  de  cinco  años,  de  la  destrucción  del 
edificio,  por  defecto  en  el  área  ó  cimiento  sobre  que 
fue  construido,  si  no  hizo  al  dueño  la  representación 
conveniente  para  disuadirlo  de  esa  fabricación  (1768  C). 

536. — El  empresario  responde  de  las  faltas  que  co- 
metan sus  operarios  y  demás  personas  que  emplee  por 
sí  en  alguna  obra  (1773  C).  Mas  ninguno  de  tales  ope- 
rarios ó  dependientes  tiene  acción  contra  el  dueño  de 
la  obra  sino  hasta  la  cantidad  que  se  estuviere  debien- 
do al  empresario  (1774  C). 

537. — El  dueño  de  una  obra  á  destajo  puede  sepa- 
rarse del  contrato,  pagando  al  operario  su  trabajo  y 
gastos  y  lo  que  justamente  podría  utilizar  (1770  C). 

538.— Se  disuelve  el  contrato  por  muerte  del  operario 
con  quien  se  celebró  (1771  C),  á  menos  que  el  dueño 
de  la  obra  conviniere  en  que  se  continúe  por  el  herede- 
ro ó  por  el  operario  que  éste  le  proponga.  Si  no  convi- 
niere, pagará  al  heredero  el  precio  proporcional  al  tra- 
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bajo  heclio  y  al  valor  de  los  materiales  preparados,  si 
fueren  útiles  (1772  C). 


TITULO  DÉCIMO  QUINTO. 

DE  LA  SOCIEDAD  O  COMPAÑÍA. 


539. — La  sociedad  ó  compañía  es  otro  de  los  contra- 
tos que  ha  de  examinarse  y  que  tiene  mucha  apli- 
cación práctica  en  los  negocios,  aplicación  que  se  au- 
menta á  medida  que  se  extiende  la  industria  y  se  en- 
sanchan los  ramos  á  que  se  contrae.  Se  tratará,"  1.  ^  de 
su  definición,  2.  ^  de  las  diferentes  clases  de  sociedad, 
3.  ^  de  la  forma  en  que  ha  de  constar  la  sociedad  co- 
mún, 4.  ^  de  las  i)ersonas  que  pueden  celebrarla,  5.  ^ 
del  tiempo  de  su  duración,  6.  ^  de  las  obligaciones  de 
los  socios,  7.  ^  de  la  administración  de  la  sociedad,  8.  ^ 
d<^  los  derechos  de  los  socios,  9.  ^  de  la  manera  de  ha- 
cerse la  división,  10.  ^  de  la  rescisión  de  la  sociedad, 
11.  ^  de  su  disolución,  12.  ^  de  sus  efectos  respecto  de 
terceras  personas. 

I. 


540.  — La  sociedad  ó  comx)añia  es  un  contrato  con- 
sensual  por  el  que  dos  o  más  personas  conmerien  en 
poner  en  común  alguna  cosa  ó  industria^  con  el  fin  de 
dividir  entre  si  las  ganancias  (1776  C).  Es  contrato 
consensual  porque  para  perfeccionarse  no  necesita  la 
entrega  de  la  cosa,  sino  que  basta  el  consentimiento. 
Este  ha  de  ser  verdadero  y  en  eso  se  diferencia  la  com- 
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está  fundado  en  la  voluntad  presunta  de  los  que  por 
alguno  de  los  títulos  de  dominio  tienen  en  común  algu- 
na cosa.  En  este  contrato  se  pone  en  común  alguna 
cosa  6  industria,  de  modo  puede  referirse  á  toda  clase 
de  contratos,  con  tal  que  su  objeto  sea  lícito,  pues  sien- 
do para  un  fin  reprobado  ó  contrario  á  las  leyes,  claro 
está  que  éstas  no  pueden  autorizar  ni  reconocer  la  so- 
ciedad, V.  g.  la  que  se  hiciera  para  robar  (fr.  1*  1777  C). 
Debiendo  ponerse  algo  en  común,  rada  uno  de  los  so- 
cios tiene  que  contribuir  á  la  compañía  con  dinero  ú 
otros  bienes  ó  con  su  trabajo  o  industria  (fr.  2^  1777  C). 
Los  que  contribuyen  con  dinero  se  llaman  general- 
mente, socios  cajntalistas;  y  los  que  con  su  trabajo  ó 
industria,  socios  industriales.  Finalmente,  es  de  esen- 
cia de  la  sociedad  que  sean  divisibles  las  ganancias  y 
consiguientemente  las  pérdidas,  de  tal  suerte  que  son 
nulas,  y  se  tienen  por  no  puestas,  las  cláusulas  del  con- 
trato de  sociedad  que  la  hacen  leonina^  ó  sea,  aque- 
llas en  que  se  estipule  que  alguno  de  los  socios  no  ten- 
drá parte  alguna  en  las  ganancias,  ó  que  los  bienes  de 
otro,  puestos  en  común,  estarán  libres  de  responsabi- 
lidades y  riesgos  (1778  C).  Constituida  la  compañía, 
ésta  forma  una  persona  jurídica  distinta  de  la  de  los 
socios  individualmente  considerados  (1825  C),  así  es 
que  por  todos  los  asuntos  que  son  de  la  compañía,  á 
la  compañía  hay  que  dirigirse,  ó  á  aquel  de  los  socios 
que  tenga  su  representación.  Si,  independientemente 
de  ella,  tiene  uno  de  los  socios  sus  asuntos  i^articula- 
res,  con  éste  exclusivamente  hay  que  entenderse  por 
todo  lo  que  á  ellos  se  refiere. 
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541.— La  sociedad  puede  ser  común  y  mercantil:  la 
primera  que  es  la  de  que  aquí  va  á  tratarse,  tiene  por 
objeto  negocios  del  orden  común;  y  la  otra,  que  se  es- 
tudia en  el  derecho  mercantil,  se  refiere  á  asuntos  de 
comercio  (art.  39  Cod.  Com.).  No  obstante,  las  disposi- 
ciones para  la  com  paula  común  son  aplicables  á  las  de 
comercio  en  todo  lo  que  no  se  oponga  á  las  leyes  y 
usos  mercantiles  (1828  C),  de  modo  que  las  leyes  co- 
munes forman  un  derecho  supletorio. 

542.  —La  sociedad  común  puede  ser  -  general  ó  sin- 
gular (1781  C).  General  es  la  que  comprende  todos  los 
bienes  presentes  y  puede  abrazar  también  los  que  se 
adquieran  después.  Entran  en  ella  todos  los  que  pro- 
vengan del  trabajo  ó  de  la  industria,  y  no  los  que  re- 
sultan de  alguna  causa  lucrativa  (1782  C).  En  esta  so- 
ciedad general,  para  que  se  verifique  la  comunidad  de 
bienes,  no  se  necesita  la  tradición  sino  que  por  minis- 
terio de  la  ley  pasan  al  dominio  de  la  sociedad;  y  en 
consecuencia,  cada  uno  de  los  socios  puede  demandar 
en  juicio  por  razón  de  ellos  como  si  fueran  suyos 
(1783  C).  Se  exceptúa  únicamente  el  derecho  de  co- 
brar de  los  deudores  los  créditos,  pues  para  esto  sí  se 
requiere  poder  ó  cesión  del  consocio  acreedor  (1783  C). 

^^d.— Singular  ó  particular  es  la  que  se  refiere  ex- 
clusivamente duna  cosa  ó  industria,  b  se  celebra  solo 
para  una  negociación  determinada.  En  ésta  solo  en- 
tran los  bienes  ó  cosas  que  se  han  prometido,  y  no  las 
demás  que  los  socios  posean  (1781,  1782  C). 

544. —La  sociedad  puede  ser  también  convencional 
que  es  de  la  que  va  á  tratarse,  y  se  forma  por  contrato; 
y  legal,que  es  la  que  por  ministerio  de  la  ley  se  forma 
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entre  marido  y  mujer  respecto  de  sus  bienes,  y  de  la 
cual  se  hablará  en  el  título  siguiente,  porque  tanto  en 
su  constitución  como  en  sus  reglas  se  aparta  en  varios 
puntos  de  la  común. 
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545. — Aunque  el  contrato  de  compañía  es  consensual 
en  cuanto  que  no  se  perfecciona  por  la  tradición  sino 
por  el  consentimiento,  tiene  que  hacerse  constar  por 
escrito  siempre  que  su  valor  exceda  de  quinientos  pe- 
sos (234  Dec.  de  Ref.  N9  272  y  1779  C);  y  aun  en  ins- 
trumento público,  que  se  inscriba  en  el  registro  de  la 
propiedad  si  se  comprenden  bienes  raíces  (233  Dec.  cit.). 
En  la  escritura  de  sociedad,  debe  expresarse  el  tiempo 
de  su  duración,  quiénes  son  los  socios,  el  capital  ó  in- 
dustria con  que  contribuye  cada  uno,  y  la  proporción  en 
que  han  de  distribuirse  las  ganancias  ó  repartirse  las 
pérdidas  (1779  C).  Las  ampliaciones  ó  modificaciones 
del  contrato,  como  partes  integrantes  que  son  de  éste, 
han  de  hacerse  constar  con  las  mismas  solemnidades 
que  su  celebración,  entendiéndose  además  que  para 
cualquiera  modificación  sustancial  se  necesita  el  voto 
unánime  de  los  socios,  salvo  en  cuanto  el  mismo  con- 
trato establezca  otra  cosa  (fr.  3^  1826  C.)  No  pueden  los 
socios  hacer  pacto  alguno  reservado  para  afectar  los 
derechos  de  terceros,  ni  oponerles,  contra  el  contenido 
de  la  escritura  de  la  sociedad,  ningún  otro  documento 
privado  ni  prueba  testimonial  (1780  C),  pues  tales 
actos  secretos  podrían  prestarse  á  muchos  frauudes  y 
comj)licaciones  en  perjuicio  de  terceras  personas  que, 
para  la  seguridad  de  sus  contratos,  no  tienen  que  aten- 
der más  que  á  la  escritura  de  sociedad  Y  aun  supo- 
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niendo  que  el  contrato  sea  nulo,  su  nulidad  no  perju- 
dicará á  ias  acciones  que  corresponden  á  terceros  de 
buena  fé  contra  todos  y  cada  uno  de  los  asociados,  por 
las  operaciones  de  la  sociedad,  si  existiere  ésta  de  he- 
cho (1827  C). 

IV. 


546. — Pueden  formar  sociedad,  sea  general  ó  parti- 
cular, todos  los  que  tienen  capacidad  de  contratar  por 
sí,  6  sea,  los  que  tienen  la  libre  administración  de  sus 
bienes.  Los  que  no  administran  bienes  propios,  como 
el  marido  los  de  su  mujer,  el  tutor  los  del  menor,  no 
pueden  respecto  de  esos  intereses  celebrar  más  que  so- 
ciedad singular  (1784  C).  La  general  no  se  les  ha  per- 
mitido, sin  duda  por  los  mayores  riesgos  á  que  queda 
el  menor  expuesto  en  la  compañía  en  que  se  compro- 
meten todos  sus  bienes. 


Y. 


547. — Según  antes  se  ha  indicado,  en  la  escritura  de 
sociedad  ha  de  expresarse  cuál  es  el  término  de  su  du. 
ración;  y  son  libres  los  socios  para  fijar  el  que  tengan 
á  bien.  Este  término  comienza  á  correr  desde  la  cele- 
bración del  contrato,  á  menos  que  en  el  mismo  se  haya 
determinado  otra  fecha,  desde  la  cual  haya  de  f^m pe- 
zar  á  contarse  (1785  C).  Y  si  no  hubiere  habido  con- 
venio respecto  de  este  punto,  se  supone  limitada  la 
duración  de  la  sociedad  á  nueve  años,  ó  al  tiempo  que 
se  requiera  para  concluir  el  negocio  que  con  ella  se 
trata  de  llevar  á  cabo,  si  éste  es  de  duración  limitada 
(1786  C). 
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VI. 


548. — Las  obligaciones  mutuas  de  los  socios  se  refie- 
ren á  la  constitución  de  la  sociedad,  ó  á  lo  que  tienen 
que  hacer  en  la  sociedad  ya  establecida.  De  la  prime* 
ra  clase  son  las  que  van  á  enumerarse. 

549. — En  primer  lugar,  cada  socio  está  obligado  á 
entregar  á  la  sociedad  la  cosa  que  prometió  llevar  á 
ella,  como  que  esos  contingentes  son  la  base  de  sus 
operaciones.  Y  por  esta  misma  razón,  y  por  ser  oneroso 
el  contrato,  tiene  también  el  socio  que  sanear  la  cosa  ó 
capital  que  introduce,  pues  de  otra  suerte  quedaría 
sin  haber  contribuido  con  nada  (1787  C). 

550. — Los  socios  deben  poner  en  la  masa  común  sus 
respectivos  contingentes  ó  capitales  en  el  plazo  con- 
venido; y  como  la  dilación  no  tiene  por  que  ser  perju- 
dicial á  los  otros  socios,  el  socio  que  retarde  la  entrega 
de  su  capital,  cualquiera  que  sea  la  causa,  tiene  que 
abonar  á  la  sociedad  el  interés  legal  del  dinero  que  no 
entregó  á  su  debido  tiempo  (1789  C).  Sin  perjuicio  de 
esto,  en  cuanto  llega  la  época  en  que  había  de  verifi- 
car la  entrega,  puede  la  socidad  proceder  ejecutiva- 
mente contra  él  para  que  la  haga,  ó  rescindir  el  con- 
trato en  cuanto  á  ese  socio,  por  falta  de  cumplimiento 
de  una  de  las  condiciones  esenciales  de  él  (1788  C). 

551.— Los  bienes  llevados  por  los  socios  á  la 
sociedad,  sea  cual  fuere  su  naturaleza,  pasan  al  domi- 
nio de  ésta,  de  suerte  que  son  en  lo  de  adelante,  de 
cuenta  y  riesgo  de  ella,  y  no  del  socio  que  los  introdu- 
jo: su  provecho  pues,  es  para  todos,  conforme  á  las 
cláusulas  de  la  sociedad,  y  su  pérdida  será  también 
pérdida  común.  Mas  si  lo  que  se  ha  puesto  en  la  com- 
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pañia  no  es  la  propiedad  íntegra  sino  solamente  el 
usufj-ucto,  permanece  de  cuenta  y  riesgo  del  propieta- 
rio si  las  cosas  son  ciertas  y  determinadas  y  de  aquellas 
que  no  se  consumen  con  el  uso;  pero  si  son  fungibles, 
si  se  deterioran  guardándolas,  si  están  destinadas  á  ven- 
derse, ó  se  pusieron  en  la  sociedad,  previa  tasación, 
quedan  de  cuenta  y  riesgo  de  ella  desde  que  fueron  en- 
tregadas 1791  C).  Este  parece  que  es  el  principio  ge- 
neral para  todos  los  casos  de  igual  naturaleza,  y  da  la 
regla  para  la  responsabilidad,  como  la  del  marido  por 
la  dote  y  demás  bienes  de  la  mujer,  la  del  comodata- 
rio, mutuario,  &.  Pero  cuando  se  trata  de  cosas  no 
fungibles  se  transfiere  solo  el  uso  y  no  el  dominio,  y 
por  eso  la  pérdida  la  soporta  el  que  lo  conserva  que 
es  el  socio  que  las  trajo. 

552.  — Obligación  de  los  socios  que  ponen  su  indus- 
tria en  común,  es  la  de  dar  cuenta  á  la  sociedad  de 
todas  las  utilidades  que  obtengan  del  ejercicio  de  esa 
industria  (1790  C),  porque  ese  es  el  cai)ital  con  que 
contribuyen. 

553.— Es  obligación  también  de  los  socios  x>restarse 
la  culpa  leve,  porque  la  utilidad  es  de  todos.  En  con- 
secuencia, cualquier  daño  causado  en  los  intereses  de 
la  compañía  por  dolo,  abuso  de  facultades  ó  negligen- 
cia grave  de  algún  socio,  constituye  á  su  autor  en  la 
obligación  de  indemnizarlo  si  los  consocios  lo  exisren. 
Exceptúase  el  caso  en  que  pueda  colegirse  de  algún 
acto  la  aprobación  ó  ratificación  expresa  ó  virtual  del 
hecho  sobre  que  recae  la  reclamación  (1702  C),  porque 
entonces  ya  la  sociedad  ha  tomado  esa  responsabili- 
dad. Esa  aprobación  tácita  existirá  siempre  que  haya 
hechos  que  acrediten  la  intención  de  los  socios  de  con- 
formarse con  lo  ejecutado.  Así,  si  uno  hace  una  venta, 
y  los  demás,  en  consecuencia  de  ella  y  sin  reclamar  ni 
oponerse,  entregan  la  cosa  vendida,  se  entiende  que  la 
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venta  ha  sido  virtaalrDente  aprobada  y  que  ya  está 
libre  de  responsabilidad  el  socio  que  la  hizo. 

554. —Otra,  obligación  de  los  socios  es  que  ninguno 
de  ellos  puede  distraer  ni  segregar  del  fondo  común 
para  sus  gastos  particulares,  mayor  cantidad  que  la 
designada  á  cada  uno  en  las  cláusulas  del  contrato.  Si 
toman  una  cantidad  mayor,  sin  p)erJuicio  de  responder 
á  la  sociedad  por  los  daños  que  con  ese  motivo  se  la 
hayan  causado,  tendrán  que  pagar  el  interés  legal  co- 
rrespondiente alo  indebidamente  tomado  (1793  C). 

0^0. — Ninguno  de  los  socios  puede,  sin  autorización 
y  consentimiento  de  los  demás,  hacer  innovaciones  en 
los  bienes  inmuebles  que  dependen  déla  sociedad,  aun 
cuando  las  considere  ventajosas  á  ésta  (4^  1801  C), 
pues  él  ya  no  es  dueño  de  calificar  esto  por  sí,  como 
que  afecta  á  todos. 

556.— Tampoco  puede  el  socio  que  no  es  adminis- 
trador enajenar  ni  obligar  las  cosas  pertenecientes  á 
la  sociedad,  aunque  sean  muebles  (1802  C),  porque  to- 
do el  derecho  para  hacerlo  reside  en  la  sociedad  y  en 
la  persona  á  quien  ella  la  delega.  Consiguientemente, 
tampoco  puede  transigir  respecto  de  esos  bienes 
(1489  C). 

557.— Ningún  socio  puede  transmitir  áotra  persona, 
sin  consentimiento  de  los  demás,  el  interés  que  tenga 
en  la  sociedad,  porque  esto  equivaldría  á  darles  un 
socio  contra  su  voluntad,  y  la  compañía  es  contrato 
que  requiere  esencialmente  la  buena  armonía  y  recí- 
proca confíanza  de  los  socios;  y  al  formarla,  descan- 
san en  el  conocimiento  que  tienen  los  unos  de  los 
otros,  y  de  las  cualidades  y  aptitudes  personales  de 
que  respectivamente  están  dotados.  Por  estas  razones, 
tampoco  podrá  el  socio  poner  á  otro  en  lugar  suyo  pa- 
ra que  desempeñe  los  oficios  que  le  tocan  en  la  admi- 
nistración. Pero  sí  podrá   participar  de  su   acción  á 
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cualquiera,  no  asociándole  á  la  compañía  (1803  C), 
porque  entonces  no  hace  más  que  disponer  de  lo  su- 
yo, y  los  otros  nada  pueden  objetar  cuando  ese  acto 
es  ya  enteramente  independiente  de  la  sociedad. 

558. — Quedan  todos  los  socios  obligados  por  los  con- 
tratos celebrados  por  el  socio  administrador  ó  por  el 
que  estuviere  autorizado  para  ello  (1804  C),  pues  ca- 
balmente para  ese  efecto  se  les  conñere  tal  adminis- 
tración ó  autorización  (1P04  C).  Y  quedarán  obliga- 
dos igualmente  á  las  deudas  contraídas  por  algún  so- 
cio, aunque  no  sea  el  administrador  ni  haya  tenido 
autorización,  si  la  sociedad  se  ha  aprovechado  de  ellas 
(1805  C),  porque  nada  es  natural  ni  tan  conforme  á  la 
equidad  como  que  respondan  de  las  consecuencias  de 
un  hecho  los  que  reportan  las  ventajas  de  él.  Mas  si 
no  es  este  el  caso,  la  sociedad  solo  quedará  responsa- 
ble, en  cuanto  alcance  el  capital  del  socio  contratante 
(fr.  3^  1806  C),  ya  que  debe  tenerse  como  deuda  de  él 
nada  más. 

559. — Los  socios,  según  í:e  ha  dicho,  están  obligados 
á  favor  de  un  tercero  por  las  deudas  de  la  sociedad; 
pero  esa  obligación  no  es  solidaria  sino  en  proporción 
á  sus  capitales  respectivos  (fr  1?  1806  C),  de  manera 
que  proporcionalmente  á  estos  se  reparte  el  pago  de 
la  deuda.  Cuando  los  socios  contratan  directamente 
con  un  tercero,  sin  expresar  la  proporción  en  que  le 
queda  obligado  cada  uno,  serán  respecto  de  él,  respon- 
sables por  iguales  partes,  siguiendo  el  principio  esta- 
blecido para  las  obligaciones  mancomunadas.  Esto  no 
obsta  á  que  los  socios  entre  sí  se  indemnicen  según  sus 
capitales  respectivos,  de  suerte  que  si  uno  pagó  la  mi- 
tad de  la  deuda  y  su  interés  es  solo  por  una  cuarta 
parte,  tendrá  derecho  á  que  se  le  indemnice  por  la  otra 
cuarta  parte  que  pagó  de  más. 

560.-  No  debe  contraerse  deuda  ú  obligación  nueva 
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si  expresamente  la  contradice  uno  de  los  socios  admi- 
nistradores; pero  si  á  pesar  de  eso  se  contrajere,  pro- 
ducirá sus  efectos  legales,  en  cuanto  al  acreedor,  y  el 
que  la  contrajo  quedará  responsable  de  los  perjuicios 
que  cause  á  la  sociedad  (1807  C). 

561.  —El  pago  hecho  á  uno  de  los  socios  por  un  deu- 
dor particular  suyo,  que  lo  es  también  de  la  sociedad, 
se  imputará  proporcionalmente  á  ambos  créditos,  aun- 
que el  socio  lo  hubiere  aplicado  íntegramente  en  la 
carta  de  pago  á  su  crédito  particular,  siguiendo  asi  el 
principio  general  para  los  pagos  (2314  C);  pero  si  se 
aplicó  al  crédito  de  la  sociedad,  se  cumplirá  esta  dis- 
posición (1808  C.)j  pues  indudablemente  tiene  el  socio 
derecho  de  renunciar  al  beneficio  de  que  habría  podi- 
do gozar. 

562.— Si  teniendo  alguno  de  los  socios  en  guarda  los 
bienes  de  la  sociedad,  diere  á  otro  parte  de  ellos,  sin 
mandato  de  los  demás,  y  después  viniere  á  pobreza  de 
modo  que  no  pueda  entregarles  sus  partes  respectivas, 
se  restituirá  á  la  sociedad  aquello  que  se  dio  y  se  di- 
vidirá entre  todos.  Mas  no  favorece  esta  restitución  al 
socio  que  fué  negligente  en  pedir  su  parte,  sabiendo 
la  entrega  que  se  hizo  á  otro  (1820  C). 

563. — Finalmente,  los  socios  están  obligados  recí- 
procamente á  darse  cuenta  de  la  administración;  y  sus 
resultados,  tanto  activa  como  pasivamente,  pasan  á 
sus  herederos  (1821  C). 


VIL 


564. — La  administración  de  los  negocios  de  la  com- 
pañía debe  sujetarse  á  lo  dispuesto  en  el  contrato 
acerca  de  ese  punto.  Si  está  encargada  á  uno  ó  más 
de  los  socios,  lo  que  éstos  hagan  será  obligatorio  para 
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todos,  y  los  demás  no  pueden  oponerse  ni  revocarle  la 
administración,  sino  en  caso  de  fraude  (1800  C).  A  fal- 
ta de  convenio  especial  sobre  la  administración,  cada 
socio  es  administrador;  y  como  tal  puede  obrar  en 
nombre  de  la  sociedad,  sin  perjuicio  del  derecho  de 
los  otros  para  oponerse  á  un  acto  antes  de  que  se 
perfeccione  (fr.  1M80I  C).  En  las  deliberaciones  de  los 
socios  que  tengan  derecho  á  votar,  decidirá  la  mayo- 
ría de  votos,  computada  según  el  contrato;  y  sien  éste 
nada  se  hubiere  establecido  sobre  el  particular,  deci- 
dirá la  mayoría  numérica  de  los  socios;  exceptuándo- 
se los  casos  en  que  la  ley  ó  el  ccntrato  exija  unanimi- 
dad ó  conceda  á  cualquiera  de  los  socios  el  derecho  de 
oponerse  á  los  otros  (fr.  1*}  y  2^  1826  C). 

VIH. 


565. — Varios  son  los  derechos  de  los  socios.  Tienen 
en  primer  lugar,  el  de  que  la  sociedad  les  pague  los 
gastos  que  hagan  en  desempeñar  los  negocios  de  ella, 
y  les  indemnice  de  los  perjuicios  que  les  sobrevengan 
con  ocasión  directa  ó  inmediata  de  mismos  negocios 
(1794  C).  Que  así  como  cada  uno  uno  indemniza  á  la 
compañía  por  los  daños  que  haya  causado  en  sus  in- 
tereses, justo  es  también  que  por  reciprocidad  se  le 
indemnicen  á  él  los  perjuicios  que  por  razón  de  ellos 
se  le  hayan  irrogado.  Mas  si  tales  perjuicios  los  han 
recibido  por  causa  suya,  por  caso  fortuito  ó  por  otra 
causa  independiente,  aunque  sea  mientras  se  ocupaban 
en  servicio  de  la  sociedad,  no  tienen  acción  para  pe- 
dir que  se  les  indemnicen,  pues  la  compañía  no  es  la 
que  los  ha  causado. 

566. — No  habiendo  limitación  especial  por  razón  de 
la  administración  que  se   haya  conferido,   puede  cada 
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socio  servirse  de  los  bienes  puestos  en  común,  con  tal 
que  los  em^ilee  en  sn  destino  natural,  y  que  sea  sin 
perjudicar  los  intereses  de  la  sociedad  ni  im2:)edir 
que  los  demás  socios  usen  á  su  vez  de  igual  derecho 
(fr.  2?  1801  C). 

567. — Cada  uno  de  los  socios  tiene  también,  y  espe- 
cialmente el  administrador,  derecho  de  obligar  á  los 
demás  para  que  concurran  á  los  gastos  que  exija  la 
conservación  de  las  cosas  de  la  sociedad  (39  1801  C). 

668. — Otro  derecho  que  compete  á  todos  los  socios 
es  el  de  examinar  el  estado  de  la  administración  y  de 
hacer  las  reclamaciones  convenientes  al  interés  común, 
con  arreglo  á  lo  pactado  en  la  escritura  de  sociedad  y 
á  las  disposiciones  generales  de  derecho  (1822  C). 

669. — Y  finalmente,  los  socios  gozan  entre  sí  del  be- 
neficio de  competencia  para  el  efecto  de  no  poder  ser 
ejecutados  por  el  pago  total  de  la  deuda  procedente 
de  las  acciones  recíprocas  del  contrato  de  compañía 
sino  dejándoles  lo  ne(íesario  i3ara  su  subsistencia 
(fr.  1^  1823  C.  y  49  2382  C);  y  esto,  por  las  considera- 
ciones que  deben  tenerse  los  socios,  de  modo  que  tie- 
nen que  aguardar  por  el  resto  hasta  que  los  deudores 
mejoren  de  fortuna;  mas  como  el  objeto  es  que  se  de- 
je al  socio  lo  necesario  para  la  subsistencia,  si  éste  tie- 
ne arte  ú  oficio  de  que  vivir  no  gozará  del  beneficio 
(fr.  2^  1823  C).  No  cabe  prescripción  entre  los  socios 
en  las  cosas  comunes  de  la  sociedad,  porque  el  que  po- 
see, posee  por  todos. 

IX. 


670. — Los  socios  pueden  arreglar  en  el  contrato  la 
forma  de  distribución  de  utilidades  y  pérdidas,  pues 
fuera  de  lo  que  es  contrario  á  la  moralidad  y  buena 
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fé,  como  la  sociedad  leonina  de  que  ya  se  habló,  tie- 
nen derecho  de  fijar  las  cláusulas  y  los  pactos  que  les 
parezca.  Mas  para  el  caso  de  que  no  se  haya  estipula- 
do la  manera  de  distribuir  las  ganancias  y  las  pérdi- 
das, la  ley  ha  debido  fijar  y  fija  en  efecto  las  reglas 
según  las  que  se  ha  de  proceder  y  son  las  que  van  á 
verse: 

1.  =^  Si  se  estipuló  en  el  contrato  la  parte  de  cada 
cual  en  las  ganancias,  sin  mencionarse  la  de  las  pérdi- 
das, se  hará  la  distribución  de  éstas  en  la  misma  pro- 
porción que  la  de  aquellas,  y  vice  versa,  de  modo  que 
la  expresión  de  lo  uno  sirve  ]para  lo  otro  (1796  C).  La 
razón  es  que  en  falta  de  pacto,  lo  natural  y  de  equidad 
es  que  en  igual  proporción  lleve  cada  uno  la  ganancia 
y  soporte  la  pérdida,  porque  otra  distribución  diferen- 
te supone  para  la  desigualdad  motivos  fundados  que 
exigirían  estipulación  expresa. 

2.  =^  En  caso  de  no  haberse  determinado  en  el  con- 
trato la  parte  que  toque  á  cada  socio  en  las  ganancias 
ni  en  las  pérdidas,  se  dividirán  unas  y  otras  á  prorrata 
del  capital  que  cada  uno  puso  en  la  sociedad  (1795  C). 
La  cantidad  pues,  á  que  asciende  la  ganancia  ó  la  pér- 
dida se  dividirá  proporcionalmente  entre  los  capitales, 
de  suerte  que  á  doble  capital  corresponde  doble  ga- 
nancia, y  la  mitad  á  un  capital  como  la  mitad.  Se  for- 
ma así  la  proporción  llamada  de  compañía  en  que  el 
monto  total  de  los  capitales  sociales  es  á  la  total  ga- 
nancia ó  pérdida,  como  el  capital  respectivo  de  cada 
socio  á  su  parte  correspondiente  de  ganancia  ó  pér- 
dida. 

3.  ^  La  parte  que  ha  de  tener  en  las  ganancias  el 
socio  que  no  puso  más  qu*^  su  industria,  será  igual  á 
la  proporción  correspondiente  al  socio  que  contribuyó 
con  más  capital;  y  si  son  iguales  los  capitales  ó  es  uno 
solo  el  socio  capitalista,  la  ganancia  será  igual  á  la  de 
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los  otros  (1797  C).  En  otros  códigos  como  el  español 
de  comercio  y  el  peruano,  se  establece  por  el  contrario, 
que  habiendo  varios  socios  con  capitales  desiguales, 
la  porción  de  ganancias  del  industrial  sea  igual  á  la 
que  lleva  el  que  tiene  menor  capital.  Contra  esto  se  lia 
objetado  con  razón  que  es  injusto  equiparar  al  socio 
industrial  con  el  de  capital  menor,  cuando  la  industria 
por  lo  general,  vale  tanto  como  el  capital;  y  cuando  de 
no  ser  así,  ó  habrían  podido  igualarse  poniendo  una 
parte  de  capital  el  industrial,  ó  se  habría  hecho  otra 
estipulación.  Si  cuando  hay  un  solo  socio  capitalista  la 
porción  del  industrial  es  igual  á  la  del  otro,  no  hay 
motivo  para  disminuirla  cuando  son  varios;  y  sí  bien 
pudiera  adoptar  la  ley  para  el  industrial,  un  término 
medio  entre  la  porción  del  que  lleva  mayor  y  del  que 
menor  capital,  atendida  la  importancia  de  la  industria, 
no  parece  impropio  asignarle  parte  equivalente  á  la 
del  que  tiene  capital  mayor. 

4.  ^  El  socio  que  solo  es  industrial  estará  también 
sujeto  á  las  pérdidas  cuando  sean  mayores  que  todo 
el  capital  de  la  sociedad;  y  entonces  participará  de 
ellas  solo  en  la  cantidad  que  excedan  del  capital 
(1798  C).  Así  pues,  suponiendo  que  liquidada  la  so- 
ciedad, no  resulte  ganancia  alguna,  sino  solamente  el 
capital  introducido,  lo  sacará  el  que  lo  introdujo,  y 
habrá  perdido  su  trabajo  el  industrial,  como  pierde  el 
otro  los  intereses  ó  frutos  de  su  dinero.  Si  no  solo  no 
hay  ganancia,  sino  que  no  sale  ni  el  cax3Ítal  íntegro  del 
capitalista,  lo  que  falte,  poco  ó  mucho,  lo  pierde  éste 
y  nada  más  tiene  que  dar  el  industrial,  porque  ya 
ha  perdido  su  trabajo.  Mas  si  la  pérdida  excede  aun 
del  capital  social,  hay  ya  un  desfalco  extraordinario  á 
que  todos  han  de  quedar  sujetos.  Mientras  la  pérdida 
no  pasa  del  capital,  la  soporta  solo  el  capitalista  por- 
que equiparado  su   capital  con  la  industria  del  otro, 
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no  hay  injusticia  en  que  pierda  él  su  capital,  así  como 
el  otro  perdió  el  suyo  que  era  la  industria  paesta;  pero 
en  cuanto  excede,  ya  están  en  igual  condición,  y  si  él 
tiene  que  contribuir  con  algo  más  fuera  del  capital 
perdido,  con  algo  más  tiene  también  que  contribuir  el 
industrial,  fuera  de  su  industria  empleada.  En  todos 
estos  casos  en  que  hay  socios  puramente  industriales, 
para  hacer  la  distribución  de  ganancias  ó  pérdidas, 
ha  de  añadirse  á  la  suma  de  los  capitales  efectivos  el 
que  representa  el  trabajo  del  socio  industrial,  pues  de 
otra  manera,,  la  distribución  de  ganancias  ó  pérdidas 
quedaría  hecha  solamente  entre  los  verdaderos  capi- 
talistas, y  habría  que  hacer  nuevas  y  más  complica- 
das operaciones  para  deducir  después  la  del  industrial. 

571. — Contra  la  distribución  de  las  ganancias  ó  pér- 
didas no  se  admite  reclamación  del  socio  que  la  ha 
aceptado  tácitamente  emipezando  á  cuplirla,  ni  la  del 
que  lo  haga  después  de  tres  meses  de  tener  conoci- 
miento de  ella  (1799  C).  Este  término  breve  tiene  por 
objeto  cortar  pleitos  enojosos,  y  es  por  otra  parte,  su- 
ñciente  para  el  objeto  de  examinar  la  distribución  y 
hacer  reparos  contra  ella. 

572. — Por  lo  demás,  se  aplican  á  las  divisiones  en- 
tre socios,  las  mismas  reglas  que  hay  sobre  partición 
de  herencia,  y  sobre  las  obligaciones  que  de  ésta  re- 
sultan entre  los  partícipes  (1824  C). 


X. 


573. — El  contrato  de  sociedad  puede  extinguirse  ó 
disolverán  totalmente,  esto  es,  respecto  de  todos  los 
socios;  ó  rescindirse  solo  parcialmente  respecto  de  al- 
gunos de  ellos  (1809  C).  En  este  último  caso,  que  es  del 
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que  va  á  tratarse,  la  compañía  queda  subsistente,  y  la 
rescisión  parcial  no  produce  más  efecto  que  el  de  de- 
jar eliminado  de  la  misma  á  aquel  ó  aquellos  de  los 
socios  que  hayan  sido  culpables  en  el  motivo  que  da 
lugar  á  esa  exclusión  (1811  C). 

574. — Se  rescinde  parcialmente  el  contrato  de  socie- 
dad en  los  casos  que  siguen,  que  todos  ellos  suponen 
que  uno  de  los  socios  ha  faltado  á  sus  deberes  ó  come- 
tido algún  abuso  grave. 

1.  ^  Si  nn  socio  usa,  para  sus  negocios  propios,  del 
nombre,  de  las  garantías  ó  de  los  capitales  pertene- 
cientes á  la  sociedad  (19  1810  C). 

2.  ^  Si  se  entromete  á  ejercer  funciones  administra- 
tivas el  socio  á  quien  según  el  contrato  de  sociedad 
no  corresponde  desempeñarlas  (29 1610  C). 

3.  ^  Si  el  socio  administrador  comete  fraude  en  la 
administración  6  cuentas  de  la  sociedad  (89  1710  C). 

4.  ^  Por  ocuparse  alguno  de  los  socios  en  sus  nego- 
cios particulares,  estando  obligado  por  el  contrato  á 
ocuparse  en  provecho  de  la  sociedad  (49  1810  C). 

5.  ^  Por  no  poner  en  la  masa  común,  en  el  plazo  con- 
venido, el  caintal  respectivo,  ó  por  haber  causado  dolo- 
samente ó  con  abuso  de  facultades  ó  negligencia  gra- 
ve, cualquier  daño  en  los  intereses  de  la  sociedad 
(1788,  1792y5.M810.). 

6.  ^  Por  haberse  ausentado  el  socio  que  tenía  obli- 
gación de  prestar  servicios  personales  á  la  sociedad;  y 
requerido  para  regresar,  no  lo  verifica,  ó  manifiesta  que 
está  impedido  para  hacerlo  (6.°  1810.). 


XI. 


575.— Además  de  los  modos  de  acabarse  que  son  co- 
munes á  todos  los  contratos,  se  acaba  el   de  sociedad 
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por  los  siguientes  que  le  son  peculiares  y  traen  prin- 
cipalmente su  origen  de  la  confianza  recíproca  y  bue- 
na armonía  que  han  de  existir  entre  los  socios,  ya  que 
el  consentimiento  para  formarla  se  funda  de  ordinario 
en  el  conocimiento  de  sus  circunstancias  personales. 
Se  disuelve  pues  totalmente  la  sociedad. 

1.  ^  Por  concluirse  el  tiempo  convenido  para  su  du- 
ración (!.''  1812  C),  porque  el  consentimiento  para  per- 
manecer en  ella  se  prestó  solo  jjara  durante  ese  tiempo. 
Pero  antes  del  tiempo  determinado  en  el  contrato,  nin- 
guno de  los  socios  puede  pedir  la  disolución  de  la  com- 
pañía, á  no  ser  que  para  ello  concurran  motivos  justos, 
como  cuando  otro  socio  falta  á  sus  deberes,  ó  el  que  se 
separa  padece  una  enfermedad  habitual  que  le  inhabi- 
lite para  los  negocios  de  la  sociedad,  ó  han  sobrevenido 
otras  causas  cuya  gravedad  y  legitimidad  califica  el 
arbitrio  judicial  (1819  C).  Propiamente  sin  embargo, 
éstos  no  son  más  que  casos  de  rescisión  parcial.  Con- 
cluido el  término  de  la  sociedad,  los  asociados  pueden 
convenir  en  prorrogarlo;  pero  para  hacerlo,  se  necesitan 
las  mismas  formalidades  que  para  la  celebración  del 
contrato  (1814  C),  puesto  que  idénticos  efectos  ha  de 
producir. 

2.  ^  Se  acaba  también,  aun  cuando  no  haya  espirado 
el  término,  por  acabarse  la  empresa  ó  el  negocio  que 
fué  objeto  de  la  compañía  (1812  C),  porque  está  con- 
seguido ya  el  fin  de  ésta. 

3.  ^  Por  la  pérdida  total  de  los  capitales  que  consti- 
tuían el  fondo  común  (2.  ^  1812  C),  porque  faltan  los 
elementos  ó  materia  para  para  continuarla.  Por  el  mis- 
mo motivo,  si  uno  de  los  socios  promete  poner  en  co- 
mún la  propiedad  de  una  cosa,  cuya  importancia  es 
tal  que  equivalga  al  objeto  fundamental  del  negocio; 
si  ésta  se  pierde  antes  verificarse  la  entrega,  se  disuel- 
ve el  contrato  respecto  de  todos  los  socios  (1815  C), 
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como  que  falta  lo  que  en  ese  caso  fué  razón  esencial 
para  celebrarla.  Otro  tanto  habrá  de  decirse  cuando 
el  socio  que  había  de  prestar  su  industria  queda  inha- 
bilitado para  hacerlo,  sea  por  impedimento  físico,  ó 
por  incapacidad  legal. 

4.  ^  Por  quiebra  de  la  sociedad  (1812  C),  porque  mi- 
lita igual  ó  mayor  razón  que  cuando  se  pierden  los  ca- 
X)i  tales. 

5.  ^  Por  muerte  de  uno  de  los  socios  (49  1812  C), 
Puede  sin  embargo,  pactarse  expresamente  en  la  escri- 
tura de  constitución  de  la  compañía,  que  continúen  en 
ésta  los  herederos  del  socio  que  muera;  pero  esta  cláu- 
sula, si  bien  obliga  á  los  demás  socios  á  recibir  á  los 
herederos  en  representación  del  difunto  porque  á  ello 
se  obligaron,  no  obliga  á  los  herederos  á  entrar  en  la 
sociedad  (1816  C).  Puede  pactarse  también  que,  aun- 
que muera  alguno  de  los  socios,  los  otros  continúen 
solos  en  la  compañía,  y  entonces  no  entran,  aunque 
quieran,  los  herederos  del  socio  difunto,  y  no  se  entien- 
de disuelta  la  sociedad  (1813  C).  Y  podrán  también 
los  socios  sobrevivientes  continuar  en  sociedad,  aun- 
que no  haya  habido  convenio;  pero  equivaliendo  esto 
á  la  formación  de  una  nueva,  se  requiere  la  misma 
solemnidad.  Si  continúa  la  sociedad  después  del  falle- 
cimiento de  un  socio,  y  los  herederos  de  éste  no  en- 
tran ^n  ella,  solo  tienen  derecho  á  la  parte  que  corres- 
pondía al  difunto  al  tiempo  de  su  muerte;  y  no  parti- 
cipan de  los  resultados  posteriores,  favorables  ó  ad- 
versos, sino  en  cuanto  sean  consecuencia  necesaria  de 
las  operaciones  de  la  sociedad  en  el  tiempo  que 
en  ella  permaneció  su  causante;  pues  suceden  en  esas 
resultas  sea  para  derechos  ú  obligaciones  por  conse- 
cuencia de  la  sucesión  en  éstas  que  produce  la  admi- 
sión de  la  herencia  (1817  O.). 

6.  ^  Por  la  interdicción  judicial  de  uno  de  los  socios, 
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ó  iDor  cualquiera  otra  causa  que  le  prive  de  la  adminis- 
tración de  sus  bienes  (5.°  1812  C),  porque  para  el  efec- 
to equivale  á  la  falta  total  del  socio;  pero  podrán  los 
otros  continuar  en  virtud  de  pacto  previo  para  ese  ca- 
so, ó  de  convenio  heclio  cuando  ocurra  (1813  C). 

7.  ^  Por  quiebra  de  cualquiera  de  los  socios  (6.  ^ 
(1812  C),  como  que  fallan  la  confianza  é  igualdad.  Po- 
drán continuar  los  demás  como  en  el  caso  anterior. 

8.  ^  Por  voluntad  de  uno  de  ellos,  ó  sea,  por  renuncia 
hecha  oportunamente  y  de  buena  fé  (79  1812  C).  Para 
que  este  medio  sea  admisible,  sin  necesidad  de  otra 
causa  bastante  y  legal,  se  requiere  que  la  sociedad  se 
haya  celebrado  por  tiempo  indeterminado,  y  que  el 
renunciante  no  proceda  de  mala  fé  ni  intempestiva- 
mente (fr.  1^  1818  C).  Hay  mala  fé  en  el  socio  que  re- 
nuncia cuando  pretende  hacer  un  lucro  particular  que 
no  tendría  subsistiendo  la  sociedad;  y  procede  intem- 
pestivamente, cuando  lo  hace  en  circunstancias  de  no 
haberse  concluido  una  negociación  y  de  convenir  que 
continúe  la  sociedad  por  algún  tiempo  más  para  evi- 
tarse el  daño  que  de  lo  contrario  le  resultarla  (fr.  2^ 
1818  C). 

XII. 


576. — Cuando  llega  á  declararse  nulo  el  contrato  de 
sociedad,  esa  declaración  produce  todos  sus  naturales 
efectos  entre  los  socios;  pero  no  perjudica  á  las  accio 
nes  que  á  terceros  de  buena  fé  competan  contra  toios 
y  cada  uno  de  los  asociados,  por  operaciones  de  la  so- 
ciedad, si  ésta  existió  de  hecho  (1827  C).  Tal  disposi- 
ción tiene  por  objeto  el  interés  del  público  para  no  des- 
truir la  confianza  de  los  que  negocian  con  una  sociedad 
que  de  hecho  ya  existe,  pues  no  obstante  que  les  co- 
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rresponde  averiguar  si  hay  ó  no  contrato  social,  no 
puede  exigírseles  que  entren  en  el  examen  de  todos 
los  detalles  que  pudieran  dar  margen  á  nulidad. 


TITO  LO  DÉCIMO  SEXTO. 


DE  LA  SOCIEDAD  LEGAL  ENTRE  MARIDO 
Y  MUJER. 


577. — Sociedad  legal  se  llama,  porque  resulta  por 
ministerio  y  diaposición  de  la  ley,  sin  necesidad  de 
convención  especial,  la  que  se  forma  por  el  matrimo- 
nio^ entre  marido  y  mujer ^  respecto  de  sus  bienes.  La 
ley  establece  esta  sociedad  (1090  C.)  como  consecuncia 
de  las  relaciones  íntimas  que  median  entre  marido 
y  mujer,  de  la  vida  común  que  hacen,  de  los  mutuos 
deberes  que  tienen  y  de  los  recíprocos  auxilios  que  se 
prestan,  y  como  tiene  algunos  puntos  particulares  en 
que  no  se  siguen  estrictamente  todos  los  principios 
del  contrato  de  sociedad,  se  trata  de  ella  separada  y 
particularmente. 

578.—  En  esta  sociedad,  lo  mismo  que  en  la  que  se 
forma  por  contrato,  puede  haber  bienes  que  sean  pro- 
pios exclusivamente  de  uno  de  los  socios,  esto  es,  del 
marido  ó  de  la  mujer  y  otros  que  son  bienes jl  comunes, 
ó  que  pertenecen  á  ambos.  En  el  primer  párrafo  relati- 
tivo  á  esta  sociedad  especialmente,  corresponde  deter- 
minar: primero,  cuáles  son  bienes  propios  del  marido: 
segundo  cuáles  son  propios  de  la  mujer:  tercero,  cuá- 
les son  comunes:  cuarto,  cómo  se  administra  la  socie- 
dad: quinto,  cuáles  son  las  responsabilidades  que  pesan 
sobre  esosbie;ies:  sexto,  cómo  se  acaba  la  sociedad  con- 
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yugal:  sétimo,  cómo  se  liquida  ésta  cuando  fenece;  y 
octavo,  cuáles  son  gananciales.  En  los  párrafos  siguien- 
tes se  tratará  de  la  dote,  de  los  parafernales  y  de 
las  arras. 

PÁRRAFO  PRIMERO. 


DE   LA   SOCIEDAD  LEGAL. 


579. — Son  bienes  propios  del  marido: 

1.  ^  Los  que  éste  llevó  al  matrimonio,  siempre  que 
su  adquisición  anterior  se  compruebe  por  escritura 
pública,  ó  por  sentencia  judicial  favorable.  (1.°  H.^."  C). 
Quedará  establecida  también  la  propiedad  del  marido 
en  determinados  bienes,  aunque  no  tenga  á  su  favor 
los  títulos  mencionados,  si  antes  de  celebrarse  el  ma- 
trimonio, se  otorgó  escritura  haciendo  constar  cuáles 
eran  los  que  él  introducía  y  cuáles  los  que  introducía 
la  mujer  (1093  C);  lo  que  aleja  igualmente  toda  sos- 
pecha de  perjuicio  á  tercera  ]persona. 

2.  ^  Los  que  durante  el  matrimonio  hayan  adquiri- 
do por  herencia,  donación  ú  otro  título  gratuito,  acre- 
ditándolo por  medio  de  escritura  ó  de  sentencia  judicial 
(198  Dec.  de  Ref.  N.^  272—2?  1155  C). 

3.  ^  Los  comprados  ó  permutados  con  los  bienes 
de  su  capital  exclusivo,  introducido  ó  adquirido  con 
posterioridad  (198  Dec.  cit.),  porque  todos  los  bienes 
comprados  ó  permutados  con  otros  se  reputan  para  los 
efectos  legales,  como  si  fueran  de  Ja  misma  clase  y 
naturaleza  de  aquellos  con  que  se  compraron  ó  permu- 
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taron  (1097  C),  <^e  suerte  que  los  unos  vienen  á  ser 
sustituidos  y  representados  por  los  otros. 

4.  ^  El  aumento  de  los  bienes  inmuebles  de  su  pro- 
piedad ó  fie  las  alhajas  y  bienes  preciosos  provenientes 
de  solo  la  naturaleza  ó  del  benefício  del  tiempo  (1124  C. 
203  Dec.  de  Ref .  N.  ^  272)  porque  no  habiendo  en  ellos 
ningún  trabajo  ni  beneficio  exterior,  parece  propio  que 
todo  sea  del  dueño. 


II. 


58(>.~Son  bienes  propios  de  la  mujer: 

1.  o  La  dote  (1  ©  -199  Dec.  de  Ref  IST.  o  272). 

2.  ^  Las  arras  '2.  ^-199  Dec.  cit.). 

3.  ^  Los  bienes  parofernales  (3.  ^  199  Dec.  cit.). 

4.  ^  Los  que  adquiera  por  herencia,  donación  ú  otro 
título  gratuito  durante  el  matrimonio,  acreditándose 
la  propiedad  por  escritura  pública  ó  sentencia  judicial 
(199  id.  y  2.  ^-1155  C). 

5.  '^  Los  comprados  ó  permutados  con  alguno  de  los 
bienes  enumerados  antes,  que  son  de  su  exclusiva 
propiedad  (5.  <^-199  id.  y  1097  C). 

6.  ^  Las  mejoras  ó  deterioros  que,  por  solo  la  natu- 
raleza 6  por  beneficio  del  tiempo  tengan  sus  bienes 
exclusivos  propios,  sean  raíces  ó  muebles  no  fiingibles 
(1124-1125  C). 

III. 


Son  bienes  comunes  ó  de  ambos  cónyuges: 

1.  ^  Los  frutos  o  productos  de  cualquiera  clase,  de 
los  bienes  propiosde  cada  uno  de  ellos  (1.  '^  1098  C.) 

2.  ^  Lo  que  cualquiera  de  los  cónyuges  adquiera 
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por  su  trabajo,  industria,  profesión  ú  otro   titulo  one- 
roso (3.  o  1098  C). 

3.  ^  Lo  que  se  compre  ó  permute  con  cualesquiera 
de  los  bienes  que  sean  comunes  (1097  y  1098  C). 

4.  ^  Los  productos  pendientes  al  disolverse  la  so- 
ciedad, incluyendo  la  cria  de  los  ganados  6  de  otros 
animales,  que  se  hallen  en  el  vientre;  en  propor- 
ción al  tiempo  corrido  hasta  el  día  de  la  disolución 
(1100-1104  C). 

5.  ^  El  valor  de  lo  gastado  en  labores  preparatorias 
para  el  sembrado,  cuando  solo  eso  está  hecho  al  disol- 
verse la  sociedad,  ó  no  se  manifiesta  ó  aparece  todavía 
sobre  la  tierra  lo  sembrado  (1101  C). 

6.  ^  El  valor  de  los  gastos  de  cultivo,  cuando  al  di- 
solverse la  sociedad  no  aparece  todavía  el  fruto  de  los 
árboles  ó  plantas  (1102  C),  advirtiendo  que  en  las 
plantaciones  entra  en  los  bienes  comunes  el  valor  que 
al  disolverse  la  sociedad  tengan  las  plantas  sin  incluir- 
se el  del  terreno  (1103  C). 

7.  ^  El  valor  de  las  mejoras  que  se  hagan  en  los  bie- 
nes inmuebles  proi3Íos  y  demás  no  fungibles  de  cual- 
quiera de  los  cónyuges  durante  la  sociedad  por  algu- 
no de  ellos  ó  por  ambos;  y  el  aumento  de  valor  que 
tengan  las  alhajas  ó  bienes  preciosos  á  causa  de  la 
nueva  forma  que  se  les  dio  durante  el  matrimonio  (203 
Dec.  de  Ref.  N.  o  272  y  1126  C). 

8.  ^  Todos  aquellos  bienes  cuya  propiedad  no  pue- 
da atribuirse  á  ninguno  de  los  cónyuges  por  no  cons- 
tar por  escritura  ó  sentencia  la  propiedad  anterior  al 
matrimonio  ó  adquirida  después  de  él  (1155  C).  Pero 
si  tales  bienes  se  comjDraron  después  de  venderse  otros 
cuyo  precio  no  consta  haberse  invertido  en  objetos  co- 
nocidos, se  presume,  mientras  no  se  pruebe  lo  contra- 
rio, que  la  adquisición  posterior  fué  hecha  con  el  valor 
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de  los  que  antes  se  enajenaron  (1099  C),  de  modo  que 
sustituyen  en  su  calidad  á  la  que  tenían  los  vendidos. 


ly. 


581. — El  marido  es  el  administrador  legítimo  de  los 
bienes  de  la  sociedad  conyugal,  aunque  sean  exclusi- 
vos de  la  mujer,  con  excepción  délos  bienes  paraferna- 
les que  ella  no  le  haya  entregado  para  que  administre 
(1091  y  1145  C),  respecto  de  los  cuales  la  mujer  tiene 
la  administración  (1144  C).  Si  la  mujer  es  menor,  el 
marido  es  tutor  de  ella;  y  si  él  también  es  menor  de 
diez  y  ocho  años,  necesita  de  tutor  para  la  adminis- 
tración de  sus  bienes  y  los  de  la  sociedad  conyugal 
(419  C.  y  49  Dec.  de  Ref.  N.  ^  272.  Como,  durante  el 
juicio  de  divorcio  ó  de  nulidad  del  matrimonio,  puede 
temer  la  mujer  que  desaparezcan  los  bienes  que,  en  ca- 
so de  declararse  el  divorcio  ó  la  nulidad  debería  entre- 
garle ó  devolverle  el  marido,  puede  solicitar  que  éste 
asegure  su  conservación  (188  C);  y  en  caso  de  que  él 
se  resistiere  á  hacerlo,  el  juez  nombrará  un  adminis- 
trador que  tenga  las  mismas  calidades  y  dé  las  mismas 
garantías  que  un  tutor  de  menores  (189  y  190  C). 

582. — Siendo  el  marido  el  administrador  de  la  socie- 
dad, puede  hacer  toda  clase  de  actos  ó  contratos  res- 
pecto de  los  bienes  comunes,  pudiendo  igualmente  ena- 
jenarlos porque  la  ley  no  le  impone  ninguna  restric- 
ción como  las  que  fija  respecto  de  los  bienes  propios 
de  la  mujer:  parece  natural  sin  embargo,  que  no  pueda 
hacer  donaciones.  En  consecuencia,  la  sociedad  es  res- 
ponsable con  los  bienes  comunes  por  los  actos  del  ma- 
rido; y  como  conse^^uencia  también  de  ser  éste  el  ad- 
mistrador,  no  será  responsable   la   sociedad,  es  decir, 
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no  quedarán  gravados  los  bienes  comunes  por  los  actos 
ó  contratos  de  la  mujer.  Se  exceptúan  los  casos  en  que 
haya  intervenido  el  consentimiento  del  marido,  pues 
entonces  equivale  á  que  él  los  hubiera  ejecutado  (154 
y  1.106  C. ;  y  también  los  contratos  relativos  al  co " 
mercio  que  la  mujer  ejerza,  teniendo  la  autorización 
expresa  de  su  marido  en  escritura  pública,  ó  haciéndo- 
lo públicamente  sin  reclamación  ni  protesta  de  él  (10  y 
12  Com.).  Debe  recordarse  que  la  mujer  casada  dedica- 
da al  comercio  puede  hipotecar  sus  bienes  raíces  pro- 
pios x3ero  no  los  del  marido  ni  los  comunes,  á  menos  que 
en  la  esoritura  de  autorización  para  comerciar,  haya 
sido  facultada  expresamente  (U  C.  Com.). 


V. 


583.  —Los  bienes  comunes  son  los  que  tienen  la  inme- 
diata responsabilidad  de  las  cargas  y  erogaciones  de  la 
sociedad  conyugal,  como  que  siendo  un  aumento  sobre 
los  bienes  exclusivos  de  los  cónyuges,  para  que  pueda 
decirse  que  lo  hay  en  realidad,  deben  estar  satisfechas 
las  obligaciones  legítimamente  contraídas. 

584. — Responde  pues,  la  sociedad  por  las  deudas 
contraídas  durante  el  matrimonio,  por  el  marido,  ó  por 
la  mujer  legítimamente  autorizada  1107),  Aunque  por 
la  muerte  de  uno  de  los  cónyuges  acaba  la  sociedad, 
todavía  se  reputan  deudas  de  ésta,  por  el  objeto  á  que 
están  destinadas  y  por  la  naturaleza  de  las  relaciones  y 
obligaciones  que  hay  entre  los  cónyuges,  los  gastos  de 
funeral  y  luto  que  cause  la  muerte  de  alguno  de  ellos 
(1108  C). 

585. — La  sociedad  no  es  responsable  de  las  deudas 
contraídas  con  anterioridad  al  matrimonio   por  cual- 
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quiera  de  los  cónyuges:  es  una  deuda  personal  que  de- 
be cubrirse  con  los  bienes  del  que  la  contrajo  (1107  C), 
del  mismo  modo  que  los  créditos  activos  anteriores  á 
favor  de  cualquiera  de  ellos  no  son  bienes  comunes. 
586. — Tampoco  queda  sujeta  la  sociedad  a  la  res- 
ponsabilidad civil  por  delitos  de  un  cónyuge,  lo  cual 
debe  entenderse  tanto  de  la  indemnización  de  perjui- 
cios cuanto  de  la  multa  ó  condenación  pecuniaria  im- 
puesta como  pena.  La  responsabilidad  en  estos  casos, 
debe  ser  enteramente  personal  como  el  hecho  de  que 
procede;  y  por  lo  mismo,  solo  podrá  recaer  en  los  bie- 
nes propios  del  delincuente  y  en  la  parte  que  le  toque 
délos  comunes  (1105  C). 


YI. 


587.— La  sociedad  conyugal  termina: 

1.  ^  Por  muerte  de  uno  de  los  cónyuges  (200  Dec. 
de  Ref.  N.  ^  272),  pues  acabando  el  matrimonio,  no 
puede  subsistir  la  sociedad  de  bienes  que  depende  in- 
mediatamente de  su  existencia. 

2.  ^  Por  la  posesión  provisional  que  se  dé  de  los  bie- 
nes, en  caso  de  ausencia  (97  C.  y  2.  "^-200  Dec.  de 
Eef.  N.  ^  272.). 

3.  ^  Por  declaración  de  nulidad  del  matrimonio 
(3.^-200  Dec.  cit.). 

4.  <^  Por  divorcio  (175  y  C.  y  4.  ^  -200  Dec.  cit.),  ad- 
virtiendo que  este  efecto  del  divorcio,  consecuencia  de 
la  separación  de  las  personas,  cesa  por  su  reconcilia- 
ción, de  modo  que  si  ésta  tiene  lugar,  se  restituyen 
las  cosas  al  estado  en  que  antes  se  hallaban,  como  si  no 
hubiese  existido  el  divorcio  (179  C). 

5.  ^  Por  la  separación  de  bienes,   aunque  no  haya 
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habido  divorcio  (1173-1174  C);  pero  si  se  restablece  la 
administración  del  marido  por  mutuo  consentimiento 
ó  por  autorización  judicial,  se  regirán  de  nuevo  los  bie- 
nes del  matrimonio  por  las  mismas  reglas  que  antes 
de  la  separación  (1161  C.)- 

6.  ^  Por  ser  condenado  en  sentencia  judicial  alguno 
de  los  cónyuges  á  la  pena  mayor  de  presidio  que  seña- 
lan las  leyes  para  los  delitos  comunes  (6.  ^  -200  Dec. 
de  Ref.  N.  ^  272).  El  artículo  del  Código,  1113,  refor- 
mado por  esta  disposición,  hablabatambién  de  la  pena 
mayor  de  destierro;  pero  no  figura  entre  las  penas  que 
reconoce  nuestro  Código  penal  (art.  22  C.  pen.  y  2.  '^ 
Dec.  Enero  21  de  1879).  La  pena  de  presidio  es  de  diez 
años  (23  C.  pen.). 

588. — Por  la  legislación  española,  podía  terminar 
también  la  sociedad  conyugal  por  renuncia  de  alguno 
de  los  cónyuges.  Hoy  no  puede  terminar  de  ese  modo 
porque  ninguno  de  ellos,  salvo  los  casos  de  separación 
de  bienes,  puede  renunciar  esta  soci^^-dad  ni  sus  efec- 
tos (1092  C).  Esto  consulta  sin  duda,  mucho  mejora 
la  armonía  en  las  relaciones  de  marido  y  mujer,  porque 
evita  así  las  influencias  y  sugestiones  de  que  podría 
hacerse  uso  para  que  uno  de  los  cónyuges  sacrificara 
sus  derechos  en  beneficio  del  otro.  Por  razones  análo- 
gas se  ha  establecido,  como  se  dijo  ya  en  otra  parte, 
que  el  marido  no  pueda  comprar  de  su  mujer,  ni  ésta 
de  aquel  (1516  C). 

YIL 


589.  —Terminada  la  sociedad  legal  por  cualquiera  de 
los  medios  que  admite  el  derecho,  debe  procedcrse  á 
hacer  su  liquidación.  Para  liquidarla,  se  deducen  en 
primer  lugar,  la  dote,  las  arras  y  los  bienes  paraferna- 
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les  de  la  mujer  (1109  C).  Se  deducen  en  seguidas,  las 
deudas  contraídas  durante  el  matrimonio,  de  las  que 
sea  responsable  la  sociedad  conyugal:  después,  el  ca- 
pital del  marido;  y  lo  que  quede  todavía,  después  de 
pagarse  las  deudas  y  de  reintegrarse  el  haber  de  los 
cónyuges,  son  ganancias  y  bienes  gananciales,  divisi- 
bles por  mitad,  entre  el  marido  y  la  mujer  ó  sus  res- 
pectivos herederos  (1154-1157  C). 

590. — Lo  dicho  procede  en  el  supuesto  de  que  hay 
bienes  suficientes  para  pagar  las  deudas  y  el  haber^de 
los  cónyuges.  Si  no  los  hubiere,  de  suerte  que  los  'bie- 
nes comunes  no  alcancen  para  pagar  las  deudas,  eFma- 
rido  es  responsable  con  sus  propios  bienes  por  ellas  y 
por  las  hipotecas  que  hubiere  permitido  con  su  licen- 
cia expresa,  sobre  los  bienes  que  administra  la  mujer 
(lili  C). 

591. — Si  los  bienes  comunes  son  insuficientes  para 
reintegrar  á  la  mujer  de  la  dote,  arras  y  bienes  para- 
fernales, cuya  enajenación  hubiere  hecho,  ordenado  ó 
consentido  el  marido,  es  responsable  éste  también  con 
sus  propios  bienes  (1110  C).  Y  si  los  bienes  comunes 
y  los  propios  del  marido  no  alcanzaren  para  reinte- 
grar a  la  mujer  y  para  pagar  las  otras  deudas,  será  el 
caso  de  que,  formado  concurso  de  sus  bienes,  se  pa- 
guen en  el  orden  y  con  la  pelación  que  establece  la  ley. 


VIH. 


.  592.—  Antes  se  ha  dicho  ya  que  cnando  liquidada  la 
sociedad  sobra  algo,  después  de  pagadas  las  deudas  y 
deducido  el  haber  de  los  cónyuges,  ese  excedente 
constituye  los  bienes  gananciales.  Así  pues,  no  hay 
gananciales  sino  hasta  que  está  disuelta  la   sociedad  y 
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se  liquida:  antes  de  la  liquidación,  x)uede  haber  clara- 
mente aumento  de  bienes,  pero  ñasta  la  disolución  son 
bienes  comunes  y  no  gananciales  porque,  en  el  curso 
de  los  negocios,  pueden  después  ocurrir  pérdidas  ó 
gastos  tales  que  al  liquidarse  la  sociedad  no  haya  ga- 
nancias. Solo  serán  gananciales  pues,  los  bienes  que 
queden  después  de  pagadas  las  deudas  y  el  haber  es- 
pecial que  cada  cónyuge  haya  llevado  al  matrimonio. 
Si  no  consta  en  forma  legal  que  los  cónyuges  hayan 
llevado  haber  especial  al  matrimonio,  serán  ganancia- 
les todos  los  bienes  que  queden  después  de  pagadas 
las  deudas;  y  si  no  hubiere  ninguna  deuda  ni  los  cón- 
yuges introdujeron  cosa  alguna,  todo  será  ganancial 
con  excepción  de  la  ropa  de  uso,  el  lecho  cuotidiano 
y  el  menaje  ordinario  de  casa  que  corresponden  á  la 
mujer  exclusivamente,  aparte  de  sus  gananciales 
(1156  C). 

593. — Los  gananciales  son  divisibles  por  mitad  en 
tre  el  marido  y  la  mujer  ó  sus  respectivos  herederos 
(1157  C).  Esto  tendrá  lugar  aunque  el  marido  y  la 
mujer  no  hayan  aportado  al  matrimonio  bienes  en 
igual  cantidad:  aun  cuando  uno  de  los  dos  no  hubiere 
llevado  absolutamente  nada;  y  aun  cuando  lo  que  ha- 
ya, se  deba  al  trabajo  exclusivo  de  alguno  de  ellos. 
En  esto  se  aparta  esta  sociedad  del  contrato  de  socie- 
dad común,  en  el  cual  las  ganancias  se  dividen  en  pro- 
porción al  capital  introducido  por  los  socios  y  á  su  in- 
dustria y  trabajo,  y  es  porque  aquí,  á  la  considera- 
ción puramente  de  negocio,  prefiere  la  consideración 
de  que  los  partícipes  han  confundido  su  suerte,  y  que 
aun  cuando  en  las  especulaciones  generalmente  no  in- 
tervenga más  que  el  marido,  la  mujer  contribuye  con 
el  cuidado  de  la  casa  y  de  la  familia,  y  uno  y  otro  tie- 
nen así  un  estímulo  para  que  se  excite  su  vigilancia  y 
cuidado  para  con  sus  bienes  recíiDrocos.  Divisibles  co- 
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rao  son  los  gananciales  por  mitad,  se  aumentarán  á 
ellos,  para  dividirse  del  mismo  modo,  todos  los  frutos 
que  produzcan  durante  la  proindivisión,  esto  es,  des- 
de que  ocurra  la  causa  de  disolución  de  la  sociedad 
hasta  la  liquidación  y  entrega  (1162  C).  Y  como  por 
la  muerte  del  marido  acaba  la  sociedad  conyugal,  y 
acaba  también  la  obligación  de  alimentar,  se  darán  á 
la  viuda,  de  la  masa  hereditaria,  los  alimentos  que  ne- 
cesite; pero  imputándoselos  después,  para  deducirlo 
de  lo  que  le  corresponda  por  gananciales  (1163  C.)  ó 
por  su  haber  particular. 

594. — Solo  será  común  de  los  cónyuges  lo  que  se 
comprende  bajo  la  denominación  de  frutos  ó  productos, 
bien  sean  naturales,  industriales  ó  civiles.  El  tesoro  no 
es  propiamente  un  fruto,  así  es  que  no  será  común  el 
todo  ó  parte  del  que  corresponde  á  cada  uno  de  los  cón- 
yuges como  propietario  del  fundo  en  que  fué  descubier- 
tí^;  pero  sí  lo  que  le  corresponda  como  descubridor. 

595. — Por  ministerio  de  la  ley  queda  constituida  la 
sociedad  legal  entre  los  cónyuges  desde  que  se  cele- 
bra el  matrimonio,  así  es  que  al  disolverse  la  sociedad 
tienen  derecho  á  la  mitad  de  todas  las  ganancias  ha- 
bidas en  el  tiempo  intermedio.  Hay  casos  sin  embar- 
go, en  que  la  mujer  pierde  total  ó  parcialmente  su  de- 
recho á  los  gananciales. 

596.  —Lo  pierde  principalmente  en  los  casos  siguien- 
tes: 1.  ^  Si  no  quiere  ir  á  habitar  en  casa  del  marido, 
y  contra  su  voluntad  permanece  en  cualquiera  otra, 
pues  no  tendría  participación  en  las  ganancias  habi- 
das en  ese  tiemjDO  (1158  C):  2.  ^  Si  abandona  la  casa 
del  marido,  que  tampoco  tendrá  gananciales  por  el 
tiempo  que  dura  la  separación  (1159  C).  Se  fundan 
estos  casos  en  que  la  vida  común  de  los  cónyuges 
es  lo  que  principalmente  motiva  la  sociedad  legal,  y 
como  la  mujer,  separada  del  marido,  no  contribuye  de 
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ningún  modo,  material  ni  moralmente,  no  debe  tener 
derecho  á  los  gananciales,  tanto  más  que  el  quitárselo 
es  un  medio  indirecto  para  hacer  que  cumpla  con  su 
deber.  Por  lo  mismo,  no  tendrá  lugar  la  pérdida,  si  la 
mujer  prueba  alguna  justa  causa  en  virtud  de  la  cual 
pueda  autorizársela  para  estar  fuera  de  la  casa  conyugal 
mientras  aquella  no  desaparezca  (19  1160  C).  Tampoco 
tendrá  lugar  la  pérdida,  si  hay  reconciliación  poste- 
rior de  los  cónyuges,  porque  ésta  destruye  los  efectos 
perjudiciales  anteriores  (20-1160  C). 

597. — Pierde  totalmente  la  mujer  su  derecho  á  los  ga- 
nanciales por  adulterio  judicialmente  declarado  (1161 
C);  y  esto,  para  no  dar  participación  en  las  ventajas 
de  la  sociedad,  á  la  que  falta  al  primero  y  más  tras- 
cendental de  los  deberes  de  ella.  Y  como  la  acusación 
de  adulterio  no  puede  iniciarse  sino  á  instancia  del 
marido,  si  éste  ha  muerto  sin  hacerla,  la  viuda  no  po- 
drá ser  privada  de  su  derecho  á  los  gananciales,  porque 
los  herederos  no  pueden  comenzar  la  acusación 
(283  Pen.),  ni  pueden  tampoco  iniciar  juicio  civil  en  que 
se  pruebe  el  adulterio  para  el  solo  efecto  de  la  pérdida 
de  los  gananciales,  porque  serla  darles,  por  simple 
materia  de  interés  pecuiario,el  derecho  de  hacer  públi- 
ca la  deshonra  del  marido  llevando  á  los  tribunales  un 
asunto  que  él  no  quiso  llevar  si,  como  es  probable,  no 
lo  ignoraba. 

598. — Para  concluir,  parece  bueno  hacer  notar  que, 
cuando  el  matrimonio  es  celebrado  entre  guatemalteca 
y  extranjero,  ó  al  contrario,  y  las  leyes  del  país  del  ex- 
tranjero no  establecen  la  sociedad  legal,  serán  sin  em- 
bargo divisibles  aquí  los  raíces  situados  en  territorio 
de  esta  Kepública,  conforme  al  derecho  internacional 
privado,  en  consonancia  con  el  cual  el  art.  20  del  Tra- 
tado celebrado  en  Lima,  para  establecer  reglas  unifor- 
mes sobre  diversos  puntos  de  conflicto,   establece  que 
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en  la  sucesión  de  un  extranjero  tendrán  los  nacionales, 
á  título  de  herencia,  de  porción  conyugal  ó  de  alimen- 
tos, los  mismos  derechos  que,  según  la  legislación  del 
Estado,  les  corresponderían  sobre  la  sucesión  de  otro 
nacional;  y  que  los  harán  efectivos  sobre  los  bienes 
existentes  en  el  país. 

PÁRRAFO  SEGUNDO. 

dp:  la  dote. 


599.  — Los  bienes  x^í'opios  de  la  mujer  en  la  sociedad 
conyugal,  pueden  ser  dótales,  parafernales  b  arras. 
Con  el  nombre  de  dote  ó  bienes  dótales,  se  conocen 
todos  los  que  aporta  la  mujer  al  matrimonio^  y  entre- 
ga al  marido  para  sostener  sics  cargas  (1114  C.)  Puede 
consistir  en  cualesquiera  cosas  que  produzcan  utilidad 
y  tengan  valor,  sean  bienes  inmuebles  ó  muebles;  fun- 
gibles  ó  no  fungibles  (1117  C),  y  se  distingue  de  Ios- 
bienes  parafernales  en  que  en  estos  últimos  no  es  el 
marido  sino  la  mujer  quien  tiene  la  administración. 
Puede  constituirse  la  dote  antes  de  la  celebración  del 
matrimonio  ó  durante  él,  mediante  escritura  pública 
(1115  C).  Deben  examinarse  en  esta  materia:  1.  ^  las 
divisiones  que  puedan  hacerse  de  la  dote;  2  ^  .  los  dere- 
chos del  marido  en  los  bienes  dótales:  3.  <^  los  derechos 
de  la  mujer  en  los  mismos  bienes;  y  4.  *^  la  restitución 
de  la  dote. 

I. 


600. — En  el  derecho  español  se  hacían  diferentes  divi- 
siones de  la  doie.  Atendiendo  á  la  procedencia  de  los 
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bienes,  se  dividía  ei)  profecticia,  adventicia  y  mixta; 
división  que,  si  entonces  carecía  de  verdadera  impor- 
tancia, hoy  es  enteramente  inútil.  Se  dividía  también 
en  estimada  é  intülmada,  según  que  se  habían  esti- 
mado ó  nólos  bienes  y  que,  en  virtud  de  eso,  el  mari- 
do fuera  responsable  por  ellos  mismos  ó  solo  por  su  va- 
lor. En  rigor,  tampoco  subsiste  hoy  esta  división  por- 
que los  bienes  dótales  deben  tasarse  siempre  y  constar 
su  valor  por  la  carta  dotal  (1118  C);  y  porque,  tratán- 
dose de  cierta  clase  de  bienes,  el  marido  está  obligado 
á  restituir  los  mismos  aunque  se  hayan  estimado.  En 
vez  de  esa  división,  sería  más  propio  hacer  hoy  la  de 
dote  fungible  y  dote  nofungihle,  según  los  bienes  en 
que  consista,  porque  de  allí  se  derivan  efectos  im 
portantes. 

COI.— La  dote  se  dividía  también  en  voluntaria  y 
necesaria^  según  que  la  persona  que  la  daba,  tenía  6 
nó  por  la  ley,  obligación  de  constituirla.  Entre  noso- 
tros, aun  rigiendo  las  leyes  españolas,  jamás  estuvo  en 
las  costumbi^s  el  derecho  de  las  hijas  de  exigir  que 
sus  padres  las  dotaran.  Mas  el  Código  sí  reconocía  la 
existencia  de  la  dote  necesaria  porque  consignaba  que 
"está  obligado  á  la  evicción  y  saneamiento  el  que  enaje- 
na algo  por  título  oneroso,  como  dote  necesaria  (693  C.)j 
aunque  ya  ese  ejemplo  se  suprimió  en  la  reforma  (128 
Dec.  de  Ref.  N.  ^  272)  ;y  el  artículo  295  del  Código 
penal  establece  que  los  reos  de  violución,  estupro  ó  rap- 
to serán  condenados  á  dotar  á  la  ofendida  si  fuere 
soltera  ó  viuda.  Esta  dote  sin  embargo,  no  es  propia- 
mente más  que  lina  indemnización,  que  se  calcula  se- 
gún las  circunstancias  del  ofensor  y  de  la  ofendida,  y 
no  verdadera  dote  porque  es  independiente  de  que 
aquella  contraiga  ó  no  matrimonio. 

602.— Si  alguno  se  compromete  á  dotar  á  alguna  mu- 
jer, la  dote  solo  podrá  llamarse  necesaria  en  el  concep- 
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to  de  que  podrá  ser.  compelido  á  entregarla  cumpliendo 
con  aquello  á  que  voluntariamente  se  quiso  obligar. 
Así  pues,  la  única  división  de  interés  es  la  de  la  dote 
en  fungible  y  no  fnngible,  según  que  consista  en 
bienes  de  una  ó  de  otra  especie.  En  la  primera,  el  ma- 
rido hace  sityos  los  bienes  dótales,  siendo  solo  respon- 
sable de  su  valor  porque  no  se  puede  administrar  sin 
consumir  (1121  C),  y  porque  en  estos  bienes,  dar  otro 
tanto  igual  á  lo  recibido  en  cantidad  y  en  calidad, 
equivale  á  dar  lo  mismo  recibido.  En  la  segunda,  la 
mujer  conserva  el  dominio,  porque  el  marido  puede 
administrar  sin  consumir  (202  Dec.  de  Ref.  núm.  272) 
todos  los  bienes  que  no  sean  fungibles,  aunque  no 
sean  precisamente  alhajas,  muebles  ó  cosas  de  valor, 
como    decía  el  artículo  del  Código. 


II. 


603.— El  marido  administra  los  bienes  dótales  como 
administrador  de  la  sociedad  l^^gal,  y  percibe  los  fru- 
tos de  ellos,  los  cuales  corresponden  á  la  misma  socie- 
dad desde  el  día  en  que  se  celebra  el  matrimonio  (1116 
C),  porque  á  la  existencia  de  éste  se  reñere  la  existen- 
cia y  derechos  de  la  dote. 

604. — Si  los  bienes  son  fungibles,  el  marido  puede 
enajenarlos,  como  que  es  dueño  de  ellos  (1121  C). 
Si  no  son  fungibles,  no  puede  enajenarlos,  hipotecar- 
los ni  empeñarlos  sin  consentimiento  de  la  muger,  por 
que  ésta  conserva  su  dominio  (202.-205  Dec.  de  Ref. 
N.  ®  272.).  Solo  dos  casos  de  excepción  consigna  la  ley 
en  que  el  marido  puede  enajenar  esos  bienes  aun  sin 
el  consentimiento  de  de  la  mujer,  y  son:  1.  9  cuando 
la  enajenación  sea  indispensable  para  alimentar  á  la 
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familia  por  no  haber  otros  bienes  de  que  disponer 
(1129  C);  y2.  ^  cuando  se  trate  de  un  inmueble  que 
esté  proindiviso  con  un  tercero  y  no  admita  cómoda 
división  (1130  C).  En  este  caso,  el  precio  que  sustitu- 
ya á  la  dote,  debe  asegurarse  en  escritura  pública 
en  la  misma  forma  en  que  se  asegura  la  dote. 

605. — Se  ha  dicho  que  el  marido  no  puede  enajenar 
la  dote  no  fungible,  sin  consentimiento  de  la  mujer.  De 
los  términos  del  articulo  del  código  (1128),  no  aijarecía 
que  pudiera  hacerlo  con  el  consentimiento  de  ella;  i3ero 
la  doctrina  que  asi  lo  establecía  era  legal  porque  la 
mujer  puede  enajenarla  con  licencia  y  autorización 
del  marido  (47  Dec.  de  Ref.  K^  272),  y  da  lo  mismo 
que  la  enajenación  la  haga  éste  con  el  consentimien- 
to de  la  mujer.  Además,  los  bienes  parafernales  que 
están  equiparados  en  todo  con  los  dótales,  puede 
enajenarlos  ó  hipotecarlos  el  marido,  con  el  consenti- 
miento déla  mujer;  y  en  el  caso  de  que  tenga  lugar 
así  la  enajenación,  la  mujer  ó  sus  herederos  solo 
tendrán  derecho  á  que  se  les  pague  su  valor  x)or  el 
marido  ó  sus  herederos  como  sucede  con  los  bienes 
parafernales.  Hoy  esa  doctrina  está  claramente  esta- 
blecida en  los  artículos  citados  del  Dec.  de  reformas. 

606. — El  marido  es  responsable  de  las  prescripciones 
ó  deterioros  que  por  su  negligencia  hayan  sobreveni- 
do á  los  bienes  dótales  (1137  C.),debiendo  tenerse  pre- 
sente que  uno  de  los  cónyuges  no  puede  adquirir  x>or 
prescripción  lo  que  pertenece  al  otro. 


III. 


607. —  La  ley  establece  hipoteca  legal  á  favor  de  la 
mujer  sobre  todos  los  bienes  del  marido,  ó  sobre  los 
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que  basten  para  garantizarla  misma  dote  (1122-?05(> 
C).  La  mujer  tiene  derecho:  1.  ^  de  que  se  inscriban 
en  nombre  de  ella  todos  los  bienes  raíces  y  derechos 
reales  que  lleva  al  matrimonio:  2.  ^  de  que  el  marido 
le  asegure  con  hipoteca  especial  suficiente  el  valor  de 
los  bienes  muebles  que  llevare,  fungibles  ó  no  fungi- 
bles.  Por  medio  de  una  nota  se  hace  constar  en  el 
Registro  que  han  sido  aportados  por  la  mujer  al  matri- 
monio los  bienes  que  ya  estuvieren  inscritos  á  nombre 
de  ella  misma  (295  Dec.  de  Ref.  N.  ^  272.)-  Y  si  el  ma- 
rido careciere  de  bienes  en  que  constituir  hipoteca  por 
los  bienes  no  inmuebles  aportados  por  la  mujer  al 
matrimonio,  queda  obligado  á  constituirla  sobre  los 
primeros  bienes  raíces  ó  derechos  reales  que  adquie- 
ra, pero  sin  que  esta  obligación  pueda  perjudicar  á 
tercero  mientras  no  se  inscriba  la  hipoteca  (2055  C). 
Respecto  de  los  bienes  raíces  y  derechos  reales,  la 
mujer  queda  asegurada  con  que  se  inscriban  á  su  nom- 
bre, como  el  hijo  por  los  de  su  peculio  (2056  C). 

608.— Cuando  el  marido,  durante  el  matrimonio,  di- 
sipa la  dote  ó  malversa  sus  propios  bienes,  tiene  la 
mujer,  para  quedar  á  cubierto  del  caso  de  insolvencia, 
el  derecho  de  recobrarla,  si  la  hipoteca  que  la  garanti- 
za no  es  bastante  y  el  marido  no  da  fianza  (1123  C); 
y  esta  acción  se  ventila  en  juicio  sumario  (69  1029 
C  pr.).  Tiene  también  acción  la  mujer,  y  se  ventila  en 
juicio  sumario,  para  exigir  del  marido  que  no  hubiere 
constituido  hipoteca  do  tal,  y  comenzare  á  dilapidar 
sus  bienes,  que  éstos  se  pongan  en  administración  ó 
depósito,  ó  que  se  le  entreguen  (89  1029  C.  pr). 

609.— Cuando  los  bienes  dótales  se  han  enajenado 
€on  el  consentimiento  de  la  mujer,  se  ha  dicho  que  su 
derecho  se  reduce  á  cobrar  del  marido  ó  sus  herederos, 
;su  valor.  Cuando  la  enajenación  no  se  ha  hecho  con 
el  consentimiento  de  la  mujer,  ni  ha  sido  indispensa- 
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ble  para  alimentar  á  la  familia  ó  para  hacer  cesar  la 
indivisión,  la  mujer  tiene  acción  personal  contra  el 
marido  ó  sus  herederos  por  el  valor  de  los  bienes  ena- 
jenados (1132  C),  y  tiene  acción  real  contra  cualquier 
tercer  poseedor  para  recobrar  los  mismos  inmuebles^ 
dótales  enajenados  (206  Dec.  de  Ref.  N?  272).  Puede 
entablar  de  estas  acciones  la  que  mejor  le  parezca,  en 
el  concepto  de  que  el  ejercicio  de  la  una  no  perjudica 
al  de  la  otra.  Si  se  dirigió  primero  contra  el  tercer  po- 
seedor, y  después  le  parece  mejor  dirigirse  contra  el 
marido,  ó  resulta  insuficiente  el  derecho  contra  el  ter- 
cer poseedor,  es  libre  para  hacerlo  (1132  C).  Si  se  di- 
rigió primero  contra  el  marido  y  no  logró  ser  pagada 
íntegramente,  por  el  todo  ó  por  la  parte  que  falte 
puede  dirigirse  contra  el  tercer  poseedor  (1133  C). 

610. — En  caso  de  concurso  del  marido,  la  dote  na 
fungible  consistente  en  objetos  cuya  propiedad  queda 
en  la  mujer,  se  saca  en  primer  lugar  á  favor  de  ésta, 
porque  es  dueña  de  ella,  y  debe  tenerse  como  identidad 
(357  Dec.  de  Ref.  N?  272  y  1425  C.  pr.  y  1.°  1259  C. 
Com.).  Si  la  dote  era  fungible,  ó  el  marido  es  respon- 
sable del  valor  y  se  constituyó  debidamente  la  hipote- 
ca legal,  el  crédito  de  la  mujer  será  hipotecario  y  na 
tendrá  tampoco  que  entrar  al  concurso  (357  Dec.  cit.), 
si  no  es  por  la  parte  que  no  se  haya  podido  pairar  con 
los  bienes  hipotecados  (2419  C).  Si  no  se  constituyó  hi- 
poteca, ó  no  fué  registrada,  entrará  al  concurso  como 
acreedora  escrituraria  en  virtud  de  instrumento  públi- 
ca de  constitución  de  dote,  advírtiendo  que  la  dote 
meramente  confesada  y  en  que  no  hay  fe  de  entrega, 
no  es  tal;  y  se  cobrará  por  la  mujer  ó  sus  herederos  lo 
mismo  que  las  demás  deudas  del  marido,  si  se  com- 
prueba por  otros  medios  fuera  de  la  confesión  (1136  C). 
]S"o  habiendo  otra  prueba  bastante,  fuera  del  caso  de 
concurso,  parece  natural  que  la  dote  confesada  se  ten- 
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ga  como  arras,  si  fué  anterior  al  matrimonio:  como 
donación,  si  fué  durante  él;  y  como  legado,  si  fué  he- 
cha en  testamento. 

611. — Concurriendo  las  reclamaciones  de  dos  ó  más 
dotes,  si  son  no  fungibles,  cada  cual  se  paga  con  los 
bienes  en  que  consista;  si  son  fungibles,  ó  se  han  enaje- 
nado los  bienes  con  consentimiento  de  la  mujer,  se  pa- 
gan con  los  bienes  hipotecados,  por  orden  de  antigüe- 
dad. Al  hacerse  liquidación  de  la  sociedad  conyugal,  la 
responsabilidad  del  marido  por  una  dote  anterior  no 
podrá  hacerse  efectiva  en  la  parte  de  gananciales  que 
corresponde  á  la  otra  mujer,  por  no  ser  esos  bienes  pro- 
pios del  marido. 

VI. 


612.— Concluida  la  sociedad  conyugal  por  cualquie- 
ra de  las  causas  que  establece  la  ley,  falta  el  objeto 
de  la  dote  y  debe  por  consiguiente,  ser  restituida  por 
el  marido  ó  sus  herederos  á  la  mujer  ó  sus  herederos. 
Esta  restitución  se  hace  devolviendo  los  mismos  bie- 
nes dótales  no  fungibles;  y  pagando  el  valor  de  los 
fungibles  y  el  de  los  no  fungibles  cuando  no  puedan 
devolverse  ni  recobrarse  los  mismos  bienes  (1184- 
1135  C).  Mas  esto  no  altera  los  derechos  que  el  padre 
ó  la  madre  tengan  para  administrar  los  bienes  de  los 
hijos,  herederos  del  otro  cónyuge,  y  percibir  sus  fru- 
tos mientras  dure  la  patria  potestad,  de  modo  que  en- 
tonces no  hay  que  hacer  la  devolución. 

618. — Ni  el  marido  ni  sus  herederos  son  responsa- 
bles de  la  restitución  de  la  dote,  si  los  bienes  en  que 
consisten  se  pierden  ó  destruyen  por  accidente  que 
no  les  sea  imputable  (1112  C):  lo  cual,  entendido  res- 
pecto de  la  dote  no  fungible,  es  una  consecuencia  de 
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que  la  mujer  conserva  el  dominio  y  de  que  las  cosas 
perecen  ó  se  destruyen  para  su  dueño.  Respecto  de 
aumentos  ó  menoscabos,  los  que  provienen  de  la  na- 
turaleza ó  del  transcurso  del  tiempo  corresponden  á  la 
mujer  que  conserve  el  dominio  de  los  no  fungibles 
(203  Dec.  de  Eef.  N.  ^  272.),  y  son  comunes  el  valor 
de  las  mejoras  hechas  por  uno  ó  ambos  durante  la  so- 
ciedad)  y  el  aumento  por  la  nueva  forma  dada  a  los 
bienes  (204  id.). 

614. — El  Código  no  lijaba  el  plazo  en  que  debía  ha- 
cerse la  devolución  de  la  dote;  era  conveniente  hacer- 
lo, y  así  los  artículos  213  y  214  del  Dec.  Ref.  N.  ^  272 
establecen  que  la  dote  fungible  debe  restituirse  á  los 
treinta  días  contados  desde  la  disolución  de  la  socie- 
dad conyugal,  y  á  los  seis  meses  la  que  consiste  en 
bienes  no  fungibles.  Si  la  disolución  tiene  lugar  á  con 
secuencia  de  la  muerte  del  marido,  la  reclamación  debe 
hacerse  en  el  juicio  universal  como  la  de  todos  los  de- 
más créditos  de  la  testamentaría. 

615. — Cuando  el  marido  debe  restituir  á  la  mujer  la 
dote,  parece  natural  que  tenga  el  beneficio  de  com- 
petencia. 

PÁRRAFO  TERCERO. 


DE   LOS   BIENES   PARAFERNALES. 


616. — Parafernales  ó  extradoiales  se  llaman  todos 
los  bienes  que  lleva  la  mujer  al  matrimonio  no  com- 
prendidos en  la  dote;  ó  que  después  de  constituida 
esta,,  adquiere  durante  el  mato^monio^  á  titulo  de  do- 
nación^ herencia  ú  otro  cualquiera  gratuito  (1142- 
1143  C).  Se  diferencia  esencialmente  la  dote  de  los 
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bienes  parafernales  en  que  la  administración  de  la  do- 
te corresponde  de^dereclio  al  marido,  mientras  que  en 
los  bienes  parafernales,  la  mujer  tiene  la  administra- 
ción (1144  C),  de  .modo  que  además  de  ser  dueña  es 
administradora.  Por  lo  demás,  los  frutos  que  i)rodu- 
cen  los  bienes  parafernales  pertenecen  á  la  sociedad 
conyugal  como  todos  los  frutos  de  los  bienes  comunes. 

617.— La  mujer  tiene  derecho  de  administrar  los  bie- 
nes parafernales;  pero  esa  administración  no  se  ex- 
tiende á  poder  enajenarlos,  ni  hipotecarlos,  ni  apare- 
cer en  juicio  como  demandante  ó  demandada  por  ra- 
zón de  ellos  (207  Dec.  de  Ref.  N.  ^  272),  porque  el 
buen  orden  y  la  unidad  en  la  sociedad  del  matrimo- 
nio hacen  que  para  esos  actos  de  trascendencia  sea  in- 
disxiensable  el  concurso  del  jefe  de  la  familia,  ó  en  fal- 
ta del  consentimiento  de  éste,  la  autorización  del  Juez 
(156-1147  C).  Se  ha  dicho  que  no  puede  parecer  en 
juicio,  porque  aunque  el  artículo  del  Código  decía, 
como  demandada,  la  misma  ó  mayor  razón  hay  si  es 
actora;  y  hay  otro  artículo  (153  C.)  que  habla  en  gene- 
ral de  la  i^resentación  en  juicio,  por  lo  cual  el  Dec.  de 
Kef .  citado  hizo  la  modifícación  en  ese  sentido. 

618. — Si  la  mujer  casada  mayor  de  edad  ejerce  el 
comercio  con  autorización  expresa  del  marido  en  es- 
critura pública,  quedan  responsables  sus  bienes  dóta- 
les y  parafernales  y  los  derechos  de  ambos  cónyuges 
en  la  sociedad:  si  lo  ejerce  por  estar  divorciada  ó  se- 
parada de  bienes,  quedan  obligados  solo  los  bienes 
propios  de  la  mujer  (10  C.  com.).  La  mujer  casada 
puede  hipotecar  sus  bienes  raíces  parafernales  para 
seguridad  de  sus  obligaciones  mercantiles. 

619. — La  mujer  que  puede  administrar  los  bienes 
parafernales,  puede  también,  si  le  parece,  entregarlos 
al  marido,  en  todo  ó  en  parte,  para  que  él  los  admistre; 
y  como  entonces  esta  administración  depende  solo  de 
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la  voluntad  de  la  mujer,  cesará  cuando  ella  lo  quiera 
(1145  C).  La  administración  del  marido  no  se  extien- 
de á  poder  enajenar  ni  hipotecar  los  bienes  paraferna- 
les sin  el  consentimiento  de  la  mujer,  porque  no  es 
dueño  de  ellos,  de  suerte  que  la  mujer  ]3uede  pedir  la 
nulidad  de  la  enajenación  ó  hipoteca  (1149  C),  reco- 
brar los  inmuebles  de  tercer  poseedor  ó  recobrar  del 
marido  su  importe,  lo  mismo  que  sucede  respecto  de 
los  bienes  dótales  (206  Dec.  de  Ref.  N.  ^  272-1132, 
1133  y  1150  C). 

620.— Si  el  marido  enajena,  con  el  consentimiento 
de  la  mujer,  los  bienes  xmrafernales;  ó  los  bienes  de 
que  dispuso  son  muebles  cuya  propiedad  no  puede 
constar  auténticamente  por  un  registro,  la  mujer  ó  sus 
herederos  solo  tendrán  derecho  á  que  se  les  pague  su 
valor  por  el  marido  ó  sus  herederos  (1151  C).  El  Có- 
digo no  exceptuaba  expresamente  los  casos  en  que 
la  enajenación  sea  indispensable  para  mantener  á  la 
familia  ó  por  indivisión;  pero  parece  natural  y  lógico 
aplicar  á  los  parafernales  lo  que  sobre  el  particular 
se  establece  para  los  dótales,  y  así  se  consignó  en  el 
Dec.  de  Ref.  N.  o  272  (art.  208.). 

621. — Para  seguridad  de  los  bienes  parafernales  que 
administra  el  marido,  la  mujer  tiene  derecho  de  exigir 
que  el  marido  constituya  sobre  sus  bienes  hipoteca 
que  se  registre  debidamente  (1152-2050  C).  Si  duran- 
te el  matrimonio  disipa  el  marido  sus  propios  bienes, 
ó  los  parafernales  de  la  mujer,  ésta  tiene  derecho  de 
recobrarlos,  aun  cuando  el  marido  preste  fianza  ó  la 
hipoteca  sea  suficiente,  puesto  que  depende  exclusi- 
vamente de  su  voluntad. 

622.— Cuando  los  bienes  parafernales  son  raíces 
y  existen,  se  restituyen  á  la  mujer  en  virtud  de  su  do- 
minio, independientemente  de  concurso  ó  de  cualquier 
otro  hecho,  con   tal   que  su   calidad  y   recibo  consten 
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de  escritura  pública  (1.  ^-1425  C.  pr.  y  1.  ^-1259  C. 
Com.).  Si  lo  que  debe  cobrarse  del  marido  es  el  valor 
de  los  bienes,  la  mujer  se  paga  conforme  á  su  hipoteca. 

623. — Si  el  marido  administra  los  bienes  paraferna- 
les, cesa  en  su  administración  y  debe  restituirlos  des- 
de que  acaba  la  sociedad  conyugal,  en  los  mismos  tér- 
minos que  los  dótales,  no  teniendo  responsabilidad  si 
se  pierden  o  destruyen  por  accidente  no  imputable  á 
él  6  sus  herederos. 

624. — Acerca  de  los  aumentos  ó  menoscabos  de  los 
bienes  parafernales,  hay  diferencia  según  que  los  ad- 
ministre el  marido  ó  la  mujer.  Si  administra  la  mujer, 
todos  le  corresponden  á  ella  sin  distinción;  y  si  es  el 
marido,  se  aplican  los  mismos  principios  que  rigen  so- 
bre el  particular  para  los  bienes  dótales  (1153  C). 


PÁRRAFO  TERCERO, 


62o,— Bajo  el  nombre  de  arras  se  com^D rende  lo  que 
el  esposo  da  á  la  esposa  por  razón  de  matrimonio 
(1138  C),  donación  que  en  otros  Códigos  se  llama  do- 
nación esponsalicia  ó  donación  propter  nuptias.  Las 
arras  se  constituyen  antes  de  la  celebración  del  ma- 
trimonio, porque  después  serían  ya  una  donación  en- 
tre cónyuges,  que  no  permite  la  ley  (1.  ^-743  C).  Tie- 
nen respicencia  siempre  al  matrimonio  y  por  lo  mis- 
mo, la  esposa  no  las  hace  suyas  sino  hasta  que  éste  se 
verifíca  (1140  C);  y  no  llegando  á  efectuarse,  puede  el 
marido  exigir  su  devolución  (117  C).  Puede  también 
reclamarlas  cuando  la  mujer  haya  dado  causa  al  di- 
vorcio por  adulterio,  sevicia,  atentado  contra  la 
vida  del  otro  cónyuge  ú  otro  crimen  de  igual  grave- 
dad (174  C.) 
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626— Las  arras  se  rigen  en  todo  lo  demás  enteramen- 
te por  las  mismas  reglas  que  los  bienes  paraferna- 
les (1141  C). 

TITULO  DÉCIMO   SÉTIMO. 

DEL  MANDATO. 


627. — El  mandato  es  un  contrato  consensual  me- 
diante el  cual  una  persona  se  liace  cargo  de  la  ges- 
tión de  uno  b  más  negocios  de  otra  que  se  la  enco- 
mienda^ por  cuenta  y  riesgo  de  ésta  (fr.  1.  ^  2184).  La 
persona  que  confiere  el  encargo  se  llama  en  general, 
mandante  y  también,  comitente  ó  poderdante:  la  que 
lo  acepta,  mandatario^  apoderado  ó  procurador;  y 
cuando  el  encargo  se  confiere  por  escrito,  el  documen- 
to en  que  consta  se  \\?im?i poder  (fr.  últ.  2184  C.  y  318 
Dec.  de  Ref.  N.  '^  272).  Tiene  su  origen  este  contrato 
en  la  imposibilidad  de  que  una  persona  atienda  siem- 
pre personalmente  todos  gus  negocios;  y,  lo  mismo  que 
el  depósito,  es  un  contrato  de  confianza  porque  se  basa 
principalmente  en  la  que  el  mandante  hace  del  man- 
datario para  que  tenga  su  representación  en  sus  nego- 
cios. Respecto  de  este  contrato,  es  oportuno  examinar: 
1.  ^  su  naturaleza  y  divisiones:  2.  *^  quiénes  pueden 
ser  mandantes  y  quienes  mandatarios:  3.  ^  cuáles  son 
las  obligaciones  del  mandante;  y  4.  ^  de  qué  manera 
acaba  el  mandato. 

I. 


628. — El  mandato  es  un  contrato   que  requiere  en- 
cargo de  parte  del  que  lo  constituye,    y  aceptación  de 
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parte  de  aquel  á  quien  se  confía.  Se  distingue  del  cua- 
si contrato  de  gestión  de  negocios  en  que  en  éste  no 
existe  el  encargo  conferido  por  el  mandante.  Se  dife- 
rencia de  la  orden  que  una  persona  que  tiene  derecho 
de  mandar  á  otra,  le  da  para  que  ejecute  alguna  cosa, 
en  que  el  mandato  requiere  la  aceptación  del  manda- 
tario; y  éste  es  libre  para  aceptar  ó  rehusar  la  comi- 
sión que  se  le  da  (2185-2195  C).  Por  último,  se  dife- 
rencia del  consejo,  en  que  por  éste,  solo  se  procura 
persuadir  á  otro  para  que  haga  alguna  cosa,  general-, 
mente  en  beneficio  de  aquel  á  quien  se  da;  y  de  la  re- 
comendación^ que  de  ordinario  tiene  en  mira  el  bene- 
ficio de  un  ♦lercero,  en  que  ni  aparece  en  ella  la  inten- 
ción de  obligarse  ni  el  derecho  de  exigir  que  se  haga 
lo  que  se  recomienda. 

629. — Este  contrato  no  requiere  la  entrega  de  nin- 
guna cosa  para  su  subsistencia,  y  en  este  sentido  se 
llama  consensual.  Es  estrictamente  tal,  cuando  no  se 
trata  de  negocios  judiciales  ni  el  objeto  del  asunto 
extrajudicial  excede  de  quinientos  pesos  ó  recae  sobre 
bienes  inmuebles;  y  son  enteramente  libres  los  contra- 
yentes para  celebrarlo  por  escritura  pública  ó  ijrivada, 
de  palabra  ó  por  cartas  entre  presentes,  y  entre  ausen- 
tes (318  Dec.  de  Ref.  N.  ^  272).  Si  los  negocios  son  ju- 
diciales y  su  cuantía  excede  de  doscientos  pesos,  debe 
constar  el  encargo  precisamente  en  escritura  pública 
(34  Dec.  de  Ref.  N.  '^  273):  deberá  constar  también  en 
escritura  pública  si  el  apoderado  debe  hacer  sobre  bie- 
nes raíces  alguno  de  los  contratos  que  la  exigen  (1402C.); 
y  deberá  constar  por  escritura  pública  ó  por  escritura 
privada,  siempre  que  no  siendo  ninguno  de  los  casos 
mencionados,  el  interés  del  negocio  exceda  de  qui- 
nientos pesos  (234  y  318  Dec.  de  Ref.  N.  ^  272).  Dos- 
cientos pesos  era  el  límite  que  fijaba  el  artículo  2187 
del  Código;  pero  esto  que  es  exacto  respecto  de  los  ne- 
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gocios  judiciales  porque  cuando  exceden  de  doscientos 
pesos  ya  se  ventilan  ante  los  jueces  de  primera  instan- 
cia, era  inadmisible  respecto  de  los  negocios  extraju- 
diciales,  porque  no  hay  razón  para  que  solo  en  el  man- 
dato sea  de  doscientos  pesos  el  límite  cuando  en  todos 
los  demás  es  de  quinientos,  por  lo  cual  se  hizo  esa  mo- 
dificación en  el  Decreto  de  reformas.  Para  enajenar, 
liix)otecar,  afianzar,  donar,  transigir  ó  disponer  de  cual- 
quier otro  modo  de  la  proqiedad  del  mandante,  y  pa- 
ra todos  los  demás  actos  en  que  la  ley  lo  requiera,  se 
necesita  conforme  á  otra  disposición,  que  haya  cláusu- 
la especial  expresa  por  escritura  pública  (219  Dec.  de 
Eef.  N.  ^  272),  y  aunque  sus  términos  generales  dan 
lugar  á  diversas  interpretaciones  debe  entenderse,  para 
guardar  consecuencia,  que  se  refiere  á  los  casos  en  que 
tales  actos  han  de  recaer  sobre  bienes  raíces,  ó  cuando 
el  valor  exceda  de  quinientos  pesos. 

630. — Como  ya  se  ha  dicho,  el  contrato  requiere 
esencialmente  la  aceptación  del  mandatario  y  esta 
aceptación  puede  ser  expresa  ó  tácita.  Expresa,  cuan- 
do se  ha  manifestado  de  un  modo  terminante;  y  táci- 
ta, cuando  va  significada  por  cualquier  hecho  de  eje- 
cución del  mandato. 

631. — Por  regla  general,  el  mandato  se  entiende 
siempre  gratuito;  pero  es  admisible  legalmente  el  con- 
venio en  contrario,  mediante  el  cual  se  pacte  alguna 
recompensa  ó  remuneración  (2193  C);  y  ni  aun  será 
necesario  pactarla,  cuando  se  refiere  á  comisiones  que 
siempre  llevan  anexa  esa  remuneración,  como  la  pro- 
curación de  negocios  judiciales. 

632. — El  mandato  puede  ^qv  judicial  ó  extrajudicial, 
según  que  se  dé  para  asuntos  de  una  ú  otra  clase.  De 
las  particularidades  del  mandato  judicial  se  trata  en  el 
Código  de  procedimientos,  así  es  que  lo  que  es  propio 
de  este  lugar,  es  lo  que  se  refiere  al  mandato  extraju- 
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dicial  y  los  principios  que  son  comunes  á  toda  clase 
de  mandato. 

638. — El  mandato  puede  ser  general  y  especial.  Ge- 
neral, el  que  se  da  para  todos  los  negocios,  y  puede 
comprender  solo  los  judiciales  6  los  extra  judiciales,  ó 
ios  unos  y  los  otros;  y  especial,el  que  se  da  precisamen- 
te para  alguno  ó  algunos  negocios  determinados.  Sea 
general  ó  especial,  el  poder  puede  estar  formulado  en 
términos  generales  acerca  de  las  facultades  que  da  el 
mandante,  ó  contener  cláusula  ó  autorización  especial 
respecto  de  ellas.  Si  el  encargo  para  un  negocio  se  ha- 
ce en  términos  generales  sin  precisar  especiales  facul- 
tades, el  mandatario  en  virtud  de  él  solo  queda  auto- 
rizado para  actos  de  pura  administración  (2189  C), 
porque  no  debe  permitirse  que  por  solas  expresiones 
vagas  y  generales  se  entienda  conferida  facultad  para 
otros  actos  de  mayor  trascendencia,  así  que  tal  man- 
datario no  podrá  disponer  de  ningún  modo  de  la  pro- 
piedad del  mandante  y  solo  podrá,  por  ejemplo,  dar  en 
arrendamiento,  recoger  las  cosechas,  vender  los  fru- 
tos, tomar  posesión  por  el  mandante  (4.  *^  -528  C). 

634.  — Si  el  poder  está  concebido  en  términos  gene- 
rales, pero  contiene  la  cláusula  die  franca  y  libre  ad- 
ministración del  mandatario^  éste  en  virtud  de  ella 
podrá  ejecutar  además  aquellos  actos  para  los  que  la 
ley  declara  suficiente  esa  cláusula  (2191  C),  de  los 
cuales  no  se  encuentra  que  registre  otro  el  Código  fue- 
ra de  la  novación  (2341  C).  Por  último,  si  el  manda- 
to detalla  facultades  especiales,  quedan  autorizados 
los  actos  á  que  ellas  se  refieren.  Se  necesita  siempre 
cláusula  ó  facultad  especial  para  enajenar  (1527  C.  y 
319  Dec.  de  Ref.  N.  ^  272)  y  para  hipotecar,  afianzar, 
donar,  transigir  ó  disponer  de  cualquier  otro  modo  de 
la  propiedad  del  mandante  (1829  C).  Se  necesita  tam- 
bién facultad  especial  para  abandonar  la  cosa  asegu- 
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rada  (1887  C.),  para  remitir  ó  perdonar  la  deuda 
(2316  C),  para  sustituir  el  poder,  nombrar  arbitros  y 
recibir  cantidades,  aprobar  liquidaciones  y  cuentas  y 
otorgar  escrituras  de  cualquiera  clase  que  sean  1.  ^ , 
4,  <^  y  8.  ^-135  Pr.).  Para  el  mandato  de  contraer  ma- 
trimonio, se  necesita  no  solo  facultad  especial,  sino 
que  también  se  determine  en  el  poder  la  persona  con 
quien  ha  de  verificarse  (136  C). 

635. — Cuando  se  requiere  autorización  especial  para 
algunos  actos,  no  se  entiende  suplida  porque  el  man- 
dante haya  consignado  en  el  poder  que  faculta  al 
mandatario  para  obrar  del  modo  que  le  parezca  más 
conveniente.  Tal  facultad  solo  comprenderá  la  de  ha- 
cer lo  que  por  una  parte  no  exija  cláusula  especial,  y 
por  otra  no  altere  la  sustancia  del  mandato  (2190  C). 

636. — En  algunas  legislaciones  cabe  la  división  del 
mandato  en  expreso  y  tácito,  siendo  este  último  el  que 
se  constituye  por  la  aquiescencia  tácita  de  una  perso- 
na á  la  gestión  de  sus  negocios  por  otros.  Entre  no- 
sotros, no  alcanza  á  fundar  esa  división  la  circunstan- 
cia de  que  uno  de  los  artículos  modificados  hoy  (2192 
C),  consignara  que  para  ciertos  actos  se  requiere  que 
el  encargo  conste  expresamente,  pues  en  otro  (2187  C), 
al  mencionarse  los  modos  de  constituirse  no  se  requie- 
re ésto;  y  además  parece  claro  que  la  palabra  expre- 
samente debía  ser  sustituida  por  la  de  especialmente. 


II. 


637. — Pueden  constituir  mandatario  todos  aquellos 
que  tienen  la  libre  disposición  de  sus  bienes,  de  modo 
que  no  podrán  hacerlo  aquellos  que  carecen  de  ella, 
como  los  menores,  los  incapaces,   la  mujer  casada  & 
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porque  el  que  no  tiene  facultad  para  ejercer  un  acto 
por  sí,  menos  puede  transferirla  á  otro.  Mandatario 
puede  ser  solo  el  que  tiene  capacidad  para  obligarse 
á  sí  mismo  (2194  C),  porque  sería  extraño  que  el  que. 
no  tiene  capacidad  personal  la  tuviera  para  ejecutar 
actos  en  representación  de  otro.  Puede  sin  dificultad 
haber  uno  ó  más  mandantes  y  uno  ó  más  mandatarios. 


III. 


638. — Las  obligaciones  del  mandatario  son  las  si- 
guientes: 

1.  '^  Desempeñar  el  mandato  que  liubiere  admitido, 
mientras  dure  el  encargo  y  no  se  revoque  (19-2196  C). 
Esta  obligación  es  consecuencia  inmediata  de  la  acep- 
tación del  mandato.  El  mandatario  es  enteramente  li- 
bre para  aceptar  ó  no  el  encargo  que  se  le  da;  pero 
una  vez  aceptado,  tiene  que  cumplirlo;  y  de  lo  contra- 
rio, queda  responsable  de  los  daños  y  perjuicios  que 
resulten  de  la  inejecución.  Como  doctrina  análoga,  ha 
de  tenerse  presente  que  el  artículo  65  del  Cód.  de  Com. 
establece  que  el  comisionista  es  libre  para  aceptar  o. 
no  el  encargo,  pero  si  lo  rehusa,  ha  de  avisarlo  al  co- 
mitente por  el  correo  más  próximo  al  día  en  que  reci- 
bió la  comisión,  so  pena  de  daños  y  perjuicios.  El  ar- 
tículo 66  determina  que  aunque  el  comisionista  rehuse 
el  encargo,  tiene  que  practicar  las  diligencias  necesa- 
rias para  la  conservación  de  los  efectos  que  haya  re- 
mitido hasta  la  constitución  de  nuevo  encargado. 

2.  '^  Concluir  el  negocio  ó  encargo  que  estuviere  em- 
pezado á  la  muerte  del  mandante;  y  por  eso  se  consig- 
na esta  obligación  especial  para  que  con  motivo  de  esa 
circunstancia  no  se  perjudiquen  los  interés  del  que 
confirió  el  encargo  ó  de  su  representación  (29  2196  C). 
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3.  '^  Sujetarse  á  las  instrucciones  que  hubiere  reci 
do  del  mandante  (4.  <^-2196  C),  porque  dueño  como  es 
éste  del  negocio,  le  corresponde  fijar  las  bases  sobre 
las  que  ha  de  desempeñarse  el  encargo,  y  el  que  acep- 
ta la  comisión,  tiene  que  sujetarse  á  ellas. 

4.  ^  Dar  cuentas  de  su  administración  (59-2126  C), 
obligación  que  es  común  á  todos  los  que  manejan  ne- 
gocios ó  administran  bienes  de  otro  como  el  tutor,  el 
albacea,  el  gestor,  &,  porque  las  cuentas  son  indispen- 
sables para  formarse  juicio  de  la  administración  y  para 
conocer  lo  que  debe  reclamarse  ó  entregarse  á  conse- 
cuencia de  ellas. 

5.  ^  E,esx)onder  de  las  pérdidas  y  perjuicios  que  cau- 
se al  mandante  por  dolo  ó  culpa  en  el  manejo  de  los 
negocios  (3.  ^-2196  C).  Acerca  de  la  responsabilidad 
de  los  perjuicios  causados  por  dolo,  ninguna  dificultad 
puede  caber.  Respecto  de  la  culpa,  se  establecía  que 
el  mandatario  está  obligado  a  responder,  siempre  por 
la  culpa  lata;  y  por  la  leve,  solo  cuando  recibe  salario 
(2197  C);  ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  generalmente  solo 
responde  por  la  omisión  de  aquellas  precauciones  ó  di- 
ligencias que  emplean  los  hombres  menos  cautos  y 
avisados;  y  solo  cuando  recibe  salario,  tiene  que  po- 
ner la  diligencia  que  emplea  ordinariamente  en  sus 
negocios  un  cuidadoso  padre  de  familia.  Aunque  esto 
se  halla  en  armonía  con  los  principios  generales  del 
Código  para  la  prestación  de  culpa,  no  es  sin  embargo 
lo  que  corresponde  á  la  naturaleza  del  mandato,  que  es 
un  contrato  de  confianza  en  quQ  el  mandante  descansa 
en  el  cuidado  y  actividad  del  mandatario,  así  es  que 
la  culpa  que  generalmente  debiera  prestarse  sería  la 
leve,  y  cuando  se  recibe  salario  la  levísima,  y  así 
lo  establece  hoy  el  artículo  320  del  Dec.  de  Ref.  N.  ^ 
272:  en  virtud  de  esa  culpa,  el  mandatario  debe  abste- 
nerse de  cumplir  el  mandato  cuya  ejecución  sea  maní- 


277 

fiestamente  perniciosa  al  mandante,  antes  de  consultar. 

6.  ^  No  emplear  en  su  utilidad  las  sumas  que  ha 
recibido  del  mandante  6  por  su  cuenta  (2198  C),  por 
que  eso  sería  distraer  en  su  provecho  cantidades  que 
pertenecen  á  otros.  Si  el  mandatario  falta  á  su  obliga- 
ción en  este  particular,  responde  de  los  daños  y 
perjuicios  que  sobrevengan  al  mandante  por  falta 
de  fondos,  y  queda  sujeto  á  la  pena  de  estafa 
(5.  o -274  C.  pen.). 

7.  ^  No  comprar  por  sí  ni  por  medio  de  otro  los  bie- 
nes que  están  á  su  cargo,  ni  tomarlos  en  locación  ó  en 
arriendo,  á  no  ser  con  expreso  consentimiento  del 
mandante  (3.  ^-1517-1673  C);  y  esto  con  el  objeto  de 
evitar  que,  abusando  de  su  calidad  de  mandatario,  se 
aproveche  de  esos  contratos  en  perjuicio  del  mandan- 
te, por  lo  cual  se  exceptuó  el  caso  del  permiso  expre- 
so de  éste. 

8.  ^  Desempeñar  personalmente  el  encargo  que  se 
le  hace,  á  no  ser  que  se  le  haya  facultado  para  susti- 
tuirlo (fr.  1.  =^-2199  C),  porque  la  base  del  mandato 
es  la  confianza  del  mandante  en  las  cualidades  y  cir- 
cunstancias personales  del  mandatario.  Si  lo  sustituye 
sin  facultad,  es  responsable  de  las  faltas  del  sustituto 
(fr.  2.  =^-2199  C);  y  aunque  esto  da  á  entender  que 
valía  la  sustitución,  más  natural  parece  que  pueda  pe- 
dir el  mandante  también  la  nulidad,  puesto  que  para 
sustituir  se  necesita  facultad  especial,  como  que  el 
artículo  del  Código  de  procedimientos  (I.""  135),  habla 
expresamente  de  apoderados  y  procuradores,  y  así  la 
responsabilidad  había  de  ser  por  los  daños  y  ¡Der jui- 
cios causados  al  mandante.  Cuando  en  el  mandato  se 
confiere  la  facultad  especial  de  sustituir,  sin  desig- 
nársele la  persona  en  quien  ha  de  hacerlo,  el  man- 
datario puede  verificarlo  en  cualquiera  persona  que 
sea  idónea,  quedando  personalmente  responsable  si  lo 
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hizo  en  alguno  notoriamente  incapaz  porque  esto  es 
faltar  á  la  diligencia  que  estaba  obligado  á  prestar 
(2201  C).  Si  además  de  darse  al  mandatario  facultad 
de  sustituir,  se  le  ha  designado  la  persona  en  quien 
debe  hacerlo,  y  así  lo  verificó,  cualquiera  que  ella  sea, 
queda  exento  de  toda  responsabilidad  (2200  C),  pues 
entonces  no  hay  culpa  que  pueda  imputársele  ya  que 
estrictamente  se  sujetó  á  los  términos  del  mandato. 

639. — Según  se  ha  indicado  antes,  pueden  consti- 
tuirse dos  ó  más  mandatarios  para  un  mismo  negocio. 
En  ese  caso,  si  el  mandante  ha  dividido  la  gestión, 
cada  uno  debe  limitarse  á  los  actos  que  conforme  á  esa 
división  le  toca  ejecutar:  si  el  mandante  ha  dispuesto 
que  en  todo  hayan  de  proceder  de  consuno,  será  nulo 
lo  que  hicieren  separadamente  contraviniendo  á  esa 
prevención;  y  si  nada  se  dispuso  en  uno  ni  en  otro 
sentido,  pueden  dividirse  entre  sí  la  gestión  (2202  C). 

640.  — El  mandatario  está  obligado  también  á  entre- 
gar ó  abonar  al  mandante  cuanto  haya  recibido  en  vir- 
tud del  mandato,  aun  cuando  lo  recibido  no  se  debie- 
ra al  mandante,  pues  él  no  debe  lucrarse  con  pretex- 
to de  la  comisión,  y  la  acción  de  paga  indebida,  en  su 
caso,  se  dirigirá  contra  el  mandante.  Del  mismo  modo, 
si  ha  realizado  el  encargo  con  mayor  beneficio  ó  menor 
gravamen  que  los  designados  por  el  mandante,  no 
puede  apropiarse  lo  que  exceda  del  beneficio  ó  dismi- 
nuya el  gravamen  sino  entregarlo  al  mandante. 

641. — Como  es  natural,  del  mandato  una  vez  acep- 
tado, resulta  acción  contra  el  mandatario  para  exigir 
que  lo  desempeñe;  y  concluido,  para  que  se  den  cuen- 
tas y  se  restituya  al  mandante  todo  lo  que  le  corres- 
ponda. 
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642.— Las  obligaciones  del    mandante    son  las  si- 
guientes: 

1.  ^  Cumplir  estrictamente  todas  las  obligaciones 
que  hubiere  contraído  el  mandatario  con  arreglo  al 
poder  (3.  ®  2203  C),  porque  lo  mismo  da  contraerlas 
directa  y  personalmente  por  sí,  ó  por  medio  de  otro 
debidamente  autorizado.  Mas  si  el  mandatario  se  ha 
excedido  de  las  facultades  contenidas  en  el  poder, 
vendiendo,  por  ejemplo,  cuando  no  tenía  autorización 
para  vender;  ó  vendiendo  por  precio  inferior  al  que 
precisamente  se  le  había  fijado,  no  hay  obligación  del 
mandante  de  estar  alo  que  así  se  haya  hecho  (2204  C). 
Los  que  contrataron  con  el  mandatario  en  tal  caso,  no 
pueden  quejarse  con  razón,  porque  ante  todo,  debie- 
ron cerciorarse  de  la  extensión  y  términos  del  poder,  y 
si  no  lo  hicieron,  á  ellos  mismos  deben  imputárselo.  El 
mandante  sin  embargo,  tiene  facultad  para  ratificar  lo 
hecho  por  el  mandatario  que  se  excedió  de  los  limites 
del  mandato,  del  mismo  modo  que  puede  ratificar  lo 
hecho  en  su  nombre  por  quien  carecía  de  poder;  y  una 
vez  ratificado  expresa  ó  tácitamente,queda  obligado  en 
virtud  de  la  ratificación.  Para  la  debida  claridad  en  el 
particular,  debe  explicarse  que  el  mandatario  traspa- 
sa los  límites  del  mandato  cuando  lo  ejecuta  bajo 
condiciones  más  onerosas;  pero  no  cuando  por  el 
contrario,  son  más  favorables,  lo  cual  arguye  más 
bien  en  pro  de  su  empeño  y  diligencia  por  los  intere- 
ses del  mandante.  Es  traspasar  los  límites  del  manda- 
to hacer  cosa  diversa  de  la  que  se  encargó;  pero  no  lo 
será  ejecutar  todas  aquellas  que  aunque  po  se  hayan 
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expresado  al  constituir  el  mandato,  sean  indispensables 
para  su  ejecución.  La  recta  ejecución  del  mandato, 
comprende  no  solo  la  sustancia  del  negocio,  sino  los 
medios  por  los  que  el  mandante  lia  querido  que  se 
lleve  á  cabo;  pero  no  excederá  los  límites  del  encargo 
el  mandatario  que  por  necesidad  emplea  medios  equi- 
valentes, si  se  obtiene  también  así  el  objeto  del 
mandato. 

2.  ^  Satisfacer  al  mandatario,  todas  las  anticipacio- 
nes y  gastos  que  haya  hecho  para  el  desempeño  del 
mandato,  los  intereses  legales  de  las  anticipaciones  y 
los  salarios  estipulados  (1.  ^-1213  C).  Todo  esto  com- 
prende la  acción  que,  desempeñado  el  mandato,  re- 
sulta al  mandatario  contra  el  mandante,  y  éste  no  se 
podrá  eximir  de  hacer  ninguno  de  los  pagos  mencio- 
nados, aunque  el  negocio  no  haya  tenido  buen  éxito 
siempre  que  no  haya  habido  dolo  ni  culpa  de  parte 
del  mandatario  (2205  C).  Al  dolo  y  á  la  culpa  es  á  lo 
que  éste  se  halla  obligado:  lo  que  sea  independiente 
de  esto,  es  de  cuenta  del  mandante  en  cuyo  interés  se 
hace  el  negocio  y  quien  debe  soportar  los  resultados  ó 
accidentes  de  las  negociaciones  hechas  en  Jsu  nombre. 

3.  ^  Indemnizar  al  mandatario  las  pérdidas  sufridas 
por  causa  del  mandato  (2.  ^-2203  C).  Como  no  se  ha- 
ce distinción,  debe  entenderse  que  el  mandante  tendrá 
que  indemnizar  todas  las  pérdidas  que  el  mandatario 
sufra,  sea  cual  fuere  el  motivo,  con  tal  que  sea  á  cau- 
sa del  mandato;  pero  naturalmente  debe  exceptuarse, 
aunque  no  se  exprese,  el  caso  en  que  la  pérdida  haya 
provenido  de  culpa  ó  imprudencia  del  mandatario,  ya 
que  no  sería  justo  de  ningún  modo  que  otro  que  no 
fuese  este  mismo,  sufriese  las  consecuencias  dej  ella. 

643. — El  mandante  deberá  además  proveer  al  man- 
datario de  lo  indispensable  para  la  ejecución  del  man- 
dato, cuando  por  su   constitución  ó  por  convenio  [re- 
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sulte  que  así  debía  hacerse.  Cuando  el  mandato  ha 
sido  constituido  por  muchas  personas  para  un  nego- 
cio común,  cada  una  de  ellas  queda  obligada  solidaria- 
inente  por  los  efectos  del  mandato  (2206  C).  Esta 
excepción  al  principio  general  de  que  la  mancomuni- 
dad no  se  presume  si  no  se  expresa,  se  funda  en  que  to- 
dos los  mandantes  reciben  el  beneficio  en  común,  y  la 
solidaridad  se  exige  aquí  para  asegurar  cumplida- 
mente la  ejecución  de  todas  las  obligaciones  contraí- 
das para  con  el  mandatario,  y  ponerlo  á  cubierto  de 
los  pretextos  que  pudiese  invocar  el  interés  personal 
de  alguno  de  los  mandantes  en  un  negocio  que  debe 
suponerse  basado  especialmente  en  la  confianza  y  bue- 
na fe.  Para  la  seguridad  de  las  prestaciones  á  que  el 
mandante  está  obligado  respecto  del  mandatario,  pue- 
de éste  retener  los  efectos  que  se  le  hayan  entregado 
por  cuenta  del  mandante  (2207  C);  y  ésto  para  dar  al- 
guna garantía  al  mandatario  de  que  hará  efectiva  su 
indemnización  cuando  puede  haber  oj^osición  ó  resis- 
tencia de  parte  del  mandante. 


V. 


644. — ^Los  modos  especiales  para  que  termine  el 
mandato  son  los  que  siguen: 

1.  ^  Por  revocación  del  mandante  (1.  ^-2208  0.).  El 
mandante  puede  revocar  el  encargo  cuando  le  parezca, 
y  exigir  del  mandatario  las  cuentas,  los  documentos 
y  cuanto  concierna  á  la  comisión  (2209  C),  porque  te- 
niendo por  objeto  el  interés  del  mandante  y  por  base 
la  confianza  en  el  mandatario,  no  se  puede  obligar  á 
aquel  á  que  sostenga  una  representación  que  ya  no 
quiere  tener.  La  revocación  puede  ser  expresa  y  táci- 
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ta.  Expresa^  cuando  terminantemente  se  declara  que 
se  quita  el  poder  conferido  á  una  persona;  y  tácita^ 
cuando  sin  hacer  esa  declaración,  se  nombra  un  nue- 
vo mandatario  para  que  se  encargue  del  asunto  que  á 
otro  estaba  confiado  (2212  C).  Para  que  la  revocación 
surta  sus  efectos,  es  indispensable  que  se  notifique,  y 
los  produce  entre  el  mandante  y  el  mandatario  desde 
que  se  hace  saber  á  éste  la  revocación  expresa  ó  el 
nombramiento  de  sucesor;  pero  para  que  los  produzca 
y  pueda  oponerse  respecto  de  terceros  que  interven- 
gan ó  sean  interesados  en  algún  negocio,  debe  notifi- 
cárseles á  ellos  también  (2210  C),  porque  no  hacién- 
dose, deben  presumir  que  subsiste  el  mandato.  Si  han 
contraído  pues,  con  el  mandatario,  ignorando  la  revo- 
cación, queda  obligado  el  mandante,  sin  perjuicio  del 
derecho  que  él  tiene  contra  el  mandatario  que  hizo  al- 
gún negocio  después  que  sabía  que  ya  estaba  termina- 
do su  poder  (2211  C). 

645. — La  notificación  debe  ser  directa  y  especial, 
pues  la  general  que  se  haga  por  medio  de  periódicos  ó 
carteles  no  aparece,  por  ese  8olo  hecho,  conocida  de 
todos,  y  esta  es  la  razón  sin  duda,  por  la  que  en  algu- 
nos Códigos  se  limita  la  disposición  de  que  la  revoca- 
ción necesite  ser  notificada,  para  perjudicar  n  terceros, 
al  caso  de  que  el  mandato  sea  dado  para  contratar  con 
personas  ciertas  y  determinadas. 

646. — Cuando  el  primer  mandato  es  general  para  to- 
dos los  negocios  del  mandante,  y  el  segundo  especial 
para  alguno  ó  algunos  determinados,  debe  entenderse 
que  subsiste  el  primero  para  los  negocios  no  compren- 
didos en  el  segundo;  y  cuando  el  primero  es  especial  y 
general  el  segundo,  no  debe  entenderse  derogado 
aquel  si  no  se  expresó  así,  ya  que  puede  concillarse 
la  existencia  de  uno  y  de  otro. 

647.— Como  se  vio  en  otro  lugar,   el  mandato  para 
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contraer  matrimonio  acaba  desde  el  momento  de  la 
revocación,  aun  cuando  lo  ignore  la  persona  con  quien 
se  contrae,  y  aun  el¡mismo  mandatario  (137  C);  y  en 
lo  judicial,  para  que  produzca  la  revocación  efecto  en 
el  pleito,  es  indispensable  que  la  parte  nombre  otro 
procurador  ó  salga  al  juicio  personalmente  (139  C.  pr.). 

2.  ^  Por  renuncia  del  mandatario  (2.  ^-2208  C). 
Así  como  el  mandante  es  enteramente  libre  para  re- 
vocar, lo  es  el  mandatario  para  renunciar  el  manda- 
to, con  solo  que  lo  avise  al  mandante  (fr.  1^-2213  C). 
No  se  exige  que  tenga  justa  causa  para  separarse  del 
encargo;  pero  como  por  su  aceptación  confió  ya  el 
mandante  en  que  había  quien  lo  desempeñara,  debe 
continuar  la  comisión  hasta  que  se  le  reemplace  ó 
transcurra  tiempo  razonable  para  hacerlo,  y  para  que 
el  mandante  diera  proveer  á  sus  negocios,  sin  ha- 
berlo verificado  (fr.  ^.  =^-2213  C).  De  otro  modo  que- 
dará responsable  por  los  daños  y  perjuicios  causados 
al  mandante,  á  menos  que  se  hallara  en  la  imposibi- 
lidad de  administrar  por  enfermedad  ú  otra  causa  de 
gravedad  análoga. 

3.  ^  Por  muerte  b  interdicción  del  mandante  b  man- 
datario (3.  <^-2208  C).  Por  mandante  debe  entender- 
se aquí  solo  el  dueño  del  negocio  y  no  el  mandatario 
que  ha  sustituido  en  otro  el  poder.  No  deberá  extin- 
guirse sin  embargo,  por  muerte  del  mandante,  el  man- 
dato destinado  á  ejecutarse  después  de  ella,  sucedien- 
do en  tal  caso  los  herederos  en  sus  derechos  y  obliga- 
ciones. Si  el  mandatario  ignora  que  ha  muerto  el  man- 
dante ó  que  por  otra  causa  debe  cesar  el  encargo,  será 
válido  cuanto  haga  con  esta  ignorancia  (2214  C),  res- 
pecto de  terceros  de  buena  fe,  porque  la  equidad  así 
lo  exige;  pero  si  los  terceros  sabíanla  muerte  del  man- 
dante, la  misma  equidad  dicta  que  sus  herederos  no 
^stén  obligados  á  sostener  el  contrato  si  no  lo  quisie- 
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ren.  Como  se  dijo  ya  antes,  el  mandatario  está  obliga- 
do á  concluir  el  negocio  comenzado  á  la  muerte  del 
mandante,  á  menos  que  lo  prohiban  los  herederos, 
cuando  la  suspensión  puede  perjudicar  á  sus  intereses 
(2.*^ -2196  C.)-  Cuando  es  el  mandatario  el  que  ha 
muerto,  aunque  acaba  el  poder  porque  el  encargo  es 
personal  y  no  transmisible  por  herencia,  deben  sus  he- 
rederos dar  aviso  al  mandante  y  hacer  entre  tañí  o  lo 
que  las  circunstancias  exijan  por  el  interés  de  éste 
(2215  C).  Por  analogía,  deben  quedar  sujetos  á  igual 
responsabilidad  los  albaceas,  guardadores  y  todos  a- 
quellos  que  sucedan  en  la  administración  de  los  bienes 
del  mandatario  que  ha  fallecido  ó  se  ha  hecho  incapaz. 

4,.^  Por  quiebra  delQnandante  {4:.'^-2'20S  C),  por 
que  siendo  uno  de  los  efectos  de  ésta  quedar  separa- 
do de  la  administración  de  los  bienes  y  negocios,  no 
puede  subsistir  la  representación. 

5.  ^  Por  concluirse  el  objeto  para  que  se  dio  el  man- 
dato (5.  ^-2208  C),  porque  este  es  el  término  natural 
de  la  comisión. 

648.— Cuando  el  mandato  ha  sido  conferido  por  una 
mujer  que  después  contrae  matrimonio;  cesa  por  este 
hecho,  por  ser  el  marido  el  administrador  legal  de  sus 
bienes,  á  no  ser  que  lo  confirme  y  ratifique. 


VI. 


649.— Las  disposiciones  de  que  hasta  aquí  se  ha  tra- 
tado son  comunes  al  mandato  extra  judicial  y  judicial; 
pero  este  último  está  sujeto  además  y  principalmente, 
á  lo  que  establece  el  Código  de  procedimientos  respec- 
to de  procuradores  (2216  C). 

650. —La  libranza  considerada  como  mandato,  se  ri- 
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ge  por  las  disposiciones   del    Código    de  Comercio 
(2217  C). 

TITULO  DÉCIMO  OCTAVO. 

DE  LA  PERMUTA. 


651.--Otro  de  los  contratos  que  pertenecen  al  núme- 
ro de  los  que  ahora  se  examinan,  es  la  permuta^  que  se 
llama  también,  permutación  y  trueque.  La  palabra 
cambio  con  que  vulgarmente  se  designa  es  más  propia 
para  designar  algunas  operaciones  de  comercio  y  así 
se  dice,  letra  de  cambio,  que  el  cambio  está  alto  ó  ba- 
jo. Este  contrato  es  el  primero  que  aparece  al  reunirse 
y  comunicarse  los  hombres,  pues  faltando  todavía  la 
moneda,  como  valor  que  representa  los  demás  valores, 
las  necesidades  recíprocas  se  satisfacen  dando  cada 
cual  á  los  demás  aquellas  cosas  de  que  no  necesita  ó 
que  tiene  en  abundancia  para  que  le  den  ellos  aquellas 
de  que  él  carece.  Procede  examinar  1.  ^  lo  que  es  la 
permuta,  2.  '^  sus  divisiones,  3.  ^  quiénes  pueden  per- 
mutar 4.  ^  cuáles  cosas  son  permutables,  5.  ^  la  forma 
del  contrato,  6.  ^  las  obligaciones  de  los  contratantes, 
7.  ^  los-  efectos  del  contrato  y  8.  ^  cuál  es  el  derecho 
supletorio  de  este  contrato  en  falta  de  disposiciones  es- 
peciales. 

I. 


652. — La  permuta  ó  mutación  reciproca  es  un  con- 
trato por  el  que  los  contratantes  se  transfieren  recípro- 
camente el  dominio  de  una  cosa  por  otra,  que  no  sea  di- 
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ñero  (1646  C).  ÍAsí,  si  se  da  una  casa  por  una  finca  rus- 
tica, un  reloj  por  un  caballo,  el  contrato  será  de  per- 
muta. En  ésta,  cada  uno  de  los  contratantes  es  compra- 
dor de  la  cosa  que  recibe  y  vendedor  de  la  que  entrega;. 
y  cada  una  de  las  cosas  permutadas  es  cosa  vendida 
respecto  del  dueño  de  ella;  y  precio  respeoto  del  due- 
ño de  la  otra.  (1647  C).  Se  diferencia  pues,  de  la  venta 
en  que  no  interviene  precio  en  dinero,  de  modo  que  es> 
enteramente  igual  la  condición  de  los  contratantes,  el 
uno  respecto  del  otro;  y  hay  propiamente  dos  enajena- 
ciones, ó  sea  una  doble  venta.  Por  eso  se  dice  que  ningu- 
na de  las  cosas  que  se  entregan  ha  de  ser  dinero, 
pero  esto  se  entiende  en  la  totalidad,  ó  por  lo  menos 
en  la  mitad;  pues  como  sobre-precio  ó  para  igualar 
los  valores  de  las  cosas  permutadas  si  podrá  intervenir 
en  menos  de  la  mitad  del  valor  (1496  C). 


II. 


653. — Jj^  permuta  es,  según  la  ley,  simple  que  tam- 
bién se  llama  pura^  y  estimada.  Simple^  cuando  no  se 
toma  en  consideración  el  valor  de  las  cosas,  es  decir,  que 
no  se  justiprecian  previamente  ni  determinan  sus  valo- 
res; y  estimada^  aquello  en  que  se  hace  comparación 
de  valores,  (1648  C.)  como  si  yo  doy  mi  reloj  aprecia- 
do en  cien  pesos  por  una  sortija  de  Pedro,  valuada  en 
ciento  cincuenta  dándole  cincuenta  de  sobre-precio. 
Esta  división  tenía  antes  el  efecto  importante  de  que 
en  la  permuta  simple  no  había  lugar  á  reclamación 
por  lesión,  mientras  que  sí  procedía  en  la  estimada  por 
conceptuarse  manifiesta  la  intención  de  igualar  en  es- 
te último  caso  los  valores,  tomando  una  base  que  sir- 
viera de  precio.  Como  hoy  no  se  conocen  las  acciones. 


2BÍ 

por  lesión,  la  única  importancia  que  ofrece  es  la  de 
que  hay  personas  que  solo  pueden  hacer  una  de  las 
especies  de  permuta  y  nó  la  otra. 


III. 


654. — Pueden  permutar,  todos  los  que  pueden  ena- 
jenar, es  decir,  los  que  tienen  la  libre  administración 
de  sus  bienes  (1650  C).  Los  administradores  de  los 
ajenos  no  pueden  hacer  permuta  simple,  en  la  que  se- 
ría fácil  que  los  dueños  resultaran  perjudicados,  por 
la  falta  de  previa  estimación  de  las  cosas,  sino  solo  es- 
timada, con  previo  valúo,  con  licencia  judicial  y  los, 
demás  requisitos  que  conforme  á  cada  caso  especial, 
se  necesitarían  para  la  venta  (1651  C). 


IV. 


Q55.  —Como  la  permuta  no  es  más  que  una  doble 
enajenación,  son  permutables  todas  las  cosas  que  pue- 
den ser  enajenadas  (1649  C.)."'  ';' 


y. 


656. — En  cuanto  á  la  forma  del  contrato,  rige  dispo- 
sición igual  á  la  que  hay  para  las  ventas.  Si  se  trata 
de  bienes  raíces  debe  hacerce  constar  en  instrumento 
público  que  se  inscribe  en  el  registro  de  la  propiedad 
(1653  C.).Si  no  versa  sobre  raíces,  pero  excede  de  qui- 
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nientos  pesos  el  valor  de  cada  una,  ó  de  una  por  lo 
menos,  de  las  cosas  permutadas,  ha  de  constar  en  es- 
critura pública  ó  privada  ó  acreditarse  i>or  confesión 
judicial  (1654  C);  y  si  ninguna  de  ellas  llega  á  esa  canti- 
dad, puede  justificarse  por  cualquier  otro  medio.  Por 
lo  demás,  para  la  validez  de  la  permuta,  basta  que  las 
cosas  que  son  el  objeto  de  ella  sean  conocidas  de  los 
contratantes  sin  que  haya  necesidad  de  inspeccionarlas 
ni  tenerlas  á  la  vista  (1652  C). 


yi. 


657. —Cada  permutante  está  obligado  á  entregar  la 
cosa  que  le  corresponde  y  á  responder  por  los  perjui- 
cios que  resulten  de  la  demora  (1655  C).  El  permutan- 
te que  no  pueda  cumplir  con  realizar  la  entrega,  está 
obligado,  según  eligiere  el  otro  contratante,  ó  á  devol- 
ver la  cosa  que  él  recibió,  ó  á  satisfacer  el  valor  de  la 
que  debía  entregar  (266  Dec.  de  Ref.  N.  ^  272.).  En  cual- 
quiera de  los  dos  casos  responde  además  por  los  daños 
y  perjuicios. 

658. — Si  se  prueba  que  una  de  las  cosas  permutadas 
no  es  del  que  la  ha  contratado  como  dueño;  el  otro  con- 
tratante no  estará  obligado  á  recibirla,  pues  ya  sabe 
que  es  ajena,  ni  tendrá  que  entregar  lo  que  él  ofreció, 
porque  hay  una  condición  resolutoria  natural;  y  si  la 
comprobación  de  ser  una  de  las  cosas  permutadas,  de 
dominio  ajeno,  ocurriere  cuando  ya  estaba  efectuado 
el  trueque  de  ellas,  se  las  devolverán  recíprocamente 
los  contratantes;  pero  el  que  dio  causa  á  la  rescisión 
tendrá  que  pagar  daños  y  perjuicios  (207  Dec.  de  Ref. 
IST.  ^  272.). 

659. — Es  también  obligación  de  los  permutantes  sa- 
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near  la  cosa  que  dan  en  permuta  (1660  C),  y  á  esta 
obligación  se  aplicarán  las  disposiciones  legales  respec- 
to de  la  venta.  En  virtud  de  ella,  el  permutante  que 
pierde  en  juicio  la  cosa  que  en  virtud  del  contrato  se  le 
entregó,  tiene  derecho  de  que  se  le  devuelva  la  que  él 
dio  en  trueque,  ó  de  que  se  le  pague  el  valor  de  la  que 
perdió.  En  ambos  casos  se  le  satisfarán  los  gastos,  da- 
ños y  perjuicios;  é  intereses  también,  por  vía  de  com- 
pensación, si  ha  perdido  judicialmente  los  frutos  de  la 
cosa  permutada  (1661  C.  y  268  Dec.  N.  ^  272.). 


VII. 


660— Efecto  del  contrato  es  que  desde  que  se  celebra 
la  permuta,  pertenece  la  mejora  ó  deterioro  al  que  la 
adquirió  (1658  C),  porque  se  traspasa  el  dominio. 

661. — Exceptáanse  sin  embargo,  dos  casos:  1.  '^  si  de- 
mora la  entrega  de  la  cosa  el  obligado  á  ella;  pues  por 
esa  morosidad,  á  él  se  le  imputará  el  riesgo  ó  deterioro 
y  2.  *^  si  perece  por  dolo  ó  culpa  del  que  debió  entre- 
garla, porque  es  natural  que  solo  sobre  él  pese  esa 
pérdida,  consecuencia  de  aquellos. 


VIII. 


662. — Por  las  muchas  analogías  que  en  todo  lo  de- 
más existen  entre  la  venta  y  la  permuta,  es  doctrina  le- 
gal que,  en  falta  de  disposiciones  especiales  para  ésta, 
cualquier  punto  se  rija  y  decida  por  lo  que  la  ley  esta- 
blezca para  la  venta. 

19 


1890 
TITULO  DÉCIMO  NOVENO. 

DE  LA  TRANSACCIÓN. 


663. — La  transaccimí  es  un  contrato  por  el  que  dos 
ó  más  personas^  para  terminar  una  cuestión  dudosa, 
ceden  algo  de  sus  respectivas  pretensiones  (1829.  C.)* 
Es  consensual  porque  se  perfecciona  por  el  consenti- 
miento délas  partes;  y  tiene  como  fin  terminar  las  di- 
ferencias presentes  que  haya  entre  particulares,  dan- 
do fin  á  un  pleito  ya  principiado,  6  evitando  el  que  hu- 
biera de  promoverse.  Eecae  sobre  las  cuestiones  que  se 
tienen  como  dudosas,  esto  es,  aquellas  cuya  resolución 
tendría  que  depender  de  una  sentencia  judicial;  y  es  ne- 
cesario ceder  en  algo,  porque  de  otra*  manera  no  habría 
más  que  simple  desistimiento  por  una  de  las  partes  á 
favor  de  lá  otra  que  nada  renunciara.  Como  no  es  segu- 
ro el  resultado  del  pleito  que,  de  no  llegar  á  un  aveni- 
miento habría  de  emprenderse,  cada  cual  sacrifica  las 
mayores  ventajas  que,  siendo  favorable  le  reportaría, 
para  no  exponerse  á  los  inconvenientes  de  una  condena- 
ción en  el  caso  de  serle  adverso.  Hay  la  ventaja  tam- 
bién de  que  con  la  transacción  queda  establecido  desde 
luego  un  derecho  cierto  y  seguro,  mientras  que  para  la 
resolución  del  pleito  hay  que  dejar  pasar  tiempo,  y 
que  sujetarse  á  todas  las  molestias  é  inconvenientes 
que  éste  trae  consigo. 

664. — Son  requisitos  esenciales  de  la  transacción: 

1.  ^  Que  se  celebre  por  personas  capaces  legalmente. 

2.  ^  Que  éstas  hayan  prestado  un  consentimiento  váli- 
do. 3.  ^  Que  verse  sobre  cosas  dudosas  en  que  hay  ó 
pueda  haber  litigio.  4.  ^  Que  estas  cosas  puedan  ser 
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materia  de  transacción,  o.  ^  Que  las  partes  se  prome- 
tan, cedan  ó  den  algo,  (1834  C).  6.^  Que  conste  en 
debida  forma:  las  que  no  tengan  estos  requisitos  son 
nulas  (1848  C). 

I. 


665. — La  transacción  es  una  enajenación  porque  su- 
pone que  se  da  ó  cede  algo,  así  es  que  las  personas 
que  transigen,  han  de  tener  capacidad  de  obligarse  y 
de  disponer  libremente  de  las  cosas  sobre  que  recae  ó 
que  se  comprenden  en  ella  (1?  1834  C).  No  podrán 
pues,  hacerlo  por  sí  todos  aquellos  que  no  tienen  esa 
libre  disposición,  como  los  menores,  los  incapacitados, 
la  mujer  casada. 

666. — Puede  transigirse  por  medio  de  apoderado  que 
tenga  facultad  especial,  expresa  en  escritura  pública 
(fr.  2^  1829-2192  C).  Pero  uno  solo  de  los  interesados 
en  una  cosa  ó  cuestión,  no  tiene  poder,  por  el  hecho  solo 
de  ser  interesado,  para  transigir  por  los  otros,  y  así,  la 
transacción  que  haga,  ni  aprovecha  ni  obliga  á  los 
demás  (1835  C).  Tampoco  el  socio  que  no  se  halle  bas- 
tantemente autorizado,  jjuede  transigir  sobre  los  bienes 
de  la  sociedad  de  que  forma  parte,  pues  á  ella  y  no  á 
él  exclusivamente  le  pertenecen  (1849  C). 

667. — Los  tutores  de  menores,  y  los  guardadores  de 
los  incapacitados,  ó  administradores  de  bienes  de  au- 
sentes pueden  transigir  sobre  los  bienes  ó  derechos  de 
las  personas  que  tienen  á  su  cargo;  pero  para  ser  váli- 
da la  transacción  necesita  que  sea  aprobada  por  el  Juez 
competente.  Este,  para  dar  la  aprobación,  debe  oir  el 
dictamen  de  dos  expertos  en  el  asunto  de  que  se  tra- 
te (386  y  1843  y  1844  C). 

668. — Los  administradores  de  rentas  nacionales  solo 
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podrán  transigir  sujetándose  á  las  leyes  de  hacienda 
(1841  C). 

669.— Para  la  transacción  que,  por  utilidad  mani- 
fiesta de  los  establecimientos  de  beneficencia  y  de  ins- 
trucción pública  deba  hacerse  sobre  sus  bienes  ó  ren- 
tas, se  requiere,  así  como  para  su  enajenación,  la  li- 
cencia del  Gobierno  (1842  C). 

670.  Los  depositarios  solo  pueden  transigir  sobre  sus 
derechos  y  gastos  causados  en  la  conservación  del  de- 
pósito (1846  C). 

671. — Los  tutores  no  pueden  transigir  con  sus  me- 
nores, aunque  éstos  hayan  cumplido  21  años,  sobre 
los  bienes  de  éstos,  hasta  después  de  aprobadas  sus 
cuentas  y  canceladas  sus  fianzas  (412-1845  C).  Siendo 
requisito  necesario  la  capacidad,  siempre  que  se  jus- 
tifique que  una  persona  no  tenía  facultad  para  transi- 
gir, será  nula  la  transacción  que  hubiere  celebrado 
(1850  C). 

II. 


672.— Como  es  consensual  el  contrato,  será  nula  la 
transacción,  1.  ^  Si  hubo  error  sustancial  en  cuanto 
á  las  personas  que  transigieron,  ó  sobre  las  cosas  que 
fueron  materia  de  la  transacción  (1.^  1852  C).  Cuando 
el  error  en  una  transacción  es  simplemente  de  cálculo, 
es  decir,  de  error  en  números,  á  consecuencia  de  una 
operación  matemática,  no  es  causa  de  rescisión;  pero 
debe  enmendarse,  lo  cual  puede  hacerse  fácilmente 
(1855  C).  2.  ^  Si  intervino  dolo,  fuerza  ó  violencia 
(2.°  1852  C.)  de  tal  suerte  que  sin  ellos  no  se  hubiera 
hecho  (1408  á  141B  y  1853  C).  3.  ^  Si  se  celebró  en  vir- 
tud de  un  documento  nulo  y  en  la  transacción  no  se 
hizo  mérito  de  la  nulidad  (3.''1852C.),  porque  esoprue- 
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ba  que  se  procedió  con  un  supuesto  falso  y  que  por  tan- 
to, hubo  error.  4.  ®  Si  se  hizo  en  virtud  de  documentos 
que  después  resulta  que  son  falsos  (4.°-1852  C),  por 
idéntico  motivo;  pues  tales  documentos  fueron  sin 
duda  la  causa  impulsiva  para  celebrar  la  transacción. 


III. 


673. — Como  la  transacción  envuelve  mutua  cesión  de 
I)retensiones,  ha  de  recaer  sobre  una  cosa  ó  derecho  du- 
doso; pues  si  el  derecho  ya  está  definido  no  puede  supo- 
nerse que  se  hiciera,  ni  sería,  como  ha  de  ser,  un  verda- 
dero título  oneroso  sino  una  cesión  enteramente  gratui- 
ta. Así,  si  se  transige  unx)leito  por  suponerse  pendien- 
te, y  ya  recayó  en  él  sentencia  ejecutoriada,  de  la  que 
no  tienen  noticia  las  partes,  ó  por  lo  menos  una  de  ellas, 
la  transacción  será  nula  (5.°-1851  C),  tanto  porque  el 
derecho  ya  no  era  dudoso,  cuanto  porque  es  de  creer 
que  si  la  parte  favorecida  con  ella  la  hubiera  conocido, 
se  habría  atenido  á  ella  sin  ceder  nada  porque  ya  no 
podía  tener  temor  alguno  que  la  impulsara  á  ceder. 
Ahora,  conocida  ya  la  sentencia,  aquel  á  quien  favorece 
puede  renunciar  á  su  derecho,  como  puede  cada  cual 
ceder  lo  que  es  suyo  aunque  no  se  le  dispute. 


IV. 


674.— Pueden  ser  materia  de  transacción  todas  las 
cosas  que  se  hallen  en  el  comercio  de  los  hombres 
(1836  C). 

675. — Aunque  no  puede  transigirse  sobre  la  respon- 
sabilidad criminal  porque  esto  afecta  el  interés  piibli- 
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co  de  la  sociedad,  se  puede  transigir  sobre  el  interés  y 
la  responsabilidad  civil  que  resulten  de  un  delito  come- 
tido, porque  esto  toca  nada  más  que  al  derecho  priva- 
do; pero  la  transacción  no  embaraza  los  procedimien- 
tos del  ministerio  público  ni  del  Juez  para  la  imposi- 
ción de  la  pena  (1837  C). 

676. — La  transacción  ha  de  recaer  sobre  cosa  ó  asun- 
to determinado  y  litigioso,  de  modo  que  no  habiendo 
controversia  alguna,  no  valdrá  una  transacción  que  se 
haga  respecto  de  todos  los  litigios  que  puedan  sobre- 
venir, pues  no  hay  términos  para  conocer  lo  que  cada 
cual  puede  sacrificar,  y  sería  un  medio  para  que  hom- 
bres tímidos  y  sencillos  hicieran  sacrificios  innecesa- 
rios. 

677. — En  la  transacción  no  se  comprende  sino  lo  que 
se  ha  expresado  por  las  partes,  sea  que  la  intención 
de  ellas  se  hubiere  manifestado  en  términos  generales 
ó  especiales,  sea  que  se  conozca  esta  intención  por  una 
consecuencia  necesaria  de  lo  expresado  por  ellas  (fr.  1^ 
1838  C). 

678. — Se  prohibe  transigir: 

1.  ^  Sobre  la  responsabilidad  criminal  (1837  C). 

2.  ^  Sobre  lo  que  se  deja  en  testamento  mientras  vi- 
ve el  testador,  y  hasta  que  no  se  haga  la  apertura  si  es 
testamento  cerrado  (19  1847  C). 

3.  ^  Sobre  alimentos  presentes  (245  y  I."*  1847  C). 

4.  ^  Sobre  validez  ó  nulidad  del  matrimonio  y  sobre 
divorcio  (275  Dec.  de  Ref.  N.''  272),  porque  como  no 
basta  el  simple  consentimiento  para  la  nulidad  ni  pa- 
ra la  separación  legal,  sino  que  se  requieren  causas  de- 
terminadas lo  mismo  que  se  exigen  capacidad  y  otras 
condiciones  para  la  validez  y  subsistencia,  no  puede  de- 
Jarse  al  arbitrio  de  los  cónyuges. 

5.  ^  Sobre  filiación  (225  y  3.^  1847  C).  Pero  sí  puede 
transigirse,  según  se  dijo  en  otro  lugar,  sobre  los  de- 
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rechos  pecuniarios  que  de  la  filiación  legalmente  de- 
clarada pueden  deducirse;  y  las  concesiones  que  se 
hagan  al  que  se  dice  hijo,  no  importan  la  adquisición 
de  estado  de  hijo  legítimo  (226  C).  La  transacción  que 
se  haga  sobre  cualquiera  de  estas  cosas  en  que  está  pro- 
hibida, es  nula  (1851  C). 


V. 


679.— En  toda  transacción  las  partes  han  de  prome- 
terse, ceder  ó  darse  algo  (3.''  1834  C),  es  decir,  siempre 
ha  de  haber  entre  los  que  la  celebran,  remisión,  entre- 
ga ó  dación  de  alguna  cosa,  pues  en  esto  está  su  natu- 
raleza, ser  cesión  recíproca  y  en  parte,  de  las  mutuas 
pretensiones.  Uno  reclama  mil:  el  otro  cree  que  solo 
adeuda  trescientos;  y  convienen  en  cortar  la  cuestión 
pagando  seiscientos.  El  que  demanda  mil,  renuncia  á 
cuatrocientos  de  su  reclamación;  y  el  que  solo  se  re- 
conocía deudor  de  trescientos,  entrega  otros  tres- 
cientos más. 


YI. 


680. — La  transacción  tiene  tanta  fuerza  que  produ- 
ce entre  las  partes  la  excepción  de  cosa  juzgada,  es  de- 
cir, que  el  convenio  tiene  tanto  valor  como  si  fuera 
una  sentencia  judicial.  La  excepción  de  transacción 
celebrada  puede  interponerse  en  cualquier  estado  de 
la  causa,  porque  no  requiere  más  sino  la  presentación 
del  documento  en  que  ha  de  constar  (1856  C).  La  re- 
nuncia que  se  hace  en  las  transacciones  de  los  dere- 
chos y  acciones  de  un  contratante  respecto  del  otro  y 
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de  sus  mutuas  pretensiones,  se  entiende  que  no  es 
sino  de  lo  relativo  á  la  disputa  que  dio  origen  á  la 
transacción  (fr.  2.  ^^  1838  C.)  En  consecuencia,  no  po- 
drá oponerse  como  excepción,  si  por  otro  motivo  di- 
verso se  deduce  reclamación  diferente  sobre  otra  cosa 
ó  derecho. 

681. — Si  una  cosa  que  fué  materia  de  transacción, 
resulta  de  ajeno  dominio,  se  pierde,  para  todos  los  que 
transigieron,  en  proporción  del  interés  que  hubiere 
correspondido  á  cada  uno;  y  la  parte  en  cuyo  poder 
quedó  y  se  perdió  la  cosa,  tiene  derecho  á  que  los  de- 
más con  quienes  se  celebró  la  transacción  le  devuélvala 
lo  que  dio  por  ella  (1889  C). 

682.  —En  las  transacciones  hay  lugar  al  saneamien- 
to por  evicción,  cuando  una  de  las  partes  da  á  la  otra 
alguna  cosa  que  no  era  objeto  de  la  disputa,  y  de  la 
cual  es  desapropiado  legalmente  aquel  que  la  recibió 
(247  Dec.  de  Ref.  N.  -  272).  Con  éste  se  modificó  el 
artículo  1840  que  establecía  como  regla  general  que  en 
la  transacción  no  había  lugar  al  saneamiento,  siendo 
así  que  es  un  título  oneroso  y  que  el  que  enajena  algo 
j)or  este  título  qiieda  obligado  á  sanear  (128  Dec. 
citado). 

VII. 


FORMA. 

683.— Siendo  la  transacción  contrato  consensúa!, 
puede  celebrarse  entre  presentes  ó  ausentes;  pero  por  su 
importancia,  tiene  siempre  que  constar  en  documenta 
escrito,  sea  público  ó  privado;  ó  en  una  petición  di- 
rigida al  Juez,  firmada  por  los  interesados;  y  con  fe  de 
firmas  de  los  que  la  hacen  (1830  C).  Se  necesitará  de 
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instrumento  público  siempre  que  el  interés  sobre  que 
verse  la  transacción  exceda  de  quinientos  pesos  ó  sea 
sobre  bienes  raíces;  y  bastará  documento  privado,  con 
tal  que  sea  reconocido  judicialmentej  en  los  demás  ca- 
sos (1633  C).  Hay  entre  las  diferentes  formas,  la  di- 
ferencia de  que  la  transacción  celebrada  por  escritura 
pública,  produce  sus  efectos  desde  que  se  otorga  legal- 
mente:  la  que  se  hace  por  escritura  privada,  desde  que 
se  reduce  á  instrumento  público  y  se  protocoliza;  y  la 
que  consta  por  petición  ó  escrito  dirigido  al  Juez,  des- 
de que  se  legalizan  las  firmas  (1832  C.)- 

684. — De  cualquier  modo  que  se  celebre  la  transac- 
ción, ha  de  contener  el  documento  en  que  conste: 

1.  ^  Los  nombres  de  los  contratantes,  la  relación 
puntual  y  lacónica  de  sus  pretensiones;  y  si  hay  plei- 
to pendiente,  su  estado,  y  el  Juez  ante  quien  pende. 

2.  ^  Las  circunstancias  del  convenio  mediante  el 
cual  se  hace  la  transacción. 

3.  ^  La  renuncia  que  los  contratantes  hagan  de  cual- 
quiera acción  que  tenga  el  uno  contra  el  otro  sobre  la 
cosa  que  es  materia  de  la  transacción;  pues  de  otra 
suerte  no  se  conseguiría  el  objeto  principal  que  es  ter- 
minar la  disputa  entre  ellos. 

4.  ^  La  pena  convencional,  si  quieren  imponérsela 
(1831  C).  Esta  no  podrá  exceder  de  la  quinta  parte 
del  valor  que  tenga  la  cosa  (1854  C). 


TITULO  VIGÉSIMO. 

DE  LA  DONACIÓN. 

685. — La  donación  es  un  contrato  unilateral  consen- 
sual  por  el  cual  una  persona  transfiere  gratuitamente 
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á  otra  el  todo  ó  parte  de  sus  bienes  (697  y  698  C.  y  139 
Dec.  de  Ref.  IST/  272.).  Para  explicarla,  va  á  tratarse 
1.  ^  de  su  definición  y  de  algunos  actos  que,  como  con- 
secuencia de  ésta,  no  la  constituyen;  2.  ^  de  sus  divi- 
siones; 3.  <^  de  quiénes  pueden  donar;  4.  '^  de  quiénes 
pueden  ser  donatarios;  5.  *^  de  las  cosas  que  pueden 
donarse;  6.  ^  de  la  manera  como  puede  hacerse  la  do- 
nación; 7.  ^  de  la  forma  en  que  la  donación  lia  de 
constar;  8.  ^  de  su  límite  9.  ^  de  la  revocación  de  las 
donaciones,  y  10.  ^  de  los  efectos  que  produce  entre 
donante  y  donatario.  En  otro  párrafo  se  tratará  de  la 
donación  por  causa  de  muerte. 


PÁRRAFO  PRIMERO. 


i. — La  donación  es  un  contrato  porque  es  conven- 
ción en  virtud  de  la  cual  una  persona  traspasa  algo  á 
otra  gratuitamente,  y  porque  hoy  no  existe  la  dife- 
rencia que  antes  se  hacía  entre  pactos  y  contratos.  Es 
unilateral,  porque  de  su  naturaleza  no  resulta  obliga- 
ción alguna  para  el  donatario;  y  consensual,  porque 
para  que  exista  se  requiere  la  aceptación  del  donata- 
rio y  con  ella  se  perfecciona  (131  Dec.  N.  ^  272).  Do- 
natario se  llama  aquel  á  quien  la  donación  se  hace, 
y  el  que  la  hace  se  llama  donante.  Transfiere  el  do- 
minio porque  éste  es  precisamente  su  objeto,  tanto 
que  la  ley  la  considera  hasta  como  uno  de  los  modos 
de  adquirir  derivativos,  y  una  de  las  especies  de  ena- 
jenación (690  C).  Esa  transmisión  ha  de  ser  gratuita, 
es  decir,  no  ha  de  haber  causa  legal  que  obligue  for- 
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zosamente  al  donante  á  desprenderse  de  la  cosa  que  da, 
ni  el  donatario  ha  de  tener  derecho  perfecto  para  que 
se  le  entregue  la  cosa  en  que  la  donación  ha  de  con- 
sistir; y  esto  separa  este  género  de  enajenación  de  las 
otras  que  se  hacen  por  título  oneroso,  esto  es,  de  aque- 
llas en  que  interviene  precio  ú  otra  cosa  que  se  da  en 
cambio  de  la  propiedad  que  se  transmite,  como  la  ven- 
ta, permuta  &.  La  transmisión  ha  de  ser  efectiva  para 
distinguirla  de  la  mera  promesa  de  hacer  una  donación, 
promesa  que  según  los  casos,  equivaldrá  á  una  dona- 
ción condicional  ó  á  plazo  cierto.  Lo  gratuito  de  la  do- 
nación no  impide  que  puedan  imponerse  al  donatario 
ciertas  cargas  ó  servicios  pero  que  no  sean  un  riguroso 
equivalente  ó  compensación  de  lo  que  se  da;  y  en  ese 
caso,  puede  participar  de  la  condición  de  bilateral.  Y 
por  último,  recae  sobre  el  todo  ó  parte  de  los  bienes, 
porque  sobre  aquel  ó  sobre  ésta  puede  versar. 

687. — La  verdadera  donación  que  se  llama  entre  vi- 
vos, lleva  consigo  la  entrega  de  la  cosa,  de  modo  que 
supone  que  lo  que  se  dona  se  entrega  efectivamente 
en  el  acto;  pero  no  se  perfecciona  antes  de  la  acepta- 
ción expresa  del  donatario  y  por  eso  es  consensual. 
Hecha  la  aceptación  y  notificada  al  donante,  es  ya  un 
hecho  consumado  é  irrevocable  á  menos  que  sobreven- 
gan las  causas  que  señala  la  ley;  y  el  donatario  adquie- 
re perpetua  y  absolutamente  la  propiedad  de  las  co- 
sas donadas  (131  Dec.  de  Ref.  íí.  ^  272).  Con  esta  dis- 
posición quedaron  reemplazadas  todas  las  que  respec- 
to de  aceptación  establecía  el  Código,  y  no  sufrían  el 
examen  de  una  crítica  justa.  Se  referían  principal- 
mente á  fijar  términos  para  presumir  aceptada  la  do- 
nación y  para  estimar  subsistente  el  derecho  de  revo- 
carla antes  de  la  aceptación.  Así, conforme  á  los  artícu- 
los derogados;  1.  ^  La  donación  no  aceptada  expresa- 
mente se  presumía  serlo  dentro  de  los  primeros  seis 
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meses  de  hecha;  pero  vencido  ese  término,  cesaba  la 
presunción  en  ese  sentido;  y  en  consecuencia,  podía  el 
donante  revocarla  en  lo  sucesivo,  si  antes  de  la  revo- 
cación no  había  sido  expresamente  aceptada.  2.  ^  En 
caso  de  morir  el  donante  dentro  de  esos  seis  primeros 
meses,  debía  atenderse  á  la  declaración  que  en  su  tes- 
tamento ó  en  cualquiera  otro  instrumento  público  hu- 
biera hecho  acerca  de  la  subsistencia  de  la  donación; 
facultades  personales  df^l  donante  y  que  no  se  transmi- 
tían á  sus  herederos.  3.  ^  Vencidos  ó  no  los  primeros 
seis  meses  desde  que  se  hubiera  hecho  la  donación  no 
aceptada  expresamente,  si  moría  el  donante  sin  ha- 
berla revocado  en  testamento  ú  otra  escritura,  podía 
aceptarla  el  donatario  sobreviviente  dentro  de  los  tér- 
minos señalados  para  la  aceptación  de  la  herencia,  y 
transcurridos  éstos,  caducaba.  4.  ^  Si  moría  el  dona- 
tario dentro  de  los  seis  meses  de  hecha  la  donación  y 
antes  de  haberla  aceptado  expresamente,  la  facultad 
de  aceptarla  pasaba  á  sus  herederos  forzosos;  y  éstos 
habían  de  ejercerla  dentro  de  los  términos  fí jados  pa- 
ra la  aceptación;  y  de  lo  contrario,  caducaba.  Y  cadu- 
caba también,  si  donante  y  donatario  morían  pasados 
los  seis  meses  de  hecha,  sin  haberla  aceptado  el  dona- 
tario ni  revocado  el  donante. 

688. — Todas  estas  prevenciones  desnaturalizaban  la 
sencillez  del  verdadero  principio  que  ha  de  regir][en 
la  materia:  la  donación  no  está  perfecta  mientras  no  es 
aceptada;  y  en  consecuencia,  antes  de  la  aceptación 
ningún  derecho  tiene  el  donatario. 

689.— Como  lo  hace  notar  Pacheco,  no  es  lo  más  ra- 
cional deducir  del  silencio  en  los  primeros  seis  me- 
ses, la  presunción  de  aceptación;  y  si  la  perfección  del 
acto  necesita  del  concurso  de  la  voluntad  de  dos,  de 
que  se  conozca  la  de  solo  uno,  no  ha  de  inferirse  la 
existencia  de  la  del  otro,  sobre  todo  cuando  la  acepta- 
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oión  no  requiere  grandes  formalidades  que  exijan  tra- 
bajo 6  dilaciones. 

690. — Aun  cuando  parece  que  toda  donación  habría 
de  suponerse  aceptada,  la  ley  exige  que  lo  sea  efectiva- 
mente, porque  puede  haber  casos  en  que  lleve  una  con- 
dición que  importe  para  el  donatario  un  gravamen  que 
no  quiera  consentir,  ó  porque  haya  razones  de  delica- 
deza y  consideraciones  de  otro  orden  que  hagan  inde- 
corosa la  aceptación.  Esta  aceptación  j)uede  prestarse 
por  el  donatario  ó  por  persona  autorizada  por  poder 
especial;  y  cuando  donante  y  donatario  no  hayan. ex- 
Yjresado  su  voluntad  en  el  mismo  acto  de  la  donación, 
se  notificará  después  al  donante  en  cualquier  forma 
auténtica  (718-720  C). 

691. — Y  como  la  donación  para  que  sea  tal,  requiere 
que  se  transmita  el  dominio  de  alguna  cosa,  la  ley  con 
el  objeto  de  remover  toda  duda  en  el  particular,  decla- 
ra varios  casos  en  que  ésta  pudiera  ofrecerse.  Así,  no 
dona  el  que  repudia  una  herencia,  legado  ó  donación, 
ó  deja  de  cumplir  la  condición  á  que  está  sujeto  un 
derecho  eventual  que  podía  corresponderle,  aunque  lo 
haga  con  el  objeto  de  que  sea  en  beneficio  de  un  ter- 
cero, porque  no  se  desprende  de  algo  que  ya  esté  en  su 
patrimonio.  Mas  como  con  esto  podría  perjudicar  á 
sus  acreedores;  siendo  más  natural  que  trate  primero 
de  i)agar  á  éstos  que  de  favorecer  á  otros,  se  halla  dis- 
puesto que  aquellos  pueden  ser  autorizados  por  el 
Juez  para  sustituirse  á  su  deudor,  en  tales  derechos, 
hasta  la  concurrencia  de  sus  créditos;  y  el  tercero  solo 
se  aprovechará  del  sobrante,  si  lo  hubiere  (132  Dec. 
de  Ref.  IST.  o  272.). 

692. — Tampoco  hay  donación  en  el  comodato  de  una 
cosa  cualquiera,  aunque  la  costumbre  sea  de  dar  en 
arriendo  su  uso  y  goce:  ni  en  el  mutuo  sin  interés;  pe- 
ro sí  en  la  remisión  ó  cesión  del  derecho  de   percibir 
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porqae  entonces  lia3^  ya  un  derecho  adquirido  que 
forma  parte  del  patrimonio. 

693. — Por  igual  motivo,  no  constituyen  donacióii 
los  servicios  personales  y  gratuitos  aunque  sean  de 
aquellos  que  ordinariamente  se  pagan  (134  id.);  ni  do- 
na á  otro  el  que  á  su  favor  constituye  una  fianza  ó 
prenda  ó  hipoteca  á  que  no  estaba  obligado;  ni  el  que 
exonera  de  sus  obligaciones  al  fiador  6  remite  una  pren- 
da 6  hipoteca  mientras  está  solvente  el  deudor;  pero  sí 
hace  donación  el  que  renjite  una  deuda,  ó  el  que  paga 
algo  á  sabiendas  de  que  en  realidad  no  debe  (135  id.). 

694.— Tampoco  hay  donación  en  dejar  de  interrum- 
pir una  prescripción  (127  id.),  ni  cuando  aunque  de 
una  parte  haya  disminución  de  patrimonio,  no  hay 
aumento  de  la  otra,  como  si  se  da  para  un  objeto  que 
consuma  el  importe  de  la  cosa  donada  y  de  que  el  do- 
natario no  reporta  ventaja  alguna,  apreciable  en  di- 
nero (136  id.). 

II. 


695.— La  donación  puede  ser  entre  vivos  b  por  can- 
sa de  muerte  (699  C).  Es  entre  vivos,  cuando  no  im- 
pulsa la  liberalidad  del  donante  la  respicencia  ó  con- 
sideración al  caso  de  muerte,  ni  á  tal  consideración 
queda  subordinada  aquella;  y  es  por  causa  de  muerte, 
la  que  se  hace  con  motivo,  ocasión,  respicencia  ó  su- 
bordinación al  caso  de  muerte,  de  modo  que  no  se 
realiza  ó  consuma  hasta  el  fallecimiento  del  donante. 
Las  disposiciones  de  que  se  habla  en  los  números  que 
siguen  se  refieren  directamente  á  la  donación  entre 
vivos;  y  en  los  últimos  se  señalarán  las  diferenciad 
que  hay  entre  ella  y  la  donacióni  por  causa  de  muerte. 
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696. — La  donación  puede  ser  también  simple,  está 
es,  enteramente  gratuita;  y  puede  ser  con  causa,  co- 
mo las  donaciones  por  motivo  de  matrimonio,  las  re- 
muneratorias y  las  que  se  llaman  á  título  oneroso 
(738  C).  Remuneratorias  las  que  expresamente  se  ha- 
cen en  compensación  de  ciertos  servicios  específicos 
(145  Dec.  N9  272),  y  conservan  el  carácter  de  donacio- 
nes porque  aunque  haya  deber  moral,  no  hay  obliga- 
ción legal  de  retribuir  esos  servicios,  ó  se  supone  que 
la  remuneración  excede  notablemente  de  lo  que  ha- 
bría podido  exigirse.  A  título  oneroso  serán  hechas 
aquellas  en  que  al  transmitirse  la  propiedad  se  recibe 
como  en  compensación,  algo  que  otro  da  ó  hace;  de 
manera  que  propiamente  se  reducen  á  los  contratos 
innominados:  doy  para  que  des  ó  doy  para  que  hagas. 


III. 


697.— La  regla  general  es  que  puede  donar  entre  vi- 
vos todo  el  que  tiene  la  libre  disposición  y  administra- 
ción de  sus  bienes  (709  C),  es  decir,  que  no  solo  se  ne- 
cesita ser  dueño  de  lo  que  se  da,  sino  también  estar  en 
pleno  ejercicio  del  dominio  y  administración. 

698. — En  consecuencia,  no  pueden  donar  los  meno- 
res, ni  los  incapaces  (29  y  33  C),  ni  el  que  haya  sido 
condenado  á  muerte  é  indultado,  ó  á  las  penas  de  pre- 
sidio con  retención,  ó  prisión  ordinaria  (31,  35,  36  y 
38  Cod.  pen.). 

699.— Respectó  de  los  menores  de  18  años,  la  dispó- 
si(;ión  es  general:  los  mayores  de  esa  edad  y  menores^ 
de  21  que  están  bajo  la  potestad  del  padre  ó  de  la  ma- 
dre, pilédéh  donar  con  tal  que  sea  de  los  bienes  ad- 
quiridos por  ellos  en  trabajó,   profesión  ó  industria. 
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ejercidos  con  consentimiento  de  sus  padres,  6  de  lo  ga- 
nado en  el  desempeño  de  empleo  ó  cargo  público 
(710  C),  en  los  cuales  tienen  la  propiedad  y  el  usu- 
fructo (6.  ^-287  C).  Bajo  la  potestad  del  padre  ó  de  la 
madre  se  ha  dicho,  aunque  la  ley  sola  hace  mención 
expresa  de  la  del  primero,  porque  la  de  ambos  tiene 
igual  extensión  y  efectos;  y  con  mayoría  de  razón,  po- 
drá hacer  donación  de  esa  misma  especie  de  '^bienes  el 
mayor  de  18  años  que  no  esté  sujeto  á  la  autoridad 
patria,  sino  á  la  de  un  tutor. 

700. — La  mujer  casada  no  puede  donar  si  no  es  con 
intervención  del  marido,  expresa  y  directa,  ó  con  au- 
torización escrita  de  él,  ó  suplida  i)or  el  Juez  (157  C. 
y  47  y  207  Dec.  de  Ref.  N.  '^  272);  pero  si  estuviere 
separada  de  bienes,  podrá  donar  de  los  bienes  mue- 
bles que  separadamente  administre  (1175  C). 

701.— El  padre  ó  la  madre  que  administra  los  bienes 
del  hijo  no  puede  de  ellos  hacer  donación  (92  Dec. 
N.  "^  272),  porque  en  esa  administración  se  consideran 
como  tutores.  Y  éstos  tampoco  pueden  donar  á  nom- 
bre del  menor  ó  incapacitado  (385-429  C),  y  desde 
luego  se  comprende  que  ha  de  ser  así,  ya  que  aun  las 
enajenaciones  á  título  oneroso  no  pueden  hacerlas  si  no 
es  con  autorización  judicial,  y  acreditándose  la  necesi- 
dad ó  utilidad. 

702. — El  mandatario  no  puede  donar  si  no  es  que 
tenga  facultad  especial  otorgada  en  escritura  pública 
(319  Dec.  ]^.  ^  272.);  y  aun  parece  natural  exigir  que 
el  mandante  designe  la  persona  del  donatario  y  la  cosa 
ó  cantidad  que  ha  de  ser  objeto  de  la  donación. 

703. — Aunque  nada  hay  expreso,  con  razón  puede 
decirse  que  tampoco  pueden  donar  las  corporaciones  ó 
personas  morales,  ya  que  tienen  los  bienes  en  el  con- 
cepto principal  de  administradores  y  no  de  dueños. 
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7(»4. — Como  por  regla  general,  la  donación  aprove- 
cha al  donatario,  no  se  requiere  en  éste  capacidad  es- 
pecial como  en  el  donante,  aunque  sí  se  necesita  pa- 
ra la  aceptación,  y  por  eso  por  los  menores  ó  incapa- 
ces la  prestan  sus  padres  ó  personas  que  tienen  su 
representación  Jurídica  (718  C). 

705. — Para  ser  donatario  entre  vivos,  basta  estar  con- 
cebido en  la  época  de  la  donación  y  no  tener  incapa- 
cidad de.  ser  heredero  ó  legatario  (146  Dec.  1S9  272). 
Mas  si  la  donación  se  liace  á  uno  que  no  ha  nacido  to- 
davía, para  que  subsista  la  donación  y  en  virtud  de 
ella  se  adquieran  y  transmitan  derechos,  se  necesita 
que  el  individuo  que  nazca  sea  individuo  de  la  espe- 
cie humana  y  que  ya  completamente  separado  de  la 
madre,  viva  24  horas  por  lo  menos,  como  se  expresó 
al  tratar  de  la  capacidad  para  heredar. 

706. — Las  manos  muertas  no  pueden  recibir  dona- 
ciones de  bienes  inmuebles,  y  esto  es  para]  impedir 
el  estancamiento  de  la  propiedad  raíz  (19  150  Dec.  N9 
272)j  de  suerte  que  será  nula  la  donación  que  se  les 
haga  de  esa  clase  de  bienes.  Mas  la  prohibición  no  se 
refiere  á  los  establecimientos  de  beneficencia  é  instruc- 
ción ni  á  los  demás  que  no  tengan  la  calidad  de  ecle- 
siásticos, pero  sí  debe  tenerse  presente]  que  las  dona- 
ciones que  se  hagan  á  favor  de  los  hospitales,  de  las 
casas  de  huérfanos,  de  los  establecimientos  de  instruc- 
ción, de  los  pobres  de  algún  pueblo,  ó  de  obras  públi- 
cas, se  aceptan  por  los  administradores,  síndicos  ó  per- 
sonas debidamente  autorizadas  (719  C). 

707. — Tampoco  puede  ser  donatario  de  una  persona, 
su  confesor  ni  los  parientí^s  consanguíneos  de  éste, 
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dentro  del  cuarto  grado  ó  afines  dentro  del  segundo, 
para  alejar  el  peligro  de  sugestión  que  de  otro  modo  se 
correría.  Mas  si  los  confesores  ó  parientes  fueren  tam- 
bién parientes  del  donante  dentro  d^^l  cuarto  grado  de 
consanguinidad  ó  del  segundo  de  afinidad,  se  sostiene 
la  donación,  porque  esa  relación  de  parentesco  explica 
cuál  es  el  motivo  que  ha  determinado  la  liberalidad 
(2.°150Dec.  N^  272.). 

708. — El  Código  declaraba  también  que  marido  y 
mujer  no  podían,  durante  el  matrimonio,  ser  donata- 
rio el  uno  del  otro  por  el  temor  de  que  se  arruinara 
uno  de  ellos  con  esas  liberalidades;  pero  como  por  otra 
parte  se  daba  por  admitida  la  existencia  legal  de  esas 
donaciones  en  el  artículo  174,  reformado  hoy  por  el  54 
del  Dec.  N.  ^  272,  y  como  ésta  es  materia  que  corres- 
ponde á  disposiciones  especiales  de  la  sociedad  con- 
yugal, se  suprimió  esa  prohibición  en  la  i^efoima. 

709.— No  hay  que  olvidar  que  cuando  se  hace  á  la 
mujer  casada,  que  no  puede  aceptar  donación  sin  in- 
tervención ó  autorización  del  marido,  alguna  con  la 
condición  precisa  de  que  éste  no  tenga  la  administra- 
ción en  las  cosas  donadas,  si  tal  donación  es  aceptada 
legalmente,  el  marido  no  es  responsable  con  sus  bienes 
por  las  obligaciones  contraídas  sobre  tales  cosas  por  la 
mujer,  á  no  ser  que  como  fiador  ó  de  otro  modo  haya 
accedido  á  ellas  (1182  C). 

710.  —  Los  Jueces  no  pueden  recibir  durante  el  jui- 
cio dádiva  ó  donación  de  ninguna  de  las  personas  que 
ante  ellos  litigan  (49  19  C.  pr.);  y  en  general,  queda  su- 
jeto á  responsabilidad  criminal,  mayor  ó  menor  según 
los  casos,  el  funcionario  público,  experto  ó  persona 
que  desempeñare  cualquier  servicio  público,  que  reci- 
biere dádiva  ó  presente  por  ejecutar  actos  relativ  os  al 
ejercicio  de  su  cargo  ó  por  abstenerse  de  aquellos  que 
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en  desem^peño  del  mismo  debiera  practicar;  y  caen  en 
comiso  las  dádivas  ó  presentes  (236  á  234  Cod.  pen.). 


V. 


711.— Todas  las  cosas  sean  muebles  ó  raíces,  y  tam- 
bién las  incorporales  como  derechos  y  acciones,  pueden 
ser  objeto  de  la  donación  con  tal  que  estén  en  el  co- 
mercio. Se  requiere  sin  embargo,  que  los  bienes  sean- 
actualmente  poseídos  por  el  donante,  es  decir,  que  ya 
existan  de  presente  y  formen  parte  de  su  patrimonio; 
y  se  tiene  como  nula  la  donación  que  se  hace  de  bie- 
nes ó  derechos  futuros  (708  C). 

711. — Esta  nulidad,  cuyos  motivos  son  fundados 
cuando  hay  un  límite  ó  tasa  para  las  donaciones  por- 
que respecto  de  bienes  futuros  es  muy  fácil  el  fraude 
en  ese  punto,  no  se  explica  satisfactoriamente  cuando 
como  lo  establece  hoy  la  ley  entre  nosotros,  esa  tasa 
de  cantidad  no  existe;  y  cuando  por  lo  mismo,  tanto 
pueden  ser  materia  de  donación,  como  lo  son  de  venta, 
las  cosas  futuras  y  aun  las  esperanzas. 

712.  — El  código  establecía  diferentes  tasas  para  el 
importe  de  la  donación,  según  que  el  donante  tuviera 
descendientes  ó  ascendientes,  ó  careciera  de  ellos:  aun 
en  este  último  caso,no  podía  hacerse  donación  de  todos 
los  bienes.  En  la  reforma  que  se  hizo,  se  tuvo  presente 
que  se  había  suprimido  la  incapacidad  por  prodigali- 
dad, y  que  se  había  declarado  la  libre  testamentif ac- 
ción y  suprimido  la  herencia  forzosa;  y  que  era  concilia- 
ble la  libertad  de  donar  con  las  obligaciones  del  donan- 
te para  atender  á  su  propia  subsistencia,  y  á  la  de  las 
personas  á  quienes  por  la  ley  está  obligado  á  proi:)or- 
cionarla;  y  en  ese  concepto,  se  quitó  la  limitación.  Así, 
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pueden  hoy  donarse  todos  los  bienes  6  una  parte  de 
ellos;  pero  el  que  los  dona  todos,  ha  de  quedarse  con  lo 
necesario  para  su  congrua  subsistencia;  y  si  omitiere 
hacerlo,  podrá  en  todo  tiempo  obligar  al  donatario  á 
que,  de  los  bienes  donados,  ó  de  los  suyos  propios,  le 
asigne  á  este  efecto  lo  que  se  estimare  competente,  ha- 
bida proporción  á  los  bienes  donados.  Esta  donación 
no  perjudica  tampoco  el  derecho  de  los  que  lo  tienen 
para  ser  alimentados,  que  podrán  exigirlo  del  donata- 
rio, según  las  circunstancias,  hasta  la  concurrencia  de 
la  cantidad  donada  (139  Dec.  de  Reí  IS"?  272). 

713. — Y  como  tampoco  ha  de  autorizarse  que  por 
ese  medio  pueda  alguno  perjudicar  á  sus  acreedores, 
se  halla  declarado  en  primer  lugar,  que  es  nula  toda 
donación  hecha  en  fraude  de  ellos  (150  Dec.  N?  272);  y 
está  además  establecido  que  la  donación  de  todos  los 
bienes  ó  de  una  cuota  de  ellos  ó  de  su  nuda  propiedad 
ó  usufructo  no  priva  á  los  acreedores  del  donante  de 
las  acciones  que  contra  éste  tuvieren;  á  menos  que 
acepten  como  deudor  al  donatario,  recibiendo  de  él 
pagaré,  prenda,  hipoteca  ó  fianza,  ó  un  pago  parcial 
de  la  deuda  (142  Dec.  cit.).  Está  prevenido  también 
que  el  donatario  de  todos  los  bienes,  tiene  respecto 
de  los  acreedores  del  donante  las  mismas  obligaciones 
que  tendría  siendo  heredero  de  él;  pero  solo  respecto 
de  las  deudas  anteriones  á  la  donación  y  siempre  que 
no  excedan  del  valor  de  las  cosas  donadas;  ó  de  las 
futuras  que  no  pasen  de  una  suma  específica,  deter- 
minada por  el  donante  en  la  escritura  de  donación 
(141  Dec.  cit.). 

YI. 


714.  —La  donación  puede  hacerse  de  un  modo  abso- 
luto; y  puede  también  hacerse  bajo  condición,  desde 
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ó  hasta  día  cierto,  y  con  imposición  de  gravamen  de- 
terminado al  donatario  (716  y  143  Dec.  N?  272). 

715. — En  la  donación  absoluta,  el  donatario  adquiere 
por  la  aceptación  derecho  sobre  la  cosa  donada,  y  de 
consiguiente  desde  entonces  le  pertenecen  sus  frutos 
(725  C.)  y  puede  exigir  judicialmente  la  entrega  de 
éstos  y  de  aquella  (723  C). 

716. — En  punto  de  condiciones,  se  siguen  en  la  do- 
nación los  principios  que  rigen  para  los  contratos  en 
general,  asi  es  que  no  la  vician  y  se  tienen  por  no 
puestas  las  condiciones  imposibles  y  las  contrarias 
á  las  leyes  ó  buenas  costumbres  (717  C). 

717. — Donado  algo  bajo  condición  ó  desde  día  cier- 
to, no  se  puede  jjedir  la  cosa  donada  ni  hay  derecho 
á  los  frutos  sino  cuando  esté  cumplida  la  condición  ó 
haya  llegado  el  día  (726  C).  Y  si  el  donatario  recibiere 
la  cosa  antes  de  que  éste  llegue  ó  de  que  se  cumpla 
aquella,  el  donante  ó  sus  herederos  pueden  recuperar- 
la hasta  que  se  cumplan  (727  C). 

718. — Si  la  donación  fuere  hasta  cierto  día,  llegado 
éste,  acaba  el  título  y  debe  por  tanto,  devolverse  la  co- 
sa al  donatario  (728  C.). 

719.— En  la  donación  a  título  singular,  puede  impo- 
nerse al  donatario,  que  es  libre  para  aceptarla  ó  no, 
el  gravamen  de  pagar  las  deudas  del  donante,  con  tal 
que  se  exprese  una  suma  determinada  hasta  la  cual  se 
extienda  dicho  gravamen  (143  Dec.  N?  272).  Esto,  co- 
mo es  natural,  puesto  que  ellos  no  intervienen,  no 
perjudica  las  acciones  de  los  acreedores  contra  el  pri- 
mitivo deudor,  salvo  que  por  actos  que  constituyan 
novación,  hayan  aceptado  como  deudor  al  donatario 
libertando  de  obligación  al  donante.  La  responsabili- 
dad del  donatario  por  tales  gravámenes  ó  deudas  no 
se  extiende  á  más  de  lo  que  valía  lo  donado  al  hacer- 
se la  donación,  y  á  ese  fin  se  ha  de  hacer  constar  ese 
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valor  en  inventario  solemne  ó  en  documento  auténtico 
<144id.j. 

720. — El  Código  exigía  que  en  la  donación  de  bienes 
rmuebles,  éstos  fueran  especificados  y  tasados,  mas  co- 
mo esto  se  refería  á  la  tasa  que  había  para  donar,  qui- 
tada ésta,  quedó  también  suprimida  aquella  dispo- 
sición. 


VIL 


721f.— La  donación  entre  vivos  puede  hacerse  estan- 
do presente  ó  no  el  donatario,  directamente  ó  por  apo- 
derado; y  si  no  excede  de  quinientos  pesos,  en  escri- 
tura privada  y  aún  por  carta  (714  C).  Si  excediere  de 
esta  suma,  es  preciso  que  se  haga  constar  en  escritura 
piíblica  (715  C);  en  lo  que  se  aparta  de  lo  establecido 
para  los  demás  contratos  (234  Dec.  'N.  ^  272);  y  si  se 
donare  una  cosa  raíz,  no  solo  se  necesitará  escritura 
pública  sino  también  inscripción  en  el  registro  de  la 
propiedad  (233  id.) 

YIII. 


722.  —El  donatario  tiene  derecho,  aceptada  la  dona- 
'Ción,  de  exigir  aun  judicialmente  la  entrega  de  la  cosa 
^donada  y  sus  frutos  (723,  725  C);  pero  como  éste  es 
un  título  gratuito,  si  el  donante  desmejora  de  fortuna 
solo  tendrá  que  cumplir  quedándole  lo  necesario  para 
subsistir,  pues  goza  respecto  del  donatario,  por  lo  que 
toca  al  cumi^limiento  de  la  donación  prometida,  del 
beneficio  de  competencia  (724  y  5.  ^  2382  C). 

723. — En  la  donación  enteramente  gratuita,  no  tiene 
el  donatario  acción  para  pedir  saneamiento,  mas  sí  en 
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la  que  es  por  causa  onerosa  <íuand o  él  dpnálbte  ha  dado 
á  sabiendas  una  Cosa  ajena.  Y  si  se  han  impuesto  al 
donatario  gravámenes  pecuniarios  ó  apreciables  en  di- 
nero, tehdrá  siempre  derecho  para  que  se  le  entregué 
lo  que  haya  invertido  en  su  cumplimiento,  pues  lo  hi- 
zo con  motivo  de  la  donación,  y  de  que  se  le  paguen 
además,  los  intereses  corrientes  que  no  aparecieren 
compensados  con  los  frutos  naturales  y  civiles  de  las 
cosas  donadas.  En  cuanto  á  este  reintegro,  no  goza  el 
donante  del  beneficio  de  competencia  (fr.  última  art. 
130  Dec.  N.  o  272.). 

724.— Si  la  donación  hubiere  sido  remuneratoria,  el 
donatario  que  sufriere  evicción  de  la  cosa  donada,  ten- 
drá derecho  de  exigir  el  pago  de  los  servicios  que  el 
donante  se  propuso  remunerarle  con  ella,  en  cuanto 
aparecieren  no  haberse  compensado  con  los  frutos  (fr. 
"2.  ^  art.  145  Dec.  N.  ©  272.). 


IX. 


725. — La  donación  debidamente  hecha  y  aceptada, 
no  puede  revocarse  por  la  simple  voluntad  del  donan- 
te, porque  se  la  dejaría  sujeta  completamente  á  su  ca- 
pricho; pero  siendo  una  liberalidad  á  favor  del  dona- 
tario, se  concede  á  aquel  el  derecho  de  hacer  esa  revo- 
cación cuando  el  agraciado  incurre  en  actos  de  grave 
ingratitud,  respecto  de  los  cuales  no  es  sino  muy  jus- 
to castigo  (731  C). 

726. — Como  no  puede  quedar  tampoco  á  la  sola  ca- 
lificación del  donante  cuáles  sean  esos  actos  señalados 
de  ingratitud,  la  ley  los  detalla  y  son  los  siguientes: 

1.  ^  Atentar  contra  la  vida  del  donante  ó  presentar 
<íontra  él  acusación  ó  denuncia  de  algún  delito 
(1.  ^  732  C). 
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2.  ^  Causarle  maliciosamente  una  pérdida   en  sus:; 
bienes,  de  más  de  la  tercera  parte  (2.  ^  732  C.)- 

3.  ^  Seducir  á  su  mujer,  luja  ó  nieta  (3.  ^  732  C). 

4.  ^  Infamarle  ó  injuriarle  gravemente,  ó  infamar  ó 
injuriar  á  sus  padres,  cónyuges  ó  hijos   (4.  ^  732  C). 

727. — Fuera  de  estas  causas  no  serán  admisibles 
otras,  porqae  están  fijadas  limitativamente,  y  porque 
de  lo  contrario  podría  extenderse  indefinidamente  su 
número.  Y  si  el  donatario  hubiere  causado  voluntaria- 
mente Ja  muerte  del  donante,  no  hay  necesidad  de  re- 
vocación, que  muchas  veces  ni  serla  posible  hacerla, 
sino  que  por  el  mismo  hecho,  se  anula  la  donación 
(739  C),  pues  tal  es  la  presunción  natural  de  la  volun- 
tad del  donante;  y  además,  sería  hasta  inmoral  que 
subsistiera  la  donación  después  del  crimen. 

728  — La  facultad  que  tiene  el  donante  de  revocar 
la  donación  cuando  existe  causa  legal,  no  es  renun- 
ciable  (733  C),  y  esto  sin  duda  por  el  temor  de  que  la 
seguridad  de  su  subsistencia  en  todo  caso,  pudiera  in- 
citar al  donatario  á  esos  actos  de  ingratitud.  Pero  eí 
que  no  sea  renunciable  de  antemano  la  facultad,  no- 
significa  que  el  donante  esté  obligado  á  usar  siempre 
de  ella,  sino  que  depende  de  él  ejercitarla  ó  no  respecto 
de  los  actos   ya  consumados. 

729. — La  facultad  de  revocar  la  donación  por  ingra- 
titud es  personal  del  donante,  y  solo  puede  hacerse 
uso  de  ella  durante  un  año,  contado  desde  que  ocurrió,, 
ó  pudo  ser  sabido  por  el  donante,  el  caso  de  ingrati- 
tud que  la  motiva  (734  C);  y  transcurrido  ese  término,. 
se  presume  perdonado,  ya  que  ha  habido  tiempo  su- 
ficiente para  revocarla.  Y  no  basta  que  se  haga  la  revo- 
cación en  tiempo  sino  que  es  preciso  notificarla  al  do- 
natario ó  á  sus  herederos,  si  aquel  hubiere  muerto», 
después  de  hecha  aquella,  dentro  de  sesenta  días, 
después    de   verificada   (735  C);   con  el  fin    de  que- 
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en  tienrpo  puedan,  si  se  quiere,  contradecir  los  motivos 
en  que  se  funde.  El  donatario  ó  sus  herederos,  tienen, 
en  efecto,  el  derecho  de  contradecir  las  causas  de  la 
revocación,  j^ara  que  judicialmente  se  decida  sobre  el 
mérito  de  ellas,  en  debate  provocado  por  ellos  6  por 
el  donante  (736  C);  y  si  dejaren  pasar  ese  término  sin 
contradecirlas,  sé  tendrá  por  consumada  la  revocación 
(737  C.)  ó  prescrito  el  derecho  de  oponerse  á  ella, 
de  suerte  que  no  podrán  ya  ser  oídos  en  juicio.  Mas 
la  facultad  de  revocar  no  corresponde  á  los  herederos 
del  donante,  ya  porque  es  odiosa,  ya  principalmente 
porque  la  presunción  se  inclina  á  que  no  habiendo  he- 
cho uso  de  ella  el  donante,  remitió  la  ofensa  ó  tuvo 
motivos  justos  para  callar  (734.  C).  Podrán,  con  todo, 
continuar  los  herederos  la  acción  judicial  que  haya  de- 
jado iniciada  el  donante;  iniciciarla  si  dejó  hecha  y 
notificada  la  revocación;  y  notificarla  si  solo  quedó 
hecha,  y  están  en  tiempo  hábil. 

730. — Cuando  la  donación  no  es  efecto  de  mera  li- 
beralidad, no  hay  el  mismo  motivo  para  atribuir  igua- 
les efectos  á  la  ingratitud  del  donatario,  y  asi  las  do- 
naciones que  tienen  por  objeto  el  matrimonio,  las  re- 
muneratorias y  todas  las  que  se  hacen  á  titulo  oneroso, 
no  son  rescindibles  ó  revocables  por  causa  de  ingratitud 
(738  C);  y  esto  tiene  aplicación  respecto  de  las  remu- 
neratorias, aun  cuando  excedan  del  valor  de  los  servi- 
cios renum  erados  (  fr.  1.  ^  art.  145  Dec.  N.  ^  272), 
pues  no  puede  pedirse  exactitud  matemática  para  su 
compensación. 

731.-  -También  es  resoluble  la  donación  entre  vivos, 
yjor  no  cumplir  el  donatario  las  condiciones  ó  pactos 
que  otorgó  al  aceptar  la  donación  (1457  C),  y  cuando 
con  posterioridad  á  ella  han  nacido  al  donante  uno  ó 
más  hijos,  y  se  expresó  esa  condición  resolutoria  en  la 
escritura  de  donación  (147  Dec.    N.  ^  272).    Es  indis- 
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pen sable  pues,  que  se  haya  hecho  constar  tal  condi- 
ción, y  esto  para  dar  seguridad  á  la  propiedad  y  ga- 
rantía á  terceros,  de  modo  que  puedan  saber  las  even- 
tualidades á  que  está  sujeto  el  derecho  de  los  que  con 
ellos  contrataron.  Expresado  solo  ese  caso,  no  estaría 
comprendido  el  de  legitimación  posterior  de  hijos 
naturales  que  ya  existían;  y  si  resultara  vivo  el  hijo 
que  el  donante  creía  muerto,  pero  sin  haberse  expre- 
sado nada  en  la  escritura,  no  se  revocaría  la  donación; 
aunque  sí  tendría  el  donante,  en  su  caso,  por  lo  que 
toca  á  alimentos,  las  obligaciones  que  arriba  se  ha  di- 
cho que  pueden  reclamarse  de  él. 

732. --Cuando  lo  donado  se  recobra  del  mismo  do- 
natario, los  frutos  pertenecen  al  donante  desde  que  se 
notifique  la  revocación,  si  es  por  ingratitud;  y  desde 
que  se  pide  en  juicio  la  devolución,  si  es  por  resolución 
causada  por  haber  sobrevenido  hijos  ó  dejado  de  cum- 
plir la  condición  (fr.  1.  ^  742  C). 

733 — ^Solo  expresada  é  inscrita  en  su  caso  esa  con- 
dición resolutoria,  producirá  efecto,  sobre  todo  contra 
terceros  poseedores  cuando  la  cosa  es  raíz.  Además,  la 
resolución  así  como  la  revocación  de  las  donaciones  por 
ingratitud,  no  da  acción  contra  terceros  poseedores, 
sean  por  título  oneroso  ó  lucrativo,  pues  para  dar  se- 
guridad á  la  propiedad  son  iguales;  ni  para  la  extin- 
ción de  las  hipotecas,  servidumbres  ú  otros  derechos 
constituidos  sobre  las  cosas  donadas,  sino  en  los  casos 
siguientes: 

1.  ^  Cuando  antes  de  las  enajenaciones  y  de  la  cons- 
titución de  los  referidos  derechos  se  ha  notificado  á 
los  terceros  interesados,  que  el  donante  ii  otra  perso- 
na en  su  representación  legítima,  se  propone  intentar 
la  acción  resolutoria  ó  revocatoria  contra  el  donatario 
(1?  149  Dec.  N9  272);  porque  entonces  no  puede  ale- 
garse ignorancia. 
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2.  ^  Cuando  la  enajenación  de  los  bienes  donados  6 
constitución  sobre  ellos  de  los  referidos  dereishos  se 
hizo  después  de  anotada  la  demanda  (29  149  id.),  pues 
^se  es  uno  de  los  efectos  de  la  anotación. 

734. — Mas  aun  cuando  no  haya  acción  contra  el  ter- 
cer poseedor,  siempre  la  hay  personal  contra  el  dona- 
tario para  exigirle  el  precio  de  las  cosas  enajenadas, 
según  el  valor  que  hayan  tenido  al  tiempo  de  la  enaje- 
nación (fr.  últ.  id.).  Cuando  la  cosa  se  reclama  de  tercer 
poseedor,  éste  tiene  que  responder  también  de  los  fru- 
tos, pero  únicamente  desde  que  es  demandado,  como 
que  es  poseedor  de  buena  fe  (fr.  fin.  742  C). 


X. 


735. — Entre  el  donante  y  el  donatario  causa  la  dona- 
ción los  siguientes  efectos  civiles:  1.  *^  Es  motivo  legal 
de  recusación  haber  recibido  el  Juez,  su  esposa,  padres 
ó  hijos,  donación  de  alguna  de  las  partes  (art.  66,  in- 
cisos 89  y  99  del  Cod.  de  pr.  civ.);  2.  ^  el  donante  y 
donatario  no  pueden  recíprocamente  ser  testigos  en 
los  juicios  en  que  uno  de  ellos  esté  interesado  (inciso 
109  art.  790  id.);  3.  '^  Los  expertos  pueden  ser  tacha- 
dos si  han  recibido  donación  de  alguna  de  las  partes 
(217  id.). 

PÁRRAFO  SEGUNDO. 


736.— Se  ha  dicho  ya  en  qué  consiste  la  donación 
por  causa  de  muerte.  La  condición  de  que  ocurra  ésta 
para  que  exista,  puede  expresarse  en  sentido  suspen- 
sivo ó  resolutorio:  suspensivo,  si  se  da  para  el  caso 
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que  ocurra  la  muerte,  como  te  doy  tal  cosa  si  muero  en 
esta  epidemia.  Resolutorio,  si  se  hace  desde  luego  la 
donación,  pero  con  la  condición  de  resolverse  si  acaba 
el  peligro  de  vida  en  que  está  el  donante,  v.  g.,  te  en- 
trego en  donación  mi  casa,  pero  me  la  devolverás  sino 
muero  en  esta  epidemia.  En  el  primer  caso,  nada  pue- 
de pedirse  hasta  que  la  condición  se  cumpla;  en  el  se- 
gundo, puede  exigirse  inmediatamente  lo  donado, 
con  sola  la  restricción  de  restituirlo  si  no  se  realiza  la 
condición. 

737. —Las diferencias  principales  entre  las  donacio- 
nes entre  vivos  y  las  por  causa  de  muerte  son  las  que 
siguen: 

1.  '^.  En  cuanto  á  la  capacidad  de  donar,  pues  es 
más  extensa  la  de  hacerlo  por  causa  de  muerte  como 
que  pueden  ser  donantes  todos  los  que  jjueden  testar 
(744.  C),  aunque  no  ténganla  libre  administración  de 
sus  bienes,  como  los  mayores  de  catorce  años  aunque 
sean  menores  de  veintiuno,  la  mujer  casada  sin  necesi- 
dad de  licencia  del  marido. 

2.  *^  En  cuanto  á  la  capacidad  del  donatario.  La  do- 
nación mortis  causa  solo  puede  hacerse  á  quien  sea  ca- 
paz de  heredar  (744  C).  Basta  estar  concebido  al  tiem- 
po del  fallecimiento  del  donante,  con  tal  que  el  dona- 
tario nazca  con  las  condiciones  expresadas  respecto  del 
donatario  entre  vivos  (146  Dec.  N.  ^  272.) 

3.  =^  En  cuanto  á  las  cosas  que  se  donan.  En  las  que 
son  por  causa  de  muerte,  puede  donarse  todo  lo  que  se 
puede  legar  (fr.  2,=^  744  C),  de  modo  que  se  puede 
donar  cosas  futuras,  que  no  pueden,  como  se  ha  visto, 
ser  materia  de  donación  entre  vivos. 

4.  =^  En  cuanto  á  las  formalidades.  Las  que  son  por 
causa  de  muerte  se  constituyen  con  las  mismas  for- 
malidades que  los  testamentos,  porque  están  sujetos  á 
las  reglas  de  los  legados   (744   C),    mientras  que   las 
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otras  pueden  hacerse,  según  se  vio  atrás,  por  escritura 
X^ública,  por  sí  ó  por  medio  de  apoderado,  y  ánn  en 
carta  (714  C). 

5.  ^  Una  y  otra  donación  pueden  ser  revocadas  por 
el  donante,  y  respecto  de  ninguna  de  las  dos  pasa  á 
los  herederos  esa  facultad;  pero  para  revocar  la  dona- 
ción entre  vivos  se  requiere  la  causa  de  ingratitud  del 
donatario,  mientras  que  la  donación  por  causa  de 
muerte  se  revoca  sin  necesidad  de  motivo  alguno,  por 
el  solo  arbitrio  del  testador,  lo  mismo  que  cual- 
quiera otra  de  las  disposiciones  testamentarias.  (744, 
745  C). 

738. — Si  la  donación  hecha  en  testamento  es  de  un 
crédito,  se  entiende  revocada  en  todo  ó  en  parte,  si  el 
testador  cobra  ó  recibe  en  pago  el  todo  ó  parte  de  la 
cantidad  que  se  le  debía  (941  C). 


TITULO  VIGÉSIMO  PRIMERO. 


DEL    MUTUO. 


739. — Mutuo  ó  préstamo  de  consumo,  es  un  contra- 
to real  por  el  que  una  jper  nona  entrega  á  otra^  cierta 
cantidad  de  cosas  fungihles^  quedando  obligada  la 
que  las  recibe  á  devolver  otro  tanto  de  la  misma  espe- 
cie y  calidad  (1902  C).  Este  es  el  mutuo  propiamen- 
te dicho;  pero  se  comprende  también  bajo  este  nombre 
el  préstamo  de  dinero  á  interés,  mediante  el  cual  el 
que  recibe  una  suma  se  obliga  á  do  volverla  dentro  de 
cierto  tiempo  con  una  cantidad  adicional  que  se  lla- 
ma interés,  por  el  uso  que  ha  hecho  de  ella. 
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740.  —Es  real  el  contrato  porque  los  derechos  y  obli- 
gaciones que  de  él  resultan  requieren  indispensable- 
mente la  entrega  de  la  cosa;  el  que  la  dá  se  llama  mu- 
tuante; y  el  que  la  recibe,  mutuatario.  Es  unilateral, 
porque  veriticada  la  entrega,  solo  el  mutuatario  queda 
obligado  al  mutuante:  debe  recaer  sobre  cosas  fungi- 
bles  porque  las  de  esta  especie  que  prestan  alguna 
utilidad,  son  las  que  forman  exclusivamente  lámate - 
ria  del  contrato  (1903  C),  lo  cual  lo  separa  del  prés- 
tamo de  uso.  La  obligación  es  de  devolver  no  precisa- 
mente lo  recibido,  sino  otro  tanto  de  la  misma  especie 
y  calidad  por  que  las  cosas  fungibles  no  pueden  usar- 
se sin  que  se  consuman;  y^^sa  obligación  de  devolver, 
separa  el  mutuo  de  la  donación  de  esas  mismas  cosas, 
en  la  que  ya  el  donatario  no  queda  sujeto  á  ninguna 
obligación  de  restituir.  Consecuencia  de  que  el  con- 
trato se  perfecciona  con  la  entrega  de  la  cosa  es  que 
cuando  solo  hay  promesa  de  mutuo,  el  aumento,  me- 
noscabo, ó  pérdida  de  la  cosa  ofrecida,  mientras  no  se 
eutrega,  pertenece  al  mutuante,  porque  éste  se  conser- 
va dueño  de  ella  (1908  C).  Y  consecuencia  de  que 
la  entrega  perfecciona  el  contrato  es  que  el  que  reci- 
be algo  en  mutuo,  es  dueño  de  la  cosa  prestada  desde 
que  se  le  entrega,  y  le  corresponden  por  tanto,  las 
mejoras,  deterioro  ó  destrucción  que  sobrevengan  des- 
pués (1907  C).  La  obligación  de  restituir  que  tiene, 
es  obligación  puramente  personal  que  como  tal  no  se 
opone  al  derecho  de  dominio  que  adquirió. 

741.— En  esta  materia  debe  examinarse:  1.  ^  quiénes 
pueden  celebrar  el  contrato  2.  ^  cuáles  son  las  obliga- 
ciones del  mutuante:  3.^  cuáles  son  las  del  mutua- 
rio: y4.  ^  el  préstamo  á  interés. 
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742.— Siguiendo  la  regla  general  establecida  en  ma- 
teria de  contratos  (234  Dec.  de  Ref .  N.  <^  272),  el  mu- 
tuo de  cantidad  que  exceda  de  quinientos  pesos,  debe 
constar  por  escritura  pública  ó  documento  privado; 
y  esto  aun  cuando  no  se  estipule  el  pago  de  intereses,  de 
suerte  que  esta  condición  debía  suprimirse  del  artículo 
que  la  exigía  (1924  C),  y  así  se  hizo  en  efecto  por  el  281 
del  Dec  de  Ref.  N.  ^  272,  porque  de  otro  modo  resul- 
taba una  discordancia,  la  cual  procedía  de  que  el  ar- 
tículo de  donde  se  tomó  la  disposición  del  Código  se 
refería  al  préstamo  que  excediera  de  doscientos  pesos, 
y  en  el  cual  se  hubiera  estipulado  interés. 

743. — Siguiendo  la  misma  regla  general  establecida 
en  materia  de  contratos,  se  requiere  en  las  personas, 
P9.ra  que  contraigan  válidamente  el  de  mutuo,  que 
ténganla  capacidad  de  disponer  libremente  de  sus  bie- 
nes (1904  C),  Así  pues,  no  habrá  acción  civil,  porque 
tampoco  hubo  contrato  válido,  para  demandar  el  pago 
de  lo  que  se  debe  en  mutuo  á  una  persona  incapaz  de 
hacer  este  contrato  (1905  C),  como  el  menor,  la 
mujer  casada,  el  incapacitado  &.  Mas  si  por  el  con- 
trario, el  que  dio  á  mutuo  es  el  incapacitado  y  el  que 
recibió  es  capaz,  la  nulidad  ó  rescisión  del  contrato  no 
lo  eximirá  de  la  obligación  de  restituir  la  cosa,  aten- 
diendo á  lo  establecido  para  el  depósito  (1952  C). 

741.  —Los  tutores,  guardadores  y  administradores 
no  pueden  dar  ni  recibir  á  mutuo,  en  representación 
de  las  personas  cuyos  bienes  administran,  si  no  es  ob- 
servando las  formalidades  que  prescribe  la  ley  para 
transigir  (1906  C).  Esta  disposición  requiere  algunas 
explicaciones.  Si  se  trata  de  recibir  á  mutuo,    el  tutor 
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no  puede  sin  autorización  judicial  recibir  dinero  pres- 
tado en  cantidad  que  exceda  de  trescientos  pesos,  ya 
sea  que  se  constituya  ó  no  hipoteca  en  el  contrato  (383 
C),  mas  como  para  la  transacción  sobre  bienes  de  me- 
nores ó  incapacitados  se  exige  siempre  la  aprobación 
del  Juez  oyendo  el  dictamen  de  dos  expertos  (1843  C), 
parece  más  seguro,  especialmente  si  hay  estipulación 
de  pagar  intereses,  solicitar  en  todo  caso  autorización 
judicial,  á  menos  que  se  trate  de  cantidades  insigni- 
ficantes. Si  el  asunto  no  es  de  tomar  sino  de  dar  á 
mutuo,  y  se  trata  del  mutuo  gratuito,  pocos  ó  ningu- 
nos casos  se  presentarán  en  que  pueda  celebrarse,  por 
que  no  podrá  haber  utilidad  ó  necesidad  por  una  par- 
te; y  por  otra,  la  ley  señala  á  los  tutores  la  obligación 
de  imponer  cualquier  sobrante  de  los  haberes  del  me- 
nor dentro  de  treinta  días  contados  desde  que  se  reú- 
nan trescientos  pesos  (371  C);  y  establece  que  al  ren- 
dir cuentas  no  es  una  excusa  admisible  para  no  impu- 
tar intereses,  la  manifestación  que  haga  el  tutor  de  no 
haber  encontrado  cómo  imponer  el  dinero  (372  C). 
Por  consiguiente,  la  regla  general  será  que  los 
tutores  no  pueden  dar  á  mutuo,  sino  á  préstamo  con 
interés. 


11. 


745. — El  mutuante  está  obligado  á  dar  aviso  al  mu- 
tuatario de  los  defectos  ocultos  de  la  cosa  que  le  en- 
trega; y  si  conociéndolos  no  lo  hiciere,  es  responsable 
de  todos  los  daños  y  perjuicios.  Pero  no  se  reputarán 
vicios  ocultos  los  que  el  mutuatario  ha  podido  cono- 
cer por  si  mismo  en  la  cosa  (1909  C).  La  razón  es  por- 
que su  intención  ha  sido  la  de  engañar  al  mutuatario 
y  es  natural  que  su  mala  fe  importe  la  responsabilidad 
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de  daños  y  x:)erjuicios.  Si  el  mutuante  ignoraba  los  vi- 
cios ocultos  de  la  cosa  prestada,  solo  estará  obligado 
á  sufrir  la  reducción  proporcional  de  su  valor  (1910  C), 
porque  entonces  naciendo  el  demérito  del  estado  de 
los  mismos  objetos  j)restados,  lo  único  que  se  ha  pres- 
tado en  realidad  es  lo  que  vale  verdaderamente  la  cosa, 
tomado  en  cuenta  el  defecto  que  tiene. 

746.— El  mutuante  está  obligado  también  a  no  pedir 
la  cosa  que  ha  dado  en  mutuo  antes  del  vencimiento 
del  plazo  convencional  ó  legal  (1911  C),  porque  de  lo 
contrario,  lejos  de  hacerse  un  servicio,  se  pondría  al 
mutuatario  en  una  difícil  posición,  ya  que  la  restitución 
inmediata  de  la  cosa  es  muy  difícil  en  este  contrato  en 
que  por  su  naturaleza  aquella  se  consume  y  no  se  con- 
serva en  poder  del  mutuatario.  Mas  como  eso  ha  de 
tener  un  justo  y  prudente  límite,  el  acreedor  puede 
pedir  la  devolución  antes  del  plazo,  cuando  el  deudor 
malversa  sus  bienes  y  no  otorga  íianza  que  asegure  que 
se  verificará  oportunamente  el  pago. 


III. 


747.— El  mutuatario  está  obligado  á  pagarla  deuda 
que  contrajo  en  el  mutuo,  luego  que  esté  vencido  el 
plazo  respectivo  (1915  C).  El  plazo  ó  término  en  el 
mutuo  puede  ser  convencional,  legal  y  judicial.  Con- 
vencional es  el  que  fijan  las  partes  contratantes:  legal, 
es  el  que  fija  la  ley  en  falta  del  convencional,  y  es  el 
de  seis  meses  (1913  C).  Judicial  es  el  que  fija  el  juez, 
según  las  circunstancias  del  deudor,  cuando  no  solo 
no  se  designó  ningún  plazo  en  el  contrato,  sino  que 
se  estipuló  que  el  mutuatario  pagaría  cuando  tuviese 
medios  de  hacerlo  (1914  C);  y  su  establecimiento  tie- 
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ne  por  objeto  impedir  que  el  mutuatario,  á  favor 
de  esa  cláusula,  resistiera  siempre  el  pago  de  la- 
deuda. 

748. — La  obligación  de  pagar  comprende  la  de  hacer- 
lo en  el  lugar  convenido  (1916  C).  Si  no  se  designó  el^ 
lugar,  se  entiende  que  es  el  del   contrato   (fr.    2.  "^^ 
1917  C). 

749. — Comprende  también  la  de  devolver  especies 
en  la  misma  cantidad  y  de  la  misma  calidad  que  las 
recibidas  (1916  C).  Si  no  puede  pagar  en  la  misma 
cantidad  ó  calidad,  deberá  satisfacer  el  valor  que  ten- 
ga la  cosa  en  el  tiempo  y  plazo  señalados  para  el 
pago  (1917  C),  pues  ese  valor  sería  el  que  el  acreedor 
hubiera  percibido  si,  cumpliéndose  con  el  contrato,  hu- 
biese él  enajenado  inmediatamente  las  cosas  que  se  le 
entregaban. 

750. — Mas  si  estas  fueron  apreciadas  al  tiempo  del 
mutuo,  la  obligación  del  deudor  será  satisfacer  el  valor 
que  se  les  dio,  aunque  valgan  más  ó  menos  al  tiempo 
del  pago  (1918  C),  porque  entonces  está  manifiesto 
que  la  voluntad  de  los  interesados  al  fijar  ese  valor, 
fué  la  de  sujetarse  á  él  al  hacer  la  devolución. 

751. — Cuando  se  prestan  monedas  de  oro  ó  de  plata,  ú 
otras  específicamente  determinadas,  con  la  obligación 
de  que  se  pagará  en  la  misma  especie  y  calidad;  si  ha 
habido  alteración  en  el  valor  que  en  el  cambio  tenían 
estas  monedas,  ó  no  circulan  ya,  el  mutuatario  estaba 
obligado,  según  el  Código,  á  devolver  en  moneda  co- 
rriente el  mismo  valor  de  aquellas  al  tiempo  del  mu- 
tuo. Y  si  no  se  expresó  en  el  contrato  que  el  pago  de- 
bería hacerse  en  la  misma  clase  de  moneda,  cumplía 
el  mutuatario  con  satisfacer  en  la  que  estuviera  circu- 
lando en  el  lugar  en  donde  debía  pagarse  (1919  C). 
Así,  si  se  habían  prestado,  por  ejemplo,  cien  libras  es- 
terlinas que  corrían  á  razón  de  cinco  pesos  cada  una. 
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al  tiempo  de  hacerse  el  préstamo  y  tenían  al  tiempo 
de  la  devolución  un  valor  legal  de  cinco  pesos  y  me- 
dio, el  mutuatario  no  estaría  obligado  á  devolver  cien 
libras,  porque  cien  libras  recibió,  sino  solamente  una 
suma  de  quinientos  pesos  porque  el  valor  que  represen- 
tan es  el  que  constituye  la  materia  del  préstamo.  En 
vez  de  esta  disposición  así  contenida,  se  adoptó  en  la 
reforma  (278  Dec.  N.  ^  272)  otra  más  clara  y  conve- 
niente, la  del  Código  de  Comercio  que  establece  (art. 
380)  que  en  los  préstamos  hechos  en  dinero  por  una 
cantidad  determinada,  cumple  el  deudor  con  devolver 
igual  cantidad  numérica  con  arreglo  al  valor  que  ten- 
ga la  moneda  cuando  se  haga  la  devolución;  pero  que 
si  el  préstamo  se  hubiere  contraído  sobre  monedas  es- 
pecíficamente determinadas,  con  la  condición  de  devol- 
verlas en  otras  de  la  misma  especie,  se  cumplirá  así  por 
el  deudor,  aun  cuando  sobrevenga  alteración  en  el  va- 
lor nominal  de  las  monedas  que  recibió. 

752. — Antes  se  ha  dicho  ya  que  el  deudor  debe  pa- 
gar en  el  plazo  convenido,  y  que  antes  de  él,  no  tiene 
derecho  el  acreedor  i)ara  exigir  el  pago.  Acerca  de  si 
el  deudor  puede  pagar  lo  recibido  en  mutuo  antes  del 
tiempo  convenido  con  el  mutuante,  la  decisión  del 
Código  era  afirmativa,  excepto  que  hubiera  pacto  en 
contrario.  Esta  decisión  debía  sin  embargo,  limitarse 
al  mutuo  gratuito,  y  para  el  caso  de  que  no  se  siguie- 
ra ningún  perjuicio  al  acreedor,  pero  no  podía  extenv 
derse  al  préstamo  á  interés,  que  indebidamente  se  ha 
confundido  con  el  préstamo  gratuito,  á  no  ser  que  con- 
viniera el  acreedor,  ó  que  se  le  abonaran  todos  los  in- 
tereses que  se  devengarían  hasta  el  vencimiento  del 
plazo,  porque  el  acreedor  cuenta,  en  virtud  del  negocio, 
con  que  su  dinero  estará  colocado  á  interés  durante 
todo  ese  tiempo.  En  conformidad  con  esto  se  encuen- 
tra en  otra  parte  la  disposición  que  establece  que  si  el 
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deudor  princij)al  quiere  pagar  la  deuda  antes  del  pla- 
zo, pero  sin  mengua  de  los  intereses  que  corresponden 
hasta  el  vencimiento,  y  el  acreedor  lo  rehusa,  se  de- 
posita la  cantidad  quedando  el  fiador  eximido  de  toda 
la  obligación  (2248  C).  Está  también  la  que  exige  pa- 
ra la  consignación,  que  se  haga  concurriendo  las  con- 
diciones requeridas  en  cuanto  al  tiempo  para  hacer 
válidamente  pago  (2352  C).  En  esa  virtud,  y  para  no 
dar  lugar  á  dudas,  se  modifico  el  Código  por  el  artícu- 
lo 277  del  Dec.  de  Ref.  'N.  ^  272  en  que  se  declara  que 
el  deudor  puede  pagar  antes  del  plazo,  pero  sin  men- 
gua de  los  intereses  que  le  corresponden  hasta  el  ven- 
cimiento, salvo  pacto  en  contra. 


IV. 


753. — Se  ha  indicado  ya  que  no  deben  confundirse 
el  mutuo  y  el  préstamo  á  interés;  y  que  esta  confu- 
sión que  hacen  nuestras  leyes  puede  dar  lugar  á  difi- 
cultades. El  préstamo  es  el  género  y  consiste  en  en- 
tregar á  otro  alguna  cosa  para  que  se  sirva  de  ella  por 
cierto  tiempo  y  la  devuelva  después.  Puede  recaer  so- 
bre cosas  f ungibles  y  sobre  cosas  no  fungibles.  Este 
último  se  llama  comodato  ó  préstamo  de  uso;  y  el 
X)rimero,  préstamo  de  consumo  que  á  su  vez,  puede 
ser  gratuito  ó  á  interés.  El  gratuito  es  el  que  constitu- 
ye el  mutuo,  y  el  otro  es  propiamente  el  x)réstamo  á  in- 
terés. Este  se  rige  generalmente  por  las  disposiciones 
del  mutuo;  pero  hay  algunas  que  le  son  exclusivamen- 
te propias  y  de  las  cuales  va  tratarse. 

754. — ínteres  se  llama  la  cantidad  que  el  acreedor 
percibe  además  del  capital,  de  aquel  á  quien  ha  pres- 
tado una  suma  de  dinero,  por  el  derecho  dado  á  éste 
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para  usar  de  ella J^ El  interés  puede  ser  legal  y  conven- 
cional. Convencional  es  el  que  pactan  las  partes  intere- 
sadas, las  cuales  están  en  libertad  para  fijar  cualquier 
tipo.  Legal  es  el  que  fija  la  ley  para  los  casos  en  que 
debiendo  pagarse  no  hay  estipulación  de  los  interesa- 
dos y  es  hoy  el  doce  por  ciento  al  año  (241-280 
Dec.    de  Ref.  N.  ©   272). 

755. — En  el  préstamo  de  dinero,  no  se  deben  intere- 
ses sino  en  el  caso  de  estar  pactados  (1921  C):  de  otro 
modo  se  entiende  que  el  préstamo  es  gratuito,  de 
suerte  que  pagando  el  ¡deudor  en  el  plazo  convenido, 
no  puede  exigirsele  interés.  Mas  si  el  deudor  es  moro- 
so, y  no  se  ha  estipulado  el  interés  que  deba  pagar  en 
ese  caso,  es  responsable  del  interés  legal,  el  cual  co- 
rrerá contra  él,  desde  que  sea  citado  en  juicio  por  la 
demanda  del  acreedor  hasta  que  verifique  el  pago 
(1922  C). 

756. — Acerca  de  la  capitalización  de  los  intereses 
establecía  el  Código  que  no  podía  hacerse  sino  des- 
pués de  dos  años  de  atraso;  y  entonces,  por  medio  de 
un  convenio  que  constara  por  escrito.  Esta  prohibi- 
ción se  podía  burlar  fácilmente  estipulando  que  al  fin 
de  cada  año  que  pasara  sin  verificarse  el  pago,  el  inte- 
rés sería  mayor,  á  saber,  uno  que  diera  para  el  acree- 
dor el  mismo  resultado, '^de  suerte  que  la  intervención 
de  la  ley,  contraria  á*los  principios  económicos;  queda- 
ba frustrada  con  facilidad;  y  era  indisi^ensable  por  lo 
mismo  dejarlo  todo  al  libre  convenio.  Así  pues,  en 
el  punto  de  que  se  trata  ¡^había  que  quitar  la  prohibi- 
ción para  capitalizar;  y  así  se  hizo  por  el  artículo  282 
del  Dec.  citado  de  Eef.  que  establece  que  es  libre  la 
capitalización  de  intereses. 

757. — La  misma  tendencia  que  la  disposición  men- 
cionada del  Código,  tenía  la  que  prohibía  que  se  pu- 
diera prestar  una  cantidad  de  dinero  en  mercaderías, 
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y  declaraba  nula  la  obligación  que  se  contrajera  en  es- 
te falso  mutuo.  Ese  pacto  que  es  el  que  se  llamaba 
pacto^  de  mohatra^  estaba  prohibido  en  las  antiguas 
leyes  españolas  para  evitar  las  crecidas  usuras  que 
hacían  los  comerciantes  á  personas  necesitadas  á  quie- 
nes entregaban,  por  vía  de  préstamo,  una  suma  en  di- 
nero, y  el  resto  en  géneros  de  mala  calidad.  Esa  pro- 
hibición que  guardaba  consecuencia  con  la  ley  que 
establecía  la  tasa  para  el  interés  del  dinero,  era  hoy  del 
todo  insostenible,  porque  el  pacto  de  intereses  es  libre 
j  porque  no  se  admite  reclamación  por  lesión  en  nin- 
gún contrato;  así  es  que  ha  desaparecido  ya  por  el  ar- 
tículo 279  del  Decreto  tantas  veces  citado. 

758. — Para  concluir,  debe  advertirse  que  tratando 
del  mutuo,  consignaba  el  Código  un  artículo  que  de- 
cía: "si  la  excepción  se  opone  después  de  los  seis  me- 
ses, tendrá  el  que  la  presenta  obligación  de  compro- 
barla" (1926  C).  Trunca  esta  disposición  porque  no 
tenía  antecedente  al  cual  se  refiriera,  era  incompren- 
sible. El  original  de  donde  se  tomó  dice  que  el  mutua- 
tario que  haya  firmado  documento  de  obligación,  no 
puede  negarse  á  pagar  alegando  que  dejó  de  entregár- 
sele el  dinero.  Y  con  ese  antecedente,  sí  se  compren- 
dería el  sentido  del  artículo  cuyo  propósito  sin  duda 
era  establecer  el  contrato  literal  declarando  que  antes 
de  los  seis  meses,  el  mutuante  tenía  obligación  de  pro- 
bar la  entrega;  y  que  pasados  los  seis  meses,  era  el 
mutuatario  quien  debía  justificar  que  no  se  había  he- 
cho; pero  de  todos  modos,  parecía  lo  más  conveniente 
suprimir  esa  disposición  y  así  se  verificó  en  efecto  en 
^1  Dec.  de  Ref.  (283). 


327 


TITULO  VIGÉSIMO  SEGUNDO. 


DEL  COMODATO  O   PRÉSTxVMO   DE  USO. 


759. — Comodato  es  un  contrato  real  por  él  qne  una 
.persona  entrega  á  otra  gratuitamente  alguna  cosa 
no  fungible  para  que  se  sirva  de  ella  y  la  devuelva 
concluido  el  tiempo  ó  uso  para  que  se  concedió 
(1927  C).  Es  contrato  real,  porque  los  derechos  y  obli- 
gaciones propios  de  su  naturaleza  no  resultan  sino 
mediante  la  entrega  de  la  cosa.  Es  gratuito,  y  esto 
constituye  su  principal  diferencia  con  el  arrendamien- 
to, que  también  confiere  el  uso  de  cosas  no  fungibles, 
pero  mediante  cierto  precio  ó  retribución.  Recae  for- 
zosamente sobre  cosas  no  fungibles,  sean  raíces  ó 
muebles,  aunque  lo  común  es  que  tenga  lugar  en  los 
muebles  (1928  C);  y  esto  lo  distingue  del  mutuo  ó 
préstamo  de  consumo,  cuya  materia  son  precisamente 
las  cosas  fungibles.  Confiere  nada  más  que  el  uso  ó 
sea  el  derecho  de  servirse  de  la  cosa  por  cierto  tiempo 
ó  para  cierto  fin,  porque  el  prestador  conserva  la  pro- 
piedad de  la  cosa  que  presta  (1980  C),  lo  cual  lo  dis- 
tingue del  mutuo,  en  el  cual  el  mutuatario  se  hace 
dueño  de  la  cosa  prestada  (1907  C),  y  de  la  donación 
en  la  cual  el  donante  transmite  la  propiedad  de  la  cosa 
donada  (698  C).  Consecuencia  de  no  transmitirse  más 
que  el  uso  de  la  cosa,  es  que  corresponden  al  como- 
dante los  aumentos,  menoscabos  ó  pérdidas  de  ella, 
á  no  ser  que  haya  culpa  de  parte  del  comodatario,  ó 
»que  haya  mediado  pacto  en  virtud  del  cual  se  obligue 
•é^te  á  satisfacer  todo  perjuicio  (193 L  C). 
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760. — Debe  devolverse  la  misma  cosa  dada  en  como- 
dato concluido  el  tiempo  ó  el  uso  para  que  se  prestó^ 
y  esto  lo  diferencia  del  mutuo  en  el  cual  no  hay  que 
devolver  las  mismas  cosas  fungibles  prestadas,  sino 
otro  tanto  de  la  misma  especie  y  calidad  (1902  C).  Va 
á  examinarse  respecto  de  este  contrato:  1.  ^  quiénes 
pueden  celebrarlo:  2.  ^  cuáles  son  las  obligaciones  del 
comodante^  nombre  que  se  da  al  que  presta  la  cosa: 
8.  ^  cuáles  son  las  obligaciones  del  comodatario^  que 
es  el  que  recibe  la  cosa  i3restada. 


761. — Pueden  celebrar  este  contrato  los  que  tienen 
la  libre  disposición  de  sus  bienes  (1929  C),  es  decir, 
que  no  podrán  hacerlo  los  menores  é  incapacitados  ni 
la  mujer  casada  sin  la  autorización¡de  su  marido.  Los 
tutores  y  guardadores  que  contratan  por  los  menores 
ó  incapacitados  podrán  en  nombre  de  ellos,  recibir 
pero  no  dar  en  comodato,  tanto  porque  esa  disposi- 
ción de  la  cosa  es  más  que  los'actos  de  administración 
que  pueden  ejecutar,  cuanto  x)orque  en  la  administra- 
ción deben  buscar  siempre  la  utilidad  del  menor  y  en 
el  comodato  generalmente  es  la  utilidad  para  el  como- 
datario. El  marido  sí  podrá  dar  en  comodato  bienea 
de  la  mujer  porque  tiene  más  amplitud  en  sus  dere- 
chos de  administración  y  aun  puede  enajenar.     ' 


II. 


762. — Las  obligaciones  del  que  da  alguna  cosa  en 
comodato  son  las  que  siguen: 
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1.  ^  Manifestar,  si  lo  sabe,  cualquier  vicio  oculto 
que  tenga  la  cosa  prestada  (1934  C),  en  el  concepto 
de  que  si  no  hace  esta  manifestación,  es  responsable 
de  los  daños  y  perjuicios  que  de  ello  resulten  al  co- 
modatario. La  razón  es  que,  siendo  de  la  naturaleza 
del  comodato  prestar  un  favor  al  comodatario,  no 
debe  permitirse  que  á  título  de  él  se  le  irrogue  un  per- 
juicio; pero  es  indispensable  que  el  comodatario  sepa 
los  vicios  de  la  cosa,  porque  la  misma  circunstancia 
de  ser  un  acto  de  favor  de  su  parte,  explica  que  no 
puede  ser  obligado  á  la  indemnización  del  perjuicio 
que  se  cause  por  vicios  que  él  ignora. 

2.  =^  No  pedir  lo  que  prestó, antes  del  tiempo  estipu- 
lado, porque  de  otra  suerte,  en  vez  de  prestar  un  ser- 
vicio, más  bien  causaría  un  mal  al  comodatario.  Si  no 
se  estipuló  tiempo,  no  podrá  pedir  la  devolución  de  la 
cosa  antes  de  que  haya  servido  en  el  uso  para  que  fué 
prestada  (2.  ^  1984  C),  porque  debe  suponerse  que 
el  término  natural  del  contrato,  aunque  no  se  haya 
expresado,  es  el  del  uso  para  el  que  se  concedió  la  co- 
sa. Si,  por  ejemplo,  se  ha  prestado  un  caballo  para  un 
viaje,  no  podrá  exigirse  aquel  antes  de  que  éste  haya 
concluido.  Esta  obligación  tiene  algunas  excepciones. 
Así,  si  el  comodante  necesita  con  urgencia  la  cosa 
prestada,  tiene  facultad  de  pedir  que  se^  devuelva  an- 
tes de  cumplido  el  plazo  del  contrato  ó  de  que  se  haya 
usado  de  ella  (fr.  1.  ^  1935  C),  porque  el  favor  hecho 
por  el  comodante  no  debe  llevarse  tan  lejos  que  le  oca- 
sione un  grave  mal;  y  debe  admitirse  desde  luego  que 
si  se  hubiera  podido  prever  el  accidente  que  sobrevi- 
no, no  habría  prestado  la  cosa;  pero  debe  atenderse 
á  que  esto  solo  tiene  lugar  cuando  sobreviene  la  ur- 
gencia imprevista  de  la  cosa  prestada,  porque  si  exis- 
tía ya  al  hacerse  el  contrato,  se  entiende  que  no  obs- 
tante ella,  se  quiso  favore3er  al  comodatario,  y  no  hay 
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motivo  para  desposeerlo  de  la  cosa.  Cuando  aunque 
no  haya  terminado  el  plazo,  el  préstamo  se  hizo  solo 
para  cierto  uso,  y  este  concluyó  ó  no  puede  tener  ya 
lugar,  tendrá  también  el  comodante  derecho  de  exi- 
girla (fr.  3.  ^  1935  C),  porque  la  determinación  de 
tiempo  se  entiende  siempre  subordinada  al  uso  que  se 
expresó  que  debía  hacerse  de  la  cosa.  Si  ya  terminó 
éste  ó  no  es  posible  hacerlo,  no  tiene  el  comodatario 
derecho  para  retenerla. 

Igualmente  tendrá  derecho  el  comodante  de  exigir 
la  restitución  antes  del  término  del  contrato,  ó  de  que 
se  haga  de  la  cosa  el  uso  á  que  se  destina,  si  muere 
el  comodatario  y  el  préstamo  se  hizo  solo  en  conside- 
ración á  la  persona  de  éste,  pues  entonces  no  pasan 
á  sus  herederos  los  derechos  del  contrato  (1933  y 
1429  C).  Pero  aunque  el  préstamo  se  haya  hecho  solo 
en  consideración  al  comodatario,  no  podrá  el  como- 
dante pedir  la  devolución  de  la  cosa  si  fué  prestada 
para  un  servicio  especial  que  no  pueda  diferirse  ni 
suspenderse  (fr.  2.  '^  1935  C.)  por  el  mucho  perjuicio 
que  entonces  se  causaría. 

Por  último,  cuando  no  se  determinó  el  objeto  del 
uso  de  la  cosa  prestada  ni  su  duración,  puede  el  pres- 
tador á  su  arbitrio,  pedir,  cuando  quiera,  que  se  le  de- 
vuelva la  cosa  prestada  (1936  C).  Este  es  el  préstamo 
que  se  \\2im2i  precario,  porque  lo  es  en  realidad  el  uso 
que  el  comodatario  tiene,  sujeto  enteramente  al  arbi- 
trio del  comodante.  Para  otros  efectos,  como  para  el 
uso  de  los  interdictos  de-  adquirir  y  d.e  obra  nueva, 
se  llama  precario  el  título  que  sin  ser  traslativo  de  do- 
minio, solo  confiere  la  simple  tenencia  ó  posesión  na- 
tural de  la  cosa  en  nombre  de  otro  (1094  C.  pr.). 

3.  ^  Pagar  los  gastos  extraordinarios  y  precisos  que 
hubiere  hecho  el  comodatario  para  la  conservación  de 
Ueosa  prestada  (3. '^  1934  C).  Tales  serían   los  de  la 
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tíuración  de  una  enfermedad  que  hubiera  sobrevenido 
al  animal  prestado,  ó  los  hechos  para  su  recuperación 
-en  caso  de  pérdida  ocurrida  sin  culpa  del  comodatario. 
4.  ^  Devolver,  á  su  elección,  el  precio  ó  la  cosa  al  co- 
modatario en  caso  de  que  habiéndose  perdido  ésta,  y 
después  de  haber  obtenido  su  valor  del  comodatario, 
la  encontrase  el  mismo  comodante  (fr.  2.  =^  1944  C). 
Si  es  un  tercero  el  que  la  encuentra,  el  comodatario 
tiene  derecho  de  recobrarla  como  suya. 


III. 


763 — Las  obligaciones  del  comodatario  son  las  que 
siguen: 

1 .  ^  Velar  por  la  guarda  y  conservación  de  la  cosa 
(1*-1937  C).  La  diligencia  que  está  obligado  á  prestar 
difiere  según  los  casos:  en  todos  ellos  responde  por  el 
dolo  que  haya  cometido.  Pero  además  está  obligado  á 
la  culpa  lata,  si  el  contrato  tuvo  por  objeto  favorecer 
al  comodante  más  bien  que  al  comodatario  lo  cual 
no  es  frecuente:  á  la  culj)a  leve,  si  se  hizo  en  utilidad 
de  ambos,  lo  cual  no  es  tampoco  lo  común;  y  por  ulti- 
mo, á  la  culpa  levísima,  así  como  sucede  corrientemen- 
te, si  el  préstamo  se  hizo  solo  en  provecho  del  comoda- 
tario (1940C.).  Así  es  que  éste  responderá  respectiva- 
mente en  cada  caso  por  el  daño  ó  la  pérdida  que  resulte 
de  su  dolo,  culpa  lata,  leve  ó  levísima  (1939  C);  y  res- 
ponderá también  por  la  pérdida  ocurrida  por  caso  for- 
tuito, si  incurriendo  en  la  culpa  que  debía  prestar,  no 
la  salvó  (1941  C);  y  lo  mismo,  si  en  la  necesidad  de  per- 
der una  cosa  suya  ó  la  prestada,  prefirió  que  se  per- 
diera ésta  (fr.  2^  1941  C),  lo  cual  tiene  por  objeto  cas- 
tigar su  egoísmo.  El  primero  de  estos  casos  expresa- 
dos no  necesitaba  consignarse,  porque  si  conforme  al 
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principio  que  debe  regir  el  contrato,  el  comodatario 
no  está  obligado  á  responder  del  caso  meramente  for- 
tuito, no  puede  para  el  efecto  de  que  se  trata,  tenerse 
como  tal  el  que  sobrevino  mediando  culpa  del  como- 
datario, así  es  que  ese  caso  debiera  ser  más  x^ropia- 
mente,  como  en  el  código  francés,  el  de  que  la  cosa 
prestada  perezca  por  caso  fortuito  del  cual  hubiera  po- 
dido librarla  el  comodatario  empleando  una  cosa  suya. 
Hay  un  caso  en  que  el  comodatario  queda  obligado 
al  fortuito  aunque  no  haya  ninguna  culpa  de^  su  par- 
te y  á  menos  que  medie  pacto  expreso  que  lo  exima 
de  responsabilidad.  Tiene  lugar  cuando  fué  tasada  la 
cosa  al  prestarse  al  comodatario  (1932  C),  porque  en- 
tonces se  presume  que  la  precaución  se  tomó  para  ese 
objeto. 

2.  ^  No  hacer  de  la  cosa  más  que  el  uso  señalado 
por  su  naturaleza  ó  el  convenio  (2^  1937  C).  Si,  sin  in- 
fringir esta  obligación,  la  cosa  sufre  algún  deterioro  ó 
pérdida  que  provenga  del  simple  uso  y  sin  culpa  de 
su  parte,  no  hay  responsabilidad  del  comodatario 
(1942  C.)  porque  se  ha  ceñido  á  ejercitar  el  derecho 
que  el  contrato  le  daba,  y  es  natural  entender  que  el 
comodante  al  prestar  la  cosa,  aceptó  las  consecuencias 
que  naturalmente  debía  producir  el  uso;  pero  si  se  ha 
abusado  de  la  cosa  empleándola  en  un  objeto  distinto 
ó  en  más  desventajosas  condiciones,  el  comodatario 
tiene  que  responder  por  cualquiera  ruina  ó  menosca- 
bo enlacosa(2M937C.). 

3.  '^  Hacer  los  gastos  ordinarios  y^precisos  que  exi- 
ja la  conservación  de  la  cosa  mientras  se  sirve  de  ella 
(3^  1937  C).  Si  se  ha  prestado  un  caballo,  será  gasto 
ordinario,  por  ejemplo,  el  de  manutención,  de  herra- 
duras, &;  y  es  natural  que  el  comodatario  que]  usando 
de  la  cosa  se  aprovecha,  de  ella,  haga  los  gastos  nece- 
sarios para  que  pue  la  tener  lugar  el  uso. 
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4.  '^  Devolver  la  cosa  en  el  término  estipulado,  y  en 
falta  de  estipulación,  después  de  hecho  el  uso  que 
se  hubiere  determinado  en  el  contrato  (49  1937  C.).  Si 
el  comodatario  demora  la  devolución  de  la  cosa,  es 
responsable  de  cualquier  daño  que  ocurra  aunque  pro- 
venga de  caso  fortuito  (1938  C),  porque  entonces  ya 
retenía  la  cosa  abusivamente  y  sin  ningún  derecho. 
Si  fuere  imposible  devolver  la  cosa  prestada,  el  como- 
datario debe  devolver,  á  elección  del  comodante,  otra 
de  la  misma  especie  ó  calidad,  ó  el  valor  corresj)on- 
diente,  arreglándose  á  las  circunstancias  de  tiempo  y 
de  lugar  en  que  debía  restituirse  (1943  C).  Así  pues, 
si  en  la  época  y  lugar  de  la  restitución  tiene  mayor 
valor  la  cosa  que  debe  ser  restituida,  ese  valor  debe 
ser  entregado  al  comodante,  á  quien  corresponde  en 
virtud  del  principio  de  que  pertenecen  al  dueño  las 
acciones  que  resulten  del  beneficio  ó  aumento  que  hay 
•en  una  cosa  por  solo  el  transcurso  del  tiempo. 

Si  hubiere  tenido  el  comodatario  que  pagar  el  valor 
de  la  cosa  prestada  por  haberse  perdido,  y  después 
la  hallare,  el  comodante  no  podrá  ser  obligado  á  reci- 
birla (1944  C);  pero  tampoco  tendrá  en  ese  caso  dere- 
cho de  exigir  que  se  le  devuelva  restituyendo  el  precio 
que  entregó. 

La  obligación  que  tiene  el  comodatario  de  restituir 
oportunamente  la  cosa  es  tan  estricta  que  no  puede 
retenerla  en  seguridad  ni  en  compensación  de  lo  que 
le  debe  el  comodante,  exceptuándose  solamente  las 
deudas  que  proceden  de  gastos  extraordinarios  y  pre- 
cisos, hechos  en  beneficio  de  la  misma  cosa  (284  Dec. 
de  Ref .  N.  ^  272). 

764.— Cuando  la  cosa  se  ha  prestado  á  dos  ó  más 
personas  para  que  la  usen  al  mismo  tiempo,  todas 
ellas  son  responsables  solidariamente  (1946  C).  Esta 
solidaridad  que  por  excepción  establece  aquí  la  ley, 
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aparece  justa  si  se  toma  en  cuenta  que  es  establecida 
á  favor  del  comodante  que  hace  el  servicio  respecto 
de  los  comodatarios  que  solo  favor  reciben.  Así,  si  se 
presta  un  carruaje  á  dos  personas,  podrá  demandarse 
su  restitución  á  cualquiera  de  ellas;  y  en  su  caso,  po- 
drá exigirse  también  su  valor  integro  de  cualquiera 
de  las  dos. 


TITULO  VIGÉSIMO  TERCEKO. 

DEL  DEPÓSITO. 


765.  —Deposito  es  un  contrato  real  por  el  que  una 
persona  recibe  de  otra  una  cosa  para  custodiarla^ 
obligándose  á  devolverla^  cuando  la  pida  el  deposi- 
tante (1947  C).  Es  real  este  contrato  porque  necesita 
para  su  perfección,  es  decir,  para  que  nazcan  de  él  las 
obligaciones  y  derechos  respectivos,  la  entrega  de  la 
cosa  (fr.  1.  ^  1948  C).  A  esta  última  se  da  también  el 
nombre  de  depósito.  La  tradición  ó  entrega  puede  ser 
real  6  presunta:  real,  cuando  hay  entrega  material  de 
la  cosa;  y  presunta,  cuando  alguno  se  constituye  depo- 
sitario de  lo  que  ya  tenía  en  su  poder  por  otro  título. 
Así  sucedería  si  el  que  ha  tenido  una  cosa  á  título  de 
comodato,  continúa  con  ella  con  el  carácter  de  deposi- 
tario, ó  si  al  deudor  de  una  cantidad  se  le  previene 
judicialmente  que  la  retenga  en  su  poder  á  la  ley  de 
depósito.  Se  expresa  en  la  definición  del  contrato  que 
la  cosa  se  entrega  para  custodiarla,  porque  éste  es  su 
objeto  y  de  ese  modo  se  determinan  los  derechos  y 
obligaciones  que  resultan,  así  como  la  facultad  de  que 
el  dueño  de  la  cosa  pida  su  devolución  cuando  quiera. 
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La  persona  que  constituye  el  depósito  se  llama  deposi- 
tante, y  aquel  en  quien  se  constituye,  depositario. 

766. — Aunque  en  el  depósito  propiamente  dicho,  el 
depositario  solo  tiene  la  guarda  ó  custodia  de  la  cosa 
y  no  el  uso  de  ella  (1958  C),  sucede  algunas  veces  que, 
hecho  el  contrato  bajo  el  nombre  de  depósito,  el  depo- 
sitante j)ermite  al  depositario  que  use  de  ella  y  se 
constituye  entonces,  un  verdadero  mutuo  que  también 
se  cc)noce  con  el  nombre  de  depósito  irregular^  si  lo 
depositado  es  dinero  ú  otra  cosa  fungible,  como  trigo, 
vino,  &;  ó  un  comodato,  si  la  cosa  depositada  no  es  de 
aquellas  que  se  consumen  con  el  primer  uso,  como  un 
caballo,  un  reloj  (1964  O.).  En  estos  casos,  se  observan 
respectivamente  las  disposiciones  establecidas  para  el 
mutuo  y  para  el  comodato,  y  solo  hay  la  circunstan- 
cia de  que  cuando  se  ha  constituido  el  depósito  de 
una  cosa  fungible  y  ha  sido  consumida,  el  crédito  por 
su  valor  no  figura,  en  caso  de  concurso,  entre  los  pu- 
ramente personales,  sino  entre  los  de  tercera  clase 
(367  Dec.  de  Ref.  N.°  272). 

767. — El  depósito  es  voluntario,  necesario  ó  judicial. 
Voluntario  es  el  que  hace  una  persona  libremente  y 
sin  que  haya  ningún  peligro  imprevisto  que  la  compe- 
la á  verificarlo.  Necesario  es  el  que  se  constituye  con 
motivo  de  un  peligro  inminente,  como  un  incendio  ó 
un  naufragio,  la  ruina  de  un  edificio,  un  robo,  &,  con 
el  objeto  de  libertar  la  cosa  de  ese  riesgo;  y  por  últi- 
mo, es  judicial  ó  secuestro  el  que  se  ordena  por  la  au- 
toridad judicial  (1949  C).  Generalmente  el  depósito 
voluntario  y  el  necesario  se  distinguen  con  la  califica- 
ción de  depósito  propiamente  dicho;  y  en  ese  concepto 
corresponde  tratar  primero,  de  las  personas  que  pue- 
den contraer  depósito  voluntario:  segundo, de  las  cosas 
sobre  que  recae:  tercero,  de  la  forma  en  que  debe  cons- 
tar: cuarto,  de  las  obligaciones  del  depositante:  quin- 
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to,  de  las  obligaciones  del  depositario:  sexto,  del  de- 
pósito necesario;  y  sétimo,  del  secuestro. 


I. 


768.— El  depósito  voluntario  requiere  capacidad  pa- 
ra contraer  en  las  personas  que  lo  celebran  (fr.  1^  1952 
C).  Sin  embargo,  si  el  depositario  es  una  persona  ca- 
l^az,  y  el  deponente  una  incapaz,  quedará  aquel  sujeto 
á  todas  las  obligaciones  del  contrato,  porque  siendo 
él  hábil  para  celebrarlo,  no  puede  oponer  á  su  validez 
la  incapacidad  del  dueño  de  la  cosa  (fr.  2^  1952  C).  Si 
por  el  contrario,  el  depositario  fuere  el  que  tuviese  in- 
capacidad, no  se  daría  acción  civil  por  el  depósito  hecho 
en  él,  sino  únicamente  para  recobrar  lo  que  existe,  por- 
que el  depósito  no  transfiere  la  propiedad;  ó  lo  que 
aunque,  no  exista  ya,  se  consumió  en  provecho  del  de- 
X^ositario  porque  no  hay  razón  para  que  éste  se  enri- 
quezca con  perjuicio   del  depositante  (1953  C). 


II. 


769.-— El  depósito  puede  recaer  sobre  cualquier  cosa 
de  lícito  comercio,  sea  mueble  ó  raíz;  pero  generalmen- 
te, el  depósito  voluntario  recae  sobre  cosas  muebles; 
y  sobre  las  raíces,  el  judicial  ó  secuestro.  También 
pueden  ser  en  algunos  casos  depositadas  las  personas; 
13ero  es  claro  que  entonces  no  se  aplican  las  disposi- 
ciones del  contrato  que  recaen  sobre  cosas,  porque  hay 
disposiciones  especiales  de  que  trata  el  Código  de  pro- 
cedimientos (§  14,  tít.  11,  Lib.  II),  y  entre  ellas  debe 
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contarse  la  que  el  depositario  de  una  persona  se  suje- 
tará, con  respecto  á  ella,  á  las  órdenes  que  reciba  de 
quien  con  pleno  derecho  la  haya  depositado,  ó  de  la 
autoridad  competente  (1982  C). 


III. 


770.  — El  depósito  voluntario  de  una  cosa  cuyo  valor 
exceda  de  quinientos  pesos,  debe  hacerse  constar  por 
escritura  pública  ó  privada,  lo  cual  no  es  más  que  una 
aplicación  del  principio  general  que  rige  para  todos  los 
contratos  (fr.  1  ^  .  1955  C.  y  234  Dec.  de  Ref.  N«  272.). 


IV. 


771. — Las  obligaciones  del  depositante  son  las  si- 
guientes: 1^  Satisfacer  al  depositario  los  gastos  he- 
chos en  la  custodia  y  conservación  de  la  cosa  (19 
1956  C),  i)orque  el  servicio  que  presta  el  depositario 
se  limita  á  la  custodia  de  la  cosa,  sin  que  por  eso  tenga 
obligación  de  hacer  en  ella  gastos  por  su  cuenta:  2^ 
Resarcirle  los  daños  y  perjuicios  que  el  depósito  le 
hubiere  causado  (2^  1956  C),  porque  es  claro  que  debe 
indemnizarlos  ya  que  tuvieron  origen  por  su  causa: 
3^  Exonerar  del  depósito  al  depositario,  cuando  ya 
no  puede  guardarlo  con  seguridad  ó  sin  perjuicio  de 
sí  mismo  (1977  C),  como  si  ha  pasado  mucho  tiempo 
desde  que  se  constituyó,  ó  tiene  que  ausentarse,  ó 
pueden  sobrevenir  grandes  riesgos  en  la  custodia  de 
la  cosa.  Mas  si  el  encargo  se  hubiere  tomado  median- 
te precio  ó  salario,  en  caso  de  negarse  el  depositante, 

22 
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sólo  podrá  admitirse  la  renuncia  del  depositario  por 
cambio  imprevisto  de  circunstancias,  á  juicio  del  juez 
(1977  C),  porque  entonces  hay  razón  para  exigir  del 
depositario  algo  más  que  cuando  se  lia  prestado  de  un 
modo  enteramente  gratuito:  4?  Satisfacer  al  deposita- 
rio la  remuneración  ó  precio  que  se  hubiere  estipula- 
do, pues  aunque  el  depósito  que  no  es  judicial,  es 
generalmente  gratuito,  cabe  pactar  en  él  alguna  retri- 
bución por  la  molestia  y  cuidado  del  depositario  (1977 
C.  y  285  Dec.  de  Ref.  N^  272.),  siempre  que  no  sea  de 
tal  entidad  que  lo  haga  degenerar  en  un  contrato  inno- 
minado ó  arrendamiento  de  servicios. 


772.— -Las  obligaciones  del  depositario  son  las  si- 
guientes: 

1.  ^  Cuidar  de  la  cosa  depositada  y  de  los  frutos  que 
produzca  (1.  ^  1957  C).  En  la  conservación  de  ella  pres- 
ta generalmente  la  culpa  lata  (1959  C),  porque  toda 
la  utilidades  para  el  depositante  (1959  C).  Como  ex- 
cepción, responderá  por  otra  diligencia  más  exac- 
ta siempre  que  así  se  hubiere  pactado.  Responderá 
por  la  culpa  leve,  si  solicitó  el  depósito  ó  recibe  precio 
por  custodiarlo  (1960  C).  Responderá  por  la  culpa  le- 
vísima, si  el  depósito  se  hizo  principalmente  por  uti- 
lidad del  depositario  (1961  C),  y  responderá  no  sólo 
por  la  culpa  levísima,  sino  hasta  por  los  deterioros  y 
pérdidas  de  la  cosa  ocurridas  por  caso  fortuito,  en  caso 
de  demora  culpable  en  la  restitución  de  la  cosa 
(1962  C).  Por  supuesto,  en  cada  uno  de  los  respectivos 
casos,  p1  deterioro  ó  pérdida  de  la  cosa  no  imputable 
á  falta  de  la  diligencia  que  el  depositario  está  obliga- 
do á  prestar,  es  de  cuenta  del  depositante  (1959  C). 
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2.  ^^  Abstenerse  de  hacer  uso  del  depósito  sin  con- 
sentimiento expreso  del  que  lo  hizo,  en  el  concepto 
de  ser  responsable  por  cualquiera  pérdida,  deterioro  6 
destrucción  que  por  ese  uso  ocurra  y  de  íodu  el  pro- 
vecho que  de  tal  uso  reportare  (2®.  1957  C).  El  de- 
pósito, como  se  ha  dicho,  solo  confiere  al  depositario  la 
custodia  y  no  el  uso  de  la  cosa  (1958  C),  de  suerte  que 
todo  uso  que  se  haga  sin  autorización  del  dueño,  es 
abuso  cometido  en  un  contrato  que  es  ordinariamente 
de  amistad  y  de  confianza,  por  lo  cual  no  debe  el  de- 
positario utilizar  lo  que  haya  producido  la  cosa  por  ese 
abuso,  sino  tener  responsabilidad,  por  el  contrario,  por 
cualquiera  desmejora  ó  pérdida  que  ocurra  á  conse- 
cuencia de  ella. 

3.  ^  Abstenerse  de  registrar  las  cosas  depositadas  en 
arca,  cofre,  fardo  ó  paquetes  cerrados  ó  sellados  (3"^. 
1957.  C.  ).  Si  por  culpa  ó  descuido  del  depositario  se 
hubiere  roto  el  sello  ó  cerradura  del  depósito,  se  ad- 
mitirá como  prueba  sobre  su  contenido,  del  cual  es 
responsable  el  depositario,  el  juramento  del  depositan- 
te, que  sólo  se  destruirá  por  prueba  legal  en  contrarío 
(1963  C).  La  sanción  natural  y  projjia  de  la  obligación 
que  se  impone  aquí  al  depositario,  es  el  pago  de  los 
daños  y  perjuicios  que  el  depositante  sufra  á  conse- 
cuencia de  haberse  quebrantado  los  sellos  ó  cerradu- 
ras, ya  que  por  diferentes  motivos  puede  estar  muy 
interesado,  especialmente  cuando  se  trata  de  docu- 
mentos, en  que  éstos  no  se  registren  ni  publiquen. 

4  ^  .  Restituir  con  sus  frutos  y  rentas  la  misma  cosa 
depositada  cuando  la  pida  el  depositante  ó  lo  mande 
la  autoridad  judicial  (4^  .  1957  C).  Es  tan  estricta  es- 
ta obligación  que  la  ley  no  permite  al  dei)Ositarío  que 
se  exima  de  ella  oponiendo  compensación  (2.  ^  2332  C.)? 
y  por  el  contrario,  establece  que  siempre  que  el  deposi- 
tario se  rehusa  á  cumplirla  fuera  de  los  casos  de  excep- 
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ción  en  que  ella  lo  autoriza,  que  se  verán  pronto^  que- 
de responsable  al  pago  de  los  intereses,  daños  y  per- 
juicios  (fr.  1?  286  I)ec.  de  Ref.  N  o .  272.).)  Y  si  suce- 
diere que  el  depositario  niegue  el  depósito  y  se  le  prue- 
ba en  juicio,  es  responsable  criminalmente  como  reo  de 
hurto  (286  Dec.  de  Ref.  N.  ^  272.).  Conforme  al  art. 
859  C.  pn.,  el  depositario  debe  ser  condenado  además 
de  la  devolución  de  la  cosa,  á  otro  tanto  de  su  valor; 
y  si  ha  dispuesto  de  ella,  lo  cual  no  quita  al  dueño  el 
derecho  de  reivindicarla,  al  cuadruplo. 

El  depositario  debe  hacer  la  restitución  de  la  cosa  á 
la  persona  que  se  la  confió,  ó  á  aquella  en  cuyo  nombre 
se  hizo  el  depósito,  ó  á  aquella  para  quien  se  destinó 
al  tiempo  de  constituirla  (1965  C),  en  la  inteligencia 
de  que  haciéndola  á  persona  diferente,  hace  mala  en- 
trega y  no  se  liberta  por  lo  mismo,  de  responsabilidad 
hacia  las  personas  que  tienen  el  derecho  de  reclamarla. 
Si  han  sido  dos  ó  más  los  depositantes  de  una  sola  co- 
sa, todos  deben  concurrir  á  recibirla  porque  todos  for- 
man en  el  contrato  una  sola  entidad;  y  no  podrá  en- 
tregarse á  uno  ó  muchos  de  ellos  sin  el  consentimien- 
to de  los  demás  (1966  C).  Y  si  el  depósito  se  hizo  por 
un  administrador  cuyo  cargo  terminó:  por  el  marido  á 
nombre  de  la  mujer  y  está  disuelto  el  matrimonio;  ó 
por  el  tutor  á  nombre  del  menor  y  se  ha  concluido  la 
tutela,  la  devolución  debe  hacerse  al  verdadero  dueño, 
ó  á  quien  tenga  nuevamente  su  representación  legal 
(1967  C),  puesto  que  la  anterior  ya  ha  caducado. 

El  principio  de  que  el  depositario  debe  restituir  el 
depósito  á  la  misma  persona  de  quien  lo  recibió  sufre 
algunas  excepciones  y  son  las  que  van  á  expresarse: 

1.  ^  Si  algún  juez  manda  retenerlo  (1.  ^  1968  C), 
porque  en  virtud  de  esta  orden  ni  el  mismo  dueño  po- 
dría disponer  legalmente  de  la  cosa  aunque  estuviera 
en  su  poder. 
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2.  ^  Si  aparece  que  la  cosa  pertenecía  á  otra  perso- 
na, ó  que  había  sido  robada  (2.  ®  1968  C);  y  entonces 
el  depositario  debe  dar  cuenta  inmediatamente  al  Juez 
para  que,  previos  los  trámites  debidos,  resuelva  en 
justicia  (1969  C).  Este  procedimiento  pone  á  cubierto 
al  depositario  de  cualquier  responsabilidad  por  com- 
plicidad ó  encubrimiento. 

3  =^ .  Si  la  cosa  depositada  es  una  arma  y  la  pide  el 
depositante  en  un  acceso  de  locura  ó  de  furor,  6  para 
hacer  uso  de  ella  en  daño  propio  ó  de  tercero  (3.  ^ 
1968  C),  excepción  justificada  por  el  mal  más  grave 
que  resultaría  de  la  inmediata  restitución  en  los  mo- 
mentos en  que  se  pide  la  cosa. 

4  «^  Si  el  que  hizo  el  deposito  era  menor  ó  mujer 
casada  ú  otra  persona  incapaz  de  contratar,  ó  se  ha  he- 
cho incapaz  por  locura  ú  otra  causa  de  interdicción  ju- 
dicial después  del  depositó  (4.  ^  y  5.  ^  1968  C).  En 
estos  casos  el  depósito  ha  de  devolverse  respectivamen- 
te á  los  padres,  marido,  tutor  ó  guardador  (197(»). 

5. ««  En  caso  de  muerte  natural  del  depositante,  el 
depósito  debe  ser  restituido  á  los  herederos  de  éste 
(1971  C.)  qne  tienen  su  representación.  La  devolución 
del  depósito  debe  hacerse  en  el  mismo  lugar  en  que 
fué  recibido  si  no  hubo  pacto  en  contrario  (1972  C); 
principio  no  admitido  en  todos  los  códigos  porque 
muchos  de  ellos,  atendiendo  al  favor  que  se  debe  al  de- 
positario, con  tal  que  no  haya  malicia  de  su  parte, 
establecen  que  si  no  se  designó  lugar  para  la  restitu- 
ción, debe  hacerse  ésta  donde  se  halle  la  cosa  deposi- 
^  tada,  aunque  no  sea  el  mismo  en  que  se  hizo  el  depó- 
sito. En  cuanto  á  la  época  en  que  debe  tener  lugar  la  res- 
titución, debe  ser  la  que  se  haya  designado  en  el  con- 
trato, ó  antes  si  la  reclama  el  depositante  porque  de- 
be entregársele  la  cosa  en  cuanto  la  pida  (1973  C),  ya 
que  todo  plazo  en  este  contrato  debe  entenderse  á  favor 
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del  depositante  que  conserva  todos  sus  derechos  en  lo 
depositado  sin  conferir  más  que  la  guarda  al  deposita- 
rio. Si  la  cosa  hubiere  sido  trasladada  á  otra  parte  sin 
mediar  abuso  del  depositario,  debe  gozar  para  su  res- 
titución, del  plazo  prudente  que  corresponda  según  las 
circunstancias. 

773. — Los  depositarios  sólo  pueden  transigir  sobre 
sus  derechos  y  sobre  los  gastos  causados  en  la  conser- 
vación del  depósito  (1846  C).  Puede  el  depositario, 
aunque  posee  en  nombre  del  depositante,  pedir  que  se 
le  ampare  en  la  tenencia  ó  posesión  hasta  que  el  juez 
ordene  la  entrega  á  favor  de  quien  corresponda  (1156 
O.  pr.). 

774. — Es  de  advertir  que  los  posaderos  y  hoteleros 
son  responsables  como  depositarios,  por  todo  lo  qne  los 
huéspedes  les  hubieren  entregado  personalmente,  á  no 
ser  que  la  pérdida  procediiera  de  robo  hecho  con  gente 
armada  ó  por  fuerza  mayor  (1978  C.)  Hay  que  aten- 
der también  á  que  cesan  todas  las  obligaciones  del 
depositario  si  llega  á  declararse  judicialmente  que  él 
mismo  es  propietario  de  la  cosa  depositada.  Pero  antes 
y  en  el  caso  de  que  se  pida  su  devolución  por  el  que  la 
confió,  no  puede  el  depositario  retenerla  con  el  pretex- 
to de  ir  á  justificar  ó  estarse  justificando  que  ésta  es  de 
su  propiedad  (1976  C),  porque  de  lo  contrario  se  daría 
siempre  un  medio  fácil  al  depositario  de  mala  fé  para 
conservar  indebidamente  la  posesión  de  la  cosa  promo- 
viendo contra  el  depositante  un  pleito  por  injusto  que 
fuera. 

yi. 

775.  — El  depósito  necesario  ó  miserahle  tiene  lugar 
-según  se  ha  dicho,  en  apremiantes  circuntancias  des- 
.graciadas,  y  recibe   ese  nombre  de  la  penosa  sitúa- 
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oión  en  que  se  encuentra  el  depositante.  Como  conse- 
cuencia de  esas  circunstancias,  hay  algunas  disposi- 
ciones especiales,  propias  de  esa  clase  de  depósitos  que, 
por  lo  demás,  se  rig-n  por  las  que  ya  se  han  explica- 
do. Así,  toda  persona  que  no  tenga  impedimento  físico, 
está  obligada  á  admitir  el  depósito  necesario  (1954  C), 
lo  cual  significa  no  sólo  que  no  es  del  todo  libre  la 
aceptación,  como  en  el  depósito  voluntario,  sino  tam- 
bién que  aunque  el  depoj«itario  sea  incapaz  por  otro 
motivo,  tiene  el  depositante  acción  civil  contra  él,  por- 
que aquí  lo  apurado  de  las  circunstancias  no  le  per- 
mite generalmente  elegir  la  persona  á  quien  se  confía, 
y  la  ley,  atendiendo  á  ellas,  no  debe  ponerlo  en  el  caso 
de  que,  salvando  sus  bienes  del  peligro,  los  pierda  por 
el  depósito  que  se  ve  obligado  á  hacer.  Así  también, 
cualquiera  que  sea  el  valor  de  la  cosa  que  es  obje- 
to del  depósito  necesario,  puede  éste  constituirse  ver- 
balmente  y  sin  necesidad  de  escritura  (f  r.  2  ^  .  1955  C), 
porque  no  debe  suponerse  que  haya  tiempo  ni  oportu- 
nidad para  formar  documento  escrito;  y  por  lo  mismo, 
la  falta  de  éste  no  ha  de  perjudicar  al  depositante 
que  no  es  culpable  de  descuido  ni  imprevisión. 

776. — Finalmente,  si  el  que  recibe  el  depósito  necesa- 
rio lo  niega  y  no  lo  devuelve  cuando  se  le  pide,  debe  ser 
condenado  á  la  devolución  de  la  cosa  y  á  otro  tanto  de 
su  valor;  y  si  ha  dispuesto  de  ella,  penado  en  el  cuadru- 
plo (1975  C),  disposición  que  sin  embargo,  ya  no  es  ex- 
cepcional para  el  depósito  miserable,  porque  el  Código 
penal  (359)  la  extiende  á  toda  clase  de  depósito. 


yii. 


777. — El  depósito  llamado  secuestro   puede  ser  con- 
ven cional  ó    judicial.  Es  convencional,  cuando  las 
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partes  interesadas  convienen  en  depositar  y  depositan 
una  cosa  litigiosa,  circunstancia  que  es  la  que  la  dis- 
tingue del  depósito  voluntario.  Este  secuestro  tiene 
por  objeto  evitar  los  inconvenientes  y  dificultades  que 
resultarían  de  que  uno  solo  de  los  litigantes  se  apo- 
derara de  la  cosa,  y  hacer  que  se  conserve  ésta  con  sus 
frutos  ó  rentas  para  devolverlo  todo  á  la  persona  que 
obtenga  sentencia  favorable  (1979  C).  El  depositario  es 
libre  para  aceptar  ó  no  este  encargo,  y  constituido  por 
la  voluntad  de  las  partes,  termina  cuando  ellas  con- 
vienen en  que  cese,  6  cuando  ocurre  alguuno  de  los 
casos  en  que  el  depósito  voluntario  se  extingue  (1980). 

778. — El  seí^uestro  judicial  es  el  que  se  hace  en  una 
persona  en  virtud  de  providencia  judicial  que  lo  orde- 
na. En  este  depósito,  la  aceptación  del  depositario  no 
es  enteramente  voluntaria,  pues  todos  están  obligados 
á  aceptarlo,  con  tal  que  no  tengan  prohibición  de  ha- 
cerlo ni  incapacidad  para  obligarse. 

779.— Aunque  esta  materia  corresponde  más  propia- 
mente á  la  parte  de  procedimientos,  no  será  de  más 
advertir  que  ni  los  jueces,  ni  escribanos  actuarios  pue- 
den recibir  el  depósito  de  las  cosas  litigiosas  (10  Dec. 
de  Ref.  N.  o  273.-2.  ^    158  y  6.  ^  187  C.  pr.). 

780. — El  secuestro  tiene  lugar  principalmente  por 
contumacia  dec 'arada  y  no  purgada  (2^.  428  C.  pr.): 
cuando  la  indemnización  concedida  al  deudor  hipoteca- 
rio tiene  lugar  antes  del  vencimiento  de  la  deuda  hipo- 
tecaria (fr.  2,  '^  2021  C):  cuando  se  teme  que  se  oculten 
ó  dilapiden  los  bienes  en  que  debe  ejecutarse  una  afi- 
ción real;  ó  cuando  aunque  la  acción  sea  personal,  el 
deudor  no  tuviere  otros  bienes  (2.  ^  270  C.  pr.):  cuan- 
do el  vendedor  entregó  la  cosa  y  no  se  le  paga  el  precio 
ú  otorga  la  ñanza  ó  caución  de  pago  que  se  estipuló 
(1555  C):  en  el  arrendamiento,  en  caso  de  que  lo  pida  el 
locador,  de  la  parte  de  frutos  que  baste  para  satisfacer 
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la  renta  cuando  aunque  no  esté  vencido  el  plazo  en  que 
ha  de  pagarse,  el  conductor  ha  sido  moroso  en  el  ano 
ó  años  anteriores;  y  se  hará  el  mismo  depósito  siem- 
pre que  lo  solicite  el  fiador  del  arrendatario  (1700  C.)- 
en  el  juicio  ejecutivo,  los  bienes  embargados  se  depo- 
sitan por  orden  del  juez  en  la  persona  que  designe  el 
ejecutante  (204  Dec.  de  Kef .  ]S .  <^  273);  y  cuando  la 
acción  ejecutiva  se  ejercite  sobre  cosa  determinada  ó 
en  especie,  se  pondrá  en  secuestro  judicial  si  el  deman- 
dado no  la  entrega  hecho  el  requerimiento  (966  C.  pr.). 
781. — El  depositario  judicial  está  sujeto  á  todas  las 
obligaciones  que  impone  el  depósito  voluntario;  y  es- 
tará también  á  las  del  necesario  ó  miserable,  si  el 
juez  ú  otra  autoridad  ordena  el  depósito  en  momentos 
de  peligro  que  lo  hagan  tal  (1950  C.)-  El  depósito  ju- 
dicial se  acaba  únicamente  por  mandato  del  juez,  y  se- 
rá responsable  el  depositario  que  sin  ese  requisito  en- 
trega la  cosa(1981  C). 


TITULO  VIGÉSIMO  CUARTO. 
% 

DE  LA   PRENDA. 


782. — La  psiliibr a  prenda  tiene  en  derecho  tres  dife- 
rentes acepciones.  Unas  veces  se  toma  por  la  cosa  mis- 
ma que  el  deudor  entrega  á  su  acreedor  para  asegu- 
rarle el  cumplimiento  de  su  obligación:  otras  veces 
significa  el  derecho  real  que  tiene  el  acreedor  sobre  la 
cosa  que  se  le  ha  empeñado  en  seguridad  de  una  obli- 
gación, y  sobre  cuyo  valor  puede  hacer  efectivo  el  pa- 
go; y  otras  en  fin,  por  el  contrato  en  virtud  del  cual 
se  constituye  á  favor  del  acreedor  la  prenda  y  del  cual 
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resulta  el  consiguiente  derecho  real.  En  este  último 
sentido  va  á  tratarse  ahora  de  la  prenda  (198B  C), 

783. — Puede  definirse  diciendo  que  es  un  contrato 
real  accesorio  en  virtud  del  cual  el  deudor  entrega  al 
acreedor  una  cosa  mueble  para  seguridad  de  su  deu- 
da ú  obligación  (1983  C).  Es  un  contrato  real  porque 
los  derechos  y  obligaciones  que  resultan  de  él,  no  tie- 
nen su  origen  sino  mediante  la  entrega  de  la  cosa,  de 
tal  suerte  que  mientras  ésta  no  se  verifique,  sólo  ha- 
brá pacto  ó  promesa  de  dar  prenda,  pero  no  hay  con- 
trato de  prenda.  Es  accesorio  porque  no  puede  existir 
sin  otra  obligación  principal  que  es  la  que  por  medio 
de  él  se  garantiza;  y  recae  sobre  cosas  muebles^  por 
que  éstas  son  la  materia  del  contrato,  si  bien  como  se 
verá  pronto  hay  una  especie  de  prenda  que  se  consti- 
tuye sobre  bienes  raíces  (2008  C),  la  cual  se  llama  an- 
ticresis  y  está  sujeta,  con  algunas  modificaciones,  álos 
principios  que  rigen  la  prenda.  Conviene  examinar 
respecto  de  este  contrato:  1.  ^  qué  personas  pueden 
constituir  prenda:  2.  ^  el  modo  cómo  se   constituye: 

3.  ^  los  derechos  que  de  él  resultan  para   el   acreedor: 

4.  ^  las  obligaciones  de  éáte:  5.  ^  los  derechos  que 
conserva  el  dueño  de  la  prenda:  6.  ^  las  obligaciones 
que  tiene;  y  7.  ^  los  modos  como  se  extingue.  En  pá- 
rrafo separado  se  tratará  de  la  anticresis. 

PÁRRAFO  PRIMERO. 


784. — Todo  el  que  tiene  capacidad  de  obligarse  pue- 
de para  garantizar  cualquier  contrato   que  celebre  ú 
obligación  lícita  que  se  imponga,    constituir  prenda 
sobre  las  cosas  de  su   propiedad   (1984  C);  de  suerte 
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que  los  que  son  dueños,  pero  no  tienen  la  libre  admi- 
nistración de  sus  bienes  como  el  menor,  el  incapaz  &, 
no  pueden  constituir  prenda. 

785. — El  marido,  conforme  al  artículo  205  del  Dec. 
de  Reí.  N.  ^  272,  no  puede  sin  el  consentimiento  de 
su  mujer,  empeñar  los  bienes  dótales  cuyo  dominio 
conserva  ella;  y  los  muebles  preciosos  no  pueden  em- 
peñarse por  el  tutor  sino  por  causa  de  utilidad  ó  ne- 
cesidad y  con  la  debida  autorización  judicial  (373  C). 

786. — El  que  no  es  dueño  de  una  cosa  no  puede  dar- 
la en  prenda;  á  no  ser  que  concurra  el  consentimien- 
to expreso  del  dueño,  el  cual  debe  tener  capacidad 
para  disponer  de  ella  (1985  C).  La  razón  es  muy  cla- 
ra, porque  á  nadie  puede  permitirse  que  disponga 
de  las  cosas  que  no  le  pertenecen;  mas  si  aunque  al 
constituirse  la  prenda  sobre  cosa  ajena,  no  se  contara 
con  el  consentimiento  del  dueño,  éste  lo  presta  des- 
pués, debe  valer  la  prenda  mediante  tal  ratihabición, 
lo  mismo  que  valdría  si  el  que  hizo  indebidamente  el 
empeño  adquiere  después  la  propiedad  de  la  cosa.  El 
que  empeña  una  cosa  ajena  queda  en  la  obligación  de 
entregar  al  acreedor  otra,  de  igual  valor  cuando  menos, 
para  seguridad  de  su  crédito  (fr.  1.  ^  1998  C),  sin 
perjuicio  de  las  demás  responsabilidades  en  que  pue- 
da incurrir,  y  la  misma  obligación  tiene  cuando  el 
acreedor  ha  sido  engañado  en  la  sustancia  de  la  pren- 
da (fr.  2.  ^  1998  C).  El  apoderado,  para  poder  cons- 
tituir prenda,  debe  estar  especialmente  autorizado  (319 
Dec.  de  Ref.  N.  ^  272.). 


VI. 


787.— La  prenda,  conforme  al  Código,    podía  cons- 
tituirse por  pacto  expreso  y  también  por  ministerio 
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de  la  ley.  Cuando  se  constituye  expresamente  y  el  va- 
lor de  la  cosa  que  se  da  en  prenda  excede  de  quinien- 
tos pesos,  debe  constar  en  escritura  pública  ó  privada 
(1986  C).  Se  constituía  la  prenda  por  ministerio  de  la 
ley  cuando  había  una  prenda  gravada  con  una  deuda 
y  se  contraía  otra  deuda  posterior,  del  mismo  deudor 
para  el  mismo  acreedor,  pues  entonces  sin  necesidad 
de  que  nada  se  estipulara  y  con  tal  que  no  se  ex- 
presara lo  contrario,  la  prenda  constituida  para  la  pri- 
mera deuda  serviría  también  de  garantía  para  la  pos- 
terior (1088  C).  Esta  disposición  no  es  general  en  to- 
dos los  Códigos,  y  su  razón  de  ser  en  los  que  la  adop- 
tan como  la  ado^itaba  el  nuestro,  es  que  debe  presu- 
mirse racionalmente  que  esa  lia  sido  la  intención  de 
acreedor  y  deudor,  por  suponerse  que  si  aquel  exigió 
prenda  por  el  importe  de  la  primera  deuda,  con  ma- 
yor razón  la  exigiría  por  una  cantidad  mayor  que  se 
forma  con  la  deuda  posterior,  de  tal  modo  que  si  no 
ha  pedido  nueva  prenda,  es  porque  se  encuentra  ase- 
gurado con  el  valor  de  la  que  ya  tiene.  Había  entre  el 
uno  y  el  otro  modo  de  constituirse  la  prenda,  la  dife- 
rencia de  que  para  gozar  el  acreedor  prendario  del  de- 
recho de  ser  pagado  con  el  precio  de  la  prenda  antes 
que  los  demás  acreedores,  se  requería  la  constitución 
por  pacto  expreso  (fr.  2  '^  1987  C),  lo  cual  procedía 
sin  duda  para  que  los  otros  acreedores  no  pudieran 
ser  perjudicados  por  un  hecho  de  que  no  tuvieran  co 
nocimiento  como  era  el  que  no  constaba  expresamen- 
te pactado.  Desde  luego  lo  que  se  decía  de  una  deuda 
posterior  era  aplicable  á  dos  ó  más  que  se  hubieran 
contraído  después  de  la  primera  asegurada  con  pren- 
da, pero  sí  se  necesitaba  siempre  para  que  tuviera  lu- 
gar la  aplicación  de  la  ley,  que  la  deuda  ó  deudas  pos- 
teriores fueran  contraídas  por  el  mismo  deudor,  como 
que  sólo  entonces  regía  la  presunción  en  que   se  fun- 
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daba,  de  manera  que  no  cabía  si  el  deudor  respondía 
de  la  segunda  deuda  como  heredero  de  otro.  El  artí 
culo  287  del  Dec.  N.  ^  272  de  Ref .  al  Código  Civil 
cambió  esa  disposición  estableciendo  que  la  prenda 
gravada  con  una  deuda  anterior  solo  servirá  de  garan- 
tía para  las  deudas  posteriores  entre  el  mismo  acree- 
dor y  el  mismo  deudor  cuando  así  se  hubiere  estipu- 
lado; y  esto,  porque  estando  en  mano  del  acreedor 
pactarlo,  no  debe  la  ley  ser  más  solícita  en  su  favor 
que  él  mismo;  y  porque  en  los  contratos  debe  reducir- 
se el  consentimiento  tá^íito,  tanto  como  sea  posible.. 

788. — Como  antes  se  ha  dicho,  los  derechos  y  obli- 
gaciones de  acreedor  y  deudor  no  resultan  sino  hasta 
la  entrega  de  la  prenda;  de  suerte  que  antes,  la  única 
acción  que  cabe  en  virtud  de  la  obligación  que  el  deu- 
dor haya  contraído,  es  la  de  exigirle  que  entregue  la 
prenda  para  que  ésta  produzca  sus  naturales  efectos. 
Si  el  deudor  no  diere  prenda  después  de  haberse  pac- 
tado esta  condición,  ó  si  se  negare  a  entregar  la  que 
nuevamente  se  le  pida  por  haber  resultado  ajena  la 
que  dio  primero,  ó  se  negare  á  completarla  siendo  in- 
suficiente por  su  causa,  se  reputa  terminado  el  plazo 
del  conti'ato  y  el  acreedor  puede  exigir  el  cumplimien- 
to de  la  obligación  principal  (1999  C.)  porque  la  pres- 
tación de  la  fianza  competente  debe  tenerse  en  es<^  ca- 
so como  condición  esencial  que,  si  falta,  da  ese  dere- 
cho al  acreedor. 


III. 


789. — Los  derechos  del  acreedor  en  virtud  de  la 
prenda  son  los  siguientes: 

1.  ^  Retenerla  en  su  poder  ó  hacer  que  se  retenga 
en  el  de  la  persona  encargada  de  guardarla  según  el 
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convenio,  liasta  que  se  pague  la  den  da  ó  se  cumpla  la 
obligación  (1990-2001  C),  en  cuyo  cumplimiento  debe 
comprenderse  también  la  satisfacción  de  los  gastos  ne- 
cesarios que  se  iiayan  hecho  para  la  conservación  de 
la  misma  prenda  (1993  O.) 

2.  ^  Dar  en  prenda  la  misma  cosa  que  le  ha  sido 
empeñada,  con  tal  que  no  se  haya  prohibido  al  cons- 
tituirla (2000  C).  En  este  caso,  el  acreedor  es  respon- 
sable al  dueño  por  cualquiera  pérdida  ó  deterioro  que 
sufra  la  prenda;  y  ésta  debe  ser  restituida  al  dueño 
tan  pronto  como  pague  su  deu^a,  sin  que  obste  á  ello 
el  derecho  del  otro  acreedor  para  exigir  de  su  deudor 
el  inmediato  pago  ó  la  constitución  de  una  nueva 
prenda. 

8.  ^  Ser  pagado  de  la  deuda  con  el  valor  de  la  pren- 
da, lo  cual  debe  tener  lugar  en  la  forma  que  va  á  ex- 
presarse. El  acreedor  para  lograr  su  pago,  tiene  dere- 
cho de  hacer  que  la  prenda  sea  vendida;  pero  la  ven- 
ta debe  ser  judicial  y  en  asta  pública.  Asi  pues,  ven- 
cido el  plazo  convencional  ó  legal,  sin  haberse  pagado 
la  deuda,  puede  pedir  judicialmente  su  venta  para  ser 
pagado  con  el  precio  de  ella;  y  el  juez  debe  resolver  so- 
bre el  particular  con  vista  de  lo  que  haya  contestado  el 
deudor,  ó  en  rebeldia  de  éste,  después  de  haber  man- 
dado que  se  le  oiga,  si  nada  ha  expuesto  (2005  C). 
Siendo  la  resolución  del  juez  que  se  venda  la  prenda, 
debe  esto  verificarse  en  pública  subasta;  y  del  precio 
debe  pagarse  el  crédito  del  acreedor  y  entregarse  al 
deudor  el  sobrante  si  lo  hubiere  (2006  C).  Esta  facul- 
tad de  hacer  vender  la  prenda  es  esencial  á  este  con- 
trato, porque  sin  ella  la  prenda  no  puede  llenar  su 
objeto  de  ser  verdadera  garantía  de  pago;  pero  el 
acreedor  no  puede  disponer  de  la  prenda  ni  apropiár- 
sela por  la  cantidad  que  hubiere  dado  sobre  ella,  en 
falta  de  pago  del  deudor,  á  menos  que  haya  pacto  en 
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contrario,  pues  si  lo  líay  no  puede  restringirse  la  li- 
bertad de  los  contratantes  (289  Dec.  de  Ref.  N.  ®  272). 

Ese  es  el  paf^to  conocido  con  el  nombre  áe  pacto  comi- 
sos'vo  y  lu/.ictzúii  vie  ¿ii  proliibiciGn  cía  poríjue  se  decía 
gue  de  otra  suerte,  el  acreedor  colocaría  siempre  al 
que  necesitara  de  su  dinero  en  la  situación  de  tener 
que  sacrificar  la  prenda  por  mucho  menos  de  su  va- 
lor legítimo.  Con  la  venta  en  asta  pública,  cuando  no 
hay  pacto  especial,  se  atiende  al  deador  y  se  atiende 
al  propio  tiempo  al  derecho  legítimo  del  acreedor,  el 
cual  puede  concurrir  á  las  posturas  lo  mismo  que  cual- 
quiera otro,  y  obtener  así  la  adjudicación  de  la  prenda. 

4.  ®  Eu  caso  de  concurrencia  de  otros  acreedores,  el 
acreedor  que  tiene  prenda  tiene  el  derecho  de  ser  pa- 
gado con  su  precio  antes  que  los  demás  que  no  sean 
los  de  absoluta  preferencia  (fr.  1.  "^  1987,  2412  C).  Pa- 
ra gozar  de  esa  prelación  se  requieren  dos  circunstan- 
cias: que  la  prenda  se  haya  constituido  por  pacto  ex- 
preso, y  no  por  ministerio  de  la  ley,  de  lo  cual  se  ha 
hablado  ya;  y  que  la  prenda  se  conserve  en  poder  del 
acreedor,  ó  de  la  persona  que  deba  guardarla  según 
el  contrato,  ó  que  si  se  ha  perdido  su  posesión,  sea  sin 
su  culpa  (fr.  2.  ^  1987  C).  Esto,  porque  siendo  real  el 
contrato  de  prenda,  así  como  no  surte  efectos  sino  des- 
de la  entrega,  no  los  conserva  sino  en  tanto  que  la  pren- 
da está  en  poder  del  acreedor,  posesión  que  significa 
para  los  demás  la  restricción  del  dueño  en  los  derechos 
que  de  otro  modo  le  competirían. 


ly. 


790.— Son  obligaciones    del  acreedor  prendario  las 
siguientes: 
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1.  =^ — Conservar  la  cosa  dada  en  prenda  como  si 
fuera  propiedad  suya  (1994  C),  es  decir  que  estará 
obligado  á  prestar  respecto  de  ella  la  culpa  leve: 

2.  ^  Limitarse  á  la  retención  y  custodia  de  la  cosa 
dada  en  prenda,  sin  hacer  uso  de  ella,  á  menos  que 
haya  consentido  el  dueño  (1995  C).  La  razón  es  que 
por  el  contrato  de  prenda  sólo  tiene  el  acreedor  la  re- 
tención de  ésta  como  garantía  de  su  crédito  y  no  pue- 
de extenderse  al  uso  de  la  cosa  que  depende  entera- 
mente del  deudor  el  cual  conserva  el  dominio  de  ella. 
En  consecuencia,  el  acreedor  que  abusa  de  la  prenda 
es  responsable  de  cualquiera  pérdida  ó  deterioro  que 
ocurra  (1997  C);  y  para  evitar  que  continúe  el  abuso, 
el  deudor  tiene  derecho  de  hacer  que  la  prenda  se  de- 
posite en  una  tercera  persona  (1996  C). 

3.  ^  Devolver  la  prenda  al  dueño  en  el  acto  de  ser 
pagado  de  su  crédito  ó  de  cumplirse  la  obligación 
(2001  C.)  porque  entonces  falta  ya  el  único  título  que 
tenía  para  retenerla,  y  nada  obsta  al  ejercicio  de  la 
acción  de  dominio  que  tiene  el  deudor  para  recobrar 
la  cosa.  En  la  devolución  de  la  prenda,  debe  compren- 
derse también  la  de  las  accesiones  ó  frutos  que  haya 
tenido  y  la  indemnización  de  los  perjuicios  que  sufra 
el  acreedor  por  la  demora.  Si  se  hubiere  perdido  la 
prenda,  el  acreedor  debe  pagar  su  valor,  y  solo  podrá 
eximirse  de  su  obligación  probando  que  no  se  perdió 
por  su  culpa  (288  Dec.  de  Ref.  N.  ^  272).  El  artículo 
reformado  del  Código  (2002)  agregaba  las  palabras 
"ni  aún  por  culpa  levísima,"  pero  ni  se   encuentran 

.en  el  original  de  donde  fué  tomado,  ni  debían  con- 
servarse porque  no  es  la  culpa  levísima  la  que  debe 
prestar  siempre  el  acreedor  en  la  conservación  de  la 
prenda  por  la  naturaleza  del  contrato, ^por  lo  cual  fue- 
ron suprimidas.  Cuando  la  pérdida  ha  tenido  lugar 
por  accidente  ó   caso  fortuito,   acaecidos   después  de 
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pagado  el  crédito  ó  de  cumplida  la  obligación  princi- 
pal, el  acreedor  debe  pagar  el  valor  de  la  prenda  si  no 
tuvo  justa  causa  jiara  demorar  su  devolución.  La  mis- 
ma responsabilidod  tiene  el  acreedor  que  no  quiso  an- 
teriormente admitir  el  pago  que  el  deudor  le  hacía  de 
su  crédito  sin  haber  tenido  causa  legal  para  rehusarlo 
<20()3  C). 


791.— Los  derechos  del  deudor  respecto  de  la  pren- 
da SOI),  en  primer  lu¿ar,  los  correlativos  de  las  obliga- 
ciones que  tiene  el  acreedor,  así  es  que  puede  exigir 
la  devolución  de  la  prenda  tan  pronto  como  haya  pa- 
gado la  deuda;  y  si  hubo  que  venderla,  la  parte  de 
precio  que  haya  sobrado  de  la  cantidad  que  se  adeu- 
daba. Para  que  el  deudor  pueda  reclamar  la  devolu- 
ción de  su  prenda,  debe  haber  pagado  íntegramente 
la  deuda,  en  el  concepto  de  que  siendo  indivisible  por 
su  naturaleza  el  derecho  de  prenda,  si  muere  el  acree- 
dor y  se  divide  el  crédito  entre  varios  herederos,  aun- 
que se  pague  á  unos  su  parte,  subsiste  la  prenda  por 
completo  en  favor  de  los  otros,  hasta  que  todos  estén 
pagados.  Lo  mismo  sucede  si  muere  el  deudor  dejan- 
do varios  herederos,  cuando  solo  algunos  han  pagado 
la  parte  que  les  corresponde.  Por  ser  indivisible  la 
prenda,  subsiste  siempre  en  el  todo  y  en  cada  una  de 
las  partes  de  la  cosa  empeñada.  Así  también  puede 
hacer  depositar  la  prenda  en  tercera  persona,  si  abusa 
de  ella  el  acreedor  (1996  C). 

792. — Como  se  ha  indicado  antes,  el  dueño  conser- 
va su  dominio  en  la  cosa  dada  en  prenda;  pero  en  la 
disposición  de  ella  tiene  naturalmente  la  restricción 
de  la  obligación  á  que  la  ha  sujetado,    de  modo  que 

23 
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debe  entenderse  siempre  sin  perjuicio  de  los  derechos^ 
del  acreedor  prendario.  No  puede  tampoco  empeñarla 
á  otra  persona  mientras  no  se  le  devuelva  libre  de  res- 
ponsabilidad (1989  C.)  porque  no  puede  ser  privado  el 
primer  acreedor  del  derecho  de  retener  la  prenda  en 
en  seguridad  de  su  crédito.  Podrá  sí  el  deudor  cam- 
biar la  prenda  que  ha  dado,  por  otra  de  igual  6  ma- 
yor valor,  comprobando  la  necesidad  que  tenga  de  re- 
cobrar la  primera  (1991  C),  porque  no  hay  motivo  pa- 
ra que  el  acreedor  se  resista  á  lo  que  no  le  perjudica 
en  nada  y  sí  favorece  al  deudor. 


VI. 


793. — Las  obligaciones  del  deudor  respecto  de  su? 
prenda  son  correlativas  de  los  derechos  del  acreedor. 
Está  obligado  pues,  á  mantener  la  prenda  en  poder  de 
éste  ó  de  la  persona  encargada  de  guardarla  según  el 
convenio  (1990  ^C).  Deberá  indemnizar  también  al 
acreedor  los  gastos]  hechos]  en  la  conservación  de  la 
prenda  (1993  C.);¡y'si  hubiere  habido  que  venderla,  y 
no  ha  bastado  su  precio  para  satisfacer  iutegramente 
al  acreedor,  está  obligedo  á  completarle  lo  que  falte. 

794. — Debe  advertirse  que  no  son  las  mismas  las  ac- 
ciones que  nacen  ^del  contrato  de  prenda  y  las  que 
resultan  de  la  prenda  como  derecho  real.  Las  que  na- 
cen de  la  prenda  son  joersonales,  como  que  proceden 
de  un  contrato:  tienen  lugar  solo  entre  los  contratan- 
tes, y  no  pueden  ejercitarse  sino  satisfecha  la  obliga- 
ción que  se  garantiza  con  la  prenda.  Del  derecho  real 
que  ésta  origina,  resulta  para  el  acreedor  el  derecho  de 
reclamar  la  cosa  que  se|le  dio  en  prenda,  y  puede  diri- 
girla contra  cualquiera^que  la  posea,  y  antes  de  que 
esté  satisfecha  la  obligación  que  le  asegura  la  prenda. 
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795.— El  derecho  de  prenda  se  extingue  ijor  los  mo- 
dos siguientes: 

1  ^  For  la  destrucción  completa  de  la  cosa  empeña^ 
da  (1?  2007  C);  pero  si  quedare  alguna  parte  de  ella^ 
siempre  subsiste  sobre  esa  parte  el  derecho  de  prenda 
que,  como  se  ha  dicho  ya,  es  indivisible. 

2.  ^  Cuando  la  propiedad  de  la  cosa  empeñada  pa^ 
sa  al  acreedor  por  cualquier  titulo  (29  2007  C);  porque 
una  cosa  que  pertenece  al  acreedor  no  puede  servirle 
á  él  mismo  de  garantía  de  lo  que  se  le  adeuda. 

3.  ^  Cuando  en  virtud  de  una  condición  resolutoria 
se  pierde  el  dominio  que  el  que  dio  la  cosa  en  prenda 
tenia  en  ella^  porque  nadie  puede  transferir  en  una 
cosa  más  derecho  que  el  que  tiene  él  mismo  (3'i 
2007  C).  Esto  no  obsta  á  que  el  acreedor  de  buena  fe 
ejercite  el  derecho  que  tiene  para  que  el  deudor  le  re- 
ponga la  prenda  con  otra  de  mayor  6  igual  valor. 

•i.  ^  Por  la  completa  extinción  de  la  oóligación 
principal  garantida^  porque  accesoria  como  es  la 
prenda,  no  puede  existir  desde  que  aquella  ha  con- 
cluido. 

5.  ^  Por  la  remisión  expresa  ó  tácita  de  la  percuda. 
Se  entenderá  que  hay  remisión  tácita  siempre  que  ha- 
ya hechos  que  demuestren  la  intención  del  acreedor 
en  ese  sentido,  como  si  devuelve  al  deudor  su  prenda; 
pero  pudiendo  subsistir  la  obligación  principal,  aun- 
que falte  la  accesoria,  la  devolución  de  la  prenda  no 
es  prueba  suficiente  de  la  condonación  de  la  deuda 
(2320  C). 

También  se  extinguirá  la  prenda  por  concluirse  el 
tiempo  por  el  cual  se  hubiere  constituido,  porque  en- 
tonces sus  efectos  están  limitados  al  tiempo  que  se  fijó. 
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PÁRRAFO  SEGUNDO, 


DE   LA    ANTICKKSIS. 

796. —  Antícresis  se  llama  el  contrato  en  virtiid  del 
^zual  una  persona  entrega  á  sic  acreedor^  en  calidad^ 
de  prenda,  una  cosa  inmueble,  dándole  el  derecho  de 
percibir  los  frutos  (2008).  Este  contrato  debe  otorgar- 
se por  escritnra  pública,  en  la  cual  hay  que  exp^^esar, 
además  de  aquello  en  que  convengan  acreedor  y  deu- 
dor, el  precio  del  inmueble  dado  en  prenda,  los  gravá- 
menes de  que  anualmente  es  responsable,  el  capital  6 
<*antidad  que  se  lia  prestado  y  el  interés  que  se  hubiere 
estipulado  (fr.  1^  2009  C).  Como  este  contrato  viene  á 
afectar  un  inmueble,  el  documento  en  que  consta  debe 
inscribirse  en  el  registro  de  la  propiedad,  y  sin  este 
requisito  no  puede  perjudicar  los  derechos  de  terceras 
personas  (fr.  2^  2009  C).  La  constitución  de  la  anticre- 
sis  no  perjudica,  como  es  natural,  los  derechos  que 
otra  persona  puede  tener  sobre  el  inmueble  (2017  C.) 
de  suerte  que  si  éste  se  encuentra  hipotecado,  la  hipo- 
teca subsiste  como  si  no  hubiera  contrato  de  anticre- 
sis  en  el  cual  no  tiene  parte  el  acreedor  hipotecario. 

797. — Pueden  celebrar  este  contrato  todos  los  qut> 
^n  general  tienen  capacidad  para  contratar  por  sí;  y 
€omo  lo  expresa  la  definición,  debe  recaer  indispensa- 
blemente sobre  cosas  raíces. 

798. — En  virtud  de  este  contrato,  el  acreedor  tiene 
-el  derecho  de  percibir  los  frutos  ó  renta  del  inmueble 
(2013  C),  á  diferencia  de  lo  que  sucede  con  la  prenda 
propiamente  tal  que  recae  sobre  cosas  muebles,  en  la 
que  el  acreedor  ni  aun  tiene  el  uso  de  la  cosa.   Por 
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lo  demás,  el  acreedor  tiene  respecto  de  la  cosa  que  se 
le  ha  entregado  en  anticresls,  las  mismas  obligaciones 
que  tiene  el  arrendatirio  respecto  de  la  cosa  arrenda 
da  (2014  O.);  pero  esto  no  obsta  á  que  pueda  ejercita! 
sobre  el  inmueble,  lo  mismo  que  puede  hacerlo  cual- 
quier otro  acreedor,  los  privilegios  ó  hipotecas  que  es- 
tén legalmente  constituidas  á  favor  de  su  crédito. 

799. —El  acredor  en  cuyo  poder  está  la  cosa,  es  el 
responsable  de  las  contribuciones  ordinarias  y  gravá- 
menes anuales  que  deben  pagarse  sobre  el  inmueble 
(2011  C.)  porque  es  condición  para  el  aprovechamien- 
to de  éste,  qne  se  satisfagan  las  cargas  á  que  está  su 
jeto.  El  sobrante  de  las  rentas  ó  productos  del  inmue- 
ble, se  aplica  al  pago  del  capital,  si  no  hay  interés  pac- 
tado; y  si  lo  hay,  se  hace  la  aplicación  primero  á  los. 
intereses;  y  lo  que  sobre,  al  capital  (2012  C);  debien- 
do advertirse  que  en  caso  de  duda,  ambigüedad  ó  in- 
determinación acerca  del  interés,  se  entiende  que  es  hI 
legal  (2010  C:). 

800.— La  ley  no  establece  prohibición  para  que  el 
acreedor  y  el  deudor  puedan  pactar  que  se  tomen  por 
los  intereses  los  frutos  ó  rentas  de  la  cosa,  así  es  que 
bien  podrá  convenirse  en  ésto,  tanto  más  cuanto  que 
es  libre  la  estipulación  de  intereses  del  capital  que  se 
presta. 

801. — A  diferencia  de  lo  que  sucedía  según  el  Código- 
con  la  prenda  propiamente  dicha,  y  de  conformidad 
con  h)  establecido  hoy  por  el  Decreto  que  lo  reformó, 
el  acreedor  no  puede  retener  la  de  un  inmueble  por 
otra  deuda  posterior  si  no  se  le  concedió  expresamen- 
te ese  derecho  por  el  último  contrato  (2015  C  );  y  esto 
sin  duda  porque  tratándole  de  derechos  que  pueden 
afectar  bienes  raices,  ha  de  exigirse  siempre,  por  lo 
menos  convención  expresa  para,  que  pueda  llegar  á. 
conocimiento  de  todos. 
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802. — El  dueño  tiene  derecho  de  recobrar  el  inmue- 
ble que  dio  en  prenda  en  cuanto  haya  pagado  la  deu- 
da (2016  C),  porque  desde  entonces  carece  el  acreedor 
de  título  para  retenerlo  por  más  tiempo. 

TITULO  VIGÉSIMO  QUINTO 

DE  LA  FIANZA. 


803.— Jjb,  fianza  es  un  contrato  accesorio  por  el  cual 
wnab  más  personas  se  comprometen  á  responder  por 
las  obligaciones  de  otra  ú  otras^  para  el  caso  de  que 
éstas  no  las  cumplan  (2218  C).  El  que  contrae  ese  com- 
promiso para  el  caso  de  que  no  cumpla  el  primero  y 
directamente  obligado,  se  llama  fiador;  j  fiado,  aquel 
euya  obligación  se  garantiza.  Respecto  de  este  contra- 
to hay  que  examinar:  19  su  naturaleza:  2?  sus  divisio- 
nes: 3?  quienes  pueden  ser  fiadores:  4?  los  efectos  de 
la  fianza  entre  el  acreedor  y  (A  fiador:  5?  sus  efectos 
entre  el  fiador  y  el  deudor:  6?  entre  los  fiadores  entre 
sí;  y  7?  su  extinción. 

I. 

i 
804. — La  fianza  es  un  contrato  accesorio,  porque  es- 
tá constituida  para  garantir  una  obligación  principal, 
de  suerte  que  sin  ésta,  no  puede  subsistir  ni  explicar- 
se la  fianza.  Consecuencia  de  ésto  es  que  sea  nula  la 
que  recae  sobre  una  obligación  que  no  es  civil- 
mente válida  (fr.  1^  2247  C),  como  si  se  contrajo  por 
yiolencia  ó  por  error  ó  hay  vicio  sustancial  en  la  for- 
ma de  su  constancia.  Mas  si  la  nulidad'fprocede  de 
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Uncapacidad  personal  del  deudor  por  ser,  v.  g.  menor, 
mujer  casada,  &,  vale  la  ñanza  con  tal  que  el  ñador 
liaya  tenido  conocimiento  de  la  incapacidad,  al  tiempo 
•de  obligarse  (fr.  2?  2247  C),  porque  entonces  la  causa 
-de  insubsistencia  fundada  en  ,1a  incapacidad  no  afecta 
á  la  obligación  en  sí  de  modo  que  trascienda  á  todos 
ios  que  participan  de  ella  sino  que  es  puramente  per- 
sonal. 

805. — En  virtud  de  ser  accesoria  la  fianza,  no  puede 
^1  fiador,  para  no  desnaturalizarla,  obligarse  por  ma- 
yor cantidad  ni  con  más  gravámenes  que  el  fiado 
<2223  C);  y  si  lo  hiciere,  se  tendrá  por  no  constitui- 
da la  fianza  en  cuanto  al  exceso  (2224  C).  No  se  esta- 
t)lece  para  este  caso  la  nulidad,  porque  ésta  no  debe 
crearse  sin  muy  poderosos  motivos  y  es  indudable 
que  el  que  por  favorecer  á  otro  quiso  obligarse  aun  á 
más  de  lo  que  aquel  debía,  quiso  obligarse  también 
por  menos,  esto  es,  por  lo  que  sola  y  realmente  debía. 
Habrá  exceso  en  la  cantidad  si  la  df^uda  es  de  quinien- 
tos pesos,  por  ejemplo,  y  el  fiador  se  obliga  por  seis- 
<íientos;  y  habrá  exceso  j^or  razón  del  gravamen^  cuan- 
do excede  á  la  obligación  principal  por  razón  del 
lugar,  ó  por  razón  del  tiempo,  si  el  fiador  se  com- 
promete á  pagar  antes  del  plazo  en  que  debe  hacer- 
lo el  deudor,  ó  por  razón  del  modo  cuando  siendo 
ia  obligación  principal  condicional,  la  fianza  prescinde 
de  la  condición,  ó  si  el  fiador  se  obliga  á  pagar  intere- 
ses no  estipulados  por  el  deudor,  ú  otra  pena  no  con- 
venida en  la  obligación  principal.  Puede  obligarse  el  fia- 
dor á  pagar  una  suma  de  dinero  en  vez  de  otra  cosa  de 
valor  igual  ó  mayor.  La  fianza  de  un  hecho  ajeno  sólo 
comprende  la  indemnización  en  que  el  hecho  se  rescin- 
diría por  falta  de  ejecución;  y  la  obligación  de  pagar 
una  cosa  que  no  sea  dinero  en  lugar  de  otra  ó  de  una 
suma  de  dinero,  no  debe  entenderse  como  fianza. 
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806.  — De  que  el  ñador  no  se  pueda  obligar  por  más 
que  el  fíador  principal,  no  se  sigue  sin  embargo,  que 
no  pueda  obligarse  de  un  modo  más  eñoaz.  Asi  es  que 
aunque  la  obligación  principal  sea  personal  puramen- 
te, puede  el  fiador  asegurar  su  responsabilidad  con 
prenda  ó  hipoteca,  así  como  puede  también  presentar 
él  á  su  vez  otro  fiador  que  garantice  el  cumplimiento 
de  sus  respectivas  obligaciones. 

807.— No  se  deduce  tampoco  que  el  fiador  no  pueda 
obligarse  por  menos  que  el  deudor  principal,  porque 
no  puede  exigirse  que  haj^a  de  garantir  precisamente 
el  pago  de  todo  lo  que  se  adeuda.    El  fundamento  de 
su  obligación  es  la  promesa  que  hace  de  pagar  y  sólo 
queda  obligado  por  aquello  á  que  expresamente  se  hu- 
biere obligado  (2222  C).  La  fianza  por  consiguiente  no 
se  presume,  sino  que  debe  ser  expresa,  de  suerte  que 
no  sería  fianza  asegurar  á  una  persona  que  es  solvente 
otra  que  le  pide  fondos;  y  no  debe  extenderse  tampo- 
co á  más  de  lo  contenido  en  ella.  Debe  sin  embargo, 
considerarse  que  cuando  es  simple  ó  indefinida,  com- 
prende no  sólo  la  obligación  principal  sino   todos  sus 
acr^esorios,  como  los  intereses,  los  gastos  del  juicio 
que  se  haya  seguido  contra  el  deudor,  &:   porque  la 
fianza  se  da  para  la  completa  seguridad  é  indemniza- 
ción del  acreedor  que  no  la  tiene  absoluta  si  no  se  in- 
cluyen esos    accesorios;   y  porque    se  presume  que 
el  fiador  quiso  quedar  obligado  á  todo  lo  que  el  deu- 
dor principal,  en  el  hecho   de  no  haber  puesto,  como 
podía,  limitación  ó  modificación.  Hay  que  tener  pre- 
sente que  cuando  el  deudor  presenta  á  «u  acrí^edor  una 
persona  que  se  obliga  á  pagar  la  deuda,  esto  se  esti- 
ma como  fianza  si  el  acreedor  no  declara  expresa menle 
exonerado  de  la  obligación  al  primer  deudor  (2347  C.\. 
808. — La  obligación  que  se  afianza  puede  ser  pura  y 
simple,  6  condicional  y  á  plazo,  porque  ningún  princi- 
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pió  legal  se  opone  á  ello,  así  como  no  se  opone  tampo- 
co á  que  la  obligación  principal  sea  de  persona  natural 
ó  jiirídica.  Generalmente  recae  sólo  sobre  obligacio- 
nes presentes;  pero  podría  garantir  también  una  obli- 
gación futura,  siendo  procedente  en  tal  caso  que  el  fia- 
dor pudiese  retractarse  mientras  no  llegara  á  existir  la 
obligación  principal,  pero  c[uedando  responsable  á  ter- 
ceros de  buena  fe.  Puede  otorgarse  la  'afianza  absoluta 
y  simplemente,  ó  bien  bajo  condición  suspensiva  ó  re- 
solutoria, desde  cierto  día  ó  hasta  cierto  día. 

809.— Para  la  constitución  de  la  fianza  no  se  necesi- 
ta que  Laya  orden,  conocimiento  ó  consentimiento  del 
deudor  principal,  porque  es  negocio  especialmente  en 
tre  el  acreedor  y  el  fiador  que  no  produce  efecto  algu- 
no contra  aquel  sino  en  caso  de  que  faltando  al  cumpli- 
miento de  su  obligación  tenga  el  fiador  que  verificar  el 
pago.  De  ordinario,  la  fianza  se  presta  gratuitamente, 
pero  podría  muy  bien  convenirse  entre  el  deudo .•  y  el 
fiador  en  que  aquel  debiera  darle  alguna  remunera- 
ción por  el  servicio  que  l*^  presta. 

810. — Establecida  la  fianza,  los  derechos  y  obligacio- 
nes del  fiador  pasan  á  sus  herederos  (2244  C),  siguién- 
dose así  el  i)rincipio  general  de  que  los  contratantes 
se  obligan  para  sí  y  sus  herederos  (1429  C),  á  menos 
que  se  estipulara  lo  contrario. 


II. 


811.— La  fianza  puede  ser  convencional,  legal  y, ju- 
dicial, según  que  se  haya  constituido  por  contrato, 
por  disposición  de  la  ley  ó  por  decreto  de  juez.  La 
fianza  convencional  depen.le  enteramente  de  voluntad 
de  los  contratantes,  y  si  se  ha  estipulado  al  contratar, 
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se  considera  como  una  condición  del  contrato,  de  mo- 
do qne  puede  rescindirse,  si  no  se  presta  (1555-1688  C). 
La  fianza  legal  tiene  lugar  generalmente  siempre  que 
se  trata  de  administración  de  bienes  ó  cumplimiento 
de  obligaciones  en  que,  por  ciertos  principios  sociales, 
haya  algún  interés  general.  Así,  deben  afianzar  el 
guardador  de  los  bienes  del  ausente  (9.  *^  Dec.  de  Eef. 
N.  ^  272):  el  heredero  que  tiene  la  posesión  provisio- 
nal (113  C.  y  13  Dec.  cit.):  los  tutores  y  guardadores 
cuando  no  tienen  bienes  en  que  constituir  hipoteca 
(344-349  C):  los  albaceas  (901  C):  los  usufructuarios 
salvas  las  excepciones  expresas  (2.  ^  1340  C):  el  pro- 
pietario que  pide  se  le  ponga  en  posesión  de  los  bienes 
de  que  abusa  el  usufructuario  (1379  C). 

812.— Generalmente  no  hay  obligación  de  dar  fianza 
si  no  se  ha  estipulado,  pero  hay  por  excepción,  algu- 
nos casos  en  que  tiene  el  acreedor  derecho  de  exigirla 
al  deudor  aun  sin  estipulación.  Así,  la  mujer  tiene  de- 
recho de  recobrar  su  dote  del  marido  que  la  disipa  ó  de 
exigirle  fianza,  si  la  hipoteca  que  la  garantiza  no  es  bas- 
tante (1123  C).  El  vendedor  puede  exigir  la  devolución 
de  la  cosa  mueble  vendida,  ó  fianza  por  el  pago  cuan- 
do el  comprador  desmejora  de  fortuna  antes  de  pagar- 
le el  precio  (1564  C):  el  asegurador  puede  exigir  fian- 
za al  asegurado  por  la  devolución  de  la  cantidad  reci- 
bida, para  el  caso  de  que  en  juicio  se  le  mande  resti- 
tuir por  la  contradicción  que  el  mismo  asegurador  ha- 
ce de  los  hechos  (1895  C):  el  prestamista  tiene  dere- 
cho de  exigir  lo  que  dio  en  mutuo  antes  del  plazo,  si 
el  deudor  malversa  sus  bienes,  ó  de  hacer  que  éste  le 
otorgue  fianza  competente  (1911  C):  el  heredero  cu- 
yos bienes  hereditarios  han  sido  embargados  ó  contra 
quien  se  pronuncia  sentencia  por  ellos,  tiene  acción 
para  pedir  fianza  á  sus  coherederos  por  la  responsabi- 
lidad que  pueda  resultarles  (1082  C):  el  acreedor  hi- 
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potecario  puede  exigir  al  propietario  nueva  y  compe- 
tente garantía  si  ha  incurrido  en  heclios  dolosos  ó 
culpables  que  disminuj^an  el  valor  dc^  inmueble  (292 
Dec.  de  Reí.  N  o  272). 

813.— La  fianza  judicial  que  es  la  que  se  manda  pres 
tar  en  juicio,  tiene  lugar  principalmente  en  los  casos 
que  siguen.  El  actor  puede  pedir  la  entrega  de  la  cosa 
que  demanda  con  acción  real,  cuando  el  reo  es  contu- 
maz, y  el  juez  debe  ordenarla,  previa  fianza  á  su  satis 
facción  (433  C.  pr.):  el  demandado  por  un  extranjero 
ó  transeúnte  puede  exigir  del  demandante  fianza  de 
estar  á  derecho  (577  C.  pr.):  los  pagos  ó  entregas  que 
se  hagan  al  actor  por  resultado  del  juicio  contra  un 
ausente  serán  bajo  fianza  de  resultas  (128  C.  pr.):  el 
que  pide  un  secuestro  precautorio  sin  fundarlo  en  ti- 
tulo ejecutivo  debe  dar  fianza  por  los  daños  y  perjui- 
cios que  se  sigan  para  el  caso  de  que  la  provid(íncia  sea 
revocada  ó  de  que  entablada  la  demanda,  no  haya  lu- 
gar al  embargo  (282  C.  pr.):  cuando  se  apela  de  la  sen- 
tencia pronunciada  en  juicio  ejecutivo,  para  que  pue- 
da llevarse  adelante  la  sentencia  en  beneficio  de  aquel 
á  cuyo  favor  se  pronunció  (213  Dec.  de  Ref  N.  ^  273): 
cuando  se  trata  de  hacer  ejecutivo  un  instrumento,  es- 
tando pendiente  el  juicio  de  falsedad  sobre  el  mismo 
(676  C.  pr.):  cuando  se  dé  libramiento  de  pago  al 
acreedor  contra  el  que  remató  los  bienes  ejecutados, 
si  el  deudor  la  pidiere  para  las  resultas  del  juicio  or- 
dinario que  puede  seguir  (1010  C.  pr.);  y  cuando  el 
que  ejecuta  una  obra  nueva  denunciada  que  sólo  oca 
siona  leve  daño,  quiere  continuarla  (1190  C.  pr.). 

814. — La  fianza  legal  y  la  judicial  se  sujetan  á  las 
mismas  reglas  que  la  convencional,  salvo  en  cuanto  la 
ley  que  las  exige  disponga  otra  cosa.  Se  diferen- 
cian en  que  en  la  convencional  depende  enteramente 
del  acreedor,  admitir  el  fiador  que  se  le  propone  con 
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tal  que  no  tenga  incapacidad  para  serlo,  mientras  que 
el  que  está  obligado  á  dar  un  íiador  por  prevenirlo 
para  ese  caso  la  ley  6  el  juez,  debe  presentar  una  per- 
sona que  tenga  capacidad  de  obligarse,  que  tenga  la 
cantidad  de  bienes  suficientes  para  responder  á  la 
obligaron,  y  que  se  halle  domiciliada  en  el  mismo  de- 
partamento (2241  C).  Esto  con  el  objeto  de  que  no 
sea  nula,  ó  se  haga  ilusoria  ó  muy  difícil  de  ejecutar 
la  responsabilidad  del  fiador,  en  los  casos  en  que  la 
ley  ha  estimado  necesaria  la  fianza.  Es  de  advertir  que 
la  solvencia  de  un  fiador,  á  menos  que  la  deuda  sea  pe- 
queña ó  en  materia  de  comercio,  no  se  estima  sino 
atendiendo  á  los  bienes  raíces  (2242  C),  porque  la  for- 
tuna que  consiste  en  ellos  tiene  para  perderse,  más  di- 
ficultades que  la  que  consiste  en  muebles;  y  es  de  ad- 
vertir también  que  aun  de  los  raíces,  no  se  conside- 
ran buenos  para  el  objeto  de  la  fianza,  los  que  son  li- 
tigiosos ó  difíciles  de  ser  ejecutados,  por  razón  de  la 
distancia  á  que  están  situados  (fr.  2.  ^  2242  C). 

815.— Cuando  alguno  está  obligado  á  prestar  fianza 
por  mandato  del  juez  ó  por  disposición  de  la  ley,  cum- 
ple con  dar  una  prenda  6  hipoteca  que  sea  bastante 
para  la  seguridad  de  la  obligación  que  se  ha  de  afian 
zar  (2243  C),  pues  de  ese  modo  se  satisface  cumpli- 
damente el  ñn  que  debía  llenar  la  fianza. 


III. 


816.— Fiadores  pueden  ser  todos  los  que  pueden 
obligante  por  sí  y  no  tienen  prohibición  especial  para 
serlo  (2220  C).  Tienen  prohibición  especial  para 
ser  fiadores  los  militares  en  asuntos  que  no  pertenez- 
can á  su  fuero  (1?  2221  C. )  y  los  empleados  de  hacien- 
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da  que  necesiten  dar  ñanza  para  el  desempeño  de  sus 
destinos  (2^  2221  C). 

C17. — La  fianza  puede  ser  simple^  mancomunada  ó 
solidaria  entre  los  fiadores,  y  mancomunaba  ó  soli- 
daria con  el  fiador.  Es  simple  cuando  la  obligación 
del  fiador  se  limita  á  cumplir  la  obligación  del  fiado 
en  el  caso  que  éste  no  lo  verifique.  Es  mancomunada 
ó  solidaria  entre  los  fiadores,  cuando  éstos  se  compro- 
meten á  responder  todos  y  cada  uno,  x)or  el  todo 
de  la  obligación  en  falta  del  fiado.  Es  mancomunada  ó 
solidaria  con  el  deudor  cuando  se  constituye  en  térmi- 
nos que  ellos  y  el  deudor  son  responsables  igual  é  in- 
distintamente del  cumplimiento  de  la  obligación. 


IV. 


818. — El  principal  efecto  que  la  fianza  produce  entre 
el  acreedor  y  el  fiador  es  el  de  que  éste  tenga  obliga- 
ción de  pagar  no  pagando  el  fiado.  Si  el  fiador  se  ha 
obligado  simplemente,  su  resx)onsabilidad  comienza 
después  que  conste  que  el  fiado  no  tiene  con  que  pa- 
gar ni  puede  cumplir  la  obligación  que  contrajo  (2226 
C).  Este  derecho  del  fiador  simple  de  no  ser  deman- 
dado por  el  acreedor  antes  que  el  fiado  se  llama  bene- 
ficio de  orden  (19-321  Dec.  de  Ref.  N?  272);  y  el  de  rio 
serlo  antes  de  que  se  averigüe  que  el  principal  deudor 
carece  de  bienes  y  no  tiene  suficientes  para  el  pago  de 
la  de  la  deuda,  se  conoce  conoce  con  el  nombre  de 
beneficio  de  excusión  (29-321  Dec.  de  Ref.  N9  272;  y 
son  consecuencia  natural  del  carácter^  de  obligación 
accesoria  que  tiene  la  fianza,  carácter  que  no  se  modi- 
fica de  ningún  modo,  cuando  no  se  ha  estipulado  man- 
comunidad. Si  ésta  se  ha  estipulado,  tales  beneficios  no 
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caben,  porque  el  fiador  que  se  mancomuna  con  el  deu- 
dor, se  constituye  tanto  como  éste,  deudor  principal 
y  solidario,  de  modo  que  el  acreedor  puede  dirigirse 
contra  cualquiera  de  ellos  indistintamente  (2231-2232 
C),  así  que  cada  uno  de  ellos  puede  ser  ejecutado  por 
toda  ]a  deuda.  Tampoco  podrá  tener  lugar  el  beneficio 
de  orden,  si  el  deudor  principal  se  alzó  con  sus  bienes 
(322  Dec.  de  Ref.  ISÍ?  272),  porque  entonces  aparece  ya 
que  obligar  al  acreedor  á  la  previa  excusión,  no  sería 
más  que  hacerle  perder  el  tiempo  .inútilmente.  Exi- 
giéndose que  el  deudor  se  haya  alzado,  no  basta  la 
simple  quiebra,  porque  alzarse  supone  además  que  el 
deudor  se  ocultó  ó  se  ha  fugado  con  sus  bienes  negán- 
dose á  pagar  á  los  acreedores. 

819.— Habiendo  varios  fiadores,  éstos  ó  se  obligan 
simplemente  entre  sí,  ó  solidaria  y  mancomunadamen- 
te.  Siendo  la  fianza  simple  entre  los  fiadores,  el  acree- 
dor no  puede  exigir  de  cada  uno  de  ellos  más  que  lo 
que  le  toque  dividiendo  la  deuda  por  igual  entre  todos, 
y  en  esto  consiste  el  beneficio  que  se  llama  de  divi- 
sión (39  321  Dec.  de  Kef.  W  2T2\  de  modo  que  si  los 
fiadores  obligados  simplemente  entre  sí  son  tres  y  la 
deuda  es  de  tres  mil  pesos,  por  ejemplo,  el  acreedor 
no  puede  ejecutar  á  cada  uno  de  ellos  en  su  caso,  más 
que  por  la  tercera  parte  ó  sea  por  mil  pesos,  porque 
naturalmente  no  debe  admitirse  que  se  haya  contraído 
la  obligación  de  otro  modo  cuando  no  se  expresó. 
Consecuencia  inmediata  es  de  lo  dicho,  que  el  benefi- 
cio de  división  no  tenga  lugar  entre  fiadores  man- 
comunados entre  sí,  porque  la  mancomunidad  es  pre- 
cisamente opuesta  á  esa  división  y  con  el  objeto  de 
evitarla  (2229^  C).  Tampoco  tendrá  lugar  la  división 
si  los  fiadores  se  han  obligado  mancomunadamente 
con  el  deudor,  porque  entonces  cada  uno  de  elios  se  ha 
constituido  en  deudor  principal  (2232  C). 
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820. — El  caiáciei  sin  embargo,  de  mancomunados 
entre  sí  que  tengan  los  Madores,  no  les  quita  por  si  so- 
lo los  beneficios  de  orden  y  de  excusión,  porque  no  se 
oponen  á  ese  carácter  (323  Dec.  de  Ref.  N9272)  y  así 
es  que  demandado  cualquiera  de  ellos  por  el  todo 
de  la  deuda,  puede  exigir  que  se  ejecute  primero  al 
deudor,  para  n©  respoi^der  sino  cuando  resulte  que 
éste  no  tiene  bienes  con  que  pagar  (2229  C).  Se  ve  por 
tanto,  que  los  fiadores,  aun  cuando  estén  mancomu- 
nados entre  sí,  pueden  serlo  simples  respecto  del  deu- 
dor en  cuanto  á  orden  y  excusión,  si  no  se  obligaron 
solidariamente  con  él. 

821.— Hay  que  advertir  que  la  mancomunidad  de 
los  fiadores  entre  sí  ó  con  el  deudor  no  se  presume. 
Para  establecerla  es  indispensable  por  tanto,  qi^  ex- 
presamente conste  que  se  mancomunaron  entre  sí  ó 
con  el  deudor,  ó  por  lo  menos  que  expresamente  re- 
nunciaron los  beneficiaos  de  orden,  lo  cual  equivale  res- 
pectivamente á  mancomunarse  con  el  deudor  ó  con  los 
otros  fiadores;  en  falta  de  esto,  se  entenderá  siempre 
que  los  fiadores  se  han  obligado  simplemente  (2;á33  C). 

822.— Hay  que  advertir  también  que  la  reponsabili- 
dad  de  los  fiadores  simples  qi:^  es  limitada  á  pagar  á 
prorrata  la  parte  correspondiente,  no  se  aumenta  por 
la  quiebra  ó  insolvencia  de  alguno  de  ellos,  ni  tienen 
que  sufrir  sus  consecuencias  cuando  no  tomaron  sobre 
sí  esa  responsabilidad  puesto  que  no  son  mancomu- 
nados. 

823. — El  fiador  puede  hacer  el  pago  de  la  deuda  aun 
antes  de  ser  reconvenido  por  el  acreedor,  en  todos  los 
casos  en  que  pudiera  hacerlo  el  deudor  principal.  Aun- 
que no  sea  reconvenido,  puede  requerir  al  acreedor 
desde  que  sea  exigible  la  deuda,  para  que  proceda 
contra  el  deudor  principal;  y  si  el  acreedor  después 
de  este  requerimiento  lo  retardare,  es  natural  que  no 
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sea  responsable  el  fiador  por  la  insolvencia  del  deudor 
principal  sobrevenida  durante  el  retardo. 

824. — Cuando  varios  deudores  principales  se  han 
obligado  solidariamente  y  uno  de  ellos  ha  dado  fíanza, 
el  derecho  del  fíador  reconvenido  para  que  se  haga 
excusión,  debe  entenderse  no  sólo  en  los  bienes  del 
íiado  sino  también  en  los  de  ^us  cod^idores. 

825. — Reconvenido  el  fiador,  podrá  oponer  al  acree- 
dor cualesquiera  excepciones  reales,  esto  es,  proceden- 
tes de  la  obligación  principal,  como  error,  dolo,  fuerza, 
cosa  juzgada  &;  pero  no  podrá  oponer  las  que  sean 
exclusivamente  ])ersonales  del  deudor,  como  su  inca- 
13acidad  de  obligarse,  la  cesión  de  bienes  que  haya 
hecho,  el  beneficio  de  competencia  de  que  goce,  por 
que  él  como  r^^sponsable  de  la  obligación  principal  de- 
be poder  combatirla  con  los  mismos  medios  que  lo  ha- 
ría el  deudor  principal,  con  tal  que  no  sean  esencial- 
mente inherentes  á  la  persona  de  éste. 

826. — De  la  renuncia  que  haya  hecho  del  beneficio 
de  orden  ó  excusión,  el  primer  fiador,  no  pifiede  dedu- 
cirse la  renuncia  de  otro  fiador  que  éste  haya  dado  á 
su  vez;  y  en  todos  los  casos  de  excusión,  si  los  bienes 
del  deudor  no  produjeren  más  que  un  pago  parcial  de 
la  deuda,  el  acreedor  debe  estar  obligado  á  aceptarlo 
sin  poder  dirigirse  contra  el  fiador  sino  por  la  parte 
que  quede  sin  pagársele. 

827. — Conforme  á  buenos  principios,  el  beneficio  de 
excusión  no  debe  oponerse  sino  una  sola  vez,  de  suer- 
te que  si  la  excusión  de  los  bienes  designados  por  el 
fiador  no  produjere  efecto  ó  no  bastare,  no  podrá  se- 
ñalar otros  á  menos  que  el  deudor  los  haya  adquirido 
con  posterioridad.  Conforme  á  los  mismos  principios, 
no  deberían  tomarse  en  cuenta  para  la  excusión  los 
bienes  cuyo  dominio  está  sujeto  á  una  condición  reso- 
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Intoria,  ni  los  hipotecados  á  favor  de  deudas  preferen- 
tes en  la  parte  necesaria  para  el  pago  de  ésta. 

828. — Si  el  acreedor  es  omiso  ó  negligente  en  la  ex- 
cusión y  el  deudor  entre  tanto  se  hace  insolvente,  el 
fiador  no  debe  ser  responsable  sino  por  la  diferencia 
que  liaya  entre  el  importe  total  de  la  fianza  y  el  valor 
de  los  bienes  que  para  la  excusión  hubiere  señalado. 
Y  si  el  fiador  expresa  é  inequívocamente  sólo  se  hubie- 
re obligado  á  pagai'  lo  que  el  acreedor  no  pudiere 
obtener  del  deudor,  se  entenderá  que  el  acreedor  debe 
hacer  previa  excusión  y  que  el  fiador  no  será  respon- 
sable de  la  insolvencia  del  deudor,  si  el  acreedor  ha 
tenido  medios  suficientes  para  hacerse  pagar  y  ha  sido 
negligente  en  servirse  de  ellos. 

829. — Todos  estos  principios  que  en  algunos  códigos 
como  el  francés  y  el  Chile,  forman  otros  tantos  ar- 
tículos, han  sido  omitidos  en  el  nuestro,  más  aun  cuan- 
do subsista  esa  omisión,  deberá  estarse  á  ellos  porque 
son  reglas  generales  de  justicia  y  de  legislación  común. 


V. 


830. — Puede  el  fiador,  aun  antes  de  haber  pagado, 
exigir  que  el  deudor  asegure  las  resultas  de  la  fianza  en 
los  casos  siguientes:  1?  Si  él  ó  el  fiador  están  para  au- 
sentarse de  la  Eepública:  29  Si  el  deudor  sufre  menosca- 
bo en  sus  bienes  de  modo  que  se  halle  en  riesgo  de  que- 
dar insolvente:  39  Si  se  obligó  á  relevarle  de  la  fianza 
en  tiempo  determinado  y  éste  ha  transcurrido:  4°  Si  la 
deuda  se  hace  exigible  por  el  vencimiento  del  plazo, 
y  con  mayor  razón,  si  además  ha  sido  demandado  ya 
judicialmente  para  el  pago:  59  Si  han  transcurrido  cin- 
co años  y  la  fianza  no  ha  sido  por  título  oneroso,  ni  la 
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obligación  principal  tiene  término  fijo  mayor,  como  la 
tutela;  y  6?  si  ha  vencido  ya  el  plazo  de  la  obligación 
principal  (324  Dec.  de  Ref.   N?  272).   En  todos  estos 
casos,  excepto  el  último,    tiene   también  derecho  el 
acreedor  de  pedir  que  se  le  exonere  de  la  fianza.  Estos 
derechos  concedidos  al  fiador,  son  una  consecuencia 
de  que  debe  serle  permitido  tomar  todas  las  medidas 
de  precaución  y  seguridad  que  las  circunstancias  ha- 
gan ver  que  son  indispensables  para  ponerse  á  cubierto 
de  la  responsabilidad  á  que  lo  obliga  la  falta  del  deu- 
dor. En  cualquiera  de  esos  casos  debidamente  compro- 
bado, debe  el  Jaez  acceder  á  la  pretensión   del  fiador 
compeliendo  al  fiado  hasta  con  el  embargo  de  la  canti- 
dad por  la  cual  responde  el  fiador  (2236  C).  Este  dere- 
cho en  nada  perjudica  al  acreedor,  porque  si  el  deudor 
asegura  el  pago,  f^sa  mayor  garantía  tiene;  y  si  se  releva 
al  fiador,  es  dándole  otro  que  le  deba  satisfacer  plena- 
mente, de  suerte  que  no  empeora  su  condición. 

831.— Como  no  pagando  oportunamente  el  deudor 
principal,  ó  no  cumpliendo  la  obligación,  debe  hacer- 
lo el  fiador,  una  vez  que  lo  haya  hecho  en  todo  ó  en 
parte,  se  subroga  respectivamente,  por  ministerio  de  la 
ley,  en  todas  las  acciones  que  tenía  el  acreedor  contra 
el  fiado  relativas  á  la  deuda  ú  obligación  (325  Dec.  de 
Ref.  N.  ^  272).  Si  hay  muchos  deudores  obligados 
mancomun^damente,  el  fiador  que  paga  la  deuda  tie- 
ne derecho  contra  cada  uno  de  ellos  por  el  todo 
(2238  C),  porque  cada  uno  de  ellos  era  deudor  del  todo 
respecto  del  acreedor,  y  como  el  fiador  se  subroga  en 
los  derechos  de  éste  tiene  las.  mismas  acciones  que  él 
tenía. 

832.— La  acción  del  fiador  contra  el  deudor  princi- 
pal para  reembolsarse,  comprende  no  solo  lo  pagado 
por  él,  sino  también  los  intereses  legales,  los  gastos  y 
los  daños  y  perjuicios;  pero   esto   debe   entenderse  de 
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los  gastos  razonables.  Si  la  fianza  se  lia  otorgado  por 
encargo  de  un  tercero,  el  fiador  sin  perjuicio  de  la  ac- 
ción que  tenga  contra  el  demandante,  la  tendrá  siem- 
pre también  contra  el  deudor  principal. 

833. — Como  el  fiador  no  tiene  que  pagar  sino  por 
falta  del  deudor  principal,  si  paga  antes  de  que  se 
venza  el  plazo  de  la  obligación,  no  puede  reconvenir 
al  deudor  sino  hasta  que  se  haya  vencido  el  plazo. 

834.  — El  deudor  que  paga  sin  avisarlo  al  fiador,  es 
responsable  para  con  éste  de  lo  que  él,  ignorándola  ex- 
tinción de  la  deuda,  pagare  de  nuevo;  pero  tiene  acción 
contra  el  acreedor  por  el  pago  indebido.  Si  el  fiador 
X')aga  sin  avisarlo  al  deudor,  puede  éste  oponerle  todas 
las  excepciones  que  habría  podido  oponer  al  acreedor 
al  tiempo  del  pago;  y  si  el  deudor,  ignorando,  por  fal- 
ta de  aviso,  la  extinción  de  la  deuda,  la  paga  de  nue- 
vo, no  tiene  el  fiado  recurso  contra  él;  pero  si  jjue- 
de  intentar  contra  el  acreedor  la  acción  del  deudor 
por  pago  indebido. 

VI. 


835. — Cuando  hay  dos  ó  más  fiadores  de  un  mismo 
deudor,  el  que  satisface  la  deuda  ó  cumple  la  obliga- 
ción principal,  tiene  derecho  para  exigirla  de  los  de- 
más con  deducción  de  la  parte  que  á  prorrata  le  corres- 
ponda (2239  C),  puesto  que  lo  único  por  lo  que  él  tie- 
ne que  re.sponder  absolutamente,  es  esa  parte  propor- 
cional. La  ley  ya  no  establece  hoy  la  necesidad  de  la 
carta  de  lasto  ó  sea  la  cesión  de  acciones  del  acreedor? 
para  que  el  fiador  pueda  dirigirse  contra  el 'deudor 
principal  ó  contra  los  demás  fiadores;  así  es  que  bas- 
tará que  conste  el  pago  que  se  ha  hecho  para  que 
13ueda  ejercitarse  la  acción.  Cuando  alguno  de  los  co" 
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fiadores  es  insolvente  y  se  han  obligado  de  mancomún, 
la  responsabilidad  de  los  otros  fiadores  se  aumenta 
con  la  del  insolvente  (2240  C),  esto  es,  la  parte  que 
correspondía  dar  al  insolvente  la  pagan  los  otros  com- 
pañeros en  la  fianza;  y  ésto  como  efecto  de  la  manco- 
munidad entre  los  fiadores. 


VIL 


DE   LA    EXTINCIÓN    DE    LA    FlANZ^ 


836. — La  fianza  se  extingue  por  las  misrñas  causas 
que  se  extinguen  generalmente  las  demás  obligaciones; 
así  es  que  si  el  fiador  paga,  si  compensa  con  el  acree- 
dor, si  éste  le  remite  ó  condona,  si  hay  confusión  &:, 
la  fianza  quedará  extinguida.  Se  extinguirá  también 
siempre  que  por  cualquier  medio  se  acabe  la  obliga- 
ción principal,  porque  como  la  fianza  es  accesoria,  no 
puede  subsistir  cuando  la  obligación  principal  ya  no 
subsiste  (2245  C). 

837. — Como  aplicaciones  particulares  de  este  princi- 
pio se  encuentran  varias  disposiciones.  La  prescripción 
adquirida  por  el  deudor  principal  aprovecha  siempre 
á  los  fiadores  (640  C.)  y  la  interrupción  de  la  prescrip- 
ción contra  el  deudor  principal  produce  los  mismos 
efectos  contra  el  fiador  (681  C).  Los  fiadores  quedan 
libres  si  el  acreedor  remite  ó  condona  la  deuda  al  deu- 
dor principal  (2319  C).  La  confusión  ó  consolidación 
en  la  persona  del  deudor  principal  extingue  la  obliga- 
ción de  los  fiadores;  x)ei'o  la  que  se  verifica  en  uno  de 
éstos,  no  extingue  la  obligación  del  deudor  principal 
ni  la  de  los  demás  fiadores   (2324  C).    El  deudor  no 
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puede  reclamar  compensación  por  lo  qué  se  debe  á  su 
fiador  ó  á  otro  deudor  solidario;  pero  el  fiador  puede 
pedirla  de  lo  que  debe  el  acreedor  al  deudor  principal 
(2833  C). 

838.— Queda  también  extinguida  la  fianza  caando  el 
acreedor  concede  prórroga  al  deudor  ó  hace  cualquiera 
otra  novación  en  el  contrato  principal  sin  el  expreso 
consentimiento  del  fiador  (2246  C),  porque  durante  el 
tiempo  de  la  prórroga,  puede  hacerse  insolvente  el 
deudor  que  antes  no  lo  era;  y  sobre  todo,  no  puede  ex 
tenderse  ni  cambiarse  la  obligación  del  fiador  sin  que 
concurra  su  consentimiento  (2346  C). 

839. — Cuando  el  deudor  principal  quiere  pagarla 
deuda  antes  del  plazo,  sin  mengua  de  los  intereses  que 
corresponden  al  acreedor,  y  éste  se  niega  sin  motivo 
justo,  puede  el  deudor  hacer  la  consignación,  y  verifi- 
cada, queda  el  fiador  eximido  de  toda  obligación  (2248 
C.)  como  queda  siempre  que  por  cualquier  medio  le- 
gítimo se  extingue  la  obligación  principal. 


TITULO  VIGÉSIMO  SEXTO, 
DE  LA  HIPOTECA. 


840.  —La  palabra  hipoteca,  lo  mismo  que  la  prenda, 
tiene  acepciones  diferentes,  pues  designa  unas  veces 
el  contrato  por  el  cual  se  constituye,  otras  el  derecho 
real  que  de  sa  constitución  nace,  y  aun  la  misma  cosa 
hipotecada.  Considerada  como  derecho  real  es  en  el 
acreedor,  un  derecho  real  que  se  constituye  sobre  bie- 
nes inmuebles  ó  derechos  reales  para  garantir  el  cum- 
plimiento de  una  obligación  y  su  preferencia  en  el  lu- 
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gar  (2018  C).  Es  derecho  real  porque  gravita  directa- 
mente sobre  la  cosa  en  que  recae  y  se  considera  adhe- 
rido á  ella,  de  suerte  que  se  tiene  como  obligada  la 
cosa  misma,  ésta  es  la  que  persigue  el  acredor  como 
si  ella  fuera  la  deudora,  y  la  persona  del  que  contrajo 
la  deuda  aparece  más  bien  como  subsidiaria.  Es  de- 
recho real  y  no  desmembración  del  dominio  porque 
el  dueño  de  ella  continua  con  su  propiedad  y  aun  con 
su  posesión,  ya  que  no  se  entrega  al  acreedor  como  la 
prenda,  asi  es  que  puede  hipotecarla  á  otro,  puede 
enajenarla  á  título  oneroso  ó  gratuito  y  puede,  en  ge- 
neral, ejercer  todos  los  actos   de  señorío  que  corres- 
ponden'al  propietario  de  una  cosa.    Ese  derecho  real 
recae  sólo  sobre  bienes  inmuebles  ciertos  y  determma- 
dos  y  sobre  derechos  reales,  porque  como  lo   hipote- 
cado no  se  entrega  al  acreedor,  es  claro  que  sólo  esos 
bienes  y  no  los  muebles,  que  pueden  hacerse  desapare- 
cer fácilmente  y  confundirse  unos  con  otros,  son  los 
que  dan  garantía  al  acreedor.    Y  aquí  es  de  notar  la 
o-ran  ventaja  de  la  hipoteca  sobre  la  prenda  para  el  des- 
envolvimiento del  crédito  y  el  impulso  de  la  agricul- 
tura y  de  la  industria;  pues  no  sólo  sirven  los  raices 
por  su  mayor  valor  respecto  de  los  muebles  para  ob- 
tener y  garantir  más  considerables  cantidades,  sino 
que  no  impiden  que  el  propietario  continúe  trabajan- 
do, mejorando  y  haciendo  producir  sus  ñncas,  como 
se  impediría  si  se  entregaran  al  acreedor.   Se  di^-e  por 
último,  que  la  hipoteca  garantiza  el  cumplimiento  de 
una  obligación  y  su  preferencia  en  el  lugar  porque  es- 
te es  su  objeto:  si  la  persona  no   cumple,  responde  la 
cosa  afecta  al  cumplimiento;  y  si  ocurriera  el  caso  de 
un  concurso,  el  acreedor  tendría  asegurado  su  pago  en 
lugar  preferente  con  el  precio  de  la  cosa  que  le  estaba 
afecta.  La  hipoteca  supone  pues,  necesariamente   que 
hay  una  obligación  previa  y  en  ese  concepto  puede  te- 
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nerse  como  accesoria  de  aquella  y  la  fortalece  y  asegu- 
ra," subordinándose  á  ella  y  siguiendo  sus  vicisitudes, 
sin  cambiar  su  naturaleza.  Así,  considerada  como  con- 
trato puede  decirse  que  es  un  contrato  consensual  ac- 
cesorio por  el  cual  el  deudor  asegura  á  su  acreedor, 
directa  é  inmediatamente,  el  cumpUmienie^  de  una 
ohli gavión  y  la 'preferencia  de  su  pago,  con  bienes  in- 
muebles ó  derechos  reales. 

841. — En  esta  materia  que  es  de  las  más  importan- 
tes, se  tratará  en  párrafos  separados:  19  de  las  diferen- 
tes clases  que  hay  de  hipoteca:  29  de  los  caracteres 
esenciales  de  ésta:  39  de  la  extensión  de  la  hipoteca: 
49  de  las  j)í^i'sonas  que  x^^eden  constituirla:  59  de 
los  bienes  que  pueden  hipotecarse:  69  de  los  efectos 
de  la-  hipoteca:  7°  de  la  forma  en  que  se  constituye:  89 
de  las  maneras  de  extinción  de  la  hipoteca:  99  de  las 
hipotecas  legales;  y  109  de  las  analogías  y  de  las  dife- 
rencias que  hay  entre  las  voluntarias  y  las  legales. 


PÁRRAFO  PRIMERO. 


DIVISIONES    DE   LA    HIPOTECA. 


I. 


842. — La  hipoteca  puede  s^^r  voluntaria  y  legal  (2043 
C).  Voluntaria  es  la  que  se  constituye  por  libre  con- 
venio entre  los  interesados  ó  por  disposicidií  testamen- 
taria (2044  C)  y  legal  la  qwe  se  constituye  por  dispo- 
sición de  la  ley  (2050  C).  Esta  es  la  única  división  que 
hoy  admite  nuestra  ley:  una  y  otra  hipoteca  se  consti- 
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tuyen  con  las  mismas  formalidades,  una  y  otra  se  regis- 
tran, y  en  una  y  otra  se  requiere  que  sean  expresas  y 
que  se  puntualicen  y  determinen  los  bienes  en  que  re- 
caen; y  toda  la  diferencia  está  en  que  la  legal  se  esta- 
blece porque  hay  un  precepto  de  la  ley  que  ordena  su 
constitución,  mientras  que  la  voluntaria  debe  su  exis- 
tencia al  sOlo  convenio  de  los  interesados. 


II. 


843. — Antes  de  la  emisión  de  los  Códigos,  la  hipote- 
ca podía  ser  expresa  y  tácita^  y  esta  división  se  con- 
fundía entonces  con  la  de  voluntaria  y  legal,  pues 
todas  las  hiporecas  legales  quedaban  constituidas  sin 
necesidad  de  acto  ó  formalidad  alguna  por  el  solo  mi- 
nisterio de  la  ley,  calladamente,  y  por  eso  se  las  lla- 
maba tácitas. 

844. — Nuestro  actual  sistema  hipotecario  rechaza 
abiertamente  esos  gravámenes  que  no  son  ó  pueden 
no  ser  conocidos  de  todos:  su  base  es  la  publicidad,  el 
establecimiento  de  un  registro  en  que  cualquiera  pue- 
da saber  si  la  propiedad  es  libre  ó  está  sujeta  á  grava- 
men; y  la  consiguiente  seguridad,  base  de  la  con- 
fianza de  los  que  contratan,  de  que  los  bienes  que  no 
aparecen  expresamente  señalados  con  uno  de  esos  gra- 
vámenes prestan  verdadera  garantía.  En  el  sistema  an- 
terior, tal  confianza  y  garantía  no  podían  obtenerse^ 
porque  era  muy  difícil  cerciorarse  de  que  el  contra- 
tante no  estaba  en  algunos  de  los  muy  numerosos  ca- 
sos que  causaban  la  hipoteca  tácita.  Así,  hoy  no  se 
reconoce  ninguna  hipoteca  que  no  sea  expresa  y  pú- 
blica, es  decir,  que  no  apareciendo  inscrita  en  el  re- 
gistro de  la  propiedad,  no  produce  efecto  alguno  con- 
tra terceras  personas. 
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III. 


845.  —En  la  legislación  anterior  la  hipoteca  podía 
ser  también  general  y  especial.  Especial  la  que  recaía 
sobre  bienes  ciertos  y  determinados;  y  general  la  que 
afectaba  todos  los  bienes,  presentes  y  futuros^  de  la 
persona  que  la  constituía.  Hoy  no  existe^tampoco  esa 
división  sino  que  toda  hipoteca  ha  de  ser  especial,  es 
decir,  de  bienes  ciertos  y  determinados.  Ni  puede  ser 
de  otro  modo  en  un  buen  sistema  hipotecario,  porque 
siendo  la  publicidad  un  elemento  indispensable,  no 
caben  tales  hipotecas  que  ni  se  registraban,  ni  daban 
por  consiguiente,  derecho  contra  tercer  poseedor.  La 
única  ventaja  que  tenían  para  el  acreedor  era  en  caso 
de  concurso  respecto  de  los  que  no  tenían  hipoteca  es- 
pecial; pero  la  escasa  garantía  que  en  ese  evento  pres- 
taban, y  que  podía  desvirtuarse  por  la  constitución 
posterior  de  hipotecas  especiales,  no  podía  prevalecer 
sobre  los  inconvenientes  que  originaba  la  desconfian- 
za que  eso  producía. 

846. — Como  fácilmente  se  comprende,  al  decir  que 
la  hipoteca  ha  de  ser  especial  no  se  significa  que  ha 
de  recaer  sobre  una  sola  finca:  puede  el  deudor  hipote- 
car á  su  acreedor  todos  sus  bienes  inmuebles;  pero  in- 
dividualizado cada  cual,  y  registrándose  cada  hipo- 
teca; y  puede  además,  á  medida  que  adquiera  otros, 
hipotecárselos  también;  pero  esto  será  hipoteca  espe- 
cial de  muchos  bienes,  no  la  hipoteca  general  antigua 
que  se  refería  á  todos,  sin  hacer  de  ellos  ^inguna  es- 
pecificación. 
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847. — Por  dereclio  español  había  también  la  hipote- 
ca que  se  llsunsibs.  pretoria  y  Is.  Judicial.  La  judicial 
que  era  la  que  se  producía  por  el  embargo  de  bienes 
en  el  juicio  ejecutivo,  ha  quedado  reemplazada  venta- 
josamente con  la  anotación  preventiva  que  se  hace  no 
sólo  en  caso  de  embargo  sino  aun  en  el  de  demanda  or- 
dinaria por  algún  derecho  sobre  inmuebles;  y  la  pre- 
toria que  era  la  que  adquiría  el  acreedor  en  los  bienes 
del  deudor  que  se  le  mandaban  entregar  cuando  no 
acudía  éste  al  emplazamiento,  de  la  demanda,  esto 
es,  por  rebeldía  ó  contumacia,  es  enteramente  inne- 
cesaria atendidos  los  derechos  que  las  leyes  de  proce- 
dimientos dan  actualmente  al  demandado  para  que  no 
quede  ilusoria  su  demanda  por  la  rebeldía  ó  contuma- 
cia de  aquel  contra  quien  se  endereza. 


PÁRRAFO   SEGUNDO. 

CAEACTERES  DE  LA  HIPOTECA. 

^48. — Los  caracteres  esenciales  y  distintivos  de  la 
hipoteca  son  dos:  1.  ^  su  adherencia  á  los  bienes  hi- 
potecados y  2.  "^  su  indivisibilidad. 

•  L 


849.— En  virtud  de  la  adherencia  de  la  hipoteca,  los 
bienes  hij^otecados  quedan  afectos  directamente   á  la 
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obligación  cuyo  cumplimiento  garantizan  (2019  C),  de 
modo  qu^  la  hipoteca  es  un  gravamen  real  que  pesa 
constantemente  sobre  la  cosa,  aun  cuando  no  se  entre- 
ga ésta  al  acreedor.  Mientras  la  hipoteca  subsiste,  va 
con  la  cosa  misma  aunque  ésta  cambie  de  dueño  6  se 
verifiquen  en  ella  modificaciones  de  importancia;  y  es, 
como  dicen  varios  expositores,  una  especie  de  sello  ó 
marca  que  señala  la  cosa  hipotecada  y  por  la  cual  pue- 
den conocer  todos  la  responsabilidad  que  tiene,  y  que 
se  adhiere  de  tal  manera  á  la  finca  sobre  la  cual  gra- 
vita que  la  sigue  como  la  sombra  al  cuerpo.  Por  esta 
razón  el  crédito  garantido  con  hipoteca  no  es  princi- 
palmente personal  sino  real  porque  se  busca  princi- 
palmente la  garantía  que  da  la  cosa  que  asegura  la 
obligación  contraída  por  la  persona.  Por  eso  también 
se  encuentra  establecido  que  no  obstante  la  enajena- 
ción de  la  cosa  hipotecada  subsiste  la  hipoteca,  de 
suerte  que  el  acreedor  puede  exigir,  aun  por  la  vía 
ejecutiva,  de  un  tercer  poseedor  de  los  bienes  hipote- 
cados, el  pago  del  crédito  que  con  ellos  se  aseguró. 
Y  por  eso,  finalmente,  la  ley  establece  que  el  compra- 
dor puede  pedir  que  se  deshaga  la  venta  cuando  re- 
sulta á  la  cosa  un  gravamen  oculto  (1607  C);  y  se  de- 
clara además  que  cuando  el  acreedor  tuviere  justo  mo- 
tivo para  creer  que  se  le  perjudicará  en  la  pose- 
sión de  la  cosa  con  una  acción  hipotecaria,  puede  sus- 
pender el  pago  del  precio  hasta  que  se  le  dé  fianza  de 
saneamiento,  á  no  ser  que  haya  pacto  en  contrario 
(1579  C). 

850. — La  adherencia  del  gravamen  de  la  hipoteca  á 
la  cosa  hipotecada,  es  esencial  para  que  aquella  sea 
verdadera  y  positiva  garantía  que  levante  é  impulse 
el  crédito  territorial.  Sólo  de  ese  modo,  sabiendo  el 
acreedor  que  mientras  la  cosa  hipotecada,  exista,  le 
responde,  sin  excepciones  ni  dificultades,  del   cumplí- 
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miento  de  la  obligación  contraída  á  su  favor,  v  que  el 
deudor  no  tiene  medios  para  sustraerla  de  ese  grava- 
men y  hacer  ilusoria  la  garantía,  es  como  puede  esta- 
blecerse la  confianza,  base  de  frecuentes  y  más  equi- 
tativos contratos.  ^ 


II. 


8ol.-Efecto  inmediato  de  la  adherencia  de  la  hipo- 
teca a  la  cosa  hipotecada,  es  la  indivisibilidad  de 
aquella,  en  virtud  de  la  cual  se  extiende  y  subsiste  ín- 
tegra sobre  todos  y  cada  uno  de  los  bienes  hipoteca- 

fZIo'^^'v  ""'  ^'  "^'^'^  ""^  "^^  ^^'  Partes  de  ellos 
Sí  '•  '^°»«:^f  •lencia,  aun  cuando  se  reduzca  la 
obligación  garantida,  mediante  el  cumplimiento  de 
lina  parte  de  ella,  la  hipoteca  subsiste  la  misma  por  el 
resto  en  la  totalidad  de  la  cosa  hipotecada;  y  si  perece 
o  se  destruye  uta  parte  del  inmueble  hipotecado,  la 
hipoteca  se  conserva  sobre  la  parte  que  queda.  Si  el 
deudor  muere  y  deja  varios  herederos,    de   los  cuales 

dSn  ^  "'í"°' P^^**" ''"^  P^'"'*  'í"*'  1««  corresponde 
de  la  deuda  de  su  causante,  el  acreedor  no  está  obli- 
gado a  cancelar  la  hipoteca  mientras  no  se  le  pague 
integra,  ni  a  reducirla  á  una  parte  de  la  cosa  y  si 
muere  el  acreedor  hipotecario,  y  el  deudor  paga  á  al- 
guno o  algunos  de  los  herederos  de  él  la  parte  que  les 
corresponde,  los  que  no  hari  sido  pagados,  conservan 
por  su  parte,  sin  alteración  ni  reducción,  la  hipoteca 
que  en  la  totalidad  de  la  cosa  tenía  su  ;ausame  Se 
sobreentiende  pues,  al  constituirse  la  hipoteca  que  la 

852.-Consecuencia  de  la  indivisibilidad  de  la  hipo- 
teca es  que  si  después  de  hipotecada  una  finca  se  di- 
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vidiere  en  dos  ó  más,  no  se  distribuirá  entre  ellas  el 
crédito  hipotecario  sino  cuando  voluntariamente  lo 
acordaren  el  acreedor  y  el  deudor  (fr.  1.  ^  2030  C), 
porque  la  división  es  un  accidente  que  no  debe  perju- 
dicar en  nada  al  acreedor,  el  cual  al  contratar  lo  veri- 
ficó en  el  concepto  de  que  quedaba  obligada  toda  la 
finca  y  cada  una  de  sus  partes  al  pago  de  toda  la  deu- 
da. En  caso  de  que  acreedor  y  deudor  acuerden  la  dis- 
tribución, se  sustituye  la  hipoteca  primitiva  con  otras, 
tantas  cuantas  sean  las  fracciones  en  que  se  dividan  la 
cosa  y  el  crédito.  Y  si  no  se  verifica  la  distribución, 
porque  el  acreedor  es  libre  para  acceder  á  ella  ó  no,  y. 
contra  su  voluntad  no  puede  dividirse,  su  derecho  no 
se  altera;  así  es  que  puede  repetir,  por  la  totalidad  de 
la  suma  garantida,  contra  cualquiera  de  las  fincas  en 
que  se  haya  dividido  la  primera,  ó  contra  todas  á  la 
vez,  porque  no  ha  habido  de  su  parte  novación  que 
le  pueda  perjudicar  (fr.  2.  ^  2030  C). 

853. — Si  por  convenio  entre  acreedor  y  deudor  se 
ha  dividido  entre  varias  fincas  la  hipoteca  constituida 
para  la  seguridad  de  un  crédito;  una  vez  pagada  la 
parte  con  que,  según  el  convenio,  estuviere  gravada 
alguna  de  ellas,  podrá  exigir  aqnel  á  quien  esto  inte- 
rese, la  cancelación  parcial  de  la  hipoteca  én  cuanto  á 
la  misma  finca.  La  razón  es,  porque  entonces  está  pa- 
gada la  deuda  garantida  por  la  nueva  hipoteca  que 
reemplazó  con  otras  á  la  anterior  (fr.  2.  ^  2029  C),  de 
suerte  que  respecto  de  ella  se  extinguió  totalmente  el 
gravamen  que  la  afectaba.  Y  como  en  igualdad  de  cir- 
cunstancias, y  cuando  no  hay  perjuicio  del  derecho 
de  un  tercero,  merece  más  favor  la  condición  de  los 
deudores,  si  la  parte  de  crédito  pagada  se  puede  apli- 
car á  la  liberación  de  una  ú  otra  de  las  fincas  gravadas 
por  no  ser  inferior  al  importe  de  la  responsabilidad  es- 
pecial de  cada  una,  el  deudor  tiene  facultad  de  elegir 
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la  que  haya  de  quedar  libre  (fr.  8.  '^-2029  C),  lo  cual 
está  de  acuerdo  también  con  el  derecho  que  la  ley 
(2314  C),  da  al  deudor  de  diversas  obligaciones  para 
declarar  cual  es  la  deuda  á  que  ha  de  aplicarse  el  pa- 
go que  haga. 

PÁRRAFO  TERCERO. 

EXTENSIOlSr  DE  LA  HIPOTECA. 


I. 


854. — Según  se  dicho  ya,  la  hipoteca  afecta  directa 
é  inmediatamente  la  cesa  hipotecada,  y  puede  recaer 
sobre  una  sola  ó  sobre  varias  fincas.  Cuando  se  verifi- 
ca esto  último,  esto  es,  cuando  se  afectan  varias  fin- 
cas á  un  tiempo  á  la  responsabilidad  de  un  solo  crédi- 
to, los  interesados  deben  determinar  la  cantidad  ó  par- 
te de  gravamen  de  que  cada  una  ha  de  responder  (fr. 
1.  ^  2029  C).  Esto  tiene  por  objeto  que  no  se  perju- 
dique el  libre  curso  de  las  transacciones  sobre  bienes 
raíces  ni  sá  haga  desmerecer  el  crédito  territorial  gra- 
vándolo más  de  lo  que  sea  indispensable.  No  hay  ra- 
zón en  efecto,  para  extender  la  garantía  hasta  un  ex- 
tremo que  sea  innecesario  para  el  acreedor  y  positiva- 
mente perjudicial  para  el  deudor;  y  esto  se  verificaría 
si  á  causa  de  no  asignarse  á  cada  finca  la  parte  de,  gra- 
vamen que  pesa  sobre  ella,  no  pudiera  utilizar  el'deu- 
dor,  para  conseguir  otros  fondos  por  otra  parte,  el 
valor  que  de  la  finca  queda  libre  después  de  asegurar 
competentemente  el  contraído  con  anterioridad.  En 
efecto,  si  no  se  hace  así,  el  exceso  de  garantía  otorga- 


383  * 

do  al  acreedor  será  un  obstáculo  para  que  el  deudor 
pueda  conseguir  algo  más  sobre  las  fincas  hipotecadas 
porque  quedan  afectas  á  la  totalidad  del  pago  todas 
ellas  y  cada  una  de  sus  partes  (2031  C);  más  cuando 
se  verifica  la  determinación  de  lo  que  á  cada  finca  hi- 
potecada corresponde,  cada  una  de  ellas  solo  queda 
afecta,  en  perjuicio  de  tercero,  por  la  cantidad  que  se 
le  hubiere  asignado,  puesto  que  como  solo  por  esa  su- 
ma se  registra  el  gravamen,  y  no  perjudica  á  tercero 
más  que  lo  que  aparece  inscrito  en  el  registro,  cual- 
quiera otro  que  haya  contratado  con  el  deudor  con  la 
garantía  de  esa  finca,  no  tiene  que  ser  postergado  en 
su  pago  más  que  al  pago  del  gravamen  inscrito  con  an- 
terioridad (fr.  2.  =^-2029  C).  Esta  consideración,  po- 
derosa respecto  de  tercero,  poseedor  ó  acreedor,  no 
milita  igualmente  respecto  del  deudor,  asi  es  que  si 
una  de  las  fincas  no  alcanzare  á  cubrir  la  cantidad  que 
se  asignó  sobre  ella,  puede  el  acreedor  ejercitar  por  lo 
que  falte,  su  acción  hipotecaria  sobre  las  otras  fincas. 
x\.sí,  el  resultado  es  que  en  ese  caso,  por  lo  que  no  al- 
cance á  pagar  una  finca,  puede  el  acreedor  enderezar  su 
acción  hipotecaria  contra  las  otras  que  estén  todavía  en 
poder  del  deudor^  pero  sin  ninguna  preferencia  sobre 
las  que,  aunque  con  posteriopdad,  hayan  adquirido 
legalmente  algún  derecho  real  sobre  ellos. 

S55, — Esta  determinación  que  se  hace  de  la  respon- 
sabilidad que  queda  á  cada  finca  cuando  son  varias  las 
hipotecadas,  no  se  opone  al  principio  de  la  indivisibi- 
lidad de  la  hipoteca.  Tiene  por  objeto  impedir,  no  la 
indivisibilidad,  porque  por  la  parte  asignada  á  cada 
finca,  responde  toda  esta  y  cada  una  de  sus  partes, 
sino  evitar  que  el  gravamen  sea  solidario  para  todas 
ellas  con  perjuicio  del  deudor  y  sin  necesidad  para  el 
acreedor  que  solo  conseguiría  lujo  de  seguridad.  Por 
lo  demás,  aun  la  solidaridad  existe,   con  tal  que   no 
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sea  en  perjuicio  de  tercero,  puesto  que  como  se  lia  vis- 
to, mientras  solo  sea  en  atención  del  interés  del  acree- 
dor y  del  deudor,  todas  las  fincas  hipotecadas  que  es- 
tén en  poder  de  éste  responden  por  la  totalidad. 

856. — La  hipoteca  no  se  limita  exclusivamente  á  la 
finca  ó  fincas  en  que  se  constituye  sino  que  se  extien- 
de también  á  las  accesiones  naturales,  á  las  mejoras,  á 
los  frutos  pendientes  y  á  las  rentas  no  percibidas  al  ven- 
cerse la  obligación:  al  usufructo  si  se  consolidare  con 
la  mera  propiedad  hipotecada;  y  al  importe  de  las  in- 
demnizaciones concedidas  ó  debidas  al  propietario,  ya 
procedan  estas  de  la  aseguración  de  los  bienes  hipote- 
cados ó  usufructos,  ó  ya  déla  expropiación  hecha  por 
causa  de  utilidad  pública  (fr.  1.  '^  2026  C).  Tales  agre- 
gaciones se  consideran  inmuebles  ó  por  su  naturaleza 
ó  por  estar  adheridas  á  otras  cosas  que  lo  son,  y  la  ex- 
tensión á  ellas  que  de  la  hipoteca  hace  la  ley  puede 
decirse  que  tiene  su  fundamento  en  la  voluntad  del 
deudor  por  ser  la  presunción  natural  la  de  que  todos 
esos  valores  accesorios  ó  sustituidos  quedan  incluidos 
en  la  garantía.  Esto  además  es  justo  porque  así  como 
el  acreedor  corre  el  riesgo  de  la  pérdida  y  deterioros, 
€S  natural  que  se  aproveche  de  los  aumentos;  y  es  útil 
hasta  para  el  deudor  porque  en  caso  de  ejecución,  si 
el  acreedor  considera  que  con  los  frutos  y  rentas  pen- 
dientes que  son  de  más  fácil  realización  hay  para  pa- 
garse, contra  esos  accesorios  seguirá  la  ejecución,  de- 
jando al  deudor  la  propiedad  del  mueble. 

857. — Como  aplicación  de  esta  disposición,  y  aun- 
que el  Código  no  la  haga  expresamente,  se  entenderán 
hipotecados  juntamente  con  la  finca,  siempre  que  co- 
rrespondan al  propietario  y  aun  cuando  no  se  mencio- 
nen en  el  contrato:  19  Los  objetos  muebles  colocados 
permanentemente  en  un  edificio,  bien  para  su  adorno 
■ó  comodidad  ó  bien  para  el  servicio  de  alguna  indus- 
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tria,  aunque  su  colocación  se  haya  verificado  después 
de  constituida  la  hipoteca;  pues  mientras  están  en  la 
finca  constituyen  parte  de  ella  y  es  muy  racional  la 
presunción  de  que  la  intención  de  los  contratantes  fué 
incluirlos  en  la  hipoteca. 

2.  ^  Las  mejoras  que  consistan  en  nuevas  planta- 
ciones, obras  de  reparación,  seguridad,  transforma- 
ción, comodidad,  adorno  ó  elevación  de  los  edificios. 
Si  las  mejoras  consisten  en  agregación  de  terrenos,  pa- 
rece lo  más  propio  no  comprender  en  la  hipoteca  la  que 
proviene  de  la  voluntad  del  hombre  y  no  de  la  natura- 
leza, tanto  porque  no  hay  razón  para  presumir  la  in- 
tención de  comprenderlas  en  la  hipoteca  como  si  la  hay 
respeto  de  las  naturales  que  no  traen  una  nueva  pro- 
piedad sino  una  extensión  de  la  qup  ya  había;  cuanto 
porque  aquí  las  agregaciones  constituyen  un  sólo  to- 
do, lo  cual  no  sucede  en  el  otro  caso. 

Tampoco  se  entenderá  hipotecada  con  la  finca  la 
nueva  construcción  de  edificios  donde  antes  no  los  ha- 
bía, porque  esto  no  es  una  accesión  natural  ni  una  sim- 
ple mejora,  ya  que  los  edificios,  como  hace  notar  Gu- 
tiérrez, no  son  como  otras  accesiones  que  se  amalgaman 
á  un  terreno  formando  un  todo  con  él;  sino  que  consti- 
tuyen una  cosa  aparte,  diferente  de  la  otra  en  todo, 
hasta  en  el  nombre;  y  porque  la  presunción  es  de  que 
no  fué  la  voluntad  del  edificante  incluirlo  en  la  hipoteca 
€omo  que  el  edificio  no  tenía  precedente  al  constituir- 
se ésta;  y  la  conveniencia  requiere  para  facilitar  el 
crédito,  que  no  se  grave  la  propiedad  con  más  respon- 
sabilidades que  las  que  tenga  especialmente  cons- 
tituidas. 

3.  ^  Los  frutos  que  al  tiempo  en  que  deba  hacerse 
efectiva  la  obligación  hipotecaria  estuvieren  pendien- 
tee  de  los  árboles  ó  plantas.  Son  inmuebles  sujetos  á 
la  hipoteca,  por  ampliación;  mas  no  los  ya  cogidos, 

25 


386 

pero  no  levantados  ni  almacenados,  porque  éstos,  aun- 
que no  hayan  salido  de  la  heredad,  ya  no  son  propia- 
mente pendientes:  desde  que  están  cogidos  se  tienen 
como  muebles;  y  para  afectarlos  á  esa  responsabili- 
dad sería  necesario,  como  en  la  ley  española,  una  dis- 
posición expresa. 

4.  ^  Las  rentas  vencidas  y  no  percibidas,  sea  cual 
fuere  la  causa  de  no  haberse  hecho  efectivas,  y  bien  se 
paguen  en  metálico  ó  en  frutos,  pues ,  la  ley  no  hace 
distinción,  y  se  consideran  como  parte  del  inmueble. 
Natural  parece  también  la  extensión  á  las  que,  aun 
después  de  vencida  la  obligación,  hayan  ¡^de  seguirse 
pagando  hasta  que  el  acreedor  sea  satisfecho  de  todo 
su  crédito. 

5.^  E-especto.  de^Za^  indemnizaciones  por  asegura- 
ción b  por  expropiación^  es  evidente  la  justicia  con 
que  se  extiende  á  ellas  la  hipoteca,  pues  el  precio  que 
pagan  los  aseguradores  ó  la  indemnización  que  se  da 
al  expropiar',  representa  la  cosa  misma  destruida  6 
expropiada;  y  lo  natural  es  que  sobre  lo  que  la  repre- 
senta guarden  su  misma  situación  anterior  acreedor  y 
deudor,  y  no  que  un  hecho  independiente  de  la  volun- 
tad de  aquel  le  produzca  perjuicio  libertando  sin  mo- 
tivo, de  sus  obligaciones,  al  deudor.  En  el  caso  del  se- 
guro, el  siniestro  ha  de  haber  ocurrido  después  de 
constituida  la  hipoteca,  porque  de  lo  contrario,  y  sa- 
biendo que  se  había  verificado,  lo  natural  es  suponer 
que  la  cosa  sólo  se  hipotecó  en  lo  que  de  ella  quedaba 
ó  en  el  estado  que  quedaba.  Y  como  la  indemnización, 
ya  por  seguro,  ya  por  expropiación,  pudiera  ir  á  hacer- 
se antes  del  vencimiento  de  la  deuda  hipotecaria,  pa- 
ra atender  en  justicia  los  derechos  del  acreedor  y 
evitar  que  desaparezca  la  garantía  que  prestaba  la  in- 
demnización que  reemplazaa  la  finca,  la  ley  le  concede 
el  de  solicitar  que  se  deposite  su  importe,  y  así  se  hará 
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á  menos  que  entre  los  mismos  interesados  se  haya  ce- 
lebrado otro  convenio  especial  acerca  de  ese  punto. 
Hay  que  notar  que  el  acreedor  puede  hacerse  pagar 
con  el  precio  del  seguro  ó  producto  de  la  indemniza- 
ción antes  de  que  se  entreguen  al  dueño  de  la  finca 
asegurada  ó  expropiada. 

858. — Mas  para  que  la  hii30teca  tenga  la  extensión 
que  acaba  de  expresarse,  se  requiere  que  correspon- 
dan al  propietario  las  mejoras  y  accesiones  menciona- 
das, así  es  que  si  la  finca  hipotecada  hubiere  pasado  á 
tercer  poseedor,  éste  x)odrá  retener  las  mejoras  que  á 
su  costa  hubiere  hecho  en  ella  y  fueren  separables  sin 
deterioro  de  la  misma  finca.  Respecto  del  tercer  po- 
seedor no  hay  en  efecto,  los  mismos  motivos  que  hay 
respecto  del  dueño  para  presumir  la  volun^tad  de  com- 
prender tales  accesiones  y  mejoras  en  la  hijjoteca;  por 
el  contrario,  no  habiendo  tenido  participación  alguna 
en  sil  constitución,  lo  natural  es  entender  que  no  qui- 
so que  se  extendiera  á  lo  que  á  él  exclusivamente  le 
pertenecía;  y  por  eso,  en  falta  de  otro  convenio,  puede 
hacer  la  retención  ó  pedir  que  se  sej)aren.  Mas  si  no 
fueren  separables,  ó  no  separase  las  que  lo  fueren,  no 
podrá  oponerse  á  la  venta  de  la  finca  para  hacer  pago 
el  acreedor  hipotecario,  y  sólo  después  de  satisfecho 
ést^,  tendrá  derecho  á  serlo  él  (2027  C).  La  preferencia 
dada  al  acreedor  se  f anda  en  que  éste  no  ha  de  ser 
perjudicado  por  actos  de  un  tercero,  y  en  que  si  la  me- 
jora ha  aumentado  realmente  el  valor  de  la  finca,  ha 
de  quedar  un  sobrante  para  pagar,  sin  alterar  el  prin- 
cipio del  respeto  a  la  acción  hipotecaria. 
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859.— Hasta  aquí  se  ha  visto  la  extensión  que  tiene 
la  hipoteca  en  cuanto  á  las  cosas  sobre  que  recae:  aho- 
ra va  á  tratarse  de  la  que  tiene  respecto  del  crédito 
que  garantiza. 

860. — La  hipoteca  asegura  el  capital  y  asegura  los 
réditos  ó  intereses  que  no  son  más  que  parte  y  acceso- 
rios de  aquel;  de  suerte  que  en  lo  que  se  refiere  nada 
más  que  al  acreedor  y  al  deudor,  la  cosa  hipotecada 
responde,  y  es  natural  que  así  sea,  por  todos  los  inte- 
reses devengados  por  el  capital.  Mas  en  lo  que  haga  re- 
lación á  tercero,  es  decir  al  que  adquiera  la  finca  hipo- 
tecada ú  obtenga  sobre  ella,  con  la  correspondiente 
inscripción,  cualquier  derecho  real,  la  garantía  por  los 
intereses  ha  de  tener  un  límite  fijo,  y  no  muy  amplio, 
porque  de  otra  suerte,  se  haría  degenerar  el  principio 
de  publicidad  de  la  hipoteca,  dejando  afecta  la  cosa 
por  una  suma  que  no  podía  averiguarse  por  un  terce- 
ro cual  fuese,  pues  podía  ser  mayor  ó  menor  el  núme- 
ro de  años  no  pagados,  y  eso  infundiría  desconfianza 
para  otras  negociaciones  por  no  saberse  cual  era  la 
parte  que  quedaba  libre  del  precio  de  la  finca.  Ade- 
más, fácil  sería  que  el  deudor  se  confabulara  con  algu- 
no de  los  acreedores  para  simular  que  no  estaban  sa- 
tisfechos intereses  de  mucho  tiempo  que  sí  habían  si- 
do ya  pagados,  y  perjudicar  de  ese  modo  á  otros;  y 
para  salvar  todos  estos  inconvenientes,  y  buscando  al 
propio  tiempo  la  mayor  igualdad  y  fijeza  en  la  regla, 
está  declarado  que  la  hipoteca  constituida  á  fa- 
vor de  un  crédito  que  devenga  intereses,  no  asegura, 
con  perjuicio  de  tercero,  además  del  capital,  sino  los 
intereses  de  los  dos  últimos  años  y  la  parte  vencida 
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de  la  anualidad  corriente  (fr.  1.  ^  2028  C).  De  este 
modo,  el  tercero  sabe  á  qué  poder  atenerse  con  segu- 
ridad y  puede  calcular  el  máximum  de  la  suma  por  la 
que  responde  la  cosa:  por  lo  que  exceda  de  ella,  se 
presume,  sin  prueba  en  contrario,  que  el  acreedor  re- 
nuncia á  la  hipoteca  en  lo  que  pueda  perjudicar  á 
tercero. 

861. — Y  como  el  objeto  es  que  conste  clara  y  cierta- 
mente cuál  es  la  responsabilidad  de  la  cosa  hipoteca- 
da, sin  entrar  á  limitarla  por  otras  consideraciones;  y 
no  obligar  al  acrreedor  á  que  sea  exigente  con  el  deu- 
dor por  el  pago  de  los  intereses,  la  ley  le  da  derecho 
de  exigir,  cuando  el  atraso  de  los  intereses  excediere  de 
tres  años,  que  la  hipoteca  constituida  se  amplíe  sobre 
los  mismos  bienes,  ú  otros  si  éstos  no  fueren  suficien- 
tes, con  el  objeto  de  asegurar  los  réditos  que,  en  el  mo- 
mento de  hacerse  dicha  ampliación,  no  estuvieren  ga- 
rantizados con  la  primera  hipoteca;  y  si  el  deudor  se 
opusiere,  puede  el  acreedor  solicitar  judicialmente  la 
ampliación  y  que  se  anote  preventivamente  su  deman- 
da (fr.  2.^  j  S^  2028  C).  Con  el  derecho  expresado, 
al  mismo  tiempo  que  no  compele  la  ley  á  que  se  exijan 
los  intereses  al  deudor  cuando  por  cualquier  causa  no 
se  le  reclaman,  el  tercero  que  contrate  sobre  la  cosa  hi- 
potecada, conoce  cuál  es  el  gravamen  que  sobre  ella 
pesa,  y  no  puede  quejarse  ya  de  que  se  la  sujete  á  res- 
ponsabilidades ocultas  ó  indeterminadas. 

862. — Requiere  la  ley  para  la  ampliación  que  el 
atraso  de  réiitos  exceda  de  tres  años  ¡Dorque  los  dos 
últimos  estaban  asegurados  con  la  hipoteca  sin  necesi- 
dad de  otra  cosa;  y  se  requiere  también  que  pertenezca 
al  deudor  la  finca  hipotecada  y  no  á  tercera  persona  que 
haya  consentido  en  que  sobre  ella  se  constituyese  la 
garantía,  (fr.  4.  =^  2028  C.)  porque  aunque  en  rigor  se 
obligó  por  el  capital  y  sus   réditos,   no  es  equitativo 
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que  redunden  contra  él  consideraciones  personales  del 
acreedor  al  deudor,  y  que  se  convierta  en  su  daño  la 
omisión  ó  negligencia  de  aquel  para  hacer  que  se  le  pa- 
gue lo  que  con  todo  derecho  habría  podido  fácilmente 
cobrar;  de  manera  que  se  entiende  que  el  propietario 
quiere  gravarla  sólo  con  el  importe  de  la  deuda. 

863. — La  ampliación  de  que  se  ha  hecho  mérito  per- 
judica ya  á  tercero,  pero  no  al  que  antes  de  que  se  prac- 
tique y  después  de  los  tres  años,  haya  inscrito  su  de- 
recho, porque  nada  puede  causarlo  contra  el  que  ya 
inscribió  antes  legalmente  (fr.  2.  =^  2028  C). 


PÁRRAFO  CUARTO. 


PERSONAS    QUE  PUEDEN  CONSTITUIR    HIPOTECA. 


864.— Como  la  hipoteca  es  especie  de  enajenación, 
sólo  pueden  constituir  hipoteca  voluntaria  por  contra- 
to los  que  tienen  la  libre  disposición  de  los  bienes  que 
obligan:  de  suerte  que  todos  aquellos  que  carecen  de 
ella  carecerán  también  de  la  de  hipotecarlos;  y  los  bie- 
nes de  tales  personas  sólo  podrán  hipotecarse  en  los 
casos  y  con  los  requisitos  que  establecen  las  leyes  para 
su  enajenación  (19  2024  C). 

865. — Los  tutores,  guardadores  de  menores  incapa- 
citados ó  ausentes,  el  heredero  provisional  y  los  ad- 
ministradores de  establecimientos  públicos,  sólo  po- 
drán hipotecar  llenando  los  requisitos  que  la  ley  exige, 
entre  los  cuales  figura  la  comprobación  de  la  utilidad 
y  necesidad,  la  licencia  judicial  y  la  autorización  del 
Gobierno  en  su  caso  (373,  376,  429  C;  1699  á  1717  C. 
pr.  y  10  y  13  Dec.  N9  272.). 
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866. — El  marido  no  puede  sin  consentimiento  de  la 
mujer,  hipotecar  ni  empeñar  los  bienes  dótales  en  que 
la  mujer  conserva  el  dominio  sino  en  los  casos  en  que 
pueden  venderse  (1128,;il29  C.  y  205  Dec.  N^272.).  Lo 
mismo  respecto  délos  parafernales  cuando  él  los  admi- 
nistra (208  Dec.  N°.  272. 

867. — La  mujer,  tampoco  puede,  sin  consentimiento 
del  marido  ó  del  juez  en  su  caso,  hipotecar  (156  C.  y  47 
Dec.  272);  y  esto  ni  aun  los  parafernales  que  adminis- 
tre (267  Dec.  N.  <^  272.). 

868. — Los  que  tienen  la  libre  disposición  de  sus  bie- 
nes pueden  hipotecar  directamente  por  sí  ó  por  medio 
de  apoderado,  mas  éste  necesita  facultad  especial  que 
conste  en  escritura  pública  de  poder  general  ó  especial, 
aunque  no  sea  exclusivo  para  eso  (319  Dec.  N?  272.).  Si 
la  hipoteca  se  constituye  por  persona  que  no  tiene 
poder  bastante,  surte  sus  efectos  entre  las  partes,  si  la 
ratificare  el  dueño  de  los  bienes  hipotecados  por  docu- 
mento público;  y  los  surte  en  tal  supuesto,  desde  la 
fecha  de  la  constitución  porque  la  ratificación  hace  que 
se  retrotraiga  el  acto;  pero  contra  tercero  no  los  surti- 
rá si  no  es  desde  la  fecha  en  que  se  haya  subsanado 
la  falta  cometida  con  una  nueva  inscripción  en  el  re- 
gistro; pues  la  retro  tracción  no  puerle  serle  perjudi- 
cial a  él  (293.  Dec.  IS.^  272),  ni  derogar  el  prin- 
cipio fundamental  de  que  á  terceras  personas  sólo 
perjudica  lo  inscrito  legalmente  en  el  registro,  desde  la 
fecha  de  la  inscripción.  Aun  entre  acreedor  y  deudor, 
^1  permitirse  la  hipoteca  sin  poder,  falsea  según  Panto- 
ja,  el  principio  del  poder  especial;  y  de  esa  suerte  po- 
dría hipotecar  aun  el  que  actualmente  no  es  dueño  y 
adquiere  después  el  dominio;  pero  el  que  convaleciera 
después  no  perjudicaría  á  terceros  sino  desde  esta  úl- 
tima fecha. 

869. — Podrá  hipotecar  una  cosa  aun  el  que  no  tenga 
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un  derecho  absoluto,, sino  eventual,  limitado  ó  sujeto  á 
condiciones  suspensivas,  rescisorias  ó  resolutorias,  pe- 
ro aunque  no  se  exprese,  no  se  entenderá  que  lo  hace 
sino  con  las  condiciones  ó  limitaciones  á  que  esté  su- 
jeto su  derecho  (2021  C),  como  que  él  no  puede  des- 
truirlas por  su  sola  voluntad  ni  puede  conferir  á  otro 
más  derechos  ó  más  extensos  de  los  que  él  mismo 
tiene  (2021  C). 

870 — El  partícipe  de  una  cosa  poseída  pro  indiviso 
puede  hipotecar  y  subsistirá  el  gravamen  sobre  la  par- 
te que  por  la  división  le  cupiere;  pero  si  éste  se  exten- 
dió á  más,  no  valdrá  contra  la  voluntad  de  los  respec- 
tivos adjudicatarios,  sobre  lo  que  no  sea  la  parte  del 
que  hipotecó  (535  C.  y  192  Dec.  N9  272). 

871. — Durante  el  matrimonio  pueden  los  bienes  co- 
munes ser  hipotecados  por  el  marido,  pero  no  por  la 
mujer,  porque  aquel  y  no  ésta  es  el  administrador  de 
tales  bienes  y  quien  ejerce  el  dominio  actual  (1091  C). 

872. — Acerca  de  la  mujer  separada  de  bienes,  aun- 
que el  artículo  159  da  á  entender  que  puede  hipotecar, 
parece  más  seguro  quf^  no  pueda  hacerlo  sin  licencia 
judicial  por  lómenos,  yaque  la  fracción  2^  del  artí- 
culo 1175  del  Código  Civil  sólo  la  dispensa  de  la  auto- 
rización del  marido  para  enajenar  á  cualquier  título 
bienes  muebles. 

873.— El  socio  sólo  por  ser  tal,  no  puede  hipotecar 
los  bienes  de  la  sociedad  (1802  C),  pero  sí  puede  ha- 
cerlo el  socio  administrador  (1804  C). 

874.— Tampoco  puede  hacerlo  el  simple  gestor  de  ne- 
gocios (2251  C.)  ni  i^odían  los  condenados  á  penas  que 
produjeran  la  pérdida  de  los  derechos  de  familia 
(31C.*Pen.). 

875. — Los  acreedores  de  un  concurso,  así  como  pue- 
den vender  los  bienes  concursados,  pueden  también 
hipotecarlos,   pero  los  síndicos  y  depositarios  no  tie- 
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nen  esa  facultad  como  inherente  á  su  nombramiento. 
Son  nulas  todas  las  hipotecas  voluntarias  impuestas 
sobre  los  bienes  del  deudor  dentro  de  los  seis  meses 
anteriores  á  la  quiebra  y  á  título  gratuito  (1445  C.  pr.). 
876. — Son  nulas  así  mismo  las  hipotecas  constituidas 
en  razón  de  obligaciones  no  hipotecarias  de  fecha  an- 
terior, constituidas  dentro  de  los  sesenta  días  anterio- 
res á  la  quiebra  y  en  perjuicio  de  los  acreedores  (29 
1446  C.  pr.).  Se  pueden  rescindir  también  como  frau- 
dulentas las  hipotecas  constituidas  á  título  gratuito  en 
estado  de  insolvencia  (2361  C). 

PÁRRAFO  QUINTO. 

DE   LOS   BIENES   HIPOTECABLES. 


877. — Se  ha  dicho  ya  que  la  hipoteca  sólo  puede 
constituirse  sobre  bienes  inmuebles  que  estén  en  el  co- 
mercio ó  sobre  derechos  reales  en  los  mismos,  que, 
aunque  en  si  no  son  muebles  ni  inmuebles,  participan 
de  la  naturaleza  de  las  cosas  sobre  que  recaen,  y  sien- 
do sobre  raíces  participan  de  su  fijeza  y  estabilidad. 
Como  consecuencia  de  ésto,  no  podrán  hipotecarse: 

1.  ^  Los  frutos  y  rentas  pendientes,  con  separación 
del  predio  que  los  produzca  (^2^.  2024  C).  Los  frutos 
pendientes  sólo  mientras  no  están  separados  del  suelo 
que  los  produce  son  inmuebles  (2?  505  C.)  y  siguen  la 
naturaleza  de  la  tierra  ó  fundo  á  que  están  adheridos, 
de  donde  se  infiere  que  únicamente  en  ese  concep- 
to pueden  ser  hipotecados.  Una  vez  separados,  ya 
pierden  su  carácter  de  accesiones  del  suelo,  y  por  tan- 
to no  están  sujetos  á  hipoteca  en  virtud  de  su  natura- 
leza de   muebles.  Otro  tanto  sucede  con  las  rentas: 
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éstas  se  tienen  siempre  como  muebles  á  menos  que 
se  tomen  juntamente  con  el  predio  de  que  han  de  co- 
brarse. 

2.  ^  Los  objetos  muebles  colocados  permanentemen- 
te en  los  predios^  á  no  ser  que  se  hipotequen  junta- 
mente con  éstos  (39  2024  C).  Esto,  por  la  misma  razón 
que  respecto  de  los  frutos  acaba  de  darse:  tales  bienes 
«ólo  se  reputan  inmuebles  en  cuanto  forman  parte  del 
predio  en  que  están  colocados  (3?  505  C),  así  es  que 
dependiendo  en  este  caso  de  una  ficción  su  condición 
de  inmuebles,  sólo  se  sostiene  mientras  dura  el  hecho 
en  que  la  ficción  se  apoya:  de  otra  suerte,  dependería 
del  (íapricho  del  deudor  que  subsistiera  ó  no  la  hipo- 
teca cambiando  el  destino  ó  colocación  de  esos  bienes; 
y  por  este  medio  se  evitan  también  actos  que  produ- 
cirían la  destrucción  de  las  fincas. 


II. 


878. — Aunque  la  regla  general  es  que  todos  los  bie- 
nes raíces  y  derechos  reales  pueden  ser  hipotecados, 
la  ley  establece  por  motivos  fundados,  algunas  ex- 
cepciones, así  es  que  no  son  materia  de  hipoteca: 

1.  ^  Las  servidumbres  reales^  sino  en  cuanto  cons- 
tituyen parte  del  predio  dominante  y  cuando  éste  fue- 
re hipotecado  (49  2024  C),  porque  la  hipoteca  es  una 
maneríí,  de  enajenación  y  la  servidumbre  no  puede 
enajenarse  separada  del  predio  en  cuya  utilidad  se  ha- 
lla establecida,  ni  puede  existir  sin  él,  como  que  es 
calidad  esencial  de  ésta  ser  inseparable  del  fundo  y 
no  puede  prestar  ninguna  garantía  de  otro  modo  ya 
que  para  aprovecharse  de  ella  se  necesita  ser  dueño 
ó  poseedor  legítimo  del  dominante. 
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'  2.  ^  El  uso  y  la  Jtahitación  (59  2024  C.)-  La  razón  es 
que  el  derecho  del  agraciado  en  uno  y  otro  caso  tiene 
tales  restricciones  que  hacen  irrealizable  la  hipoteca. 
El  usuario  sólo  tiene  derecho  de  aprovecharse  de  los 
frutos  en  cuanto  basten  para  sus  necesidades  y  las  de 
su  familia  (1381  C.)  y  no  puede  cederlo  ni  arrendarlo 
(1383  C):  el  derecho  de  habitfición  es  aun  más  limi- 
tado, y  como  ninguno  de  los  dos  puede  ser  enajenado 
en  todo  ó  en  parte  ni  ser  embargado,  no  pueden  pres- 
tar garantía  á  un  acreedor  (197  Dec.  N?  273)  de  suerte 
que  tampoco  cabe  en  ellos  hipoteca. 

3.  ^  ,Las  minas,  mientras  no  se  hubiere  obtenido  el 
titulo  de  sí¿  concesión  (69  2024  C),  porque  hasta  enton- 
ces no  se  adquiere  su  dominio,  aunque  estén  situadas 
en  terreno  propio,  como  que  la  nación  es  dueña  de  to- 
das las  minas  no  obstante  el  dominio  individual  sobre 
el  terreno  en  que  se  encuentran  (577  C.  y  448  C.  Fisc); 
y  sólo  se  concede  á  los  particulares  la  facultad  de  labo- 
rearlas y  disponer  de  ellas  como  dueños,  con  los  re- 
quisitos y  según  las  reglas  que  establecen  las  leyes  fis- 
cales (578  C.  y  451  á  458  C.  Fisc).  La  simple  denuncia, 
y  menos  aun,  el  hecho  sólo  de  tener  una  mina  en  terre- 
no propio,  no  da  por  tanto  derecho  de  hipotecarla,  y 
con  razón,  porque  antes  de  la  concesión  definitiva  tie- 
nen que  pasar  muchos  trámites  y  pueden  ocurrir  cir- 
cunstancias que  hagan  que  no  llegue  á  tener  efecto. 

4.  ^  El  usufructo  que  corresponde  d  los  padres  en 
los  bienes  de  sus  liijos.  Esta  excepción  se  introdujo 
por  el  Dec.  de  Ref.  ^9  272  (Art.  291)  adicionándose 
así  las  que  expresaba  el  Código.  El  motivo  de  ella  es 
bastante  obvio:  la  concesión  de  ese  derecho  tiene  por 
objeto  que  se  atienda  á  las  necesidades  de  la  familia 
y  sirva  para  su  sostenimiento  y  decoro,  lo  cual  podría 
fácilmente  quedar  burlado  si  alguna  vez  pudiera  com- 
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prometerse  y  el  padre  quedara  ya  por  la  hipoteca, 
privado  de  lo  que  produjese. 

5.  '^  Tampoco  puede  hipotecarse  porque  no  es  mate- 
ria de  contrato,  el  derecho  de  suceder  en  los  bienes  de 
una  persona  (1421  C). 


*iii. 


879. — Así  como  hay  bienes  y  derechos  que  no  pue- 
den hipotecarse,  hay  otros  que  sí  son  hipotecables, 
pero  con  ciertas  restricciones. 

De  esta  especie  son  los  que  siguen: 

1.^  £Jl  usufructo  convencional  y  él  edificio  cons- 
truido en  suelo  ajeno;  pero  entendiéndose  sin  perjui- 
cio del  derecho  del  propietario  b  del  dueño  del  suelo 
(2022  C).  Esta  limitación  es  indispensable  p@rque  de 
otro  modo  se  habría  concedido  facultad  de  gravar  lo  que 
pertenece  á  otro,  sin  consentimiento  de  éste:  si  el  due- 
ño de  la  propiedad  ó  del  suelo  no  ha  concurrido  á  hi- 
potecar, los  actos  del  usufructuario  ó  edificador  sólo  á 
éstos,en  lo  que  es  de  ellos,  puede  afectar.  Por  el  mismo 
motivo,  la  hipoteca  del  usufructo  acaba  cuando  con- 
cluye éste,  pues  si  bien  el  usufructo  es  hipotecable 
porque  el  ejercicio  de  tal  derecho  puede  arrendarse, 
enajenarse  ^  gravarse,  es  siempre  en  la  inteligencia  de 
que  todo  contrato  dura  en  sus  efectos  únicamente  por 
el  tiemxjo  que  él  subsista;  y  si  no,  podría  el  usufructua- 
rio á  su  arbitrio  hacer  de  peor  condición  al  dueño  y 
prolongar  indefinidamente  esa  restricción  de  su  propie- 
dad (1330,1380  C).  Mas  esto  se  entenderá  siempre  que 
el  usufructo  termine  por  cualquiera  causa  que  sea  aje- 
na á  la  voluntad  del  usufructuario  y  no  por  renuncia 
que  él  haga  de  su  derecho,  porque  de  lo  contrario  esta- 
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ría  en  su  mano  perjudicar  al  acreedor  hipotecario.  Si 
en  los  otros  casos  la  hipoteca  acaba  con  el  usufructo 
es  por  no  perjudicar  al  propietario:  en  el  caso  d^  re- 
nuncia, ningún  perjuicio  se  le  irroga  con  que  la  hipo- 
teca subsista  hasta  que  se  verifique  otro  hecho  que 
haga  terminarlos,  como  la  conclusión  del  término  por 
el  cual  se  había  constituido.  Hay  que  notar  que  lo 
que  se  hipoteca  es  el  ejercicio  del  derecho  de  usufruc- 
to, de  modo  que  el  acreedor  queda  como  subrogado  en 
el  derecho  del  usufructuario  á  percibir  los  frutos. 

2.^ — Los  Menes  anteriormente  liipotecados.  Estos 
pueden  hipotecarse  á  otro  aun  cuando  se  hayan  hipo- 
tecado antes  con  el  pacto  de  no  enajenarlos  ó  no  vol- 
verlos á  hipotecar,  pero  sin  perjuicio,  por  supuesto, 
de  la  prelación  que  para  cobrar  su  crédito  tuviere,  y 
no  se  le  puede  quitar  sin  su  consentimiento,  aquel 
á  cuyo  favor  estuviere  constituida  la  primera  hipote- 
ca (290  Dec.  N.  ^  272.).  En  otros  términos,  fel  pacto 
de  que  el  deudor  no  enajene  ó  no  pueda  hipotecar  lo 
hipotecado  carece  hoy  completamente  de  efectos  y  es 
como  si  no  se  pusiera,  y  con  razón,  pues  el  acreedor 
sólo  tiene  derecho  á  oponerse  á  aquello  que  disminuya 
su  garantía;  y  si  él  tiene  inscrita  su  hipoteca,  nada  le 
importa  que  después  de  su  inscripción  le  imponga  el 
deudor  otras  ciento,  ya  en  nada  afectan  la  suya,  y 
sólo  pagado  él  integramente,  lo  serán  los  hipotecarios 
posteriores.  Es  asunto  pues,  que  sólo  interesa  á  los  que 
después  negocien  con  el  deudor,  admitir  ó  nó  la  hipo- 
teca de  lo  ya  hipotecado,  y  asuntos  que  han  de  resol- 
ver atendiendo  al  valor  de  la  finca  y  á  las  cantidades 
por  las  que  ya  tiene  que  responder  cuando  la  nueva 
obligación  se  constituye.  Si  á  pesar  de  los  gravámenes 
anteriores,  creen  que  de  su  valor  queda  libre  todavía 
un  sobrante,  aceptarán  la  hipoteca,  y  la  rechazarán, 
de  lo  contrario;  pero  en  ello  nada  tiene  que  hacer  el 
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acreedor  anterior,  ni  debe  permitírsele  que  pueda 
usar  de  una  exigencia  injusta  y  exorbitante  que  sin 
aiDroyecliarle  á  él  de  nada,  perjudicaría  mucho  al  deu- 
dor porque  le  imposibilitaría  de  usar  como  crédito  del 
valor  libre  que  aun  le  quedaba  de  lo  hipotecado  y  ob- 
tener así  los  fondos  que  necesitara.  El  pacto  de  no 
enajenar  lo  hipotecado  se  usaba  mucho, aun  cuando  no 
produjera  el  resultado  d^  anular  las  hipotecas  posterio- 
res, porque  daba  al  acreedor  el  derecho  de  dirigirse  eje- 
cutivamente contra  el  tercer  poseedor;  y  aunque  esto  se 
mantenía  así  por  una  disposición  d^l  Código  (2.  ^  968 
C.  pr.),  quedó  suprimido  en  la  reforma  que  de  ese  artí- 
culo hizo  el  20o  del  Dec.  N.  ^  273,  según  el  cual  todo 
acrecedor  hipotecario  se  puede  dirigir  ejecutivamente 
contra  el  tercer  poseedor,  de  acuerdo  con  lo  que  esta- 
blece el  artículo  2034  del  Código  Civil. 

'd.^  La  mera  ó  nuda  propiedad  {2()^Q  Q.)\  y  según 
se  ha  vis#to  ya,  si  se  consolidare  después  con  ella  el 
usufructo,  se  extenderá  á  éste  la  hipoteca  sobre  aque- 
lla constituida. 

4.  ^  Los  bienes  litigiosos.  Se  permite  su  hipoteca, 
IDero  es  de  manera  que  no  se  perjudique  el  derecho  del 
que  deduce  alguna  acción  sobre  ellos,  si  él  por  su  par- 
te le  da  publicidad  haciéndola  anotar  preventivamen- 
te en  el  registro  (19  2111  C.)  ó  haciendo  constar  en  él 
por  este  medio  la  calidad  de  litigiosos  que  tieaen  esos 
bienes  (2025  C).  La  única  consideración  que  podría 
haber  para  prohibir  hipotecar  las  cosas  litigiosas  sería 
en  efecto,  que  quedara  burlado  el  derecho  del  que  pe- 
leaba en  juicio  sobre  ellos,  si  obtenía  un  resultado  fa- 
vorable; pero  dejando  sujeta  la  hipoteca  á  las  resultas 
del  juicio,  si  está  anotada  la  demanda,  esa  considera- 
ción desaparece.  Mas  si  él  no  anotó  su  demanda,  si 
en  el  registro  no  hizo  constar  de  algún  modo  el  carác- 
ter litigioso  de  los  bienes,  como  podía  hacerlo,  debe  á 
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sí  solo  imputárselo,  y  el  acreedor  hipotecario  no  pue- 
de perjudicarse  por  un  hecho  al  que  el  otro,  en  resguar- 
do de  sus  intereses,  no  cuidó  de  dar  la  necesaria  publi- 
cidad legal.  Si  así  no  fuera,  el  acreedor  dudando  si 
había  ó  no  litigio  sobre  los  bienes  que  iban  á  hiiDOte- 
(;arse,  se  retraería  muchas  veces  de  dar  su  dinero,  per- 
judicándose así  el  crédito,  mientras  que  si  sabe  que 
apareciendo  libre  la  finca  en  el  registro,  puede  contra- 
tar con  seguridad,  se  prestará  fácilmente  á  darlo  y 
si  allí  consta  el  litigio,  con  conocimiento  de  causa  ve- 
rá si  le  conviene  ó  na  correr  el  riesgo  del  resultado  del 
pleito.  Por  este  medio  pues,  no  se  vulnera  en  nada  el 
derecho  del  litigante,  el  cual  puede  anotar,  ni  se  falta 
al  principio  de  que  sólo  afecta  á  tercero  lo  que  consta 
en  el  registro,  ni  se  impide  que  lo  litigioso  pueda  dar 
la  seguridad  que  quiera  darse  al  éxito  eventual  del 
debate. 

6.^  El  derecho  lilpotecario  que  da  la  hipoteca  con- 
vencional. Es  en  efecto,  un  derecho  real  y  como 
tal,  sujeto  á  ser  hipotecado;  mas  el  gravamen  que 
sobre  él  se  constituya  y  que  puede  llamarse  una  sub- 
hipoteca,  queda  pendiente  de  la  resolución  del  derecho 
de  la  primera  una  vez  que  el  acreedor  primitivo  no 
puede  dar  al  sub-hipotecario  un  derecho  que  tenga  más 
extensión  que  el  suyo  propio,  asi  es  que  extinguiéndo- 
se éste,  tiene  que  quedar  extinguido  aquel.  En  conse- 
cuencia, si  el  primitivo  deudor  paga,  acaba  la  hipoteca 
y  con  ella  la  sub-hipoteca  también;  mas  si  es  el  segun- 
do deudor  el  que  paga,  sólo  la  sub-hipoteca  habrá  aca- 
bado, pero  la  hipoteca  primera  quedará  subsistente. 
Le  dará  pues,  por  lo  menos  al  acreedor  la  ventaja  de 
pedir  que  el  deudor  primitivo  no  satisfaga  el  crédito 
sin  su  conocimiento  para  poder  así  hacerse  pago  con 
él.  Lo  dicho  que  ninguna  dificultad  ofrece  respecto  de 
la  hipoteca  voluntaria,  no  es  admisible  respecto  de  la 
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legal,  porque  si  pudieran  sub-hipotecar  las  personas 
á  quienes  la  ley  la  concede,  cuando  no  son  legalmen- 
te  capaces  para  enajenar  por  si  el  crédito  hipotecario 
(294  Dec.  N.  ®  272),  daría  por  resultado  destruirla  en 
la  mayor  parte  de  los  casos,  contra  el  propósito  de  la 
ley  de  favorecer  y  proteger  especialmente  á  tales  per- 
sonas por  las  circunstancias  en  que  se  encuentran. 

6.^  Los  bienes  vendidos  con  pacto  de  retromnta; 
pero  verificándose  ésta,  acabará  la  hipoteca  (1621, 
2021  C.)  de  suerte  que  el  acreedor  ha  de  cuidar  de  que 
en  caso  que  se  realice  no  se  entregue  el  precio  sin  su 
conocimiento  para  poder  hacerse  pago  con  él. 

7.  ^  Pueden  darse  en  hipoteca  no  solamente  los  bie- 
nes propíos  sino  aun  los  ajenos  con  tal  que  intervenga 
el  consentimiento  expreso  del  dueño  al  constituir se^ 
que  conste  con  la  misma  formalidad^  y  que  tenga  el 
la  libre  disposición  de  sus  bienes  (fr.  fin.  2028  C). 
Ningún  inconveniente  hay  para  ello  pues  propiamen- 
te se  reduce  á  que  el  dueño  hipoteque  sus  bienes  para 
la  garantía  de  obligación  ajena,  lo  cual  puede  hacerse 
perfectamente.  Mas  el  que  hipoteca  una  finca  ajena 
como  propia,  y  el  que  dispone  de  ella  como  si  fuera  li- 
bre sabiendo  que  está  gravada,  incurre  en  responsabi- 
lidad penal  (176  C.  pen). 


PÁRRAFO  SEXTO. 


EFECTOS   DE  LA  HIPOTECA^ 


880. — La  hipoteca  da  derechos  al  acreedor  sobre  la 
cosa  hipotecada  respecto  del  deudor  y  respecto  de  ter- 
ceras personas:  van  á  examinarse  separadamente  los 
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efectos  que  se  refieren   más  directamente  á   terceros 
poseedores,  y  los  que   son   independientes   de  éstos. 


I. 


881. — 1?  Como  la  garantía  del  acreedor  está  en  el 
valor  de  la  finca  hipotecada,  si  éste  estuviere  dismi- 
nuyendo por  dolo  ó  culpa  del  dueño,  el  acreedor  lii- 
potecario,  rindiendo  de  ello  justificación  bastante, 
tiene  derecho  de  pedir  que  se  constituya  nueva  y  com- 
petente garantía;  y  en  falta  de  ésta,  que  se  venda  des- 
de luego  el  inmueble,  aun  cuando  no  esté  vencida  la 
obligación.  Se  necesita  que  la  disminución  de  valor  sea 
X)or  dolo  ó  culpa  porque  sólo  entonces  hay  hechos  im 
putables  al  propietario,  que  no  han  de  parar  perjui- 
cio al  acreedor  (292  Dec.  de  Eef.  N.  ©  272).  Este  mis- 
mo artículo  señala  la  sustanciación  breve  que  ha  de 
darse  á  ese  punto  y  los  términos  igualmente  cortos  en 
que  ha  de  darse  la  resolución. 

882. — 29  Derecho  del  acreedor  hipotecario  es  tam- 
bién el  de  poder  enajenar  ó  ceder  su"  crédito  en  todo  ó 
en  jjarte  (294  Dec.  N.  ^  272)  con  tal  que  el  traspaso  se 
haga  en  escritura  XDÚblica  de  que  se  dé  conocimiento 
al  deudor  y  se  inscriba  en  el  registro.  Verificada  así  la 
cesión,  el  cesionario  se  subroga  al  cedente  en  todos  sus 
derechos  (2049  C).  Es  transferible  el  crédito  hipote- 
cario como  lo  son  todos  los  créditos  por  regla  general, 
porque  la  circunstancia  de  estar  garantido  con  hipo- 
teca no  puede,  porque  no  hay  motivo  alguno  para  ello, 
quitarle  esa  calidad.  Se  requiere  escritura  pública,  por 
ser  ésta  indispensable  también  "para  la  constitución  de 
la  hipoteca  y  porque  siempre  versa  la  cesión  sobre  in- 
muebles; y  se  necesita  de  inscripción  en  el  registro  pa- 
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ra  que  conste  en  él  todo  lo  que  á  cada  finca  se  refiere^ 
si  bien  pudiera  haberse  suprimido  esta  circunstancia 
porque  lo  que  esencialmente  debe  dar  á  conocer  el  re- 
gistro es  si  la  propidad  está  libre  ó  gravada;  y  en  este 
último  caso,  cuál  es  el  importe  de  los  gravámenes  sin 
que  sea  de  gran  consecuencia  la  designación  de  la  per- 
sona á  cuyo  favor  está  constituido  el  gravamen,  lo 
cual,  al  exigirse  el  cumplimiento  de  la  obligación  ga- 
rantida, se  averiguará  oportunamente  en  los  tribuna- 
les. Por  esta  consideración,  y  por  la  de  que  el  deudor 
por  la  cesión  no  queda  obligado  al  cesionario  más  de 
lo  que  lo  estaba  al  cedente,  que  no  puede  por  un  lie- 
clio  exclusivamente  suyo  empeorar  la  condición  de 
aquel,  se  permite  en  algunas  legislaciones  la  transmi- 
sión del  crédito  hipotecario  por  endoso,  especialmente 
cuando  se  ha  constituido  para  garantizar  obligaciones 
transferibles  por  «ste  medio  ó  títulos  al  portador. 

883. — Se  exige  además  que  se  dé  al  deudor  cc»noci- 
miento  de  la  cesión,  es  decir  que  tenga  noticia  de  ella 
aunque  no  la  acepte  ni  consienta;  pero  aun  ese  cono- 
cimiento no  es  esencial  para  la  validez  del  traspaso, 
sino  para  que  el  deudor  no  pueda  ya  pagar  al  cedente, 
como  podría  hacerlo  y  quedar  libre  de  la  obligación, 
si  lo  verificase  antes  de  que  se  le  notificara  (1634  C). 
Así  pues,  la  notificación  solo  es  necesaria  para  que  la 
cesión  produzca  efecto  respecto  del  deudor  ó  de  terce- 
ros lo  mismo  que  pasa  en  los  créditos  comunes  (265 
Dec.  í^?  272);  y  lo  mismo  también  que  en  éstos  ha  de 
hacerse  por  un  acto  notariado,  ó  ante  la  autoridad  ju- 
dicial. 

884.— Para  la  cesión  no  hacía  el  Código  distinción 
de  hipotecas  convencionales  y  legales.  Era  sin  embar- 
go indispensable  que  se  hiciera,  porque  establecidas 
las  últimas  casi  siempre  á  favor  de  personas  que  nece- 
sitan y  merecen  la  protección  especial  de  la  ley,  si 
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aquellos  para  cuya  garantía  se  han  creado  pudieran 
transmitirlos,  antes  que  cesara  el  motivo  por  el  cual  les 
dispensa  el  legislador  esa  protección,  quedarían  en  des- 
cubierto esos  intereses  que  la  ley  por  un  principio  de 
conveniencia  social  quiere  que  se  respeten.  Por  este 
motivo,  en  las  reformas  del  Código  (265  Dec.  N?  272), 
para  la  cesión  de  esas  hipotecas  no  solo  se  exigen  los 
requisitos  comunes  sino  además  que  llegado  el  caso  de 
poder  demandar  el  cumplimiento  de  la  obligación,  :1a 
persona  que  tiene  á  su  favor  el  crédito  y  lo  cede,  sea 
legalmente  capaz  de  enajenarlo  por  sí.  Entonces  ya  no 
hay  peligros:  la  hipoteca  ya  no  tiene  por  objeto  asegu- 
rarlos bienes  sino  realizar  el  pago  del  menoscabo  que 
hayan  podido  experimentar,  como  en  el  mayor  que 
enajena  el  crédito  asegurado  con  hipoteca  legal  contra 
el  que  fué  su  curador. 

885. — Hay  que  recordar  que  en  la  novación  que  pro- 
cede porque  hay  nuevo  acreedor,  se  transmiten  a  favor 
de  éste  todos  los  gravámenes  é  hipotecas  que  se  conte- 
nían en  la  obligación  anterior,  sin  necesidad  de  que  se 
expresen  en  la  posterior  (2344  C). 

886.-3.  ^  Establecida  la  hipoteca  para  asegurar  el 
pago,  si  no  lo  verificare  el  deudor  vencido  el  plazo,  pue- 
de exigirlo  ejecutivamente  el  acreedor,  y  hacerlo  efec- 
tivo por  esa  vía  en  la  cosa  hipotecada,  sea  que  esté  en 
posesión  del  mismo  deudor  ó  de  un  tercero,  dentro  de 
diez  años  contados  desde  la  fecha  del  plazo  ó  del  cum- 
plimiento de  la  condición  (916  C.  pr.).  Y  como  se  trata 
de  dar  toda  garantía  al  deudor  y  de  facilitar  los  me- 
dios de  hacer  pronto  efectiva  su  acción  sin  dilacio- 
nes ni  trabas,  especialmente  las  muchas  que  antes  se 
ofrecían  en  los  juicios  de  tercería,  de  concurso  ó  de 
testamentaría  que  eran  tan  largos  y  cuyo  resultado 
tenía  que  esperar  el  ejecutante,  se  halla  expresamen- 
te declarado  que  el  procedimiento  ejecutivo  entablado 
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por  el  acreedor  hipotecario,  no  se  suspenderá  si  no  es 
por  reclamación  de  un  tercero  fundada  en  un  título  de 
dominio  inscrito  con  anterioridad  al  título  del  acreedor 
ejecutante  (294  Dec.  273).  Tampoco  se  suspenderá  por 
la  defunción  del  ejecutado,  sea  el  deudor  ó  tercer  po- 
seedor, ni  por  la  declaración  de  quiebra  ni  por  el  con- 
curso de  acreedores  de  cualquiera  de  ellos.  Se  ve  pues, 
que  la  acción  ejecutiva  hipotecaria  no  encuentra  otras 
restricciones  en  el  procedimiento  que  las  que  imperio- 
samente exige  la  justicia,  y  que  sólo  podrá  ser  poster- 
gado el  derecho  del  acreedor  al  que  da  un  título  de 
dominio  ú  otra  hipoteca  inscrita  con  anterioridad,  y 
aun  para  eso, en  este  último  caso  sigue  el  procedimien- 
to y  sólo  hay  que  aguardar  que  se  resuelva  sobre  la 
prelación.  En  el  primero,  es  forzosa  la  suspensión  por- 
que el  título  presentado  indica  suficientemente  que  la 
cosa  es  ajena,  y  es  forzoso  ventilar  antes  ese  punto; 
sin  que  por  otra  parte  el  acreedor  tenga  justo  motivo 
de  queja  ni  pueda  á  ninguno  culpar  sino  á  sí  mismo, 
porque  registrado  ese  título  ó  hipoteca  anterior  sobre 
la  cosa,  debió  haber  tenido  cuenta  de  él  al  constituirse 
la  obligación  á  favor  suyo. 

887. — 4.  '^  Puede  también  el  acreedor,  en  virtud  de 
convenio  expreso  acordado  al  tiempo  de  constituirse 
la  hipoteca,  hacer  vender  la  finca  hipotecada  sin  las 
solemnidades  judiciales,  denunciando  al  juez  del  con- 
curso, si  lo  hubiere,  los  términos  de  la  venta  (2390  C). 
Y  si  al  constituirse  la  hipoteca  se  ha  establecido  el 
precio  en  que  la  finca  hipotecada  ha  de  adjudicarse  al 
acreedor,  pero  sin  renunciarse  I9.  subasta,  al  señalarse 
día  para  el  remate  se  fijará  como  base  la  cantidad  con- 
venida, y  será  postura  admisible  la  que  exceda  de  ella 
y  cubra  al  contado  el  crédito:  no  habiéndola,  se  de- 
cretará la  adjudicación  por  el  precio  convenido.  Si 
además  se  huebire  renunciado  la  subasta,   se  hará  la 
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adjudicación  al  acreedor  tan  pronto  como  éste  lo  so- 
licite (228  Dec.  273). 

888. — 5.  ^  No  sólo  no  se  suspende  la  acción  ejecuti- 
va hipotecaria  por  la  formación  de  concurso  sino  que 
el  acreedor  no  tiene  que  entrar  en  ese  juicio  (2.  ^  357 
Dec.  272);  y  para  ello,  si  el  representante  de  los  acree- 
dores desconoce  su  derecho,  justificará  en  un  juicio 
sumario,  la  legitimidad  de  su  crédito  (358  id.). 

889.-6.^  Del  precio  de  la  finca  hipotecada  se  jua- 
gan los  acreedores  hipotecarios  conforme  á  la  fecha 
de  su  respectiva  inscripción,  comprendiéndose  en  el 
pago  los  réditos  de  los  dos  últimos  años  y  la  parte 
vencida  de  la  anualidad  corriente  (559  id.),  después  de 
los  gastos  judiciales  del  juicio  sumario  y  de  venta,  de 
los  gastos  de  conservación  y  deuda  de  seguros  de  la 
misma  cosa  y  de  las  contribuciones  reales  de  los  últi- 
mos cinco  años  (2392  C).  Cuando  no  alcanza  el  precio 
de  la  cosa  hipotecada,  los  acreedores  hipotecarios  pue- 
den proseguir  su  acción  en  otros  bienes  del  deudor; 
(926  C.  pr.)  y  si  hubiere  concurso,  por  lo  que  se  reste, 
entran  á  él  y  tienen  derecho  á  ser  pagados  por  su  or- 
den después  de  los  acreedores  privilegiados  en  los 
otros  bienes  del  fondo  del  concurso,  de  suerte  que  van 
juntamente  con  los  escriturarios  no  privilegiados 
(368,  369  id.). 

890.  —7.  ^  Las  esperas  ó  quitas  concedidas  por  los 
acreedores  simples  no  perjudican  al  acreedor  hipoteca- 
rio que  se  opone  (1469  C.  pr.). 


II. 


891. — Para  el  objeto  de  que  va  á  tratarse,  se  entien- 
de por  tercer  poseedor,  todo  el  que,   sin  ser  el  deudor 
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mismo  ni  su  lepieseDtante  6  li^iedero,  tiene  en  su 
poder  ]a  cosa  ^hipotecada.  Según  el  aitículo  2179  del 
Código  bastaba  i)ara  considerar  á  alguno  como  tercer 
poseedor  para  los  efectos  de  la  hipoteca,  el  que  se  hu- 
biera adquirido  solamente  el  usufructo  ó  dominio 
útil  de  la  tinca  gravada,  ó'bien  la  propiedad  ó  domi- 
nio directo,  quedando  en  el  deudor  el  derecho  corre- 
lativo. Respecto  de  tercer  poseedor  hay  que  conside- 
rar 1.  ^  cuáles  son  los  efectos  que  produce  la  hipo- 
teca y  2.  ^  desde\cuando  los  produce  en  perjuicio 
de  tercero. 

892. — Sea  voluntaria  ó  legal  la  hipoteca,  surte  sus 
efectos  contra  terceras  personas,  si  la  obligación  es 
pura  ó  simple, "^ desdecía  fechaj  de  la  inscripción  en  el 
registro;  porque  desde  entonces  es  pública  y  puede  ser 
conocida  de  todos  la  existencia  del  gravamen,  y  des- 
de entonces  debe  comenzar  á  producir  al  acreedor  re- 
sultados favorables,  su  mayor  ó  menor  diligencia  en 
acudir  al  registro. 

893.— Si  la  hipoteca  se  ha  constituido  para  la  segu- 
ridad de  una  obligación  futura  ó  sujeta  á  condiciones 
suspensivas  inscritas,  y  llegare  la  obligación  á  con- 
traerse ó  la  condición  á  cumplirse,  surtirá  sus  efectos 
contra  tercero  desde  la  fecha  de  su  inscripción  (2046 
C.)  porque  se  retrotrae  todo  á  la  época  en  que  la  obli- 
gación se  contrajo.  De  ello  no  tiene  que  reclamar  el 
tercero  porque  inscrita  previamente  la  obligación  ó 
condición,  como  se  inscribe  todo  lo  que  en  cualquier 
concepto  modifica  ó  afecta  la  propiedad,  sabía  él  que 
podía  sobrevenir  aquella  obligación  ó  aquella  condi- 
ción realizarse,  y  en  ese  supuesto  y  con  ese  peligro, 
del  cual  estaba  advertido  por  una  constancia  auténti- 
ca, hizo  su  contrato  sobre  la  cosa  ó  admitió  hipoteca 
posterior.  El  artículo  se  refiere  á  toda  condición  sus- 
pensiva, mas  parecía  natural  excluir  la  potestativa  en 
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que  todo  depende  de  la  voluntad  y  cuyos  efectos  no 
se  retrotraen  como  las  de  los  otras. 

894— Si  la  obligación  no  es  condicional  sino  á  tér- 
mino ó  con  plazo,  la  hipoteca  surte  efectos  contra  ter- 
cero desde  el  día  del  contrato  porque  desde  entonces 
existe  la  obligación  que  asegura,  y  el  día  llegará  cier- 
tamente, de  modo  que,  propiamente  hablando,  no  se 
suspende  la  obligación  sino  sólo  se  retarda  el  pago. 

895. — Si  la  condición  inscrita  á  que  la  obligación 
asegurada  estuviere  sujeta,  fuere  resolutoria,  la  hipo- 
teca subsistirá  desde  su  inscripción  y  no  deja  de  sur- 
tir sus  efectos  en  cuanto  á  tercero,  mientras  subsista 
la  obligación  principal,  por  no  haberse  realizado  1^^ 
condición  resolutoria  y  hecho  constar  su  realización 
en  el  registro  (2047  C).  El  hecho  que  lleva  la  condi- 
ción resolutoria  deja  sin  efecto  la  obligación  principal 
y, por  lo  mismo  los  efectos  de  la  hipoteca  no  pueden 
continuar;  y  no  continúan  desde  que  el  registro  de- 
clara que  se  verificó  ese  hecho. 

896. — Hay  que  notar  que  así  como  puede  asegurar- 
se con  hipoteca  una  obligación  pura  ó  condicional; 
siendo  la  realización  de  esa  condición,  en  el  último 
caso,  necesaria  para  hacer  efectiva  la  hipoteca;  ésta 
también  é  independientemente  de  la  obligación  que 
asegura,  puede  ser  condicional  si  se  hace  depender  de 
una  condición  su  constitución  ó  subsistencia. 


III. 


897.— En  virtud  de  la  adherencia  de  la  hipoteca  al 
inmueble  hipotecado,  acompaña  á  éste  el  gravamen, 
sea  cual  fuere  la  persona  en  cuyo  poderse  encuentre, 
y  el  deudor  no  puede  empeorar  su  condición  con  tras- 
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pasarla  á  otro.  En  consecuencia,  si  vencido  el  plazo,  no 
pagare  el  deudor  después  de  ser  requerido   judicial- 
mente ó  por  escribano,  el  acreedor  podrá  dirigir  la  ac- 
ción ejecutiva  contra  el  tercer  poseedor  de  los  bienes 
hipotecados  y  exigir  que  con  los  que  éste  posea  se  le 
pague  el  crédito  asegurado  y  los  réditos  en  los  térmi- 
nos que  debía  hacerlo  el  deudor  (2034  C).    Según  se 
ve,  no  hay  necesidad  de  dirigir  primero  acción  perso- 
nal contra  el  deudor,  ni   de  hacer  previa  excusión  en 
sus  bienes  y  que  conste  su  insolvencia,  porque  todo 
esto  será  dilatorio  y  dispendioso   y   haría  bastardear 
el  carácter  de  responsabilidad  principal  que  tiene  en 
sus  efectos  la  hipoteca  y  desvirtuar  la  consideración 
de  que  como  el  deudor  atendió  principalmente  á  la  se- 
guridad que  le  daba  la  cosa,   de  preferencia  ó  x>or  lo 
menos,  con  independencia  de  la  que  le  dieran  las  cir- 
cunstancias personales  del  deudor,  ha  de  poder  perse- 
guir la  cosa  sin  tramitado aes  largas   y   embarazosas. 
Mas  como  al  propio  tiempo  no  hay   que  olvidar  que 
la  hipoteca  como  accesoria  supone  siempre  la  existen- 
cia de  una  obligación  personal  principal,  y  si  ésta  se 
satisface,  queda  sin  efecto;  y  que  la  equidad  aconseja 
que  no  se  moleste  al  tercer  poseedor  antes  de  hacer 
aquello  que  sin   tomar  tiempo,  no  perjudica  al  acree- 
dor, se  exige  la  constancia  auténtica  de  que  el  deudor 
principal  ha  sido  requerido,  con  lo  cual   no  se  atenta 
en  nada  contra  la  índole  del  crédito  hipotecario  ni  con- 
tra la  seguridad  que  ha  de  dar  del  expedito   cumpli- 
miento de  la  obligación  al  llegar  su  plazo. 

898. — Verificado  el  requerimiento  y  no  pagando  el 
deudor,  el  tercer  poseedor  puede  hacer  una  de  tres  co- 
sas: pagar  dentro  de  los  tres  días  siguientes  á  la  de- 
manda del  acreedor:  hacer  abandono  dentro  del  mis- 
mo término  de  los  bienes  hipotecados;  dejar  que  con- 
tinúe contra  él  la  ejecución  (fr.  2*^  2034  C). 
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899. — Si  paga  el  crédito  hipotecario  en  todo  ó  en 
parte,  queda  respectivamente  subrogado  en  los  de- 
rechos del  acreedor  (2042  C),  de  suerte  que  puede 
hacer  valer  contra  el  deudor  las  acciones  que  aquel 
tenía,  á  menos  por  supuesto  que  de  antemano  se  hu- 
biera descontado  esa  cantidad  del  precio  en  que  ad- 
quirió la  finca. 

900. — Si  desampara  los  bienes  hipotecados,  cesa  de 
su  parte  todo  motivo  de  responsabilidad,  así  es  que 
se  considerarán  aquellos  en  poder  del  deudor,  á  fin  de 
dirigir  contra  él  mismo  el  procedimiento  ejecutivo 
(fr.  2*  2035  C).  Con  mucha  Justicia  se  da  al  tercer  po- 
seedor la  facultad  de  hacer  abandono  de  los  bienes; 
y  haciéndolo,  se  le  exonera  de  toda  responsabilidad 
personal  y  de  molestia  ulterior,  porque  él,  en  tanto  es- 
tá obligado  únicamente  en  cuanto  posee  los  bienes  so- 
bre que  pesa  el  gravamen.  El  acreedor  no  tiene  dere- 
cho para  pretender  que  él  tenga  responsabilidad  per- 
sonal porque  al  contratar  se  satisfizo  con  la  garantía 
que  daba  la  cosa  hipotecada,  y  esa  garantía  es  la  mis- 
ma, hallándose  en  poder  del  mismo  deudor  ó  de  un 
tercero.  Por  de  contado,  el  tercer  poseedor  puede  exi- 
gir del  deudor  el  reembolso  de  lo  que  haya  dado  por 
la  cosa,  aunque  sea  menor  la  cantidad  en  que  se  ven- 
da para  pagar  al  acreedor. 

901. — Y  finalmente,  si  el  tercer  poseedor  no  paga 
ni  desampara  los  bienes,  se  sigue  contra  él  la  ejecu- 
ción sobre  los  bienes  hipotecados;  y  será  además  perso- 
nalmente responsable  con  los  suyos  propios,  por  los 
inter»:>ses  devengados  desde  el  requerimiento  y  por  las 
costas  6  gastoí  del  juicio,  porque  á  uno  y  otro  dio  lu- 
gar con  su  resistencia  ó  morosidad  (fr.  1*  2035  C). 

902.— De  cualquier  modo  que  sea,  no  pagándose  al 
acreedor,  éste  prosigue  su  ejecución  y  se  llega  al  tér- 
mino natural  de  vender  los  bienes  hipotecados  y  con 
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«n  producto  hacerle  pago.  Puede  suceder  que  no  haya 
otro  crédito  hipotecario  sino  el  que  motivó  la  ejecu- 
ción, y  puede  suceder  también  que  haya  más  hipote- 
cas. En  el  primer  caso,  pagado  el  ejecutante,  y  entre- 
gado al  deudor  de  orden  del  juez  el  resto,  mandará 
éste  cancelar  la  inscripción  de  la  que  pesaba  sobre  la 
finca  y  le  quedará  al  comprador  |libre  de  todo  grava- 
men. 

903.— En  el  segundo,  el  rematarlo  puede  optar  por 
continuar  reconociendo  sobre  la  finca  esos  otros  cré- 
ditos hipotecarios,  y  puede  convenirle  no  hacerlo  así. 
Si  prefiere  que  sigan  sobre  la  finca  subastada,  pasarán 
á  su  cargo  juntamente  con  ésta,  lo  cual  sucederá  gene- 
ralmente cuando  el  resto  del  precio,  deducido  lo  que 
se  pagó  al  ejecutante,  alcance  á  satisfacerlos  todos 
(2036  C).  Los  acreedores  inscritos  en  nada  se  perju- 
dican con  esto  porque  subsiste  para  ellos  la  misma 
garantía  que  estaba  estipulada,  es  á  saber,  la  de  la  fin- 
ca; y  poco  les  importa  para  el  ejercicio  de  sus  dere- 
chos en  los  mismos  términos,  que  sea  éste  ú  otro  el 
individuo  en  cuyo  poder  se  encuentre. 

904.— Pero  puede  no  convenir  al  rematarlo  conti- 
nuar reconociendo  sobre  la  finca  que  adquiere  los 
otros  gravámenes,  sea  porque  no  alcanza  á  cubrirlos 
el  precio  del  inmueble  ó  por  cualquier  otro  motivo,  y 
entonces,  como  su  responsabilidad  no  es  más  que  por 
el  precio  del  remate,  una  vez  deducido  el  crédito  del 
ejecutante,  pide  la  citación  personal  de  los  acreedores 
inscritos  para  que  se  pague  á  los  de  plazo  vencido  y 
se  deposite  lo  que  corresponda  á  los  de  plazo  pendien- 
te, según  la  prioridad  de  sus  respectivas  inscripciones 
y  hasta  la  cantidad  concurrente  del  precio  del  inmue- 
líle  rematado,  y  regulándole  á  cada  crédito  los  intere- 
ses no  cubiertos  de  los  dos  últimos  años  y  de  la  anua- 
lidad en  curso  (2037  0.).  Hecho  esto,   queda  liberada 
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la  ñnca  de  los  créditos  que  pesaban  sobre  ella,  aun- 
que algunos  hayan  quedado  sin  pagarse,  y  el  juez  á 
solicitud  del  mismo  rematarlo,  decreta  la  cancelación 
en  él  registro  de  las  inscripciones  que  se  refieren  á  los 
créditos  expresados  (2038  C).  Con  este  procedimiento, 
en  nada  se  atenta  tampoco  á  los  derechos  de  tales 
acreedores.  Hubo  necesidad  de  subastar  la  ñnca  y  el 
derecho  que  sobre  ésta  tenían  se  traslada  al  precio  del 
remate  que  la  representa;  y  el  comprador  á  nada  más 
está  obligado  que  á  entregar  ese  precio  y  tiene  perfec- 
to derecho  de  que  la  finca  se  le  entregue  libre.  Por  lo 
demás,  si  ellos  creían  que  valía  más  y  que  pagada  me- 
jor hubieran  alcanzado  el  pago,  pudieron  ocurrir  du- 
rante la  ejecución  y  hacer  ellos  ó  buscar  quien  hiciera 
mejor  postura;  y  si  no,  por  la  citación  personal  que  se 
les  hace,  pudieron  deducir  su  derecho  para  reclamar 
la  preferencia  que  creyesen  que  les  correspondiera  con 
antelación  al  ejecutante.  €i  nada  de  eso  hicieron,  es  cul- 
pa de  ellos  y  efecto  de  imprevisión  y  de  haber  admiti- 
do una  garantía  incompetente. 

905. — Es  de  advertir  que  aunque  los  acreedores  no 
ocurran,' si  son  de  mejor  derecho  que  el  ejecutante, 
por  anterioridad  en  la  inscripción,  puede  el  rematarlo 
no  entregar  á  éste  sino  lo  que  quede  después  de  lo 
que  aquellos  créditos  importan,  á  -íio  ser  que  la  cita- 
ción se  les  haya  hecho  antes  sin  que  ocurran.  Y  si 
bien  se  dice  que  queda  depositado  el  importe  de  los 
créditos  de  plazo  vencido,  no  parece  que  pueda  haber 
dificultad  en  que  el  juez  se  lo  mande  entregar  desde 
luego,  con  deducción  en  su  caso  de  los  intereses  co- 
rrespondientes, pu^s  esto  puede  aprovecharles  y  no 
perjudicar  á  nadie. 

906. — De  manera  análoga  se  procede  cuando  el  re- 
mate déla  fireí  hipotecada  se  ha  hecho  para  pagar 
una  parte  de  la  deuda  cuyo  plazo  ya  está  vencido  ó 
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para  el  de  los  intereses,  y  aun  quedan  por  satisfacerse 
otros  plazos,  todavía  no  vencidos.  La  finca  se  transfie- 
re al  comprador  si  él  quiere  continuar  reconociendo  el 
gravamen,  con  la  hipoteca  correspondiente  á  la  plrte 
del  crédito  que  no  estuviere  satisfecha,  y  que  se  de- 
duce del  precio  con  los  intereses  correspondientes 
(3089  C).  Mas  si  el  comprador  no  quiere  la  finca  con 
ese  gravamen,  se  depositará  su  importe  con  los  inte- 
reses respectivos,  para  nue  sea  pagado  el  acreedor  al 
vencimiento  de  los  plazos  (2040  C.)  y  á  él  se  le  manda- 
rá cancelar  la  hipoteca. 


PÁRRAFO  SÉTIMO. 


FOEMA   DE   LA   CONSTITUCIÓN   DE   LA    HIPOTECA. 


907. — Toda  hipoteca  sea  voluntaria  6  legal,  debe 
constar  en  escritura  pública  no  sólo  porque  la  hipote- 
ca es  una  especie  de  enajenación  de  bienes  raíces  (233 
Dec.  N?  272)  sino  también  porque  para  que  surtan  sus 
efectos  han  de  inscribirse  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad (2052,  2065  C.)  y  en  éste  no  se  admiten  los  do- 
cumentos privados  (2066  C). 


PÁRRAFO  OCTAVO. 


908. — La  hipoteca  se  extingue  por  cualquiera  de  los 
modos  siguiguientes: 

1.  "^  Por  acabarse  por  cualquiera  de  los  medios  le- 
gales la  obligación  que  garantiza,  pues  como  accesoiia 
de  ésta,  acaba  en  cuanto  acabe  ella. 
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2.  '^  Por  destrucción  total  de  la  cosa  hi]:>otecada, 
porque  ya  no  hay  sobre  qué  recaiga  el  gravamen; 
pero  si  quedare  algo  de  ella  subsistirá  en  esa  parte  (1? 
2126  C). 

3.  ^  Por  cancelación  decretada  por  el  juez  en  caso 
de  remate  de  la  ñnca  por  ejecución,  pagado  por  el  re- 
matarlo el  precio  respectivo  (2037,  2038,  2040  C.)- 

4.  *^  Por  resolución  del  derecho  del  que  hipotecó,  por 
que  no  j)udo  transferir  más  que  el  que  tenía  (2021  C). 

5.  ^  Por  expropiación;  y  entonces,  el  derecho  del 
acreedor  se  transporta  sobre  el  precio  (fr.  1.  «^^ 
2026  C). 

6.  ^  Por  prescripción  de  quince  años  entre  presentes 
ó  ausentes,  contados  desde  que  es  exigible  la  deuda 
que  asegura  la  hipoteca  {6o8,  2033  C).  Esta  acción  tieife 
fuerza  ejecutiva  durante  los  diez  primeros  años  de 
esos  quince,  contados  desde  el  vencimiento  del  pago  si 
se  fijó  en  el  instrumento;  y  desde  el  cumplimiento  de 
la  condición,  si  la  obligación  es  condicional  (916  C.  pr.). 

909. — Aun  cuando  la  obligación  principal  no  se  ex- 
tinga, acaba  la  hijjoteca  en  varios  casos. 

1.  ^  Cuando  siendo  dos  ó  más  los  ^ herederos  del 
arrendatario  en  locación  que  no  les  es  obligatoria, 
continúa  ésta  para  algunos  de  ellos,  que  entonces  no 
subsisten  las  hipotecas  anteriores  constituidas  á  favor 
del  locador  (1.  ^  1732  C). 

2.  "^  Por  la  am  pliación  del  plazo  de  una  deuda  sin 
consentimiento  expreso  del  dueño  de  lo  hipoteca- 
do (2346  C). 

3.  <^  Cuando  se  sustituye  un  nuevo  deudor  (344 
Dec.   K  ^  272.) 

910.— De  todos  modos,  para  que  la  extinción  de  la 
hipoteca  surta  sus  efectos  ha  de  es tar^^ cancelada  su 
inscripción  en  el  registro  (2125  C). 

911.— Antes  de  concluir  este  punto,  ha  de  recordarse 
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que  en  la  novación,  cuando  la  nueva  obligación  se  li- 
mita á  imponer  una  obligación  penal  para  el  caso  de 
no  cumplirse  la  primera,  y  son  exigibles  juntamente 
una  y  otra,  las  hipotecas  sólo  subsisten  liasta  la  con- 
currencia de  la  deuda  principal  sin  la  pena.  Si  solo  és- 
ta es  exigible  en  caso  de  infracción,  hay  novación  desde 
que  el  acreedor  sólo  esa  exige  y  quedarían  por  el  mis- 
mo hecho  extinguidas  las  hipotecas  de  la  obligación 
primitiva.  (343  Dec.  N.  ^  272.) 

PÁRRAFO  NOVENO. 


DE  LAS  HIPOTECAS    LEGALES. 

t 

912. — Entrando  ya  á  examinar  las  hipotecas  legales 
corresponde  ver  1.  '^  el  motivo  de  su  creación.  2.  ^ 
cuáles  reconoce  el  Código.  3.  ^  Quiénes  tienen  dere- 
cho de  pedir  su  constitución.  4.  ^  los  puntos  en  que 
se  equiparan  y  en  los  que  se  diferencian  de  las  vo- 
luntarias. ^ 

I. 


918. — Antes  se  ha  explicado  ya  el  concepto  en  que 
se  reconocen  hoy  las  hipotecas  legales.  Sin  ser  gene- 
rales sino  sobre  ciertos  y  determinados  bienes:  sin  ser 
tácitas  porque  han  de  estar  constituidas  en  escritura 
pública  debidamente  registrada;  lo  que  sustancialmen- 
te  las  distingue  de  las  voluntarias  es  que  éstas  se 
constituyen  por  convenio,  mientras  que  las  otras  la 
ley  es  la  que  previene  que  se  establezcan.  Para  hacerlo 
así,  preciso  es  que  concurran  motivos  poderosos  que 
determinen  al  legislador  á  intervenir  y  esos  motivos 
■consisten  en  razones  de  interés  y  conveniencia  social 
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que  exigen  que  á  ciertas  clases  seles  dispense  una  pro- 
tección especial  por  las  circunstancias  particulares  en 
que  se  encuentran. 

914.— Todas  las  legislaciones  han  tratado  de  ve- 
lar cuidadosamente  por  los  intereses  de  los  meno- 
res que  son  manejados  por  otras  per-onas:  los  menores 
por  sí  no  pueden,  como  lo  hace  un  mayor  con  la  hipo- 
teca voluntaria,  estipular  para  sí  convenientes  seguri- 
dades; y  para  que  no  quede  desamparado  su  derecho, 
la  ley  ordena  qne  los  que  manejan  sus  bienes  tengan 
que  constituir  hipoteca  á  favor  de  ellos.  Lis  mujeres 
casadas  necesitan  también  ponerse  á  cubierto  de  la 
disiación  que  de  su  capital  poprían  hacer  sus  ma- 
ridos; pero  sin  la  mediación  de  la  ley,  habría  mu- 
chas consideraciones  que  las  retrajeran  de  exigir  de 
sus  esposos  esa  seguridad;  y  la  le}^  interviene  por 
eso  y  ordena  lo  que  ha  de  hacerse  y  la  hipoteca 
que  ha  de  constituirse.  No  es  pues,  de  una  mane- 
ra caprichosa  como  se  decretan  tales  hipotecas: 
hay  siempre  un  interés  público  de  por  medio,  y  con- 
sideraciones sociales  ó  de  familia  á  que  es  forzoso 
atender.  La  hipoteca  legal  actual  ha  reemplazado  ven- 
tajosamente á  la  antigua,  pues  si  bien  ésta  aparecía 
con  más  extensión  por  su  generalidad,  no  tenía  la  en- 
cada que  la  de  hoy,  tanto  porque  podía  haber  otros 
gravámenes  tácitos  como  por  los  pleitos  á  que  daba  lu- 
gar. La  que  hoy  se  reconoce,  si  bien  especial  y  concre- 
ta, da  perfecta  garantía  á  los  intereses  que  se  trata  de 
conservar  y  que  son  los  mismos  por  los  que  la  legisla- 
ción anterior  se  empeñaba,  aunque  de  un  modo  inade- 
cuado al  objeto. 

II. 

915. — La  ley  establece  las  siguientes  hipotecas; 
1.  ^  A  favor  de  los  hijos  por  su  peculio  (2056  C). 
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2.  ^  A  favor  de  los  menores  ó  incapacitados,  respec- 
to de  sus  tutores  6  guardadores,  sean  testamentarios 
legítimos  ó  dativos  }'  aun  respecto  de  los  naturales, 
cuando  pasan  á  segundas  nupcias  (350,  351,  429. 
2050  C). 

3.  ^  A  favor  de  la  mujer  casada  respecto  de  su  ma- 
rido. (1123,  1150  C). 

916.— El  derecho  que  tienen  las  personas  á  cuyo  fa- 
vor se  establece  hipoteca  legal  es  el  de  exigir  la  cons- 
titución de  una,  especial  y  competente,  sobre  cuales- 
quiera bienes  inmuebles  ó  derechos  reales  hipoteca- 
bles  de  que  pueda  disponer  el  obligado  á  prestarla 
(fr.  1.  ^  2051  C).  Y  podrá  pedirse  en  cualquier  tiem- 
po, aunque  haya  cesado  la  causa  que  le  diera  funda- 
mento como  la  patria  potestad,  tutela  ó'guarda,  siem- 
pre que  esté  pendiente  de  cumplimiento  la  obligación 
que  debiera  haberse  asegurado  (id  f r.  2.  '^ ),  porque 
aunque  lo  propio  y  natural  es  pedirla  antes,  debe  ha- 
ber igual  derecho  mientras  subsiste  la  obligación  de 
dar  ó  restituir,  resultado  de  la  que  se  ha  de  asegurar 
con  hipoteca.  » 


III. 


917. —Respecto  de  la  hipot^^ca  legal  por  peí'ulio  ad- 
venticio, el  hijo  á  cuyo  favor  haya  de  constituirse  en 
razón  de  él,  tiene  derecho  á  que  los  bienes  inmuebles 
que  lo  constituyen  se  inscriban  en  su  nombre  en  el 
registro,  si  ya  no  lo  estuvieren,  con  expresión  de  es- 
ta circunstancia,  y  á  que  el  padre  le  asegure  con  hipo- 
teca especial  los  bienes  que  no  sean  pertenecientes  al 
mismo  peculio  (2056  C).  Con  la  inscripción  de  los  in- 
muebles en  nombre  del  hijo,  se  le  da  la  mejor  garantía 
porque  ya  pueden  conocer  todos  que  forman  su  pro- 
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piedad,  que  componen  su  peculio  y  que  no  puede  el 
padre  disponer  de  ellos:  no  hay  pues,  necesidad  de  exi- 
gir de  éste  más  seguridades.  Mas  si  los  bienes  consis- 
ten en  muebles  ó  capitales,  sí  se  requiere  hipoteca  de 
los  inmuebles  del  padre,  aunque  atendida  la  condi- 
ción de  éste  y  el  interés  y  el  amor  que  ha  de  tener  por 
su  hijo,  se  establece  que  si  son  insuficientes  los  inmue- 
bles que  tiene,  se  constituirá  sin  embargo,  la  hipoteca 
sobre  ellos,  á  reserva  de  ampliarla  en  otros  que  haga 
suyos  en  lo  sucesivo.  Y  si  ningunos  tuviere  que  hipo- 
tecar en  seguridad  de  los  del  peculio  adventicio,  que- 
dará obligado  á  constituirla  en  los  primeros  bienes  hi- 
po tecables  que  adquiera  (2057  C). 

918. — Tienen  el  deber  de  pedir  la  inscripción  de  los 
bienes  en  nombre  del  hijo  y  la  constitución  de  la  hi- 
poteca el  mismo  padre,  ó  la  madre  en  su  caso,  cuando 
estuviere  legalmente  separada  del  marido  porque  eso 
no  le  quita  el  derecho  de  ver  por  sus  hijos  (2058  C); 
y  los  tutores  ó  guardadores;  y  pueden  hacerlo  tam- 
bién los  otros  parientes,  y  las  personas  de  quienes 
procedan  los  bienes  que  forman  el  peculio,  sus  here- 
deros ó  alba  ceas  (2059  C).  Para  la  inscripción  de  los 
bienes  ó  constitución  de  la  hipoteca  á  favor  de  los  hi- 
jos, cuando  fueren  menores  debe  solicitarse  siempre  la 
intervención  judicial  (2061  C.)  para  dar  mayor  garan- 
tía de  que  todo  se  hará  legalmente.  Y  como  pudiera 
suceder  que  por  malicia  ó  descuido  se  omitiera  alguna 
vez  cumplir  con  hacer  la  inscripción  ú  otorgar  la  hi- 
poteca, está  prevenido  que  siempre  que  constare  al 
juez  por  razón  de  oficio  no  haberse  constituido  la  hi- 
poteca correspondiente  en  favor  de  un  menor,  aunque 
sea  mujer  casada,  ó  de  algún  incapacitado,  dicte  pro- 
videncia para  que  la  persona  obligada  la  constituya 
en  forma  legal  (2062  C).  Además,  todos  los  funciona- 
rios públicos,  escribanos   y  registradores,   están  obli- 
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gados  bajo  su  resx)onsabilidad  á  poner  en  conocimien- 
to del  juez  los  actos  que  ante  ellos  pasen  y  den  méri- 
to á  la  constitución  de  la  hipoteca  legal  (2063  C).  Si 
los  hijos  fueren  ya  mayores  de  edad,  sólo  ellos  pue- 
den pedir  la  constitución  de  la  hipoteca  porque  son  ca- 
X3aces  ya  de  ejercitar  todos  sus  derechos,  sin  que  otro 
tenga  que  intervenir.  El  objeto  de  su  gestión  será  que 
se  les  entreguen  los  bienes  por  el  padre  y  que  se  ase- 
gure el  resultudo  ó  cumplimiento  de  las  obligaciones 
contraídas  por  éste  durante  la  minoría  (2060  C). 

919.— Otra  hipoteca  legal  es  la  que  el  marido  tiene 
que  otorgar  á  su  mujer.  Esta  hipoteca  no  es  por  los 
inmuebles,  porque  la  mujer  conserva  en  ellos  el  domi- 
nio y  se  inscriben  ó  continúan  inscritos  en  su  nombre; 
sino  por  los  muebles,  especialmente  fungibles  en  que 
no  conserva  el  dominio  y  que  él  puede  administrar  y 
perder  quedando  responsable  de  su  valor  (1121  C). 
La  consideración  y  relaciones  de  armonía  que  han  de 
existir  entre  marido  y  mujer  hacen  que,  apesar  de 
eso,  si  el  marido  carece  de  bienes  en  qué  constituir  la 
hipoteca  quede  obligado  á  hacerlo  sobre  los  primeros 
raíces  ó  derechos  reales  que  adquiera.  Mas  esta  obli- 
gación, mientras  no  esté  inscrita  la  hipoteca  en  el  re- 
gistro, no  afecta  los  derechos  de  tercero  (2055  C), 
j)ues  de  lo  contrario  vendría  á  pararse  en  reconocer 
un  gravamen  oculto  ó  hipoteca  tácita. 

920. — No  declara  la  ley  quienes  han  de  pedir  esta 
hipoteca;  pero  siendo  menor  la  mujer,  se  comprenderá 
en  la  regla  general  de  éstos,  de  suerte  que  el  padre  ó 
madre,  el  que  diere  los  bienes  ó  el  tutor  ó  curador  ha- 
brán de  pedirla:  siendo  mayor  de  edad,  sólo  ellS.  ó  sus 
padres  ó  dueños  de  los  bienes,  con  expreso  consenti- 
miento de  ella  si  aun  no  estuviere  casada,  podrán  pedir 
la  inscripción,  porque  de  otro  modo  quizá  no  se  consul- 
taría convenientemente  á  la  conservación  de  la  paz  do- 
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méstica.  Por  razón  de  arras  ó  donaciones  esponsali- 
cias, no  tendrá  la  mujer  contra  el  marido  más  que  ac- 
ción personal  derivada  de  título  lucrativo. 

921. — En  orden  á  la  hipoteca  que,  si  no  prestan  fian- 
za, han  de  dar  los  tutores  y  guardadores  se  ha  habla- 
do en  la  tutela. 

922. — Es  caso  en  que  la  ley  previene  también  el 
otorgamiento  de  hipoteca,  pero  admitiendo  convenio 
en  otro  sentido,  aquel  en  que  sorteados  algunos  bie- 
nes entre  herederos  por  no  admitir  cómoda  división, 
su  valor  excede  de  la  cuota  que  corresponde  al  herede- 
ro adjudicatario,  en  el  cual,  éste  reconoce  el  exceso  al 
interés  legal  por  seis  años  con  hipoteca  de  la  cosa  ad- 
judicada á  favor  de  la  persona  á  quien  corresponda. 


PÁRRAFO  DÉCIMO. 

PUNTOS   DE    ANALOGÍA    Y    DE    DEFICENCIA    ENTRE   LAS 
HIPOTECAS   VOLUNTARIAS   Y   LAS   LEGALES. 


923. — La  hipoteca  legal  y  la  voluntaria  se  equiparan: 

1.  ^  En  que  una  y  otra  han  de  ser  expresas  y  espe- 
ciales, constituidas  en  escritura  pública  y  registradas 
las  dos  (2052  C). 

2.  ^   En  los  efectos  que  producen  (20f;3  C). 
924.— Se  diferencian: 

1.  ^   En  que  la  voluntaria  es  de  libre  constitución 
mientras  que  la  legal  tiene  que  constituirse  por  dis 
posición  de  la  ley. 

2.  ^  En  que  en  la  hipoteca  voluntaria  sólo  hay  am- 
pliación cuando  hay  dolo  ó  negligencia  del  deudor;  y 
en  la  legal,  en  cualquier  tiempo  en  que  llegan  á  ser 
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insuficientes  los  bienes  eobre  que  se  lia  constituido 
puede  pedirse  su  ampliación,  pero  sin  perjuicio  por 
supuesto,  de  tercero  que  hubiese  adquirido  derecho  en 
ellos  antes  de  verificarse  la  ampliación  (2054  C.)- 

3.  ^  En  que  la  hipoteca  voluntaria  puede   cederse 
sin  restricción  alguna;  y  no  así  la  legal. 

4.  "^   En  los  modos  de  terminarse. 


TITULO  VIGÉSIMO  SÉTIMO. 

DE  LOS  CONTRATOS  ALEATORIOS. 

925.— Contrato  aleatorio  es  un  convenio  reciproco 
con  objeto  licito,  cuyos  efectos  en  cuanto  á  la  utilidad 
ó  pérdida  para  los  contratantes  dependen  de  un 
acontecimiento  incierto  (1857  C).  Es  indispensable 
pues,  que  sea  incierto  el  suceso  de  que  depende  el  re- 
sultado, de  suerte  que  si  uno  de  los  contratantes  sabe 
ya  lo  que  para  el  otro  ó  los  otros  es  incierto,  no  habrá 
contrato  aleatorio  que  supone  en  igual  condición  de 
incertidumbre  á  los  que  lo  celebran,  sino  una  estafa. 
De  equidad  es  también  que  esa  igualdad  de  condición 
-exista  en  los  contratantes  respecto  á  la  esperanza  de 
las  ganancias  y  al  temor  de  las  pérdidas;  igualdad 
que  se  calcula  atendiendo  á  la  compensación  de  pro- 
babilidades entre  lo  que  efectivamente  se  arriesga  y 
lo  que  se  puede  ganar. 

926. — Generalmente  sucede  en  estos  contratos  que 
ambas  partes  corren  riesgo  igual  como  en  la  apuesta; 
pero  puede  suceder  también  que  una  sola  se  exponga 
al  riesgo  en  beneficio  de  la  otra,  como  en  el  seguro, 
recibiendo  en  compensación  del  peligro  que  corre,  una 
cantidad  cierta. 
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927. — Varios  son  los  contratos  á  que  puede  darse  la 
denominación  de  aleatorios,  entre  ellos,  los  de  com- 
pra de  esperanza,  como  la  que  se  hace  á  un  pesca- 
dor de  lo  que  saque  en  determinada  redada;  pero  la 
ley  se  refiere  aquí  sólo  á  los  más  usuales.  Entre  éstos 
se  consideran  1.  ®  Las  apuestas  y  el  juego.  2.  ^  El 
seguro.  3.  ®  El  préstamo  á  la  gruesa  ventura  (1858  C). 


PÁRRAFO  PRIMERO. 


DE  LAS  APUESTAS  Y  DEL  JUEGO. 


928.— La  apuesta  es  la  convención  entre  dos  b  más 
que^  disj^utando  sobre  algo  dudoso^  convienen  en  que 
el  que  resulte  que  no  tiene  razbn  pagará  al  otro  cierta 
cosa  b  cantidad  (1859  C). 

929. — La  apuesta  requiere  para  su  validez  que  sea 
de  buena  fe,  pues  faltando  ésta  no  habría  más  que 
estafa;  y  que  Ips  que  la  hacen  tengan  capacidad  de  dis- 
poner libremente  de  la  cosa  ó  cantidad  arriesgada 
(1861  C).        ' 

930.  —Consecuencia  de  la  necesidad  del  primer  re- 
quisito es  que  la  apuesta  es  nula  y  ninguna  obliga- 
ción produce  cuando  la  parte  que  gana  sabía  con  cer- 
teza y  ocultó  el  hecho  presentado  como  eventual 
(1860  C).  Consecuencia  de  la  necesidad  del  segundo 
es  que  sean  enteramente  nulas  las  celebradas  por  me- 
nores é  incapaces  y  demás  que  no  tienen  la  libre  admi- 
nistración de  sus  bienes,  de  tal  suerte  que  aunque  de 
sus  bienes  hayan  pagado  ya  la  apuesta,  puede  repe- 
tirse en  todo  caso  por  los  respectivos  padres  de  fami- 
lia, maridos,  tutores  ó  guardadores  (1864  C).  Pero  no 
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es  indispensable  para  la  apuesta  que  haya  igualdad 
entre  lo  que  cada  uno  arriesga  ^  asi  es  valídala  que  se 
hace  de  diez  contra  uno,  por  ejemplo  (1862  C). 

931  -La  apuesta  no  produce  acción  sino  solamente 
excepción,  de  suerte  que  podrá  oponerse  lo  ganado 
por  apuesta  en  compensación  de  lo  que  por  otro  titulo 
reclame  el  perdidoso.  Mas  si  el  qhe  pierde  paga,  a  me- 
nos que  se  haya  ganado  con  dolo,  no  puede  repetir  lo 
que  pagó  (1868  C.)  porque  había  una  obligación  natu- 
ral y  conforme  á  la  equidad  debía  hacerse  el  pago, 
aunque  la  cantidad  no  fuera  exigible  conforme  á  las 
leyes  (2264  C).  ^    ^    ^  ^ 

932  —El  sorteo  lo  autoriza  también  la  ley  en  algu- 
nos casos,  como  para  la  adjudicación  á  los  herederos 
por  la  mitad  del  valor,  de  los  bienes  que  ni  admiten 
cómoda  división  ni  han  tenido  postor  en  tres  almo- 
nedas (1044  C).  %  , 

933.— Respecto  de  los  juegos  de  suerte  y  de  azar  la 
ley  civil  los  deja  sujetos  á  lo  que  establezcan  los  regla- 
mentos de  policía  (1865  C). 


PÁRRAFO  SEGUNDO. 


DEL   SEGURO. 

934.— Seguro  es  el  contrato  aleatorio  por  el  cual  una 
persona  se  obliga  á  responder  de  los  riesgos  y  danos 
que  por  caso  fortuito  puedan  venir  en  los  bienes  de 
otra,  mediante  un  premio  que  recibe  (1886  C.)-  ^^  ^^^ 
se  constituye  responsable  de  los  daños,  se  llama  ase- 
gurador: el  que  para  no  correrlos  se  obliga  á  pagar  el 
premio  y  adquiere  derecho  á  la  indemnización,   ase- 


423 

gurado  (1867  C);  las  cosas  que  corren  el  riesgo,  cosas 
aseguradas:  la  cantidad  que  se  da  en  compensación  del 
riesgo,  prima,  premio  ó  precio  del  seguro,  y  el  docu- 
mento en  que  se  hace  constar,  póliza  de  seguro. 

935.— El  seguro  puede  ser  común  y  de  comercio,  se- 
gún la  naturaleza  de  la  negociación  y  cosas  sobre  que 
recae:  el  primero  asi  como  los  préstamos  á  la  gruesa 
ventura  se  rige  por  las  leyes  de  comercio  (1897  C). 
Del  común  va  á  hablarse  aqui. 

936. — El  contrato  es  consensual  porque  queda  per- 
fecto por  el  consentimiento:  aleatorio  porque  los  ries- 
gos son  inciertos,  y  son  requisitos  de  él  1.  ^  que  se 
haga  por  personas  capaces,  2.  ®  que  haya  cosa  ase- 
gurada; 3.  ^  que  ésta  se  halle  expuesta  á  riesgos;  4.  ^ 
que  se  estipule  un  premio. 


I. 


937. — Tienen  capacidad  para^celebrar  este  contrato, 
todos  los  que  pueden  obligarse  y  tienen  la  libre  admi- 
nistración de  sus  bienes  (1870  C).  Mas  el  seguro  ha  de 
ser  siempre  á  favor  del  dueño  de'la  cosa,  ó  de  la  per- 
sona que  tenga  derecho  sobre  ella,  y  no  á  favor  del 
que  no  tenga  interés. 

II. 


938.— La  cosa  asegurada  ha  de  existir,  porque  de  lo 
contrario,  carece  de  objeto  el  contrato.  Por  lo  demás, 
jDuede  ser  mueble  ó  inmueble  pues  basta  que  Jos  bie- 
nes que  se  aseguran  estén  en  el  comercio  y  tengan  va- 
lor (1869  C).  ya  que  todos  ellos  corren  riesgos  que  pue- 
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den  indemnizarse  en  caso  de  que  ocurra  algún  dañí>. 
Se  puede  asegurar  también  la  vida  de  las  persona» 
(1888  C).  pero  como  es  seguro  que  éstas  lian  de  mo- 
rir, no  se  da  el  caso  en  este  seguro  de  que  el  asegu- 
rado no  sufra  el  riesgo;  y  lo  aleatorio  proviene  de  te- 
ner que  pagar  el  premio  por  mayor  o  menor  numera 
de  años,  según  sea  el  de  los  que  viva  el  asegurado. 


III. 


939. --La  cosa  lia  de  estar  expuesta  á  riesgo  porque^ 
de  otro  modo,  contra  nada  habría  que  asegurarla.  Y 
el  riesgo  lia  de  ser  incierto  para  que  conserve  su  ca- 
rácter de  aleatorio  y  sea  por  tanto,  legítimo;  así  es 
que  si  al  tiempo  de  concluirse  y  firmarse  el  contrato 
sabe  el  asegurador  que  se  había  perdido  ya  la  cosa, 
es  decir,  que  había  acaecido  ya  el  daño  de  que  se  le 
aseguraba,  ó  por  el  contrario,  supiera  el  asegurador 
que  la  cosa  asegurada  se  había  libertado  ya  del  ries- 
go, el  seguro  sería  nulo  (1877  C).  Faltaría  en  efecto  la 
causa  que  lo  legitimara;  faltaría  el  consentimiento  de 
parte  del  que  ignoraba  el  estado  de  la  cosa  y  habría 
dolo  de  parte  del  que  lo  sabía.  Y  puesto  que  para  esta 
nulidad  se  requiere  que  uno  de  los  dos  sepa  ó  la  pér- 
dida, ó  que  la  cosa  está  ya  fuera  de  riesgo:  si  ninguno 
de  los  dos  lo  sabe,  aunque  la  pérdida  ya  haya  ocurri- 
do ó  el  riesgo  se  haya  salvado  al  concluirse  y  firmar- 
se el  contrato,  valdrá  éste;  pues  siempre  era  incierto 
para  los  contratantes  el  riesgo  y  no  hay  el  dolo  que  sí 
existe  en  el  otro  caso.  Siempre  será  imprescindible  la 
circunstancia  de  que  ninguno  de  los  dos  lo  haya  sabi- 
do, pues  sería  fácil  el  fraude. 
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IV. 


940. — Debe  haber  un  premio  y  este  se  determina  en* 
la  estipulación.  Los  contratantes  son  enteramente  li- 
bres para  fijarlo  atendiendo  á  los  mayores  ó  menores 
riesgos  á  que  las  cosas  están  expuestas. 

941, — La  prima  ó  premio  solo  falta  en  los  seguros 
mutuos  que  se  hacen  dos  6  más  personas  contra  cual- 
quier riesgo  que  sobrevenga  en  sus  bienes  respectivos, 
como  en  los  seguros  mutuos  contra  incendios,  en  laS 
compañías  mutuas  que  se  establecen  para  poner  sus- 
titutos del  servicio  militar  pagados  con  el  fondo  co- 
mún que  se  forme  en  reemplazo  de  aquellos  á  quienes 
toque  prestarlo.  En  estas,  el  daño  ó  la  cantidad  que 
hay  que  pagar  en  satisfacción  de  la  obligación  de  los 
asociados  se  paga  por  todos  estos,  en  proporción  de  lo 
que  cada  cual  tiene  asegurado;  de  donde  resulta  que 
lo  que  hay  propiamente  no  es  premio  del  seguro  sinO 
una  contribución  entre  todos  los  que  se  precaven  con- 
tra el  caso  fortuito,  proporcional  á  las  ventajas  que 
cada  uno  reportaría  en  el  supuesto  de  ser  el  perjudi- 
cado ó  el  designado  para  cumplir  la  obligación. 


Y. 


942.— El  contrato  de  seguro  puede  constituirse  por 
escritura  pública  6  privada  según  la  clase  de  los  bie- 
nes y  SQ  valor;  pero  si  fuere  privada  han  de  interve- 
i^r  en  ella  y  firmarla  dos  testigos;  y  se  han  de  sacar 
de  ella  dos  copias,  una  paia  el  asegurado  y  otra  para 
el  asegurador  (1868  C). 
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943.— En  la  escriturarían  de  expresarse: 
t  1.  ^  Las  calidades  específicas  de  la  cosa  asegurada 
y  su  valor,  y  si  el  seguro  fuere  de  cosas  q^ie  han  de 
llevarse  de  iin  lugar  á  otro,  se  indicará  además  el  nú- 
mero de  los  bultos,  sus  marcas  y  contenido,  el  vaJor 
que  tienen  en  el  lugar  de  donde  se  llevan,  y  el  cami- 
no que  deberán  seguir  los  porteadores. 

2.  o  La  parte  que  se  asegura  del  valor  de  la  cosa,  y 
lo  que  el  asegurador  ha  de  pagar  en  caso  de  pérdida 
total  ó  parcial.  Esta  pérdida  parcial  puede  fijarse  en 
lo  que  la  cosa  asegurada  valga  menos,  á  justa  tasación 
de  expertos,  ó  según  el  resultado  de  subasta  judicial 
a  causa  del  deterioro  (1872  C). 

3.  o  El  término  en  que  ha  de  hacerse  el  abandono 

(1884  C). 

944.— Aunque  la  ley  no  lo  requiere,  es  conveniente 
expresar  también  el  género  de  riesgos  de  que  respon- 
de el  asegurador,  las  fechas  ó  circunstancias  en  que 
empiezan  á  correr,  el  premio  que  ha  de  pagarse  y  el 
lugar,  modo  y  tiempo  del  pago.  Lo  mismo  respecto 
del  tiempo  en  que  se  pague  al  asegurado  el  daño;  é 
igualmente,  es  no  sólo  oportuno  sino  de  sumo  interés 
expresar  no  simplemente  la  fecha  de  otorgamiento  de 
la  escritura  sino  hasta  la  hora  para  saber  á  qué  ate- 
nerse en  lo  que  toca  á  la  pérdida  de  la  cosa  y  á  la  no- 
ticia que  de  ésto  ó  de  hallarse  fuera  de  riesgo  pudie- 
ran tener  los  contratantes. 

945.— Si  la  escritura  fuere  de  seguro  de  la  vida,  ha 
de  contener: 

1.  ^  El  nombre,  domicilio,  edad,  sexo  y  estado  de 
la  persona  asegurada. 

2.  «^  Su  estado  de  sanidad  ó  las  enfermedades  de 
que  adolece. 

3.  o   El  nombre  y  domicilio  del  que  asegura.  * 

4.  ^   El  j)recio  del  seguro. 
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5.  ^  La  cantidad  que  en  caso  de  muerte  se  lia  de 
dar  á  los  herederos  del  ^asegurado,  ó  á  la  persona  que 
se  designe  en  la  escritura. 

6.  ^  Todas  las  demás  condiciones  que  estipulen  los 
contratantes  (1889  C).  * 

946. — Y  si  se  hallare^  que  el  asegurado  cometió  fal- 
sedad á  sabiendas  en  cualquiera  de  las  cláusulas  de 
la  escritura,  será  nulo  el  seguro  (1892  C.)  tanto  para 
reprimir  ese  engaño,  cuanto  porque,  mediando  éste, 
falta  el  consentimiento. 


YI. 


947. — El  asegurado  tiene  derecho,  en  caso  de  pér- 
dida de  la  cosa,  á  que  le  pague  el  asegurador  el  valor 
que  aseguró  en  la  escritura,  ó  si  éste  no  se  fijó  en 
ella,  el  del  daño  sufrido  (1875  C). 

948. — En  caso  de  quiebra  declarada  del  asegurador, 
pendiente  el  riesgo  de  las  cosas  aseguradas,  puede  exi- 
girle fianzas  (1890  C.);  y  si  el  quebrado,  ó  por  él  los  sín- 
dicos de  su  concurso,  no  las  dan  en  el  término  de  los 
ocho  días  siguientes  al  requerimiento,  queda  rescin- 
dido el  contrato  porque  falta  ya  la  igualdad  en  él;  y 
el  asegurado  tiene  su  acción  expedita  para  reco- 
brar lo  que  por  premios  haya  pagado  hasta  enton- 
ces (1891  C). 

949. — Tiene  derecho  también  de  hacer,  por  si  ó  por 
apoderado  con  poder  bastante  por  tratarse  de  una  ver- 
dadera enajenación  (1887  C),  abandono  de  las  cosas 
aseguradas,  dejándolas  ya  por  cuenta  del  asegurador, 
y  exigiendo  las  cantidades  que  éste  hubiere  garantido 
en  los  casos  siguientes: 

1.°  En  el  de  pérdida  de  las  cosas  aseguradas  (1.° 
1881  C). 
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2.  "^  En  el  de  deterioro  de  las  mismas,  que  disminu- 
ya su  valor  en  tres  cuartas  parces  á  lo  menos,  de  su 
totalidad,  á  no  ser  que  se  haya  estipulado  otra  cosa  en 
el  documento  (2.  ^  1881  C).  Una  pérdida  de  la  mag- 
nitud expresada  es  de  suponer^  que  destruye  para  el 
propietario  toda  la  estimación  jie  la  cosa  y  por  esto 
se  autoriza  el  abandono.  Mas  si  no  disminuye  el  valor 
en  la  cantidad  dicha,  no  habrá  lugar  al  abandono,  pe- 
ro sí  al  pago  de  la  pérdida  en  la  cantidad  que  se  ha- 
ya causado  con  arreglo  á  la  escritura  del  contra- 
to (1882  C). 

950. — El  abandono  no  puede  ser  condicional  ni  par- 
cial, sino  que  ha  de  comprender  la  totalidad  de  los 
objetos  asegurados  (1883  C.)  para  precaver  cualquier 
fraude.  Ha  de  verificarse  en  el  término  fijado,  y  si  no 
lo  hubiere  sido,  al  mismo  tiempo  que  se  avise  la  pér- 
dida al  asegurador  (1884  C.)  y  es  de  advertir  que  aun 
cuando  haya  plazo  fijado  para  el  abandono,  puede  ha- 
cerse antes  de  que  llegue  y  exigir  la  cantidad  asegu- 
gurada,  con  sólo  hacer  constar  la  pérdida  de  lo  que  se 
hizo  asegurar  (1885  C).  Admitido  el  abandono,  ó  de- 
clarado en  juicio,  que  procede,  se  transfiere  al  asegu- 
rador el  dominio  d»  la  cosa  abandonada  y  a  él  le  co- 
rresponden, en  consecuencia,  las  mejoras  ó  perjuicios 
que  en  ella  sobrevengan  desde  el  momento  en  que  se 
propuso  el  abandono  (1886  C). 

951. — Obligaciones  del  asegurado,  son,  además  de 
la  de  pagar  el  premio,  la  de  avisar  al  asegurador  el 
daño  que  haya  sucedido  en  la  cosa,  y  ésto  dentro  de 
tres  días  contados  desde  el  que  lo  supo,  fuera  del  tér- 
mino de  la  distancia  si  estuvieren  en  diversos  lugares 
(1876  C).  Si  se  niega  la  pérdida  de  la  cosa  por  el  ase- 
gurador, corresponde  al  asegurado  probarla. 
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VIL 


952. — El  asegurador  siempre  tiene  derecho  al  pre- 
mio, sea  que  la  cosa  asegurada  no  sufra  daño,  ó  que 
sí  lo  sufra  y  se  pierda.  En  el  primer  caso  queda  libre 
de  toda  responsabilidad  desde  que  concluye  el  plazo 
del  seguro  (1874  C):  en  el  segundo,  debe  al  asegurado 
el  valor  que  aseguró  en  la  escritura;  y  si  no  estuviere 
determinado,  el  valor  del  daño  (1875  C). 

953. — El  asegurador  se  libra  de  esta  responsabilidad 
si  no  dio  aviso  el  asegurado  de  la  pérdida  ó  daño  den- 
tro de  tres  días  de  tener  noticia  de  ella,  ó  dentro  del 
término  estipulado  en  en  el  contrato.  Se  libertará  de 
ella  del  mismo  modo  si  se  prueba  que  el  accidente  ha 
sucedido  por  falta  del  asegurado  (1877  C).  ó  si  la  pér- 
dida ó  daño  proviene  de  él  y  consiste  en  mermas,  des- 
perdicios y  vicio  propio  de  la  cosa  asegurada,  á  no  ser 
que  otra  cosa  se  hubiere  pactado  por  cláusula  especial 
(1878  C).  Y  si  en  la  escritura  se  hubiere  convenido  en 
asegurar  la  cosa  contra  riesgos  que  iludiesen  ocurrir 
por  culpa  de  nn  tercero,  el  asegurador,  en  caso  de 
pérdida,  se  sustituye  al  asegurado  en  su  acción  contra 
el  causante  de  aquella  (1880  C). 


VIII. 


954.— Si  se  intentare  judicialmente  la  acción  para 
el  pago  de  la  cantidad  que  importe  la  pérdida  ó  daño 
de  la  cosa  asegurada,  el  juez,  como  se  hace  con  toda 
demanda  ordinaria,  conferirá  traslado  de  ella^al  ase- 
gurador para  que  pague  lo  que  deba  ó  haga  su  oposi- 
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ción  (1893  C).  El  asegurador  puede  contradecir  los 
hechos  en  que  se  apoye  la  demanda,  y  se  le  admitirá 
la  prueba  que  le  convenga  producir  para  justificar 
esos  hechos  (1894  C).  A  pesar  de  esta  contradición 
podrá  pedir  el  asegurado  que,  sin  perjuicio  de  venti- 
larse ésta  separadamente,  entregue  el  asegurador  la 
cantidad  asegurada,  si  la  escritura  del  contrato  pres- 
ta mérito  ejecutivo  (fr.  1^  1895  C).  En  esta  ejecución 
se  procede  como  en  virtud  de  sentencia  ejecutoriada 
y  se  dejan  reservadas  cualesquiera  excepciones  jpara 
el  juicio  contradictorio  á  que  dio  lugar  la  oposición 
del  asegurador  (1896  C).  Al  recibir  el  asegurado  la 
cantidad  asegurada,  dará  fianza  suficiente  que  respon- 
da por  ella,  si  llega  á  mandarse  la  restitución  en  el 
juicio  contradictorio  iniciado  por  el  asegurador. 

IX. 

955. — Las  disposiciones  á  que  se  ha  hecho  referen- 
cia en  los  números  anteriores  son  extensivas  á  la  con- 
ducción de  objetos  por  ríos,  lagos  ó  esteros  (1898  C). 

956. — Para  determinar  qué  daños  constituyen  ave" 
ría  que  ha  de  reponerse  al  dueño  de  la  cosa,  se  atien- 
de á  lo  que  las  partes  hayan  convenido;  y  en  falta  de 
convenio  se  tiene  por  tal: 

1.  ^  Todo  daño  que  sufriere  el  cargamento  ó  ki  cosa 
transportada  desde  que  se  cargue  hasta  que  se  descar- 

vgue  en  el  lugar  á  que  fuere  destinada. 

2.  ^  Todo  gasto  extraordinario  ó  eventual  que  so- 
breviniere durante  el  transporte,  para  la  conservación 
de  la  cosa  trasportada  (1899  C). 

957.— Lps  gastos  menudos  que,  aunque  accidentales, 
ocurren  con  frecuencia  en  los  transportes,  no  se  consi- 
deran como  averías  (1900  C).  Y  todo  avalúo  de  ave- 
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rías  de  que  el  asegurador  haya  de  ser  responsable,  se 
hará  por  expertos  nombrados  uno  por  el  asegurador 
y  otro  por  el  asegurado  (1901  C). 

K 

TITULO  VIGÉSIMO  OCTAVO. 

DE  LOS  CUASI  CONTRATOS. 
PÁRRAFO  PRIMERO. 


958. — Las  obligaciones,  según  se  dijo  en  otra  parte, 
que  provienen  de  un  hecho  lícito,  proceden  ó  del  con- 
curso real  de  la  voluntad  de  dos  ó  más  personas,  ó  del 
consentimiento  presunto  sin  convención  expresa.  En 
el  primer  caso  se  llaman  contratos,  y  en  el  segundo 
cuasi  contratos.  Son  pues  los  cuasi  contratos,  liechos 
lícitos  de  los  cuales  resultan  acciones  y  obligaciones 
en  virtud  de  consentimiento  que  la  ley  presume 
(2250  C).  Este  consentimiento  presunto  se  contrapone 
al  consentimiento  prestado  verdadera  y  efectivamente, 
que  da  origen  á  los  contratos,  y  no  debe  confundirse 
con  el  consentimiento  tácito  que  cabe  respecto  de  al- 
gunos de  ellos,  y  que  no  por  ser  tácito,  deja  de  ser 
verdadero.  Se  diferencian  los  contratos  de  los  cuasi 
contratos,  en  que  en  virtud  de  aquellos  sólo  las  perso- 
nas capaces  pueden  quedar  obligadas,  como  qne  sólo 
ellas  son  capaces  de  prestar  el  consentimiento  jurídi- 
co, mientras  que  por  los  cuasi  contratos  quedan  obli- 
gados, sin  distinción  de  capaces  ó  incapaces,  todos 
aquellos  á  cuyo  favor  ha  tenido  lugar  el  hecho  lícito. 

959. — La  ley  sin  embargo,  no  presume  arbitraria- 


432 

mente  el  consentimiento  cuando  le  parece,  sino  que 
para  ello  atiende  á  ciertos  principios  de  justicia  y  equi- 
dad universal  admitidos  y  reconocidos  por  todos.  Es- 
tos principfbs  son  1.  ^  que  cada  uno  quiere  lo  que  le 
■es  útil;  y  en  virtud  de  este  principio,  se  presume  el 
consentimiento  del  dueño  de  los  bienes  en  la  adminis- 
tración útil  que  alguno  hace  de  ellos,  cuando  no  hay 
persona  á  cuyo  cargo  estén:  2.  ^  que  nadie  debe  enri- 
quecerse con  detrimento  de  otro;  y  mediante  él,  el 
que  recibió  lo  que  no  se  le  debía  tiene  que  restituirlo: 
3.  ^  que  el  que  quiere  aprovecharse  de  un  hecho  no 
puede  dejar  de  someterse  á  sus  consecuencias;  así  es 
que  el  dueño  de  los  negocios  administrados  tiene  que 
pagar  al  gestor  los  gastos  necesarios  y  útiles  que 
haya  hecho  (2249  C). 

960. — El  Código  enumera  tres  cuasi  contratos:  la 
gestión  de  negocios,  la  paga  indebida  y  la  comunidad 
de  bienes;  y  al  hacerlo  así,  elimina  como  se  ve,  de  esa 
calificación,  la  tutela  y  la  aceptación  de  la  herencia  que 
en  el  derecho  español  eran  tenidas  también  como  cuasi 
contratos.  Tal  eliminación  es  fundada,  porque  si  es  cier- 
to que  esas  obligaciones  se  contraen  sin  convención, 
nacen  directamente  de  la  ley  que  las  establece,  y  no  del 
hecho  voluntario  de  alguna  de  las  partes.  Las  obliga- 
ciones entre  el  tutor  y  el  pupilo,  entre  el  heredero  y  el 
legatario,  tienen  su  origen,  como  indica  Goyena,  en 
la  sola  autoridad  de  la  ley;  y  las  personas  á  quienes 
conciernen,  se  encuentran  sometidas  á  ellas  indepen- 
dientemente de  su  voluntad;  mientras  que  en  los  cuasi 
contratos,  como  la  gestión  de  negocios  y  la  paga  inde- 
bida, la  causa  inmediata  es  an  hecho  voluntario  de 
parte  de  uno  ó  de  los  dos  interesados,  y  sólo  en  el  su- 
puesto de  ese  hecho,  proceden  las  disposiciones  de 
la  ley. 

961. — Aun  la  comunidad  de  bienes  que  nuestro  Có- 
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digo  coloca  entre  los  cuasi  contratos,  ha  sido  descarta- 
da de  ellos  por  muchos  códigos,  porque  no  tiene  lu- 
gar por  hecho  voluntario  de  los  que  entran  en  ella;  y 
si  hay  consentimiento  presunto,  no  recae  sobre  la  co- 
munidad misma,  es  decir,  sobre  la  obligación  de  po- 
seer los  bienes  en  común,  sino  sobre  la  administración 
de  ellos  que  puede  hacer  alguno  de  los  comuneros. 

962. — Por  lo  dicho  se  ve  que  tampoco  podría  tener- 
se hoy  como  cuasi  contrato,  la  contestación  del  pleito, 
pues  ni  es  un  hecho  voluntario  la  contestación,  ni 
X)rocede  de  otra  parte,  sino  de  la  disposición  directa 
de  la  ley  la  obligación  de  sujetarse  á  sus  ordenacio- 
nes en  materia  de  procedimientos. 


PÁRRAFO  SEGUNDO. 


DE  LA    GESTIÓN    DE   NEGOCIOS. 


963. — El  cuasi  contrato  de  gestión  ó  administración 
de  negocios  ajenos  tiene  lugar  siempre  que  alguno  sin 
ser  mandatario  de  otro  é  ignorándolo  á?,  se  encarga 
de  desempeñar  sus  negocios  ó  de  administrar  sus 
bienes.  Ese  encargo  espontaneo  se  llama  gestión  ó  ad- 
Tñinistr ación  de  negocios^  y  el  que  lo  desempeña  toma 
el  nombre  de  gestor  (2261  C.).  Para  que^se  verifique  es 
indispensable  que  la  administración^se  tome  sin  tener 
mandato  para  ejercerla,  é  ignorándolo  el  dueño,  por- 
que de  otra  suerte  habría  verdadero  contrato  por  con- 
sentimiento expreso  ó  tácito. 

964. — Este  cuasi  contrato  produce  obligaciones  para 
el  que  se  encarga  del  cuidado  de  los  |bienes  y  para  el 

dueño  de  éstos.  Las  obligaciones  del  gestor  son  las  si- 
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guientes:  1.  ^  Dirigir  y  manejar  útilmente  y  en  pro- 
veclio  del  dueño,  los  negocios  6  la  administración  que 
toma  sobre  sí  (2251  C),  pues  él  fundamento  para  que 
su  administración  obligue  al  dueño  es  el  provecho  y 
utilidad  que  ella  debe  reportarle.  Así  es  que  el  admi- 
S/-  nigtrador  no  puede  reclamar  los  gastos  que  sean  pura- 
mente de  lujo  ó  adorno:  2.  '^  Encargarse  de  todas  las 
cosas  que  dependan  del  mismo  negocio  (1.  ^  2252  C.) 
pues  el  que  se  encarga  de  lo  principal  se  encarga  tam- 
bién de  todo  lo  que  es  accesorio  ó  dependiente  de  él^ 
pero  esto  no  significa  que  el  que  sólo  se  ña  mezclado 
en  un  negocio  de  una  persona,  esté  obligado  á  encar- 
garse de  otro  cuando  no  haya  conexidad  entre  los  dos: 
3.  ^  Continuar  la  gestión  hasta  concluirla,  si  antes  no 
se  encargare  de  ella  el  dueño  ú  otro  que  lo  represente 
(2.  ^  2252  C).  El  que  comienza  la  gestión  se  pone  por 
su  voluntad  en  el  lugar  del  propietario   y  no  puede 
abandonar  la  gestión  sin  terminarla,  sobre  todo  cuan- 
do por  haberla  principiado  se  han  alejado  tal  vez 
otras  personas  que  habrían  podido  desempeñarla.  La 
muerte  del  dueño  no  excusa  al  gestor  de  esta  obli- 
gación, pues  debe  seguir  con  los  negocios  hasta  que 
sea  removido  por  el  heredero  ó  por  el  que  administra 
legalmente  los  bienes  hereditarios:  4.  ^  Prestar  gene- 
ralmente la  culpa  leve  (2255  C).    Mas  si  el  gestor  se 
encargó  de  dirigir  ó  de  administrar  lo  ajeno   sólo  por 
necesidad,  esto  es,  por  el  peligro  de  próxima  pérdida, 
destrucción  ó  ruina  que  amenazaba  á  las  cosas  ajenas, 
solo  estaría  obligado  á  prestar  la  culpa  lata,   porque 
no  puede  exigirse  de  él  más  cuando  los  negocios  se 
habrían  perdido  sin  su  intervención  y  fué  hasta  cierto 
punto  compelido  á  tomarla  (2253  C).  Por  el  contrario, 
responderá  de  la  culpa  levísima  si  se  encargó  de  los  ne- 
gocios contra  la  voluntad  del  dueño,  ó  cuando  no  tie- 
ne los  conocimientos  especiales  que  el  asunto  requiere. 
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casos  á  los  que  naturalmente  debe  agregarse  también  el 
de  qne  hubiese  otras  personas  diligentes  y  aptas  que 
se  ofrecieran  á  administrar  el  negocio  (320  Dec.  de 
Ref.  N.  ^  272).  Hay  además  un  caso  en  que  el  gestor 
es  responsable  aun  de  los  casos  fortuitos,  y  es  cuando 
da  á  los  negocios  un  giro  que  el  dueño  no  acostum- 
braba dar  (2256  C.)  porque  cambiándolo,  deba  presu- 
mirse que  se  sujetó  á  los  resultados  cualesquiera  que 
fuesen:  5.  ^  Entregar  los  negocios  6  la  administración 
al  dueño  ó  á  su  representante,  luego  que  cualquiera 
de  éstos  lo  pida  y  sea  cual  fuere  el  estado  en  que 
aquellos  se  encuentren  (3.  ^  2252  C):  6.^  Hacer  in- 
ventario de  los  bienes  (1572  C.  pr.);  y  dar  cuentan 
de  la  gestión  y  responder  de  todos  sus  actos  como  los 
mandatarios  (4.  ^  2252  C). 

965. — Ha  de  tenerse  presente  que  no  puede  comprar 
ni  por  sí  ni  por  medio  de  otro  los  bienes  que  están  á 
su  cargo  (2.  ^  1517  C.)  ni  tomarlos  en  locación  ó  arrien- 
do (4.  ^  1673  C);  y  que  el  consentimiento  para  los 
contratos  puede  expresarse  por  el  gestor  de  negocios 
que  bajo  su  responsabilidad  se  haya  encargado  de  los 
del  contratante  (336  Dec.  de  Reí  N.  ^  272). 

966. — Las  obligaciones  del  dueño  de  los  bienes  ó  ne- 
gocios manejados  conforme  á  las  bases  que  acaban  de 
expresarse,  se  reducen  á  cumplir  las  obligaciones  que 
por  él  haya  contraído  el  gestor  y  á  abonarle  ó  indem- 
nizarle todos  los  gastos  necesarios  y  útiles  que  ha- 
ya hecho  (2257  C),  pues  no  sería  justo  de  ningtín  mo- 
do que  á  la  prestación  del  gestor  se  agregara  la  obliga- 
ción de  hacer  por  su  cuenta  esos  gastos.  Tales  impen- 
sas  deben  abonarse  aunque  no  hayan  tenido  un  resul- 
tado de  utilidad, con  tal  que  sí  fueran  ó  parecieran  ne- 
cesarias ó  útiles  y  no  hubiera  culpa  del  gestor.  Así  es 
que  si  han  muerto  los  ganados  para  cuya  manutención 
ó  curación  se  hicieron  los  gastos,  ó  si  se  ha   destruido 
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por  incendio  ú  otro  caso  fortuito  la  casa  que  reparó 
el  gestor  j)orque  amenazaba  ruina,  no  por  eso  cesa  la 
obligación  del  dueño  de  indemnizar. 

967. — Las  obligaciones  del  dueño  de  los  negocios 
administrados,  tienen  lugar  aunque  aquel  esté  por  na- 
cer, sea  menor  ó  tenga  cualquiera  otra  incapacidad  pa- 
ra contratar  (fr.  2^  2257  C);  y  es  porque  aquí  no  se  re- 
quiere verdadero  consentimiento,  y  los  principios  que 
hacen  presumirlo  son  igualmente  aplicables  á  todos, 
como  que  de  cualquiera  de  ellos  puede  promoverse  la 
utilidad. 

968.— Debe  tenerse  presente  que  no  hay  acción  para 
recobrar  lo  que  se  hubiere  dado  con  objeto  de  ali- 
mentos ó  por  causa  de  piedad,  ni  del  alimentado  ni 
del  que  tenia  la  obligación  de  alimentarlo,  si  antes  ó 
en  el  acto  de  la  entrega,  no  se  protestó  por  documento 
público  y  con  noticia  del  agraciado  ó  de  quien  lo  re- 
presentaba, que  se  reclamaría  el  pago  (2265  C). 

969. — La  ley  nada  dice  de  que  haya  de  x^agarse  sa- 
lario al  gestor;  y  asi  deberá  entenderse  que  la  gestión 
es  gratuita  como  el  mandato  (2193  C).  El  derecho  del 
gestor  no  deberá  cesar  porque  haya  creído  que  hacía 
su  propio  negocio;  y  en  esa  creencia  haya  hecho  el  de 
otra  persona,  pues  ésta  deberá  responder  hasta  con- 
currencia de  la  utilidad  respectiva  que  haya  resulta- 
do, y  lo  mismo  sucederá  si  creyendo  hacerse  el  nego- 
cio de  una  persona,  se  ha  hecho  el  de  otra. 

PÁRRAFO  TERCERO. 

DE  LA    PAGA    INDEBIDA. 

970.— El  cuasi  contrato  de  paga  indebida  tiene  lugar 
siempre  que  alguno  ha  pagado  alguna  cosa  por  error 
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de  haberse  creído  deudor  de  ella;  y  en  virtud  de  él,  el 
que  la  recibió  tiene  obligación  de  devolverla  al  que  la 
pagó  indebidamente  (327  Dec.  de  Ret  N.  -  272).  Tiene 
su  fundamento  en  que  no  debiendo  ninguno  enrique- 
cerse sin  título  con  perjuicio  de  otro,  ha  de  establecer- 
se la  restitución  de  lo  que  sin  tal  titulo  se  recibió. 

971.— Para  que  haya  pago  indebido,  *  se  necesitan 
dos  circunstancias,  primera:  que  el  que  pagó  lo  haya 
hecho  por  error  de  creerse  deudor:  segunda,  que  no 
haya  existido  ninguna  obligación  de  pagar.  En  cuanto 
á  lo  primero,  puede  el  error  ser  de  hecho  ó  de  derecho: 
de  hecho,  como  si  creyendo  no  estar  pagada  la  deuda 
vuelve  á  pagarse;  y  de  derecho,  como  si  se  paga  pen- 
sando que  debe  hacerse  en  virtud  de  la  ley,  siendo  al 
contrario,  como  si  se  pagó  al  apoderado  sin  cláusula 
especial  creyendo  que  bastaba  el  poder  general.  Si  se 
paga  con  perfecto  conocimiento  de  que  no  se  debía,  no 
hay  derecho  de  reclamar  por  paga  indebida,  pues  el 
que  entrega  algo  en  esas  circunstancias,  se  presume 
que  dona. 

972. — En  cuanto  á  lo  segundo,  es  indispensable  que 
no  exista  obligación  civil  ni  natural.  Si  existe  obliga- 
ción civil,  es  decir,  obligación  que  puede  ser  exigida 
conforme  á  las  leyes,  se  ha  pagado  lo  que  se  debe;  y 
si  hay  obligación  natural,  el  carácter  de  ésta  es  que 
no  pueda  compelerse  al  deudor  á  que  la  cumpla;  pero 
que  si  la  ha  cumplido,  no  se  retroceda  de  lo  hecho, 
porque  no  puede  decirse  en  realidad  que  se  haya  pa- 
gado algo  absolutamente  indebido  (2264  C). 

973.— Así,  cuando  en  los  esponsales  se  ha  estipula- 
do multa  para  el  caso  de  no  cumplirse  lo  prometido, 
la  ley  no  da  acción  jjara  exigirla;  pero  si  se  hubiere 
pagado,  no  se  puede  reclamar  ya  su  devolución  por- 
que conforme  á  equidad  debía  satisfacerse.  Así  pasa 
también  con  lo  perdido  en  una  apuesta  por  persona  que 
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tiene  la  libre  administración  de  sus  bienes;  pero  si  el 
que  perdió  ha  pagado  ya,  no  puede  recobrarlo  como  in- 
debido. Hay  j)aga  indebida  no  sólo  cuando  se  pagó  no 
existiendo  ninguna  obligación,  sino  también  cuando 
aunque  exista,  se  satisfizo  por  error  antes  de  que  se 
venciera  el  plazo  cierto  que  tenía  (1459  C);  ó  cuando 
siendo  condicional  la  obligación,  dependiente  de  hecho 
que  pueda  ó  no  realizarse,  se  pagó  antes  de  que  la  con- 
dición se  cumpliera  (2263  C). 

974. — En  el  Decreto  de  Reformas(art.  327)  siguiendo 
lo  dispuesto  en  el  Código  francés  y  en  el  de  Chile,  se 
establece  que  cuando  una  persona  á  consecuencia  de 
un  error  suyo  haya  pagado  una  deuda  ajena,  no  tendrá 
derecho  de  repetir  contra  el  que,  á  consecuencia  del 
pago  y  con  buena  fe,  ha  suprimido  ó  cancelado  un  tí- 
tulo necesario  para  el  cobro  de  su  crédito;  pero  sí 
podrá  intentar  contra  el  deudor  las  acciones  del  acree- 
dor; y  ésto  parece  muy  justo  ya  que  los  resultados 
perjudiciales  al  acreedor  deben  imputarse  á  culpa  del 
que  equivocadamente  pagó. 

975. — La  acción  que  resulta  de  este  cuasi  contrato 
es  la  de  reclamar  de  aquel  á  quien  se  pagó,  la  restitu- 
ción de  la  cosa  pagada,  acción  que  tiene  diferente  ex- 
tensión según  que  tenga  buena  ó  mala  fe  el  que  reci- 
bió el  pago.  Si  existe  la  misma  cosa  pagada,  se  cumple 
con  restituirla,  si  hubo  buena  fe  de  parte  del  que  la 
recibió;  pero  si  hubo  mala  fe,  debe  restituirse  con  los 
frutos  é  intereses  legales  desde  la  fecha  del  pago  inde- 
bido, y  con  indemnización  del  detrimento  que  hubiere 
sufrido  (2259  C). 

976. — Si  la  cosa  ha  sido  enajenada,  el  que  tenía  bue- 
na fe  sólo  está  obligado  á  devolver  el  precio  en  que 
la  vendió;  jjero  el  de  mala  fe  tiene  que  restituir  su  va- 
lor legal  {ir.  2?  322  Dec.  de  Ref.  N.°  272). 

977. — Sise  ha  perdido  en  todo  ó  en   parte  la  cosa 
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indebidamente  pagada,  el  que  la  recibió  con  buena  fe 
sólo  estará  obligado  á  satisfacerla  total  ó  parcialmen- 
te, si  tuvo  culpa  en  su  pérdida.  Mas  el  que  la  recibió 
con  mala  fe,  debe  restituir  en  todo  caso  su  valor,  con 
más  los  intereses  devengados  desdé  el  día  en  que  se 
le  pagó  indebidamente  (2260  C). 

978. — Los  derechos  y  obligaciones  sobre  lo  indebida- 
mente pagado,  se  transmiten  á  los  respectivos  herede- 
ros (2261  C.)  y  prescribían  conforme  al  Código  (2262) 
en  el  tiempo  qae  prescriben  las  acciones  según  su  na- 
turaleza respectiva  por  no  encontrar  motivo  para  fijar- 
les término  diferente  como  se  ha<?ía  otras  veces  señalán- 
doles aquel  en  que  prescribían  las  acciones  respectivas. 

979. — Mas  no  había  razón  fundamental  que  motivara 
esta  disposición,  y  más  natural  era  sin  duda  dar  á  la 
prescripción  en  todo  caso  el  término  de  diez  años  fija- 
do en  general  jjara  la  extinción  de  las  acciones  perso- 
nales, puesto  que  se  trata  siempre  de  una  acción  per- 
sonal y  así  se  encuentra  hoy  ya  por  el  artículo  828  del 
Dec.  de  Ref.  N.  "^  272  que  reformó  el  del  Código. 


PÁRRAFO  CUARTO. 


DE   LA   COMUNIDAD  DE  BIENES 

980. — El  hecho  de  adquirir  o  poseer  en  común,  dos 
ó  más  personas  una  cosa  universal  b  singular  sin 
que  hayan  contraído  sociedad  ó  celebrado  otra  con- 
tención relativa  á  la  misma  cosa,  es  el  cuasi  contrató 
que  se  llama  comunidad  de  Menes  (2266  C).  Ese  he- 
■cho  de  la  adquisición  ó  posesión  en  común  hace  pre- 
sumir el  consentimiento  de  los  comuneros  en  tener  los 
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derechos  y  sujetarse  á  las  obligaciones  que  natural- 
mente y  según  la  equidad,  resultan  de  esa  comunión^ 
comunión  que  se  convertiría  en  el  contrato  de  sociedad^ 
si  en  vez  del  consentimiento  presunto  hubiese  inter- 
venido consentimiento  verdadero  para  reunirse  para 
la  adquisición,  posesión  ó  trabajo  de  la  cosa.  Si  un  tes- 
tador lega  una  casa  á  Pedro  y  á  Juan,  la  posesión  co- 
mún de  éstos  será  un  ejemplo  de  ese  cuasi  contrato. 

981. — La  comunidad  de  bienes  produce  las  conse- 
cuencias  siguientes: 

1.  =^  Cada  uno  de  los  comuneros  tiene  sobre  la  cosa 
común  el  mismo  derecho  que  los  socios  en  el  haber  so- 
cial (2267  C.)-  Debe  por  tanto,  contribuir  á  las  obras  y 
reparación  de  la  cosa  común  proporcionalmente  á  su 
cuota  (2271  C);  y  en  la  misma  proporción  le  toca  su 
parte  en  los  frutos  (2272  C). 

2.  =^  Si  la  cosa  es  universal,  como  una  herencia,  ca- 
da comunero  está  obligado  á  las  deudas  que  afecten 
la  cosa  común,  como  los  herederos  en  las  deudas  he- 
reditarias (2268  C). 

3.  =^  Ningún  comunero  representa  la  comunidad,  ni 
puede  por  lo  mismo  obligarla  respecto  de  un  tercero, 
aunque  contraiga  deudas  en  pro  de  ella.  El  sólo  es 
quien  queda  obligado,  mas  sí  tiene,  como  es  natural 
acción  contra  la  comunidad  para  el  reembolso  de  la 
que  hubiere  pagado  por  ella,  en  su  beneficio  (fr.  1* 
2269  C). 

982. ~E1  comunero  no  pusde  imponer  servidumbre 
sobre  el  predio  sino  con  consentimiento  de  todos;  y  si 
adquiere  alguna  á  favor  de  él  todos  podrán  aprove- 
charse de  ella,  pero  quedando  obligados  á  los  gravá- 
menes naturales  que  traiga  consigo  y  á  los  pactos  con 
que  se  haya  adquirido  (1282-1283  C).  El  uso  que  ha- 
ga uno  de  los  comuneros  de  la  finca  que  goza  de  una 
servidumbre  aprovecha  á  los  demás  para  impedir  la 
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prescripción;  y  si  entre  los  -comuneros  hubiere  uno 
contra  quien  no  puede  correr  la  prescripción,  tampoco 
correrá  contra  los  demás  (1304-1305  C). 

4.  '^  Cuando  todos  los  comuneros  contraen  colectiva- 
mente una  deuda  en  i>ro  de  la  cosa  común,  quedan 
obligados  en  la  proporción  que  hayan  pactado  con  el 
acreedor.  En  falta  de  pacto,  como  éste  no  se  halla  obli- 
gado á  saber  el  monto  de  la  parte  que  cada  cual  re- 
presenta, no  habiendo  estipulado  solidaridad,  quedan 
obligados  por  partes  iguales,  salva  la  acción  de  cada 
uno  contra  ios  otros  para  que  le  sea  abonado  lo  que 
haya  pagado  de  más  sobre  la  cuota  que  le  correspon- 
día (fr.  2^  2269  C). 

5.  ^  Cada  comunero  debe  á  la  comunidad  lo  que  sa- 
ca de  ella,  incluso,  en  falta  de  otro  convenio,  el  in- 
terés legal  corriente  de  los  dineros  que  haya  empleado 
en  sus  negocios  particulares:  y  es  responsable  hasta 
de  la  culpa  leve  por  los  daños  que  haya  causado  en  las 
cosas  y  negocios  comunes  (2270  C). 

6.  ^  En  las  prestaciones  á  que  están  obligados  entre 
sí  los  comuneros,  la  parte  que  corresponda  al  que  sea 
insolvente  grava  á  todos  los  demás  que  deberán  po- 
nerla quedándoles  su  derecho  á  oportuna  indemniza- 
ción (2273  C). 

7.  «^  Los  comuneros  no  pueden  prescribir  contra  sus 
copropietarios  ó  coposeedores  la  cosa  común;  pero  si 
pueden  prescribir  contra  un  extraño;  y  en  este  caso, 
las  prescripción  aprovecha  á  todos  los  partícipes  (637 
1065  C). 

983.— Termina  la  indivisión: 

1.  ®  Por  la  reunión  por  cualquier  título  legal  de  las 
acciones  ó  cuotas  de  todos  los  comuneros  en  una  sola 
persona  (19  2264  C). 

2.  ®  Por  la  destrucción  total  de  la  cosa  común  (2.  ^ 
2274  C). 
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3.  ^  Por  la  división  del  haber  común  (39  2274  C). 
Debe  tenerse  presente  que  á  ningún  coheredero  puede 
obligarse  á  permanecer  proindiviso  en  la  propiedad  de 
los  bienes,  ni  aun  por  orden  expresa  del  testador  (1014 
C):  qne  el  convenio  para  suspender  una  partición  no 
puede  ser  por  más  de  cinco  años  (1015  C.)  y  que  si  la 
cosa  no  puede  dividirse  cómodamente  y  sin  pérdida;  ó 
si  en  una  partición  de  bienes  hay  algunos  que  son 
rehusados  por  todos,  la  venta  debe  hecerse  en  pública 
subasta  lo  mismo  qne  si  hubiera  algún  interesado  au- 
sente, menor  ó  incapaz  (1041-1631  C). 

984.  — Hecha  la  división,  cada  uno  de  los  partícipes 
se  tiene  como  poseedor  exclusivo  durante  todo  el 
tiempo  que  subsistió  la  indivisión,  de  la  parte  que  por 
la  división  le  cupo,  pudiendo  en  consecuencia  añadir, 
para  los  efectos  legales  este  tiempo  al  de  su  posesión 
exclusiva  posterior  a  la  división.  Las  enajenaciones 
que  haya  hecho  por  sí  sólo  de  la  cosa  común  y  los 
gravámenes  reales  que  le  haya  impuesto  subsistirán 
sobre  esa  parte;  pero  si  lo  enajenado  ó  gravado  se  ex- 
tendiere  á  más,  no  subsistirá  á  no  ser  jpor  voluntad  de 
los  respectivos  adjudicatarios  (535  C).  Sin  embargo, 
según  el  artículo  1052,  un  coheredero  no  podía  gravar 
ni  enajenar  los  bienes  hereditarios,  por  lo  cual  se  mo- 
dificó, en  el  sentido  antes  expresado,  por  el  192  del 
Dec.  de  Ref.  N.  ^  272  y  así  queda  ya  en  armonía  con 
el  otro  y  con  el  2021,  conforme  al  cual  el  que  hipoteca 
cosa  sobre  la  que  tiene  un  derecho  eventual,  no  se  en- 
tiende que  lo  hace  sino  con  las  condiciones  ó  limita- 
ciones á  que  esté  sujeto  su  derecho. 

985. — La  división  de  las  cosas  comunes  y  las  obliga- 
ciones y  derechos  que  de  ella  resultan,  se  sujetan  á  las 
mismas  reglas  que  la  partición  de  herencia  (2275  C). 
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TITULO  VIGÉSIMO  NONO. 

DE  LA  GRADUACIÓN  DE  ACREEDORES. 

/ 
PÁRRAFO  PRIMERO. 

DE  LOS  ACREEDORES  EN  GENERAL. 


-Consecuencia  forzosa  de  la  naturaleza  de  la 
obligación  es  que  el  que  contrae  una  deuda  cualquiera, 
esté  obligado  á  pagarla  con  sus  bienes  presentes  y  fu- 
turos, aun  sin  necesidad  de  que  así  se  haya  consigna- 
do expresamente  en  el  contrato  (2384  C).  Esto  no  se 
opone  á  que  si  de  un  modo  explícito  se  quiere  limitar 
la  responsabilidad  concretándola  á  determinados  bie- 
nes, sólo  en  éstos  pueda  hacerse  efectiva  y  en  conse- 
cia,  cuando  determinados  bienes  estuvieren  afectos  al 
cumplimiento  de  una  obligación,  con  ellos  debe  hacer- 
se preferentemente  el  pago. 

987. — Acreedor  en  general^  es  el  que  tiene  derecho 
de  exigir  de  otro  alguna  cosa^  y  más  especialmente 
una  suma  de  dinero,  y  deudor  el  que  tiene  la  ohliga- 
cidn  de  entregarla.  Cuando  los  bienes  de  una  persona 
alcanzan  para  pagar  cumplidamente  á  todos  sus  acree- 
dores, todos  deben  ser  íntegramente  pagados  confor- 
me á  los  términos  de  su  estipulación,  porque  todos  tie- 
nen igual  derecho;  y  para  ese  caso,  no  hay  necesidad 
de  hacer  clasifícación  alguna  de  los  créditos,  ni  de  es- 
tablecer preferencia  de  los  unos  respecto  de  los  otros. 
Mas  cuando  los  bienes  no  alcanzan  para  que  todos  los 
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créditos  sean  íntegramente  satisfechos,  es  indispen- 
sable fijar  entre  ellos  diversas  categorías  para  fijar  el 
orden  y  la  prelación  con  que  hayan  de  pagarse. 


I. 


988. — Para  el  efecto  expresado,  los  créditos  se  divi- 
den en  reales  y  personales:  en  privilegiados  y  no  pri- 
vilegiados; y  se  dividen  también,  atendiendo  á  la  for- 
ma en  que  consten,  en  escriturarios,  quirografarios  ó 
de  escritura  privada  en  papel  sellado,  y  quirografarios 
en  papel  común  ó  en  otra  forma.  Hay  también  según 
el  origen  de  la  deuda,  acreedores  por  título  oneroso  y 
acreedores  por  título  lucrativo. 

989.— Son  reales  los  créditos  cuando  hay  una  cosa 
que  está  directamente  afecta  á  ellos,  de  suerte  que  el 
gravamen  de  la  obligación  puede  decirse  que  está  en 
la  cosa,  y  la  sigue  y  se  transmite  con  ella  aunque  pase 
á  poder  de  personas  diversas  de  la  que  contrajo  la 
obligación.  Tal  es  el  crédito  hipotecario.  Crédito  real 
ó  de  dominio  se  suele  llamar  también  (2403  C.)  el  de- 
recho de  los  dueños  de  una  cosa  para  reclamarla  de 
aquel  en  cuyo  poder  se  encuentra;  pero  entonces  pro- 
piamente no  puede  haber  crédito  ni  acreedor.  El  due- 
ño de  una  cosa  la  reclama  en  virtud  de  su  derecho  de 
propiedad  y  no  en  virtud  de  ningún  contrato  con  la 
persona  que  la  tenga:  exige  de  cualquier  poseedor  lo 
que  le  pertenece,  mientras  que  la  idea  de  crédito  lleva 
siempre  la  de  una  responsabilidad  personal,  mediata  ó 
inmediata  de  aquel  contra  quien  se  hace  efectivo. 

1000.— Los  créditos  son  ^personales  cuando  sólo  la 
persona  es  la  que  está  directa  é  inmediatamente  obliga- 
da, de  tal  suerte  que  sus  bienes  sólo  responden  en  cuan- 
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to  están  en  su  poder  y  son  suyos;  pero  enajenados,  no 
pasan  á  terceros  poseedores,  salvo  el  caso  de  fraude, 
con  ningún  gravamen  ni  responsabilidad.  El  que  da  á 
otro  prestada  una  cantidad  es  un  acreedor  personal 
que  en  su  oportunidad  puede  hacer  efectiva  su  acción 
en  los  bienes  que  el  deudor  tenga,  pero  no  puede  per- 
seguir los  que  legalmente  haya  enajenado. 

1001. — El  privilegio  es  el  favor  que  la  ley  concede 
á  algunos  créditos  para  ser  pagados  preferentemente 
á  otros.  Ese  favor  no  se  otorga  caprichosamente  sino 
que  procede  unas  veces  de  consideraciones  de  utilidad 
general  y  conveniencia  pública;  otras,  de  la  naturale- 
za y  condición  de  los  créditos;  otras,  del  objeto  para 
que  han  servido  ó  de  la  necesidad  de  fomentar  ciertos 
intereses  é  institucciones. 

1002. — Entre  los  créditos  personales  y  sin  privilegio, 
la  ley  hace  distinciones  también  por  razón  de  la  forma 
en  que  constan  y  que  asegura  más  ó  menos  su  auten- 
ticidad. Así,  entre  ellos  tienen  el  primer  lugar  los  que 
constan  en  escritura  pública:  después  los  que  están 
en  documento  privado  en  papel  sellado;  y  por  último, 
los  que  están  en  documento  simple  ó  se  acreditan  por 
cualquier  otro  medio. 


II. 


1003.  — Siempre  que  un  deudor  no  tiene  bienes  para 
pagar  todos  sus  créditos  se  forma  la  concurrencia  ó 
concurso  de  sus  acreedores  para  fijar  el  orden  en  que 
éstos  deben  ser  pagados,  y  distribuir  los  bienes,  con- 
forme á  ese  orden.  No  tienen  que  entrar  al  concurso 
los  que  reclaman  alguna  cosa  como  dueños,  acreditan- 
do debidamente  su  propiedad,  porque  esos  bienes  no 
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forman  parte  de  los  del  deudor.   Así  pues  pueden  eli 
minarse  del  concurso: 

1.  ^  Los  bienes  raíces  que  se  encuentren  en  poder 
del  concursado  y  que  haya  poseído  á  nombre  de  otro 
(1?  1425  C.  pr.). 

2.  ^  Las  especies  que  tuviere  el  concursado  en  pren- 
da, depósito  ó  comodato,  si  existen  con  las  señales  ne- 
cesarias para  ser  distinguidas  (49  1425  C.  pr.).  Si  los 
bienes  son  fungibles,  se  requiere  que  se  hayan  entrega- 
do en  arca,  cofre,  fardo  ó  paquete  cerrados  y  sellados, 
y  que  se  encuentren  en  el  mismo  estado  (2886  C.)  pero 
esta  exigencia  es  poco  compatible  con  otras  disposi- 
ciones de  que  pronto  se  hará  mérito. 

3.  ^  El  todo  6  parte  de  las  especies  consignadas  que 
se  encuentren  en  poder  del  concursado;  y  el  valor  de 
ellas  existente  en  poder  del  que  las  compró  (d""  y  I."" 
1425  C).  Todas  estas  cosas  serán  entregadas  á  sus 
dueños  tan  luego  como  acrediten  su  derecho  (2387  C.) 
pagando  lo  que  legalmente  deban  por  ellas  (1427  fr.  21'' 
C.  pr.). 

4.  ^  Los  bienes  raices  que  hubiere  comprado  sin 
plazo  y  cuyo  valor  no  estuviere  pagado  en  todo  ó  en 
parte:  las  cosas  vendidas  al  contado  al  concursado  y 
no  pagadas,  y  las  especies  fungibles  entregadas  en  ar- 
ca, cofre,  fardo  ó  paquete  cerrado  y  sellado  que  se  en- 
cuentren en  el  mismo  estado  si  no  ha  sido  cubierto  su 
valor  (281  Dec.  de  Ref.  N?  273).  En  todos  estos  casos 
la  falta  de  pago  da  derecho  al  vendedor  para  pedir  la 
rescisión  de  la  venta  (1555  C),  á  lo  cual  equivale  el  de- 
recho que  aquí  se  le  confiere,  derecho  que  sólo  deja  de 
tener  lugar  si  se  les  paga  el  todo  ó  resto  del  j)rt3CÍo,  y 
que  en  el  caso  de  ejercitarse  supone  la  devolución  del 
importe  de  lo  recibido  y  de  cualquiera  otra  responsa- 
bilidad sobre  la  cosa  (1426,  1412,  1428  C.  pr.). 

5.  ^  Los  bienes  pertenecientes  á  la  dote  no  fungibles, 
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y  los  parafernales  que  se  conserven  en  poder  del  mari- 
do, y  cuya  calidad  y  recibo  así  de  los  primeros  como 
de  los  segundos  conste  por  escritura  pública  (199,  202 
y  208  Dec.  de  Ref.  N.  ^  272). 

1004.  — Tampoco  tienen  que  entrar  al  concursólos 
acreedores  hipotecarios  y  los  prendarios  (204 1  C.  y  357 
Dec.  de  Eel  N.°  272).  Esto  es  indispensable  para  que 
la  hipoteca  sea  una  eficaz  y  amplia  garantía  que  pue- 
da siempre  hacerse  efectiva,  sin  que  el  crédito  asegu- 
rado con  ella  tenga  que  esperar  las  dilaciones  de  la 
marcha  del  concurso.  Así  pues,  reconocida  por  el  deu- 
dor la  legitimidad  del  crédito  hipotecario,  ó  justifica- 
da, si  él  se  opusiere  al  pago  en  un  juicio  sumario,  saca 
el  acreedor  la  cesa  hipotecada  de  la  masa  común  de 
los  bienes  concursados  (2387-2388  O.)-  Este  último  ar- 
tículo decía  que  en  caso  de  oposición  del  deudor  se 
seguiría  un  juicio  sumario  en  los  términos  que  esta- 
blece el  Código  de  procedimientos;  pero  en  éste  no  ha- 
bía ningún  juicio  sumario  reglamentado  para  este  ca- 
so, como  sí  lo  hay  en  el  de  la  Baja  California  de  donde 
el  artículo  se  tomó,  y  si  bien  en  el  inciso  13.  ^  artícu- 
lo 1029  se  decía  que  son  juicios  sumarios  los  que  tie- 
nen por  objeto  hacer  efectivos  los  derechos  que  nacen 
de  la  acción  hipotecaria,  se  trataría  cuando  más  de  la 
ejecución  la  cual  tampoco  en  nuestras  leyes  tiene  pro- 
cedimiento especial.  Esto  por  una  parte,  y  por  otra  que 
ese  antejuicio  no  tiene  razón  satisfactoria  que  lo  apoye, 
cuando  los  otros  acreedores  r^^conocen  el  derecho,  hi- 
cieron que  se  dictara  la  reforma  que  contiene  el  artí- 
culo 358  Dec.  N.  ^  272  que  establece  que  el  acreedor 
hipotecario  justifique  la  legitimidad  de  su  crédito  en 
un  juicio  sumario  que  seguirá  con  el. representante  de 
los  acreedores,  si  éstos  desconocen  su  derecho. 

1005. — Del  precio  de  toda  finca  hipotecada  se  paga- 
rán, en  el  orden  siguiente: 


'*  w 
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1.  ^  Los  gastos  que  en  el  juicio  especial,  que  res- 
pecto de  esa  cosa  haya  debido  seguirse,  se  hubieren 
causado  (1.  ^  2392  C). 

2.  ^  Los  gastos  de  conservación  de  la  cosa  hipoteca- 
da, en  cuanto  hayan  sido   necesarios  (2.  ^  2392  C.  y 

2393.). 

3.  ^  La  deuda  de  seguros  de  la  misma  cosa  (3.  ^  y 
4.  o  2392  C). 

4.  ^  Las  contribuciones  que  por  ella  se  deban  de  los 
últimos  cinco  años  (4.  ^  2392  C). 

5.  ^  Los  acreedores  hipotecarios,  conforme  a  la  fe- 
cha de  su  respectiva  inscripción  y  comprendiéndose 
en  el  pago  los  réditos  de  los  dos  últimos  años  y  la 
parte  vencida  de  la  anualidad  corriente  (359  Dec.  de 
Kef.  N.  ^  272).  Los  últimos  cinco  años,  decía  la  dis- 
posición del  Código;  pero  se  hallaba  en  contradicción 
con  la  fr.  1.  '^  del  artículo  2028  que  declara  que  la  hi- 
poteca no  asegurará  con  perjuicio  de  tercero,  además 
del  capital,  sino  los  intereses  de  los  dos  últimos  años  y 
la  parte  vencida  de  la  anualidad  corriente. 


III. 


1006. — Los  otros  acreedores  que  sí  entran  al  con- 
curso se  gradúan  por  el  orden  que  se  contiene  en  los 
párrafos  siguientes,  con  la  prelación  relativa  que  para 
cada  clase  se  establí^c'e  en  ellos,  es  decir,  que  los  que 
en  cada  categoría  tienen  el  primer  número  son  prefe- 
ridos á  los  del  segundo  y  así  sucesivamente  (2402  C). 
Concurriendo  diversos  acreedores  de  la  misma  clase 
y  número,  la  prelación  se  determina  por  la  antigüe- 
dad de  los  títulos;  y  si  fueren  de  una  misma  fecha, 
ó  si  ésta  no  fuere  conocida,  son  pagados  á  prorrata 


449 

(2404  C).  Cuando  los  créditos,  aunque  sean  de  una 
misma  clase,  sólo  tienen  privilegio  en  bienes  determi- 
nados diversos,  como  sucede  en  los  de  segunda  clase, 
el  orden  de  número  no  determina  prelación  de  unos 
respecto  de  otros. 

1007.— Por  último,debe  advertirse  que  el  crédito  cu- 
yo privilegio  provenga  de  convenio  fraudulento  entre 
el  acreedor  y  el  deudor,  pierde  el  privilegio,  á  no  ser 
que  el  fraude  proceda  sólo  de  éste,  quien  en  tal  caso, 
será  responsable  de  todos  los  daños  y  perjuicios  que 
se  sigan  á  los  demás  acreedores,  fuera  de  las  penas 
que  merezca  por  el  fraude  (2398  C). 


PÁRRAFO  SEGUNDO. 

DE  LOS  ACREEDORES  DE  PRIMERA  CLASE 


1008.— Eliminados  los  bienes  hipotecados  ó  dados 
en  prenda  y  aquellos  cuyo  dominio  pertenece  á  un  ter- 
cero, lo  que  pueda  haber  sobrado  del  precio  de  aque- 
llos, lo  que  pueda  haber  percibido  el  concurso  por  la 
devolución  de  los  otros,  y  todos  los  demás  bienes  pro- 
pios del  deudor  constituyen  el  fondo  ó  masa  del  con- 
curso que  ha  de  servir  para  el  pago  de  los  diversos 
acreedores  (300  Dec.  de  Ref.  N?  272). 

1009.— De  este  fondo  deben  ser  pagados  con  absolu- 
ta preferencia  y  con  cualesquiera  bienes  los  créditos  si- 
guientes, que  equivalen  á  los  que  en  la  legislación  es- 
pañola se  consideraban  como  singularmente  privile- 
giados. 


29 
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I. 


1010. — 1.°  Los  gastos  judiciales  comunes,  en  los  tér- 
minos que  establecen  las  leyes  de  procedimientos  (1.° 
2406  C).  Son  comunes  los  que  se  hacen  en  interés  ge- 
neral del  concurso  porque  aprovechan  y  son  indispen- 
sables á  todos,  como  los  que  se  causen  para  su  organi- 
zación, para  la  venta  de  sus  bienes,  los  impendidos  en 
los  juicios  que  eL  concurso  haya  tenido  que  seguir  con 
un  tercero  &.  La  ley  les  da  el  primer  lugar  porque  sin 
los  procedimientos  que  los  causan,  el  concurso  no  se 
habría  organizado  ni  concluido,  ni  los  acreedores  se 
verían  en  el  caso  de  percibir,  algo  por  cuenta  de  sus 
acciones. 

1011. — Esta  razón  sólo  comprende  los  gastos  comu- 
nes y  por  esto  naturalmente  sólo  á  ellos  se  refiere  el 
privilegio;  y  no  á  los  que  cada  acreedor  hace  con  mo- 
tivo de  su  crédito,  los  cuales  en  caso  de  ser  conde- 
nado el  concurso  á  satisfacerlos,  deben,  como  acceso- 
rios del  crédito  que  los  ha  causado,  ser  pagados  en  el 
mismo  lugar  que  éste  (2408  C).  Así  es'que  si  un  acree- 
dor ha  tenido  que  seguir  juicio  en  el  concurso  para 
que  se  declare  la  existencia  de  su  crédito  y  obtiene 
sentencia  á  su  favor  y  condenación  del  concurso  en  las 
costas,  lo  que  haya  invertido  en  papel  sellado,  hono- 
rarios de  abogado  ó  procurador,  por  ejemplo,  se  agre- 
gará á  su  crédito  para  cobrarse  junto  con  éste  en  el 
lugar  que  legalmente  se  le  fije. 


11. 


1012. — 2.^  El  crédito  por  gastos  del  funeral  del  deu- 
dor difunto,  según  la  costumbre  del  lugar  y  las  circuns- 
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tandas  del  deudor,  y  el  crédito  por  gastos  hechos  en 
la  enfermedad  ocurrida  en  el  último  ano  (361  Dec.  de 
Ref.  N.  ^  272).  En  beneficio  de  la  salubridad  pública 
y  para  corresponder  al  sentimiento  de  humanidad  que 
impulsa  á  suministrar  los  gastos  indispensables  para 
el  funeral  de  una  persona,  estableció  el  Código  con 
justicia  este  privilegio  á  fin  de  que  el  que  pueda  su- 
plirlos no  se  retraiga  de  hacerlo  por  la  inseguridad  de 
ser  indemnizado.  Como  lo  expresa  la  ley,  esa  preferen- 
cia se  limita  á  los  que  corresponden  á  la  costumbre 
del  lugar  y  circunstancias  del  deudor,  pues  no  sería 
propio  que  en  un  funeral  pomposo  hecho  caprichosa- 
mente á  una  persona  de  humildes  circunstancias,  se  in- 
virtiese cuanto  tuviera  en  perjuicio  de  legítimos  acree- 
dores. En  esos  gastos  de  funeral  del  deudor  parece  na- 
tural incluir  los  vestidos  de  luto  de  las  personas  de  la 
casa  y  de  los  domésticos,  y  debe  tenerse  presente  que 
si  los  gastos  han  sido  hechos  en  el  funeral  de  la  mu- 
jer ó  de  los  hijos,  no  se  extiende  á  ellos  el  privilegio 
en  el  concurso  de  los  bienes  del  marido  ó  padre. 

101 H. — En  igual  categoría  absolutamente  á  los  gas- 
tos funerarios,  coloca  la  ley  los  de  enfermedad  ocurri- 
da en  el  último  año,  pues  éstos,  si  se  quiere,  aun  tie- 
nen en  su  apoyo  una  razón  que  los  hace  más  atendi- 
bles, y  es  la  de  qne  se  emplearon  en  tratar  de  salvar 
la  vida  del  deudor  y  devolverle  la  salud.  Gastos  de 
enfermedad  son  los  causados  en  alimentos,  medicinas 
del  enfermo,  pago  de  asistentes,  honorarios  de  médicos: 
no  tienen  privilegio  los  impendidos  en  la  enfermedad 
de  la  mujer  ó  de  los  hijos,  y  según  la  letra  del  artículo 
del  Código  reformado  por  el  Decreto  citado,  no  lo  ten- 
drían tampoco  los  causados  en  la  enfermedad  que  ha- 
ya tenido  el  deudor,  si"no  murió  de  ella,  pues  que  se 
refería  á  la  última,  lo  cual  parecía  enteramente  irra- 
cional é  injusto,  pues  si  cuando  esos  gastos  no  dan  el 
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resultado  apetecido  merecen  tanto  favor,  mayor  aun 
deben  alcanzar  cuando  se  ha  logrado  el  restablecimien- 
to de  la  salud.  La  preferencia  se  limita  á  lo.^  gastos 
causados  en  enfermedad  ocurrida  el  último  año,  para 
que  no  suban  en  perjuicio  de  los  acreedores,  á  una 
cantidad  exorbitante,  calculándose  con  razón  que  la 
gravedad  en  un  enfermo  habitual  ó  no,  no  debe  retro- 
traerse á  más  de  un  año  desde  su  muerte;  y  que  si  ha 
pasado  más  tiempo,  ha  podido  el  que  los  hizo  reem- 
bolsarse de  ellos. 


III. 


1014. — 3.°  Los  gastos  de  rigurosa  conservación  y  ad- 
ministración de  los  bienes  concursados  (3.°  2406  C.)  en 
los  cuales  se  incluirán  también  los  honorarios  de  sín- 
dico y  depositario:  todos  ellos  son  indispensables  para 
que  el  concurso  llegue  á  su  término  y  para  que  haya 
fondo  del  cual  sean  pagados  los  acredores,  así  es  que 
militan  casi  idénticos  motivos  á  los  que  fundan  la  pre- 
ferencia de  los  gastos  judiciales  comunes. 


lY. 


1015. — 49  Los  créditos  por  seguros  de  algunos  de  los 
bienes  concursados  correspondientes  á  la  anualidad  en 
curso  y  á  la  anterior  (4.°  2406  C).  Justifica  este  privi- 
legio la  consideración  y  protección  que  se  merece  un 
crédito  contraído  con  el  objeto  de  poner  á  cubierto  á 
los  propietarios  de  las  consecuencias  de  siniestros  que 
sin  el  recurso  del  seguro,  los  arruinarían;  pero  se  limi- 
tan á  la  anualidad  última  vencida  y  á  la  corriente  por- 
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que  la  deuda  de  mayor  tiempo  ya  arguye  morosidad 
del  asegurador,  que  no  debe  parar  en  perjuicio  de 
otros  acreedores  tan  atendibles  como  él,  fuera  de  que 
generalmente  en  los  estatutos  de  todas  esas  compañías 
se  establece  que  la  falta  de  pago  de  una  anualidad  es 
motivo  para  que  se  tenga  por  fenecido  el  seguro. 


V. 


1016. — 59  Las  contribuciones  vencidas  en  los  últimos 
cinco  años  (5.°  2406  C).  Bajo  la  palabra  contribucio- 
nes se  estiman  comprendidos  los  impuestos  fiscales  y 
los  municipales;  é  indispensables  como  son  para  aten- 
der al  servicio  público  en  bien  de  todos,  se  les  da  un 
lugar  preferente  á  fin  de  que  las  rentas  logren  ese  in- 
greso. La  limitación  á  los  cinco  años  últimos,  reconoce 
por  causa  lo  mismo  que  se  ha  repetido  acerca  de  limi- 
taciones análogas;  y  si  bien  es  cierto  que  la  morosidad 
procede  de  los  empleados  ó  agentes  para  el  cobro  de 
los  impuestos,  lo  es  también  que  el  Estado  ó  el  Muni- 
cipio tienen  contra  ellos  sus  acciones  por  indemniza- 
ción y  por  responsabilidad.  La  preferencia  de  este 
crédito  se  concreta,  como  es  natural,  á  los  bienes  que 
han  causado  las  contribuciones,  que  son  los  directa- 
mente afectos  al  pago  de  su  importe  (2407  C.)  y  lo 
mismo  debiera  haberse  consignado  y  debería  enten- 
derse respecto  de  la  deuda  por  seguros. 


YL 


1017.— 69  Los  gastos  de  reparación  ó  de  construcción 
de  los  bienes  inmuebles,  siempre  que  hayan  sido  in- 
dispensables, que  el  crédito  se  haya  contraído  expre- 
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sámente  con  ese  objeto,  y  que  su  importe  se  haya  em- 
pleado realmente  en  las  obras  (6.°  2406  C).  Desde  lue- 
go se  comprende  la  razón  que  determina  esta  preferen- 
cia sobre  el  inmueble  construido  ó  reparado  (2407  C.)- 
Sin  las  obras  en  que  se  invirtió  el  crédito,  la  cosa  no 
existiría  y  nadie  podría  percibir  nada  de  ello.  Así  es 
que  es  lo  más  natural  y  justo  que  tenga  prelación  so- 
bre los  otros.  La  especificación  de  los  requisitos  nece- 
sarios para  el  privilegio  de  crédito  refaccionario  quita 
las  dudas  que  en  el  particular  dejaba  la  legislación  es- 
pañola, y  parece  muy  propio  exigirlos,  pues  si  los 
gastos  no  eran  necesarios  ó  no  llegaron  á  hacerse  en  la 
cosa,  ó  no  se  contrajo  el  crédito  expresamente  para 
eso,  de  suerte  que  el  acreedor  no  hizo  el  negocio  bajo 
el  supuesto  de  que  iba  á  tener  la  garantía  de  esa 
prelación,  falta  el  motivo  para  otorgarla  en  perjuicio 
de  otros  acreedores.  Entre  esos  requisitos  no  enumera 
la  ley  el  de  que  el  crédito  haya  sido  gratuito,  y  en 
consecuencia,  aun  cuando  esté  estipulado  interés,  siem- 
pre subsiste  el  privilegio,  punto  sobre  el  cual  había 
también  opiniones  diversas  antes  de  la  emisión  del 
Código, 

1018.— Entre  los  créditos  refaccionarios  debe  incluir- 
se por  mayoría  de  razón,  el  importe  del  jornal  de  los 
operarios  que  han  trabajado  en  la  construcción  ó  refac- 
ción. Por  las  leyes  españolas,  habiendo  varios  créditos 
refaccionarios  sobre  una  misma  cosa,  la  preferencia 
iba  en  orden  inverso  de  antigüedad,  de  suerte  que  el 
último  de  los  refaccionarios  tenía  prelación  respecto 
de  todos  los  anteriores,  porque  á  él  se  debía  que  no 
se  hubiera  perdido  la  cosa  y  la  refacción  de  los  ante- 
riores. El  Código  no  ha  adoptado  ese  principio,  así  es 
que  los  refaccionarios  siguen  la  regla  común  de  que 
acreedores  de  la  misma  clase  y  número  se  pagan  se- 
gún la  fecha  de  su  título  (2404  C). 
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1019. — 79  Las  pensiones,  réditos  y  demás  prestacio- 
nes reales  vencidas  en  los  últimos  cinco  años  (T."*  2406 
C.)  por  considerarse  como  alimenticias.  El  privilegio 
no  habría  podido  de  ningún  modo  comprender  más  de 
los  últimos  cinco  años,  porque  es  también  el  término 
para  la  prescripción  (670  C). 


PÁRRAFO  TERCERO. 


DE  LOS  ACREEDORES   DE   SEGUNDA  CLASE. 


1020. — Son  acreedores  de  segunda  clase,  conforme 
al  Código,  los  que,  pagados  ya  los  de  primera,  deben 
ser  satisfechos  preferentemente  con  algunos  muebles 
determinados.  El  privilegio  de  ellos  es  pues,  particular 
y  concreto  sobre  cosas  determinadas:  éstas  tienen  res- 
ponsabilidad especial,  aunque  no  se  haya  constituido 
sobre  ellas  garantía  expresa,  y  esa  responsabilidad  se 
funda  en  poderosas  razones  de  justicia  que  no  concu- 
rren respecto  de  otros  créditos.  Especial  como  es  el 
privilegio  respecto  de  cosas  determinadas,  si  éstas  pe- 
recen ó  no  están  en  las  condiciones  fijadas  por  la  ley, 
deja  de  existir  y  el  acreedor  pasa  á  formar  en  la  clase 
de  acreedores  comunes.  Gozan  de  él  los  siguientes: 

1.  ^  Tiene  privilegio  sobre  los  muebles  que  se  hallen 
en  poder  del  deudor  ó  en  el  suyo,  el  acreedor  por  gas- 
tos hechos  para  la  conservación  de  los  mismos,  siem- 
pre que  se  reclame  dentro  del  plazo  de  tres  meses  (363 
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Dec.  de  Ref.  N.  ^  272)  porque  debido  á  tales  gastos 
existen  las  cosas  sobre  las  que  va  á  ejercitarse  el  pri- 
vilegio. Este  tiene  lugar,  ya  estén  los  muebles  en  po- 
der del  deudor,  ya  en  el  del  acreedor,  x^ues  esta  última 
circunstancia  lejos  de  oponerse  á  él  viene  á  confirmar- 
lo, pero  no  cuando  han  pasado  al  dominio  de  un  ter- 
cero. En  el  caso  de  que  se  trata,  el  privilegio  requiere 
que  los  muebles  hayan  conservado  su  calidad  de  tales, 
de  suerte  que  si  hubieren  sido  inmobilizados  i)or  de- 
dicarse á  formar  permanentemente  parte  de  una  cosa 
raíz  (505  C.)  cesa  desde  entonces;  y  la  razón  es  que  con- 
siderándose como  parte  de  ésta,  ya  no  hay  sobre  ellos 
otros  privilegios  que  los  que  legalmente  afecten  lo 
principal  (364  Pee.  de  Kef .  JST.  ^  272). 

2.  ^  El  crédito  por  hospedaje  tiene  privilegio  en  el 
precio  de  los  bienes  del  deudor  introducidos  á  la  po- 
sada, que  se  encuentren  en  poder  del  acreedor  (366 
Dec.  de  R-ef.  N.  ^  272).  Los  términos  tan  latos  del  ar- 
tículo del  Código,  reformado  por  el  que  acaba  de  citar- 
se, podían  hacer  creer  que  el  privilegio  se  refería  á. 
cualesquiera  muebles  que  estuvieran  en  x)oder  del 
acreedor,  fuese  cualquiera  el  motivo;  pero  la  intención 
fué  sin  duda,  como  se  consigna  en  algunos  otros  Códi- 
gos, que  sólo  abrazara  los  introducidos  á  la  posada,  y 
así  se  expresó  terminantemente  en  la  reforma.  En  elJos 
sí  es  muy  natural  y  justo  el  privilegio,  tanto  porque 
debe  creerse  que  el  acreedor  contaba  con  esa  garantía, 
cuanto  por  las  obligaciones  y  responsabilidades  que 
XDor  ello  tiene  el  posadero.  Es  condición  forzosa  que 
los  muebles  pertenezcan  al  deudor,  porque  el  derecho 
del  dueño  de  la  posada  no  puede  prevalecer  sobre  el 
dominio  del  propietario,  y  lo  es  así  mismo  que  los  bie- 
nes se  encuentren  en  poder  del  acreedor,  porque  dán- 
dole más  extensión  se  originarían  una  multitud  de 
cuestiones  sobre  prelación. 
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3.  ^  En  el  mismo  caso  está  el  crédito  por  fletes;  así 
es  que  tiene  x>T'eferencia  en  el  precio  de  los  efectos 
transportados  que  se  hallen  en  poder  del  acreedor 
(2414  C). 

4.  ^  El  crédito  por  simiente  ó  por  cualquier  gasto  de 
cultivo,  tiene  privilegio  sobre  los  frutos  respectivos, 
si  existen  en  poder  del  deudor  (2415  C).  La  ley  le  dis- 
pensa este  favor  en  provecho  de  la  agricultura,  para 
que  los  que  se  dediquen  á  ella  encuentren  con  más 
facilidad  quien  les  suministre  el  capital  indispensa- 
ble para  hacer  productiva  la  tierra.  No  puede  estimar- 
se exagerado  ese  favor,  porque  los  frutos  efectivos 
suponen  que  están  pagados  ya  todos  los  gastos,  y  en- 
tre éstos  debe  incluirse  la  suma  dada  por  el  presta- 
mista para  el  cultivo. 

5.  ^  El  crédito  del  arrendador  de  predios  rústicos, 
por  el  precio  del  arrendamiento,  indemnización  de  da- 
ños y  perjuicios  y  cualesquiera  otros  gravámenes  de- 
clarados en  Ya  escritura,  tiene  privilegio  sobre  los  fru- 
tos y  el  precio  del  subarrendamiento  del  inmueble, 
con  tal  que  la  reclamación  se  haga  dentro  de  un  año, 
contado  desde  el  vencimiento  de  la  obligación  (2416  C.)- 
Sobre  los  frutos  de  la  cosa,  en  cuyo  número  puede  en- 
trar también  el  precio  del  subarrendamiento,  existe 
como  el  gravamen  más  natural,  el  de  pagar  el  importe 
del  arrendamiento  que  es  la  causa  y  origen  de  lo  que 
del  inmueble  percibe  el  arrendatario.  Los  frutos,  en  es- 
ta disposición,  equivalen  á  lo  que  vulgarmente  se  com- 
prende bajo  el  nombre  de  cosechas,  y  aunque  los  pro- 
ductos de  la  naturaleza  hayan  sufrido  alguna  modifí- 
cación  por  la  acción  del  hombre,  siempre  que  no  ha- 
yan pasado  á  dominio  de  un  tercero  sino  que  estén  en 
poder  del  deudor,  y  con  mayor  razón  del  acreedor.  El 
privilegio  comprende  no  solamente  los  frutos  del  año 
€n  que  se  hace  efectivo  sino  todos  los  producidos  por 
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la  finca  que  se  hallen  en  el  caso  del  artículo.  El  plazo 
de  un  año  que  se  fija  es  para  prevenir  la  morosidad 
del  acreedor  y  para  evitar  al  propio  tiempo,  el  incon- 
veniente de  fraude  y  abuso  en  suponer  no  pagado  un 
crédito  de  esa  naturaleza  que  ya  lo  estuviera,  si  la  du- 
ración del  plazo  fuera  indefinida. 

6.  ^  Por  último,  el  arrendador  de  predios  urbanos, 
por  el  crédito  que  proceda  de  las  mismas  causas  que 
el  anterior  y  haciendo  la  reclamación  dentro  del 
mismo  plazo,  tiene  privilegio  sobre  los  muebles  y 
utensilios  del  arrendatario  que  se  encuentren  en  la  fin- 
ca (2417  C).  Las  razones  para  establecerlo  son  idénti- 
cas á  las  que  acaban  de  exponerse:  esos  muebles  y 
utensilios  son  la  garantía  más  natural  é  inmediata  del 
precio  del  arrendamiento.  Como  se  ve,  se  requiere  que 
los  muebles  y  utensilios  sean  del  arrendatario;  así  es 
que  no  se  comprenderían  los  de  propiedad  de  un  ter- 
cero; y  el  privilegio  recae  sobre  los  existentes  en  la 
finca,  sin  comprender  los  que  aunque  hayan  estado  en 
ella  algún  tiempo,  hubieran  sido  sacados  ya  sin  frau- 
de, pues  de  otra  suerte  el  arrendatario  quedaría  impo- 
sibilitado de  disponer  de  todo  lo  que  alguna  vez  hu- 
biera tenido  en  la  casa.  En  los  muebles  y  utensilios  se 
incluye  todo  su  menaje  aunque  sea  de  adorno,  como 
relojes,  cuadros,  pero  no  el  dinero,  los  documentos,  pa- 
peles, las  colecciones  científicas  ó  artísticas,  los  libros 
ó  sus  estantes,  las  medallas,  las  armas,  los  instrumen- 
tos de  artes  y  oficios,  las  joyas,  la  ropa  de  vestir  y  de 
cama,  los  carruajes  y  caballerías,  los  granos,  caldos, 
mercaderías  ni  en  general  otras  cosas  que  las  que  for- 
man el  ajuar  de  una  casa  (120  Dec.  de  E-ef.  N.  '^  272). 
Tratándose  de  una  tienda,  recaerá  el  privilegio  sobre 
todos  los  efectos  y  mercaderías  existentes;  y  en  caso  de 
subarrendamiento,  el  privilegio  se  entenderá  también 
en  los  muebles  del  subarrendatario,  pero  no  en  los  de 


aquel  á  quien  el  inquilino  haya  cedido  gratuitamente 
parte  de  la  habitación. 

1021. — Entre  estos  acreedores  no  prefieren  los  com- 
prendidos en  un  número  á  los  de  los  siguientes,  por 
que  son  de  diversa  especie,  y  cada  cual  lo  hace  valer 
sobre  objetos  diferentes,  así  es  que  respecto  de  aque- 
llos en  que  cada  cual  tiene  su  privilegio,  es  preferen- 
te á  todos  los  otros. 

1022. — Para  concluir  este  párrafo,  debe  advertirse 
que  conforme  al  Código,  había  otros  dos  casos  de  pri- 
vilegio, que  ya  no  subsisten  hoy,  en  virtud  del  Decre- 
to que  lo  reformó: 

1.  '^  El  del  que  reclamaba  el  precio  de  muebles  ven- 
didos al  deudor  común  sobre  esos  bienes  ó  su  produc- 
to, si  se  hallaban  en  poder  del  deudor,  y  la  reclamación 
tenía  lugar  dentro  de  los  tres  meses  siguientes  á  la 
venta  (2409  C).  El  pago  del  precio  es  condición  tan 
forzosa  para  la  subsistencia  de  la  venta  que  por  no 
hacerse  puede  el  vendedor  pedir  la  rescisión,  y  si  le 
asiste  este  derecho  para  recobrar  la  cosa  vendida  con 
mayor  razón  debe  tener,  en  caso  de  no  ejercitarlo,  el 
de  ser  satisfecho  preferentemente  con  el  mueble  ven- 
dido. Era  requisito  esencial  que  éste  se  hallara  en  po- 
der del  deudor,  X)orque  no  habiendo  propiamente  hi- 
poteca tácita  sobre  el  mueble  ni  registro  que  dé  á  co- 
nocer que  esté  sujeto  á  algún  gravamen,  no  puede  per- 
judicar el  principio  á  tercer  poseedor.  Era  indispensa- 
ble también  que  la  reclamación  se  hiciera  dentro  de 
tres  meses,  porque  pasando  de  ese  término  había  ya 
-morosidad  de  parte  del  acreedor,  y  si  se  ampliara,  se 
correría  además  el  riesgo  de  facilitar  el  fraude  de  que 
el  deudor  hiciese  aparecer  como  no  pagados  bienes 
cuyo  valor  ya  estuviera  satisfecho.  Mas,  si  pasados  los 
tres  meses  no  teuía  lugar  el  privilegio,  no  dejaba  de 
existir  la  acción  para  la  rescisión  mientras  no  estuvie- 
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ra  legal  mente  prescrita;  así  es  que  dándose  al  acree- 
dor un  derecho  más  ventajoso,  no  había  perfecta  con- 
cordancia en  estas  disposiciones.  La  ley  decía  que  los 
tres  meses  se  contaban  desde  la  venta;  pero  como  el 
privilegio  tenía  lugar,  ya  se  vendiera  al  contado  ó  á 
plazo,  porque  la  ley  no  hacía  diferencia,  cuando  suce- 
día lo  último,  los  tres  meses  habían  de  correr  desde 
el  vencimiento  porque  antes  no  podía  atribuirse  moro- 
sidad al  vendedor.  Se  trataba  solamente  del  privilegio 
en  muebles,  porque  respecto  de  los  raíces  estaba  dis- 
puesto que  constara  en  el  registro  de  la  propiedad  in- 
mueble el  precio  de  la  venta,  y  si  ha  sido  entregado  en 
todo  6  en  parte;  así  es  que  para  ellos  no  regía  el  plazo 
de  tres  meses  (2090  C).  Por  último,  hay  que  advertir 
que  conforme  al  artículo  1425  del  Código  de  pro.cedi- 
mientos  civiles,  son  identidades,  esto  es,  especies  que 
puede  un  acreedor,  con  carácter  de  dueño,  reclamar 
del  concurso,  los  bienes  raíces  que  el  deudor  hubiere 
comprado,  y  cuyo  valor  no  esté  pagado  en  todo  ó  en 
parte  y  las  cosas  muebles  vendidas  al  concurso  y  no 
pagadas.  Hay  falta  de  armonía  entre  estas  prescrip- 
ciones en  que  no  se  fija  plazo  alguno,  y  el  artículo  que 
para  el  privilegio  fija  tres  meses  y  de  ella  resulta  que, 
si  pasados  los  tres  meses  se  carece  del  privilegio,  hay 
sin  embargo  el  derecho  mejor,  ó  por  lo  menos  igual, 
de  recobrar  la  cosa.  Por  ese  motivo  se  suprimió  ese 
caso  en  el  Decreto  de  Reformas. 

2.  ^  El  acreedor  pignoraticio  por  el  monto  de  su  cré- 
dito, tenía  preferencia,  según  el  Código,  en  el  valor 
de  la  prenda,  si  ésta  se  hallaba  en  su  poder,  ó  cuando 
sin  culpa  suya  hubiera  perdido  su  posesión  (2412  C). 
Este  privilegio  se  consideraba  uno  de  los  efectos  que 
produce  la  constitución  de  prenda,  que  debía  perma- 
necer en  poder  del  acreedor,  ó  de  la  persona  que  según 
el    contrato     debía    guardarla  (1987    C.)   porque    la 
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prenda  como  contrato  real  requiere  la  entrega  de  la 
cosa  y  la  permanencia  en  la  posesión  á  menos  que  la 
pérdida  de  ésta  fuera  inculpable,  porque  entonces  no 
cabía  presumir  el  propósito  de  abandonarla.  Se  ne- 
cesitaba también  para  ejercitar  el  privilegio  que  la 
prenda  se  hubiera  constituido  por  pacto  expreso;  pero 
como  hoy  por  el  Decreto  de  Reformas  al  Código,  el 
acreedor  prendario  ni  siquiera  entra  al  concurso,  ya 
no  necesita  del  privilegio  que  aquí  se  le  otorgaba,  por 
lo  cual  se  suprimió. 


PÁRRAFO  CUARTO, 


DE  LOS  ACREEDORES  DE  TERCERA  CLASE. 


1023.— Figuran  en  esta  categoría  los  acreedores  á 
quienes  la  ley  ley  da  privilegio  sobre  los  inmuebles 
no  comprendidos  en  el  párrafo  anterior.  Sus  créditos 
no  afectan  un  inmueble  especial  ni  el  privilegio  recae 
sobre  mueble  determinado,  porque  no  tienen  en  su 
apoyo  las  mismas  razones  que  los  otros  créditos  de 
que  se  ha  tratado  con  anterioridad;  pero  siempre  son 
más  dignos  de  consideración  que  los  créditos  comunes, 
porque  tienen  á  su  favor  el  apoyo  de  algún  motivo  de 
utilidad  pública  ó  de  alguna  consideración  de  equidad. 
Corresponden  á  esta  clase  los  siguientes: 

1.  "^  El  crédito  por  alimentos  fiados  al  deudor  para 
su  subsirtencia  y  la  de  su  familia  en  los  seis  meses 
anteriores  á  la  formación  del  concurso  (19  ¿418  C).  El 
favor  que  justamente  se  merece  el  crédito  que  ha  ser- 
vido para  conservación  inmediata  de  la  vida  es  la  cau- 
sa de  este  privilegio.  En  los  alimentos   se  comprende 
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el  vestido  y  el  calzado;  y  la  limitación  del  término  se 
funda  en  que  cuando  ya  se  han  dejado  pasar  seis  me- 
ses, se  ha  incurrido  con  justicia,  en  nota  de  morosidad, 
y  se  presume  que  si  se  hubiera  reclamado  oportuna- 
mente, habría  tenido  el  deudor  como  pagar,  de  suerte 
que  la  incuria  del  acreedor  no  debe  ser  perjudicial  á 
los  otros  acreedores. 

2.  '^  El  crédito  por  salarios  de  cualesquiera  servicios 
familiares  ó  domésticos  en  los  dos  últimos  años  (2? 
2418  C).  La  naturaleza  de  la  deuda  y  la  condición  del 
acreedor  justifican  también  este  privilegio  que  dura 
el  mismo  tiempo  que  subsiste  el  crédito  sin  prescribir 
(49  661  C):  los  últimos  dos  años  debe  entenderse  que 
son  contados  desde  la  fecha  de  la  formación  del  con- 
curso. Respecto  deste  crédito  y  de  otros  análogos,  ha 
de  tenerse  presente  que  si  se  nova  dándole  otro  carác- 
ter, como  si  el  sirviente  liquida  su  crédito  y  lo  deja 
en  poder  del  dudor  en  concex)to  de  préstamo  á  interés, 
se  pierde  el  XDrivilegio  porque  ya  'deja  de  ser  deuda 
por  salarios,  y  no  hay  razón  para  que  exista  preferen- 
cia, como  no  existe  si  recibiendo  el  sirviente  el  impor- 
te de  sus  salarios,  los  da  á  interés  aun  tercero. 

3.  ^  El  crédito  por  contribuciones  que  no  correspon- 
den á  los  últimos  cinco  años  (89  2418  C).  Las  que  co- 
rresponden á  éstos  tienen  un  jjrivilegio  mayor,  según 
antes  se  ha  explicado  (4^  2892  C.  y  5.°  2406  C):  las  otras 
que  se  reñeren~á  época  más  atrasada  no  podían  mere- 
cer el  mismo  favor  sin  gravar  mucho  á  otros  acreedo- 
res que  representan  acciones  muy  atendibles,  y  por 
eso  se  han  dejado  para  este  lugar,  concediéndoseles 
siempre  algún  favor  en  atención  al  destino  que  tienen 
para  el  servicio  público  los  productos  de  contribu- 
ciones. 

4.  ^  El  valor  de  los  depósitos  de  cosas  fungibles  sin 
marca  que  estén  consumidas  (4.  ^  2418  C).  Si  existie- 
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ran  las  mismas  cosas,  el  deponente  las  recobraría  por- 
que son  suyas,  así  es  que  no  entraría  al  concurso  (357 
Dec.  K.  ^  272).  Pero  si  el  depositario  las  consumió 
abusivamente,  la  acción  del  acreedor  no  pasa  de  ser 
una  acción  personal,  pero  privilegiada,  por  no  haber 
entrado  en  la  intención  del  deponente  que  se  dispusie- 
ra de  ellas  y  por  la  consideración  que  merece  uu  con- 
trato que  se  funda  en  la  con  lianza  y  buena  fe.  No  se 
veía  cuál  fuera  la  rnzón  para  que  el  Código  atendiera, 
como  lo  hacía,  á  que  las  cosas  fungibles  se  hubieran 
entregado  sin  marca:  siempre  que  el  depositario  hu- 
biera dispuesto  de  ellas,  lo  mismo  eia  que  hubieran  ó 
no  tenido  marca.  Más  natural  parece  exigir  lo  mismo 
que  se  exige  para  que  no  entren  en  concurso:  que  se 
hayan  entregado  en  arca,  cofre,  fardo  ó  paquete  cerra- 
dos y  sellados  porque  esto  es  lo  que  demuestra  que  el 
deponente  no  quiso  autorizar  que  se  hiciera  uso  del 
depósito:  en  los  otros  casos  se  presume  el  permiso  y 
si  se  ha  hecho  uso  de  él,  el  depósito  se  convierte  en 
mutuo  (1964  C). 

5.  ^  El  crédito  del  Erario  y  de  los  establecimientos 
públicos  que  esté  ya  liquidado  y  que  no  se  halle  ga- 
rantido con  hipoteca  (5."  2418  C).  Faltando  la  hipo- 
teca, el  crédito  es  personal;  pero  tiene  por  lo  menos 
privilegio  en  atención  á  los  objetos  de  utilidad  general 
en  que  su  producto  ha  de  invertirse.  Lo  que  se  dice 
del  crédito  no  garantido  con  hipoteca,  debe  decirse 
de  la  parte  del  hipotecario  que  haya  quedado  in- 
soluta por  no  haber  alcanzado  á  cubrírlo  Integro 
el  precio  de  la  cosa  hipotecada  (368  Dec.  de  llef. 
IST.^  272). 

1124. — Entie  los  acreedores  que  se  han  enumerado, 
los  de  la  clase  primera  pretieren  á  los  de  la  segunda: 
los  de  la  segunda  á  los  de  la  tercera;  y  así  sucesiva- 
mente, lo  cual  se  deduce  de  las  diversas   clasificado- 
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nes  que  hace  el  Código,  y  tavibién  de  la  disposición 
en  que  se  establece  que  cuando,  hay  diversos  acreedo- 
res de  la  misma  clase  y  número  se  pagan  según  la  fe- 
cha de  su  título.  Así  pues,  la  ley  reconoce  preferencia 
no  solo  entre  una  y  otra  clase,  sino  dentro  de  la  mis- 
ma clase  entre  uno  y  otro  número. 


PÁRRAFO  QUINTO. 


DE  LOS  ACREEDORES  DE  CUARTA  CLASE. 


1025. — Después  de  los  acreedores  de  que  ya  se  ha 
tratado,  y  son  privilegiados  por  la  naturaleza  del  cré- 
dito, ó  porque  son  reales  y  afectan  y  gravan  cosas  de- 
terminadas, siguen  los  acredores  simplemente  perso- 
nales, es  decir,  aquellos  que  ni  por  razón  del  contrato 
ni  por  razón  de  la  ley,  pueden  perseguir  bienes  deter- 
minados, sino  que  sólo  tienen  acción  meramente  per- 
sonal aunque  constante  en  documento  público,  ó  por 
lo  menos  en  documento  privado  extendido  en  papel 
del  sello  correspondiente.  Aquí. figuran  pues,  los  acree- 
dores puramente  escriturarios  y  los  quirografarios  en 
papel  sellado. 

1026. — Entre  los  acreedores  de  esta  cuarta  clase  el 
orden  de  pago  es  el  que  sigue: 

1. '^  Por  el  orden  de  las  fechas  de  sus  respectivas 
escrituras  públicas,  los  acreedores  escriturarios  y  los 
hipotecarios  que  hubieren  quedado  en  parte,  insolutos 
por  no  haber  alcanzado  á  cubrir  sus  créditos  el  precio 
de  los  bienes  que  les  fueron  hipotecados  (308  Dec.  de 
Rfíf.  N.  ^  272).  Tal  sería  el  caso  de  que  el  acreedor  hi- 
X30tecario  lo  fuese  por  diez  mil  pesos  y  la  cosa  hipóte- 
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cada  sólo  hubiera  dad'"  para  pagar  cinco  mil:  por  los 
cinco  mil  restantes  que  no  alcanzaron  á  satisfacer  los 
bienes  hipotecados,  el  acreedor  figuraría  en  la  clase  de 
que  se  está  tratando,  como  simple  escriturario.  Lo 
mismo  que  se  dice  de  los  créditos  que  han  quedado  en 
parte  insolutos,  es  claro  que  con  mayor  razón  deberá 
decirse  de  los  que  hayan  quedado  insolutos  completa- 
mente, como  sucedería  si  por  haber  otros  hipotecarios 
anteriores,  éstos  hubieran  consumido  todo  el  importe 
de  la  cosa  hipotecada. 

1027. — Como  la  hipoteca  no  puede  constituirse  sino 
en  escritura  pública,  es  evidente  que  todo  crédito  hi- 
potecario es  escriturario,  y  entre  los  escriturarios  se 
pagaba,  según  el  Código,  con  preferencia  sobre  los 
que  no  tienen  hipoteca,  porque  se  tenía  siempre  como 
un  crédito  real  con  garantía  de  la  cosa,  es  decir,  se  su- 
ponía que  acreedor  y  deudor  se  propusieron  que  fuese 
de  mejor  condición  que  la  generalidad  de  los  escritu- 
rarios. Esto  no  parecía  justo:  el  derecho  real  del  hipo- 
tecario se  limita  á  lo  hipotecado:  respecto  de  lo  demás, 
no  es  más  que  escriturario,  y  como  tal  debe  tratarse 
entre  los  créditos  puramente  personales  que  consten 
en  escritura  pública  y  que  no  tengan  privilegio  espe- 
cial. Entre  los  personales,  la  ley  da  preferencia  á  los 
escriturarios  por  razón  de  la  certeza  de  la  fecha  y  de 
la  deuda,  puesto  que  es  mucho  más  difícil  un  fraude 
en  el  instrumento  público  que  la  ley  rodt^a  de  tantas 
formalidades,  en  que  un  documento  privado  en  que  no 
interviene  la  fe  del  Notario  ni  concurren  forzosamente 
testigos.  Entre  varios  escriturarios  solos, ó  entre  varios 
hipotecarios  insolutos  solos,  debe  guardarse  el  princi- 
pio ya  mencionado  de  que  se  observe  el  orden  de  sus 
fechas  respectivas,  siguiendo  el  aforismo  de  que  el  que 
es  primero  en  tiempo,  lo  es  también  en  derecho  (369 
Dec.  de  Reí.  N9  272).  Además,  el  artículo  2423  C.  con- 
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signó  que  el  pago  de  los  acreedores  quirografarios  que 
no  tengan  constancia  en  papel  sellado,  se  hagan  á  pro- 
rrata sin  atender  á  las  fechas  ni  al  origen  de  los  crédi- 
tos, y  de  allí  podía  inferirse  con  razón,  aun  sin  texto 
expreso,  que  en  todos  los  otros  créditos,  tiene  lugar  la 
preferencia  por  razón  de  la  naturaleza  de  la  deuda,  ó 
por  antigüedad.  Así  lo  consigna  también  de  un  modo 
expreso  el  artículo  2404.  Reconocido  en  testamento 
un  crédito,  debe  considerarse  como  escriturario. 

2.  ^  Los  créditos  que  teniendo  algún  privilegio  de 
los  enumerados  en  los  anteriores  párrafos,  no  sean  es- 
criturarios y  hubieren  quedado  insolutos  en  todo  ó  en 
parte  (2421  C).  El  crédito  por  hospedaje,  v.  g.  tiene 
privilegio  en  el  precio  de  los  bienes  del  deudor  intro- 
ducidos á  la  posada,  que  se  encuentren  en  poder  del 
acreedor:  si  el  precio  de  esos  bienes  no  alcanza  á  cubrir 
más  que  la  mitad  del  crédito,  la  otra  mitad  se  reservará 
para  este  lugar  para  ser  pagada  después  de  los  escritu- 
rarios. La  naturaleza  de  esos  créditos  que  tienen  algu- 
na circunstancia  digna  de  consideración  á  los  ojos  de 
la  ley,  como  que  les  concedió  un  privilegio,  es  lo  que 
determinadla  disposición  de  que  la  parte  insoluta  no  se 
equipare  á  lo  de  los  acreedores  personales,  que  no  ten- 
gan escritura,  sino  que  sea  de  mejor  condición  que 
ellos. 

3.  ^  En  último  término  entran  en  esta  categoría  los 
créditos  constantes  en  documento  privado  extendidos 
en  papel  del  sello  correspondiente  (2422  C). 

1028.— Esta  preferencia  sobre  los  créditos  que  no 
consten  en  papel  sellado,  no  se  funda  únicamente  en 
el  favor  á  los^  intereses  fiscales,  sino  también  en  que 
alguna  garantía  más  da  el  papel  sellado,  en  cuanto  á 
la  fecha  del  crédito,  como  que  no  se  timbra  más  que 
para  un  biennio,  si  bien  pudiera  ser,  aunque  es  remoto, 
que  se  fuera  conservando  el  de  años  anteriores.  Entre 
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varios  créditos  personales  simples  en  papel  sellado, 
se  seguirá  la  regla  de  prelación  por  causa  de  antigÜB- 

dad  (2404  C). 


PÁRRAFO  SEXTO. 


DE   LOS   DEMÁS    ACREEDORES. 


1029. — Pagados  todos  los  acreedores  de  que  se  ha 
hecho  mención  en  los  párrafos  anteriores,  entran  para 
ser  satisfechos  con  los  bienes  restantes,  todos  los  de- 
más créditos  que  ni  por  su  naturaleza  ni  por  la  forma 
en  que  constan,  se  hallan  comprendidos  en  ninguno 
de  los  grupos  ya  enumerados.  Vendrán  pues,  todos 
aquellos  que  sin  ningún  derecho  especial  por  razón  del 
crédito  mismo,  se  acrediten  en  documento  simple  en 
papel  común  ó  por  confesión  del  deudor  ó  por  prueba 
testimonial  en  los  casos  que  se  admite,  es  decir,  los 
que  siendo  nada  más  que  quirografarios  no  tengan  en 
papel  del  sello  correspondiente  la  constancia  de  su 
crédito.  Y  como  no  hay  respecto  de  ellos  motivo  algu- 
no, ni  por  su  origen  ni  por  su  fecha,  que  dé  lugar  á 
preferencia,  el  pago  se  hace  á  prorrata  (2423  C). 

1030.— Por  último  debe  cubrirse,  si  aun  sobra  algo, 
el  importe  de  la  responsabilidad  civil  que  provenga 
de  delito,  y  las  multas.  Respecto  de  las  multas  y  de- 
más responsabilidades  pecuniarias  que  representan,  no 
la  disminución  del  haber  de  un  acreedor  sino  una  pe- 
na impuesta  por  la  autoridad  pública,  no  había  difi- 
cultad. El  pago  de  tales  multas  y  responsabilidades 
va  á  proporcionar  un  lucro,  mientras  que  el  pago  de 
los  otros  créditos  va  á  evitar  un  daño,  y  por  tanto  es- 
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tos  últimos  deben  ser  de  mejor  condición  que  los  pri- 
meros. Mas  la  responsabilidad  civil  que  proviene  de 
delito,  no  comprende  eso  únicamente,  comprende  tam- 
bién á  favor  del  ofendido  la  restitución  de  la  cosa,  la 
reparación  del  daño  causado  y  la  indemnización  de  per- 
juicios (95  C.  pen.)  y  respecto  de  esto  no  milita  la  misma 
razón  para  dejarle  el  último  lugar.  Si  se  ha  hurtado  al- 
go á  una  ])ersona  y  ésta  exige  lo  hurtado  ó  su  precio: 
si  se  le  ha  hecho  un  daño  en  su  propiedad  y  pide  el 
importe  de  su  reparación;  si  alguno  ha  sido  herido  y 
reclama,  la  indemnización  de  los  perjuicios  sufridos, 
no  hay  motivo  para  que  sea  de  peor  condición  que 
todos  los  demás  acreedores.  Asi,  el  último  lugar  que 
se  da  á  la  responsabilidad  civil  que  proviene  de  de- 
litQ  es  á  la  que  representa  la  p^^na,  á  la  que  no  está 
destinada  á  satisfacer  al  ofendido  sino  que  ha  de  ingre- 
sar á  fondos  públicos;  y  así  está  hoy  terminantemense 
consignado  en  el  Decreto  de  Ref.  N?  272  (art.  320). 

1031. — Debe  tenerse  presente  también  que  en  todo 
caso  se  x^i'ehere  el  crédito  por  título  oneroso  al  que 
proviene  de  título  lucrativo.  Aunque  el  Código  no  lo 
consignaba  expresamente,  así  lo  consigna  hoy  el  De- 
creto de  Ref.  (art.  cit.):  además,  la  naturaleza  de  los 
créditos  asi  lo  exige,  un  principio  que  puede  tenerse 
como  de  legislación  universal  lo  sanciona,  y  está  re- 
conocido también  en  el  artículo  2120,  hoy  312  del  De- 
creto de  Reformas  N.  ^  272  en  que  permitiéndose  ha- 
cer anotación  preventiva  sobre  bienes  jsi  anotados,  se 
tíxpresa  que  es,  salvo  la  preferencia  del  título  oneroso 
sobre  el  lucrativo. 
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TITULO  TRIGÉSIMO. 

DE  LOS  CUASI  DELITOS. 


1032. — Además  de  los  hechos  lícitos  y  de  los  delitos 
que  producen  principalmente  responsabilidad  crimi^ 
nal  y  accesoriamente  la  civil,  hay  algunos  ilícitos  que 
pueden  ser  fuente  de  obligaciones  y  responsabilidades 
civiles.  Se  llaman  cuasidelitos,  y  son  aquellos  hechos 
ilícitos  que,  x)or  su  naturaleza  y  por  ser  cometidos  solo 
por  culpa  y  sin  dolo,  no  dan  lugar  á  responsabilidad 
criminal  (329  Dec.  N?  272)  sino  solo  á  las  reparaciones 
civiles.  Se  distinguen  x)ues,  tales  hechos  de  los  delitos 
que  en  éstos  hay  dolo  ó  intención  de  causar  el  daño; 
y  se  (lis tinguen  de  la  imprudencia  temeraria  y  de  las 
faltas  en  que  en  éstas,  por  la  naturaleza  de  los  hechos 
que  las  constituyen,  la  ley  establece  principalmente 
la  responsabilidad  criminal  más  ó  menos  grave,  mien- 
tras que  aquí  se  trata  de  la  responsabilidad  civil.  Eso 
no  obsta  á  que  muchos  de  los  que  se  consideran  como 
cuasidelitos  estén  también  clasificados  como  faltas,  y 
entonces,  á  la  vez  que  estarán  sujetos  á  fa  penalidad 
respectiva,  darán  lugar  también  á  las  responsabilida- 
des civiles  que  van  á  expresarse. 

1033. — El  principio  que  domina  en  esta  materia  es 
que  cualquiera  que  por  sus  hechos,  descuido  ó  impru- 
dencia causa  un  perjuicio  á  otro,  está  obligado  á  sub- 
sanarlo (fr.  1^2277  0.);  y  con  razón  porque  él  es  el 
autor  del  daño  ocasionado,  y  la  consecuencia  natural 
es  que  ha  de  repararlo.  Se  infiere  de  aquí  que  el  que 
causa  daño,  pero  sin  que  haya  absolutamente  ninguna 
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cnlpa  de  su  parte,  no  está  obligado  á  la  reparación 
porque  falta  entonces  el  motivo  que  la  origine;  el  que 
procede  con  toda  diligencia  sin  faltar  á  la  ley  y  sin  te- 
ner culpa  ni  descuido,  no  puede  estar  sujeto  á  respon- 
jgabiJidad.  Mas  no  podrá  excusarse  de  no  tener  culpa  el 
que  voluntariamente  v.  g.  embriagándose,  se  haya  pri- 
vado del  uso  de  la  razón  y  en  ese  estado  de  ebriedad 
cause  daños  á  otro  en  su  persona  ó  en  sus  bienes 
(2295  C);  porque  es  claro  que  no  puede  autorizarse  esa 
causa  para  libertar  de  las  responsabilidades  naturales. 

1034. — Se  deduce  también  que  aun  cuando  se  cause 
un  daño  á  otro  no  hay  obligación  de  innemnizarle  si 
ge  causó  en  el  ejercicio  legítimo  de  un  derecho,  por- 
que el  que  usa  de  éste,  á  nadie  perjudica  cuando 
lo  ejendta  dentro  de  los  términos  y  condiciones  seña- 
ladas por  la  ley  (2296  C).  Así  pues,  si  una  persona 
nhr*^  un  pozo  en  un  fundo  de  su  propiedad  y  como  re- 
sultado de  esto  se  seca  el  pozo  del  fundo  vecino,  no 
tendrá  que  responder  por  el  perjuicio  que  de  esto  re- 
sulte á  su  dueño  j)orque  ha  procedido  en  ejercicio  de 
6M  derecho.  La  ley  exceptúa  únicamente  el  caso  en 
que  una  persona  disponga  de  diversos  medios  para 
ejercer  el  derecho:  que  todos  le  den  el  mismo  ó  mejor 
resultado  que  el  que  emplea;  y  que  voluntariamente 
haya  escojido  el  que  era  perjudicial.  Hay  entonces  en 
el'ecro  una  razón  de  equidad  porque  está  manifiesto 
el  ijrojiósito  de  causar  perjuicio  y  el  derecho  no  debe 
a ut<  rizarlo.  Debe  sin  embargo,  tenerse  presente  para 
la  aplicación  de  este  principio  que  es  indispensable 
como  se  ha  dicho  que  haya  diversos  medios  de  ejerci- 
tar el  derecho:  que  todos  ellos  den  por  lo  menos  el 
mismo  resultado  que  el  que  se  adoptó;  y  que  volunta- 
riamente, esto  es,  de  una  manera  intencional  y  delibe- 
rada, se  haya  escojido  el  que  era  perjudicial. 

1085. — No  solo  están  obligados  directamente  los  cau- 
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san  tes  de  un  daño  á  repararlo:  lo  están  también  algu- 
nas personas  por  hechos  de  otras  dependientes  de  ellas 
ó  por  perjuicios  causados  por  animales  que  les  perte- 
necen. Así,  el  padre  y  en  falta  de  él  la  madre,  están 
obligados  por  los  perjuicios  que  causen  los  hijos  que 
tienen  bajo  su  patria  potestad  (fr.  2^  2277  C):  el  guar- 
dador, lo  pstá  por  los  pericios  que  causen  sus  meno- 
res ó  los  incapacitados  que  tenga  á  su  cargo  (fr.  3* 
9277  C):  los  maestros  por  los  que  causen  sus  aprendi- 
ces (fr.  4^  2277  C),  entendiéndose  en  lo  que  dependa 
de  su  oficio  y  dirección  y  no  en  lo  que  sea  extraño; 
y  en  general  el  que  tenga  á  otros  bajo  su  cuidado  y 
dependencia  por  los  daños  que  éstos  causen,  y  en  lo 
que  tenga  relación  con  e]  cuidado  que  han  de  tener 
(fr.  2277  C).  Así  también,  el  dueño  de  un  animal  ó  el 
que  lo  tiene  á  su  cuidado  debe  reparar  los  males  que 
dicho  animal  cause,  á  no  ser  que  se  le  hubiere  sustraí- 
do, que  entonces  la  responsabilidad  será  del  que  lo 
sustrajo  (fr.  1^  2278  C).  También  en  estos  casos  hay 
falta  de  diligencia  de  parte  del  que  debía  haber  tenido 
cuidado  del  animal,  y  por  eso  se  le  hace  responsable 
dejios  daños  que  éste  causó.  Claro  está  que  esta  misma 
responsabilidad  tendrá  cualquiera  otro  que  haya  tenido 
culpa  en  el  daño  causado  por  el  animal,  como  el  que  lo 
instigó,  pues  él  es  propiamente  el  autor  del  perjuicio 
(fr.  2^  2278  C). 

1036. — Lo  dicho  no  tendrá  lugar  cuando  los  padres, 
guardadores  y  demás  personas  que  se  han  menciona- 
do justifican  que  no  pudieron  impedir  el  hecho  que 
causó  el  daño.  En  tal  supuesto,  ro  sería  justo  hacer 
pesar  sobre  ellos  ninguna  responsabilidad  porque  tam- 
poco ha  habido  culpa  de  su  parte  puesto  que  hicieron 
cuanto  podían  hacer  (2279  C). 

1937.— También  el  patrón  ó  posadero  es  responsable 
de  las  cosas  perdidas  ó  robadas  en  un  buque  ó  posada, 
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salvo  el  caso  de  robo  con  violencia  ó  intimidación  que 
no  fuere  ejecutado  por  sus  dependientes;  (2280  C.)  y 
es  porque  él  debe  conocer  á  todas  las  personas  que 
emplea  en  su  servicio  y  responder  de  las  faltas  y  per- 
juicios que  por  ellos  se  cometan,  durante  el  mismo 
servicio  y  con  ocasión  de  él. 

1038. — El  Código  enumera  varios  cuasidelitos  y  son 
los  siguientes: 

1.^  El  del  dueño  de  un  edifício  cuya  caída  ha  ori- 
ginado daños  cuando  ésta  lia  provenido  de  falta  de 
conservación  ó  en  la  construcción  (2281  C). 

2.  ^  El  del  que  causa  perjuicio  á  otro  con  la  cons- 
trucción de  una  obra  nueva  que  no  se  liace  con  las 
formalidades  debidas  (2281  C). 

3.  ^  El  del  habitante  de  una  casa  por  los  que  cause 
con  las  cosas  arrojadas  desde  ella;  pero  como  puede 
suceder  que  otra  persona  diferente  que  no  sea  de  los 
individuos  de  su  familia  y  dependencia  sea  quien  ha- 
ya arrojado  las  cosas  que  ocasionaron  el  perjuicio,  tie- 
ne derecho  de  repetir  contra  ella  por  la  cantidad  que 
haya  sido  obligada  á  pagar  (2282  C). 

4.  ^  El  del  que  tiene  alguna  cosa  puesta  ó  suspen- 
dida en  un  lugar  por  donde  pasan  ó  en  que  se  paran 
los  transeúntes  y  cuya  caída  puede  hacer  daño. 

5.  ^  El  del  que  corre  por  las  calles  en  bestia  ó  en 
cualquiera  especie  de  carro. 

6.  ^  El  del  que  ordena  al  conductor  de  un  carro  en 
que  "va  que  lo  ponga  á  la  carrera. 

7.  ^  El  del  que  arrea  bestias  por  las  calles  haciéndo- 
las correr;  y 

8.  ^  El  del  que  en  camino  ó  lugar  piíblico  caza  con 
armas  de  fuego  ó  pone  trampas  (2283  C). 

1039.— Si  el  daño  que  por  el  cuasidelito  se  ha  cau- 
sado consiste  en  la  muerte  de  una  persona,  el  respon- 
sable ha  de  pagar  una  cantidad  en   compensación  de 
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los  alimentos  de  las  personas  que  hubieren  queda- 
do en  la  orfandad  (2285  C).  En  caso  de  heridas,  ade- 
más de  indemnizar  los  daños  causados,  como  ios  sala- 
rios del  tiempo  que  el  paciente  no  haya  podido  traba- 
jar, se  han  de  pagar  también  los  gastos  causados  en 
Ja  curación  (2286  C);  y  en  caso  de  que  el  perjuicio 
consista  simplemente  en  algún  deterioro  en  la  propie- 
dad, éste  es  el  que  ha  de  indemnizarse  previa  compe- 
tente estimación.  Si  el  que  sufrió  el  deterioro  se  expu- 
so á  él  imprudentemente,  es  natural  que  su  estimación 
se  reduzca  convenientemente  pues  hay  de  su  parte  al- 
guna responsabilidad  (2274  C). 

1040. — Acerca  de  las  personas  que  han  de  responder 
del  daño,  si  muchas  son  culpables  de  él  serán  solida- 
riamente responsables  (2289  C);  es  decir  que  cada  una 
de  ellas  responderá  por  la  totalidad  del  importe,  á  no 
ser  que  pueda  determinarse  la  parte  del  daño  causado 
por  cada  uno;  y  en  este  último  caso  cada  cual  respon- 
derá por  el  perjuicio  que  hizo  (2289  C).  Y  si  el  due- 
ño de  una  cosa  sin  dolo  ni  deliberación,  ha  causado 
daño  en  ella  en  concurrencia  de  otras  personas,  podrá 
dirigir  su  acción  contra  éstas,  pero  solo  por  la  parte 
que  proporcionalmente  les  corresponda  en  el  daño, 
deducida  como  es  natural  la  parte  causada  por  él  de 
la  cual  no  puede  hacerse  responsable  á  los  otros. 

1041. — La  obligación  de  indemnizar  los  daños  oca- 
sionados por  cuasidelitos  prescribe  en  un  año  (668  y 
2292  C.)  y  pasa  á  los  herederos  del  responsable  siem- 
pre que  sea  dentro  de  ese  mismo  término,  siendo  in- 
dependiente de  la  acción  criminal  que  corresponda 
conforme  á  las  leyes  á  la  cual  sin  embargo  podrá  acu- 
mularse (2293  y  2294  C). 

1042. — Se  declara  en  el  Código  también  tratando  de 
esta  materia,  que  el  que  origina  una  i3risión  ilegal,  y  el 
juez  que  la  ordena  son  mancomunadamente  responsa- 
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bles  por  los  daños  que  cause  la  prisión  (2288  C);  que 
én  caso  de  injurias  procedentes  no  de  dolo  sino  única- 
mente de  culpa  tiene  derecho  el  que  las  reciba  á  pedir 
una  indemnización  proporcionada  á  la  ofensa  (2287  C); 
y  por  último,  que  las  imputaciones  injuriosas  contra 
el  bonor  de  una  persona  no  dan  derecho  para  deman- 
dar una  indemnización  pecuniaria  á  menos  que  se 
prueben  daño  emerjente  ó  lucro  cesante  apreciables 
en  dinero;  pero  que  ni  aun  en  esos  casos  tendrá  lugar 
la  indemnización  si  la  verdad  de  la  imputación  se  pro- 
bare (2297  C). 


NOTAS: — Con  este  título  se  cierra  el  tomo  3?  de  las  Instituciones 
de  Derecho  Civil,  sin  incluirse  el  tratado  del  registro  de  la  propiedad, 
á  causa  del  viaje  que  en  este  estado  de  la  impresión  de  la  obra,  tuv© 
que  hacer  el  autor,  y  con  el  objeto  de  no  retardar  más  su  publicación. 


FIN   DEL    LIBRO   TERCERO. 
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